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Introducción. 
 

Antes de presentar el  contenido de la tesis y su es tructura me gustaría explicar 

brevemente el camino que me llevó a estudiar el acceso a la justicia.  

Durante mi larga estadía en Barcelona (ciudad en la que viví 14 a ños), tuve la 

oportunidad de colaborar, como abogada, en diversas organizaciones de defensa de los 

derechos d e l as m ujeres ( como Dones Juristes y G enera) y d e co ordinar varias 

investigaciones r elacionadas co n la vul neración de  l os de rechos hum anos de  l as 

mujeres, algunas de el las desde otras organizaciones feministas, como es el  caso de la 

Fundación S urt de  Barcelona. De este m odo, podía s atisfacer dos  intereses que han 

marcado mi vi da pr ofesional de sde que  a cabé mis e studios de  grado e n derecho: 

combinar l a p ráctica d e l a abogacía, c omo a ctividad principal, con la investigación 

social, como actividad complementaria.  

Estuve mucho tie mpo a ctivamente comprometida (y a ún l o estoy, aunque c on 

menos intensidad) con la defensa de los derechos de las mujeres que se encuentran en 

contextos de  pr ostitución callejera y siempre me ha i ndignado, c omo a  tantas otras 

activistas e investigadoras, la forma en que, por lo general, son puestas en relación con 

la ju sticia: usualmente como i nfractoras. Siendo personas que suelen sufrir terribles 

vulneraciones de derechos humanos, en muy pocas ocasiones son vistas o tratadas como 

víctimas, desde un punto de vista jurídico. Es más, he visto casos en los que aún cuando 

una mujer e ra identificada por e l s istema de justicia penal como v íctima de tr ata, por 

ejemplo, al mis mo tie mpo era considerada como i nfractora en el m arco d el d erecho 

administrativo s ancionador ( por i nfracciones a l de recho d e extranjería y/o a alguna 

ordenanza cívica municipal que prohíbe el ejercicio de la prostitución en la vía pública, 

como l a d e l a propia ciudad de  B arcelona), todo lo cu al r esulta muy sugerente para 

pensar, en tre o tras co sas, en c ómo el d erecho (mejor di cho, l as y l os ope radores 

jurídicos) entienden y/o tratan a las mujeres y en cómo actúan los estereotipos sexistas 

en la aplicación de las normas.  

Cuando ingresé al grupo Antígona de la Universidad Autónoma de Barcelona y 

decidí em barcarme en  el p royecto d e r ealizar m is e studios de  doc torado, continué 

trabajando aspectos relacionados c on algunas d e las problemáticas d e r eferencia. La 
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tesina presentada a los efectos de acreditar mi suficiencia investigadora, en septiembre 

de 2009, llevó el título de: “Mujeres en contextos de prostitución: ¿sujetas de derecho u 

objetos de intervención?”. Poco después de defenderla, sufrí una especie de burn-out y 

decidí ap artarme durante a lgún t iempo de ese tema. Con c ierta di ficultad, debida a l 

grado de  c ompromiso pe rsonal que  h abía adquirido e n e ste á mbito, tomé también l a 

decisión de d ejar d e h acer at ención d irecta a m ujeres en s ituación d e pr ostitución en 

algunas en tidades s ociales co n l as q ue colaboraba y m e centré en  am pliar mis 

conocimientos sobre teoría feminista.  

Mientras tanto, en 2010, comencé a p articipar en dos proyectos europeos de la 

convocatoria D aphne en l os que  e l grupo A ntígona act uaba como s ocio: el IRIS, 

“Intervention s ur l es v iolences en vers l es f emmes: r echerche et  m ise en  s ervice d es 

guichets spécialisés” y  e l WOSAFEJUS, “Why doe sn’t s he p ress c harges? 

Understanding Women’s Safety and Right to Justice”. Los dos trataban sobre violencia 

contra las mujeres y en ambos se abordaban, desde distintos puntos de vista, aunque de 

un modo tangencial, algunas cuestiones relacionadas con el  acceso a l a justicia de l as 

víctimas.  

A medida que me iba involucrando en esos proyectos me fui distanciando de mis 

investigaciones relacionadas con la prostitución, pero paradójicamente me fui acercando 

más a muchas de las inquietudes que se me habían ido despertando justamente gracias a 

haber profundizado en ese tema, varias de las cuales tenían que ver con la forma en que 

las estructuras de género del derecho y su aplicación práctica se inscriben en las vidas 

de las mujeres que experimentan serias vulneraciones de sus derechos y, en particular, 

con el  m odo en  q ue t odo es to af ectaba el  ac ceso a l a j usticia p or p arte d e el las, 

constituyendo nuevas formas de victimización o, lo que es lo mismo, de violencia por 

parte del Estado. En paralelo descubrí que, no obstante el creciente desarrollo que han 

tenido los estudios de género en el área jurídica en los últimos años, existían muy pocas 

investigaciones relacionadas con el acceso a la justicia por parte de las mujeres.  

Esa co nstatación me despertó nuevas i nquietudes acad émicas. E l acc eso a l a 

justicia me ponía por de lante todo un mundo de  pos ibilidades p ara d esarrollar en l a 

tesis, a la vez que me permitía establecer ciertos puntos de conexión entre las líneas de 

investigación en las que había incurrido anteriormente y las que estaba comenzando a 
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abrir. El problema era cómo limitar esta área de conocimiento y determinar qué aspectos 

podía estudiar  en detalle en un tiempo razonablemente corto, dado que, en el interin, se 

dieron una cantidad de cambios radicales en mi vida personal que incluyeron una nueva 

migración, que me llevó a establecerme nuevamente en mi país de origen, pero en una 

ciudad y en una región que hasta entonces desconocía.   

El acces o a l a j usticia, en  g eneral, plantea una s erie d e cuestiones bastante 

complejas. E n poc as pa labras, p uede s er e ntendido c omo un movimiento s ocial y 

político y t ambién c omo un de recho humano, estrechamente l igado al  d erecho a l a 

igualdad y al  d esarrollo d e l os d erechos d e ci udadanía d e l as d emocracias 

contemporáneas.  

Desde el punto de vista de la dogmática jurídica, de fuerte tradición formalista, 

el acc eso a l a j usticia h a s ido l imitado al  acces o a l a j urisdicción p ropiamente d icho, 

esto es , al  estudio de as pectos m eramente técnicos o de  pr ocedimiento y/o de  

adminitración de l a j usticia, s obre t odo de sde la p erspectiva d e l a organización 

funcional. Las teorías críticas del d erecho lo observan c on un a m irada de  m ayor 

alcance, que abarca componentes relacionados con la aplicación de criterios de justicia 

material o sustantiva e n l a r esolución de  l os c onflictos sociales, por  un l ado, y c on 

elementos vi nculados a l di seño y elaboración de l as l eyes y a su i nterpretación y 

aplicación p ráctica p or parte d e l as o peradoras y ope radores j urídicos, por  ot ro. 

Asimismo, bus can concentrarse e n c ómo l os m ecanismos pue stos a  di sposición de  l a 

ciudadanía para exigir el reconocimiento de sus derechos o para reclamar la vulneración 

de l os m ismos e stán s iendo de sarrollados po r l os or ganismos públ icos y cuál e s el 

impacto en las personas a quienes van dirigidos.    

La exclusión de las mujeres de la justicia y los derechos de ciudanía se ha dado 

desde e l pr opio c omienzo de  l a or ganización social p atriarcal. Es una exclusión ab 

initio, con r aíces m uy hondas, e n cuya superación se ha  i do a vanzando de  un m odo 

notable e n lo s ú ltimos sesenta añ os, gracias al paulatino reconocimiento j urídico de l 

derecho a la igualdad sexual. Sin perjuicio de estos avances, el acceso de las mujeres a 

la justicia es todavía, en pleno siglo XXI, una empresa difícil.  

Las m ujeres ex perimentan m uchos o bstáculos en  el  acc eso a la ju sticia. E l 

primero de  t odos tiene que  ve r c on s u posición dentro d e l a s ociedad, la cu al es tá 
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signada por su desigualdad estructural con relación a los hombres, que se expresa bajo 

una forma de subordinación sexual social.  

La subordinación estructural de g énero hace q ue l as mujeres se en cuentren en  

una situación de particular desventaja a l a hora de reclamar por l a vulneración de  sus 

derechos hum anos, de modo que  e stos casos muy poc as veces l legan la ju sticia. L os 

datos o ficiales de l a Macroencuesta de v iolencia de género 2011, publ icados en 2012 

por la Delegación del gobierno para la violencia de género, revelan, por  ejemplo, que  

sólo un 27 %  de las mujeres que expresan haber sufrido violencia de género denuncian 

los hechos.  

El acc eso a  l a j usticia h a s ido un ej e central del p ensamiento f eminista d esde 

principios de l s iglo X X, pero no s e ha  hecho e xplícito ha sta é pocas m ás r ecientes. 

Desde una perspectiva feminista, se encuentra atravesado por las discusiones en torno a 

las posibilidades del uso del derecho como estrategia de emancipación y por los análisis 

sobre la m anera en que  se han i do e ntendiendo y conceptualizando l as vinculaciones 

entre mujeres y derechos. Una de las discusiones más difundidas en este aspecto, desde 

los años sesenta del siglo pasado, pero sobre todo en las tres últimas décadas, ha estado 

relacionada con el tratamiento jurídico de la violencia contra las mujeres. Existen pocas 

legislaciones en el mundo que la consideran una violación de derechos humanos y que 

la co nectan co n l a d esigualdad s ocial estructural en tre m ujeres y h ombres. E n 2004, 

España sancionó una de ellas (la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas 

de pr otección i ntegral contra l a vi olencia de  gé nero) e incorporó una s erie de  

modificaciones l egales que han abierto un nu evo m arco para el d esarrollo d e l os 

derechos de las v íctimas, de m odo que  m e pa reció opor tuno tomar e ste cas o p ara 

indagar acerca d e cómo l a l egislación y las pol íticas púb licas o rientadas a p revenir, 

sancionar y er radicar la violencia de género en este país y, en  particular, en  Cataluña, 

están ab ordando el acc eso a l a j usticia p or p arte d e l as v íctimas. Ese es  el  o bjetivo 

general de la tesis.  

Los objetivos específicos de la investigación son los siguientes: 

- Estudiar el concepto de acceso a la justicia y su evolución legislativa. 
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- Indagar en  las e pistemologías y m etodologías f eministas para en tender l a 

vinculación entre mujeres y derechos y entre mujeres y acceso a l a justicia, 

en perspectiva feminista.  

-  Analizar el modo en que las epistemologías y metodologías feministas son 

incorporadas en la legislación y las políticas políticas públicas desarrolladas 

en el marco estatal español y en el autonómico catalán para dar respuesta la 

violencia contra las mujeres en el ámbito de la pareja. 

- Determinar cuáles son los mecanismos de acceso a la justicia previstos en la 

citada l egislación y cómo es tán s iendo ap licados en  r elación co n l as 

víctimas.  

- Averiguar cuáles son los principales obstáculos y dificultades en el acceso a 

la justicia que experimentan las mujeres víctimas de violencia de género en 

la pareja o ex pareja. 

Con la finalidad de dar respuesta a los obejetivos establecidos, la investigación fue 

estructurada en cuatro partes, que se presentan como capítulos separados: 

a) En el primero se presenta una introducción al  acceso a l a justicia. Se exploran 

los conceptos que la doctrina tradicional ha elaborado con respecto a este tema y 

sus d iferentes p ropuestas d e am pliación y co ntextualización por pa rte de l as 

teorías críticas del derecho. Se analizan las influencias que han ejercido en esta 

tarea, t anto desde un punt o de  vi sta e pistemologógico c omo metodológico, l a 

denominada j urisprudencia de  l os i ntereses, e l r ealismo j urídico, las t eorías 

marxistas d el d erecho y el lib eralismo ju rídico ig ualitarista, en tre o tras. Se 

revisan las aportaciones de un c onjunto de proyectos de investigación liderados 

por r eferentes de d iversas co rrientes t eóricas anti-formalistas originadas en l os 

años s esenta d el s iglo X X, c omo e l m ovimiento Law and Society (Derecho y  

Sociedad) en l os E stados U nidos y e l de nominado “Proyecto F lorentino de  

Acceso a l a Justicia”, que tuvo su epicentro en Florencia, Italia, expandiéndose 

luego a n ivel i nternacional. Se es tudian l as definiciones más act uales sobre 

acceso a la justicia que se han ido dando en los últimos años, en particular, en el 

contexto acad émico l atinoamericano, así co mo las principales estrategias q ue, 

con carácter general, se han ensayado desde el Estado para mejorar el acceso a la 
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justicia por p arte d e la ci udadanía. T ambién s e analiza e l pr oceso de  

positivización del acceso a la justicia como derecho, a través de su incorporación 

en di ferentes i nstrumentos j urídicos, en  es pecial, d el d erecho i nternacional 

público. Finalmente, se relevan los criterios estándar para mejorar la calidad de 

las respuestas judiciales en la atención de las personas usuarias de los sistemas 

de j usticia y, en p articular, d e l as víctimas d e d elitos, elaborados en  diversos 

programas d e a cceso a  l a j usticia que s e d esarrollan en el  contexto de l a 

Organización de  l as N aciones U nidas, e n l a Unión E uropea y e n a lgunos 

espacios de cooperación iberoamericana, que son considerados como pautas de 

buenas prácticas en este ámbito. 

b) En e l s egundo capítulo s e examinan en p rofundidad l as m etodologías y 

epistemologías feministas. Se revisan las clasificaciones metodológicas clásicas: 

la cu estión d e l as m ujeres en  el  d erecho, l a creación d e conciencia j urídica 

feminista, e l r azonamiento p ráctico f eminista y las cr íticas ju rídico-feministas 

postmodernas. Se proponen nuevas formas de entenderlas y, también, una nueva 

metodología: l a d e l a r eapropiación feminista d e l os d erechos d e l as m ujeres, 

respecto de la cual se dan las pautas para ponerla en práctica. Se presentan las 

teorías jurídicas feministas como un proyecto jurídico dividido en tres etapas: la 

de afirmación, la de reconocimiento y la de transformación. En la de afirmación, 

se estudian los principales debates feministas de la postguerra, que se dividen en 

tres co rrientes: liberales, materialistas y  radicales, d entro d e cad a u na d e las 

cuales se e stablecen, a  s u ve z, di ferentes s ubdivisiones. En l a f ase d e 

reconocimiento se analizan las discusiones que, en particular a partir de los años 

setenta, ponen el énfasis en la diferencia sexual. Las corrientes principales que 

se identifican en este período son el feminismo cultural, el feminismo negro (o 

black standpointism), l os f eminismos d e l a d iferencia en F rancia e Italia y  el  

posmodernismo y la fragmentación de las identidades de género. Finalmente, en 

lo que s e de nomina c omo proyecto jurídico f eminista de t ransformación, s e 

presentan algunos aspectos q ue car acterizan l a reflexión feminista en l a 

denominada era “post”, es to es , el postfeminismo, el postcolonialismo, e l 

postmodernismo, el postmarxismo, el transfemismo, etc. y se identifican algunos 

de los principales  ejes en torno a los cuales giran las discusiones feministas más 
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destacadas, co mo l as q ue t ratan s obre feminismo y  globalización, sobre l a 

conceptualización y pos itivización de  l os de rechos hum anos de  l as m ujeres, 

sobre políticas de igualdad y desrrollos del derecho antidiscriminatorio, etc. En 

esta f ase se id entifica ta mbién un pr oyecto de  construcción de una  j usticia de  

género y un derecho no androcéntrico, uno de cuyos desarrollos se encuentra en 

la legislación sobre violencia de género. En cada una de las corrientes feministas 

señaladas en este capítulo se busca determinar la forma en que se ha entendido la 

relación entre género y derecho y se ha conceptualizado y/o problematizado el 

acceso a la justicia por parte de las mujeres.  

c) En el tercer capítulo se repasa el modo en que la violencia contra las mujeres ha 

sido c onceptualizada po r e l m ovimiento f eminista y cómo ha n s ido r ecogidos 

estos c onceptos e n l a le gislación, la s p olíticas p úblicas y lo s me canismos d e 

acceso a la justicia desarrollados para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 

de género en  l as r elaciones de i ntimidad (de pareja o  ex  pareja) Asimismo, se 

exploran los mecanismos de acceso a la justicia que estable la legislación estatal 

española y la autonómica catalana en la materia y se identifican algunos de sus 

puntos más problemáticos.   

d) En el  cu arto capítulo se presenta u n t rabajo d e cam po r ealizado m ediante 

entrevistas personales semi-dirigidas a m ujeres víctimas de violencia de género 

en la pareja y a profesionales que intervienen en la red de servicios de atención a 

este t ipo de  vi olencia. Se r ealizaron 2 0 en trevistas a p rofesionales y 17 a 

víctimas. Las en trevistas f ueron g rababas y retranscritas co mpletamente y s u 

análisis s e u tilizó con la  a yuda del p rograma AtlasTi. En el  desarrollo d e este 

capítulo se i ncluye u na información m ás d etallada co n r especto a l os c riterios 

metodológicos de s elección d e l as p ersonas en trevistadas, s us p erfiles y l as 

preguntas guía que se les realizaron y se analiza la información relevada a partir 

de la i nformación br indada po r l as pe rsonas e ntrevistadas. E n p articular, s e 

establecen las principales percepciones que tales personas tiene con respecto al 

marco nor mativo, l a i nformación l egal de  que  di sponen l as ví ctimas, e l 

conocimiento de  s us d erechos, la v aloración d e l os s ervicios y a yudas 

disponibles pa ra ellas, las f ortalezas y debilidades de l m arco nor mativo, de l 
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funcionamiento del s istema de  acceso a l a justicia en particular y de cómo, en 

líneas generales, está interviniendo el sistema de justicia penal en estos casos. 

e) Para acabar, se ensayan unas reflexiones finales, a modo de conclusión, 

donde s e r emarcan l os as pectos d e m ayor r elieve obtenidos e n esta 

investigación, por  s er l os m ás pr oblemáticos y/o por  a portar pa utas p ara l a 

mejora d el a cceso a  l a j usticia e n el ámbito d e la v iolencia d e género en la s 

relaciones de pareja o ex pareja. 

El marco epistemológico de l t rabajo vi ene d ado por  l as teorías f eministas y la  

sociología j urídica, e n e l e ntendimiento de  que  e stas disciplinas permiten analizar l os 

temas planteados de sde un punt o de  vi sta que  s upone s u c omprensión m ás a llá de l 

propio m arco j urídico (Bodelón, 1998 ), l o cual e s especialmente r elevante c uando s e 

trata de aspectos vinculados con los derechos de las mujeres (Smart, 2000).  

La me todología u tilizada s e b asa en  la c ombinación de  los m étodos c lásicos 

(cualitativos) d e la  in vestigación s ocio-jurídica (Treves, 1985)  con l as metodologías 

feministas, de modo que se analiza el  pensamiento de autores y autoras expertas en la 

materia es tudiada, así como los resultados de  estudios, investigaciones, publicaciones, 

jurisprudencia y t extos l egales específicos, j unto co n l as ex periencias d e l as m ujeres 

víctimas de violencia, que se toman como fuente válida de conocimiento.  
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Capítulo I. El acceso a la justicia. 
 

1. Un movimiento académico-político1. 
 

Lo que hoy se conoce como acceso a la justicia, forma parte de, y tiene sus orígenes 

en un amplio movimiento intelectual y de investigación orientado a buscar alternativas a 

las co ncepciones h egemónicas d ogmático-formalistas d el d erecho (Cappelletti, 1993) . 

Aunque comienza a gestarse a i nicios de s iglo XX, los inicios de  su consolidación se 

ubican a partir de la década de 19602.  

Las concepciones dogmático-formalistas, en t anto v ariantes extremas d el 

positivismo j urídico ( Maurino, 2008 ), han i ntentado i dentificar el  d erecho co n el  

complejo de normas de un determinado lugar, sin tener en cuenta los aspectos sociales y 

culturales relacionados con su elaboración y aplicación, ni su interpretación por parte de 

la práctica de la abogacía y de los tribunales de justicia, ni las necesidades concretas de 

las personas, especialmente aquellas que pueden ser traducidas en intereses jurídicos o 

en vulneraciones de derechos subjetivos.  

Presente t anto en  l a en señanza d e l as l eyes y j urisprudencia y e n lo s a nálisis 

científicos del D erecho, co mo en  l a administración d e j usticia y en l a práctica d e l a 
                                                           
1 El subtítulo evoca al de “Un movimiento político e intelectual”, en  Cappelletti, 1993: 82. 

2 El formalismo jurídico abarca una concepción dogmática del derecho fuertemente influenciada por el  

análisis lógico de las normas, de acuerdo con la cual los es tudios jurídicos se l imitan al  análisis de las 

estructuras l ógico-formales d e l as l eyes, s in co nsiderar l os f actores e xternos q ue i nciden t anto en  su 

formulación como en  s u aplicación práctica (entre los cuales se encuentran elementos de tipo político, 

económico, social, cultural, etc.). De acuerdo con algunos autores, la dogmática jurídica cumple muchas 

funciones positivas (como la estabilización, previsibilidad de las decisiones, etc.) y responde a principios 

prácticos g enerales e n el  á mbito d e l a ap licación d el d erecho ( entre el los, Alexy, 1 989). D esde 

perspectivas cr íticas, sin embargo, se identifican muchos elementos negativos e n su c onfiguración. E n 

este sentido, se ha acusado al dogmatismo jurídico de identificar el fenómeno jurídico exclusivamente con 

el co mplejo d e l as n ormas y, p or c onsiguiente, d e s implificar y r educir el  d erecho a s u e xpresión 

normativa, de sconociendo ot ros e lementos e senciales que  l o c onforman, c omo l o s on l os s ujetos 

implicados, las instituciones, los procedimientos, que en sí mismos son externos al derecho pero influyen 

en su aplicación e, incluso, pueden tener una función “correctiva” del mismo (Atienza, 1980).    
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abogacía, la cultura jurídica dominante ha sido hasta nuestros días tributaria -en mayor o 

menor medida- de alguna variante de dogmatismo jurídico. Ello ha dado por resultado 

la ap licación de una justicia más b ien formal, con ausencia o  escasa incorporación de 

componentes de justicia social (Lista, 2009).  

Las i nvestigaciones j urídicas consecuentes co n esta tradición jurídico-cultural, se 

han centrado, tr adicionalmente, en los as pectos técnicos de las n ormas y d e l a 

dogmática te órico-jurídica, t anto de  d erecho s ustantivo c omo de  de recho pr ocesal, 

manteniéndose al margen de los “problemas reales de la justicia” (Cappelletti y Garth, 

1996: 11-12).  

La manera más s imple –que no más fácil- de cr iticar las concepciones dogmático-

formalistas del derecho ha sido a través de la descripción y análisis del abismo existente 

entre el mundo del derecho y el de la realidad, entre “derecho y sociedad” o entre “law 

in action” y “ law in the books” (“el derecho en acción” y el  “derecho en los l ibros”), 

según las denominaciones utilizadas y difundidas por uno de los principales precursores 

de l o que  ho y s e d enominan “análisis s ociológicos d el d erecho”, el profesor d e l a 

Universidad de Harvard, Roscoe Pound, en las primeras décadas del siglo XX3. Ello se 

ha hecho, básicamente, investigando la brecha existente entre los y las profesionales del 

                                                           
3 Sin p erjuicio d e s u a mplia d ifusión y p rofundización en E uropa y América Latina, lo s a nálisis 

sociológicos del derecho t uvieron un impacto considerable en los E stados Unidos de sde principios del 

siglo X X, aunque co ntaron con mayor d ifusión a p artir d el d esarrollo d e l a p erspectiva e structural 

funcionalista; en particular, a partir de los trabajos de Talcott Parsons y de Robert Merton (Deflem, 2006: 

112; Bergalli, 1983: 135). El citado Roscoe Pound, predecesor de Parsons y Merton, acuñó el término de 

“jurisprudencia sociológica” para denominar los estudios que enfatizaban el rol del derecho en el control 

social. Pound, además de ser uno de los más destacados promotores de esta perspectiva, fue uno de los 

primeros en señalar la necesidad de incorporar información fáctica y estadística en los estudios jurídicos y 

en d esarrollar, d esde el  á mbito acad émico, p rogramas p rácticos en  co laboración co n l as i nstituciones 

públicas, como e l Ministerio de Justicia y o tros organismos de  la administración (Freeman, 1994:  524-

529). El término sociología del derecho se difundió con posterioridad, aunque fue acuñado previamente 

en Europa, en especial a p artir de los trabajos de Leon Petrazycki y sus teorías psicológicas del derecho 

(1905-1907); de Nicholas Timasheff (1939); Georges Gurvitch (1942) y Pitirim Sorokin (1947). El exilio 

de muchos de  e stos i ntelectuales e uropeos a  l os E stados Unidos du rante e l pe ríodo s ubsiguiente a  l a 

revolución rusa y al  es tallido de las denominadas guerras mundiales (1914-1945), habría favorecido un 

mayor desarrollo de los estudios sociológicos del derecho en los Estados Unidos más que en Europa, al 

menos durante la primera mitad del siglo XX (Deflem, 2006: 107-109).         



25 

 

derecho ( científicos/as, abogados/as y ope radores/as de l s istema de  a dministración de  

justicia en general) y las problemáticas sociales sobre las cuales han debido (o debieran) 

intervenir. 

Una buena parte de la literatura especializada entiende que el movimiento de acceso 

a la justicia se inauguró con el denominado The Florences Access to Justice Project (El 

Proyecto Florentino de Acceso a l a Justica o Proyecto Florentino). Desde mi punto de 

vista, sin e mbargo, c onsidero que  la id entificación del p royecto f lorentino c on l os 

orígenes del movimiento de acceso a l a justicia se debe (al menos en parte), a que fue 

este ambicioso proyecto de investigación el primero que planteó un esfuerzo colectivo, 

a nivel internacional, que tuvo por objeto estudiar el acceso a la justicia. Pero antes de 

que es ta i niciativa co brara forma, ya ex istían investigaciones que t rataban s obre e l 

acceso a l a j usticia, a unque no mencionaran es te t érmino d e m anera ex presa, n i 

utilizaran una m etodología coherente e i nternamente co nsistente co mo l a q ue aq uel 

proyecto planteara. De hecho, la preocupación por el acceso a la justicia está presente –

aunque sin limitarse a ella- en muchas de las investigaciones que se conformaron bajo el 

paraguas de los estudios multidisciplinares desarrollados bajo la denominación de Law 

and Society (Derecho y Sociedad) y de las investigaciones llevadas a cabo bajo el marco 

de las Teorías Jurídicas Alternativas o Teorías Críticas del Derecho.  

Se trata d e co rrientes d e p ensamiento al tamente h eterogéneas, que  i ncluyen 

ideologías progresistas, ta nto de co rte l iberal co mo marxista. Todas el las p ueden 

agruparse b ajo l a general p erspectiva d e l os e studios so cio-jurídicos, sin embargo, en 

realidad exceden d e el la, p orque i ncluyen u na variedad d e an álisis s obre d erecho y 

sociedad “que no ne cesariamente s e vinculan o a rticulan en una  hi storia i nstitucional, 

una e scuela, o un m ovimiento c on una  m embresía d eterminada, u na p ropuesta 

metodológica, y una  m isión c ompartida, c omo podr ía s er e l c aso de  L&S” ( Bergallo, 

2010: 1); ni se agotan en un proyecto de investigación socio-jurídica determinado, como 

lo fue el llamado “proyecto florentino”, sino que reúnen una amplia gama de análisis y 

reflexiones, en los cuales el derecho es considerado como uno de los tantos subsistemas 

que componen los diversos mecanismos de control social y que están impregnados de  

los aportes de numerosas tradiciones sociológicas y politológicas (Bergalli, 1998: 419-

423), que incluyen también las influencias de otras disciplinas, como la antropología, la 

psicología y la economía, entre otras.  
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A co ntinuación s e describen b revemente l as características p rincipales d e las 

mencionadas iniciativas. Se t rata d e u na d escripción n o ex haustiva s ino m eramente 

expositiva, que tiene el propósito de ilustrar, con ejemplos concretos, la gran amalgama 

de aportaciones a las que se está aludiendo:  

a) El P royecto Florentino, se l levó a cab o a p artir d e una ex tensa i nvestigación 

internacional dirigida por M auro C appeletti, durante m ás d e cinco añ os. 

Formaron parte de él más de cien investigadores de distintas disciplinas de las 

ciencias j urídicas y d e o tras ci encias s ociales ( sociología, antropología, 

economía, ciencias políticas, psicología, etc.), p rovenientes de una treintena de 

diferentes p aíses. Sus extensos resultados s e p ublicaron en cu atro tomos, e n 

1979, y se debatieron en tres importantes congresos internacionales, celebrados 

en G ante, W urzberg y Utrecht. En e llos se an alizaron los obs táculos 

fundamentales pa ra el a cceso a l a j usticia, especialmente desde l a óptica de l a 

pobreza y l a exclusión s ocial, pe ro se r eflexionó también sobre ot ras 

problemáticas, entre las cuales destacan: la emergencia de los llamados derechos 

difusos; la i mplementación de  m edios t écnicos que  pudi eran c oadyuvar a 

mejorar l a v inculación d e l a ci udadanía co n los t ribunales de  j usticia; la 

simplificación y a breviación de l os pr ocedimientos; la n ecesidad d e u sar u n 

lenguaje jurídico y judicial más sencillo y de mejor comprensión para personas 

no versadas en la materia; la descentralización de la administración de justicia; 

el us o de  mecanismos a lternativos de  resolución de  conflictos; la creación d e 

servicios de a sistencia jurídica g ratuita; la i ncorporación de  las f iguras d el 

ombudsman o el defensor de derechos, etc. (Cárcova, 2004: 2-3); 

b) El movimiento Law and Society, por su lado, se configuró contemporáneamente 

en EE. UU. F ue institucionalizado e n 1964, b ajo l a American Sociological 

Association (ASA), con e l a uspicio d e va rias f undaciones pr ivadas (Ford, 

Rockfeller, Russell Sage, entre ellas) y del gobierno estadounidense, a través del 

programa Law Enforcement Assistance Administration (Abel, 201 0: 2) . 

Provenientes de diversas corrientes político-ideológicas (entre las que destaca el 

liberalismo igualitario), sus participantes compartieron el interés por un abordaje 

interdisciplinario del derecho, con una fuerte aspiración crítica: 
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“Fue cr eado p or a cadémicos y a cadémicas de d istintas di sciplinas que  

compartían e l pr oyecto de  e studiar e l f uncionamiento de l de recho de sde una  

perspectiva progresista, crítica y empírica, planteada en oposición a la dogmática 

formalista imperante. En palabras utilizadas en la carátula del primer número del 

Law and Society Review, e l obj etivo de l m ovimiento e ra `explorar l a r elación 

entre el  d erecho y l a s ociedad d e forma t al d e contribuir a l a co mpresión d el 

derecho como f enómeno s ocial y p olítico y f acilitar la  u tilización d el d erecho 

como instrumento de política pública más efectivo´” (Bergallo, 2010:2). 

c) Por su parte, las investigaciones realizadas bajo el marco de las Teorías Críticas 

del Derecho o Teorías Jurídicas Alternativas,  incorporan elementos que van más 

allá de lo jurídico en los análisis de las normas y de las prácticas institucionales, 

sin  r enunciar –al m enos no totalmente- a l a necesidad de  continuar ha ciendo 

teoría ju rídica4 y, e n a lgunos c asos, s in ha cer t ampoco tanto hincapié en l as 

implicaciones s ociológicas s ino má s b ien p olíticas d el d erecho, tratando d e 

utilizarlo c omo h erramienta e mancipadora. Bajo e ste r ubro s e e ncuentra un 

amplio espectro de estudios que responden, a su vez, a  una gran diversidad de 

orientaciones teóricas.  

Desde el punto de vista de sus metodologías y epistemologías, el movimiento de 

acceso a l a j usticia es  b ien h eterogéneo. H a b ebido, en tre o tras, de l a 

denominada j urisprudencia de  l os i ntereses ( Philip H eck) y de l d erecho l ibre 

(Eugen E hrlich, H ermann K antorowikz); de  l a particular vi sión de l r ealismo 

jurídico (Oliver Wendell Holmes, Karl Llewellyn, Alf Ross, Karl Olivecrona)5y 

de l os di ferentes m ovimientos de  de fensa d e l os de rechos c iviles, i ncluido e l 

movimiento feminista: 
                                                           
4 El olvido de los aspectos teóricos del derecho es una acusación que ha recaído muchas veces sobre el 

movimiento Derecho y Sociedad y sobre los estudios de sociología jurídica, en cuanto se han preocupado 

más por los aspectos prácticos del derecho que por las cuestiones teórico-conceptuales, dejando al campo 

de la teoría jurídica en un espacio marginal (Cárcova, 1993: 15).   

5 Las mencionadas, son ex presiones de algunas d e las corrientes t eóricas que co menzaron a f lorecer a 

finales del siglo XIX, constituyendo lo que se conoce como “rebelión contra el formalismo”. Sin perjuicio 

de s u d iversidad, t odas el las compartían s u e scepticismo f rente al  d erecho y su c iencia co mo á mbitos 

autónomos y autosuficientes en su interpretación y operación (Freeman, 1994: 655).  
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“El movimiento de acceso a la justicia, al tiempo que toma seguramente 

el punto de partida de la crítica realista del formalismo y del dogmatismo 

jurídico, con su absurda pretensión de una `pureza´ que no tiene nada que 

ver con la realidad, se propone objetivos más diferenciados y más fieles a 

la c omplejidad de  l a s ociedad hum ana. N o s e r eniega d el as pecto 

normativo del derecho, que es visto como uno de sus elementos, pero no 

el más importante, dado que son preminentes las personas (con todas sus 

peculiaridades cu lturales, eco nómicas, s ociales), l as instituciones, l os 

procesos, a través de los cuales el derecho vive, se forma, evoluciona, se 

impone. Por lo demás, el derecho no es visto ya como sistema separado, 

autónomo, a utosuficiente, `autopoiético´, s ino c omo pa rte i ntegrante de  

un or denamiento s ocial más c omplejo, e n e l qu e no pue de s er a islado 

artificialmente de la economía, de la moral, de la política”  ( Cappelletti, 

1993: 87-88). 

En e l ámbito anglosajón, y en  particular, a p artir de l os años s esenta del s iglo 

XX, los e studios c ríticos de l de recho s e ha n de sarrollado ba jo e l a pelativo de  

Critical Legal Theories (en e l R eino U nido) o Critical Legal Studies (en l os 

Estados Unidos).  

Estos e studios no e laboran teorías nue vas, s ino que c onstituyen una r ed de  

personas -inicialmente profesores de derecho, a los que a partir de la década de 

los ochenta se les sumaron una gran cantidad de profesoras6-, que comenzaron a 

analizar los grandes corpus de la doctrina jurídica, los temas que se enseñan en 

                                                           
6 Roberto G argarella explica q ue l os Critical Legal Studies o E studios C ríticos d el D erecho, s e 

alimentaron i nicialmente d e activistas y acad émicas y ac adémicos d el d erecho co mprometidos en  las 

luchas por  l os de rechos c iviles, e l movimiento f eminista y l os grupos qu e de nunciaban l a guerra d e 

Vietnam: “Ellos manifestaron un a di sconformidad c on e l de recho e stablecido que, d e a lgún modo, 

reproducía y continuaba el movimiento de crítica que se había generado a comienzos del siglo XX, y que 

fuera co nocido co mo realismo jurídico. `C ríticos´ y ` realistas´, f inalmente, d enunciaron lo s v ínculos 

existentes entre derecho y poder, mostrando el carácter no neutral del derecho –su decidido pero siempre 

discreto u oculto servicio a los sectores más poderosos de la sociedad-. El derecho –dijeron- no es, como 

se p retende, i ndependiente d e l a p olítica: el  d erecho es política” ( Gargarella, 2012:  9). U n pr ofundo 

estudio sobre este interesante e influyente movimiento se puede encontrar en Pérez Lledó (1996). 
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las facultades de derecho (como el derecho constitucional, de los contratos, de 

familia, etc.), de una manera nueva.  

De acuerdo con Duncan Kennedy, la idea era entender estos temas “como algo 

más que  e l producto de l r azonamiento j urídico y l a l ógica j urídica, como a lgo 

más q ue el p roducto d e l as m ayorías d emocráticas d onde e ran p rincipalmente 

legislados, y c omo a lgo m ás que  un de sarrollo r azonable c aso por  c aso de  

formas pragmáticas y sensatas de lidiar con los problemas. Esta literatura tendía 

a argumentar que cada una de estas áreas de la doctrina podía considerarse una 

política, en  u na m iríada d e m aneras d iferentes. Las doc trinas s on pol íticas e n 

tanto es tablecen l as reglas básicas para las luchas entre grupos, luchas que por 

otra parte poseen una fuerte dimensión ideológica” (Kennedy, 2012: 89).   

La evolución de  los Critical Legal Studies ha s ido particularmente interesante, 

en e l s entido de  que , t al ve z m ás que  e n ot ros c ontextos, ha n operado en  el  

campo de la incómoda intersección, a veces complementaria, pero muchas otras 

en c onflicto, entre l os denominados pr oyectos críticos de  l a i zquierda y l os 

proyectos m odernistas o pos tmodernistas. S e t rata, e n de finitiva, de  l a 

conjunción de  aquellos proyectos que  buscan “cambiar e l s istema existente de  

jerarquía social, incluyendo sus dimensiones de clase, raciales y de género, en la 

dirección d e u na i gualdad más pr ofunda y u na m ayor pa rticipación e n e l 

gobierno públ ico y p rivado” ( objetivos de  i zquierda) y d e l os pr oyectos que  

persiguen “experiencias estéticas/emocionales/intelectuales trascendentes en los 

márgenes o intersticios de una grilla racional disruptiva” (Kennedy, 2006: 49).  

Detrás d e todos e stos pr oyectos, s ubyacen l os t res gr andes di scursos j urídicos 

que h an s ignado l a co nciencia j urídica p rogresista n orteamericana d esde l a 

segunda m itad de l s iglo X X, c uales s on: e l c onstitucionalismo l iberal, l os 

sofisticados proyectos reconstructivos de los derechos en la filosofía del derecho 

(entre los que se encuentran, entre otros, los aportes de Ronald Dworkin, Bruce 

Ackerman, Martha Minow y Drucilla Cornell) y el lenguaje jurídico-político de 

los derechos de identidad.  

Influidos por los discursos emergentes de esta heterogeneidad de orientaciones, 

una g ran c antidad de  p royectos, e ntre cuyos obj etivos ha  oc upado un l ugar 
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central el  ac ceso a l a j usticia, han s ido l iderados desde hace m ás de ci ncuenta 

años por  investigadoras/es; en señantes d e d erecho; ab ogados y ab ogadas y 

diferentes a ctivistas por  l os de rechos c iviles q ue pr omueven y/o pa trocinan 

litigios estratégicos de interés público a favor de grupos subordinados (mujeres, 

latinos, hom osexuales) o de  i ntereses co lectivos ( como l a d efensa d el medio 

ambiente). L a American Civil Liberties Union, el  Legal Defense Fund, l a 

National Lawyers Guild y l a Legal Services Corporation, s on e jemplos de  

asociaciones de profesionales del derecho que orientan una parte importante de 

sus actividades a tales fines (Kennedy, 2006: 47-48).   

En algunos determinados países de la Europa continental y -de manera especial- 

en al gunos d e A mérica del S ur, los de sarrollos de  e ste t ipo de  e studios, s obre 

todo a partir de la década de 1970, tuvieron una fuerte influencia marxista.  

En Francia, la teoría crítica ju rídica o “Critique du Droit”, emergió en a quella 

época con el propósito de “hacer uso de las categorías materialistas, para avanzar 

en l a c omprensión pr ofunda de  l a na turaleza y el r ol de l de recho ba jo f ormas 

más actuales” y como reacción a las escuelas tradicionales de derecho en aquel 

país, e n l as que  reinaba “ el in dividualismo, e l a islamiento in telectual, la  

suspicacia f rente a l as p reocupaciones t eóricas y u n f uerte anti-marxismo 

primario” (Cárcova, 1993: 18).  

Se enrolan también en esta línea las propuestas del movimiento de “Magistratura 

Democratica”, originado en  Italia y seguido con una amplia di fusión e n ot ros 

países europeos, como España y Alemania, a sí c omo e n a lgunos estados de 

América del Sur, como es el caso de Argentina y Brasil, entre otros. De acuerdo 

con algunos autores, este movimiento no tuvo por objetivo “hacer la revolución 

con el derecho” sino reconducir las interpretaciones jurídicas en beneficio de los 

sectores s ociales o primidos (Laso P ietro, 1978:  107), pr omoviendo, a simismo, 

un nuevo método de enfrentarse a los hechos, en el sentido de no arrancarlos del 

contexto, c omo ha  he cho t radicionalmente e l formalismo j urídico, s ino de  

tomarlos e n c onsideración e n e l m arco d e r ealidades co ncretas ( Aguilera 

Estrada, 1993).  
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Desde esta perspectiva, propulsada, entre otros, por Pietro Barcellona, en Italia, 

y por P erfecto A ndrés Ibañez, e n E spaña, no se ha ce t anto hi ncapié en l os 

aspectos sociológicos del derecho, sino más bien en su impacto y, en su caso, en 

su posibilidad de instrumentalización en el ámbito político.  

Por ot ra pa rte, se en cuentran l os interesantes desarrollos de i nvestigaciones 

socio-jurídicas como l as encabezadas por  Boaventura de  Souza Santos, que  se 

centran, en tre o tras c uestiones, e n “cuestionar e l m onopolio de  l a pr oducción 

estatal del derecho, admitiendo la existencia, en las sociedades contemporáneas 

y no s olamente e n l as sociedades l lamadas pr imitivas, de  una  pl uralidad de  

órdenes jurídicos, en el mismo espacio político, en las fábricas, en la familia, en 

las es cuelas, en l os b arrios m arginales, en  el  i nterior d e co munidades más o  

menos segregadas, etc.” (Santos, 1991: 23). 

Las teorías feministas del derecho -con sus críticas al androcentrismo jurídico y 

a la desigualdad sexual y sus innovadoras propuestas metodológicas, como por 

ejemplo, l a d e cr ear u na d isciplina l egal d enominada “D erecho d e l a Mujer” 

(Stang Dahl, 1987) 7- forman parte de esta masa crítica de visiones alternativas. 

Ellas serán tratadas con profundidad en el capítulo 2. 

En t anto que  pa rtidario de  una  vi sión de l de recho que es  s ocial, política, 

económica y culturalmente contextualizada y crítica con las injusticias y desigualdades 

que pa decen l as pe rsonas –especialmente l as i ntegrantes d e g rupos s ociales 

subordinados-, e l m ovimiento d e acces o a l a justicia p osibilita una c oncepción del 

derecho de acuerdo con la cual puede serle adjudicado un cierto valor como herramienta 

o estrategia de emancipación.  

En e ste s entido, l a p erspectiva del acc eso a l a j usticia representa un punt o 

intermedio entre las dos actitudes que t radicionalmente s e han vi sto enfrentadas en  l a 

comunidad jurídica pero que, sin embargo, han coincidido en un mismo resultado, cual 

es el de “señalar la irrelevancia del derecho para lidiar con la injusticia distributiva y, en 
                                                           
7 Estas propuestas consisten en la incorporación de la perspectiva feminista en los estudios jurídicos, de 

manera tal de examinar y comprender cómo se considera a las mujeres dentro del derecho y cómo el 

derecho puede ser transformado para que se corresponda con la realidad y las necesidades concretas de 

las mujeres (Stang Dahl, 1987: 21-32). 
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general, con los problemas sociales o pol íticos de la comunidad” (Maurino, 2008:877), 

esto es, de negarle cualquier valor emancipador. 

En efecto, mientras el formalismo considera que el derecho no puede hacer nada 

para t ransformar l as realidades sociales opresivas, porque lo desvincula de l a política, 

muchas corrientes críticas, en particular, las más radicales8, sostienen de igual modo la 

inoperancia d el d erecho en l os pr ocesos de  t ransformación s ocial, pe ro no por  no  

considerarlo alejado de la política, sino por entenderlo como “pura política sublimada, 

un reflejo, una resultante, del juego político establecido, impotente para transformar sus 

condiciones”. De esta m anera, no s olo niegan al d erecho sus posibilidades 

emancipadoras, “sino q ue a l mis mo tiempo s oslayan la  r esponsabilidad y e l r ol d e la  

comunidad jurídica, ya sea para construir `el mejor derecho posible´, o p ara `consumar 

su destrucción como herramienta regulatoria´” (por todas, Maurino, 2008: 877).   

Por otro lado, el aporte de los enfoques, métodos y marcos teóricos críticos que 

plantean l os e studios s obre acceso a l a j usticia, al t iempo que  pr oporcionan a l as 

investigaciones jurídicas una p lataforma i dónea para c aptar m ejor una concepción del 

derecho como fenómeno social que da (o debiera dar) cuenta de una realidad plena de 

complejidades, permiten dar respuesta a l a necesidad de fundamentar las cr íticas a las 

brechas entre derecho y sociedad a través de datos empíricos, sobre los cuales promover 

una reflexión -traducida en conocimiento científico- capaz de informar reformas legales 

e institucionales y  de d iseñar políticas p úblicas acordes co n u n i deario nor mativo 

progresista e  ig ualitario ( Bergallo, 2 010: 2 ). D e a llí q ue lo s tr abajos r ealizados ba jo 

estas perspectivas, a unque –reitero- tributarios de  una  a mplia y p lural gama d e 

aportaciones y orientaciones teóricas y metodológicas, se consideran como nacidos con 

una marcada voluntad social transformadora.  

La característica as piración pluridisciplinar del m ovimiento d e acces o a l a 

justicia, mientras l e h a resultado útil p ara s ervir m ejor a  uno de  s us más p reciados 

objetivos -el de vincular l os a nálisis de l derecho a los de venires s ociales, pol íticos, 

                                                           
8 Me refiero en este sentido no sólo a l as vinculadas al  realismo, que se han comentado anteriormente, 

sino t ambién a l as v inculadas co n d iferentes versiones d el marxismo y, muy es pecialmente, al gunas 

expresiones del feminismo. Las resistencias al derecho como estrategia emancipadora que se han opuesto 

desde el movimiento feminista serán analizadas en el capítulo 2.    



33 

 

culturales y económicos de las sociedades que rige-, también le ha permitido dirigir una 

mirada más profunda a los estudios jurídicos: 

“En lugar de una concepción unidimensional, l imitada a l a determinación de la 

norma, s e pr opone a sí una  c oncepción tridimensional del de recho y de s u 

análisis: u na primera d imensión e s a quella q ue in vestiga la s p remisas, e l 

problema o necesidad o reclamo social que una i ntervención j urídica da da 

pretende r esolver; l a s egunda examina l a respuesta o solución sobre e l pl ano 

normativo, pe ro t ambién i nstitucional y pr ocesal, o rientada a r esolver aq uel 

problema o  n ecesidad o  r eclamo s ocial; m ientras q ue l a t ercera s e d irige a 

examinar cr íticamente los resultados, s obre e l pl ano s ocial lato sensu 

(económico, p olítico, et cétera) q ue d erivan co ncretamente d e t al respuesta o  

solución en el ámbito de la sociedad” (Cappelletti, 1993: 88-89). 

Así l as co sas, el  m ovimiento d e acces o a l a j usticia p lantea u na p erspectiva 

contextual de l de recho, a  pa rtir de  l a cual l os pr oblemas j urídicos dejan de  s er 

problemas solo jurídicos, y pasan a ser también parte de, cuando no también causa y/o 

efecto (directo o  in directo), de  otros problemas en l os q ue s e entremezclan f actores 

sociales, e conómicos, po líticos, c ulturales, e tc. Interesa, por  consiguiente, c onocer las 

normas, s us f undamentos, s us contenidos y, t ambién, l as i nstituciones, l os 

procedimientos, los resultados, el impacto que un fenómeno jurídico determinado ejerce 

sobre las personas, tanto individual como colectivamente consideradas.   

Representa una perspectiva que, sin necesariamente descartarla, va más allá de la 

filosofía lib eral c lásica de la que pr ovienen l a m ayor pa rte de  nue stras nor mas e  

instituciones ju rídicas, indagando e n el c umplimiento d e los de beres de  los Estados 

Sociales de D erecho o  Welfare States. Nuevamente d e acu erdo con uno de  l os 

promotores más famosos del movimiento: 

“el acceso a la justicia debe considerarse como elemento de una filosofía política 

basada s obre l a i dea f undamental de  l a i gualdad, pe ro no d e una  i gualdad 

meramente f ormal, en  el  s entido d e u na ab olición d e la s d istinciones y 

privilegios jurídicos de nacimiento, o de clase, o de profesión, sino en el sentido 

de h acer efectiva tal i gualdad, por  l o m enos e n c uanto i gualdad de  

oportunidades. Y  este e s e l c riterio qu e di ferencia a l t radicional `Estado de  
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derecho´ del moderno `Estado social de derecho´. (…) [L]a filosofía del Estado 

social de derecho sostiene que éstas [las libertades civiles y políticas reconocidas 

por el liberalismo decimonónico] han de ser integradas, pero no sustituidas, por 

los d erechos sociales, e ntre l os cuales d estaca justamente el  d el a cceso a l a 

justicia, que en  realidad representa l a característica y finalidad fundamental de 

todos los derechos sociales” (Cappelletti, 1993: 90-91). 

En definitiva, se trata de acusar, en el sentido literal de la palabra, la pronunciada 

distancia que ex iste en tre ci ertas garantías d el orden d emocrático y s u ef ectiva 

realización práctica: 

“ en el c aso, l a d istancia en tre l as garantías d el debido p roceso, el  derecho de 

defensa, l a i gualdad d e d erechos, el pr incipio de  reserva y ot ras pr omesas 

consagradas c onstitucionalmente por  una  pa rte, y, por  l a ot ra, un pa norama 

social y c ultural que  i ndica que  e normes c ontingentes de  i ndividuos, por  

diversos m otivos, pr ogresivamente m ás y m ás i nsidiosos, s e e ncuentran 

materialmente privados de tales derechos; que no están en condiciones siquiera 

de r eclamarlos, que  no acceden a  l a j urisdicción, que  no pue den o no saben 

requerir el auxilio de los jueces” (Cárcova,2004 :1). 

El cambio de paradigma del Estado liberal del laissez faire al Estado benefactor o de 

bienestar (Welfare State), que la Constitución Española (CE) define como Estado Social 

y democrático d e d erechos ( CE, a rt. 1) , el im portante desarrollo d e l os de rechos 

humanos a pa rtir d e m ediados de l s iglo X X, la a mpliación de  de rechos hacia grupos 

sociales que históricamente habían sido subordinados y marginados (como las mujeres, 

las p ersonas co n o rientaciones s exuales ap artadas d e l a h eterosexualidad n ormativa y 

otros gr upos c onsiderados sociológica y  jurídicamente co mo “minorías”9), uni dos a l 

                                                           
9 De acuerdo con Osborne, la formulación del concepto de “minoría” se atribuye a Louis Wirth, quien en 

su t rabajo “ The pr oblem of  M inority G roups” ( 1945: 3 47), de finió a  u n grupo minoritario c omo 

“cualquier grupo de personas que a cau sa de características físicas o culturales, se encuentra sometido a 

una discriminación respecto de los demás miembros de la sociedad en la que vive, recibiendo de ésta un 

trato d iferente e  in justo”. E n e l á mbito j urídico, e l impacto d el c oncepto h a s ido im portante, 

especialmente a p artir d e l a ar ticulación d e l as p olíticas an tidiscriminatorias y, en  p articular, d e l as 

medidas d e acci ón p ositiva. La d efinición d e minoría a partir d el s tatus d e d iscriminación s ocial, ha 

permitido qu e l as mujeres, como grupo, h ayan sido c onsideradas c omo t ales, sin perjuicio de  s u 



35 

 

reconocimiento de derechos colectivos y de nuevos derechos subjetivos, en el contexto 

de una  creciente co mplejidad d e l as s ociedades co ntemporáneas y de  s us c onflictos 

(especialmente en  t iempos d e c risis p olítica y económica), h an he cho del ac ceso a l a 

justicia una c uestión f undamental de l as d emocracias b asadas en  el  r espeto d e l os 

derechos humanos de las personas. De esta manera, desde sus orígenes a la actualidad, 

el en foque d el ac ceso a  l a j usticia h a i do ampliando y t ransformando s us originales 

aspiraciones, m etas y objetivos y, de  l a m ano de  e stas t ransformaciones, ha  i do 

ampliando t ambién s us m etodologías, a sí c omo s us perspectivas t eóricas y 

epistemológicas. 

  

2. Definiciones de acceso a la justicia. 
 

Desde sus orígenes a la actualidad, el acceso a la justicia ha ido evolucionando más 

que c omo un m ovimiento s ocial, c omo un e nfoque, pe rspectiva o categoría a nalítica, 

que involucra d iferentes aspectos. Mientras l a posibilidad de l legar al  s istema judicial 

para r eclamar derechos implica un c onocimiento de  l os mismos y de  l os medios pa ra 

ejercerlos o l ograr su reconocimiento, esto es, una ciudadanía legalmente empoderada, 

la posibilidad de obtener un pr onunciamiento judicial justo, en el cual las resoluciones 

se dicten en un t iempo razonable y sean respetuosas de los demás derechos y garantías 

constitucionales, entre e llas, en p articular, el d erecho a  la  tu tela ju dicial efectiva y a l 

debido proceso legal, arts. 24 y 25 de  la Constitución Española (CE), comprende la de 

acceder a un buen servicio de justicia. Un buen servicio de justicia, a  su vez, conjuga 

elementos tales co mo jueces, juezas y  f uncionarios/as competentes y  ef icaces, 

estructuras o rganizativas y m edios m ateriales ( económicos, t écnicos, el ectrónicos) 

adecuados para el correcto funcionamiento de los tribunales, entre otros. 

                                                                                                                                                                          
envergadura numérica ( Osborne, 1996:  79 -81). E llo h a pe rmitido, t ambién, d esvincular l as acci ones 

colectivas feministas, en  t anto q ue acci ones p olíticas, d e l a ap elación a u na naturaleza f emenina d e 

carácter es encialista y, p or co nsiguiente, ha p osibilitado u na co mprensión d e l as mujeres co mo g rupo 

plural y complejo. Se volverá sobre este tema en los capítulos 2 y 3. 
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Los diversos factores involucrados en el acceso a la justicia, pueden ser susceptibles 

de c ombinarse de  m últiples m aneras. C omprenden dos  pr opósitos bá sicos de  l os 

sistemas de mocráticos modernos: pr imero, q ue l as p ersonas p uedan h acer v aler 

efectivamente s us d erechos y/o r esolver s us conflictos j urídicos, p ara l o cu al s e 

requieren s istemas de  j usticia a ccesibles pa ra todos y t odas;  y, s egundo, que  s e 

obtengan resultados justos, tanto individual como socialmente considerados (Cappelletti 

y Bryant, 1996:  9 -10). Por ot ra pa rte, estos e lementos no s e l imitan a  un di scurso 

jurídico auto-referenciado, que identifica derecho con normatividad estatal y considera 

que las mejores soluciones para a acercar la justicia a la ciudadanía pasan por estrategias 

centradas en el ámbito técnico- jurídico (que acaban siendo monopolizadas por las y los 

profesionales de  carreras j urídicas); s ino que  s e pr oyectan h acia l os ví nculos 

contextuales del derecho y la justicia, en particular, hacia aquellos que lo conectan con 

la exclusión social y económica, y que advierten, por  su parte, de l t riunfo meramente 

simbólico de las reformas jurídicas ante las profundas injusticias sociales: 

“resulta preciso incorporar una perspectiva de poder que entienda al derecho y la 

justicia, y po r l o t anto e l a cceso a  e lla, c omo un f enómeno pol ítico y social, 

como un i nstrumento pa ra l a pr otección de  l os de rechos hum anos en s entido 

amplio (…).  Esto supone articular los aspectos formales con los sustantivos, la 

racionalidad instrumental con la orientada por valores, tanto para evitar caer en 

el formalismo abstracto que d isuelve e  invisibiliza las particularidades sociales 

con definiciones g enerales y  a -históricas, como para r esistir a l a atracción que 

ejercen l as p ropuestas exclusivamente ét icas, q ue s upeditan l a v iabilidad d e 

soluciones al  ac ceso a l a j usticia al  l ogro d e t ransformaciones s ociales d e t al 

magnitud e  i ntensidad, que ha cen qu e e l a cceso y l a j usticia que den s iempre 

relegados a  un f uturo incierto y a  m enudo i mposible. D e e se m odo, podr án 

evitarse dos  va riantes d el dog matismo, e l que  pr oduce e l ul tra-pragmatismo 

tecnocrático y el  q ue genera l a c rítica ex clusivamente d octrinaria car ente d e 

propuestas viables”  (Lista, 2009: 17-18). 

Teniendo en cu enta la p luralidad d e f actores y c onexiones p resentes en tre l os 

diferentes vectores que atraviesan el acceso a la justicia, resulta cada vez más frecuente 

su clasificación según las categorías de problemas a los que intentan dar respuesta. En 

cualquier caso, s e p arte de l a b ase d e q ue cuando s e h abla d e ac ceso a l a j usticia se 
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presupone la existencia de desigualdades sociales, de desequilibrios y as imetrías en  la 

distribución del poder y los recursos dentro de un mismo contexto social (Lista, 2009: 

13); s e da  por  s upuesto, e n de finitiva, que  e xiste una  de sigualdad e n l os he chos 

(desigualdad material) y una desigualdad en los derechos y/o en las posibilidades de su 

defensa (desigualdad jurídica).  

Tal y como l o s intetiza un r eciente estudio publ icado e n Argentina, s e puede 

afirmar q ue, en  s entido am plio, h ablar d e acceso a l a j usticia i mplica r econocer l a 

relación entre l os as pectos e conómicos, s ociales y l egales as ociados co n l a 

administración de justicia y su impacto en e l e jercicio efectivo de los derechos de l as 

personas. De esta manera se advierte que: 

“Podría d ecirse q ue l a noción m isma d e acces o a l a j usticia s upone co mo 

contrapartida e l r econocimiento i mplícito de  c iertos i mpedimentos, ba rreras, 

distorsiones o di screcionalidades, que  pos icionan a  determinados i ndividuos o  

sectores de la población de manera desigual en lo que refiere a la tutela efectiva 

de s us de rechos, s ituación que  a tenta, o a l m enos r elativiza, e l pr incipio de  

igualdad an te l a l ey, p ilar f undamental d el E stado d e d erecho” ( Ministerio de  

Justicia y Derechos Humanos, 2010:15)       

Frente a l a d ificultad d e d efinir el  acceso a l a j usticia, al gunos au tores l o h an 

caracterizado como un concepto dinámico, relativo e instrumental (Robles, 2010: 44-45) 

- Dinámico, porque su consideración varía según los cambios histórico-sociales y 

las d iferentes n ecesidades d e l a ci udadanía. E n e ste s entido, s e s eñala q ue l os 

diferentes m odelos de  E stado, a  t ravés d e s us p olíticas públ icas, ha n i nfluido 

diversamente en la  accesibilidad a  la  justicia, puesto que han oscilado en tre el  

intervencionismo y e l `laissez faire- laissez passer´, e n l a pr omoción d e l os 

derechos y l ibertades p úblicas o e n l a no i ntervención ( cuando no en l a 

vulneración de esos derechos y libertades); 

- Relativo, porque varía según los contextos políticos y sociales de que se trate. En 

general, cu ando el  acceso a l a j usticia p asa a  s er d ebatido en  l as agendas 

públicas “es porque el ejercicio de tal derecho se ve afectado u obstaculizado y/o 

porque la justicia está ausente, ha sido vulnerada o simplemente porque algunos 

ciudadanos l e da n un s ignificado y un a lcance que l as l eyes, l os f uncionarios, 
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políticos u ot ros g rupos s ociales no c omparten. C uando l as ne cesidades e stán 

satisfechas generalmente no son motivo de debate y discusión” (Lista, 2009: 12). 

-  Por úl timo, e s instrumental, por que s upone l a pos ibilidad de  di señar un 

concepto m etodológicamente ad ecuado al  co ntexto s ocial-histórico-político 

objeto de estudio, por ello se considera puede ser adaptado a la realidad de cada 

país. 

Entre v arias c ombinaciones pos ibles, s e pr esentan, e n l o que  s igue, a quellas que  

clasifican el ac ceso a l a j usticia s egún p ongan el  ac ento en  l os p rocesos, en  l os 

resultados o en una perspectiva integradora, que tiene en consideración ambos aspectos. 

La clasificación que se propone a continuación se inspira en la utilizada en el capítulo 

“`Justicia´ c omo pr oceso y c omo r esultado” ( en Lista y B egala, 2001 : 407) , pe ro 

incorpora criterios propios. 

 

2.1. Definiciones que ponen énfasis en los resultados.  
 

La perspectiva dominante en el acceso a l a justicia es aquella que “lo define en 

términos del acto que permite el acceso a la justicia formal y que dirige la mirada hacia 

los obs táculos que  pr esentan l as nor mas j urídicas y, e specialmente, l a e structura y 

funcionamiento del poder judicial. La atención es puesta, sobre todo, en el Estado y lo 

que éste puede y debe hacer al respecto y es más afín al individualismo jurídico y a la 

idea de democracia y ciudadanía formales” (Lista, 2009: 13). 

Desde es te lugar se desarrollan los es tudios cen trados en  l as reformas judiciales y los 

proyectos de reformas centrados en aspectos formales vinculados con el funcionamiento 

de l a j usticia y s us i nstituciones, bus cando s oluciones que  apuntan a una  m ayor 

eficiencia judicial y  a dministrativa. E sta ef iciencia s e m ide en  l a c apacidad d e l os 

sistemas j udiciales d e dar r espuesta a co nflictos y p roblemáticas co mplejas en  u n 

tiempo razonable, aplicando las normas previstas para ello.  

Se trata de que la ciudadanía llegue a la justicia, pero sólo si puede expresar sus 

conflictos en términos jurídicos y ha sido capaz de sortear el camino para ingresar sus 

demandas d e j usticia e n l os t ribunales. D e esta m anera, s e reduce l a am plitud d el 
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fenómeno d el acceso a la j usticia, p ues q uedan f uera l os as pectos estructurales q ue, 

paradójicamente, dieron inicio al movimiento de acceso a la justicia: 

“desvía la atención de las causas más profundas que dan lugar a la desigualdad 

social y jurídica, es to es , a l os aspectos sustantivos y contextuales, de carácter 

social, eco nómico, p olítico y cu ltural q ue l a en marcan y ex plican. A l h acerlo, 

desatiende l a i nfluencia d e f actores es tructurales q ue p ermanecen co mo 

obstáculos al acc eso a l a justicia, aun cuando se mejore el  ` camino´ y  el  

funcionamiento institucional para favorecer tal acceso” (Lista, 2009: 14)     

Un acc eso a l a j usticia cen trado en l os r esultados ap unta p rincipalmente a  

soluciones p rofesionales, t écnicas e  i nstrumentales, en  l as q ue p revalece l a eficiencia 

del sistema jurídico propiamente dicho. Los obstáculos que aparecen en el camino hacia 

la justicia, interesan en l a medida en  que son obstáculos para la aplicación formal del 

derecho, no e n la que lo son para la obtención de soluciones justas, desde un punt o de 

vista material. En este sentido, se atiende más al resultado de una justicia legal-formal, 

que a los contenidos sustantivos de ella (Lista, 2009: 15).  

Quedan f uera d e es ta perspectiva l os co ndicionamientos d e ca rácter s ocial, 

económico, c ultural, pol ítico, e n l os que  s e a rraigan l as pr ofundas e structuras d e l as 

desigualdades sociales y que relegan a l a marginalidad jurídica a l os sectores sociales 

más desfavorecidos, esto es, a una gran cantidad de personas. 

Las políticas públicas de acceso a l a justicia promovidas desde este enfoque se 

plantean en  términos f ormales e  i nstrumentales, que  va loran un a a dministración de  

justicia ef iciente y un respeto a l as garantías constitucionales desde un punto de v ista 

marcadamente p rocedimental. E n al gunos casos, es tas m ejoras t ambién contribuyen a  

beneficiar el  a cceso a l a j usticia en  t érminos s ustantivos, p ero s e t rata d e av ances 

simbólicos, esto es, que no modifican el status quo y, por consiguiente, no modifican la 

posibilidad de logar un acceso a la justicia más amplio y, en definitiva, más igualitario. 

Los i ntentos p ara m ejorar el  ac ceso a l a j usticia, t radicionalmente, han s ido 

propuestos y/o desarrollados “de arriba hacia abajo” (top-down approach), no de “abajo 

hacia arriba” (bottom-up approach) y se han centrado en mejorar el funcionamiento de 

los s istemas judiciales, ya s ea am pliando su cap acidad de gestión y/o h aciéndola m ás 

transparente, m odernizando y/o a mpliando s us i nstalaciones, m ejorando s us 
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mecanismos de  información, monitorizando sus resultados, e tc. Este t ipo de reformas, 

sin pe rjuicio de  s er m uchas v eces n ecesarias y co nvenientes, s on casi s iempre 

insuficientes: 

“deben complementarse con estrategias `de abajo hacia arriba´ que contemplen las 

necesidades, d emandas y expectativas d e l a p oblación y, s obre l a b ase d e es tas 

variables, estructurar la oferta de servicios jurídicos y diseñar las instituciones que 

deberían pr oveerlos. D e ot ro m odo, e l E stado se pr eocupa s ólo por  m ejorar l a 

maquinaria j udicial, pe ro no por  a segurar que  t odos a ccedan y que  é sta r esponda 

adecuadamente a  l as p roblemáticas m ás urgentes y relevantes d e l a s ociedad” 

(Freedman, 2007: 2). 

En es te s entido, s e a firma q ue l as p olíticas en  materia d e d erechos y justicia, s in 

perjuicio de los avances que se han conseguido, aún responden a lógicas no igualitarias:  

“La justicia, pese a ser un bien públ ico, sólo está al alcance de algunos pocos: 

los que fueron tenidos en cuenta de alguna forma a la hora de diseñar la política, 

los que  f ueron e scuchados y pudi eron e ncontrar c anales pa ra e xpresar s us 

necesidades. P or el  co ntrario, s e v en ex cluidos, a quellos s ectores m ás 

vulnerables, que normalmente ven afectados con mayor intensidad sus derechos 

y cuentan con m enor capacidad pa ra p eticionar a nte l as autoridades. E n 

consecuencia, gran p arte d e l a d emanda real d e j usticia es  d esconocida y los 

cambios institucionales implementados no se orientan a ponerla en descubierto” 

(Freedman, 2007: 2). 

Esta situación afecta las bases mismas de los sistemas democráticos modernos, 

asentados sobre la base del derecho a la igualdad. En las sociedades de nuestro tiempo, 

cada v ez m ás f ragmentadas, “d onde l as d iferencias s e acu mulan en  `reclamos d e 

reconocimiento´ y como `síntomas´ de discriminación y marginalidad”, el derecho a la 

igualdad no puede s eguir s iendo l imitado a l a cl ásica fórmula de l a “igualdad an te l a 

ley”, a l a luz de la cual, por otra parte, el derecho se constituye como una herramienta 

necesaria, pero a todas luces insuficiente (Ruiz, 2009: 124).     
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2.2. Definiciones que ponen énfasis en los procesos.  
 

Bajo esta óptica, el acceso a la justicia se entiende como la “igual posibilidad de 

todas las personas para acceder a l os procesos de defensa de los derechos” (Freedman, 

2007: 1) . S e extiende a  todos l os pr ocesos, t anto a quellos qu e pue den concretarse en 

vías judiciales o administrativas, como aquellos que lo hacen en medios alternativos a la 

resolución j udicial de  conflictos ( mediación, conciliación e xtrajudicial) y a barca, 

también, el conjunto de políticas públicas desarrolladas a los efectos de concienciar a las 

personas sobre sus derechos y que responden a la obligación de los Estados de derecho 

de “p roveer a l os ( y l as) t itulares d e d erechos l as co ndiciones n ecesarias p ara s u 

ejercicio y a obligar a l os (y l as) particulares a contribuir con tal previsión” (Birgin y 

Kohen, 2006: 16). 

En consecuencia, el acceso a la justicia comprende tanto las instancias previas a 

la c oncreción de  e sos procesos ( asesoramiento e  i nformación s obre l a pos ibilidad, 

conveniencia o viabilidad de su inicio) como como las que se realizan una vez que han 

sido iniciados (asistencia en las diferentes etapas del litigio o mecanismo alternativo a la 

resolución judicial del conflicto) y las que les siguen, una vez que han finalizado aquel 

(apelación de las resoluciones dictadas, revisión/homologación judicial, etc.).  

Por otra parte, estos procesos, involucran el ejercicio de varios derechos vinculados, 

entre ellos:  

- el derecho a acceder a i nformación jurídica básica, por vías creativas y de fácil 

comprensión (Fernández Valle, 2006:41), esto es, en un lenguaje sencillo y en el 

idioma ha blado o c omprendido por  l a pe rsona. P ara un m ejor e jercicio de l 

mismo, es recomendable que  esta información no esté monopolizada por  l as y 

los abogados y que sea puesta al  alcance de la c iudadanía a t ravés de diversos 

medios públ icos, c omo por  e jemplo, ve ntanillas u of icinas de  i nformación, 

portales de  c onsulta en i nternet, publ icidad en l os m edios m asivos de  

comunicación, etc. Esto presupone “la conciencia del acceso a la justicia como 

un derecho y la consiguiente obligación del Estado de brindarlo y promoverlo 
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en forma gratuita tanto para casos penales como civiles” (Birgin y Kohen, 2006: 

19-20). Se t rata del compromiso es tatal con el  derecho a l a igualdad y a l a no 

discriminación, que  no pue de c onvivir c on m ecanismos i nstitucionales que  

arbitrariamente deciden, de antemano, quién accede a la justicia y quién no.  

Para que las personas puedan acceder a  la justicia, el  Estado debe procurar los 

medios necesarios pa ra sortear t ales condicionamientos. Por l o general, di chos 

medios no s e encuentran uniformemente repartidos en todo el territorio estatal, 

sino que se sigue una desigual lógica de distribución (las ciudades cuentan con 

más mecanismos que los pueblos y zonas rurales, por ejemplo). De este modo, 

los Estados que no p revén soluciones a  las diferencias de información con que 

cuentan s us ha bitantes, violan e ste compromiso ( Fernández V alle, 2006 : 44) , 

esto es, vulneran el derecho a la igualdad, respecto del cual el acceso a la justicia 

es un componente esencial de su garantía (Garro, 2006: 37; Fitzpatrick, 2005:3).  

- El derecho de contar con asistencia jurídica gratuita en los procedimientos, tanto 

administrativos c omo ju diciales y e n in stancias n o s iempre f ormales, como 

pueden s erlo l os pr ocedimientos a lternativos a  l a r esolución j udicial de  

conflictos como la mediación o la conciliación extrajudicial (Freedman, 2007:1). 

Para q ue este d erecho no s ea l imitado a aq uellas s ituaciones d e “p obreza 

extrema”, d eben am pliarse r azonablemente l os es tándares d e ad misibilidad d e 

casos y procurarse formas rápidas y sencillas de comprobación de los requisitos 

legalmente exigidos p ara s u ejercicio ( Fernández V alle, 2 006:47). E n es te 

sentido, d ebe recordarse q ue l as p recauciones p ara evitar q ue a ccedan a l os 

servicios de asistencia jurídica gratuita personas que sí pueden costear de forma 

privada l a p restación d e es ta as istencia, n o p ueden es tar p or en cima d e l a 

necesidad de s atisfacer el acc eso a  l a j usticia a  t oda l a población. T ambién s e 

debe tener presente la crucial distinción entre derechos y privilegios, que suele 

olvidarse cuando, como en estos casos, se confunden unos por otros (Gargarella, 

2008: 831). La asistencia jurídica gratuita es un de recho, no un pr ivilegio o un  

beneficio, como suele ser usual y erróneamente interpretada.   

- El derecho a un asesoramiento legal continuado durante todo el proceso, desde el 

comienzo h asta el  f inal. P ese a l os d iferentes p rogramas d e a yuda l egal y 
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asistencia j urídica gratuita q ue s e d esarrollan e n l a act ualidad, es te d erecho s e 

encuentra, todavía, insuficientemente reconocido y/o garantizado. Este tema será 

profundizado en los capítulos 3 y 4. 

- El derecho a s ostener el  proceso, el  cual comprende el  derecho de la persona a 

no verse obligada a abandonarlo contra su voluntad. El ejercicio de este derecho 

implica la  o bligación d el E stado d e garantizar u na r espuesta adecuada a l as 

necesidades de la persona durante todo el procedimiento (Birgin y Kohen, 2006: 

19-20). Por ejemplo, la protección contra represalias en caso de iniciar acciones 

contra la empresa reconocida en el artículo 9 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 

de m arzo, pa ra l a i gualdad e fectiva de  m ujeres y hombres (LOIMH)10; o tro 

ejemplo sería el  no s iempre reconocido derecho a compensación por gastos de 

transporte para presentarse en el juicio; etc. Para garantizar el derecho a sostener 

el proceso, el Estado debería proveer los recursos necesarios para las personas y 

grupos que  se encuentran en especial s ituación de desventaja y vulnerabilidad, 

como es el caso de las personas discapacitadas, de las madres que no tienen con 

quien dejar a sus hijas e hijos para asistir a los tribunales o que lo hacen llevando 

consigo a sus criaturas, etc. 

- Los d erechos anteriormente e numerados (no e n s entido t axativo s ino 

descriptivo), c omprenden, c laro e stá, t odos l os demás de rechos vi nculados al 

derecho a l a t utela j udicial ef ectiva ( CE, A rt. 24)11, as í co mo al  d erecho a 

                                                           
10 El a rtículo 9 d e l a LOIMH, b ajo el  t ítulo d e “ Indemnidad co ntra r epresalias”, d ispone q ue s e 

considerará co mo d iscriminación p or r azón d e s exo “ cualquier t rato ad verso o  ef ecto negativo q ue s e 

produzca en una persona como consecuencia de la presentación por su parte, de una queja, reclamación, 

denuncia, d emanda o  r ecurso, d e cu alquier t ipo, d estinados a i mpedir s u d iscriminación y a e xigir el  

cumplimiento efectivo del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres”.  

11 El artículo 24 de la CE dispone que: “1.Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de 

los Jueces y Tribunales en el ejercicio d e sus derechos e i ntereses l egítimos, s in que, en  ningún ca so, 

pueda producirse indefensión. 2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la 

ley, a la defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un 

proceso pú blico s in di laciones i ndebidas y c on t odas l as g arantías, a  u tilizar lo s medios d e p rueba 

pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de 

inocencia. La ley regulará los casos en que, por razón de parentesco o de secreto profesional, no se estará 

obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos.” 
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obtener un servicio de justicia de calidad, el que incluye, desde nuestro punto de 

vista, no s olo una  j usticia e ficiente, e n t érminos de  pl azos r azonables p ara l a 

resolución de conflictos, sino también que adopte decisiones justas, entendiendo 

por ellas no s olo las que resultan serlo para una de las partes en el litigio, sino 

que t ambién l o s ean pa ra l a s ociedad, e sto e s, que  r espondan a c riterios de  

justicia social. 

    

 2.3. Definiciones que van más allá de los procesos y los resultados. 

 
Desde esta perspectiva, el acceso a la justicia comprende los procesos a través de 

los cu ales l as p ersonas p ueden, ef ectivamente, ej ercer s us d erechos l egal y 

constitucionalmente e stablecidos, a sí c omo r eclamar a quellos que  a ún no ha n s ido 

reconocidos y, t ambién, los r esultados obt enidos c on r elación a  l a s atisfacción de  l as 

necesidades de justicia concretas, ya sea individual o socialmente consideradas. Así se 

intentan equilibrar elementos de justicia formal y material. Para ello, deben conjugarse 

tanto l as cu estiones p ropias d e l os p rocedimientos d e acces o a l a j usticia as í co mo 

aquellos a spectos r elacionados c on l os resultados obt enidos, no t an solo de sde l a 

perspectiva de la eficacia judicial, sino también desde el punto de vista sustantivo o de  

justicia material. 

Se plantea una mirada integral e integradora de procesos y resultados, la cual, al 

mismo tiempo que resulta más fiel a la vocación crítica del movimiento de acceso a la 

justicia, permite incorporar los elementos característicos de cada una de las definiciones 

anteriores, a rticularlos, e xtenderlos y s alvaguardarlos d e cualquier t ipo d e 

reduccionismo: 

“No ig nora e l v alor d e una a dministración ju dicial e ficiente, p ero n o limita  la  

definición d el pr oblema y s us s oluciones a  ello. T ampoco de sconoce l a 

necesidad d e p olíticas q ue ap unten a cam bios s ociales y estructurales y l a 

transformación de l de recho y l a j usticia d e a cuerdo a  c riterios s ustantivos, 

                                                                                                                                                                          
 



45 

 

aunque no ha ce de pender de  c ambios a  l argo plazo l a pos ibilidad a ctual y 

próxima de un acceso a la justicia más equitativo (Lista, 2009: 17-18).      

  De es ta f orma s e i ntegran, en  l a m isma d efinición d e acces o a l a j usticia, l os 

aspectos c ontextuales de l de recho que  f ueron a puntados a l c omienzo ( v. punto 1  de l 

presente capítulo), esto es, aquellos que posibilitan entender el derecho y la justicia que 

de é l de riva como fenómenos s ociales y pol íticos, como un i nstrumento pa ra l a 

protección de  los derechos humanos en e l sentido más amplio que  se le pueda dar, el  

que i ncluye, e n úl tima instancia, l a c onstrucción de  una  c iudadanía c on c ontenidos 

sociales (Lista, 2009: 18).   

La falta de reconocimiento o el reconocimiento insuficiente de derechos, la falta 

de pr ocedimientos o procedimientos i nadecuados pa ra ponerlos en  p ráctica, l a 

inadecuación de  l as e structuras or ganizativas o f uncionales, una  c ultura j urídica 

resistente a l as n ecesidades y/o a los c ambios s ociales, e l de sconocimiento o un  

conocimiento insuficiente por parte de la ciudadanía en general, así como de las y los 

operadores jurídicos, de los derechos y los procedimientos, entre otros, son cuestiones 

que interesan ser develadas desde esta concepción del acceso a la justicia. 

Por consiguiente, una mirada integral e integradora de todos los elementos que 

configuran el a cceso a la j usticia permite b uscar s oluciones a l as n ecesidades, l os 

problemas y c onflictos que  pue dan e xpresarse j urídicamente, ya s ean i ndividuales o  

sociales, tanto dentro como fuera de los sistemas de justicia. Desde esta perspectiva, se 

considera al derecho como una estrategia de transformación social (aunque no la única, 

como ya s e ha  a dvertido), s iempre que  su us o se pl antee c on un s entido c rítico, que  

permita sortear los obstáculos a la aplicación formal del derecho,  generando incluso la 

posibilidad de desarrollo del pluralismo jurídico y de un derecho alternativo de acuerdo 

con e l cual l a pobr eza, l a m arginalidad, l a di scriminación, l a aculturación…, no s ean 

entendidas como meras barreras para el acceso al derecho sino como la propia causa que 

invoca su aplicación (Cárcova, 2004).       

Bajo esta óptica, el acceso a la justicia se vindica como un de recho humano de 

primer orden. Garantizar su ejercicio constituye un componente esencial del derecho a 

la igualdad (Garro, 2006: 37) y, por lo tanto, es un elemento central de la legitimidad de 

los pr ocesos y l as i nstituciones de mocráticas ( Rhode, 2004:  3) . La vu lneración de l 
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acceso a la justicia, por consiguiente, representa no solamente un f racaso jurídico en la 

protección de  l os de rechos f undamentales de  l as pe rsonas, s ino t ambién un f racaso 

político (Lista, 2009: 15), puesto que pone en riesgo el concepto mismo de democracia 

sobre e l que  s e a sientan l os m odernos E stados de de recho. A sí l o pone  de  r elieve un  

interesante trabajo del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de Argentina:  

 “La importancia del acceso a l a justicia como derecho fundamental es  que por 

medio d e es te d erecho se d a co ntenido m aterial a l a i gualdad f ormal m ediante l a 

exigibilidad de  ot ros d erechos y l a r esolución d e co nflictos en tre p articulares o  en tre 

particulares y el Estado. Es por ello que el acceso a l a justicia es concebido como una 

especie de `derecho bisagra´, en cuanto permite dar efectividad a los distintos derechos, 

civiles, pol íticos, económicos, sociales y cu lturales, ab riendo el  cam ino para r eclamar 

por su cumplimiento y así garantizar la igualdad y la no discriminación” (Ministerio de 

Justicia y Derechos Humanos, 2010: 17).       

  

3. Estrategias para mejorar el acceso a la justicia.  

 
En muchos países del denominado mundo occidental (cualquiera fuese su tradición 

jurídica, ya sea civilista o del common law), la difusión del movimiento de acceso a la 

justicia dio lugar, entre sus consecuencias de mayor impacto, a una gran ola de reformas 

legales, cuyo objetivo principal fue, precisamente, el  de mejorar el  acceso a l a justicia 

de los grupos sociales marginados.   

En un momento histórico de explosión de movimientos políticos y sociales con una 

fuerte conciencia d e l as d esigualdades existentes en tre l as personas (tanto i ndividual 

como g rupalmente co nsideradas12), l a co ntradicción en tre los ideales t eóricos d e 

                                                           
12 Me refiero al momento histórico que el historiador británico Eric Hobsbawm califica como “Los años 

dorados” del “Siglo XX Corto”, esto es, el período aproximadamente comprendido entre la finalización 

de la Segunda Guerra Mundial y 1973. Durante es tas t res décadas operan t ransformaciones sociales de 

amplio al cance: s e d esarrollan l os s istemas d e p rotección s ocial en  l os p aíses cap italistas av anzados, 

acaba el  co lonialismo, s e ac elera el  av ance t ecnológico, s e d esarrollan a mplios movimientos s ociales 

(antirracismo, feminismo, pacifismo, ecologismo), etc. (Hobsbawm, 1998, Capítulo IX).       



47 

 

acceder a l a j usticia y l a es casa o  au sente p osibilidad co ncreta d e h acerlo, co locó l a 

necesidad d e p restar a yuda l egal a las pe rsonas m ás pobr es y desventajadas en la 

“cumbre de las reformas legales” (Cappelletti y Bryant, 1996: 25).  

Las propuestas y programas de ayuda legal a las personas pobres fueron la respuesta 

más ex tendida d entro de esas olas de reformas, pero no l as únicas ni la s más 

importantes de todas aquellas realizadas con el propósito de acortar la distancia entre los 

derechos en la “letra” y los derechos en la “práctica”. En los últimos sesenta años se ha 

producido un vastísimo espectro de iniciativas vinculadas con el acceso a la justicia. Sin 

ánimo de clasificarlas exhaustivamente, sino con una finalidad meramente esclarecedora 

(aunque, por  cierto, limitada por l a di ficultad q ue c omporta abarcar una t an am plia 

gama d e temáticas), las mis mas se pue den a grupar e n l os s iguientes á mbitos: a) las 

dirigidas a igualar a las partes en un litigio; b) las destinadas a promover reformas en la 

administración de justicia; y, c) por último, pero no menos importantes, las orientadas a 

cambiar la  c ultura ju rídico-judicial d ominante y a pr omover va lores ig ualitarios y d e 

transformación s ocial, t anto e n l os c ontenidos del de recho, c omo e n s u a plicación 

práctica. A continuación se presentan las principales características de cada una de ellas.  

 

3.1. La estrategia del estado liberal: igualar las partes. 
 

El s istema de  de rechos de  l os e stados l iberales m odernos f ue i deado c on e l 

propósito de  s ervir a u n de stinatario c laro: una  e lite ( social, económica, pol ítica y 

cultural), masculina, blanca, católica (o protestante) y con amplio acceso a los bienes y 

servicios ( Gargarella, 2 005). S e p resuponía un  i ndividuo “ ya i nstalado e n el bi en” 

(Lorenzetti, 1994: 990), respecto del cual el acceso a la justicia sólo le concernía cuando 

se enfrentaba a otro en un litigio determinado, en las condiciones que las constituciones 

tradujeron en la conocida fórmula de la “igualdad ante la ley”. 
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Esta fue la perspectiva bajo la cual hasta la primera mitad del XX el acceso a la 

justicia se limitó al derecho a la jurisdicción, entendido como el derecho de acudir a los 

tribunales. E ste d erecho s e concebía co mo u n derecho n atural, r especto d el cual n o 

cabía regulación alguna por parte del Estado: 

“El d erecho d e a cceso a l a j usticia s e en tendió t radicionalmente co mo un 

`derecho natural´ que tenían las personas afectadas para litigar o defenderse, es  

decir, como un de recho respecto del cual el Estado sólo debía impedir, también 

formalmente, s u vi olación. E n e ste contexto, a l E stado l iberal no l e c oncernía 

auxiliar l a i ndigencia j urídica, ya que , s egún esta i deología, t oda i ndigencia es 

exclusiva responsabilidad del indigente” (Fucito, 1999: 327-328). 

La i dea d e j usticia q ue s ubyace en  es te s istema es tá cl aramente r eflejada, p or 

ejemplo, en las teorías de Herbert Lionel Adolphus Hart, en cuanto este autor considera 

que el hecho de que la ley trate a todas las personas de la misma forma y que fuertes y 

débiles sean colocados en la misma posición, no genera situaciones de injusticia social, 

sino que, al contrario, permite precisamente realizar la justicia, porque captura la idea de 

que todas las personas están sujetas a  los mismos derechos y obl igaciones. La común 

exigencia d e cu mplir co n l os m ismos d erechos y  obligaciones s ería el  el emento q ue 

permite igualar a las personas, en cuanto que ciudadanas, en la sociedad (Hart, 1968).     

Así pue s, c uando e l m ovimiento d e acces o a l a j usticia s ale a es cena 

cuestionando esta cosmovisión, la necesidad de dar un amplio acceso a los tribunales y 

a l os y l as p rofesionales d e l a ab ogacía para l as pe rsonas que  s e e ncontraban e n una  

posición social de debilidad, se convirtió en fundamento de varias reformas tendentes a 

mejorar lo s precarios servicios d e as istencia l egal existentes. Por un l ado, s e pr opuso 

remplazar el tradicional sistema de la ayuda legal mediante abogacía honorífica por otro 

remunerado y, por  otro, s e c rearon nue vas f ormas asistencia ju rídica gratuita letrada 

(Fairén Guillén: 1992, pp. 581-592).  

 

3.2. La estrategia del estado del Welfare: los modelos de ayuda legal. 
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La co nciencia s obre l os obstáculos d e acceso a l a j usticia d e l os s ectores m ás 

marginales de la población comenzó a expresarse en Europa, en el siglo XIX, como una 

ayuda h umanitaria d esarrollada p or abogados p articulares en b eneficio d e i ndigentes 

involucrados en procesos judiciales. Las ayudas legales, por entonces, “[d]ependían, en 

su m ayor pa rte, de  l os servicios pr estados por  abogados pr ivados s in compensación 

(munus honorificum)” (Cappelletti y Bryant, 1996: 24). El primer intento de regulación 

estatal de esta ayuda se encuentra en Francia, donde en 1851 se aprobó la primera ley de 

asistencia judicial que se conoce en el mundo moderno (Canales y Loiseseau, 2004:1).  

Sin embargo, la cr eciente i ntervención del estado en  l a p restación de s ervicios 

legales gratuitos no se dio hasta el establecimiento de lo que se conoce como Welfare 

State o Estado Social de Derecho, que coincide, como ya se ha adelantado, con la propia 

emergencia del movimiento de acceso a la justicia y con la aparición de nuevas formas 

de entender los derechos.  

Desde l a p erspectiva d el Welfare State -que no a bandona po r completo e l 

paradigma l iberal sino que  l o r eformula-, l a j usticia y l os de rechos ya n o pue den s er 

entendidos en puros términos individualistas (como estaban planteados en el paradigma 

liberal clásico, desde Hobbes, Locke, Rouseau, etc., en adelante), sino que requieren de 

nuevos m arcos t eóricos, que  i ncorporen l as s ituaciones de  i njusticia e structural 

presentes en las sociedades modernas. Este es el terreno en el que se discuten las nuevas 

teorías d e la  ju sticia y del co ntrato s ocial, e n e l que  oc upan un l ugar de stacado l as 

aportaciones de muchos filósofos contemporáneos del derecho, entre los que ha tenido 

un fuertísimo impacto el pensamiento John Rawls, desarrollado, en especial, a partir de 

la publicación de su ya clásica Teoría de la Justicia (Rawls, 1978) . En e lla, pretende 

adoptar un a fundamentación f ilosófica d el Welfare State capaz de i ncorporar d iversas 

filosofías morales y una dimensión material de justicia que postula una distribución de 

los bienes primarios teniendo en cuenta a las personas menos favorecidas de la sociedad 

(Bea Pérez, 1997: 308)13.        

                                                           
13 El impacto de l a teoría justicia de R awls en los debates actuales sobre teorías de la justicia y en la 

filosofía política moderna está muy bien r esumido en Gargarella (1999). Maria Xosé Agra Romero ha 

estudiado e n pr ofundidad l a f orma e n qu e t anto l a te oría d e la  justicia de R awls, c omo l as teorías 

feministas han contribuido al resurgimiento de la filosofía moral y política, estableciendo las relaciones 

existentes entre la teoría de Rawls y el pensamiento feminista, en el contexto de un estudio más general 
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El período de implantación del Estado Social de Derecho -que rige en el estado 

español, conforme a lo dispuesto en el artículo 1 de la Constitución Española, que así lo 

declara expresamente, y cuyo estudio excede el marco de este trabajo- dio lugar, entre 

otras importantísimas cuestiones, a la emergencia de diferentes sistemas de ayuda legal, 

subvencionadas con fondos públicos.  

Las p ersonas expertas en l a m ateria s uelen a grupar es tos s istemas e n t res 

modelos o s istemas, aclarando, no obs tante, qu e s on di fíciles de  e ncontrar e n e stado 

puro, pues muchos Estados han ido reconociendo l as ventajas de  cada u no de el los y 

han intentado incorporarlas en sus regulaciones específicas (entre el las, López Puleio, 

2002; B erizonce, 1987;  C anales y Loiseau, 2 004; C appelletti; 1993;  C appelletti y 

Bryant, 1996).   

A l os ef ectos d e u na m ayor cl aridad ex positiva, s e i ndicarán en  adelante l as 

características principales de estos sistemas de ayuda legal, que se presentan agrupados 

no en tres, sino en cuatro expresiones diferentes, que se designan, siguiendo un criterio 

propio, de l a s iguiente manera: a ) el  s istema d e l a D efensa d e O ficio; b ) el  s istema 

estadounidense; c) el sistema de la Defensa Oficial y, d) los sistemas mixtos.   

Estas distinciones son importantes porque -sin perjuicio de la tendencia creciente 

a mezclar en un sistema elementos característicos de los otros, como precedentemente 

se ap untaba- cada uno  de  e llos f unciona ba jo incentivos y  estímulos diferentes y 

presenta, también, diferentes ventajas y desventajas. 

   

3.2.1. El sistema de la Defensa de Oficio. 
 

Los primeros intentos de paliar la desigualdad entre las partes se llevaron a cabo 

a través de la organización de un sistema de defensa o asistencia jurídica honorífica. De 

acuerdo con Julio Maier, el mismo consistía, en 

                                                                                                                                                                          
sobre teorías contemporáneas de la justicia y sobre la relación de la justicia en teorías feministas (Agra 

Romero, 1994). Se volverá sobre estos temas en el capítulo 2.  
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“la obligación de los abogados de defender, sin remuneración alguna –de allí el 

nombre por el cual se lo menciona-, a quien, por su condición socio-económica o 

su voluntad, no pue de o no quiere nombrar defensor, obligación proveniente de 

un deber de solidaridad ex istente en  toda car tilla sobre ét ica del ejercicio de la 

abogacía. Su práctica [consistía] en la elección por el órgano de designación de 

un abogado de la matrícula que, entonces, se ocupa[ba] del caso gratuitamente” 

(Maier, 2003: 262).  

Este s istema f ue poc o a  poc o r eemplazado po r otro que  s ustituye l a de fensa 

honorífica por  ot ra r etribuida por  e l e stado. D e e ste m odo s urge e l m odelo que  s e 

conoce con e l nom bre de Defensa de Oficio o judicare (como s e l o de nominaba 

tradicionalmente), que f ue bastante e xtendido e n E uropa c ontinental (Italia, F rancia, 

España, entre otros).  

Con diferentes variantes, según el país de que se trate, el sistema de la defensa 

de o ficio consiste, básicamente, en es tablecer el  derecho -reconocido a  t odas aquellas 

personas que cumplan una serie de requisitos acordados por ley- de que el Estado pague 

a un abogado o abogada que ejerza la profesión de manera privada, para que las asista 

jurídicamente, en un litigio determinado: 

“La meta del judicare es dar a las personas de bajos ingresos una representación 

jurídica de la misma calidad que si pudieran pagar un abogado. El ideal es hacer 

una distinción solamente en quién pagará la cuenta” (Cappelletti y Bryant, 1996: 

26-27). 

Se t rata de  un m odelo de  a yuda legal judicial que tiene por  obj etivo, por  

consiguiente, p roporcionar una  a sistencia t écnico-legal e n un c aso c oncreto, c on l a 

finalidad principal de evitar la indefensión de la parte asistida y de dispensarla del pago 

de costas, el cual será asumido por el Estado.   

Existen d iferentes v ariantes d e asignación d e p rofesionales. A lgunas d e el las 

incluyen diversos programas de certificación o cupones (Judicare en sentido estricto); 

otras s e rigen por  un pr ograma d e a bogados de  turno o por  dí a. E n l íneas generales, 

ambas variantes funcionarían del siguiente modo: 
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“En el primero (Judicare en sentido estricto), las personas de bajos recursos que 

necesitan servicios jurídicos para resolver un pr oblema que reúne los requisitos 

para recibirlos, son derivadas a un abogado privado que participa en el programa 

o s e l es p ermite s eleccionar a cu alquier ab ogado q ue acep te el  n ivel d e 

honorarios e stablecido para e l s ervicio s olicitado. P restado e l s ervicio, e l 

abogado recibe su remuneración por intermedio de un pr ograma financiado con 

fondos públ icos (...). E n l os pr ogramas de  `abogados de  t urno´ el t ribunal o 

entidad local de asistencia jurídica paga a un abogado privado honorarios diarios 

para q ue s e p resente e n el  t ribunal y pr oporcione a sesoría, or ientación y 

representación a personas indigentes que se presenten sin defensa al tribunal ese 

día” (López Puleio, 2002: 104).     

El modelo de Defensa de Oficio fue adoptado en España. El art. 119 de  la CE 

dispone que  “La justicia será gratuita cuando así lo di sponga la Ley, y, en todo caso, 

respecto de quienes acrediten insuficiencia de recursos para litigar”. La Ley 1/1996, de 

Asistencia J urídica G ratuita y el  R eal D ecreto 996/2003, p or el  q ue s e ap rueba el  

Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita, desarrollan este derecho. Otras leyes, como 

la Ley 40/ 2003, de 18 de  novi embre, de P rotección d e F amilias N umerosas; la Ley 

Orgánica 4/ 2000, d e 11  de  enero, s obre de rechos y libertades de  l os e xtranjeros e n 

España y su integración social; la Ley de Enjuiciamiento Criminal y la Ley Orgánica 

1/2004, de 28 de  diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 

Género, entre otras, regulan de manera específica algunos aspectos de este derecho14. 

Las principales ventajas de este sistema se señalan, en  su mayoría, en términos de 

comparación c on e l m odelo de  l a D efensa O ficial (que s e ex plica en  el  s iguiente 

apartado). Ellas serían, entre otras, las siguientes: 

- permite utilizar una amplia representación de la abogacía privada (diversidad del 

colectivo); 

- es más flexible y descentralizado; 

                                                           
14 En el capítulo 3 se tratarán en detalle los aspectos vinculados con la asistencia jurídica gratuita para las 

víctimas de violencia de género. 
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- puede r esultar m enos c ostoso que  e l m odelo de  l a de fensa of icial, por que no 

necesita de u na gran i nfraestructura ( especialmente d e o ficinas) n i t ampoco 

requiere del pago de salarios fijos; 

- las p ersonas q ue s e o cupan d e b rindar es ta as istencia, al  ej ercer l ibremente l a 

profesión, pueden estar expuestas a un menor riesgo de saturación por repetición 

de casos similares que el que asumen quienes ejercen la defensa oficial.   

Algunas d e l as cr íticas d irigidas co ntra es te s istema ap untan, en tre o tras, a l as 

siguientes cuestiones: 

- parte de  un c oncepto de  ne cesidad de  a yuda l egal r estrictivo, l imitado a  casos 

concretos y ya c onocidos ( generalmente de rivados de  i mputaciones pe nales, 

demandas de divorcios o reclamaciones relacionadas con el derecho del trabajo 

y de l a s eguridad s ocial). La i nformación l imitada al  cas o co ncreto n o s uele 

ayudar a la persona a comprender sus derechos de una manera más amplia, que 

le permita identificar otras necesidades legales. 

- Se activa solamente cuando ya se ha iniciado el proceso.  

- Por lo general, no permite la reclamación de derechos colectivos ni de intereses 

difusos, que dando t ambién a l m argen las r eclamaciones p equeñas i ndividuales 

en sede civil (Cappeletti, 1993:34). 

- Las sumas pagadas en carácter de compensación por los servicios prestados se 

consideran muchas veces i nadecuadas, por  debajo de l nivel medio de  i ngresos 

que s e p ueden o btener d el ej ercicio l ibre d e l a p rofesión. E sta cr ítica es  

compartida con el sistema de la defensa oficial (López Puleio, 2002) pero, en el 

caso d e l os/as ab ogados/as p articulares, s e co rre el r iesgo d e q ue p uedan 

descuidar l os i ntereses d e l as p ersonas as istidas b ajo es ta m odalidad, en  

beneficio de aquellas que están pagando los honorarios. 

- Comparado c on l os s istemas m ás c entralizados, e l c ontrol de  l a c alidad de  

servicio suele ser más difícil. 

- Desde la perspectiva de los y las usuarias de estos servicios, se cuestiona a veces 

la es casa atención q ue sus r epresentantes l egales as í d esignados l es d edican. 
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Muchas d e estas p ersonas es timan q ue n o han podi do e ntablar c on s us 

abogados/as del turno de oficio la relación de confianza necesaria para hablar de 

sus problemas y, en consecuencia, poder proporcionarles una  información más 

detallada que les permita defender mejor sus intereses15. 

- Vinculados c on e l cuestionamiento a nterior, t ambién s e s eñalan l os 

inconvenientes que puede tener la persona necesitada de ayuda legal para ubicar 

al/la profesional de la abogacía que le haya sido adjudicado para representarla en 

un juicio (desventaja que el sistema de defensa oficial, por lo general, no t iene, 

pues sus oficinas suelen ser públicas y fácilmente identificables). 

- Finalmente, l a as istencia en  estos cas os p uede s er asignada a ab ogadas y 

abogados con poco prestigio y/o inexpertos/as, que se apunten en es te servicio 

para ganar el dinero que no c onsiguen con una clientela privada y/o para ganar 

experiencia; o , t ambién, que s e t rate de p rofesionales poco especializados/as o 

familiarizados/as c on lo s p roblemas sobre l os que  deben i ntervenir, l o c ual 

puede r edundar e n un a defensa de  segunda categoría, que  no  l ogre cumplir e l 

objetivo de igualdad de las partes al que este sistema está llamado a cumplir. 

 

3.2.2.  El sistema estadounidense. 
 

La as istencia j urídica g ratuita o a yuda l egal ( Legal Aid, como c omúnmente s e 

denomina en inglés), también se había or ganizado durante mucho t iempo, en EE.UU, 

bajo diversas formas de  iniciativas pr ivadas, algunas de ellas de carácter honorífico o  

caritativo, ot ras ( en s u mayoría) sostenidas c on s ubvenciones públ icas, en general d e 

carácter municipal (Canales y Loiseau, 2004: 1).  

Este sistema d e ayuda l egal fue obj eto de  una  i mportante r eforma, que  s e 

materializó en 1965, cuando s e creó el  Programa de  s ervicios j urídicos gratuitos 

dependiente de l a O ficina d e Oportunidades E conómicas ( OEO, p osteriormente 

eliminada y reabsorbidas sus funciones, en parte, por otros organismos del gobierno).  

                                                           
15 En el capítulo 4 se volverá sobre este tema. 
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En sus comienzos, e l Programa de servicios jurídicos gratuitos se planteó unos 

objetivos mucho más amplios que los del judicare. Vinculado al movimiento de defensa 

de los derechos civiles y en pleno apogeo de la War to Poverty que se había revitalizado 

tras el  asesinato del presidente Kennedy, en 1963 ( Abel, 2010:2), este programa no se 

limitaba a  b rindar ayuda l egal en  casos concretos, s ino que pr ocuraba representar l os 

intereses de las personas pobres, en tanto intereses de clase:  

“Los s ervicios j urídicos de bían s er pr estados por  ` bufetes ve cinales´ c uyo 

personal incluía a abogados pagados por el gobierno, y que estaban a cargo de la 

defensa de los intereses de los pobres como clase (…). Desde luego este objetivo 

no i mpedía a yudar a  l os pobr es a  c onciliar s us di sputas. S in e mbargo, e n 

comparación c on l os sistemas judicare existentes, es te s istema t endía a 

caracterizarse por  grandes e sfuerzos por  ha cer que  l os pobr es t uvieran 

conciencia de  s us nue vos de rechos y estuvieran di spuestos a  e mplear a  l os 

abogados p ara que  l es ayudaran a  c onseguirlos. A demás, l as of icinas e ran 

pequeñas y n ormalmente s e u bicaban en  comunidades p obres, p ara facilitar el  

contacto c on l os pobr es y m inimizar l a ba rrera de  c lase. S e s uponía que  l os 

abogados a prendieran e n pe rsona c uáles e ran e stas ba rreras y por  l o t anto 

pudieran a tacarlas c on m ayor eficacia. P or úl timo, y qui zá s obre t odo, e l 

personal de abogados buscaba dar mayor amplitud a los derechos de los pobres 

mediante casos de p rueba, campaña y o tras act ividades de r eformas l egales en  

representación de los pobres como clase. De hecho, con frecuencia, los abogados 

ayudaron a l os p obres a o rganizarse, p ara representar s us i ntereses d e m anera 

más e fectiva t anto de ntro c omo f uera de  l os t ribunales ( Cappelletti y Byant, 

1996: 29). 

El p rograma de S ervicios J urídicos de l a OEO s ufrió desde su creación varias 

modificaciones, la más importante de las cuales se ubica en la década de 1980, período 

en el que se aprobó la Legal Services Corporation Act. Actualmente, la ayuda legal se 

brinda, e n E E.UU, dentro de  p rogramas de  a cción que  s iguen vi nculados a  a quellos 

“bufetes vecinales” que atendían las necesidades de los pobres, pero, en algunos casos, 

reciben una financiación más estable. Las características principales de los servicios que 

prestan estas oficinas son las siguientes: 
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“a) su ámbito de acción se centra en combatir la falta de conocimientos legales 

que pue da pa decer l a población, ot orgando a l c iudadano una  i nformación 

general s obre s us de rechos y obl igaciones y e l modo de  de fenderlos de ntro o  

fuera del proceso;  

b) la asistencia se presta por oficinas jurídicas a cargo del Estado, y  

c) sus destinatarios son amplios s ectores de l a p oblación” (Canales y Loiseau, 

2004: 2). 

Entre los puntos fuertes que se les adjudican a esta variante de ayuda legal, destacan 

los siguientes: 

- brinda un s ervicio visible y accesible a las personas que lo necesitan, pues sus 

oficinas s uelen es tar u bicadas cerca de  l os l ugares donde  e stas vi ven y son 

claramente identificables; 

- entiende a la persona y a sus necesidades jurídicas más allá de su individualidad, 

como parte integrante de una clase o grupo determinado; 

- intenta captar a quienes no buscan ayuda legal ni  entablan acciones legales por 

desconocer sus derechos, actuando como una auténtica agencia de alfabetización 

jurídica;    

- permite h acer reclamaciones co lectivas y de i ntereses d ifusos (como l as 

relacionadas co n ci ertos d erechos d e l as m ujeres, d erechos d erivados d e l a 

defensa de l m edio a mbiente, de rechos de  de fensa de  l as y l os c onsumidores, 

etc.); por consiguiente, no sólo son capaces de beneficiar a una persona, clase o 

grupo social determinado, sino a sectores más amplios de la sociedad; 

- facilita l a es pecialización y una s ensibilidad de  quienes prestan el  servicio, en 

relación con las problemáticas sobre las que deben intervenir; 

- la intervención  no está limitada a un caso ya conocido ni es requerida solo por 

la urgencia, lo cual permite dar una respuesta más elaborada, integral y duradera 

en el tiempo. 
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Respecto de  s us de bilidades, entre o tras, se s eñalan l as que s e en umeran a  

continuación: 

- sus r ecursos s on l imitados y r esultan i nsuficientes pa ra a barcar t odas l as 

problemáticas de las personas pobres; 

- en relación con el precedente, una limitada capacidad de respuesta frente a u na 

gran demanda, puede dañar la calidad del servicio; 

- así co mo no s e i nterviene e n t odos los c asos q ue r equieren a yuda, tampoco 

existen cr iterios cl aros p ara d eterminar la el ección d e l os m ismos (Fernández 

Valle, 2006:47); 

- otra dificultad añ adida a l a an terior es q ue p uede r esulta d ifícil es tablecer el  

equilibrio e ntre l a e lección de  casos i ndividuales ( importantes s olo p ara l a 

persona concreta de que se trate) y de casos grupales (importantes también desde 

un punto de vista político-social); 

- por ot ra pa rte, a lgunos a utores opinan que “el concepto de  un a bogado que  se 

constituye en abogado de los pobres y que considera que los pobres no pue den 

defender sus propios intereses es demasiado paternalista” (Cappelletti y Bryant, 

1996: 30); 

- los m ismos a utores c itados a nteriormente afirman, t ambién, qu e uno  d e l os 

problemas más graves de este sistema es que la ayuda jurídica se presta en casos 

que m uchas ve ces i mplican pos icionarse e n c ontra de l g obierno que p aga s us 

servicios y que, de  he cho, e n E E.UU este t ipo de  a bogados/as ha n s ido 

perseguidos/as políticamente (Cappelletti y Bryant, 1996: 30). 

 

3.2.3. El sistema de la Defensa Oficial. 

 
El sistema de la Defensa Oficial se encuentra muy difundido en la mayor parte 

de los países de América Latina. Se trata de un sistema de defensa pública, organizado a 

partir d e l a figura d e u n/a ab ogado/a q ue es  d esignado/a para as istir y r epresentar a 



58 

 

pobres o ausentes y a todas aquellas personas que por cualquier otro motivo, requieran 

de un auxilio legal que no les es prestado por un/a profesional de su confianza.  

Quienes se encargan de la Defensa Oficial pueden ser abogados/as de p ráctica 

libre que colaboran con la defensa pública en casos determinados (de manera similar al 

modelo judicare), o a bogados/as que  e jercen e sta f unción como f uncionarios/as 

públicos/as, c on d edicación a  t iempo c ompleto. E n e l pr imer c aso, s e l os s uele 

denominar Defensores/as de Oficio; en el segundo, Defensores/as Oficiales propiamente 

dichos. Esta última modalidad es la más extendida.  

En algunos países (entre el los, Uruguay y México) la Defensa Oficial depende 

del Poder Judicial; en otros (como en Bolivia o Chile), dependen del Poder Ejecutivo16. 

En Ecuador, por ejemplo, no existe ningún poder público que se encargue de la defensa 

pública, m ientras que  e n otros p aíses ( Argentina y  Brasil, p or ej emplo) l a d efensa 

pública t iene asegurada s u autonomía f uncional. E n t odos l os c asos, el s ervicio es  

gratuito pa ra l as pe rsonas pobr es; en al gunos ( como en  el  d e C hile y G uatemala), s e 

establece q ue, s in co n p osterioridad s e d etermina q ue l a p ersona as istida cu enta con 

medios económicos suficientes, deberá recompensar el servicio recibido (López Puleio, 

2002: 10 3).  P rácticamente e n t odos l os países el E stado es  l a f uente d e f inanciación 

regular de este sistema. 

Entre las ventajas del sistema de la Defensa Oficial destacan las siguientes: 

- sus of icinas s on v isibles, s uelen s er d e f ácil accesibilidad o  cer canas a l os 

tribunales; 

- garantiza un servicio especializado y permite controlar mejor la calidad de los 

estándares de atención; 

                                                           
16  Los p rogramas d e d efensa oficial q ue d ependen d el P oder J udicial h an s ido cr iticados, en tre o tras 

razones, p orque q ue l a d ependencia d e es te p oder, al  t iempo q ue r esta a utonomía al  s ervicio, muchas 

veces crea d esconfianza e n las personas usuarias ( especialmente en l os cas os p enales), puesto que sus 

defensores forman parte del mismo poder que los sentencia. Por otra parte, los que dependen del poder 

Ejecutivo, s uelen s er cr iticados p orque p ueden es tar s ujetos a  p resiones p olíticas l esivas p ara l a 

representación de los intereses de las personas que necesitan defensa, especialmente cuando se trata de 

personas cuyos derechos han sido vulnerados por el Estado  (Binder, 1993: 100).   
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- en t anto f orma pa rte de  l a e structura nor malizada de  s ervicios públ icos, 

previene las r enuncias i ntempestivas y el  abandono de l a defensa que suele darse con 

asiduidad en el sistema judicare.  

Entre sus puntos débiles, se señalan, entre otros, los señalados a continuación: 

- las y los defensores oficiales deben atender un número excesivo de casos, lo cual 

puede mermar la calidad del servicio; 

- suelen priorizar l a a yuda en  cas os p enales y es  b astante d ébil o  i nexistente en  

otros supuestos; 

- cobran, por  l o general, s alarios m ás b ajos q ue l a m edia p ercibida a t ravés d el 

ejercicio libre de la profesión; 

- corren mayor riesgo de saturación por repetición de casos similares; 

- al igual que en el Judicare, sus intervenciones están generalmente condicionadas 

por l a u rgencia ( especialmente en  l os cas os p enales) y/o limitadas a u n l itigio 

concreto, no permite abastecer todas las necesidades l egales de l a persona que 

requiere la ayuda; 

- según l a autonomía q ue es te s ervicio t enga r econocida y d e l a estructura d e 

poderes del Estado de la que dependa, podrá ser más o menos permeable a l as 

presiones políticas, en especial, a las del gobierno de turno.  

 

3.2.4. Los sistemas mixtos. 
 

Algunos pa íses, entre e llos Australia, Holanda, Reino Unido, Suecia y Canadá 

(ciudad de  Q uebec), ha n opt ado por  i mplementar m odelos que  c ombinan varios 

elementos d e l os s istemas an teriormente an alizados, c on l a f inalidad de  opt imizar l as 

ventajas y reducir los puntos débiles de los mismos. 

La imp lementación d e los modelos m ixtos de  a yuda l egal no e stá exenta de 

muchas de las críticas que han sido apuntadas al describir sus modelos de referencia (a 

las que nos remitimos), pero, en general, se considera que están dotados de una mayor 
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flexibilidad y adaptabilidad a l as n ecesidades d e l as p ersonas; pe rmiten da r una  

respuesta más integral y, por último, amplían la intervención a o tros sectores sociales, 

esto es, suelen dirigirse no sólo a los más pobres sino también a las clases medias.  

 

3.3. Reformar la administración de justicia. 
 

Los es fuerzos realizados p ara proporcionar a yuda l egal a  l as pe rsonas m ás 

necesitadas, mientras han provocado una mayor –aunque todavía insuficiente- toma de 

conciencia sobre los de rechos y han s ervido para hacer m ás a ccesible l a j usticia a un 

círculo cada vez más amplio de personas, también han puesto en evidencia algunos de 

los problemas que tradicionalmente han dificultado el acceso a la misma, entre ellos: la 

lentitud y l a bur ocracia de l os t ribunales, l a siempre v igente necesidad de hacer m ás 

comprensible el lenguaje jurídico y judicial (si la ley se presume conocida por todos/as, 

debería ser también entendida por todos/as) y las no menos importantes necesidades de 

reconocimiento de  nu evos de rechos y d e pr ocedimientos a decuados pa ra pone rlos e n 

práctica. E l i ntento d a d ar r espuesta a es tas cu estiones, en tre o tras, ha s ido e l 

fundamento de muchas reformas de la administración de justicia y de sus instituciones 

durante los últimos cincuenta años.  

Estos cambios afectan ámbitos muy variados, muchos de los cuales se combinan 

entre s í, ensayándose respuestas diferentes s egún las n ecesidades f uncionales y 

organizativas de la  ju sticia, los imperativos d e le yes s ustantivas (en p articular, d e 

aquellas que reconocen nuevos derechos) y los que resultan de la aplicación de reformas 

en las leyes de procedimiento o de la incorporación de nuevos procedimientos. Uno de 

los factores comunes que suele encontrarse detrás de estos cambios, es la necesidad de 

mantener e n equilibrio e l complicado juego d e i ntereses q ue resulta d e s atisfacer el  

doble objetivo que persiguen las administraciones de justicia en nuestros días, cual es el 

de brindar un servicio más eficaz y, a la vez, más económico (Lista, 2009: 15).  

Entre l as r eformas que  responden a  ne cesidades f uncionales y or ganizativas, 

destacan aquellas qu e ha n incorporado una cierta s implificación del lenguaje judicial; 

algunas innovaciones de t ipo técnico (modernización de  equipamientos, utilización de 
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medios e lectrónicos, i nformatización de  a rchivos y j urisprudencia); m ejoras e n l a 

estructura o rganizativa de lo s tr ibunales y las oficinas ju diciales; mejoras ed ilicias; 

mejoras en la accesibilidad a las dependencias judiciales; etc. 

Algunos d e l os cambios i ntroducidos a  t ravés de  l a m odificación de  r eglas 

procesales han r ecogido cuestiones r elativas a l a oralidad de l os procedimientos; a s u 

simplificación (por e jemplo, a t ravés d e la incorporación de  l os pr ocedimientos 

abreviados y l os juicios r ápidos e n l as j urisdicciones pe nales, o d e l os divorcios s in 

causa y l as indemnizaciones por  a ccidentes sin cau sa, en  l as j urisdicciones ci viles). 

Algunas d e es tas v ariantes han pe rmitido la creación de  nue vos m étodos para d ecidir 

conflictos jurídicos (especialmente en el ámbito del derecho internacional) o han dado 

lugar a l e stablecimiento d e procedimientos es peciales p ara r eclamaciones d e m ayor 

importancia social (por ejemplo, para los casos de terrorismo). 

Todo e sto se h a da do, asimismo, e n e l c ontexto de  un pa ulatino pr oceso de  

positivización de los derechos humanos, el cual, mientras en cierto modo ha significado 

la superación del conflicto entre derechos naturales y derechos positivos, ha ampliado 

los derechos y ha conformado un s istema de justicia mucho más complejo y algo más 

sensible a las necesidades de las personas, pero también más sobrecargado.  

Esta sobrecarga del sistema de administración de justicia se ha traducido, en los 

últimos tiempos, en una fuerte presión para reducirla, la cual combina dos necesidades 

difícilmente c ompatibles: por  un l ado, una  mayor i nversión, t anto a  ni vel de  

infraestructuras como de personal y, por otro, la necesidad de abaratar los costos que la 

actividad jurisdiccional comporta.  

Paralelamente, l os problemas d e equilibrar l as ex igencias es tratégicas d e 

abaratar costos económicos y de potenciar la eficacia de los tribunales, en especial, en lo 

que respecta a la necesidad de acortar los plazos de resolución de casos, conviven con la 

puesta en  p ráctica d e procedimientos que pu eden pone r e n r iesgo l os pr incipios 

reguladores de la t radicional justicia procesal y l as garantías del debido proceso legal, 

así co mo l a tutela ju dicial e fectiva. Por e jemplo, l a s implificación de  a lgunos 

procedimientos ha  l levado, e n a lgunos casos, a pr escindir d e l a ayuda pr ofesional, 

dejando a muchas personas en situación de indefensión y, por consiguiente, vulnerando 

las garantías co nstitucionales b ásicas relacionadas co n el  d ebido p roceso l egal (en el  
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análisis del trabajo de campo realizado en esta investigación se darán ejemplos de casos 

que sirven para corroborar esta afirmación17). Se afirma, por otra parte, que muchas de 

estas r eformas n o h an acabado co n l a m arginalidad j urídica y s ocial ni ha n he cho 

posible la instauración de una justicia con nuevos contenidos o más justa (Lista, 2009: 

16), así como también se ha indicado que no siempre una justicia rápida es sinónimo de 

eficacia ni de mayor calidad en la justicia (Gimeno Sendra, 2004: 5).  

De acu erdo co n las co nsideraciones p recedentes, l as r espuestas c entradas en  

aumentar l a d enominada “eficacia p rocesal” s e han t raducido, l a m ayor p arte d e l as 

veces, en innovaciones de tipo técnico que no s iempre  ha n tenido como correlato una 

justicia eficaz en  t érminos sustantivos, l o cual h a l levado a ex presar ciertas 

manifestaciones de escepticismo frente a las reformas judiciales: 

“Quizás s eamos escépticos, p or ej emplo, an te el p otencial d e l as r eformas d e 

acceso a la justicia en órdenes sociales fundamentalmente injustos. Las reformas 

judiciales y procesales, debe r econocerse, no s on s ustitutos s uficientes de  l a 

reforma política y social” (Cappeletti, 1993: 97). 

Este escepticismo alimenta reflexiones más profundas sobre el s ignificado y el 

alcance d e las reformas p ara m ejorar el ac ceso a l a j usticia. E n es te s entido, y d e 

acuerdo con Lista, cabría preguntarse si más allá de la retórica, las políticas que aspiren 

a l ograr un a cceso a l a j usticia ef icaz se pueden limitar a  las innovaciones de  t ipo 

técnico, a las mejoras en el diseño de la administración de justicia o a elaborar nuevos 

códigos d e procedimiento, s in poner suficiente atención en l a desigualdad social y su 

reproducción a  t ravés de l s istema j urídico ( Lista, 2009:  16) . O , e n ot ras pa labras, s i 

puede h aber m ás y me jor ju sticia s in un pr ofundo cambio s ocial, a co nsecuencia d el 

cual s e consiga vi vir e n una  s ociedad m ás j usta, pa ra t odas y t odos. En los c apítulos 

subsiguientes se volverá sobre este tema. 

 

3.3.1. La creación de tribunales especializados. 
 

                                                           
17 Ver capítulo 4 . 
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El reconocimiento de nuevos derechos, así como ha sido, al mismo tiempo, una de 

las cau sas m ás co munes d e r eformas en  l os p rocedimientos p ara r eclamarlos18, l o ha  

sido también para justificar la creación de tribunales especializados. Desde mediados de 

1970, uno de  l os p rincipales imp actos d el mo vimiento d e a cceso a la  justicia e n la  

reforma p rocesal s e h a car acterizado, p recisamente, por l a c reación de  los c itados 

organismos jurisdiccionales: 

“…el es fuerzo p or i dear t ribunales y p rocedimientos es pecializados p ara ci ertos 

tipos de reclamaciones no es nuevo. A menudo, en el pasado se ha descubierto que 

son ne cesarios unos  pr ocedimientos e speciales y unos  t omadores d e decisiones 

especialmente s ensibles cu ando l a l ey s ustantiva es  r elativamente n ueva y 

evoluciona con rapidez. Los jueces regulares pueden carecer de la experiencia y la 

sensibilidad necesarias para amoldar la nueva ley a un orden social cambiante, y los 

procedimientos judiciales pueden también ser demasiado engorrosos para confiarles 

la t area d e h acer v aler y  hasta c ierto punt o a daptar y m oldear l as l eyes nue vas e  

importantes. Lo que  e s una nove dad e n e l r eciente e sfuerzo, s in e mbargo, e s e l 

intento en gran escala de dar derechos efectivos a los `que no t ienen´ en contra de 

`los qu e t ienen´: l a pr esión s in pr ecedente d e c onfrontar y at acar l as v erdaderas 

barreras a las que se enfrentan los ciudadanos” (Cappeletti, 1993: 61).  

En E spaña, l a creación de l os J uzgados d e V iolencia s obre l a M ujer, m ediante l a 

Ley Orgánica 1/2004, de 28 de  diciembre, de medidas de protección integral contra la 

violencia de género, responde a este tipo de estrategias y será analizada con detalle en el 

capítulo 3.  

                                                           
18 En realidad, el reconocimiento de nuevos derechos no siempre viene acompañado de la creación de 

nuevos procedimientos, pero la experiencia indica que, generalmente, los mecanismos procesales 

tradicionales no son los más apropiados para ellos  (Cappeletti, 1993: 96). Volveremos sobre este tema en 

los capítulos que siguen.  
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3.3.2. Las nuevas funciones de las fiscalías y la creación de las oficinas de atención 
a las víctimas. 
 

En los últimos años se ha discutido mucho el rol del Ministerio Público Fiscal en 

los p rocedimientos j udiciales, en  es pecial, en l os p enales (Armenta Deu, 2008: 198 -

205).  

En lo s s istemas d e e njuiciamiento c riminal d e r aíz in quisitiva, c omo lo s de la 

mayoría d e los p aíses d e E uropa c ontinental y, en es pecial, en España, la f iscalía h a 

tenido un rol confuso y ambiguo y han sido las juezas y jueces quienes tradicionalmente 

han estado a cargo de las investigaciones.  

Algunas p ropuestas d e reformas judiciales de la s ú ltimas d écadas h an 

cuestionado el escaso protagonismo del Ministerio Público Fiscal en las investigaciones 

y, sobre todo, su alejamiento de las víctimas. Acogiendo parcialmente estos reclamos, 

se han generado una serie de reformas en las funciones del Ministerio Fiscal con tal de 

que -además de ejercer la acción penal- puedan dirigir algunas medidas de investigación 

y velar por la protección de víctimas y testigos.  

En particular, la protección de las víctimas ha ido ganando terreno en el marco 

de las reformas judiciales y en los programas de acceso a la justicia, al punto que se han 

creado agencias específicas para atender a sus necesidades, como lo son las oficinas de 

atención a l as v íctimas, que  t ienen la f inalidad de  br indar or ientación y, e n a lgunos 

casos, contención, asesoramiento jurídico y, eventualmente, apoyo ps icológico a estas 

personas.  

Este punto se desarrollará en ex tenso en el  capítulo 3 , donde se analizarán, en 

particular, l as d iferentes f unciones d e l as f iscalías y de l as o ficinas d e atención a l as 

víctimas en  l a p rotección d e l as m ujeres q ue h an s ufrido v iolencia d e género en  l a 

pareja, d e co nformidad co n l a l egislación v igente en  l a m ateria, q ue también se 

estudiará en profundidad en el mismo capítulo. 
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3.4. Otras propuestas. 

 
Mientras se han ido desarrollando las instituciones de ayuda legal a las personas 

pobres y /o m ás vul nerabilizadas por  l os s istemas s ociales ( principalmente, por  s us 

estructuras d e cl ase y d e g énero) y las r eformas a  la  a dministración d e ju sticia h an 

intentado da r r espuestas m ás ad ecuadas a l os co nflictos p resentes en n uestras 

sociedades, otras estrategias de acceso a la justicia han buscado ampliar tales objetivos. 

Algunas de  e llas s e ha n e xpresado en l a c reación de  or ganismos pa ra pr oteger l os 

intereses d e s ectores m ás am plios d e l a p oblación ( especialmente a  t ravés d e l a 

institución de  l os/as de fensores/as d el pue blo), dando l ugar a  un  c ierto pr oceso de  

“empoderamiento” legal de la ciudadanía (Gherardi, 2006: 133); otras, han optado por 

promover la utilización del derecho como estrategia de defensa de intereses colectivos, 

grupales o de  c lase; ot ras, por  s u pa rte, ha n pr opuesto s alirse de  l os c anales 

institucionales tradicionales, en pos de encontrar soluciones alternativas a la resolución 

judicial de conflictos.  

 

3.4.1. Representación de intereses difusos y estrategias de litigio de interés 
público. 

 
Las reclamaciones realizadas b ajo l a f orma d e l as d enominadas es trategias d e 

representación de intereses difusos y los litigios de interés público han sido una de las 

vías pr ivilegiadas p ara r epresentar i ntereses colectivos. E stas es trategias s e h an 

desarrollado especialmente en el ámbito anglosajón (Estados Unidos, Canadá y el Reino 

Unido), aunque también se han utilizado con cierto éxito en algunos países de Europa 

continental y en  A mérica Latina ( Bergallo, 2 007), l a m ayor p arte d e l as v eces 

promovidas desde los movimientos de derechos civiles (Legal Action Group, 1992). Se 

trata de  e strategias pe nsadas pa ra ut ilizar l os tribunales de  j usticia c on una  dobl e 

finalidad: mie ntras se i ntenta ac ercar l a j usticia a l as p ersonas y grupos s ocialmente 

desventajados, s e busca transformar l a cu ltura j urídica h egemónica, co n t al d e q ue s e 

apliquen en la resolución de conflictos sociales criterios de justicia social.  
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En el marco de la defensa de intereses difusos, han ocupado un importante lugar 

las propuestas del uso del derecho como estrategia de lucha contra la pobreza (Poverty 

Law), especialmente en el contexto norteamericano (Zander, 1981), así como las que se 

centran en el uso del derecho como herramienta de lucha contra discriminación racial y 

sexual (Rhode, 2004), las cuales están inspiradas, en su mayoría, en los postulados del 

denominado Derecho A ntidiscriminatorio (Barrère U nzueta, 2008; Holtmaat, 2010) . 

También se inscriben en esta línea las estrategias de involucrar la intervención judicial 

como garantía de la participación de  grupos y movimientos sociales en e l di seño y la 

toma de decisiones relacionadas con las políticas publicas vinculadas a la garantía de los 

derechos económicos, sociales y culturales, así como de los derechos civiles y políticos 

(Abramovich, 2007).    

Estas estrategias han s ido u tilizadas de forma desigual por y/o para diferentes 

grupos sociales. Han tenido una notoria aplicación en el ámbito de los derechos de las y 

los c onsumidores, por  ejemplo. M enor ha  s ido s u impacto en el  cam po d e l as 

reivindicaciones vi nculadas a  la r eivindicación de d erechos económicos, s ociales y 

culturales y, en  especial, l as r elacionadas co n l a igualdad d e género. En este s entido, 

algunas autoras sostienen que de la misma forma que las mujeres tienden, en general, a 

acudir muy poco a la justicia, tampoco han hecho un uso intensivo de la estrategia del 

litigio estratégico para h acer va ler s us i ntereses ( Kohen, 2010) . Se vol verá s obre este 

tema más adelante, en especial, en los capítulos 2 y 4. 

 

3.4.2. Mediación, conciliación, arbitraje. 
 

Las carencias de los sistemas estatales de administración de justicia –en especial, 

la l arga d uración de l os p rocedimientos y/o s u f alta d e ad ecuación a d eterminadas 

problemáticas- también han intentado ser sorteadas a través del desarrollo de estrategias 

de resolución de conflictos que, sin prescindir totalmente del sistema público e inclusive 

estando r eguladas l egalmente, s e presentan co mo al ternativas a  l os p rocedimientos 

judiciales. Entre ellas que destacan las propuestas de mediación, conciliación y arbitraje, 

que han tenido un amplio desarrollo durante los últimos años. 
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En l os c asos de  vi olencia de  género, donde  l as r eglas t radicionales de l os 

procedimientos j udiciales n o en cajan ad ecuadamente19, e ste t ipo de  estrategias, s in 

embargo, están total y absolutamente desaconsejadas por parte de numerosos grupos y 

académicas f eministas ( Romito, 2 007). Recogiendo es tas r ecomendaciones, la Ley 

Orgánica 1/ 2004, de  28  de  di ciembre, de  m edidas de  pr otección i ntegral c ontra l a 

violencia de género expresamente p rohíbe l a m ediación para es tos casos ( art. 44), as í 

como también lo hacen, entre otras, la “Ley del derecho de las mujeres a una vida libre 

de vi olencia”, de M éxico, y l a “Ley P rotección Integral p ara P revenir, S ancionar y 

Erradicar l a V iolencia contra l as M ujeres en  l os Á mbitos en  q ue D esarrollen s us 

Relaciones Interpersonales”, de Argentina, por citar otros claros ejemplos. 

De he cho, como s uspicazmente a lerta Glòria C asas, siguiendo, e ntre ot ras, a  

prestigiosas autoras que han reflexionado sobre la materia, como Carol Smart, Christine 

Delphy y la citada Patrizia Romito, la mediación familiar, en general, y más allá de las 

situaciones d e v iolencia m achista q ue pue dan oc urrir e n e l i nterior de  una  

familia/pareja, es  una institución que debe ser cr íticamente puesta bajo sospecha. Esto 

debe ser así (entre otras importantes cuestiones que no desarrollaremos aquí por exceder 

ampliamente nuestros obj etivos), porque las “a ctuales r econfiguraciones f amiliares 

provienen d e un d ecimonónico r égimen m atrimonial que  consolidaba el poder de  l os 

hombres en  l a es fera p rivada” y ese h a s ido el  m odelo -basado, por  l o t anto, e n l a 

desigualdad estructural de hombres y mujeres- que ha sido perpetuado y reproducido, en 

gran m edida, por  pa rte de  l os E stados de l bi enestar y ha  s ido i nteriorizado e n l a 

memoria cu ltural d e n uestras s ociedades ( Casas, 2010 : 40-53). Por c onsiguiente, 

cualquier m edida al ternativa a l a v ía j udicial p ara l a resolución d e c onflictos e n l a 

familia, y l a ví a j udicial m isma, de ben t ener e n c onsideración e l c ontexto de  

desigualdad sexual estructural en el que todavía se asientan las modalidades de familia 

dominantes, a l m enos s i pr etenden qu e s us d ecisiones t rasciendan el  ámbito d e l a 

igualdad formal y se expresen en criterios y resultados de igualdad material; exigencia, 

esta última, que sirve de impulso al movimiento de acceso a l a justicia en general, y a 

los mo vimientos f eministas y a  s us r eivindicaciones d e i gualdad d e g énero, e n 

particular.            

                                                           
19  Se volverá sobre este tema en el capítulo 3. 
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4. El acceso a la justicia como derecho.  

 
El acceso a  l a j usticia e s considerado como un derecho que  cumple dos  obj etivos 

fundamentales: a ) por  u n l ado, pe rmite ha cer e fectivos l os de rechos c onstitucional y 

legalmente reconocidos y la resolución de conflictos interpersonales y sociales. De esta 

manera, co ntribuye a m ejorar l as co ndiciones d e v ida d e l as p ersonas y, en m uchos 

casos, pue de i ncluso po sibilitar un m ayor grado de  a utonomía p ersonal; b)  por  ot ra 

parte, p osibilita la  p articipación d e la  s ociedad c ivil en la  toma d e d ecisiones y en l a 

instalación e n l a a genda públ ica de m uchos t emas que , de  ot ra manera, no s e 

vehiculizan en los canales institucionales existentes (Böhmer y otros, 2005: 5).      

La doctrina jurídica y los organismos internacionales de derechos humanos califican 

el acceso a la justicia como un derecho fundamental, sin embargo, la expresión acceso a 

la ju sticia como t al, no es ut ilizada de m anera g eneralizada en  l a t erminología l egal; 

tampoco suele encontrársela expresamente mencionada en los instrumentos de derecho 

internacional, ni  e n l as constituciones ni  l eyes estatales, a unque todos y  t odas ellas 

contengan, d e m anera t otal o  parcial, los e lementos que  lo i ntegran (FRA, 2011:  14) . 

Este es  el caso d e l a normativa es tatal es pañola, d onde n o es h abitual en contrar 

referencias expresas al a cceso a l a j usticia, aunque sí e stán reconocidos, tanto a  nivel 

legal c omo c onstitucional, muchos de  l os de rechos que  de  él de rivan, como por  

ejemplo, y entre ot ros, el de l a tutela judicial efectiva y la as istencia jurídica gratuita, 

ambos reconocidos en el art. 24 de la CE.   

En los últimos años, sin embargo, los organismos internacionales han comenzado a 

incorporar el té rmino “acceso a l a j usticia” en algunas d e sus nor mativas y s on 

numerosos los estudios e informes que tratan sobre el cumplimiento de este derecho en 

los di stintos e stados qu e l os i ntegran. Ello es  así por que –tal y c omo s urge de  la 

evolución d escrita en es te cap ítulo- las diferentes t ransformaciones que  ha  

experimentado el  acces o a l a j usticia han pos ibilitado una  c oncepción m ucho m ás 

extensa de las obligaciones estatales vinculadas con esta materia, las cuales han pasado 

de una  s erie d e de claraciones vi nculadas a l a po sibilidad de  de fensa de  los de rechos 
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individuales, a  una concepción que involucra el deber de los Estados democráticos de 

proporcionar las condiciones que garanticen el ejercicio de los mismos. En este sentido, 

se h a s eñalado, co n aci erto, q ue el  acces o a l a j usticia es , a demás de  un de recho, un 

asunto e sencialmente p olítico, c on pr ofundas implicancias e conómicas, s ociales y 

culturales (entre otras), respecto de las cuales la dimensión jurídica constituye tan sólo 

una de l as formas en  l as que se expresa (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 

2010: 37).   

 

4.1. El acceso a la justicia en la Organización de Naciones Unidas. 
 

La Organización d e N aciones U nidas ( ONU), a t ravés de  m uchos de s us 

organismos y, en especial, del Comité de Derechos Humanos, ha desarrollado una labor 

fundamental en la instauración del acceso a la justicia en la agenda pública internacional 

y en la de los Estados parte, así como en lo que respecta a su interpretación y desarrollo 

normativo. 

Existen numerosos pr ogramas que  s e de sarrollan de sde l a O NU, e n l os que  e l 

acceso a l a j usticia constituye uno de sus aspectos fundamentales. Este es  el  caso del 

Programa d e D esarrollo p ara R educir l a P obreza y F ortalecer l a G obernabilidad 

Democrática de la ONU (UNDP, según su sigla en inglés), dentro del cual el acceso a la 

justicia es  co nsiderado como un de recho hum ano bá sico y c omo un e lemento 

indispensable pa ra c ombatir l a pobr eza y prevenir y r esolver conflictos ( UNDP, 

2004:1).  

El U NDP f orma p arte de un e sfuerzo m ucho más a mplio de  pr omover e l 

establecimiento y/o f ortalecimiento de l E stado de  D erecho e n e l m undo. E ntre s us 

objetivos estratégicos se encuentra el de desarrollar un efectivo acceso a la justicia, con 

la debida consideración de los derechos de las personas pobres, las mujeres y los grupos 

vulnerables (UNDP, 2010: 1).      

En el marco de la ONU, sin embargo, el acceso a la justicia se considera como 

algo q ue v a m ás allá d e m ejorar el ac ceso i ndividual a l os t ribunales o  g arantizar 

representación legal de toda la ciudadanía, puesto que también es  definido en términos 
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de asegurar resultados judiciales justos y equitativos. En este sentido, el UNDP sostiene 

que el acceso a la justicia no se agota en la contemplación de los aspectos cuantitativos 

y cualitativos de  l os r ecursos j udiciales, s ino que  s e t rata de  a lgo qu e c onstituye, a l 

mismo tie mpo, tanto u n me dio para r esponder a l as n ecesidades j urídicas d e l as 

personas, como un objetivo: 

 “Siendo un fin en sí mismo, se percibe, a su vez, como un requisito previo, como 

un i nstrumento pa ra l a t ransformación de l as r elaciones de  pode r que  pe rpetúan l a 

exclusión, l a pobr eza y la s ubordinación de  gr upos t ales c omo m ujeres, pr esos, 

indígenas, m igrantes, di scapacitados, m enores, a ncianos, pobl ación de  b ajos i ngresos, 

etc.” (UNDP, 2005).       

Asimismo, se entiende que las percepciones de las personas sobre la justicia y su 

funcionamiento, sobre las dificultades que enfrentan y las formas en que las expresan, 

deben ser tenidas en consideración en las políticas y programas para mejorar el acceso a 

la justicia, especialmente por parte de las personas pobres y en desventaja social.  

En e ste s entido, s e pr omueve que  l as e strategias de  l os E stados pa ra que l a 

ciudadanía conozca sus derechos sean desarrolladas tanto por el gobierno como por los 

organismos no gubernamentales (ONG) y que las políticas efectivas y los programas de 

acceso a  l a justicia requieran no  sólo de  datos cuantitativos s ino también cualitativos, 

junto c on una  i nformación de sagregada por  sexos, e dad, na cionalidad, ve cindad 

urbana/rural, i ncapacidad f ísica o  m ental, et c. Se r ecomienda l a co mbinación d e 

estrategias d e ab ordaje d el f enómeno q ue s e ca lifican co mo “d e ab ajo h acia ar riba” 

(bottom-up approach), como el empoderamiento legal propiamente dicho, con prácticas 

institucionales que  r ecojan las n ecesidades d e l a ge nte, pa rticularmente de l os gr upos 

más pobr es y marginados, a sí c omo d e ot ros gr upos que  s on de finidos c omo 

vulnerables, como es el caso de las mujeres (UNDP 2010:2).       

Desde la perspectiva de la ONU, el acceso a la justicia forma una parte sustancial de 

la g obernabilidad d emocrática, l a er radicación d e l a p obreza y el  d esarrollo h umano 

sostenible. El programa UNDP ha prestado especial atención al estudio de las barreras 

que i mpiden el  acc eso a l a j usticia y que se co nvierten, e n consecuencia, en un  

obstáculo para el desarrollo de los pueblos y de las personas, en tanto que usuarias de 

los servicios de  justicia.  E ntre es tas barreras se destacan un conjunto de  factores que  
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son a nalizados por  l a U NDP c omo de  c arácter general, e sto es, que  no  a fectan a u n 

Estado parte en concreto, sino a su conjunto, y son las siguientes: 

- La lentitud de los procesos judiciales y su elevado costo. 

- La  falta o escasa posibilidad de representación legal disponible y asequible, que 

sea fidedigna e íntegra. 

- La falta de adecuación de los s istemas de a yuda legal a las necesidades de l as 

personas. 

- El escaso conocimiento de los derechos por parte de las personas comunes, o la 

existencia de  i nformación i nteligible y/o po co r elacionada c on l os objetivos 

prácticos de la gente. 

- El abuso de autoridad y de poder en muchos países, expresado, entre otros, en un 

gran número de detenciones y encarcelaciones arbitrarias.  

- La débil ap licación d e l a l ey y u na es casa i mplementación d e ó rdenes y 

resoluciones, es pecialmente d e l as d ictadas por  l os organismos de  de rechos 

humanos. 

- Las severas limitaciones de las soluciones existentes, ya sea las provistas por las 

leyes o las que existen en la práctica. En este sentido se apunta que la mayoría 

de l os s istemas l egales f allan e n l a pr ovisión de  remedios pr eventivos, 

oportunos, no discriminatorios, adecuados, justos y disuasorios. 

- Los prejuicios de género y otras barreras en la aplicación e i nterpretación de la 

ley, lo  c ual in cluye, en tre o tras circunstancias, l a ap licación s exista d e l as 

normas y l a ex istencia d e leyes i nadecuadas para e fectivamente p roteger a 

mujeres, ni ñas y ni ños, personas pobr es y ot ras pe rsonas e n de sventaja s ocial, 

incluidas aquellas con discapacidades y bajo nivel educativo. 

- La falta de protección de facto, especialmente para mujeres y niños/as así como 

también pa ra l os hom bres que  s e e ncuentran e n pr isión o e n centros de  

detención. 

- La falta de información legal adecuada, no s ólo sobre las disposiciones legales, 

sino también sobre lo que prevalece en la práctica de su aplicación, junto con un 

limitado conocimiento popular de los derechos. 

- La limitada participación pública en los programas de reformas. 

- El excesivo número de leyes. 
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- La existencia de sistemas procesales formalistas y caros (tanto civiles, penales y 

administrativos). 

- El p oco us o del s istema l egal, no s ólo debido a r azones eco nómicas, sino 

también a factores p rovocados p or el miedo, la desconfianza o por un 

sentimiento de inutilidad de sus objetivos (UNDP, 2004: 4). 

Así l as cosas, desde l a ONU se vi ene promoviendo, especialmente en l os ú ltimos 

veinte años, lo que se denomina como el enfoque basado en los derechos humanos para 

el acceso a la justicia, el cual se considera especialmente adecuado para:  

- Focalizar s obre l o i nmediato, a sí c omo  s obre las c ausas s ubyacentes de l os 

factores q ue i mpiden el acceso a la  ju sticia (falta d e s alvaguardas al  acceso o  

insuficientes mecanismos que hagan cumplir la ley para toda la ciudadanía, bajo 

cualquier circunstancia). 

- Identificar d emandantes y/o beneficiarios/as más vulnerables (personas p obres, 

que vi ven e n á mbitos r urales, m ujeres y menores de  e dad, gente co n 

enfermedades y discapacidades, minorías étnicas, entre otros).  

- Identificar a pe rsonas r esponsables de  l as di ferentes i nstituciones s ociales que  

tienen a lguna f unción en la garantía d el a cceso a  la  ju sticia ( instituciones 

públicas, gr upos de  i nterés, a sociaciones, l íderes de  c omunidades, etc.), como 

personas a quienes se pueden dirigir los problemas. 

- Calcular y analizar las falencias de las personas, en tanto que demandantes, a la 

hora de reclamar y defender sus derechos, así como las de los y las responsables 

de las respuestas dadas, en lo que respecta al cumplimiento de sus obligaciones 

en materia de acceso a la justicia (UNDP, 2004: 10). 

Finalmente, cabe señalar que en el seno de la ONU se han aprobado una cantidad de 

principios y reglas mínimas para la administración de justicia y se han preparado guías 

detalladas p ara a firmar l os d erechos h umanos y la j usticia. E ntre el los, s e en cuentran 

una s erie de  di sposiciones y r ecomendaciones s obre p rincipios bá sicos s obre la 

independencia de los jueces y juezas; principios básicos sobre el rol de los abogados y 

abogadas; líneas guía sobre el rol de las y los fiscales; un Código de Conducta para los y 

las oficiales de aplicación de la ley  (que incluye también a las autoridades militares que 
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ejercen p oderes d e p olicía); p rincipios b ásicos p ara el  t ratamiento d e l as personas 

privadas de libertad, etc. (UNDP, 2010). 

 

4.1.1. Desarrollo normativo. 

 
Durante las primeras etapas del desarrollo de normas por parte de las Naciones 

Unidas, e l derecho d e acceso a l a j usticia n o había sido incluido como ta l e n lo s 

diferentes tratados, convenios y declaraciones que se iban aprobando. Sin perjuicio de 

ello, varios instrumentos legales de ese período han reconocido una serie de principios y 

derechos vinculados al acceso a la justicia, como por ejemplo, los principios de igualdad 

ante l a l ey y presunción d e i nocencia, l as garantías d e l ibertad frente al  a rresto o  

detenciones ar bitrarias, las g arantías para un j uicio j usto y públ ico, a nte un t ribunal 

competente, independiente e imparcial establecido por la ley, etc. En los últimos años el 

acceso a  l a j usticia ap arece en a lgunos instrumentos c omo un d erecho expresamente 

reconocido, es decir que se ha ido dando un proceso de positivización de este derecho.  

A c ontinuación, s e pr esentan los pr incipales i nstrumentos de  de rechos hum anos 

aprobados e n e l s eno d e l a O NU, que r ecogen e ntre s us di sposiciones, d e m anera 

genérica, ciertos derechos vinculados al acceso a la justicia: 

a) La Declaración Universal de los Derechos Humanos (adoptada por la Asamblea 

General de la ONU en su Resolución 217 A (III) del 10 de diciembre de 1948). 

En s us artículos 8 y 1 0 reconoce el  d erecho a la j urisdicción y a  un t ribunal 

independiente e imparcial. 

 

Artículo 8  

“Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales nacionales competentes, 

que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 

constitución o por la ley” (resaltado agregado). 
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Artículo 10 

“Toda persona tiene derecho, en plenas condiciones de igualdad, a ser oída públicamente y por 

un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o 

para el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal” (resaltado agregado). 

 

En ot ros de sus artículos se reconocen más derechos v inculados al  acceso a l a 

justicia, como el derecho a l a igualdad ante la ley y a la no discriminación (art. 

7) y los derechos vinculados al debido proceso legal (arts. 5, 9, 11); etc.    

b) El Pacto Internacional d e D erechos C iviles y  Políticos (adoptado por l a 

Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966). 

En sus artículos 2, 9, 14 y 15, reconoce varios derechos vinculados al acceso a la 

justicia, entre ellos: el derecho a la igualdad y a la no di scriminación por razón 

de r aza, c olor, s exo, idioma, r eligión, e tc.; el d erecho a i nterponer r ecursos 

efectivos an te l a justicia por  l a vul neración de  de rechos y l os de rechos y 

garantías vi nculadas a l de bido pr oceso l egal y el r econocimiento e xpreso de l 

derecho a que se cumplan las disposiciones judiciales (art. 2. c). La mayoría de 

estos de rechos s on reconocidos s iguiendo e l f ormato c lásico de  garantizar l os 

derechos de las personas acusadas de la comisión de un delito y prácticamente 

no se hace mención a las víctimas. A continuación se reproducen las partes de 

algunos de  los citados a rtículos, que  hacen r eferencias co ncretas a d erechos 

vinculados al acceso a l a justicia. Se volverá sobre estos temas en los capítulos 

2, 3 y 4. 

Artículo 2 

“1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a respetar y a 

garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su 

jurisdicción los derechos reconocidos en el presente Pacto, sin distinción alguna de raza, 

color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, 

posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.  

2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 

constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las medidas oportunas para dictar las 

disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los 
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derechos reconocidos en el presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados por 

disposiciones legislativas o de otro carácter.  

3. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a garantizar que:  

a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan 

sido violados podrá interponer un recurso efectivo, aun cuando tal violación hubiera 

sido cometida por personas que actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales;  

b) La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, o cualquiera otra 

autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado, decidirá sobre los 

derechos de toda persona que interponga tal recurso, y desarrollará las posibilidades 

de recurso judicial;  

c) Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya estimado 

procedente el recurso” (resaltado agregado). 

 

Artículo 9  

“1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. Nadie podrá ser 

sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las 

causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta. (…)  

3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin demora ante 

un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá 

derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. (...). (Resaltado 

agregado). 

 

Artículo 14  

“1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona 

tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal 

competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de 

cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus 

derechos u obligaciones de carácter civil. (...)” (Resaltado agregado). 

 

En el último decenio, y en congruencia con el desarrollo del ci tado enfoque de 

los de rechos hum anos (ver supra, 4.1.), que  h a dado l ugar a un creciente p roceso d e 
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positivización de l de recho de  a cceso a  la  ju sticia, s e ha n  aprobado instrumentos 

internacionales que sí reconocen expresamente este derecho dentro de sus disposiciones 

y lo regulan estableciendo unas reglas mínimas para su ejercicio; entre ellos, destaca la 

“Convención sobre los Derechos de las Personas  co n Discapacidad” (adoptada por la 

Asamblea General en su Resolución 61/106, del 13 de diciembre de 2006).  

Esta c onvención recoge ex presamente el  d erecho a  un acceso efectivo a l a 

justicia para las personas discapacitadas en igualdad de condiciones con las demás, en 

su artículo 13.  

 

Artículo 13. Acceso a la justicia. 

“1. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad tengan acceso a la 

justicia en igualdad de condiciones con las demás, incluso mediante ajustes de procedimiento y 

adecuados a la edad, para facilitar el desempeño de las funciones efectivas de esas personas 

como participantes directos e indirectos, incluida la declaración como testigos, en todos los 

procedimientos judiciales, con inclusión de la etapa de investigación y otras etapas 

preliminares. 

2. A fin de asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso efectivo a la justicia, los 

Estados Partes promoverán la capacitación adecuada de los que trabajan en la administración 

de justicia, incluido el personal policial y penitenciario” (resaltado agregado).  

 

La Convención sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación sobre 

la m ujer, c onocida por  s u s igla e n i nglés c omo C EDAW ( “Convention on t he 

Elimitation of all forms of Discrimination Against Women”; así se denominará de aquí 

en m ás), adoptada por l a A samblea G eneral en s u R esolución 34/ 180, de  18 d e 

diciembre de 1979, aunque sin nombrarlo expresamente, recoge un extenso catálogo de 

derechos v inculados al acc eso a l a j usticia de l as m ujeres. S obre es te t ema se 

profundizará e n l os capítulos 2 y 3. También s e analizarán en e llos, los d emás 

instrumentos de derechos humanos que han s ido aprobados en el  seno de la ONU (no 

siempre con rango normativo de de recho vinculante pa ra l os Estados), que  reconocen 
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derechos específicos a l as mujeres, entre ellos, y en particular, el derecho a eliminar la 

violencia ejercida en su contra y las iniciativas para mejorar su acceso a la justicia. 

   

4.2. El acceso a la justicia en la Unión Europea. 
 

La Agencia de la Unión Europea para los Derechos Fundamentales (“European 

Union A gency f or F undamental R ights” o FRA, s egún s u a crónimo e n i nglés), 

considera q ue el  acc eso a l a j usticia es  u n d erecho f undamental, d el cu al d epende el  

ejercicio de los demás derechos fundamentales, pero que, sin embargo, tampoco existe 

en el seno de los organismos de la Unión Europea, un concepto estandarizado de acceso 

a la justicia (FRA, 2011: 14). 

Tal y como se ha comentado a l o largo de es te capítulo, e l acceso a l a justicia 

abarca una problemática muy variada. En el contexto de la Unión Europea, se aborda 

desde diferentes ángulos, con un acento especial en lo que respecta a las relaciones entre 

los si stemas n acionales y  e uropeos de justicia y  a  la articulación d e l os d iferentes 

mecanismos procesales, c omprendiendo e stos tanto l os di ferentes procedimientos 

judiciales que se r igen en cada país miembro y sus respectivas particularidades, como 

los procedimientos quasi-judiciales, es decir, los que se sustancian ante organismos que 

no operan dentro de los sistemas públicos de administración de justicia, sino que están 

integrados por  personas q ue n o s on j ueces/zas, s ino ex pertos/as en  l a m ateria en  

cuestión, que resuelven los conflictos extra judicialmente y, también, en algunos casos, 

sin efecto legalmente vinculante (FRA, 2011: 24).  

En lo que respecta a la l itigación ante organismos jurisdiccionales de l a Unión 

Europea, como el Tribunal Europeo de Derechos Humanos o e l Tribunal de Justicia de 

las C omunidades E uropeas, s e pr esta un a a tención especial a l os cr iterios d e 

admisibilidad de las reclamaciones y cuestiones vinculadas con la  legitimación activa 

(quién está legitimado/a para acudir a juicio). En este último punto, el criterio general en 

los organismos jurisdiccionales de la Unión Europea es que nadie más que las víctimas 

individuales, solas o a través de su representación legal, pueden reclamar sus derechos. 

Sin e mbargo, cuando s e t rata de  vi olaciones de  de rechos hum anos de  personas que  

pertenecen a minorías (art. 27 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 
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la O NU), s e ac epta q ue una p ersona r econocida c omo l íder de  l a comunidad pue da 

realizar l a r eclamación, s in n ecesidad d e co ntar co n au torización es crita d e t odas l as 

demás personas concernidas (FRA, 2011: 25). 

La C omisión Europea p ara l a E ficiencia de  l a J usticia (órgano de l Consejo de  

Europa, conocido por su sigla en inglés: CEPEJ), ha desarrollado una serie de estudios 

sobre acceso a la justicia en los Estados miembros del citado Consejo. Este organismo 

recoge d atos de l os 47  E stados m iembros, a naliza l os pr oblemas y tendencias y 

promueve u na m ás h omogénea recolección d e da tos a  ni vel na cional. E l informe 

European Judicial Systems (2008-2010), por e jemplo, abarca d iferentes t emas 

vinculados al  acces o a la j usticia, t ales c omo e l g asto públ ico e n l os t ribunales de  

justicia y  la ayuda l egal, l as condiciones p ara garantizar dicha ayuda, l os s istemas de  

tasas y honor arios, l a dur ación d e l os pr ocedimientos, l a di sponibilidad de  

representación legal ante los tribunales y la ejecución judicial de las decisiones, etc.  

Otras ár eas d e es pecial i nterés d e l os o rganismos d e l a U nión E uropea co n 

respecto al  ac ceso a l a j usticia es tán r elacionadas co n l as demandas de  asilo; la s 

personas m igradas q ue s e en cuentran en s ituación i rregular y  las personas co n 

problemas m entales e i ncapacidad i ntelectual; etc. T ambién s e p resta u na es pecial 

atención a los problemas de acceso a la justicia vinculados con las Directivas Europeas 

sobre Igualdad Racial; sobre Igualdad en el Empleo e Igualdad de Género (FRA, 2011: 

13). Vinculada a esta última cuestión, existe también una especial preocupación sobre la 

violencia de género y el acceso a l a justicia, ámbito que será tratado con mayor detalle 

en el capítulo 3. 

4.2.1. Desarrollo normativo. 
 

 

Del mi smo m odo que  ha  s ucedido en e l c ontexto de  l a O NU, e n l a U nión 

Europea se han aprobado numerosos instrumentos de derechos humanos que reconocen 

de manera implícita o explícita el derecho de acceso a la justicia.  

A c ontinuación, s e pr esentan l os pr incipales i nstrumentos de  de rechos hum anos 

aprobados e n e l s eno d e l a O NU, que  r ecogen e ntre s us di sposiciones, de  m anera 

genérica, ciertos derechos vinculados al acceso a la justicia: 
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a) La Convención Europea sobre Derechos Humanos (adoptada por el Consejo de 

Europa el 4 de noviembre de 1959). En sus artículos 6 y 13 reconoce el derecho 

a un proceso equitativos y a un recurso efectivo ante la justicia. 

 

Artículo 6. Derecho a un proceso equitativo. 

“Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativa, públicamente y dentro de un 

plazo razonable, por un Tribunal independiente e imparcial establecido por la ley, que decidirá 

los litigios sobre sus derechos y obligaciones de carácter civil o sobre el fundamento de 

cualquier acusación en materia penal (…)”(resaltado agregado). 

 

Artículo 13. Derecho a un recurso efectivo. 

“Toda persona cuyos derechos y libertades reconocidos en el presente Convenio hayan sido 

violados, tiene derecho a la concesión de un recurso efectivo ante una instancia nacional, 

incluso cuando la violación haya sido cometida por personas que actúen en el ejercicio de sus 

funciones oficiales” (resaltado agregado).  

 

En o tros de sus ar tículos se reconocen más derechos v inculados al  acceso a l a 

justicia, co mo el  d erecho a l a i gualdad an te l a ley y  a la  no d iscriminación 

(artículo 14),  los de rechos vinculados a l debido proceso l egal, descritos en  el  

citado a rtículo 6, l a prohibición de  l a t ortura ( artículo 3); l os de rechos a  l a 

libertad y a la seguridad (artículo 5); etc. 

b) La Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (adoptada por el 

Consejo, e l P arlamento y l a C omisión E uropea), r ecoge m uchos de rechos 

vinculados al acceso a la justicia. En particular, en su artículo 47, que recoge los 

derechos a la tutela judicial efectiva; a un juez imparcial; a ser oída/o equitativa 

y públicamente y dentro de  un  pl azo r azonable por  un  j uez i ndependiente e  

imparcial, es tablecido previamente por  l a l ey; a  la asistencia jurídica gratuita; 

etc. 
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Artículo 47. Derecho a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial. 

“Toda persona cuyos derechos y libertades garantizados por el Derecho de la Unión hayan sido 

violados tiene derecho a la tutela judicial efectiva respetando las condiciones establecidas en el 

presente artículo. 

Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativa y públicamente y dentro de un 

plazo razonable por un juez independiente e imparcial, establecido previamente por la ley. 

Toda persona podrá hacerse aconsejar, defender y representar. 

Se prestará asistencia jurídica gratuita a quienes no dispongan de recursos suficientes siempre 

y cuando dicha asistencia sea necesaria para garantizar la efectividad del acceso a la justicia” 

(resaltado agregado) 

 

Por s u pa rte, l os a rtículos 48, 49 y 50 t ambién r econocen l os de rechos que  

abarca el derecho al acceso a la justicia, como son el derecho a la presunción de 

inocencia y derechos de la defensa (artículo 48); los principios de legalidad y de 

proporcionalidad d e l os delitos y l as penas (artículo 49) y el  d erecho a n o ser 

acusado/a o c ondenado/a penalmente dos  ve ces por  e l m ismo de lito (artículo 

50).  

El artículo 41 reconoce el derecho a una buena administración de justicia. 

Artículo 41. Derecho a una buena administración 

“1. Toda persona tiene derecho a que las instituciones y órganos de la Unión traten sus 

asuntos imparcial y equitativamente y dentro de un plazo razonable. 

2. Este derecho incluye en particular:  

- el derecho de toda persona a ser oída antes de que se tome en contra suya una 

medida individual que le afecte desfavorablemente, 

- el derecho de toda persona a acceder al expediente que le afecte, dentro del respeto 

de los intereses legítimos de la confidencialidad y del secreto profesional y comercial, 

- la obligación que incumbe a la administración de motivar sus decisiones” (…). 

(Resaltado agregado). 
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La expresión access to justice (acceso a la justicia) se introdujo recientemente en 

la versión en inglés del t ratado de la Unión Europea (según las modificaciones 

realizadas a través del Tratado de Lisboa), en su artículo 67 (antiguo artículo 61 

TCE y  a ntiguo a rtículo 29 TUE). La ve rsión e n c astellano de este a rtículo 

tradujo esta expresión como “tutela judicial”: 

 

Artículo 67 (4). 

“La Unión facilitará la tutela judicial, garantizando en especial el principio de reconocimiento 

mutuo de las resoluciones judiciales y extrajudiciales en materia civil”. En su versión en inglés, 

este artículo literalmente expresa: “The Union shall facilitate access to justice, in particular 

through the principle of mutual recognition of judicial and extrajudicial decisions in civil 

matters” (el resaltado es añadido). 

 

Otros i nstrumentos a probados e n e l s eno de  l a U nión E uropea t ambién ha n 

incorporado la expresión acceso a l a justicia en sus textos. Entre ellos, la “Convención 

sobre el Acceso a la Información, la Participación del Público en la Toma de Decisiones 

y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales” (también denominada Convenio de 

Aarhus, adoptado el 25 de junio de 1984).  

Esta C onvención u tiliza l a ex presión “A cceso a l a J usticia” en  su pr eámbulo:  

 

“…Considerando que para estar en condiciones de hacer valer este derecho y de cumplir con 

ese deber, los ciudadanos deben tener acceso a la información, estar facultados para participar 

en la toma de decisiones y tener acceso a la justicia en materia medioambiental, y reconociendo 

a este respecto que los ciudadanos pueden necesitar asistencia para ejercer sus derechos…” 

(Resaltado agregado). 

 

 

También se refiere al acceso a la justicia en sus arts. 1, 3 y 9. 
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Artículo 1. Objetivo. 

“A fin de contribuir a proteger el derecho de cada persona, de las generaciones presentes y 

futuras, a vivir en un medio ambiente que permita garantizar su salud y su bienestar, cada Parte 

garantizará los derechos de acceso a la información sobre el medio ambiente, la participación 

del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia medioambiental de 

conformidad con las disposiciones del presente Convenio” (resaltado agregado). 

 

Artículo 3. 

“El presente Convenio no obligará a dejar sin aplicación los derechos existentes en materia de 

acceso a la información, participación del público en la toma de decisiones y acceso a la 

justicia en materia medioambiental” (resaltado agregado).  

 

Artículo 9.  Acceso a la justicia.  

“1. Cada Parte velará, en el marco de su legislación nacional, porque toda persona que estime 

que su solicitud de información en aplicación del artículo 4 no ha sido atendida, ha sido 

rechazada ilícitamente, en todo o en parte, no ha obtenido una respuesta suficiente, o que, por 

lo demás, la misma no ha recibido el tratamiento previsto en las disposiciones de dicho artículo, 

tenga la posibilidad de presentar un recurso ante un órgano judicial o ante otro órgano 

independiente e imparcial establecido por la ley. En el caso de que una Parte establezca tal 

recurso ante un órgano judicial, velará porque la persona interesada tenga también acceso a un 

procedimiento rápido establecido por la ley que sea gratuito o poco oneroso, con miras al re-

examen de la solicitud por una autoridad pública o a su examen por un órgano independiente e 

imparcial distinto de un órgano judicial…”. (…) 

5. Para que las disposiciones del presente artículo sean aún más eficaces, cada Parte velará 

porque se informe al público de la posibilidad que se le concede de iniciar procedimientos de 

recurso administrativo o judicial, y contemplará el establecimiento de mecanismos de asistencia 

apropiados encaminados a eliminar o reducir los obstáculos financieros o de otro tipo que 

obstaculicen el acceso a la justicia” (resaltados agregados). 

 

Finalmente, cabe d estacar q ue el  “Convenio d el C onsejo de  E uropa sobre 

prevención y l ucha co ntra l a v iolencia contra l as m ujeres y l a v iolencia d oméstica” 

(Estambul, el 11 de mayo de 2011), la Directiva 2011/99/UE del parlamento europeo y 
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del c onsejo, de  13 de  diciembre d e 2011,  s obre l a or den europea d e pr otección y la 

“Directiva 2012/ 29/UE del P arlamento E uropeo y de l C onsejo, de  25 de  oc tubre de  

2012, por  l a que  s e establecen nor mas m ínimas s obre l os d erechos, el a poyo y l a 

protección d e l as v íctimas d e d elitos, y p or l a q ue s e s ustituye l a D ecisión m arco 

2001/220/JAI del Consejo” contienen importantes disposiciones para facilitar el acceso 

a la justicia de las víctimas de estos tipos de violencia, las que se estudiarán en detalle 

en el capítulo 3. 

 

4.3. El acceso a la justicia en la Constitución Española. 
 

La C onstitución E spañola n o h ace r eferencia e xplícita al  acces o a l a j usticia 

como derecho, pero lo r egula de manera indirecta en la p rimera parte del artículo 24 , 

que establece el derecho a la tutela judicial efectiva: 

    

Artículo 24. 

“1. T odas l as p ersonas t ienen d erecho a o btener l a tutela judicial efectiva de l os j ueces y 

tribunales en  el  ej ercicio de sus derechos e i ntereses legítimos, s in q ue en n ingún ca so, pueda 

producirse indefensión (...)”.  

 

El d erecho d e ac ceso a la j ustica es  r econocido, s in em bargo, en  la C arta d e 

Derechos de  l os C iudadanos a nte l a J usticia ( Proposición no de  Ley aprobada po r e l 

Pleno de l C ongreso d e l os D iputados, por  una nimidad de  t odos l os G rupos 

Parlamentarios, el día 16 de abril de 2002).  

Esta Carta está orientada a atender a los principios de transparencia, información 

y atención adecuada y a establecer los derechos de los usuarios y usuarias de la Justicia, 

con l a f inalidad d e q ue es te s ervicio s ea m ás moderno y a bierto a l a c iudadanía. 

Contempla una  s erie di sposiciones or ientadas a  las pe rsonas que  s e encuentran m ás 

desprotegidas, en tre l as que d estaca a l as v íctimas d e d elitos y, en p articular, a l as 

víctimas de violencia doméstica y de género; a las personas menores de edad y a todas 
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aquellas que  s ufran una  di scapacidad s ensorial, f ísica o ps íquica, pa ra s uperar s us 

problemas de  c omunicación y a cceso a  l os e dificios j udiciales y, e n último l ugar, 

contempla también a las personas extranjeras inmigrantes en España, a quienes se debe 

asegurar la aplicación de los principios y derechos recogidos en la Carta. 

Entre l os de rechos que  l a C arta de r eferencia r econoce se en cuentran l os 

siguientes: 

a) El derecho a una justicia transparente, el cual incluye, entre otros, el derecho a 

recibir i nformación general y actualizada s obre el f uncionamiento de  l os j uzgados y 

tribunales y s obre la s c aracterísticas y requisitos g enéricos d e lo s d istintos 

procedimientos judiciales. 

b) El derecho a una justicia comprensible, que incluye, entre otros, el derecho a 

que las notificaciones, citaciones, emplazamientos y requerimientos contengan términos 

sencillos y comprensibles, evitándose e l uso de  e lementos intimidatorios innecesarios, 

así co mo el  d erecho a q ue en  l as v istas y comparecencias s e u tilice u n leguaje q ue, 

respetando l as ex igencias t écnicas n ecesarias, r esulte co mprensible p ara l as p ersonas 

que no sean especialistas en derecho. 

c) E l d erecho a u na j usticia at enta co n l os ci udadanos y ci udadanas, el  cu al 

incluye, entre otros, el derecho a que las personas sean atendidas de forma respetuosa y 

adaptada a sus circunstancias psicológicas, sociales y culturales y a que las actuaciones 

en las que resulte preceptiva su comparecencia se celebren con la máxima puntualidad. 

d) El derecho a una justicia responsable ante la ciudadanía, el cual incluye, entre 

otros, el  d erecho d e l as p ersonas a f ormular r eclamaciones, q uejas y s ugerencias 

relativas a l in correcto f uncionamiento d e la  A dministración d e J usticia, a sí c omo a  

recibir respuesta a las mismas con la mayor celeridad y, en todo caso, en el plazo de un 

mes. 

e) El derecho a una justicia ágil y tecnológicamente avanzada, que incluye, entre 

otros, el derecho a una t ramitación ágil de los asuntos que afectan a las personas, que 

deberá resolverse dentro del plazo legal, y a conocer, en su caso, el motivo concreto del 

retraso. 
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La Carta habla también de aspirar a una justicia que proteja a los más débiles y, 

en t al s entido, r econoce ex presamente ci ertos d erechos p ara l as v íctimas de  de litos, 

entre l os que  s e e ncuentran e l de recho a  s er i nformadas c on c laridad s obre s u 

intervención e n el pr oceso pe nal, l as pos ibilidades de  obt ener l a r eparación de l da ño 

sufrido y del curso del proceso. También se reconoce a las víctimas el derecho a que su 

comparecencia p ersonal al  J uzgado o  T ribunal t enga l ugar d e f orma adecuada a s u 

dignidad y pr eservando su i ntimidad y a  s er protegida de  forma inmediata y efectiva, 

especialmente frente al que ejerce violencia física o psíquica en el ámbito familiar. 

Finalmente, y en tre o tros, l a C arta r econoce e l d erecho a q ue l as p ersonas 

accedan a una justicia gratuita de calidad y a ser asesoradas y defendidas gratuitamente 

por abogados y abogadas con cualificación suficiente, así como a ser representadas por 

Procuradoras y/o P rocuradores, cu ando t engan l egalmente d erecho a  l a as istencia 

jurídica gratuita. 

Algunas legislaciones específicas, entre las que destaca la LO 1/2004, de 28 de 

diciembre, de medidas de protección integral contra la violencia de género, cuyo estudio 

en profundidad se realizará en el capítulo 3, también disponen normas específicas para 

el acceso a la justicia en las materias que tratan. 

 

4.4. Las reglas de Brasilia.  
 

Del 4 al 6 d e m arzo de  2008 t uvo l ugar e n Brasilia l a X IV C umbre J udicial 

Iberoamericana, en la que participó el Reino de España. En esta reunión se elaboraron 

las d enominadas “R eglas d e B rasilia s obre A cceso a l a J usticia d e l as P ersonas en  

condición de  Vulnerabilidad”, en las que se desarrollan los pr incipios recogidos en la 

“Carta d e D erechos d e l as P ersonas ante l a J usticia en  el  Espacio J udicial 

Iberoamericano” (Cancún, 2002), en particular, los que se incluyen en la parte titulada 

“Una Justicia que protege a los más débiles”, apartados 23 a 34. 

Estas r eglas s e co nfeccionaron c on l a pa rticipación de  l as pr incipales r edes 

iberoamericanas d e o peradores y o peradoras j urídicos, en tre ellas: l a A sociación 

Iberoamericana de Ministerios Públicos, l a Asociación Iberoamericana de Defensorías 
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Públicas, la Federación Iberoamericana de Ombudsman y la Unión Iberoamericana de 

Colegios y Agrupaciones de Abogados. 

La p remisa d e p artida p ara l a co nfección d e es tas r eglas es q ue l os s istemas 

judiciales deben asumir que existen personas que no pueden acceder de forma efectiva a 

la justicia para obtener la tutela de sus derechos y, en consecuencia, deben llevar a cabo 

una actividad más intensa, para vencer, eliminar o mitigar esas limitaciones. 

Las Reglas establecen bases para la reflexión sobre los problemas de acceso a la 

justicia de las personas en condiciones de vulnerabilidad y recomiendan a los órganos 

públicos la puesta en marcha de políticas públicas que garanticen el acceso a la justicia 

de estas personas y mejoren el trabajo cotidiano de todos los servidores y operadores de 

los s istemas judiciales y de  l as pe rsonas que  de  una  f orma u ot ra i ntervienen e n s u 

funcionamiento. 

En e ste c ontexto, s on c onsideradas c omo pe rsonas en c ondición de  

vulnerabilidad, aquellas que “por razón de su edad, género, estado físico o mental, o por 

circunstancias s ociales, eco nómicas, ét nicas y /o cu lturales, en cuentran es peciales 

dificultades p ara ej ercitar co n p lenitud an te el  s istema d e j usticia l os d erechos 

reconocidos por el ordenamiento jurídico” (artículo 2). 

Entre l as c ausas es pecíficas d e v ulnerabilidad s e c ontemplan l a e dad, l a 

discapacidad, la pertenencia a comunidades indígenas o a minorías, la victimización, la 

migración y el desplazamiento interno, la pobreza, el género y la privación de libertad. 

Con relación a la victimización, las Reglas disponen que las víctimas de delitos 

que se encuentran en condición de vulnerabilidad son aquellas que tengan una relevante 

limitación para evitar o mitigar los daños y perjuicios derivados de la infracción penal o 

de su contacto con el sistema de justicia, o para afrontar los riesgos de sufrir una nueva 

victimización. E n pa rticular, s e s ostiene que  l a vulnerabilidad pue de p rovenir de  las 

propias características personales de la víctima o de las circunstancias de la infracción 

penal. E ntre l as v íctimas q ue s e en cuentran en  es ta s ituación d estacan l as p ersonas 

menores d e ed ad, l as v íctimas d e v iolencia d oméstica o  i ntrafamiliar, l as v íctimas d e 

delitos s exuales, lo s a dultos ma yores y lo s f amiliares d e la s v íctimas d e mu ertes 

violentas (artículo 5). 
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Las Reglas de Brasilia alientan a los Estados que adopten las medidas adecuadas 

para mitigar los efectos negativos del delito (victimización primaria), así como aquellas 

orientadas a procurar que el daño producido por el delito no se vea incrementado como 

consecuencia de su contacto con el sistema de justicia (victimización secundaria). 

Por otra parte, recomiendan que los sistemas de justicia, en todas las fases de los 

procedimientos p enales, p rocuren garantizar l a integridad f ísica y psicológica d e l as 

víctimas, sobre todo a favor de aquellas que corran riesgos de intimidación, represalias 

o v ictimización reiterada o  repetida (cuando una misma persona es  v íctima de más de 

una infracción penal dur ante un p eríodo d e t iempo). Igualmente, advierten que  puede 

ser n ecesario o torgar una p rotección p articular a aq uellas v íctimas q ue van a p restar 

testimonio en el proceso judicial. Expresamente, las reglas determinan que “Se prestará 

una especial atención en los casos de violencia intrafamiliar, así como en los momentos 

en que sea puesta en libertad la persona a la que se le atribuye la comisión del delito” 

(artículo 5.12). 

El género también es contemplado como una causa específica de vulnerabilidad. 

Así, las Reglas establecen que: 

Artículo 8 (17). 

“La discriminación que la mujer sufre en determinados ámbitos supone un obstáculo para el 

acceso a la justicia, que se ve agravado en aquellos casos en los que concurra alguna otra 

causa de vulnerabilidad (...)”.  

 

En tal sentido, el instrumento de referencia determina expresamente que 

Artículo 8 (20). 

“Se impulsarán las medidas necesarias para eliminar la discriminación contra la mujer en el 

acceso al sistema de justicia para la tutela de sus derechos e intereses legítimos, logrando la 

igualdad efectiva en condiciones.” 

“Se prestará una especial atención a los supuestos de violencia contra la mujer, estableciendo 

mecanismos eficaces destinados a la protección de sus bienes jurídicos, al acceso a los procesos 

judiciales y a su tramitación ágil y oportuna”. 
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Otros as pectos q ue d esarrollan l as R eglas d e Brasilia s erán t ratados en  l os 

capítulos 3 y 4, en cuanto se estudian allí problemas específicos del acceso a la justicia 

desde l a p erspectiva d e g énero y, más en co ncreto, de sde e l punt o d e vi sta de  l as 

víctimas de violencia machista en la pareja. 

 

4.5. El Programa iberoamericano de acceso a la justicia.  
  

El P rograma i beroamericano d e a cceso a l a j usticia f ue a probado c omo 

Programa Iberoamericano e n l a úl tima C umbre de  J efes de  E stado y de G obierno, 

celebrada en Mar del Plata (Argentina) los días 3 y  4 de diciembre de 2010 a instancia 

de lo s M inistros d e J usticia d e la  Conferencia de Ministros de Justicia de los Países 

Iberoamericanos (COMJIB), s egún m andato de  la X VII Reunión P lenaria, M éxico, 

octubre 2010. S e a dhirieron i nicialmente a es te P rograma B rasil, C hile, E spaña, 

Ecuador, Perú, Paraguay y República Dominicana. Más tarde se adhirió México y otros 

países, en tre el los, Argentina y Honduras, han manifestado su i nterés e n formar pa rte 

del mismo. Su principal objetivo es el de brindar apoyo y respaldo a los gobiernos para 

definir políticas públicas integrales de acceso a l a justicia, mejorar sus capacidades de 

gestión y of erta de  s ervicios a  l os c iudadanos y de m ejorar l a pr evención, a tención y 

tratamiento a l a ci udadanía en g eneral y, en  p articular, a aquellas personas que s e 

encuentran e n s ituación de  m ayor vul nerabilidad, c omo l as m ujeres víctimas de  

violencia de  género, l os menores y l a población indígena. Se volverá sobre es te t ema 

con mayores detalles en el capítulo 3.     

 

 

 

 

 

 

 



89 

 

Capítulo II. El movimiento feminista y su búsqueda de justicia para las 

mujeres. 

 

1. La brecha de género entre el derecho y la realidad. 

 
La exclusión de las mujeres del proyecto jurídico de la modernidad (Costa, 1974; 

Pateman, 1995; Bodelón, 1995) fue tempranamente denunciada por  Olympe de Gouges 

en Francia, en 1791, al proclamar -con mucha anterioridad a que la desigualdad sexual 

fuera conceptualizada en los términos actuales- que la libertad y la justicia de las 

personas d e s exo f emenino son derechos naturales, que solo tienen por límites “la 

tiranía perpetua que el hombre le(s) opone” (Declaración de los Derechos de la Mujer y 

de la Ciudadana, Artículo cuarto). 

La era de las revoluciones burguesas (Hobsbawm, 1994) f raguó una de las 

injusticias sociales más grandes de la historia de la humanidad, cuyos vestigios han sido 

fuertemente resistentes a los cambios propiciados por el devenir histórico posterior al 

final de la segunda guerra mundial. L os sistemas jurídicos basados en la igualdad 

formal, que  se desarrollaron en Occidente a  partir de l s iglo XIX y se extendieron por  

otros rincones del mundo a lo largo del siglo XX -en particular, tras la aprobación de la 

de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (ONU, 1949)- intentaron dar 

respuesta a esta injusticia, pero lo hicieron de modo parcial. B ajo e ste s istema, la  

desigualdad entre mujeres y hombres ya no asienta s u r aíz en  la exclusión de las 

primeras de los ordenamientos jurídicos como sujetas plenas de derechos (como 

ciudadanas), sino que se vincula a la persistencia social de la discriminación sexual 

(Bodelón, 1998, 2002 y 2010a; Rubio Castro, 2002 y 2006; Barrère Unzueta, 1997).   

La situación de inferioridad y subordinación de las mujeres perdura en los anclajes 

estructurales de las sociedades en las que vivimos y se manifiesta de diferentes modos. 

Generalmente, n o está legitimada por la propia legislación –como sucedía 

anteriormente- sino que se expresa en las enormes dificultades que las mujeres 

encuentran a la hora de reclamar sus derechos en los tribunales de justicia, así como en 

las respuestas total o parcialmente insatisfactorias que en numerosas ocasiones obtienen 
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una vez que han conseguido presentar sus reclamos (Rubio Castro, 2004; Schmal y  

Camps, 2008; Romito, 2007)20.  

En el terreno social, en general, estas desigualdades se manifiestan bajo la forma de 

los obstáculos o dificultades que las mujeres encuentran para acceder a determinadas 

áreas21. Mientras que en los pliegues de los patrones culturales dominantes, por  citar 

otro claro ejemplo, la discriminación sexual subsiste, entre muchos más casos, cuando 

se asigna a las mujeres roles o funciones estereotipadas y subordinadas; cuando tales 

asignaciones no son criticadas ni cuestionadas (Rhode, 1990; Littleton, 1987) o cuando 

los comportamientos, valores, trabajos y modos de hacer que se consideran 

“típicamente” femeninos son menospreciados22.  

 
                                                           
20 Sobre este tema se volverá con mayor detalle en el Capítulo 4.  

21 El informe de la Entidad de las Naciones Unidas para la Igualdad de Género y el Empoderamiento de 

las Mu jeres, t itulado “En b usca de la Justicia. El progreso d e las mujeres en el m undo”, publicado en 

2012, da cuenta de muchos de los avances en la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres 

conseguidos durante el último siglo, mientras que subraya los obstáculos prácticos a los que deben hacer 

frente p ara hacer ef ectivos s us derechos. El informe puede consultarse en  http://progress.unwomen.org 

(última consulta, 4 de enero de 2014).  

22 No se trata de defender tesis esencialistas sobre las pautas de comportamiento y los roles  tradicionales 

de las mujeres, sino de cuestionar los estereotipos que rigen tales atribuciones y de contextualizar y 

revalorizar, con sentido crítico y emancipador, las actividades que han desarrollado tradicionalmente las 

mujeres. Las aportaciones del feminismo materialista ( sobre l as q ue s e v olverá en  3.1.2) profundizan 

algunos de estos aspectos. Una de las fundadoras de esta corriente en Francia, Christine Delphy, realiza 

un análisis socio-económico del patriarcado, demostrando que las desigualdades persistentes entre 

mujeres y hombres en el mercado de trabajo se apoyan sobre la explotación del trabajo doméstico de las 

mujeres (Delphy, 1998). Las investigaciones de Silvia Federici también están orientadas a r evelar, entre 

otras c uestiones, la e xplotación de l t rabajo r eproductivo ( ver F ederici 2010 y  2013 ). Dentro de la 

economía política feminista se encuentran las interesantes investigaciones de Cristina Carrasco  y Lourdes 

Beneria ( ver, en tre o tras, Carrasco 1 995, 20 01 y  2009;  B enería 199 9, 2006, 2 008 y 2011) . O tros 

importantes a nálisis, en  es ta l ínea, s on l os q ue co nectan l as t areas d e cu idado co n l as migraciones 

femeninas y la g lobalización, en tre l os cu ales d estacan l as co ntribuciones de Eleonore Kofman y 

Antonella Picchio (ver Kofman, 2000, 2008 y 2012; Picchio, 1992) y, en nuestro ámbito, las 

investigaciones de Sonia Parella, Cristina Vega Solís y Laura Oso (ver Parella, 2003; Vega Solís, 2009 y 

Oso, 2010), entre otras. 

http://progress.unwomen.org/
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La paulatina consecución de cuotas de igualdad formal de derechos entre hombres y 

mujeres fue s eguida de  un proceso que ha mantenido ocupado al activismo feminista 

durante los últimos años, cual es el de enfrentar las desigualdades que operan en la 

práctica23. Esta tarea no solo exige eliminar todos aquellos elementos que, de una 

manera u otra, contribuyen a perpetuar las discriminaciones basadas en la pertenencia a 

uno u otro sexo, junto a su estela de altas cuotas de desigualdad material, sino que 

también requiere de una redefinición de los propios cánones bajo los cuales se valoran 

las aportaciones sociales de las mujeres y la manera en la cual están presentes en el 

mundo.  

El problema de la desigualdad/discriminación sexual no se limita, por consiguiente a 

denunciar una deficiente aplicación del derecho a la igualdad ni un acceso desigual a los 

tribunales de Justicia, sino que requiere de análisis más complejos. La situación de 

desigualdad de las mujeres es producto de una estrategia histórica de subordinación 

social, cuyos orígenes son muy profundos. Como lo ilustra Encarna Bodelón: 

“Los años sesenta y setenta estuvieron marcados por la aparición del feminismo 

radical y la influencia del feminismo marxista-socialista. Nuevos conceptos 

como el de patriarcado24 o modo de producción doméstico hicieron comprender 
                                                           
23 La igualdad en la práctica, que la “Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de 

mujeres y hombres” (en adelante LO 3/2007), identifica con el concepto de igualdad real o efectiva, tal y 

como señala expresamente la citada ley, en su exposición de motivos, es impedida por muchos fenómenos 

sociales, entre los que destacan: “la violencia de género, la discriminación salarial, la discriminación en 

las pensiones de viudedad, el mayor desempleo femenino, la todavía escasa presencia de las mujeres en 

puestos de responsabilidad política, social, cultural y económica, o los problemas de conciliación entre la 

vida personal, laboral y familiar”. Todos estos fenómenos, de acuerdo con este texto legal, “muestran 

cómo la igualdad plena, efectiva, entre mujeres y hombres, aquella «perfecta igualdad que no admitiera 

poder ni privilegio para unos ni incapacidad para otros», en palabras escritas por John Stuart Mill hace 

casi 140 años, es todavía hoy una tarea pendiente”.  

24 El concepto de patriarcado es bastante antiguo. De acuerdo con Alda Facio, no fue e laborado por la 

teoría feminista, sino utilizado por ella para dar cuenta del sistema de dominio que ejercen los hombres 

sobre las mujeres, sobre la base de una supuesta superioridad biológica. Friedrich Engels y Max Weber ya 

lo utilizaban en algunos de sus trabajos basados en la antropología del siglo XIX. La citada autora hace 

una precisa síntesis de las características de los sistemas patriarcales y señala, entre otras, que se trata de 

sistemas históricos, es decir, que se inician en un momento determinado de la historia (no son naturales) y 

se fundamentan en el dominio que los hombres ejercen sobre las mujeres, a través de la fuerza y el temor, 
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al feminismo que la tarea no se reducía a conseguir la igualdad de derechos, sino 

que implicaba también incorporar a las mujeres a una realidad de la que habían 

estado ausentes o relegadas. El nuevo reto pasa a ser la transformación de las 

estructuras económicas, sociales y familiares que construyen la subordinación de 

género. Se habla así tanto de promover la igualdad material, entendida como 

transformación de las condiciones sociales desiguales, como de promover la 

diferencia, en el sentido de impulsar los derechos de las mujeres más allá de la 

equiparación con las formas de vida existentes" (Bodelón, 1999: XIX-XX). 

En las últimas décadas, las teorías feministas se han abierto camino en el ámbito 

del derecho y han discutido desde diferentes planos –que abarcan tanto aspectos 

normativos como metodológicos y  prácticos- qué es lo que se debe hacer para acabar 

con las injusticias de género. El debate igualdad/diferencia ha atravesado durante mucho 

tiempo gran parte de esas discusiones (Bodelón, 2002), pero las reflexiones feministas 

en el terreno legal no han limitado sus esfuerzos a analizar la conveniencia de adoptar 

una u otra de las citadas posturas o a proponer tesis superadoras, sino que han extendido 

sus análisis a un amplio y diverso abanico de problemáticas (Smart, 2000). El acceso a 

la justicia de las mujeres es una de ellas. 

De acuerdo con las definiciones que se dieron en el capítulo 1, el acceso a la 

justicia es un derecho fundamental estrechamente ligado al derecho a la igualdad. Por 

consiguiente, la problemática del acceso a la justicia de las mujeres no puede ser 

correctamente abordada si no se enmarca en las estructuras a partir de las cuales se 

piensan las desigualdades entre hombres y mujeres presentes en nuestro mundo, desde 

una perspectiva feminista. 

La emergencia del feminismo jurídico tal y como aquí se entiende (ver punto 3 

de este capítulo), coincidió con el surgimiento de diferentes centros -tanto en el ámbito 

académico como en el de las instituciones públicas destinadas a velar por las políticas 

de igualdad entre mujeres y hombres- dedicados a lo que en la actualidad se denominan 

                                                                                                                                                                          
el cual se expresa, en  particular, mediante violencia sexual y una subordinación de las mujeres, que se 

define siempre en función de los hombres (Facio, 1999: 45-46). Gerda Lerner y Victoria Sau son algunas 

de las autoras de referencia más relevantes que han analizado en p rofundidad es te concepto (ver, entre 

otras, Lerner, 1986 y Sau, 1981). 
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investigaciones de género, pero que en sus comienzos se llamaban centros de estudios 

sobre la mujer (Bellucci, 1992; Jaramillo, 2000).  

El giro en la denominación de tales actividades, se dio luego de una sesuda 

discusión dentro del movimiento feminista con relación a la conveniencia de adoptar 

una terminología inicialmente ajena a su lenguaje25 y después de haber sido analizada 

su utilidad política. Esta última tarea dio un resultado afirmativo, especialmente desde el 

punto de vista de las estrategias impulsadas para para contrarrestar las tendencias de un 

cierto conservadurismo socio-biologicista, que pretendía reducir la problemática social 

de las desigualdades entre hombres y mujeres a variables biológicas (Rhode, 1997).  

                                                           
25 La literatura especializada afirma que los términos género e identidad de género fueron utilizados por 

primera vez por un sexólogo de orientación conductista y endocrinólogo infantil, John Money, en 1955, 

"para explicar de qué modo las personas que presentan estados intersexuales, sobre todo los hermafroditas 

con caracteres corporales confusos y contradictorios, llegan a construir una identidad sexual definida, que 

puede estar en contradicción con el sexo corporal" (Tubert, 2008:90). Su utilización en otras disciplinas 

(como la antropología, la sociología, el psicoanálisis), comenzó en los años sesenta y tuvo por finalidad 

"diferenciar conceptualmente las características sexuales, las limitaciones y capacidades que las mismas 

implican, y las características sociales, psíquicas, históricas de las personas, para aquellas sociedades o 

aquellos momentos de la historia de una sociedad dada, en que los patrones de identidad, los modelos, las 

posiciones, y los estereotipos de lo que es/debe ser una persona, responden a una bimodalidad en función 

del sexo al que se pertenezca" (Izquierdo, 1994, pp. 36-37). A licia P uleo a firma q ue R obert S toller 

definió el concepto de género en los años sesenta, como un elemento psicológico y cultural frente al sexo, 

que se refiere a t odo aquello que se considera masculino o  femenino y puede variar de una sociedad a  

otra; en los años setenta, este concepto fue desarrollado en su dimensión política, para dar cuenta de las 

relaciones sociales desiguales entre hombres y mujeres  (Puleo, 2000: 80). Encarna Bodelón sostiene que 

una de las primeras autoras feministas en utilizarlo fue Ann Oakey, en su obra Sex, gender and society, en 

la que esta autora sostiene la distinción entre sexo y género para argumentar que la subordinación de las 

mujeres no  puede e xplicarse b iológicamente, sino q ue s e r elaciona co n l as es tructuras c ulturales 

(Bodelón, 2010b: 18). El concepto ha sido sometido a críticas feroces, en particular, desde las 

denominadas teorías queer (Butler, 1990; 1993). Desde otros ámbitos, se lo ha acusado de haber perdido, 

con los años, el significado revolucionario con el que fue adoptado por el movimiento de mujeres en los 

años setenta (Rivera, 1994). Sin embargo, se ha sobrepuesto (no sin dificultades) a todos estos embates y, 

en la actualidad, se utiliza de modo generalizado. Su incorporación al lenguaje jurídico se produjo más 

tardíamente y se hizo extensivo a mediados de la década de 1995, cuando se incluyó en las discusiones 

relacionadas con las respuestas legales a la violencia sobre las mujeres (ver más detalles sobre este tema 

en el capítulo 3).     
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La recepción del término género en los estudios feministas permitió extender los 

límites de las investigaciones vinculadas a la situación social de las mujeres: 

“Si los años setenta y los primeros ochenta vieron surgir los programas e 

institutos de estudios sobre la mujer, en (los últimos) estos han venido siendo 

reemplazos por programas e institutos dedicados a estudios de género. La 

modificación no es sólo en el nombre: si los estudios de la mujer se 

concentraban en la problemática de las mujeres definidas por su sexo, los 

estudios de género hacen énfasis en las cuestiones relacionadas con el género y 

por eso, no se limitan, aunque todavía lo hacen en gran parte, al estudio de las 

mujeres (estudios mujer-centrados) sino también al de los hombres y al de las 

relaciones entre ambos” (Jaramillo, 2000: 31).  

Las organizaciones de mujeres, e n un  pr incipio, y los centros de estudios e 

investigación jurídico-feministas, al gunos añ os más t arde ( muchas v eces en  es trecha 

colaboración con las primeras), han liderado los análisis, debates y contribuciones a la 

toma de conciencia, tanto individual como colectiva, sobre diferentes aspectos 

vinculados con la desigualdad de género. En ellos se asientan las reflexiones feministas 

sobre el acceso a la justicia de las mujeres que sufren vulneraciones de sus derechos 

fundamentales.  

En las últimas décadas, este tipo de análisis han tenido un cierto impacto en la tarea 

de introducir en las agendas legislativas (con menor o mayor éxito) algunas de las 

reivindicaciones feministas y/o han polemizado el modo en que los estados y sus 

sistemas de a dministración de  justicia se han comportado frente al devenir de las 

vindicaciones de derechos de las mujeres y a las vulneraciones de los mismos. E sta 

tarea se ha realizado, entre otras muchas aportaciones prácticas, a t ravés del desarrollo 

de dos  i nstrumentos e senciales: a)  l as m etodologías ju rídicas f eministas y b) l as 

epistemologías feministas del derecho.  
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2. Las epistemologías y metodologías feministas llegan al ámbito jurídico. 

 

Las miradas feministas sobre el derecho tienen la particularidad de manifestarse en 

el terreno de  las teorías jurídicas pero también, y por sobre todo, lo hacen en el de  la 

praxis. Desde es ta perspectiva, se ensayan d iferentes p rácticas t ransformadoras que se 

sirven de  una s m etodologías es peciales y s e co nstruyen a t ravés d e l as r elaciones d e 

affidamento (Cigarini, 1996) que las mujeres establecen, a lo largo y ancho del mundo, 

para l evantar l os cimientos de  e se nue vo e scenario pa ra l a vi da (Facio, 1999)  que  

persiguen los idearios feministas desde sus comienzos. 

Desde los años sesenta del siglo XX, las discusiones en torno a las epistemologías y 

metodologías feministas se dan en el contexto de un profundo debate relacionado con la 

contraposición e ntre l as f ormas a ndrocéntricas de la ci encia y l as p ropuestas p or l as 

académicas f eministas ( Jónasdóttir, 1 993:14) y revelan l as d ificultades d el 

“pensamiento f eminista” p ara v incularse co n l as d isciplinas t radicionales ( Alcoff y 

Potter, 1993: 1). 

Las epistemologías y me todologías f eministas se i nscriben d entro d e l as 

definiciones más amplias del acceso a l a justicia, es to es , l as que van más al lá de los 

procesos y los resultados (ver Capítulo 1: 2.3). En consecuencia, permiten analizar los 

procesos a t ravés de los cuales las mujeres pueden reclamar y ejercer sus derechos, así 

como l os r esultados ob tenidos e n r elación c on s us ne cesidades de ju sticia, ya s ea 

individual o s ocialmente c onsideradas. C omo s e ve rá a  l o l argo d e e ste c apítulo, de  

acuerdo co n Encarna Bodelón y M ari Ángeles Bàrrère Unzueta ( Bodelón, 1999:  204-

205 y  Bàrrère U nzueta, 1996: 477-480), e ntre ot ras a utoras, las e pistemologías y 

metodologías feministas n o s ustituyen a  la s e pistemologías y m etodologías ju rídicas 

tradicionales -ni necesariamente significan, en mi opinión, crear nuevos mecanismos de 

acceso a la justicia-, sino que tratan de eliminar el sesgo androcéntrico y excluyente del 

derecho y la justicia, develando las implicaciones del género allí donde las normas, las 

instituciones y los procedimientos jurídicos, tanto en sus formas t eóricas como en  sus 

prácticas, se presentan como neutrales. Las teorías feministas, como se ha explicitado en 

el cap ítulo 1 , f orman p arte d e l as t eorías cr íticas d el d erecho y del m ovimiento d e 

acceso a l a justicia y, en  consecuencia, comparten con dichas perspectivas e l objetivo 
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común d e c riticar ta nto el f ormalismo ju rídico c omo lo s d emás m étodos ju rídicos 

tradicionales q ue d escontextualizan el  d erecho, s eparándolo d e l a p olítica y d e l as 

problemáticas sociales a las cuales debe servir.   

 

2.1. Antecedentes. 

 

Las m etodologías j urídicas f eministas de rivan, a  s u ve z, de  l as pr opuestas 

epistemológicas s istematizadas, en tre o tras, p or S andra H arding y Donna H araway 

(Harding, 1991;  H araway, 1995) . D e a cuerdo c on l a s íntesis que  de  e llas pr esenta 

Gemma Nicolás, se pueden establecer cuatro tipologías: a) el empiricismo feminista; b) 

el punto de vista feminista o standpoint; c) el feminismo postmoderno; d) las posiciones 

eclécticas, en tre el  standpointism (Smart, 2000)  y el pos modernismo ( Nicolás Lazo, 

2009: 43-54). 

  

2.1.1. El empiricismo feminista. 
 

En su versión original, supone que el androcentrismo y el sexismo en las ciencias no 

se ubican en el contexto de las metodologías de la investigación, sino en el momento de 

la confirmación de la hipótesis y en la interpretación de los datos. Defiende la mirada 

empiricista c lásica y s e id entifica c on lo s f eminismos d e c orte lib eral ( Mackinnon, 

1995: 23) , que  pr etendían i ncorporar a  l as m ujeres e n el or den s ocial y jurídico, s in 

romper l as p ropias es tructuras d e es e o rden26. En s us ve rsiones m ás actuales, e sta 

corriente i ncorpora el ementos co ntextuales m ás allá d el ám bito d e l a j ustificación, es  

                                                           
26 Muchas autoras, entre ellas, Christine Littleton, señalan –en opinión que comparto- que sin perjuicio de 

su o rientación id eológico-política ( liberales, s ocialistas, e tc.), to das la s f eministas, t arde o  t emprano, 

aceptan que no es posible avanzar hacia la igualdad sin cuestionar ciertas estructuras del orden social, 

especialmente en el ámbito axiológico y simbólico. Entre otras eventuales consecuencias, esta idea asume 

que no es posible avanzar en una agenda feminista sin cuestionar el propio plano de los valores sobre los 

que se asienta el patriarcado, de manera que incluso los feminismos liberales, al menos en este sentido, 

contienen un germen revolucionario (Littleton, 1987). 
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decir, que implican tanto las consideraciones teóricas para la interpretación de los datos 

como co nsideraciones empíricas ad icionales, q ue d an p or v álida l a ex istencia d e u n 

sesgo d e género en  l a ci encia y a ceptan l a perspectiva d el co nocimiento s ituado  

(Anderson, 2004; Longino, 1990).    

 

2.1.2. El punto de vista feminista o standpointism. 
 

Toma por referentes, de un modo muy particular, los análisis marxistas críticos de la 

dialéctica del amo y el esclavo desarrollada por Hegel. Desde esta perspectiva, así como 

el m arxismo co nsidera que l a clase t rabajadora d ebe adoptar el  p unto d e v ista d el 

protelariado, tomando conciencia de su papel en la historia y en el modo de producción 

capitalista, el feminismo debe basarse en las prácticas del movimiento de mujeres, en su 

lucha p olítica; en  s us ex periencias y t eorías. En es te s entido, s e p lantea q ue l a 

epistemología f eminista tr asciende la s d icotomías típ icas d e la  v isión ilu strada d el 

mundo, de  l a bur guesía y d e s u c iencia ( racional/irracional, obj etivo/subjetivo, e tc.). 

Entre l os m otivos pa ra a doptar e l punt o de  vista f eminista c omo p revalente s e 

encontrarían los siguientes: 

- Las mujeres y sus experiencias han sido olvidadas y devaluadas en la producción 

científica. 

- Las m ujeres a portan un a vi sión e xterna y extraña de l or den s ocial. N o ha n 

contribuido a su diseño ni a la producción del conocimiento hegemónico.  

- Como consecuencia de lo anterior, ellas tendrían más interés en aportar críticas 

al o rden al  o rden s ocial es tablecido, m enos q ue p erder y m ás p ara ganar, al  

distanciarse de él. 

- Por ot ra pa rte, ha n pr otagonizado una  a rdua l ucha c ontra el pode r d e l os 

hombres, lo que les permitiría una mayor clarividencia para poner de manifiesto 

su situación de opresión.  

- La pe rspectiva de  l a cotidianidad de  l as m ujeres e s f uente de  c onocimiento 

revolucionario. P ermite l a uni ficación de  l a a ctividad m anual, m ental y 

emocional, de bido a  l a di visión s exual g eneralizada d el tr abajo. S ostiene la  

legitimidad de las apelaciones a lo subjetivo y la necesidad de unir los campos 
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emocional e  i ntelectual. A demás, l a s ubyugación de  l a a ctividad s ensual, 

concreta y r elacional d e l as m ujeres l es p ermitiría cap tar m ejor as pectos 

diferentes de la v ida social, que permanecerían ocultos ante las epistemologías 

androcéntricas tradicionales.         

El standpointism ha s ido o bjeto d e s everas cr íticas d esde l as v isiones d el 

denominado black feminism (feminismo negro)27, de l posmodernismo28, de l as t eorías 

queer y los movimientos de gays, lesbianas y transgéneros, entre otros. Sin perjuicio de 

la e specificidad y l a r iqueza de  c ada uno de  e stos a portes, m uchos de  l os 

cuestionamientos provenientes de las citadas corrientes se centran en considerar que el 

denominado “punto de vista feminista” es un modo de ver la realidad de las mujeres que 

está i nfluido por  un a c omprensión s implificada de  a lgunos factores ( entre e llos, l a 

cultura, l a religión, l a identidad -incluida l a sexual- y l a comunidad de pertenencia) y 

que, por consiguiente, falla en la correcta apreciación de las múltiples posiciones que las 

mujeres o cupan en  l a s ociedad, en  es pecial, en  r elación co n l a r aza, l a e tnia, l a cl ase 

social, la familia y la comunidad (Bano, 2005).   

Por ot ra p arte, el standpointism ha s ido c riticado por  ha ber e xigido, de a lguna 

manera, que la teoría feminista se reduzca a u na “cuestión de mujeres”, en  un sentido 

que incluye no solo “problemas de mujeres”, sino también “pensados por mujeres”. No 

obstante, cabe s eñalar que l a t eoría f eminista ha am pliado es ta m anera de en tender l a 

llamada “cu estión d e l as m ujeres”, d esde q ue s e acep ta q ue p uede s er p roducida p or 

otros sujetos (hombres, por  ejemplo) y que, por  otra parte, puede también t ratar todos 

aquellos t emas que  a bordan l as t eorías t radicionales o “ rígidas” ( Pateman, 1995: 57), 

androcéntricas (Facio, 1999: 31), pero de una manera reconceptualizada o reconstruida 

o, en  p alabras d e S heyla B enhabib, d esde u na cr ítica f eminista “s ituada” ( Benhabib, 

1992: 10).   

 

                                                           
27  Ello, no obstante la emergencia del denominado “black standpointism”, que se explicará en 3.2.2. 

28 Entre otras autoras fuertemente inspiradas por el pensamiento posmoderno se encuentran, Carol Smart, 

Sheila Benhabib, Lucila Cornell y Frances Olsen. bell hooks es una autora que, además de ser identificada 

con e l feminismo ne gro, también es  usualmente s ituada d entro d e los feminismos postmoderno y 

postcolonial. 
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2.1.3. El feminismo postmoderno. 

 
Desde es ta p erspectiva s e ab andona el  m arco co nceptual d el h umanismo y l a 

Ilustración. Se opone a la teoría del punto de vista, al empiricismo y a la epistemología 

moderna, e n general, b uscando a brir br echas para i maginar pos ibles al ternativas. 

Considera que  c ualquier c onceptualización de l yo e s pa rcial, c ontingente, a mbigua e  

inestable. La ma yor c rítica q ue r ealiza a  la  p erspectiva d el p unto d e v ista f eminista, 

como ya se ha avanzado, se sitúa en torno al propio concepto de “mujer”, en cuanto lo 

considera esencialista, normativo y excluyente: expresa como desviación todo aquello 

que escapa a la norma. Además, considera que dicha postura convierte en universal una 

visión sesgada de  l a r ealidad, puesto que  es sostenida, mayoritariamente, por m ujeres 

blancas, occidentales y de clase media.  

Uno de  l os pr oblemas m ás i mportantes de l pl anteamiento e pistemológico de l 

feminismo pos tmoderno es que  al no a ceptar l a categoría de  “mujer” como objeto de  

teorización, t ambién l a r echaza co mo s ujeto de  c onocimiento, de  m anera que  

problematiza la propia experiencia de las mujeres como fuente de saber. Por otra parte, 

al presentar las identidades de manera fragmentada, contradictoria y multidimensional, 

debilita e l pot encial p olítico de  l os grupos subordinados y l os obl iga a  bus car 

permanentemente can ales d e s olidaridad p ara f ortalecer s u c apacidad d e ag encia. Las 

críticas a esta perspectiva serán analizadas con mayor detalle en 2.2.4. 

      

2.1.4. Las posturas eclécticas: entre el standpointism y el feminismo 
posmoderno. 

 
Pese a s us en ormes d iferencias, am bas co rrientes co mparten d os e lementos 

comunes: a) dependen de la creación de conciencias de oposición y  b) son intensamente 

políticas (Nicolás Lazo, 2009: 44).  

El objetivo de ambas posturas es, en definitiva, poner fin a la opresión, de modo que 

necesitan construir un saber que dé cuenta de ella y permita erradicarla. 
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En r espuesta a l as cr íticas r ecibidas, el  standpointism flexibilizó a lgunos de  s us 

puntos de  vi sta y contextualizó l as r ealidades de  l as m ujeres, t eniendo en cu enta l as 

relaciones entre racismo, opción sexual y clase (Nicolás Lazo, 2009: 45). Como advierte 

Carol Smart, aceptar algunos aspectos de las críticas posmodernas no qui ere decir que 

se deba abandonar la política, aunque “sí significa que no pode mos formular promesas 

con respecto a l o que nuestra política puede lograr”, como también deberíamos aceptar 

que p ueden ex istir “d iferentes m odos d e h acer p olítica” y “que l a p olítica, 

necesariamente, i mplica u na focalización sobre l as c uestiones d e l as d efiniciones y 

redefiniciones antes que sobre los programas de acción dirigidos a un f in determinado” 

(Smart, 2000:  63) 29. D e e ste m odo, l as c ríticas a l f eminismo pos moderno pr ovocaron 

que el mismo acabara defendiendo la superioridad del punto de vista de las mujeres por 

razones p ragmático-ideológicas, p ara n o h acerle r enunciar a s u u topía e mancipatoria 

(Benhabib, 1994: 14), esto es, en definitiva, para no vaciarlo de potencialidad política y 

para que sus reivindicaciones especificas no fueran descontextualizadas, fragmentadas o 

confundidas con otras de diversa índole.  

Los m étodos j urídicos f eministas, por  s u pa rte, r ecogen di stintos a spectos de  l as 

tipologías precedentemente citadas y son profundamente innovadores. En conexión con 

algunas de las propuestas del feminismo empiricista, plantean ciertas continuidades con 

algunos d e lo s c uestionamientos r ealizados a l positivismo ju rídico p or e l r ealismo 

desarrollado en EE.UU y algunos pa íses d e Europa desde f inales de l s iglo X IX y, en 

especial, en el período que transcurre en la década del treinta del siglo pasado (Scales, 

1986: 1060) . Asimismo, s e v inculan es trechamente con l as concepciones políticas del 

acceso a la justicia producidas en el interior de estos movimientos, que se han estudiado 

en el capítulo 1. En este sentido, parten de la convincente demostración de los realistas 

de que la ley no puede ser descrita -como los positivistas esperaban- desprovista de la 

influencia de la moralidad de una época y de los valores económicos y políticos sobre 

los que se asienta, as í c omo l a d enuncia d e l a brecha existente en tre “ el d erecho en  

acción” y “el derecho en los libros” o, en las palabras de Tove Stang Dahl, entre “la ley 

y l a v ida” (Stang Dahl, 1987:  58) , denuncia que , como se ha  vi sto anteriormente (ver 

                                                           
29 Desde mi punto de vista, no obstante, no se puede prescindir de la atención sobre tales programas. Este 

tema se desarrollará con mayor profundidad en los capítulos 3 y 4. 
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Capítulo 1, punto 1), es incorporada por el movimiento de acceso a la justicia como una 

de sus principales reivindicaciones.   

En s íntesis, l as epistemologías y la s me todologías ju rídicas f eministas no i gnoran 

los métodos jurídicos tradicionales, como es el caso de la  deducción, la inducción o la 

analogía, pero tampoco los defienden totalmente (como lo haría el empiricismo clásico), 

sino que  l os i nterpelan y bus can r eorientarlos, de  m odo t al que  r evelen s u s esgo 

androcéntrico y, al mismo tiempo, puedan ser utilizados para cuestionar y eliminar las 

estructuras d e pode r a  l as que  hi stóricamente ha n s ervido, e n l ugar de  ayudar 

perpetuarlas. Del mismo m odo, t ampoco r eniegan de  l as de finiciones de  a cceso a  l a 

justicia que ponen e l é nfasis e n l os pr ocesos y /o e n los r esultados - tal y c omo 

analizamos en  el  cap ítulo 1 -, s ino que  p lantean una  m irada que , a  la v ez, r esulta 

integradora y s uperadora d e aq uellas y q ue, f iel a l a v ocación m ás cr ítica d el 

movimiento de acceso a  la  ju sticia, busca incorporar l os el ementos característicos del 

acceso a l a justicia como derecho. Esto conlleva no sólo analizar la satisfacción de las 

necesidades jurídicas concretas de las mujeres, sino también la posibilidad de revelar los 

sesgos androcéntricos en la creación, aplicación e interpretación de las leyes, así como 

denunciar l a impartición de u na j usticia centrada en  l os as pectos f ormales, que n o 

atienda criterios de justicia material. Por otra parte, también significa la posibilidad de 

reclamar el reconocimiento jurídico de los derechos de las mujeres aún no reconocidos 

y de exigir que los mecanismos de acceso a la justicia garanticen y faciliten el ejercicio 

y desarrollo de  l os de rechos de  l as m ujeres ya incorporados e n el de recho pos itivo 

(como los derechos de las victimas de violencia de género que serán analizados en los 

capítulo 3 y 4),  entre otras numerosas cuestiones.    

   

2.2. Tipologías.  

 
Teniendo en cuenta los antecedentes epistemológicos citados en el punto anterior y 

siguiendo l a ya cl ásica clasificación d e K atherine T. Bartlett, s e p uede h ablar d e l a 

existencia de tres métodos jurídicos feministas, cuales son: a) la cuestión de las mujeres 

(“the women question”); b) la creación de conciencia (“consciousness-raising”), y c) el 

razonamiento p ráctico f eminista ( “feminist le gal reasoning”) ( Bartlett, 1990) . Las 
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clasificaciones m ás r ecientes i ncorporan un c uarto m étodo, de sarrollado por  e l 

feminismo pos tmoderno ( Jaramillo, 2000;  S mart, 2000;  O lsen, 2000;  N affine, 1990) . 

Finalmente, l a cr ítica a  l a ap ropiación n eoliberal d e l a a genda de l m ovimiento de  

mujeres que  s e di o e n algunos pa íses, en e special, e n E E.UU, dur ante l a dé cada d e 

1990-2000 ( Bumiller, 2008)  y l a a plicación de  l as l eyes que  r egulan de rechos de  l as 

mujeres basada en criterios y metodologías que desconocen los fundamentos feministas 

de las mismas, da lugar -a mi juicio- al desarrollo de un quinto método, aún en ciernes, 

que denominaré como “reapropiación feminista de los derechos de las mujeres”.  

Se trata de métodos que pueden ser entendidos como fines en sí mismos, en cuanto 

persiguen objetivos propios, pero tienen como base común la idea de que la verdad y la 

objetividad c ientífica, a unque pa rciales, s on p osibles ( idea que , como s e ve rá, s e 

defiende t ambién de sde l os pos icionamientos f eministas j urídicos v inculados a l 

postmodernismo). P or l o de más, son modelos q ue d ifícilmente s e en cuentran en  l a 

práctica en un e stado puro, s ino que usualmente se interconectan e interactúan en una 

relación dialéctica. Así, por ejemplo, al preguntarse por la cuestión de las mujeres, las 

metodologías feministas crean y/o amplían l a conciencia. A su vez, l a cr eación y/o l a 

ampliación d e l a co nciencia f eminista p roporciona l as b ases p ara al ertar s obre l as 

opresiones d e l as m ujeres co nstantemente s obrevenidas en  n uestras s ociedades, así 

como s obre l as i nterpretaciones a ndrocéntricas de  l os de rechos r econocidos u ot ras 

prácticas di scriminatorias que  pue dan pr esentarse e n l a a plicación de  l as nor mas que  

regulan lo s mis mos. Por o tra p arte, la  in tegración d e la s c ríticas p ostmodernas y d el 

feminismo negro y postcolonial a l a categoría “mujer” elaborada desde algunos de los 

feminismos occidentales dominantes (liderados por mujeres blancas y burguesas), le ha 

permitido incorporar a las metodologías jurídicas feministas un concepto más amplio de 

diversidad d e l as m ujeres, m ientras q ue l as h a mantenido a s alvo d e i nterpretaciones 

esencialistas de los derechos de este colectivo.  

Entre otras clasificaciones posibles, algunas autoras consideran como método el de 

la n arrativa f eminista, q ue u tiliza e l r elato p ersonal y s e v ale d e d escripciones d e 

sentimientos, vivencias o actividades experimentadas por la propia narradora. Tal sería, 

por ejemplo, el método utilizado en los escritos sobre violencia sexual de Susan Estrich, 

quien suele comenzar sus trabajos del siguiente modo: 
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”Once años atrás, un hombre me puso un picahielo en el cuello y me dijo: `Córrete y 

cállate o te mato”. Hice lo que me dijo; pero no podía parar de llorar. Cien años más 

tarde, s alté d e mi a uto mientras é l s e alejaba c aminando. T erminé en el as iento 

trasero de un p atrullero. Les di je a los dos  oficiales que había s ido violada por un 

hombre que se me había acercado mientras bajaba de mi auto en mi propia cochera 

(e i ntentaba s ostener d os b olsas d e co mpras y cerrar l a p uerta d el auto d e u na 

patada), y que también se había llevado el auto” (Estrich, 2010: 57). 

De a cuerdo co n E ncarna B odelón, l a n arrativa feminista es  u na t écnica b astante 

expandida entre las autoras que subrayan la especificidad de la intersección género/raza, 

como lo hacen las impulsoras del black feminism (Bodelón, 1999: 210-212). También es 

utilizada por  m uchas de  l as e xponentes de l de nominado f eminismo pos tcolonial ( ver 

3.3.1.).  

En m i opi nión, la na rrativa f eminista no c onstituye un m étodo pr opiamente di cho 

sino que  representa una pa rticular f orma de  e xpresión de l contenido p olítico de  l as 

experiencias p ersonales, en  es pecial, d e l as ex periencias d e o presión. Se t rata de una  

estrategia que ha  s ido utilizada p ara la sensiblización de  l os or ganismos 

intergubernamentales con respecto a l as vulneraciones de  de rechos hu manos de  l as 

mujeres, a través de las acci ones o rganizadas por e l activismo in ternacional f eminista 

para d emostrar la c eguera d e género d el ac ceso a l a j usticia en esta m ateria. Los 

tribunales simbólicos sobre violaciones de derechos humanos de las mujeres celebrados 

durante las Conferencia Mundial de Derechos Humanos de Viena (1993), así como en la 

Conferencia Mundial sobre Población y Desarrollo de  El Cairo (1994) y en la Cuarta 

Conferencia Mundial de Mujeres de Beijung (1995), que serán analizados en el capítulo 

3 (Capítulo 3:  2.3)  son un cl aro ej emplo de el lo. De l a m isma m anera q ue l o son l as 

acciones m ás a ctuales que h an t enido l ugar en d iferentes p aíses del mundo, c omo 

recurso al ternativo a  l a i nacción y p asividad histórica de l os es tados f rente a  l as 

violaciones sistemáticas de los derechos humanos de las mujeres. Irantzu Mendia Azcue 

ha r ealizado un e studio pr ofundo de  e stas acciones y señala, e ntre ot ros c asos: el 

Tribunal de Tokio (2000) para enjuiciar la esclavitud sexual a l a que fueron sometidas 

miles de mujeres de distintos países durante la segunda guerra mundial, el Tribunal de 

la verdad contra delitos de lesa humanidad hacia las mujeres (Cartagena, 1998) , l as 

Cortes de Mujeres Colombianas “Contra el Olvido y para la Re-Existencia” (Cali, 
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2005 y 2006 ), e l Tribunal simbólico de la verdad “Campaña deletrear la piel” 

(Medellín, 2007), el Tribunal sobre violaciones de los derechos humanos de las mujeres 

“Sin la voz de las mujeres la verdad no está completa” (Medellín, 20 10), el Primer 

Tribunal de Conciencia de las Mujeres y el Tribunal de Conciencia contra la violencia 

sexual hacia las mujeres durante el conflicto armado interno (Guatemala, 1998 y 2010, 

respectivamente), el Tribunal contra las violaciones a los derechos humanos de las 

mujeres de Costa Rica (1995) y el Primer Tribunal de Conciencia sobre la Violencia y 

Discriminación hacia las Mujeres: Casos de Ciudad Juárez y Chihuahua, celebrado en 

México en 2004 (Media Azcue, 2012: 28-29). 

A continuación se estudiarán con más detalles las metodologías jurídicas feministas 

desarrolladas d urante l as ú ltimas cu atro d écadas. C abe r eiterar que  s e t oma c omo 

referente principal la ya clásica clasificación utilizada por Bartlett en  1990, añadiendo 

las ap ortaciones del f eminismo pos moderno y, e n úl timo t érmino, un c riterio 

metodológico pr opio que  s e pr esenta c omo una  nue va m etodología: l a r eapropiación 

feminista de los derechos de las mujeres, la cual será explicada en 2.2.5.  

 

2.2.1. La cuestión de las mujeres en el derecho. 

 
El pr oyecto j urídico s exo-género30excluyente d e l a m odernidad h a e stado 

históricamente acompañado por diferentes intentos de justificación, ya sea a través de la 

asignación de  roles y características específicas a l as m ujeres y/o d e s u justificación. 

Partiendo de esta base y de la necesidad de su eliminación, la práctica jurídica feminista 

exige ir siempre más allá de la superficie de la ley, para identificar las implicaciones de 

género de las normas y las asunciones de este tipo que se encuentran detrás de ellas, así 

como para insistir en una aplicación de las normas que no perpetúe la subordinación de 

las mujeres. Esto implica reconocer que la cuestión de las mujeres siempre tiene una 

                                                           
30 La expresión sistema sexo-género fue utilizada por la antropóloga norteamericana Gayle Rubin, para 

dar cuenta d el co njunto de disposiciones i p rácticas a t ravés de las cu ales se t ransforma l a sexualidad 

(biológica) en  u n p roducto d e l a act ividad h umana. N os permite r elacionar l o q ue v iene d ado p or l a 

naturaleza (el sexo), de lo que es  construido social y culturalmente (el género)  y entender cómo e stas 

estructuras operan en nuestras sociedades (Rubin, 1986 y 1989).  
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relevancia potencial y que los análisis jurídicos y los mecanismos de acceso a la justicia 

previstos para grantizar y facilitar el  efectivo ejercicio y desarrollo de los derechos no 

deben asumir la neutralidad de género (Rhode, 1990).   

El m étodo d e r eferencia co nsiste, b ásicamente, en  p reguntarse p or l as 

consecuencias di ferenciadas por  g énero que  s e de rivan y/o pue den de rivarse de  l a 

aplicación d e la s n ormas ju rídicas. E sto n o s ólo imp lica u n a nálisis c rítico d e la  

jurisprudencia, s ino que  también c onlleva una  r electura de  l os t extos l egales y d e l os 

itininerarios de acceso a la justicia, que busque entender de qué manera las experiencias 

de las mujeres han quedado aparte y cómo tales experiencias pueden ser incorporadas 

en esta nueva clave (Jaramillo, 2000: 57). 

El pensamiento feminista tradicionalmente se ha preguntado por la cuestión de 

las mujeres en muchas áreas del derecho y h a pue sto e n c risis a lgunos c onceptos 

centrales de la doctrina legal tradicional, como el propio concepto de igualdad o e l de 

consentimiento. Así lo ilustra claramente Katherine Bartlett, en una cita tan larga como 

esclarecedora:  

"They ask the woman question in rape cases when they ask why the defense of 

consent focuses on the perspective of the defendant and what he ˋ reasonably´ 

thought the woman wonted, rather than the perspective of the woman and the 

intentions she ˋreasonably´ thought she conveyed the defendant. Women ask the 

woman question when they ask why they are not entitled to be prison guards on 

the same terms as men; why the conflict between work and family 

responsibilities in women's lives is seen as a private matter for women to resolve 

within the family rather than a public matter involving restructuring of the 

workplace or why the right to ˋ make and enforce contracts´ protected by section 

1981 forbids discrimination in the formation of a contract but not in its 

interpretation. Asking the woman question reveals the ways in which political 

choice and institutional arrangement contribute to women's subordination. 

Without the woman question, differences associated with women are taken for 

granted and, unexamined, may serve as a justification for laws that disadvantage 

women. The woman question reveals how the position of women reflects the 

organization of society rather than the inherent characteristics of women. As 
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many feminists have pointed out, difference is located in relationships and social 

institutions -the workplace, the family, clubs, sports, childrearing patterns, and 

so on -not in women themselves. In exposing the hidden effects of laws that do 

not explicitly discriminate on the basis of sex, the woman question helps to 

demonstrate how social structures embody norms that implicitly render women 

different and thereby subordinate" (Bartlett, 1990: 1118). 

De esta forma, una vez adoptada como método, la pregunta por la cuestión de las 

mujeres se ha transformado en una crítica integral al análisis legal de cualquier rama de 

derecho, así co mo de cu alquiera d e s us ap licaciones p rácticas y, e n pa rticular, de  l as 

estrategias de acceso a la justicia puestas en juego para que los derechos de las mujeres 

se concreten.   

 

La cuestión de las mujeres y el standpointism jurídico.  

 

El m étodo d e l a cu estión d e l as m ujeres co necta en  gran m edida c on l a 

metodología f eminista del standpoint e i nclusive al gunas autoras, entre l as q ue s e 

encuentran K atherine M ackinnon, C hristine Littleton y Lucinda F inley. E stas dos  

últimas, en particular, han propuesto reclamar métodos legales propios de las mujeres, 

un razonamiento legal propio y sustantivas reformas a los derechos ( ver, en tre o tras, 

Mackinnon, 1987a, 1987b, 1989 y 2000; Littleton, 1987 y Finley, 1989).  

La cuestión de las mujeres en el ámbito jurídico es designada para identificar las 

implicaciones de género de las reglas y las prácticas que son presentadas usualmente 

como neutrales u objetivas. Significa examinar cómo el derecho ha fallado en lo que 

respecta a tener en cuenta las experiencias y valores que parecen ser más típicamente de 

mujeres que de hombres o cómo los estándares legales y conceptuales existentes pueden 

perjudicar a las mujeres. Nos dice que la ley, las instituciones jurídicas (incluidas tanto 

las de derecho sustantivo como procesal) y los mecanismos tradicionales de acceso a la 

justicia no son neutrales, en sentido general, s ino que  s on m asculinos, en un sentido 

específico: han sido construidas/os mayoritariamente por los hombres o desde un punto 

de v ista an drocéntrico, d e m anera q ue es ta propuesta consiste en  exponer estas 
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características, analizar cómo las mismas operan en la realidad y sugerir cómo podrían 

ser corregidas (Barlett, 1990, 1116). 

Vinculado a es ta perspectiva se presenta el problema de que el conocimiento de 

las mujeres, en el ámbito del derecho, como en otros ámbitos científicos, parte de que 

ellas han estado determinadas o sobre-determinadas por la cultura científica masculina, 

que tradicionalmente las ha olvidado y/o subordinado. La subordinación de las mujeres 

es i nterpretada d esde diferentes los aspectos de sus experiencias. Desde 

posicionamientos materialistas, se ubica en las actividades de producción, domésticas y 

en el mercado laboral (Delphy, 1998), mientras que desde las teorías de la dominación, 

también s e enmarca en la jerarquía sexual, en los cuerpos de las mujeres o en las 

respuestas que ellas en sayan f rente a l sufrimiento y a l miedo a la violencia machista 

(Mackinnon, 1987, 1995 y 2010;  S chneider, 2010) .  Las p artidarias d e e sta ú ltima 

corriente, por su parte, suelen ser criticadas, en particular, por identificar excesivamente 

el estatus de las mujeres con el de víctimas y por negarles capacidad de agencia (Mestre 

i Mestre, 2006 y 2007; Heim, 2012).  

Este m étodo s e r elaciona m uy estrechamente con d eterminadas p ropuestas 

teóricas, como la perspectiva de la ét ica del cuidado, defendida en  las investigaciones 

realizadas d esde el  ám bito d e l a p sicología p or C arol G illigan y d e a lgunas ju ristas 

como Susan Moller Okin y Robin West (ver Gilligan, 1982; Okin, 1989, West, 2000). 

En un sentido crítico, se apunta que el esencialismo que representa la idea de las voces 

de l as m ujeres co mo “ different voice”31, d el p unto de  vi sta de  l as m ujeres o de l 

                                                           
31 Este es el título del libro de Carol Gilligan en el que p ublicó su famosa investigación sobre ética y 

desarrollo moral. En su trabajo, Gilligan sostiene que Jean Piaget, Sigmund Freud y Kolhberg, que habían 

estudiado extensamente la psicología y el desarrollo moral de los hombres y lo habían presentado como el 

patrón u niversal. E sta a utora co nsidera q ue las mujeres y l os h ombres t ienden a  desarrollar  u n 

razonamiento d iferente. M ientras l os hombres p resentan una o rientación ét ica hacia l a j usticia y l os 

derechos, las mujeres lo hacen hacia el  cuidado y la responsabilidad. La ét ica de la j usticia se basa en  

principios morales abstractos, a través de los cuales se valora la imparcialidad y se mira al otro como 

genérico. La ét ica del cuidado, por el  contrario, se centra más b ien en la responsabilidad, basada en la 

conciencia de formar parte de una red de interdependencias, debido a q ue su identidad se construye de 

manera r elacional, es to es , que s e b asa en  la r elación con l os o tros ( Gilligan, 1 982). A na F ascioli 

desarrolla u n e xhaustivo a nálisis d e la  o bra d e G illigan y d e s u te oría d el d esarrollo moral ( Fascioli, 

2010), del mismo que lo hace Encarna Bodelón (Bodelón, 2010b).         
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empoderamiento de  l as m ujeres de  a cuerdo a  s us pr opios t érminos ( “lo que  e llas 

realmente qui eren”, M ackinnon, 1987:  1082) , pu ede t ener un  c ierto valor estratégico, 

pero pue de t ambién, d e ot ro l ado, os curecer la importancia de las diferencias entre 

mujeres y de otros factores que las victimizan mujeres más allá del género ( Davis, 

2008). Asimismo, estas posturas pueden correr el riesgo de ser interpretadas a la luz de 

un criterio conservador y rígido, en el sentido de que los “valores” y las “virtudes” que 

desde es ta perspectiva s e at ribuyen a l as mujeres pueden hacer que sean identificadas 

con ellos, reproduciendo imágenes estereotipadas de la feminidad.  

También s e ad vierte q ue el  esencialismo q ue l a ét ica d el cu idado co mporta 

puede s er e ntendido como una  i nterferencia d e l a ideología patriarcal para limitar la 

conciencia feminista, causando una "falsa conciencia" relacionada con la asignación, a 

las mujeres, de ciertas características esenciales, que puede provocar alguna distorsión 

acerca de lo que las mujeres realmente son o  quieren. En es te sentido, se ha señalado 

que ha blar desde la experiencia de las mujeres pue de da r l ugar a  interpretaciones 

feministas de la realidad versus las percepciones de las mujeres sobre sus propias 

experiencias, puesto que muchas mujeres no experimentan el mundo del modo en que 

son presentadas sus experiencias en los análisis feministas, o  d e a lgunas f eministas 

(Cain, 1990). Los debates sobre el concepto y el tratamiento jurídico de la pornografía, 

la pr ostitución, el alquiler de vientre o  m aternidad subrogada, entre ot ros, e xpresan 

algunas d e l as d ivergencias d e l as m ujeres, t anto d entro co mo f uera d el f eminismo 

(Sandel, 2011). El reconocimiento de la diversidad de las mujeres y de sus experiencias 

y l a co nexión de l a cat egoría género co n o tros factores socialmente relevantes, tales 

como la educación, el nivel cultural, la clase, la orientación sexual, el origen social y/o 

étnico, etc., se han ido proponiendo, a lo largo de las últimas décadas, para capturar con 

mayor amplitud las complejidades de las vidas de las mujeres y los diferentes factores 

de opr esión que  c onfluyen j unto a l género, d ificultando e l acceso a  la  ju sticia d e l as 

mujeres, tal y como se verá con mayor detalle en el desarrollo de los capítulos 3 y 4.  

Una dificultad añadida que presenta la epistemología del standpointism es que, 

especialmente e n l os a ños oc henta y nove nta, ge neró una  cierta a dversidad entre 

algunos sectores del propio pensamiento feminista y entre el feminismo,  e n general, y 
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otros ámbitos académicos y de los movimientos sociales (en especial, los movimientos 

de de fensa d e l os de rechos hum anos). A tendiendo a  e sta c ircunstancia, l a c itada K . 

Bartlett considera que esa especie de “estar con o en contra de nosotras”, generada por 

una interpretación restrictiva del standpoint puede haber impedido la comprensión entre 

feministas (por lo general, para ponerse de acuerdo acerca de lo que las mujeres son o 

quieren, c omo s e ha  advertido a nteriormente) y t ambién ha  dificultado a lgunas 

potenciales alianzas (Bartlett, 1990:  1129) . Así, por e jemplo, a lgunos sectores críticos 

del derecho han cuestionado duramente el recurso al derecho penal como estrategia de 

vindicación d e ci ertos d erechos d e l as m ujeres, como el  d erecho a u na vida l ibre de  

violencia (ver, entre otros, Zaffaroni, 2000)32. Se volverá sobre este punto en el capítulo 

3.  

Sin perjuicio de las críticas que puedan dirigirse al standpointism, lo cierto es que el 

mismo ha contribuido, en gran medida, no solo a incluir los aportes de las mujeres a la 

ciencia, a t ravés de su propia experiencia, s ino t ambién a v alorar la importancia de la 

perspectiva situada en  el conocimiento c ientífico ( también de fendida de sde ot ras 

epistemologías) y a cuestionar la distancia y la objetividad de l a obs ervación qu e 

defienden las perspectivas androcéntricas. E n e ste s entido, e l punt o de  vi sta de l 

standpoint, es válido en cuanto que, entre otras cuestiones: 

- agradece la existencia de verdades empíricas, valores y conocimientos, así como 

su contingencia, en cuanto proveen una base para los compromisos feministas y 

la acción política, pero las considera como provisionales y sujetas a evaluaciones 

críticas y revisiones.  

- Adopta un concepto de conocimiento basado en la experiencia. Rechaza 

verdades objetivas, externas, perfectas, pero concibe un tipo de verdad, situada y 

parcial, que emerge de la particular situación y de las relaciones. Se t rata d e 

relaciones que definen la perspectiva de las pe rsonas, i ndividualmente 

consideradas (no en sentido esencial o con características innatas) y proveen una 

ubicación para los significados, la identidad y el compromiso político. Por 

ejemplo, l a r elevancia jurídica y p olítica d el embarazo no deriva de las 

                                                           
32 El recurso al derecho penal como estrategia de vindicación de los derechos humanos de las mujeres es 

un tema con múltiples implicaciones, que  se tratarán con mayor profundidad en los capítulos 3 y 4. 
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características biológicas sino del lugar social que la mujer ocupa (teniendo en 

consideración s u l ugar de trabajo, su pos ición e n l a f amilia y e n l a s ociedad, 

etc.).  

- Dado que el conocimiento surge en contextos sociales y de múltiples formas, la 

llave para acceder al conocimiento descansa en los esfuerzos para extender las 

limitadas perspectivas individuales. La auto-disciplina es esencial, por que l a 

propia pe rspectiva br inda una  f uente de  conocimiento l imitada, que  pue de y/o 

debe ser mejorada a t ravés del esfuerzo de entender otras perspectivas y puede 

también ampliar los horizontes de la imaginación. 

- Impone un ideal de auto crítica. La obligación de escuchar y de esforzarse por 

entender los demás puntos de vista permite la apreciación de múltiples verdades. 

Los desacuerdos reflejan conflictos de valores individuales y sociales, de modo 

que l a verdad que emerge para imponerse en la resolución de un conflicto es 

siempre contingente, parcial y temporal y debe sometida a un examen crítico, 

pero es la que en ese momento determinado tiene más sentido. 

- Las partidarias de esta postura se niegan a ser clasificadas como esencialistas y  

relativistas. R econocer l a d iversidad d e l as p ersonas y de s us v idas i mplica 

entender a  l a hum anidad e n s u c onjunto (“la diferencia es lo que 

fundamentalmente tenemos en común”) y, a l mismo tiempo, imp lica ta mbién 

trascender los límites de la experiencia propia: “From the positional stance, I can 

attain self-knowledge through the effort to identify not oly what is different, but 

also what I have in common with thosee who have other perspectives. This 

effort, indeed, becomes a ˋfoundation´ for further knowledge" (por t odas, 

Bartlett, 1990:  1132 -1133). Se t rata, por  c onsiguiente, de  un  m étodo que  

necesita del conocimiento individual y comunitario, ambos, por lo demás, 

interdependientes. 

-  Finalmente, pero no m enos importante, cabe destacar que el aporte de algunas 

de las teorías que se vinculan a esta perspectiva, como el de la ética del cuidado, 

en pa rticular, h a s ido m uy va lioso no s ólo pa ra c omplejizar l as t eorías de  l a 

justicia, s ino pa ra a dvertirnos de  que  a sí c omo e s pe ligroso ha blar de  un 

concepto de cuidado descontextualizado de las relaciones entre los sexos, lo es 

también pensar una justicia no androcéntrica sin incluir las relaciones de cuidado 

en el ámbito de los derechos (Bodelón, 2010b).    
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2.2.2. La creación de conciencia jurídica feminista. 
 

Se trata de un método que implica la creación colectiva de conocimiento jurídico 

feminista, a p artir d e l a puesta en  co mún d e l as experiencias d e v ida d e l as m ujeres. 

Tiene un dobl e e fecto: pe rmite una  m ovilización e n t orno a  l a m odificación de  l as 

estructuras y l as p rácticas l egales ex istentes y opera como u na au téntica i nstancia d e 

empoderamiento para las mujeres (Jaramillo, 2000), lo cual resulta fundamental dentro 

de una concepción de acceso a la justicia que no se limita al acceso a la jurisidicción o a 

los t ribunales propiamente di chos sino que  bus ca e quilibrar componentes de  j usticia 

formal y m aterial, a l os ef ectos de o btener r espuestas q ue s atisfagan l os i ntereses y 

necesidades específicas de las mujeres. 

Catharine M ackinnon considera que la toma de conciencia es el método 

feminista por excelencia y, más aún, entiende que se t rata de un meta-método, porque 

todas las metodologías jurídicas feministas derivan de él y no puede ser verificado por 

los métodos j urídicos t radicionales, pue sto que  ellos ope ran en un c ampo 

epistemológico que niega a las mujeres el poder de conocer o, en el mejor de los casos, 

el valor de su conocimiento (Mackinnon, 1984). Este método actuaría, en consecuencia, 

proveyendo una  estructura pa ra l os de más e laborados de sde e l f eminismo, que  

permitiría diseñar formas de análisis e intervención en el campo jurídico a partir de las 

propias p ercepciones d e l as m ujeres y u sarlos p ara d esafiar l as v ersiones d ominantes 

sobre la realidad social, al tiempo que permitiría ahondar en una concepción del acceso 

a la justicia los más amplia posible, que incluya el impacto de género en los análisis de 

la efectividad de los derechos civiles, económicos, sociales y cu lturales y garantice l a 

igualdad y la no discriminación.  

Algunas pensadoras (entre ellas, Millet, 1971; Schneider, 1986), enfatizan en la 

centralidad de la toma de conciencia con respecto a la relación dialéctica entre teoría y 

práctica, en el sentido de que revela la dimensión social de la experiencia personal y la 

dimensión individual de la experiencia social y, por lo tanto, la naturaleza política de la 

experiencia personal o la “dimensión estructural de las experiencias personales” (Millet, 

1971: 24, la traducción es propia).     
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Desde es ta p erspectiva, s e co nsidera q ue el  e stablecimiento d e l a t oma d e 

conciencia c omo m étodo j urídico pe rmite operar a nivel político e institucional, 

poniendo en evidencia los testimonios del patriarcado allí donde se encuentren. Tal y 

como explica Katherine Bartlett: 

"women use consciousness-raising when they publicly share their experiences 

as victims of marital rape, pornography, sexual harassment on the job, street 

hassling, and other forms of oppression and exclusion, in order to help change 

public perceptions about the meaning to women of events widely thought to be 

harmless or flattering" (Bartlett; 1990: 1124-1125).  

La c reación d e co nciencia, j untamente co n el  standpoint y la  u tilización de la 

experiencia de las mujeres como f uente de  c onocimiento j urídico, c onstituyen un  

proceso inherentemente transformador, no solo porque validan un grupo de la población 

históricamente invalidado, s ino t ambién por que pos ibilitan un c onocimiento y un/a 

conocedor/a “ situados” (Haraway, 1995 ). Q ue e l c onocimiento s ea s ituado y qu e l a 

persona que conoce también lo sea, rompe con el sujeto mítico, único y eterno, de las 

epistemologías j urídicas t radicionales ( androcéntricas) y a puesta por  un/ a s ujeto/a de  

derechos m arcado/a p or el  s istema s exo-género. A demás, indica que e l c onocimiento 

jurídico refleja l as perspectivas particulares de quien conoce y sus intereses, de  modo 

que constituye un método que se propone objetivos más fieles a un concepto de acceso a 

la j usticia q ue t iene en co nsideración la c omplejidad de l as s ociedades en  l as q ue 

vivimos, l as cuales es tán at ravesadas por l a opresión de l as m ujeres. De es ta m anera, 

constituye también un m étodo que  e ntiende que e l de recho no  es u n s istema 

autosuficiente, s ino que forma parte de es tructuras de subordinación muy sofisticadas, 

que tampoco pueden ser ai sladas fácilmente de otros s istemas opresivos, como los de 

clase u  o rigen s ocial o  ét nico, por  citar algunos ejemplos q ue s erán an alizados co n 

mayor profundidad en 3.1.2. y 3.2.2.  

Así las cosas, el método de la toma de conciencia ofrece un test para validar los 

principios legales aceptados, a través de la lente de la experiencia personal de las 

personas directamente afectadas por esos principios, pero no exige ser utilizado sólo por 

mujeres. De acuerdo con la idea aristotélica del razonamiento contextual -según la cual 

no es necesario que el sujeto conocedor reúna una serie de características innatas, sino 
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que basta con que tenga en cuenta las características de todos elementos, incluidas las 

personas que entran en la égida de conocimiento (Nussbaum, 1986:35), la creación de 

conciencia s ería un m étodo que  no e xcluiría l a pos ibilidad de  s er ut ilizado, s iempre 

desde un punto de vista emancipador, no solo por mujeres. En este sentido, Ruth Mestre 

apunta que, desde el punto de vista del proceso de investigación, el compromiso con el 

feminismo exige determinados límites y algunas reflexiones tanto metodológicas como 

epistemológicas: 

“Cal trobar un equilibri entre el poder de definició i construcció del coneixement 

vàlid dels investigadors (i teòrics) i  el poder dels subjectes de construir i  donar 

nom a les seues experiències. No obstant això, no estic dient que hem d’acceptar 

acríticament la  v isió d e la  r ealitat o  d e s í ma teix q ue tin ga u n d eterminat 

col·lectiu. És a d ir, no crec cegament que  qui  està millor capacitat pe r d ondar 

compta d’una situación de subordinació siguen necessàriament les persones que 

están patint aquesta s ituación de  subordinació. Les seues análisis i  percepcions 

són essencials, però potser no compten amb tots els elements que els permetrien 

analitzar i comprendre la situación propia; potser altres visions (i teories) aporten 

elements s ignificatius pel p rocès d ’explicació, co mprensió i  el aboració 

d’estratègies de canvi” (Mestre, 2006b: 22).   

En c onsonancia con e l c itado punt o de  vi sta, e l m étodo de  l a c reación de  

conciencia n o s ignifica acep tar l a i dea d e q ue l a t eoría f eminista p rivilegia u na 

perspectiva teórica sobre otra, sino que su principal contribución es la de hablar desde 

una perspectiva previamente silenciada. En palabras de Patricia Cain: 

“Our contributions are especially valuable, not because we speak from a female 

perspective, but because we speak from a previously-silenced perspective. We 

should fashion feminist legal theories with a view to uncovering the silences. At 

the same time, these theories should reflect our obligations to listen and to 

participate positively in the construction of another’s self-identity. Our theories 

must not rely on definitions that limit another's self-conception. We must be 

principled in our interactions with one another, yet must also be always open to 

the truth of the other's story." (Cain, 1990: 1114). 
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Por co nsiguiente el  m étodo f eminista d e l a t oma d e co nciencia, en e l á mbito 

jurídico, tiene tres grandes consecuencias que deben entenderse de forma no excluyente, 

sino complementaria: 

a) por  un l ado, s ignifica r edefinir l os de rechos de  l as m ujeres, r ecapturando 

aquellos pr incipios de l pa triarcado, c omo l os de  a utonomía i ndividual, i ntimidad, 

libertad d e ex presión y a sociación pa ra da rles un c ontenido que  s e ajuste a  l as 

experiencias y necesidades de las mujeres  (Scales, 1986; Cain, 1990; Mackinnon, 1984; 

1995);  

b) por otro, implica crear nuevos derechos o derechos específicos, allí donde los 

conceptos patriarcales no puedan ser redefinidos o no pe rmitan en modo alguno incluir 

a l as m ujeres y s us n ecesidades, as piraciones e i ntereses co ncretos (Dahl, 1 987; 

Wolgast, 1980) y 

c) f inalmente, es af ín a  u n co ncepto d e acceso a l a j usticia aco rde co n l as 

definiciones que va n m ás a llá de  l os pr ocesos y los r esultados ( Capítulo 1:  2.3) : no 

ignora el valor de las normas y los procedimientos judiciales, pero tampoco desconoce 

la necesidad de desarrollar políticas públicas y p rácticas institucionales que apunten a 

realizar los cambios estructurales necesarios para acabar con la subordinación social de 

las mujeres y para t ransformar profundamente el derecho, de modo tal que se puedan 

superar las tradicionales posiciones dogmático-formalistas y avanzar en la construcción 

de una concepción contextual y no androcéntrica del dercho, lo cual significa, también, 

avanzar en la construcción de una justicia de género.    

Se trata, en síntesis, de un proceso interactivo y colaborativo de articulación de 

las experiencias propias de las mujeres y de la construcción de significados colectivos, 

que s e c oncreta e n un a metodología de  ensayo y error, qu e t oma e n c onsideración e l 

riesgo, l a v ulnerabilidad y la ex periencia co ncreta, m ás q ue l a p recaución, l a 

imparcialidad y l a ab stracción d e l as metodologías ju rídicas tr adicionales. R esulta 

fundamental, e n e sta t area, pr iorizar e l va lor de l t rabajo e n e quipo por s obre l a 

autosuficiencia, así co mo l a n arrativa p ersonal por en cima d el análisis ab stracto. E l 

objetivo f inal e s conseguir e l empoderamiento de  l as m ujeres, individual y 

colectivamente consideradas (Bartlett; 1990). 
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Esta m etodología ha  sido i ncorporada ( al menos e n p arte) e n algunas 

legislaciones an tidiscriminatorias q ue s e b asan en el  r econocimiento e xpreso d e l a 

desigualdad estructural de mujeres y hombres en las sociedades, entre las que destacan, 

en E spaña, l a Ley Orgánica 3/ 2007, d e 22 d e m arzo, pa ra l a i gualdad e fectiva de  

mujeres y hom bres (LOIMH) y l a Ley Orgánica 1/ 2004, de 28 de  diciembre, de  

medidas de protección integral contra la violencia de género. Los detalles de esta última 

serán estudiados en e l capítulo 3 , opor tunidad en l a cual t ambién s e d esarrollarán los 

mecanismos de acceso  a la justicia que incorpora.   

 

2.2.3. El razonamiento práctico feminista. 
 

A partir de la noción tradicional de relevancia jurídica, este método intenta hacer 

que los procesos de creación de leyes sean sensibles a los temas que la doctrina legal 

tradicional no trata. C omo t ambién l o h ace el  método d e l a c reación de co nciencia, 

asume que los análisis feministas del derecho no sólo son contextuales sino que deben 

ser i ntroducidos en  l as metodologías j urídicas p ara d ar cu enta d e l a d iferencia d e l as 

mujeres en  l a ap licación d e l as n ormas. Lo q ue i nteresa es  considerar l as m últiples 

variables pos ibles, para l ograr i nterpretaciones cr eativas, m ás al lá d el p ensamiento 

dicotómico y de la ponderación de principios (Olsen, 2000). 

Desde es te m étodo n o s e r echazan l os es tándares j urídicos el aborados por l a 

doctrina tradicional (Barrère Unzueta, 1992), sino que se propone re-significarlos, para 

capturar l as n ecesidades e i ntereses p ropios d e las m ujeres y ap licarlos t eniendo en 

cuenta que  l as s ituaciones s on s iempre úni cas y, por  l o t anto, no pue den s er 

consideradas en abstracto (Jaramillo, 2000; Holtmaat, 2010).      

Algunas autoras ( en es pecial, l as m ás v inculadas al  f eminismo cu ltural, co mo 

Robin W est y S usan O kin) c uestionan l a idea de que para que el sistema jurídico 

funcione correctamente deben establecerse reglas "objetivas". Admiten que la legalidad 

tiene o debería tener ciertas virtudes, pero también c onsideran que ella solo debe ser 

entendida como garantía de un "juego limpio" (West, 1988: 1062), que no depende de la 

objetividad y la neutralidad que se cuestiona. A l mis mo tiempo, p lantean que tal vez 



116 

 

debamos pensar en redefinir esos términos, y probablemente usar otros, para encontrar 

los can ales ad ecuados para d ebatir las responsabilidades j urídicas de rivadas de  l a 

vulneración de derechos de las mujeres.  

Se de be a dvertir, s in e mbargo, que  l a di scusión acerca d el establecimiento d e 

reglas “ objetivas” n o imp lica renunciar a todos los estándares d e l as metodologías 

jurídicas tradicionales (la inducción, la racionalidad…) y mucho menos a las garantías 

constitucionales ( la i gualdad, l a i mparcialidad, l a i ndependencia, l a l egalidad…), s ino 

que s e t rata m ás b ien de d e-construirlos c ríticamente, d e in terpelarlos a  la  lu z d el 

sexismo y el androcentrismo que contienen y, solo cuando fuera necesario, se debería 

plantear s u s ustitución por  ot ros que  no a dolezcan de  t ales v icios ( Barrère Unzueta, 

1992) y s ean c apaces d e ca pturar l as v indicaciones d e l as m ujeres y s us n ecesidades 

jurídicas, tradicionalmente olvidadas (Cain, 1990).  

El r azonamiento pr áctico f eminista, c omo e l r esto de  l os m étodos j urídicos 

feministas, r equiere u n ejercicio complejo q ue parta d e l as e xperiencias concretas, 

integre tales experiencias en la teoría y utilice las teorías para una comprensión más 

profunda de esas experiencias. En esta tarea no se descartan los métodos especulativos, 

pero se p refieren los inductivos: construir a través de la experiencia, más que deducir 

principios abstractos y esquemas conceptuales globales no directamente conectados con 

la realidad. A simismo, exige qu e constantemente nos  i nterroguemos sobre las 

consecuencias personales de las legislaciones y las decisiones jurisdiccionales (Bartlett, 

1990).    

Por ot ra pa rte, e ste m étodo r equiere que  l a justificación de las normas sea 

tomada muy seriamente en consideración, de manera tal que nos sea posible distinguir 

todas las instancias de dominación p atriarcal, e specialmente l as m ás o cultas y t odas 

aquellas a l as q ue t engamos u n acc eso m ás d ificultoso. En un sistema definido por 

normas constitucionales, este método nos da la posibilidad de interpelar a las personas 

que di señan y aprueban l as n ormas ( law makers) y a sus intérpretes ( operadoras y 

operadores jurídicos, en general) para que escuchen y vean aquello cuya formación les 

había enseñado a ignorar (West, 1988: 1062).  

El r azonamiento p ráctico f eminista resupone, en c onsecuencia, q ue existen 

barreras de acceso a l a j usticia que nacen en e l mismo momento en que  se di señan y 
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aprueban l as l eyes y/o que s on c olocadas por  las pr opias pe rsonas qu e a plican e l 

derecho, t al y como t endremos opor tunidad de  demostrar en los capítulos 3 y 4 , e n 

particular, en  es te ú ltimo, cu ando s e an alicen l os di scursos de  l as y l os ope radores 

jurídicos que intervienen en casos de violencia de género, que fueron entrevistados en el 

transcurso de esta investigación.    

La influencia de las investigaciones de Carol Guilligan y de otras investigadoras 

vinculadas a lo que se conoce como feminismo cultural (tema sobre el que se volverá en 

3.2.1.),  ha dado lugar a algunas interpretaciones “psicologistas” (Smart, 1995:180) que 

sostienen que el r azonamiento pr áctico f eminista c onsiste, ta mbién, en te ner e n 

consideración que las mujeres razonan diferente de los hombres, que son más sensibles 

a la situación y al contexto; que se oponen a los principios universales y a las 

generalizaciones (especialmente aquellas que no se basan en sus propias experiencias) y 

que creen que las cuestiones prácticas de la vida cotidiana no deben ser descuidadas en 

favor de una justicia abstracta. En es pecial, e ste proceso de razonamiento ha tenido 

significado para muchas feministas que sostienen que la investigación individualizada 

es con frecuencia superior a la aplicación de reglas generales y que razonar desde el 

contexto permite un mayor respeto por la diferencia y por la perspectiva de los grupos 

con menos poder, así c omo e star m ás conectadas c on l a hum anidad y la vi da en 

general33.  

Este mé todo implica, de  he cho, va rios significados que  Katherine B artlett 

presenta como una combinación de algunos aspectos del modelo aristotélico clásico de 

la deliberación práctica con la perspectiva feminista centrada en identificar y tomar en 

consideración la perspectiva de las mujeres como grupo social excluido. En este sentido, 

la citada autora considera el razonamiento feminista práctico se construye sobre el modo 

tradicional de razonamiento práctico, aportando aspectos críticos y valores reflejados en 

otros métodos feministas, incluida la cuestión de las mujeres (Bartlett, 1990).  

Una de las críticas más interesantes que se le han dirigido a este método consiste 

en que la clásica exposición del razonamiento práctico toma en garantía la legitimidad 

de la comunidad cuyas normas expresa y, por esta razón, tiende a ser conservador. Sin 

embargo, esto no es así, porque el feminismo cuestiona esa legitimidad, al tiempo que 
                                                           
33 En este sentido es interesante el planteo de la teoría de la conexión de Robin West (ver West, 2000).  
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advierte que ninguna forma de razonamiento está libre del pasado ni de la comunidad de 

normas en las que se genera, especialmente cuando estamos hablando de derecho. Un 

derecho que, como se entiende desde la crítica feminista en general y, en especial, desde 

la perspectiva del acceso a la justicia, está siempre situado en un complejo contexto que 

va mucho más allá de la ley en sí  y que incluye una crítica a los valores y las prácticas 

que incorporan.  

El razonamiento práctico feminista cuestiona l as formas androcéntricas del 

razonamiento jurídico y busca revelar la opresión de las mujeres y otras perspectivas no 

representadas en la cultura jurídica dominante. No se trata de una oposición polar a un 

modelo "masculino" de razonamiento legal deductivo y no vinculado al contexto (en la 

actualidad, incluso los métodos jurídicos más convencionales asumen, en definitiva, que 

debe mirarse el contexto), sino de revelar las estructuras género opresivas del derecho, 

tarea para la cual el razonamiento práctico feminista se sirve de muchos elementos:   

"To be sure, feminist practical reasoning gives rationality new meanings. 

Feminist rationality acknowledges greater diversity in human experiences and 

the value of taking into account competing or inconsistent claims. It openly 

reveals its positional partiality and recognizes its own implications for the 

distribution and exercise of power. Feminist rationality also strives to integrate 

emotive and intellectual elements and to open up the possibilities of new 

situations rather than limit them with prescribed categories of analysis. Within 

these revised meanings, however, feminist method is and must be understable. It 

strives to make more sense of human experience, not less, and is to be judged 

upon its capacity to do so" (Bartlett, 1990: 1120).  

De es ta manera, el método de r eferencia puede aplicarse a muchos problemas, 

aunque sus más claras implicaciones se encuentran en la exclusión de las estructuras de 

la s ubordinación de  l as m ujeres, e n las reglas y principios que ha n r egido 

tradicionalmente el d erecho y la o rganización s ocial patriarcal. U no de  l os e jemplos 

históricos m ás c laros, en e ste s entido, e s e l d e la om isión de  considerar l a vi olación 

marital como un delito y, en general, todos los delitos vinculados a la libertad sexual de 

las m ujeres. P or es te motivo, s e ha  pue sto en c uestión que  el r azonamiento pr áctico 
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feminista sea tan solo un método. Los asuntos políticos y morales no están al margen de 

las decisiones jurídicas34.  

Los factores m encionados an teriormente, en  cu anto están necesariamente 

mezclados en el razonamiento legal deben hacerse ex plícitos y , en  co nsecuencia, se 

debe requerir a las operadoras y los operadores jurídicos que sean conscientes de ellos y 

que justifiquen sus decisiones a la luz de todos los elementos que tienen incidencia en 

los casos concretos. En tal sentido, se afirma que el razonamiento práctico convencional 

tiende a enmascarar, no a eliminar, estos factores, mientras que las juristas feministas 

muestran que las consideraciones denominadas neutrales en los procedimientos legales 

están guidas por ideologías que no sirven a los intereses de las mujeres. Por lo tanto, el 

razonamiento práctico feminista se presenta mucho más que como un método, como la 

"sustancia" cl ave para alertar sobre ciertas formas de injusticia que es tán detrás de l a 

ausencia de  consideración de  t odos estos asuntos. La pr opia Bartlett sostiene que  

razonar desde esta p erspectiva t iene u n p otencial t ransformador d e am plio es pectro, 

porque puede cambiar las propias percepciones del mundo (Bartlett, 1990: 1127).   

Desde e l f eminismo radical, e l r azonamiento p ráctico feminista ha s ido puesto 

bajo sospecha porque se considera, entre otras cuestiones, que este método puede abrir 

más oportunidades para las mujeres que s e i dentifican co n el  feminismo liberal, que 

retiene su foco en el individualismo y no provee una base para cuestionarlo, 

especialmente cu ando s e t rata d e u na individualidad que ha sido determinada por los 

hombres, más que elegida libremente. En este sentido se expresan Katherine Mackinnon 

y Christine Littleton, por ejemplo (ver Mackinnon, 1995 y Littleton, 1987).  

En general, estas críticas son consecuentes con la amplia tradición feminista que 

ataca l as b ases i deológicas d el l iberalismo j urídico, p ero n o cap turan en  s u t otal 

expresión las propuestas de la metodología del razonamiento práctico feminista, que no 

pretende e n m odo a lguno l egitimar l a opr esión de  l as m ujeres s ino de nunciarla y 

                                                           
34 La vinculación de los asuntos políticos y morales con el derecho trae a colación un clásico debate en el 

derecho, muy anterior a l os postulados feministas, ya que se remonta a la tradición aristotélica (Sandel, 

2011). Aristóteles, por cierto, negaba a l as mujeres la cal idad de ciudadanas y justificaba su exclusión, 

precisamente e n es tos t érminos ( morales). D e modo q ue el  feminismo r etoma e sta t radición, p ero 

cuestiona sus propias bases (Nussbaum, 2007).    
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erradicarla, más allá de la ideología político liberal o de otro tipo en la que se inscriba35. 

Por otra parte, estas críticas están relacionadas con un debate más amplio, cual es el del 

papel q ue el  d erecho t iene y/o d ebe t ener en l as l uchas p or l a em ancipación d e l as 

mujeres. S obre e ste t ema que  s e vol verá e n el c apítulo 3, donde  s e a nalizan l as 

propuestas legislativas para eliminar una de las formas más severas de discriminación 

de las mujeres, como lo es la violencia de género. 

      

2.2.4. La crítica jurídico-feminista postmoderna. 

 

La crítica postmoderna y, e n general, t odo e l pe nsamiento post-estructural, 

resuelve las críticas al problema del conocimiento ju rídico f eminista en un sentido 

diferente. Mientras la epistemología del standpoint recoloca la fuente de conocimiento y 

la traslada del opresor a la oprimida, la crítica postmoderna cuestiona la posibilidad de 

ese conocimiento, en cuanto descree de la existencia misma de las y los sujetos como 

fuentes del mismo. Es una crítica que rechaza el esencialismo e insiste en que el sujeto, 

incluida la mujer como sujeta, es al guien s in una identidad fija, que se constituye a 

través de múltiples estructuras y discursos, que interactúan y se contradicen entre sí. La 

realidad que es  experimentada por estos sujetos y s ujetas (incluida l a ju rídica) no es 

trascendente ni representativa, sino particular y fluctuante y se expresa a t ravés de un 

complejo devenir de diversos contextos sociales.  

Desde esta p erspectiva, e l ser humano, sea hombre o mujer, es entendido 

estrictamente como una construcción social, histórica y cultural y, p or l o t anto, 

cambiante. Se t rata d e una crítica que ha desafiado las oposiciones binarias en el 

lenguaje, en la ley y en otros sistemas sociales, que entienden la existencia de hombres 

y mujeres pol arizada, en grupos opuestos, en l os que  se privilegia la presencia de l os 

hombres, su racionalidad y  objetividad y se marginaliza la de l as mujeres, j unto a  su 

                                                           
35 Es i nteresante l a p ropuesta d e M artín B öhmer d e establecer u n d iálogo p osible en tre l as es cuelas 

liberales d e d erecho (a l as que p ertenecería, en  l íneas g enerales, el  f eminismo l iberal) y  el  feminismo 

radical, a  qu ien l e a tribuye un a r etórica menos pode rosa pe ro c on mayor pot encial t ransformador 

(Böhmer, 1993).  
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irracionalidad y s ubjetividad. La p erspectiva pos tmoderna r emueve las bases de esas 

oposiciones desde todos los sistemas de poder o de verdad que reclaman legitimidad a 

partir de fuentes o autoridades externas:  

"The postmodern critique of foundationalism has made its way into legal 

discourse through the critical legal studies movement. The feminists associated 

with this movement have stressed both the indeterminacy of law and the extent 

to which law, despite its claim to neutrality and objectivity, masks particular 

hierarchies and distributions of power. These feminists have engaged in 

deconstructive projects that have revealed the hidden gender bias of a wide 

range of laws and legal assumptions. Basic to these projects has been the critical 

insight that not only law itself, but also the criteria for legal validity and 

legitimacy, are social constructs rather than universal givens" (Bartlett, 1990:  

1129).  

De acuerdo con Cain, el desafío de las críticas postmodernas al feminismo ataca 

las pr opias raíces de  l as e pistemologías f eministas, pue s al de struir l a n oción de  un  

sujeto trascendente, niegan a las mujeres la posibilidad autodefinirse y al feminismo la 

de construir una teoría basada en ese proceso de autodefinición (Cain, 1990: 1114).  

Las críticas postmodernas al derecho encontraron su apogeo, paradojalmente, en 

un momento en el que las denominadas políticas de reconocimiento ganaron terreno y 

consiguieron algunos logros, justamente en el terreno jurídico. Entre ellos destacan, por 

ejemplo, e l r econocimiento de  c iertos de rechos vi nculados c on l a di versidad s exual 

(como el  derecho a l a reasignación de sexo) y las reformas a l as leyes de matrimonio, 

que pe rmitieron l a uni ón de  p ersonas de l m ismo s exo ba jo e sta institución ( como 

sucedió en España, Holanda y otros pocos países, tanto en Europa como en el resto del 

mundo). S in embargo, de acuerdo con a lgunas autoras, entre l as que  destaca la c itada 

Martha Nussbaum, las críticas postmodernas amenazaron las estructuras de poder pero 

también las políticas feministas ( Nussbaum, 19 99), por que l es n egaron s u m ás alto 

potencial, expresado a través del lema lo personal es político36: el reconocimiento de las 

                                                           
36  El lema “lo personal e s político” surge en el seno del movimiento de derechos civiles en E.E.U.U. 

(Chapman, 1997:  108) . En l os a ños sesenta,  no s ólo s e h abía e xtendido de ntro de l movimiento de  

mujeres s ino t ambién de ntro de l m ovimiento h ippie, en tre o tros. El f eminismo r adical, q ue t ambién 
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mujeres c omo i ndividuas y como grupo s ocial s ubordinado y d e un a a rticulación 

política co mún d e s us principales v indicaciones d e j usticia s ocial. E ste t ema s erá 

reanudado en  l os capítulos 3  y 4, cu ando s e analicen l as estrategias d e ac ceso a l a 

justicia de las mujeres, en especial, de las víctimas de violencia de género. 

 

2.2.5. La reapropiación feminista de los derechos de las mujeres. 

 

El r econocimiento de  l as m ujeres c omo s ujetas de  de rechos di o l ugar a l 

surgimiento de una serie de políticas públicas, de legislaciones específicas y de nuevos 

mecanismos de acceso a  l a j usticia para r egularlos. Este proceso se produjo de  forma 

dispar en los distintos países europeos y del denominado mundo occidental.  

En el plano de la legislación internacional, tal como se adelantó en el Capítulo 1, 

esta et apa s e i naugura a m ediados d e l os a ños s etenta de l s iglo pa sado, c on l a 

aprobación de  l a C EDAW37. E n el  cas o d e E spaña, el  cam ino s e i nicia a partir d e l a 

                                                                                                                                                                          
emerge en  es a ép oca, lo i nterpretó en  u n s entido mucho más a mplio. Mi entras p ara l os d emás 

movimientos significaba, básicamente, un modo de vivir la vida, para las feministas implicó la búsqueda 

colectiva de soluciones a la opresión de las mujeres (Echols, 1989: 18). 

37 Los antecedentes del reconocimiento de los derechos de las mujeres en el plano internacional se sitúan, 

no obstante, a p rincipios de siglo XX, momento a p artir del cual  se suceden una serie de instrumentos 

jurídicos destinados a prevenir, reprimir y sancionar la trata de mujeres para su explotación sexual, entre 

los que se e ncuentran: el  Acuerdo I nternacional p ara l a Supresión del T ráfico d e Esclavas B lancas de 

1904, c elebrado c on el obj etivo de i mpulsar a l os gobiernos a tomar medidas co ntra l a “ captación d e 

mujeres y niñas para dedicarlas a fines inmorales en el extranjero”; el Acuerdo Internacional de 18 de 

mayo de 1904, para la represión de la trata de blancas; el Convenio Internacional del 4 de mayo de 1910 

para la represión de la trata de blancas; el Convenio de 1919 de Saint-Germain-en-Laye para la completa 

supresión de la esclavitud en todas sus formas; la Convención de Ginebra contra la Esclavitud, de 1926; 

la Convención Internacional del 11 de octubre de 1933 para la represión de la trata de mujeres mayores de 

edad; el Protocolo de la Asamblea general de las Naciones Unidas, aprobado el 3 de diciembre de 1948, 

que modifica todos los anteriores y sienta las bases para la aprobación del  Convenio para la represión de 

la trata de personas y de la explotación de la prostitución ajena, adoptado por la Asamblea General de las 

Naciones U nidas e l 2 de  di ciembre de  1949,  a ún v igente. Las di sposiciones de  l a O rganización 

Internacional del Trabajo que consagran el derecho a l a igualdad salarial, a p artir del año 1947, también 

pueden citarse en este marco de antecedentes, así como el reconocimiento del derecho al sufragio de las 
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creación del Instituto de la Mujer (1983); se avanza un poco más en la primera mitad de 

la dé cada d e 1990 ( Bodelón, 2008a ), y s e pr ofundiza e n é l ya entrado el s iglo X XI, 

mediante una  s erie de  di sposiciones a  ni vel l egislativo y de  pol íticas públ icas pa ra l a 

igualdad. S e t rata d e u n r ecorrido q ue n o h a estado ex ento d e grandes r etrocesos, 

especialmente en los últimos cuatro años38.  

Determinados aspectos de l as l eyes españolas s ancionadas d urante es ta et apa 

recogen, al m enos p arcialmente, al gunas r eivindicaciones y m etodologías f eministas. 

Cuanto mayor ha sido la recepción de esos elementos, mayor ha sido el choque con las 

tradicionales estructuras androcéntricas de  las instituciones, que  se han mostrado muy 

resistentes a  l os c ambios pr omovidos de sde e stos nue vos m arcos nor mativos, 

especialmente en el  ám bito j udicial, en  d onde persiste l a u tilización d e es tándares 

androcéntricos en  l a r esolución de  c onflictos, e n g eneral, y en pa rticular, e n a quellos 

directamente r elacionados co n l a d esigualdad s exual es tructural en tre h ombres y 

mujeres e n nue stra s ociedad. A sí l o de muestran, por  e jemplo, y entre m uchas ot ras 

contribuciones, tanto de organismos públicos como privados, los estudios publicados en 

los úl timos a ños por  e l Observatorio c ontra l a V iolencia D oméstica y de G énero d el 

Consejo G eneral d el P oder J udicial39 y l a E ntidad d e l as N aciones U nidas p ara l a 

Igualdad de Género y el Empoderamiento de las Mujeres, también conocida por ONU 

Mujeres, tal y como se la denominará de aquí en adelante. 

El m étodo d e l a r eapropiación f eminista d e l os derechos d e l as m ujeres p arte, 

precisamente, de las dificultades que ha planteado el desarrollo de las políticas públicas 

                                                                                                                                                                          
mujeres, que comienza a establecerse en el período de entre-guerras, pero se expande a partir de mediados 

del s iglo pa sado. S in e mbargo, e s l a CEDAW e l i nstrumento qu e marca e l pun to de  inflexión e n l a 

historia del reconocimiento de las mujeres como sujetas de derechos. Es a partir de es ta norma que se 

inicia el recorrido para eliminar las barreras que tradicionalmente impidieron la libertad y la seguridad de 

las mujeres. Un recorrido todavía inacabado y lleno de dificultades. 

38 Ruth M estre d a cu enta d e m uchos d e es tos r etrocesos y s u i mpacto en  l a ci udadanía ( ver M estre i  

Mestre, 2 010). E n el  cap ítulo 3  s e a nalizarán co n d etalle l as medidas q ue, e n es te contexto, fueron 

adoptadas para dar respuesta a la violencia de género. 

39 Ver http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Violencia_domestica_y_de_genero y  

http://www.unwomen.org/es/about-us/about-un-women/ (última consulta, 3 de enero de 2014).   

http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Violencia_domestica_y_de_genero
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orientadas a el iminar l a d esigualdad s ocial es tructural en tre m ujeres y h ombres en  

nuestra sociedad y en la aplicación de la legislación consecuente con esta premisa.  

En líneas generales, esta metodología consiste en:  

a) hacer un seguimiento permanente del diseño, aprobación y aplicación de las 

políticas públ icas y la legislación que t ienen por objeto la igualdad de género o a lgún 

problema vinculado a ella, como la violencia sobre las mujeres, entre otros;  

b) ev idenciar l a au sencia d e p olíticas p úblicas y/o d e l a l egislación n ecesaria 

para eliminar la desigualdad entre hombres y mujeres y las discriminaciones basadas en 

el g énero, as í co mo s us m uchas co nsecuencias d esastrosas y d añinas d e l os d erechos 

humanos de las mujeres;  

c) d enunciar l a implementación d e la s p olíticas p úblicas y l a le gislación d e 

género a través de estándares, criterios o estructuras androcéntricas, que desvirtúan los 

fundamentos de las mismas y constituyen una barrera en su ejecución, de modo que se 

traducen en un grave obstáculo de acceso a la justicia.   

En l a génesis de l de sarrollo de  e ste m étodo s e i nscriben, po r e jemplo, l os 

informes de los comité de seguimiento de la  CEDAW40 y todos aquellos documentos 

elaborados por  o rganismos públ icos o pr ivados que  r evelan l as i rregularidades 

encontradas en el ámbito de la aplicación de la legislación y el desarrollo de las políticas 

públicas p ara l a i gualdad d e género, así co mo l as d ificultades q ue experimentan l as 

mujeres en la búsqueda de justicia ante las vulneraciones de sus derechos. Merecen ser 

destacadas, en  es pecial, l as d enuncias y acciones q ue, co n es ta m isma f inalidad, s on 

desarrolladas por las organizaciones no gubernamentales que velan por el cumplimiento 

de los derechos humanos de las mujeres por parte de los Estados, entre las que destacan 

las publicadas por el Lobby Europeo de Mujeres y Amnesty International, entre muchas 

otras.  

Se volverá sobre este punto en los capítulos 3 y 4. 

 

                                                           
40  Ver http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/ (última consulta, 4 de enero de 2014). 

http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/
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3. El proyecto jurídico feminista.   

 

De acuerdo con Encarna Bodelón, las reflexiones de las mujeres sobre su situación 

en e l m undo s on de  l arga da ta ( Bodelón, 200 9). E l pe ríodo de  l a Ilustración, por  

ejemplo, e s s eñalado po r a lgunas autoras como a quel que  i naugura un  pe nsamiento 

feminista centrado en brindar las claves para una nueva construcción teórica (Amorós, 

1997). D esde un punt o de  vi sta hi stórico, t odas l as a portaciones r ealizadas por  l as 

mujeres constituyen un antecedente invaluable para las teorías jurídicas feministas y las 

enriquecen, pero no fueron traducidas, al menos en el momento en que se produjeron, 

en teorías jurídicas feministas.   

El escenario sobre el que inició su andadura el denominado feminismo de la 

segunda ola41, de  fuerte t radición i lustrada, es e l que permitió a rticular -a partir de la 

crítica feminista- el desarrollo l os discursos alternativos sobre el derecho y la justicia 

sobre los que se construyeron los cimientos en los que se asientan las pautas que, en la 

actualidad, permiten en tender la problemática que nos ocupa d e u na m anera m ás 

comprensiva. En e ste sentido, considero qu e e l pe nsamiento j urídico feminista 

propiamente di cho i rrumpe e n l a segunda mitad del siglo pasado. E ste m omento 
                                                           
41 Hablar de feminismos de primera, segunda y tercera ola es otra práctica común dentro de la 

epistemología feminista. El denominado feminismo de primera ola comprende un amplio espectro de 

demandas de igualdad ante la ley, que abarcan no sólo el derecho al voto, sino también a la educación, al 

patrimonio, etc. Aunque muchas veces se lo identifica con el movimiento sufragista del siglo XIX, sus 

antecedentes se remontan al período contemporáneo a la Revolución Francesa, tal como lo demuestran las 

obras de Mary Wollstonecraft (A vindacation of the Rights of Woman, publicada en el Reino Unido en 

1792) y de la c itada Olympe de Gouges (La Déclaration des droits de la femme et de la citoyenne, 

publicada en Francia en septiembre de 1791). Algunas autoras incluso lo ubican en tiempos previos a la 

Ilustración (Amorós, 1997 y 2000). El feminismo de segunda ola se identifica con los movimientos de 

liberación de la mujer de la post-guerra. Cobró fuerza en la década de 1960, una vez reconocida la 

ciudadanía política de las mujeres y su principal reclamo se centró en el reconocimiento de la ciudadanía 

social femenina, esto es, en una igualdad vindicativa, que trascendiera las fronteras de lo jurídico, 

mediante una fuerte politización de los temas relativos a la desigualdad entre hombres y mujeres y a la 

violencia de género. La tercera ola del feminismo surge en la década de 1980, una vez consolidada la 

igualdad formal de derechos, y ha puesto de manifiesto las deficiencias para la consecución de esa 

igualdad en la práctica, cuestionando al mismo tiempo el propio significado de la igualdad (Bodelón, 

2002). 
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coincide con e l resurgimiento del movimiento feminista, luego del largo letargo en el 

que se había sumido el movimiento de mujeres durante la convulsionada etapa 

inmediatamente p osterior a  la post-guerra. E n paralelo, s e comienza a  r egistrar u n 

notable aumento de la presencia de mujeres en el denominado mercado laboral formal y 

en las profesiones liberales (en especial, las jurídicas).  

En opi nión de  M.D.A. F reeman, e l f eminismo j urídico se p resenta como una 

“natural extensión del compromiso epistemológico feminista en torno a crear instancias 

de reflexión y análisis sobre todo tipo de discurso” (Freeman, 1994: 1026). S i s e 

compara su desarrollo con el producido en otras áreas de conocimiento, constituye una 

de las expresiones más tardías del mo vimiento d e mu jeres en su conjunto. En es te 

sentido, se afirma que se trata de una corriente que se asienta sobre las huellas que los 

tacones de la sociología, la filosofía política y la historia feminista venían dejando desde 

hace más tiempo y camina interactuando con ellas, r indiendo a sí t ributo al d iálogo 

interdisciplinar que caracteriza a los estudios de género (Kohen, 2000: 76-77).  

Las miradas feministas del derecho recogen a lgunos postulados que la sociología 

jurídica había elaborado especialmente desde los años treinta, habiéndose inspirado, en 

muchos aspectos, en el realismo jurídico y en e l mo vimiento d e a cceso a  la  ju sticia 

promovido a partir de los años sesenta, con un de sarrollo especial en EE.UU -como se 

vio e n e l capítulo 1 - con los Critical Legal Studies a l a cab eza, corriente a la que 

pertenecen algunas reconocidas feministas, como es el caso de Clare Dalton y Martha 

Minow, entre otras.  

En el contexto anglosajón, los análisis feministas del derecho suelen identificarse 

con la expresión “Feminist J urisprudence” ( Jurisprudencia Feminista). S e t rata d e u n 

grupo de estudios críticos sobre el derecho que coincide parcialmente con el que surge 

de l os Critical Legal Studies, pe ro que  r ecoge e lementos pa ra un análisis j urídico 

feminista p rovenientes de o tros p aisajes i ntelectuales, at ravesados p or el f eminismo 

francés, la filosofía, la psicología y la sociología feminista, la teoría literaria y la historia 

social (Bodelón, 1998a: 10)42. 

                                                           
42 Se considera que el término “Feminist Jurisprudence” fue trazado por Ann Scales, en 1978, en una 

conferencia que tuvo lugar en la Universidad de Harvard, que se convirtió luego en un artículo publicado 

en 1981, bajo el título de "Toward a Feminist Jurisprudence" (Hacia una Jurisprudencia Feminista). Poco 
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Los análisis feministas sobre el derecho comparten -con otras visiones críticas que 

han s ido analizadas en el Capítulo 1- su fuerte cuestionamiento a la lógica positivista 

inherente a las normas y al rol de las estructuras jurídicas en la legitimación de las 

desigualdades sociales relacionadas con la clase o el estatus, c omo a sí t ambién s u 

diagnóstico s obre l a enorme b recha q ue s epara l os p receptos j urídicos d e l a r ealidad 

social y q ue al ejan a l as p ersonas d e la ju sticia. S in embargo, han adquirido una 

especificidad que les es propia.  

En un intento de resumir las numerosas influencias que los análisis feministas del 

derecho han recibido desde sus comienzos, la socióloga británica Carol Smart las 

agrupa bajo el rótulo de “teorías feministas socio-jurídicas” (Smart, 2000:31).  

Como sucede en otros ámbitos de producción teórica (ver, e ntre otras, R omito y 

Volpato, 2005), se debate si los análisis feministas del derecho pueden (o deben) ser 

considerados como una teoría.   

Para algunas autoras, como Robin West, por ejemplo, es políticamente imposible 

afirmar una teoría feminista del derecho, porque “[ l]a brecha existente entre la 

descripción de la naturaleza humana propuesta o explicada por la teoría del derecho y la 

descripción de la mujer explicada por la teoría feminista, refleja un obstáculo político 

real para el desarrollo de una `teoría feminista del derecho´:  las feministas se toman en 

serio la humanidad de la mujer, mientras que la teoría del derecho no, ya que el derecho 

tampoco lo hace (West, 2000: 74)43. 

Otras voces, en cambio, consideran que no es recomendable hablar de teoría jurídica 

feminista, pero desde otro punto de vista. Así, María Ángeles Barrère Unzueta entiende 

que existen ya demasiadas definiciones, muchos planteamientos sobre lo que supone 

hacer teoría del derecho y que, sin embargo, no resultan tales las tendencias jurídicas del 

                                                                                                                                                                          
tiempo después, en 1983, Catherine MacKinnon lo incluyó en su influyente trabajo “Feminismo, 

Marxismo, Método y el Estado: Hacia una Jurisprudencia Feminista” ("Feminism, Marxism, Method and 

the State: Toward a Feminist Jurisprudence"), que posteriormente incluyó (con importantes mejoras), en 

su ya clásica obra: “Hacia una Teoría Feminista del Estado” (“Toward a Feminist Theory of the State”, 

Mackinnon, 1989),  de acuerdo con la síntesis de Freeman (1994: 1027). 

43 Los análisis del derecho vinculados a esta postura, serán desarrollados en 3.2.1. 
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feminismo. Esta autora aclara que, incluso si se aceptara la existencia de una teoría 

jurídica feminista, la misma no debería ser separada de la teoría garantista del derecho 

(haciendo expresa referencia a la elaborada por Luigi Ferrajoli). En sus propias 

palabras:  

“el feminismo debe canalizarse a través de un planteamiento genéricamente 

garantista para adquirir un bagaje axiológico-jurídico de probada utilidad 

histórica, al mismo tiempo que ha de contribuir con su especial potencial 

ideológico-crítico a la elaboración de técnicas garantistas destinadas 

específicamente a la lucha contra la subordinación de la mujer” (Barrère 

Unzueta, 1992: 88).  

Desde esta perspectiva, la reconceptualización del derecho que se plantea desde 

algunas expresiones del feminismo jurídico (ver, entre otras, Stang Dahl, 1987; Facio, 

1999; Holtmaat, 2010) no significa suplir una serie de valores jurídicos (como la 

racionalidad, la imparcialidad, la consistencia, etc.) por otros, sino “deconstruir” 

críticamente una serie de conceptos jurídicos (sexistas) y “reconstruirlos”; s ólo en 

ciertos casos será necesario construir otros (Barrère Unzueta, 1992: 87). 

Encarna Bodelón es otra de las autoras que considera que los análisis feministas 

del de recho no de ben s er e ntendidos c omo una  s ustitución de  l a t eoría j urídica 

tradicional por  una  t eoría j urídica feminista. D esde s u punt o de  vi sta, l os a nálisis 

feministas del derecho deben expandir el marco del estudio de las normas jurídicas, a  

través d e l a i ncorporación d el an álisis d e l as p rácticas s ociales q ue s e i ncluyen en  el  

ámbito de  l o j urídico. E n c onsecuencia, pr opone que  l as m etodologías f eministas s e 

utilicen e n el c ontexto de l os e studios s ocio-jurídicos y de n c uenta t ambién de  l a 

actividad de los tribunales y de las operadoras y operadores jurídicos, de modo tal que 

sirva, al mismo tiempo, para romper la distinción entre teoría legal feminista y estudios 

socio-jurídicos feministas (Bodelón, 1999: 213 y 312).        

Por mi parte, estimo que sí se puede hablar de una teoría jurídica feminista, siempre 

y cuando no pretenda constituirse en “la teoría” ni revelar verdades absolutas, pues, de 

lo contrario, se estaría traicionando uno de los elementos que caracterizan la riqueza y el 

valor epistémico del pensamiento feminista en su conjunto. Se debe aquí recordar que el 

pensamiento feminista recoge una gran pluralidad de puntos de vista, que se encuentran 
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en permanente revisión y se oponen a una visión estática y monocromática de nuestra 

existencia. Tal y como nos lo recuerda Alison Jaggar, el pensamiento feminista es plural 

por e xcelencia ( Jaggar, 1984: 25)  y e n e sa pl uralidad de scansa una  de  sus m ayores 

virtudes. 

Por otro lado, la combinación de elementos descriptivos con análisis normativos que 

plantea el feminismo en el ámbito de los estudios del derecho retoma una característica 

propia de la teoría política feminista: la  q ue le p ermite superar las distinciones 

tradicionales de la teoría política, la teoría jurídica y la sociología jurídica tradicionales, 

y muchas de sus limitaciones (Bodelón, 1998a).  

En s íntesis, e l pensamiento jurídico feminista en torno al derecho y al papel que 

cumple y/o debe cumplir en la creación de nuevos escenarios para la vida y la libertad 

de las mujeres presenta, como el pensamiento feminista en general, una gran 

diversidad44: r ecibe las influencias de diversos r angos de ideas y di sciplinas ( Kohen, 

2000: 77) y , como en e l t erreno pol ítico, en particular, debate intensamente hasta qué  

punto pue de e sperar obt ener r econocimiento e n las agendas públicas y en los marcos 

institucionales característicos de cada sociedad en concreto, s iguiendo e l r itmo de  l os 

canales tradicionales de participación, o debe plantear nuevas formas de hacer política y 

usar nuevos espacios para la política, que prescindan de los mismos. 

Desde mi punto de vista, el lema feminista “lo personal es político”, trasladado al  

campo de las reflexiones de los feminismos sobre el  derecho, adquiere la forma de un 

auténtico proyecto jurídico feminista45, que impulsa la búsqueda de los elementos 

                                                           
44 Las discusiones que existen en el interior del amplio y plural movimiento feminista se dan en relación 

con varios temas, pero es probable que los desacuerdos más animados sean los que tienen que ver con el 

tratamiento jurídico de la prostitución adulta y la pornografía (Mestre i Mestre, 2010; Heim, 2012). Otros 

de l os as pectos más co ntrovertidos, t anto d entro y  fuera d el f eminismo, se v inculan co n l os d erechos 

sexuales y r eproductivos, en  p articular, co n l as d iferentes t écnicas d e r eproducción humana a sistida, 

incluida la maternidad subrogada (Smart, 2000).  

45 La expresión proyecto jurídico y el sentido que aquí se le atribuye a la misma, han sido inspiradas en 

los análisis de Pietro Costa, realizados en su obra “Il Progetto Giuridico”, pero con un contenido 

diferente. El autor italiano analiza el modelo que se desarrolla a partir del siglo XVIII en Inglaterra y que, 

bajo la forma de una teoría tendencialmente global de la sociedad, sirvió de base para el asentamiento de 

los estados de derecho trazados en el contexto del liberalismo político y para la consolidación del poder 
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teóricos y prácticos que resultan necesarios para formular un diagnóstico de la situación 

de las mujeres en nuestra sociedad y describir el estado de cosas existente (la sociedad 

de la dominación patriarcal), al tiempo que delinea las bases del estado de cosas ideal al 

que se quiere llegar (una sociedad libre de relaciones de dominio).  

Se trata de un proyecto en el que convergen muy variados puntos de vista (como se 

verá más adelante), pero que no ha estado reñido con la construcción de una plataforma 

feminista crítica común. E sta pl ataforma, de acuerdo con un resumen pr esentado po r 

Ruth Mestre (Mestre i Mestre, 2008: 23), se manifiesta en -al menos- tres hipótesis que, 

de manera resumida, se pueden describir del siguiente modo:  

a) El derecho expresa, construye y refuerza relaciones de poder sexuadas (Smart, 

1989). 

b) El compromiso y la tarea feminista consisten en alterar ese sistema de poder en 

las relaciones entre los sexos. Para ello, se debe analizar no sólo el papel que juega el  

derecho en la construcción de y/o mantenimiento de la desigualdad y la discriminación 

sexual, sino también el rol que el derecho tiene o podría tener en la alteración de tales 

relaciones de poder. 

c) La igualdad entre los sexos debe ser, a la vez, un rasgo esencial y un elemento 

constitutivo de nuestro sistema jurídico. 

Dentro de este proyecto, a su vez, se plantean diferentes usos del derecho, todos los 

cuales -sin detrimento de la variedad de significados que encierran- tienen algunos 

objetivos compartidos, entre los que se encuentran:  

                                                                                                                                                                          
de la burguesía. El concepto de proyecto jurídico, en el citado texto, no solo incluye un análisis de la 

filosofía política del liberalismo anglosajón que ha inspira a dichos modelos, sino también las prácticas 

jurídicas a las que dan lugar, en cuanto elementos performativos de la teoría jurídica y los discursos y 

dinámicas de dominio (Costa, 1974: X-XI). Las teorías jurídicas feministas van en dirección contraria a la 

legitimación de unos discursos y prácticas de dominio. Sin embargo, comparten con el proyecto jurídico 

de la modernidad, la capacidad de describir la realidad y de desarrollar los discursos y las prácticas para 

transformarla.    
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a) por  un  l ado, el de  o poner una fuerte resistencia a la instrumentalización del 

derecho como estrategia para instaurar y perpetuar las relaciones de opresión y 

subordinación presentes en el patriarcado y,  

b) por otro, el de plantear usos de la legislación y de las instituciones jurídicas que 

sean compatibles con una teoría y una práctica de emancipación. 

Esto s ignifica q ue el proyecto ju rídico f eminista s e p lantea el a cceso a  la  ju sticia 

como una  f orma de  l uchar contra l a op resión d e género y como un i nstrumento para 

protección de los derechos de las mujeres, todo lo cual exige y, a la vez da por supuesta, 

la n ecesidad d e crear una s erie d e condiciones destinadas a d estruir l os profundos 

cimientos del patriarcado, sobre los que se ha instalado la desiguladad social estructural 

entre hombres y mujeres. Ello supone, en definitiva, establecer unas nuevas bases para 

la construcción del derecho.     

Las categorizaciones tradicionales establecen tres grandes corrientes feministas que 

intervienen, también, en los análisis feministas del derecho y son: la liberal, la radical y 

la socialista (Jaggar, 1 983; R ivera; 1994;  Bodelón, 2002) . S us teorías y prácticas, 

muchas veces confusamente delimitadas, se entremezclan en una tensión no  resuelta de 

concepciones distintas sobre cuál es el problema y el lugar que en la sociedad ocupa el 

mismo; esto es, “qué es el sexo, cómo se crea, cómo se moldea y se vive socialmente”, 

mientras que también “difieren en su explicación sobre qué es lo malo en la desigualdad 

de los sexos, cómo daña y qué hay que hacer para cambiarlo”  (Mackinnon, 1989: 87).  

Otras clasificaciones, recogiendo las influencias de las corrientes anteriormente 

mencionadas, distinguen dos grandes líneas teóricas:  la de los llamados feminismos de 

la igualdad, que por lo general se asientan en las ideas y prácticas políticas, filosóficas y 

jurídicas propias del desarrollo del movimiento feminista en el ámbito anglosajón; y la 

de los feminismos de la diferencia, usualmente identificados con las teorías y prácticas 

lideradas por las feministas de la diferencia francesas e italianas, los movimientos 

feministas radicales de los años setenta y los movimientos feministas más vinculados 

con la izquierda (Bodelón,1995: 205-206 y 2002). 

Además de los elementos propios de las teorías liberales y socialistas y  del 

feminismo radical y cultural, el proyecto jurídico feminista ta mbién h a r ecibido el 

influjo otras teorías críticas (en especial, de los análisis marxistas del derecho surgidos 
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de la Escuela de Frankfurt), del pensamiento postmoderno y postcolonialista, de las 

teorías psicoanalíticas, de los movimientos pacifistas y  ecologistas, de los movimientos 

por los derechos civiles y del movimiento anti-racial (especialmente en el contexto de 

los EE.UU), del movimiento de mujeres lesbianas y transgénero y de las teorías queer, 

entre otras.  

Todos estos factores han tenido un profundo impacto en los debates actuales sobre 

feminismo y derecho y han contribuido a repensar algunas categorías jurídicas, 

especialmente en lo que respecta al derecho de familia (Smart, 2010) y al derecho penal 

(Larrauri, 2007; Maqueda, 2006; Bodelón, 2008; Laurenzo, 2008). T ambién ha n s ido 

fundamentales para ampliar el concepto de acceso a la justicia y sus implicaciones en la 

construcción de la libertad de las mujeres. 

Sin perjuicio de la artificiosidad de las clasificaciones que puedan establecerse y de 

su mayor o menor capacidad para capturar la gran riqueza de aportaciones que el 

feminismo jurídico ha recibido en el transcurso de su andadura, lo que interesa resaltar 

es que estamos hablando de un gran proyecto crítico, heredero de un enorme universo 

progresista, en el que confluyen ideologías y tradiciones epistemológicas de muy 

variado cuño, pero inspiradas por el deseo primario de conseguir la cabal consideración 

de las mujeres como sujetas plenas de derechos y la efectiva vigencia de sus derechos 

de ciudadanía.  

En las dos últimas décadas, ha ido en aumento la tendencia a presentar las teorías 

feministas y -en especial- sus análisis del derecho, de acuerdo a sus diferentes fases de 

desarrollo (Kohen, 2000; Smart, 2000). Siguiendo esa tesitura, y haciendo un 

interesante recorrido panorámico por el movimiento feminista de la segunda ola desde 

sus orígenes hasta la actualidad, Nancy Fraser propone una nueva categorización (Fraser 

2008 y 2009). La misma conecta las transformaciones que se han ido dando dentro de 

este movimiento con los cambios producidos en EE.UU. y Europa Occidental en los 

últimos cincuenta años y, en particular, con los desafíos que propone el denominado 

proceso de globalización, que caracteriza al capitalismo tardío (J. Y oung, 2011,  

Bauman, 1998).  

En las propias palabras de la autora de referencia, la clasificación que propone es 

“más histórica y menos autocomplaciente” y va más allá de la presentación del 
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feminismo como un relato de progreso, que narra el paso de un movimiento dominado 

por mujeres heterosexuales blancas de clase media a otro más amplio, inclusivo, “que se 

preocupa más por los intereses de las lesbianas, las mujeres de color y/o las mujeres 

pobres y de clase trabajadora” (Fraser, 2008: 187).    

Nancy Fraser entiende al movimiento feminista contemporáneo como un fenómeno 

social de nuestra época que se vincula de maneras muy concretas con el contexto 

histórico y político general en el que se desarrolla, al menos en EE.UU. y en Europa, y 

que siguiendo la tónica de dividirlo en fases o etapas, puede agruparse en tres46: 

a) La primera, se manifiesta en la plataforma de las socialdemocracias posteriores 

al final de la Segunda Guerra mundial y coincide con la emergencia de los 

grandes movimientos sociales y de derechos civiles de los años sesenta y setenta 

del s iglo X X. D urante e ste pe ríodo, l os pr incipales obj etivos de l m ovimiento 

feminista e stuvieron c entrados e n l a i dea de  c onseguir que  l as m ujeres s e 

consideraran c omo s ujetas de  de recho. S e de sarrolla, e n c onsecuencia, l o que  

denominaré como “proyecto j urídico de afirmación feminista”. E l concepto de  

acceso a l a j usticia que s ubyace a este p royecto se en cuentra fuertemente 

vinculado a una idea de igualdad vindicativa, que en ocasiones se ha limitado a 

la i gualdad d e opor tunidades. S e t rata d e r eclamar l os d erechos p reviamente 

negados y, por  consiguiente, l a mirada se di rige, en especial, hacia l as normas 

jurídicas que habían impedido el desarrollo de la ciudadanía de las mujeres. 

  

b) La segunda f ase d el f eminismo co ntemporáneo ap arece en el m arco del 

poscomunismo, el poscolonialismo y  la apuesta por la denominada Tercera Vía 

en Europa47, que se da en paralelo al desplazamiento del neoliberalismo como 

                                                           
46 Como las anteriores que se han nombrado, esta clasificación responde a un criterio analítico; da por 

presupuesto que no puede trazarse una línea exacta de separación entre una fase y otra y que no atiende a 

todos los fenómenos que en cada una se expresan, sino que pretende iluminar los pasajes más 

sobresalientes de la historia del feminismo contemporáneo, con la finalidad de determinar qué debe ser 

descartado y qué preservado para las luchas aún pendientes (Fraser, 2008: 186-187). 

47 Esta etapa se configura en Europa con distintos matices. Después de la caída del bloque soviético, la 

mayoría de los países europeos se habían decantado por la denominada “Tercera Vía”, pero con una clara 

orientación neoliberal hacia la “flexibilidad” laboral (Fraser, 2008: 196). 
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proyecto hegemónico, especialmente en los Estados Unidos. Se despliega, por 

tanto, desde finales de los años setenta, hasta el atentado a las torres gemelas en 

Nueva York, producido el 11 de septiembre de 2001 (desde entonces conocido 

como 11-S). E n es ta et apa s e p roduce l o q ue F raser d enomina como el  

“desdichado m atrimonio e ntre culturalismo y neoliberalismo” ( Fraser, 2008:  

193). Impulsado po r l a ne cesidad de  “ reconocer l a di ferencia”, dur ante e ste 

período e l m ovimiento f eminista ha ce de  l a i dentidad un e lemento c lave pa ra 

canalizar sus demandas de justicia. Es el momento en el que se desarrolla lo que 

denominaré como “proyecto jurídico feminista de reconocimiento”. El acceso a 

la j usticia no s e l imita a  l a búsqueda d e un a i gualdad vindicativa, s ino q ue se 

expresa como un proceso para afirmar la diferencia. El concepto de igualdad de 

oportunidades s e a mplía a quí c on el de  i gualdad de  t rato, pe ro no s e pl antea 

necesariamente l a i gualdad en  l os r esultados. L a d iferencia s exual, q ue el  

patriarcado había negado y/o instrumentalizado como fuente de discriminación y 

marginación d e l as m ujeres, em erge en  es tos a ños d el m ovimiento f eminista 

como un reclamo de reconocimiento. De esta forma pone en mayor evidencia las 

dificultades del derecho para dar respuesta a las demandas de justicia vinculadas 

al proceso de  concretización de los derechos humanos iniciado t ras la segunda 

guerra m undial, a sí c omo pa ra capturar un concepto m ucho m ás c omplejo de  

sujetas y sujetos jurídicos y una idea de justicia que trascienda los marcos de la 

igualdad formal o ante la ley, propia de los modelos jurídicos del estado liberal 

de derechos. 

          

c) La tercera etapa, por último, surge en el contexto de la globalización corporativa 

del capitalismo tardío. En ella se combinan respuestas estatales neoliberales con 

el resurgir de un clima político progresista, especialmente relacionado con los 

espacios políticos transnacionales europeos y con el Foro Social Mundial. E n 

esta ú ltima et apa el  p ensamiento f eminista ap arece como fuertemente 

influenciado por los análisis sobre la globalización (Sassen, 2003; Fraser, 2008, 

2009 y 2011; Young, I.M., 2011) y por las teorías “post” (postmodernas, 

postestructuralistas, postmarxistas, postsocialistas, postcolonialistas, etc.). Aquí, 

el proyecto jurídico feminista atraviesa un pr oceso que d enominaré de 

“transformación". La conciencia feminista ha recorrido un c amino más largo y 
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es m ucho m ás a mplia. Las di scusiones no s olo pa san por  c uestionar e l 

androcentrismo d e lo s s istemas y la s e structuras ju rídicas y p or reclamar e l 

reconocimiento de las diferencias, s ino que exigen mayores cuotas de igualdad 

material y u na t ransformación d e l a p olítica, d el d erecho y l as es tructuras 

jurídicas tradicionales. En esta fase, el  acceso a la justicia se reinterpreta como 

un espacio de construcción de la libertad de las mujeres, qu e requiere de  

soluciones t eóricas y p rácticas q ue i mplican no s olamente una  g ran 

transformación de los instrumentos legales, en general, sino también de todas las 

políticas públicas y las instituciones en su conjunto. Ello exige, entre otras cosas, 

que la igualdad de oportunidades y de trato vaya acompañada de una igualdad de 

resultados, q ue s e t ransformen r adicalmente l as es tructuras s ociales de l a 

desigualdad y  que se a vance co n p aso m ás f irme y con herramientas m ás 

adecuadas hacia una igualdad material, real o efectiva.  

 

A c ontinuación, s e e xplican c on m ayor detalle c ada uno de  l os proyectos 

precedentemente i dentificados. C omo s e h a advertido an te o tras cl asificaciones, l a 

presente se hace con la conciencia de que agrupar un vasto conjunto de ideas bajo unas 

pocas p remisas puede poner en  r iesgo muchos matices y no revelar completamente l a 

enorme riqueza de aportaciones que se encuentran cuando se exploran en profundidad 

las teorías feministas, pero permite una mayor claridad expositiva.     

 

3.1. El proyecto jurídico feminista de afirmación.  
 

Una v ez acabada la Segunda Guerra mundial y hasta f inales d e l a d écada d e 

1970, s e pr oduce un clima pr opicio pa ra el s urgimiento de  l os gr andes m ovimientos 

sociales del siglo XX a los que pertenece la segunda ola del feminismo: 

 

“Alimentada por el radicalismo de la Nueva Izquierda, esta ola del feminismo 

comenzó como una más entre los movimientos sociales que desafiaban las 

estructuras normalizadoras de la socialdemocracia de después de la Segunda 

Guerra Mundial. Nació, dicho de otra manera, como parte de un esfuerzo más 

amplio para transformar un imaginario político economicista que había 



136 

 

canalizado la atención política hacia problemas de distribución entre las clases” 

(Fraser, 2008:188).    

 

Son años en los que el movimiento feminista, en líneas generales, comparte con 

otros movimientos sociales ciertas ideas anti-economicistas y/o anticapitalistas, pero se 

opone a limitar la comprensión de la desigualdad en términos puramente económicos 

y/o de clase. Propone, en consecuencia, una ampliación de las geografías de la exclusión 

(Ruggiero, 2000), toda vez que  conecta las desigualdades de clase con la desigualdad 

sexual y plantea re-significar el espacio de vindicaciones, para que abarque también “lo 

personal”.  

En este período, el lema “lo personal es político” sirvió de base, también, para 

profundizar en e l debate acerca de  los l ímites entre “ lo públ ico” y “lo pr ivado” y sus 

consecuencias p olíticas. La s eparación d e estas es feras es  co nsiderada u n p roducto 

patriarcal por excelencia, funcional al dominio masculino (Pateman, 1995). Mientras la 

esfera pública, tradicionalmente reservada a los hombres, ha constituido el espacio por 

excelencia para el ejercicio del poder social, político, económico, etc., la esfera privada 

fue constituida como espacio de subordinación de las mujeres, al cual se adscribe su rol 

tradicional (no sólo en el ámbito familiar, sino también social) de madres y esposas.    

La a firmación “lo p ersonal e s p olítico” tie ne, p ara e l feminismo, mu chas 

implicaciones y ha sido reinterpretado en varios sentidos. Tal y como lo resumen Alda 

Facio y Lorena Fríes, comporta, entre otras cosas: 

- Que los valores tradicionalmente asociados a l as mujeres, como la empatía, 

el c uidado, l a c ompasión y, en general, l os va lores or ientados h acia l as 

personas, deben regir no solo en el ámbito privado, sino también en la esfera 

pública, en el diseño de las políticas públicas, en la diplomacia y en la forma 

en que se practica la política. 

- Que las discriminaciones, opresiones y violencia que sufrimos las mujeres en 

las s ociedades p atriarcales no s on un pr oblema i ndividual s ino social y 

político, por que r esponde a  un s istema y a una  e structura d e po der 

específicos y, por lo tanto, requiere de respuestas a ese nivel. 

- Que l a di stinción j urídica e ntre l o públ ico y l o pr ivado a traviesa t odo e l 

entramado normativo y responde a los parámetros que definen ambas esferas 

en l as s ociedades p atriarcales. T radicionalmente, l as m ujeres h an s ido 
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tratadas p or el d erecho, d e forma e xplícita, a  p ropósito d e la  f amilia o  la  

sexualidad (ámbitos propios de lo privado), mientras que han sido apartadas 

de lo público, ámbito de reciente conquista, sobre el que persisten, todavía, 

muchas exclusiones para las mujeres48. 

- Que l a i ntegración d e los d iscursos co n l as prácticas, y viceversa, es 

imprescindible (Facio y Fríes, 1999: 29-30). 

Durante el período de referencia, los reclamos de justicia social para las mujeres 

se orientaron a l uchar contra las estructuras patriarcales que les negaban la igualdad en 

derechos que las constituciones habían proclamado para los hombres. El objetivo central 

era co nseguir q ue l as m ujeres f uesen co nsideradas ci udadanas y s ujetas p lenas d e 

derechos.    

Muchas au toras s eñalan q ue en  es ta et apa, q ue aq uí s e d enomina d e 

“afirmación”, s e d esarrolla u n p royecto an ti-sexista ( entre el las, S mart, 2 000: 36 -37). 

Ruth M estre in dica q ue, e n u n s entido a mplio, este p royecto imp lica f amiliarizarse y 

revisar l os p aradigmas vigentes p ara cu estionar el  es tado d e l as co sas, r evelar l os 

discursos y los procesos de exclusión y cuestionar todos los métodos que silencian a las 

mujeres (Mestre, 2006: 39). 

En e l á mbito jurídico, e n p articular, la s c ríticas s e d irigen, grosso modo, a  l a 

legitimación d e l a d esigualdad s exual a t ravés d e l as n ormas q ue h an n egado l os 

derechos de ciudadanía a las mujeres, como el derecho al sufragio, activo y pasivo49 y 

                                                           
48 El i nforme d e l a o rganización “ United E xplanations” t itulado: “ 13 mapas sobre la s ituación d e la s 

mujeres en el mundo”, d emuestra muy gráficamente la exclusión d e las mujeres de l a vida p ública en 

diversos p aíses, i ncluido E spaña. E ste i nforme s e p uede co nsultar en  

http://www.unitedexplanations.org/2012/05/17/13-mapas-sobre-la-situacion-de-la-mujer-en-el-mundo/, 

(última consulta,  18 de julio de 2013.   

49 Al finalizar la Segunda Guerra Mundial, el derecho al voto de las mujeres no había sido reconocido en 

la m ayoría d e l os p aíses. L a Convención s obre l os de rechos pol íticos de  l a m ujer, adoptada po r l a 

Asamblea General de las Naciones Unidas el  20 de diciembre de 1952 y que entró en vigencia el  7  de 

julio de 1954, es el primer instrumento adoptado a nivel internacional que reconoce esta realidad y, por 

consiguiente, proclama el derecho de las mujeres a el egir y ser elegidas igualdad de condiciones con los 

hombres, s in d iscriminación alguna ( arts. 1  y 2 ); as í co mo el  derecho de l as m ujeres a o cupar car gos 

públicos y a ej ercer todas las funciones públicas establecidas por la legislación nacional, en igualdad de 

condiciones con los hombres, s in discriminación alguna (art. 3). España había reconocido el  derecho al 

http://www.unitedexplanations.org/2012/05/17/13-mapas-sobre-la-situacion-de-la-mujer-en-el-mundo/
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que, en general, colocaron a l as mujeres en una situación de desventaja con respecto a 

los hombres, a t ravés del cercenamiento de sus derechos patrimoniales, especialmente 

en el momento del matrimonio, el divorcio y la viudez50. Las mujeres, además, han sido 

tradicionalmente juzgadas a t ravés de estándares diferentes -especialmente en los casos 

de adulterio y promiscuidad sexual51- a propósito de los cuales no  les han reconocido 

ciertos daños, como la pérdida de su nacionalidad una vez casadas52 ni el hecho de ser 

                                                                                                                                                                          
voto femenino en el período republicano, en 1931. Sin embargo, como es de público conocimiento, esa 

norma no tuvo casi oportunidades de ser aplicada, dado que pocos años después sobrevino la dictadura 

franquista; por consiguiente, las mujeres españolas recién e jercieron libremente este derecho a p artir de 

1975. 

50 El derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica entre el hombre y la mujer fue reconocido 

en E spaña e n 1 978, al  s er r ecogido en  el  ar tículo 3 2 C E. C on a nterioridad a el lo, l a l egislación ci vil 

disponía una situación de sometimiento pleno y permanente de la mujer a la potestad del varón, del padre 

primero y del marido después. La capacidad jurídica dependía del sexo de las personas y del estado civil 

que condicionaba de un modo esencial el ejercicio de esa capacidad. Así, por ejemplo, la mayoría de edad 

se fijaba en los 21 años, pero hasta los 25 las mujeres no podían abandonar la casa paterna, salvo para 

contraer matrimonio (art. 321). El Código civil (art. 57) señalaba de manera terminante que “el marido 

debe proteger a la mujer y ésta obedecer al marido”, dando por supuesta la inferioridad de la mujer e 

institucionalizando la  a utoridad d el h ombre. E l marido e ra e l a dministrador ú nico d e lo s b ienes d el 

matrimonio (art. 59), el representante de la mujer (art 60) y poseía la patria potestad de los hijos (art. 

172). La l icencia marital se requería para que las mujeres pudieran co mprar y vender b ienes, abrir una 

cuenta co rriente, aceptar h erencias, celebrar co ntratos etc. Por s u parte, el C ódigo de C omercio exigía 

también la licencia marital para que las mujeres pudieran desempeñar actividades mercantiles o 

comerciales. S e n egaba a l as mujeres l a cap acidad p ara p restar co nsentimiento, eq uiparándolas a l as 

personas menores de edad e incapaces (Regueillet, 2004: 1029-1031). 

51 El adulterio, en España, fue despenalizado en 1978, a través de la ley 22/1978.  Los arts. 449 y 452 del 

Código P enal vigente e n ese momento d escribían l os t ipos p enales d e ad ulterio y l as p enas 

correspondientes. Se trataba de conductas y penas diferentes para el caso de que la persona adúltera fuera 

hombre o mujer, con una gran desproporción para uno y otro caso: el adulterio dela mujer se configuraba 

con una simple r elación sexual ex tramatrimonial, b astando u na sola conducta p ara configura e l d elito, 

mientras que en el caso del hombre se penaba el denominado “amancebamiento”, que exigía mantener la 

manceba en la casa conyugal o notoriamente fuera de ella. Por lo demás, la pena sólo se i mponía por 

querella d el marido ag raviado, d el m ismo modo qu e e l perdón t ambién podí a ot orgarlo e l marido 

agraviado a ambos culpables. 

52 Diez años después de aprobarse la Declaración Universal de los Derechos Humanos, se sanciona otro 

instrumento i nternacional que d a cuenta d e la d iscriminación jurídica y  social de l as mujeres entonces 



139 

 

víctimas d e l as v iolencias aca ecidas d entro d el m atrimonio, co mo es  el cas o d e l a 

negación de la violación conyugal y de otras violencias en el ámbito de la pareja (Smart, 

2000).    

De acu erdo co n al gunas au toras ( Jaggar, 1983;  R ivera; 1994;  B odelón, 1998) , 

tres gr andes corrientes f eministas de batieron dur ante e ste pe ríodo c ómo i ncluir a  l as 

mujeres como sujetas plenas de derecho dentro de los ordenamientos jurídicos vigentes. 

Se trata de los feminismos liberales; de los inspirados en ideas socialistas y marxistas, 

que aq uí s e agrupan b ajo el  r ótulo d e “feminismos m aterialistas” y, f inalmente, d el 

denominado f eminismo radical, qu e t uvo un  de sarrollo pa rticular en E E.UU y en l os 

países escandinavos. Mientras los dos primeros movimientos en su mayor parte han sido 

identificados con los denominados feminismos de la igualdad, el tercero se ha vinculado 

con e l l lamado f eminismo de  l a di ferencia. S in e mbargo, no t odas estas pr opuestas 

pueden alinearse de un modo claro de ese modo. Por otra parte, los feminismos liberales 

y los materialistas son más proclives a t ratar la desigualdad sexual como una forma de 

discriminación, m ientras que  l os f eminismos r adicales, por  l o general, ut ilizan e l 

concepto más amplio de subordinación sexual.  

Cabe de stacar, no obs tante, y de  conformidad con l o que  s ostiene E ncarna 

Bodelón, que no es posible, en realidad, establecer una línea de separación tajante entre 

los denominados feminismos de la igualdad y de la diferencia: la defensa de la igualdad 

ha sido común a t odas e stas pe rspectivas, pese a l as numerosas di screpancias que  l as 
                                                                                                                                                                          
existente, como es el caso de la Convención sobre la Nacionalidad de la Mujer Casada, adoptada por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas el 29 de enero de 1957 y que entró en vigor el 11 de agosto de 

1958. E sta C onvención, c omo s u pr opio t exto l o i ndica, r econoce “ que s urgen c onflictos de  l ey y de  

práctica en materia de nacionalidad a cau sa de las d isposiciones sobre la pérdida y la adquisición de la 

nacionalidad de la mujer como resultado del matrimonio, de su disolución, o del cambio de nacionalidad 

del m arido d urante el  matrimonio”, l os cu ales v ulneran el d erecho d e l as m ujeres cas adas a n o s er 

privadas arbitrariamente de su nacionalidad, el cual proclama, disponiendo, entre otras cuestiones, que “ni 

la cel ebración ni l a disolución d el m atrimonio e ntre n acionales y e xtranjeros, ni e l cambio d e 

nacionalidad del marido durante el  matrimonio, podrán afectar automáticamente a l a nacionalidad de la 

mujer” (art. 1) y que el hecho de que uno de sus nacionales adquiera voluntariamente la nacionalidad de 

otro Estado o el de que renuncie a su nacionalidad, no impedirá que la cónyuge conserve la nacionalidad 

que posee” (art. 2).   
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han atravesado, mientras que la diferencia, cuando se ha negado o no s e ha enfatizado 

suficientemente, ha tenido un fin estratégico, en cuyo eje se asienta la idea básica de que 

las d iferencias n o s ean u tilizadas co mo b ase p ara u na n ueva 

exclusión/discriminación/subordinación de  l as m ujeres ( Bodelón, 2002) . Las 

mencionadas, por lo demás, son corrientes t eóricas at ravesadas por muchos matices y 

subdivisiones internas.  

Por otra parte, se debe también advertir que algunas de las autoras de referencia 

pueden abarcar más de una fase. Por ejemplo: la de afirmación y la de reconocimiento; 

la de  r econocimiento y la de  t ransformación o l as t res e n s u c onjunto, o pue den s er 

incluidas e n m ás de  una  de  l as e xpresiones que  s e i dentifican de ntro d e c ada una  d e 

dichas fases, como es el caso prototípico de Catharine Mackinnon, a quien se la suele 

identificar con e l f eminismo radical, en particular por  sus opiniones con respecto a l a 

prostitución ( Heim, 201 2: 306;  M estre i  M estre, 2006) , pe ro t ambién s e l a c onsidera 

como alguien que ha manifestado tener una fuerte influencia del marxismo (Jónasdóttir, 

1993:22) y, también, del feminismo culturalista (Bodelón, 1999: 26).  

Las d iferentes co rrientes que  s e pu eden identificar como propias de  l a fase d e 

afirmación s on 3 : feminismos lib erales; f eminismos ma terialistas y f eminismos 

radicales. C ada u na d e ellas s e s ubdivide, a s u vez, en  o tras q ue s e en umeran en  el  

siguiente cuadro. 

El proyecto jurídico feminista de afirmación 

 

 

Los feminismos liberales 

 

 Feminismo liberal clásico. 
 Feminismo liberal culturalista.  
 Feminismo liberal del bienestar. 
 

 

 

Los feminismos materialistas 

 

 Modelo del enemigo principal.  
 Modelo de la doble opresión. 
 

 

 

Los feminismos radicales 

 

 Feminismo radical libertario. 
 Feminismo radical culturalista. 
 Plataforma común. 
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Las corrientes identificadas anteriormente serán presentadas, a continuación, con 

el af án d e r elevar s us as pectos m ás s ignificativos y n o con el  d e es tudiarlas 

exhaustivamente, p uesto q ue s e t rata d e t emas d e u na el evada complejidad, cu yo 

análisis en profundidad sale del margen de los propósitos de este trabajo.      

 

3.1.1. Los feminismos liberales. 
 

Apoyado e n una  l arga t radición, de  l a qu e s e e ncuentran a ntecedentes en l os 

siglos X VIII y XIX ( como es  el  caso d e M ary Wollstonecraft y Harriet Taylor, 

respectivamente; ver Wollstonecraft, 1998 y Taylor, 2000), el feminismo liberal es visto 

por al gunas au toras de r eferencia como la teoría feminista dominante, a l menos en el 

período de postguerra  (Cain, 1990; Kohen, 2000).  

Se t rata de una corriente que sostiene una  posición pol ítica que, en general, se 

encuentra alineada con el liberalismo político tradicional y es asociada a los feminismos 

de la igualdad, pero que recoge también muchos matices, entre los que destacan ciertas 

visiones vi nculadas a l f eminismo de  l a di ferencia. E stas úl timas, de  c onformidad c on 

los a nálisis de  S hulamith F irestone, expresan, a simismo, or ientaciones di versas: 

mientras por  un l ado s e e ncuentran algunas m anifestaciones n eoconservadoras y p ro-

familistas, como la de Betty Friedan y el movimiento NOW (Firestone, 1972:73)53, por 

otro s e presentan pos turas c ríticas y t ransformadoras, como l a de  Susan Moller Okin, 

por ejemplo (Bodelón, 1999: 28).  

Rosemarie Tong clasifica el feminismo liberal en cinco sub-etapas, cada una de 

las cuales tendría, a su juicio, una demanda de justicia fundamental: 

- La primera, correspondería al feminismo liberal del siglo XVIII y una de sus 

principales reclamaciones sería el derecho a la igualdad en la educación. Su 

portavoz más famosa sería Mary Wollstonecraft. 

                                                           
53 La crítica de Firestone se dirige al feminismo impulsado por la autora de “La mística de la feminidad” 

que marca el inicio de la segunda ola feminista en EE.UU, porque encarna los valores del liberalismo 

norteamericano de los años sesenta y sus campañas por la igualdad de derechos (Firestone, 1972: 73).  
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- La s egunda, e staría constituida p or e l f eminismo lib eral d el s iglo X IX, e l 

cual, a su vez, se subdivide en un p ensamiento feminista de la igualdad con 

hincapié en  l a l ibertad d e l as m ujeres (una de cu yas exponentes m ás 

destacadas seria Harriet Taylor Mill) y en un feminismo militante, centrado 

en los derechos políticos de las mujeres e identificado, en gran parte, con el 

feminismo sufragista. 

- La tercera fase comprendería a la primera mitad del siglo veinte y se habría 

expresado de una manera muy particular en el movimiento por la igualdad de 

derechos. 

- La cuarta es taría at ravesada p or el  d ebate t eórico s obre l a i gualdad y la 

diferencia e n e l á mbito d e lo s f eminismos l iberales. E n es te m omento el  

lenguaje d e l os d erechos es  s eriamente cu estionado, co mo as í t ambién l os 

valores tradicionales en los que tales derechos se asientan, de modo que se 

discuten las bases culturales, políticas y sociales de la desigualdad sexual. 

- La q uinta, por  úl timo, comprende l os f eminismos l iberales de l e stado de  

bienestar y su interesante discusión acerca de los impedimentos estructurales 

con respecto al progreso de las mujeres (Tong, 2009: 11-35).  

 

Las tres primeras posturas descritas según la clasificación de Tong, encarnan lo 

que s e d enominará como f eminismo lib eral c lásico; la  c uarta, f eminismo lib eral 

culturalista y la última, feminismo liberal de los estados del bienestar.  

 

El feminismo liberal clásico. 

 

Desde l a p erspectiva feminista l iberal cl ásica s e considera qu e e l mayor 

problema que ha tenido el derecho con las mujeres es que no h a cumplido con ellas la 

pretensión de racionalidad, objetividad y sujeción a principios abstractos y universales, 

tan ca racterística d el p royecto j urídico d e la m odernidad. E n e l pa radigma l iberal, el 

problema de la desigualdad sexual se limitó a la proclama del derecho de las mujeres a 

tener l os m ismos de rechos que  t ienen l os hom bres. P ara garantizarlo, s e c onsideraba 

suficiente la mera promoción de las leyes apropiadas para asegurar que el derecho trate 
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de forma racional y objetiva a las mujeres, del mismo modo que lo había hecho con los 

hombres (Scales, 1986; Olsen, 2000). Este es el fundamento básico de las vindicaciones 

relacionadas con el  derecho de l as mujeres a l a educación y al voto que  sostenían las 

feministas l iberales d e mediados d el s iglo XVII y XVIII, au nque n o l o es  p ara o tras 

reivindicaciones que reclamaban cambios más profundos, que alteraban las tradicionales 

relaciones entre los sexos y reclamaban mayores espacios de libertad para las mujeres.     

De a cuerdo c on C hristine Littleton, pa ra qui enes ha n a dherido a l pa radigma 

jurídico l iberal, e l de recho a  l a i gualdad s exual s e ha  e xpresado e n t érminos de  un  

modelo de  a similación ( Littleton, 1991) , l o q ue s e t radujo, en  l a p ráctica, es l a 

aceptación de que las mujeres no s ólo debían ser iguales en derechos que los hombres 

sino que también debían ser tratadas de la misma manera. Las diferencias sexuales, en 

este contexto, no f ueron totalmente negadas pero se l as consideraba invisibles para el  

derecho, de modo que no correspondía que se constituyeran en un f undamento válido 

para legitimar un t rato distinto. El sexo era considerado como un m ero accidente, una 

característica no esencial de l as personas ( Bodelón, 1998) , que  no  t enía nada que  ve r 

con el derecho.  

La c rítica a  la  d iscriminación s exual d el p royecto ju rídico f eminista lib eral 

clásico s e l imita a l os a spectos p uramente formales d e l a i gualdad s exual, en tendida 

como i gualdad ante l a l ey. E s u na crítica q ue n o es capa a l a l ógica d e la f ormación 

jurídica t radicional, d entro d e l a cu al s e s ostiene u na co ncepción d e j usticia y d e 

democracia formales, en la que el derecho a la igualdad se basa en la idea de que la ley 

puede operar en forma justa y para el bien común, sin hacer ningún tipo de distinciones 

entre las personas.  

Este modelo no exige cambios en las instituciones ni en las prácticas sociales y, 

por lo tanto, se inscribe en un concepto de acceso a la justicia restrictivo. No concibe el 

derecho en general, n i el d erecho d e acceso a  l a j usticia, en  p articular, como una  

estrategia de transformación social –al menos no en un sentido radical- ni exige que el 

recurso a l a l ey se p lantee desde u na p erspectiva cr ítica, que p ermita s ortear l a 

aplicación de un d erecho y una  j usticia formales. Por e l c ontrario, afirma q ue l a 

inclusión de las mujeres es posible con el mero reconocimiento de igualdad de derechos 

y conque sepan hacer las cosas como las hacen los hombres, esto es, que actúen con las 
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mismas credenciales (formación profesional, por ejemplo) y en las mismas condiciones, 

especialmente en  el  ámbito del t rabajo (esto es , dedicación exclusiva, l argas jornadas, 

etc.). P ara q ue esto f uncione s e es taría ex igiendo, al  f in y al cab o, q ue l as m ujeres 

demuestren q ue r ealmente s on s imilares a l os h ombres, l o cu al h a l levado a al gunas 

autoras, entre ellas, a la citada Christine Littleton, a considerar que el modelo jurídico 

liberal d e asimilación e s “f atalmente f alocéntrico”, p uesto q ue l as m ujeres n o s on 

consideradas i guales por  l o que  s on, s ino por  s er “ socialmente hom bres”  (Littleton, 

1991: 1100).  

La historia de las mujeres hasta mediados del siglo XX demostró que la clásica 

fórmula de la igualdad ante la ley -que bajo la pretensión de una neutralidad de género 

no sólo expresaba una profunda ceguera frente a la diferencia sexual sino que también 

ocultaba las fuertes discriminaciones que las mujeres padecían en la práctica- no dio por 

resultado l a eliminación d e l a t radicional d esigualdad s exual y m ucho menos que s e 

alcanzara la tan preciada igualdad de oportunidades, de modo que no pudo ser sostenida 

por mucho t iempo (Kohen, 2000:  83) , lo cual l levó a l movimiento feminista a  pensar 

que l a l ucha por  l a i gualdad de bía e ncontrar m ejores f undamentos y he rramientas 

jurídicas más receptivas a las demandas de justicia de las mujeres.  

 

El feminismo liberal culturalista. 

 

Las p osiciones cu lturalistas o  es encialistas d el feminismo s e as ocian, por l o 

general, con el feminismo de la diferencia sexual y -desde la perspectiva de este trabajo- 

tienen m ayor r elación c on e l pr oyecto j urídico f eminista de  r econocimiento que  s e 

explicará en 3.2. S in embargo, existen algunas autoras cuyos análisis y propuestas son 

realizadas desde posiciones l iberales que resaltan cuestiones culturalistas y pueden ser 

incluidas d entro el  p royecto j urídico f eminista d e af irmación, p orque n o es capan a l a 

lógica l iberal d e l a i gualdad d e d erechos. D os f eministas n orteamericanas p ueden s er 

citadas como ejemplo de esta corriente y son Betty Friedan (en su última etapa) y Susan 

Moller Okin (en su primera etapa). De acuerdo con Judith Stacey y Encarna Bodelón, la 

primera d e l as r eferentes ci tadas s e u bica en u na p erspectiva culturalista l iberal 
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conservadora ( Stacey, 1 983: 560) , m ientras que  l a s egunda aporta un a vi sión m ás 

transformadora del proyecto jurídico del liberalismo político (Bodelón, 1999: 28).   

En efecto, la Betty Friedan de “The Second Stage” (La Segunda Etapa”) o “The 

Fountain of Age” (“La Fuente de la Edad”),  reconoce que el modelo de la igualdad que 

describió en “The Feminine Mystique” (“La mística de la feminidad”, publicada varios 

años antes), se expresó en el modelo de la “superwoman”: la mujer profesional, casada 

y con hijos/as de los años ochenta que, al fin y al cabo, no resultó menos oprimida que 

la am a de c asa d e l os s esenta (Friedan, 1981: 248-249). En consecuencia, e sta autora 

propuso c iertos a justes a l m odelo de  l a igualdad de  de rechos, c entrados e n l a 

consideración de  l a di ferencia s exual y de  s us elementos c onstitutivos, no de sde un 

punto de vista biológico, sino psicológico-conductual y cultural.   

Judith S tacey advierte que F riedan adopta una  pos tura c ulturalista en “ The 

Second S tage”, donde considera como “culturalmente femenino” e l estilo de  pensar y 

actuar que enfatiza la “f luidez, f lexibilidad y sensibilidad interpersonal”, mientras que 

describe como “cu lturalmente m asculino” el  es tilo q ue r emarca un l iderazgo 

estrictamente orientado al t rabajo, jerárquico, autoritario y basado en una racionalidad 

tecnológica e i nstrumental ( Stacey, 1983:  562) . T anto e n e sta obr a c omo e n “ The 

Fountain of Age”, Friedan parece confiar en la el iminación de la desigualdad sexual a 

través del desarrollo de un modelo social andrógino, que requiere de ciertos cambios en 

las actitudes de hombres y mujeres, a partir de la exploración del “otro lado”, esto es, 

reclama a l os h ombres el  d esarrollo d e l as c ualidades p asivas, co ntemplativas y 

nutricionistas p ropias d e l as m ujeres y, a éstas, l a ex ploración d e l as cap acidades 

asertivas, d e m ando y de av entura identificadas como pr opiedades m asculinas ( Tong, 

2009: 32) . S in e mbargo, s e t rataría de  una  p ropuesta m uy l imitada, en c uanto no  

cuestiona l os e stereotipos c ulturales vi nculados a  una s y ot ros ni  l os va lores 

tradicionales que los mismos representan. Tampoco rompe la estructura de la separación 

“público/privado” del liberalismo político ni proporciona herramientas para superarla.     

En cuanto a Susan Moller Okin, se puede afirmar que la primera fase de su obra 

(década d e 1970)  aporta una  vi sión que  –sin ab andonarlos- reinterpreta los p rincipios 

del liberalismo político, a partir de un l lamado a cuestionar la percepción funcionalista 

de la diferencia sexual en el pensamiento liberal clásico y en el modelo de la igualdad 
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de de rechos a  l os que  di o l ugar. E n pa rticular, e n “ Women in  W estern P olitical 

Thought”- publicada en 1979, pero que recoge artículos escritos con anterioridad-, esta 

autora desarrolla una cr ítica p rofunda a l a filosofía cl ásica occidental (desde P latón y 

Aristóteles hasta Rousseau y Mill), basada en la idea de que sus exponentes principales 

asumieron l a d esigualdad es tructural d e género y asignaron a  l as m ujeres l as t areas 

domésticas y de  cuidado de  l as pe rsonas. S obre e sta b ase, M oller Okin pr opone una  

relectura d el can on p olítico d el l iberalismo que  i ncorpora e lementos c ulturalistas y 

desarrolla u na r econstrucción d el m odelo d e j usticia, a p artir d e l a i ntegración d el 

reconocimiento d e l a estructura d e género, l o cu al p lanteó u n f uerte d esafío a l a 

concepción liberal tradicional en la materia, que había permanecido ciega frente a ella.  

El de sarrollo pos terior de  l a obr a de  S usan M oller O kin pr ofundiza e n una  

concepción d e l a j usticia q ue i ntegra el co ncepto d e d iferencia y l o co nvierte en  u na 

pieza clave para entender las necesidades concretas de las mujeres y su particular forma 

de e star e n el m undo de  una  m anera qu e s e vi ncula m ás con e l p royecto j urídico de  

reconocimiento que con el de afirmación, de modo que se volverá sobre estos aspectos 

en 3.2.        

         

El feminismo liberal del bienestar. 

 

Durante la primera mitad del siglo XX, el movimiento feminista -en general- se 

había m antenido en  ci erto l etargo. Las m ujeres h abían l lenado l as f ábricas q ue l as 

guerras en el continente europeo habían dejado, por entonces, muy escasas de hombres, 

y habían obtenido una ampliación de sus derechos de ciudadanía, cuyo punto máximo 

se alcanzó con el paulatino reconocimiento del derecho al voto.  C on el advenimiento 

del período de paz subsiguiente al final de la Segunda Guerra Mundial, se completó el 

proceso de reconocimiento de la igualdad (formal) de derechos (iniciado algunos años 

antes) p ero t ambién s e reenvió a m uchas m ujeres a s us h ogares, l o cu al f rustró l as 

posibilidades de que la igualdad obtenida en el terreno legal pudiera ser disfrutada en la 

práctica. Por consiguiente, las campañas por la igualdad de derechos de la agenda de las 

feministas l iberales d e e ste pe ríodo, s e pr opusieron obj etivos m ucho m ás a mbiciosos 

que los que habían impulsado sus abuelas en los años de lucha sufragista (Tong, 2009: 
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23-24). S e tr ata d e u n mo mento mu y in teresante d e la  h istoria d el mo vimiento 

feminista, en el cual, entre otras complejas cuestiones, se reavivaron los debates acerca 

del rol y la situación social de las mujeres.  

La postguerra inauguró una época en la que los estados de bienestar impulsaron 

políticas de  pr omoción de  l a na talidad y de  los va lores de  l a f amilia t radicional 

(Bodelón, 1999:  32) . Reinstaura el m odelo del hom bre s ostenedor ( “male-bread-

winner”), trayendo consigo fuertes obstáculos al impulso que habían ganado las mujeres 

unos pocos años antes. Esta situación es descrita con claridad por Betty Friedan en “La 

mística de  l a f eminidad”, publ icada e n 1963. Allí, e sta a utora r eflexiona s obre l as 

contradicciones que la participación de las mujeres en el mercado de trabajo y en la vida 

pública r epresenta con respecto a s u p osición t radicional en  l a familia, l a q ue, en  

definitiva, no cuestiona (o, como mínimo, no lo hace abiertamente).   

En e l p articular c ontexto d e la  p rimera mita d d el s iglo X X la  c uestión d e l a 

maternidad tuvo un gran protagonismo (que se extendió, como mínimo hasta mediados 

de l os oc henta, C hapman, 1997:  108) , a  punt o tal que  s e d esarrolló un a e specie d e 

“feminismo m aternalista” ( Bock, 1993,  R uddick, 1989) , e n e l qu e c onvergieron t anto 

feministas lib erales c omo s ocialistas y m arxistas. S in e mbargo, e l d esarrollo d e lo s 

Estados de Bienestar de la postguerra provocó profundas transformaciones en la forma 

de e ntender e sta pr oblemática. E l c entro de  i nterés e n t orno a l r econocimiento de  

derechos “m aternales” o  d e u n d erecho “maternalista”, s ostenido an teriormente, f ue 

desplazado dur ante l a postguerra por  una pol ítica de  pr omoción d e l a m aternidad 

marcadamente c onservadora ( Bodelón, 1999:  2 93-297) y por  l a c onsideración d e l as 

mujeres como “grupo con problemas especiales”, incorporados en contextos legislativos 

aislados ( el l aboral o e l de  f amilia, e ntre ot ros) que  t uvieron una  f uerte t endencia a  

ocultar las necesidades de las mujeres (Bock y Thane, 1993: 403) y a privilegiar las del 

mercado.  

Los d ebates s obre l a p rotección d e l a m aternidad d el p eríodo d e referencia 

presentan c aracterísticas b ien d iferenciadas en  el  co ntexto f eminista l iberal 

norteamericano, donde las cuestiones relacionadas con este tema fueron atravesadas con 

mucha m ás f uerza q ue en  E uropa p or el em ergente d ebate entre f eminismos d e l a 

igualdad y f eminismos d e l a d iferencia ( que t ambién s e u bica en  el  p eríodo q ue 
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comentamos) y por la marcada desconfianza que el  feminismo l iberal clásico tuvo, en 

los E stados U nidos, e n e l reconocimiento d e derechos es pecíficos p ara l as m ujeres 

(Littleton, 1987:  1093) . U na s ituación que  e n E uropa no ha bía s ido ha sta e ntonces 

problemática (Stang Dahl, 1987: 33), entre otras cuestiones, porque estuvo mucho más 

influenciada por el feminismo socialista, que tradicionalmente apoyó las propuestas de 

protección de la maternidad, a l t iempo que criticó e l modo en que  los Estados lo han 

hecho (Holmaat, 1992; Igareda,  2012: 58-59). 

En los Estados Unidos de los años cincuenta, la posición dominante con respecto 

a l a r egulación j urídica de  l a m aternidad f ue sostenida por  l as a utoras s ituadas e n 

posiciones políticas liberales que consideraron que el embarazo –hecho diferencial entre 

los sexos, por excelencia- no merecía ser tratado como una situación especial, desde el 

punto de  vi sta l egal, s ino que  de bía s er r econducido a  l a e xperiencia m asculina, por  

ejemplo, a través de su regulación como discapacidad transitoria para el trabajo (Rhode, 

1990:1038; W illiams, 1982:  196) . C on e l t iempo, e stas i deas fueron p uestas en  c risis 

desde otros sectores del feminismo liberal de la igualdad, así como por el feminismo de 

la diferencia54.  

La i nclusión d e l a m aternidad co mo ex presión p or ex celencia d e l a d iferencia 

sexual y la consideración de los valores sociales vinculados a los roles y estereotipos de 

género c omenzaron a  ser a nalizados, j unto c on ot ras cuestiones, como ba rreras 

estructurales pa ra l a i gualdad ( Fiss, 1993:  32 0). T odo e llo, entre ot ras c omplejas 

consideraciones, j ustificó, por  un l ado, que  el f eminismo l iberal a cabara apoyando 

nuevamente las propuestas de regulación específica de la maternidad, así como medidas 

mucho m ás a mplias de  de fensa de  l os de rechos de  l as m ujeres que  f ueron, e n s u 

mayoría, desarrolladas en el contexto del derecho antidiscriminatorio y sobre las cuales 

se asentaron, entre otras, las denominadas medidas de acción positiva (Barrère Unzueta, 

2004; 2007 y 2008). Se volverá sobre este punto en el capítulo 3, cuando se analicen las 

disposiciones s obre es te t ema d e l a l egislación v igente en  m ateria d e v iolencia d e 

género. 

    
                                                           
54 Noelia Igareda describe muy bien las discusiones feministas relacionadas con la legislación sobre la 

maternidad, tanto en EE.UU como en Europa en Igareda (2012). 
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3.1.2. Los feminismos materialistas. 

 
Para a lgunas a utoras, los f eminismos ma terialistas s e d istinguen d e lo s 

feminismos socialistas porque incluyen ciertas concepciones posmodernas relacionadas 

con el  l enguaje y l a s ubjetividad y establecen r elaciones en tre am bos el ementos y l a 

desigual distribución social de los recursos y las riquezas (así, por ejemplo, Hennessy, 

1993: 5).  

Dentro d e l o q ue aq uí s e d enomina co mo “f eminismos m aterialistas” s e 

agruparán un a s erie d e contribuciones f uertemente i nfluenciadas p or el  marxismo, el  

socialismo y el anarquismo y sus respectivas críticas al sistema liberal de derechos y a 

su concepción de la igualdad, n o n ecesariamente v inculadas co n el  p ensamiento 

posmoderno55, pero que sí comparte con esta mirada la idea de que no existe una única 

forma de aplicación del materialismo histórico a la interpretación de relaciones sociales 

y de l a hi storia de  l as m ujeres y sus opr esiones, sino una  amplia gama d e propuestas 

(Rivera, 1994: 90).   

Sobre la base de una concepción materialista de la sociedad y la historia, todas 

estas aportaciones reclaman una justicia redistributiva, an ti-patriarcal y  an ti-capitalista 

(Fraser, 2011) . Se t rata de  demandas que no s e centran en el pl ano de  l a i gualdad de  

derechos sino en el de las desigualdades sociales, de modo que se orientan hacia muchas 

otras áreas, más al lá de la jurídica. Por lo tanto, conciben el  acceso a la justicia de un 

modo a mplio, que  e xige de struir los lí mites d el lib eralismo político así como l os 

criterios de  justicia formal, y s e o rienta a  l a búsqueda d e una j usticia m aterial, de un 

hondo contenido social, que exige, por consiguiente, un fuerte compromiso colectivo.   

                                                           
55 Las cl asificaciones cl ásicas, co mo l a d e A lison J aggar y J uliette Mi tchell presentan las co rrientes 

feministas como feminismos m arxistas y  so cialistas. De acuerdo con Encarna B odelón los feminismos 

marxistas no deben confundirse con los socialistas, aunque debe admitirse que existe un fuerte vínculo 

entre ellos, que se expresa, entre otros sentidos, en el de que los segundos se inspiran fuertemente en los 

primeros; asimismo, bajo esta nominación se concentran una serie de corrientes que van desde posiciones 

socialdemócratas, a p osiciones as ociadas al  eco -feminismo, y q ue i ncluyen t anto p osicionamientos 

marxistas ortodoxos como heterodoxos (Bodelón, 1999: 28). 
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Tal es  el  p unto d e v ista d esde el cu al s e h an e xpresado au toras como Juliette 

Mitchell (en sus primeros años), Alisson Jaggar, Heidi Hartman, Silvia Walby, Iris M. 

Young y C hristine D elphy, e ntre ot ras. T ambién s e pue den i ncluir e n e sta c ategoría, 

dejando a  s alvo ciertos m atices, a al gunas au toras q ue son i dentificadas con e l 

feminismo r adical, co mo es  el cas o d e Shulamith F irestone y C atharine M ackinnon. 

Muchas de estas autoras, sin embargo, como es el caso de Juliette Mitchell y Catharine 

Mackinnon, e n t rabajos pos teriores d ecidieron renunciar a l m arxismo y  optaron por  

otros caminos (Jónasdóttir, 1993: 18-23).    

Los feminismos materialistas se han bifurcado en numerosas corrientes que no  

son fáciles de  categorizar ni  de  describir por  s eparado, pe ro que  responden a  a lgunas 

características comunes: localizan las causas últimas de la subordinación de las mujeres 

en l a vi da m aterial, e n las r elaciones d e pr oducción y r eproducción; a firman que  l a 

experiencia h istórica d e l as m ujeres está m arcada p or r elaciones d e d esigualdad 

estructurales, que se expresan en relaciones de explotación y, por último, sostienen que 

estas ex periencias d e s ubordinación es tán f uertemente co ndicionadas p or el ementos 

económicos y políticos (Bodelón, 1998: 4-5)56.  

Las críticas a la citada colaboración entre capitalismo y patriarcado -y al reguero 

de desigualdades estructurales que la misma ha comportado- han sido el fundamento de 

interesantes co nceptos surgidos d entro d e l as co rrientes m aterialistas, en tre el los 

destacan el de modo de producción doméstico, que describe el sistema de explotación 

del t rabajo reproductivo de  l as mujeres (Delphy, 1998) y l a de finición de  l as mujeres 

como cl ase s ocial y eco nómica ( Reed, 1 970: 1 5-17)57, i dea que  t ambién había s ido 

sostenida, e ntre ot ras, p or F lora T ristán, Lily Braun y Alexandra K ollontay  ( Rivera, 

1994: 100-102).  

                                                           
56 En la tesis doctoral de Encarna Bodelón se encuentra un profundo análisis de las contribuciones de los 

feminismos socialista y marxistas a los conceptos de igualdad y diferencia, que ilustran claramente sobre 

la evolución de estos movimientos y sus aportes a las teorías feministas (Bodelón, 1999).   

57 Las autoras que se identifican con el feminismo radical como Shulamith Firestone, también califican a 

las mujeres como clase (entre ellas, Firestone, 1972), pero desde un punto de vista más culturalista que 

economicista. 
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Las t eorías y l os c onceptos de sarrollados e n e l s iglo X IX por  K arl M arx y 

Friederich E ngels co nstituyeron u na d e l as b ases m ás s ólidas p ara el d esarrollo d el 

pensamiento f eminista materialista. S in e mbargo, lo s p uentes entre marxismo y 

feminismo han sido construidos con dificultades. Uno de los problemas centrales de esta 

relación h a s ido el l ugar que  oc upa l a op resión de  un  s exo s obre ot ro en e l m arco 

general de la opresión de una clase sobre la otra.  

Desde un punt o d e vi sta e strechamente l igado al m arxismo or todoxo, a lgunas 

autoras reconocieron otras opresiones aparte de la de clase (como la de origen étnico o 

nacional, por  e jemplo) e  hi cieron hi ncapié e n la opr esión de  un s exo s obre ot ro, 

identificando la opresión de las mujeres -en tanto que mujeres- como la peor clase de 

opresión que  s ufren t odas l as m ujeres ( Reed, 1970:  15 -17). S in e mbargo, no s e 

atrevieron a sostener que el patriarcado fuera un enemigo a combatir mucho más fuerte 

que el capitalismo. Al contrario, fueron optimistas en sus predicciones sobre el futuro de 

la s ociedad s in cl ases y co nsideraron q ue el  fin d el cap italismo t raería u na e ra d e 

relaciones igualitarias entre hombres y mujeres, en la cual ambos sexos contribuirían de 

la misma manera al sostenimiento de la sociedad, inclusive en el ámbito de los cuidados 

(Reed, 1970: 44-45).        

Sobre l a b ase d e p osiciones m ás cr íticas, o tras f eministas f uertemente 

influenciadas p or l as t eorías m arxistas s e ap artaron d e aq uellos p lanteamientos 

ortodoxos y sostuvieron hipótesis mucho más arriesgadas. Dos grupos de teorías pueden 

establecerse en este contexto. Por un lado, encontramos aquellas autoras que combinan 

las t eorías m arxistas co n l as d el f eminismo r adical ( que s erán ex plicadas en  3 .1.3.) y 

consideran que entre los dos grandes enemigos que son el capitalismo y el patriarcado, 

es -sin dudas- peor el segundo. Identificaré a este tipo de explicaciones bajo el nombre 

de “ modelo de l e nemigo pr incipal”. P or ot ra p arte, s e s itúan qui enes sostienen que  

capitalismo y patriarcado operan por  i gual como patrones de  opresión de l as mujeres, 

que interactúan entre sí de numerosas formas. Denominaré a este tipo de análisis, como 

“modelo de la doble opresión”.    
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El modelo del enemigo principal. 

 

Desde una perspectiva bastante cercana a  los desarrollos del feminismo radical 

libertario (que se describirá en 3.1.3.) esta posición es sostenida, entre otras, por autoras 

como Juliet Mitchell (en sus primeros escritos58), Shulamith Firestone y Alison Jaggar, 

en l os E E.UU y C hristine D elphy en F rancia. Sin pe rjuicio de  l os m atices de s us 

reflexiones, todas ellas coinciden en considerar que el patriarcado es la principal fuente 

de opresión de las mujeres en nuestras sociedades.  

Juliet M itchell s ostiene que l a i deología p atriarcal v e a l as m ujeres m ás co mo 

madres, es posas o  am antes que c omo t rabajadoras, de  m odo que  s i di éramos por  

supuesto que  l a r evolución m arxista t riunfara por  c ompleto y l legara a  de struir a  l a 

familia c omo uni dad e conómica, no s e obt endría c omo r esultado u na i gualdad 

automática entre hombres y mujeres. De acuerdo con esta autora, la ideología patriarcal 

-que c onstruyó l a ps iquis de  hom bres y m ujeres- continuaría c omo r emanente, por  l o 

menos, hasta que las mentes de los hombres se liberaran de la idea de que las mujeres 

son algo menos valioso que ellos y dejaran de forzarlas a h acer “t rabajos de mujeres” 

(Mitchell, 1971: 101-104).  

La obr a L’ennemi principal. Economie politique du patriarcat (“El en emigo 

principal. Economía política del patriarcado”), publicada en 1998 por Christine Delphy, 

es uno de  los títulos fundamentales del feminismo materialista en Francia, corriente de 

la q ue es ta au tora es  u na d e s us f undadoras. E n es ta p ublicación l a au tora r ealiza u n 

agudo an álisis s ocio-económico d el p atriarcado y s ostiene l a t esis de q ue l as 

desigualdades persistentes entre mujeres y hombres en el mercado de trabajo se apoyan 

sobre la explotación del trabajo doméstico de las mujeres.   

Por su parte, Alison Jaggar considera que el capitalismo oprime a las mujeres en 

tanto q ue t rabajadoras, mientras q ue el  p atriarcado l as oprime e n t anto que  m ujeres. 

Para Jaggar, esta última opresión afecta no sólo las actividades productivas que realizan 

                                                           
58 Juliet Mitchell se apartó de las tesis materialistas para dar un giro hacia explicaciones psicologistas. En 

este sentido, ha defendido que las causas de la opresión de las mujeres se imprimen en las profundidades 

de la psique humana (Mitchell, 1974). 
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las mujeres sino también su sexualidad. Por consiguiente, todas las mujeres más allá del 

trabajo que realicen o de su situación de clase (trabajadoras o burguesas) están alienadas 

en un sentido en el que los hombres no lo están, de manera que solo la erradicación del 

patriarcado puede poner fin a esta alienación (Jaggar, 1983: 308). 

Catharine M acKinnon t ambién d edica u na gran atención a l as relaciones en tre 

marxismo y f eminismo y l as s intetiza co n u na f amosa m etáfora d e l a al ienación, 

publicada en  s u ya clásica o bra “H acia u na t eoría f eminista d el E stado”, en  cu anto 

afirma que: “La sexualidad es al feminismo lo que el trabajo al marxismo: lo más propio 

de cada uno, pero también lo más robado” (MacKinnon, 1989: 23). Para esta autora, los 

diferentes movimientos que han intentado unir marxismo y feminismo, por ejemplo, a  

partir de l f eminismo s ocialista, t radicionalmente ha n f racasado por que ha n hecho de l 

feminismo un m ovimiento dentro del marxismo, esto es, han reducido el feminismo al 

marxismo, de  m odo que  “ la c uestión de  l a m ujer” s e ha  i ntroducido s iempre de ntro 

alguna o tra cuestión, “ en v ez d e v er en  ella la cuestión que  pi de un  a nálisis e n s us 

propios términos” (MacKinnon, 1989:42)59.                   

 

El modelo de la doble opresión. 

 

En e ste m odelo, t ambién de nominado “ teoría d e l os s istemas dua les” ( Young, 

198160), las relaciones entre marxismo y feminismo son vistas como complejas pero no 

incompatibles (como parecen serlo para MacKinnon, al menos en algunos pasajes de su 

obra) y no exigen que se determine qué sistema -si el patriarcal o el capitalista- se debe 

abolir pr imero, s ino que  s on e ntendidos c omo s istemas i ndependientes, pero que  s e 

integran e  i nfluyen m utuamente. E ntre ot ras, r eflexionan s obre este modelo H eidi 

Hartmann, Amy Bridges, Anne Fergurson, Nancy Folbre, Iris Marion Young y Sylvia 

Walby, entre otras.      
                                                           
59 Anna Jónasdóttir realiza una aguda crítica al pensamiento de MacKinnon publicado hasta los años 

noventa, en Jónasdóttir (1994).    

60 Ruth Mestre, siguiendo a Molina Petit, afirma que, en el citado artículo, Iris Marion Young acuñó el 

concepto de “dual system theory” (Mestre, 2006: 59; Molinta Petit, 1994).  
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Hartmann, Bridges, Fergurson y Folbre explican las relaciones entre feminismo 

y marxismo c omo “ un m atrimonio m al a venido” o “ infeliz” ( Hartmann, 1980, 

Fergurson y Folbre, 1981). Para Hartamnn, estas relaciones tienen, sin embargo, cierta 

función práctica. En su citado trabajo, publicado en 1980, esta autora sintetiza muy bien 

la forma en que los análisis feministas de las desigualdades sociales incorporan algunos 

aspectos del marxismo, pero trascienden sus límites. Para e lla, e l feminismo amplía y 

reformula l os contornos de  l os a nálisis m arxistas, de  m anera t al que  propone un a 

comprensión de  l as e structuras d e opr esión e n un dobl e s entido: “nuestra s ociedad 

puede s er m ejor comprendida s i s e r econoce q ue es tá o rganizada s obre b ases t anto 

capitalistas co mo p atriarcales”  ( Hartmann, 1 980: 2 ). E llo i mplica co nsiderar, en tre 

otros aspectos, que el pa triarcado no s ólo opera a nivel de  la estructura psíquica, s ino 

también social y económica. Por otra parte, y sin perjuicio de las tensiones que existen 

entre p atriarcado y capitalismo, l as r elaciones p atriarcales ap untan una m arcada 

tendencia a apuntalar y reforzar el capitalismo, de modo que se puede afirmar que entre 

ambos sistemas existe una relación de colaboración” (Hartmann 1980: 4). La propuesta 

de H artmann, p or co nsiguiente, es l uchar co ntra el  c apitalismo y el p atriarcado 

simultáneamente, porque se trata simplemente de un monstruo con dos cabezas, cual es 

el capitalismo patriarcal (Hartmann 1980: 6) 

Iris M arion Y oung s ostiene una  m irada m ás c rítica c on r especto a  l a 

interdependencia d e a mbos s istemas. D esde s u punt o de  vi sta, l as explicaciones 

marxistas de la opresión de clase no explican por qué las mujeres continúan oprimidas 

en l os r egímenes s ocialistas y p ropone u na t esis ex plicativa a p artir d el co ncepto d e 

“división sexual del trabajo”. En este sentido, afirma que la marginación de las mujeres 

y su funcionamiento co mo f uerza d e t rabajo s ecundaria s on u na p arte es encial d el 

capitalismo y su sistema de clases, absolutamente ciego frente al género. Para Young, el 

patriarcado no puede ser separado del capitalismo porque existe con anterioridad a éste, 

aunque s e t rata d e u na d istinción q ue n o t iene s entido p ráctico, p ues l as a ctuales 

estructuras de clase y de género se encuentran interactuando de modo tan estrecho que 

no se puede sostener que una tenga predominio sobre la otra (Young 1981: 44).    

Sylvia W alby ta mbién c onceptualiza a l p atriarcado y al c apitalismo c omo u n 

tándem y a naliza l as f ormas de  opr esión de  a mbos s istemas e n di ferentes pe ríodos 

históricos, de  m anera q ue c oincide c on Y oung r especto de  que  el pa triarcado e s 



155 

 

preexistente, pe ro considera qu e e xisten di ferencias, t anto e n e l m odo como e n l os 

ámbitos en los que el patriarcado a oprimido a las mujeres a lo largo de la historia. Así, 

por ejemplo, sostiene que a lo largo del siglo XIX el patriarcado fue más opresivo en la 

esfera p rivada, m ientras que a p artir d el s iglo X X l o h a s ido en  l a es fera p ública d el 

trabajo asalariado y del Estado. Sin perjuicio de ello, Walby considera que las políticas 

de género desarrolladas en Europa y, en particular, en el Reino Unido tienen un cierto 

potencial e mancipador y han pue sto de  relieve que  nos  f actores no  e conómicos 

vinculados a  l a de sigualdad de  gé nero s on m ucho m enores que  l os que  di rectamente 

tienen que ver con ellos (Walby, 2004: 22).   

Las propuestas explicativas sobre los factores de opresión de las mujeres en los 

sistemas patriarcales del capitalismo tardío como las de Walby y Young,  entre otras, en 

ciertos aspectos amplían los límites del proyecto jurídico de afirmación y se relacionan 

de u na m anera es pecial co n el  d e t ransformación, e n e special, e n s us de sarrollos 

posteriores a  l a década de los noventa del s iglo pasado, por  lo que  serán retomadas y 

explicadas con mayor profundidad en 3.3.     

 

3.1.3. Los feminismos radicales. 

 
Bajo este nom bre s e a grupa un  c onjunto de  di versas corrientes t eóricas q ue 

comparten la idea principal de que el problema de la desigualdad sexual no se asienta en 

la de sigualdad de  de rechos ni  e n l a de sigualdad s ocial pr opiamente di cha, s ino e n l a 

dominación y la subordinación de las mujeres. En palabras de Shulamith Firestone, el 

feminismo radical no se limita  a  un “ revival” del movimiento político por la  igualad, 

sino que va más allá. Su objetivo es “derribar el sistema de opresión más viejo y rígido 

del m undo, que  e s e l basado e n e l s exo” ( Firestone, 1972: 15, t raducción pr opia). P or 

consiguiente, e l m ovimiento f eminista r adical b asará s us r eivindicaciones e n nue vos 

argumentos y s e mantendrá al  margen de l as o rganizaciones políticas t radicionales: l a 

cuestión de las mujeres y la práctica de la toma de conciencia serán prioritarias en todas  

sus acciones y reflexiones. Bajo el lema “lo personal es político” se buscarán soluciones 

colectivas a  los problemas de  las mujeres, que  son vi stos como problemas comunes a  

todas. B ajo e l i mpulso de  e ste m ovimiento, e n de finitiva, l as t eorías d el g énero s e 
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convierten en teorías políticas (Chapman, 1997: 106) y la desigualdad sexual se traduce 

en opresión y subordinación de las mujeres: 

“En l a i dea de  que  `lo pe rsonal e s pol ítico´ ha bía i mplícita una  nue va, y 

feminista, d efinición d e l a p olítica q ue, d e esta m anera, es taría en  todas las 

decisiones que  configuran nue stras vi das, no s ólo e n l as que  s e t oman e n e l 

escenario r estringido qu e s e d escribe t radicionalmente c omo pol ítica. E sto no 

sólo s upone una  a mpliación de l á rea de  estudio, má s a llá d e la s in stituciones 

importantes y las elites políticas, para dar cabida tanto al gobierno local como a 

sus c omunidades, t ambién s ignifica que  l as r elaciones e ntre l os i ndividuos, 

incluso las más personales e í ntimas, reflejan la situación general de los grupos 

más grandes a los que dichos individuos pertenecen” (Chapman, 1997: 109). 

De acuerdo con Alice Echols, el movimiento feminista radical surgió a finales de 

1967 y concluyó a  m ediados de  l a dé cada de  1 970, l uego de  ha ber ejercido de  una 

profunda influencia transformadora en el paisaje cultural y político de su país de origen 

(EE.UU). P ara es ta au tora, el  f eminismo r adical f orma p arte d e l a f uerza m ás 

imaginativa y v ital d el mo vimiento d e lib eración d e la s mu jeres: r echazó ta nto la  

posición política del feminismo socialista (que auguraba la liberación de las mujeres en 

la r evolución s ocialista) c omo l a de l f eminismo l iberal ( cuya s olución pa saba po r 

integrar a las mujeres en la espera pública) y se puso a la vanguardia del movimiento de 

mujeres por unos años, l lamando la atención sobre la diferencia sexual. La decadencia 

de l a p erspectiva r adical f ue pr ovocada por  las c orrientes l iberales, que  p ronto 

recuperaron s u h egemonía, a l t iempo qu e s e i mpusieron c iertas vi siones c ulturalistas 

que, a juicio de la autora de referencia, pusieron en jaque los principios fundamentales 

de esta perspectiva (Echols, 1989: 3-11).       

Así l as co sas, en  el  i nterior d el f eminismo r adical s e p ueden i dentificar u na 

variedad d e pos iciones que  va n de sde un f eminismo l ibertario a  uno m ás bi en 

culturalista ( algunas de cuyas r epresentantes m ás destacadas s erán estudiadas en  3 .2), 

pasando por  el e co/feminismo r adical ( Bodelón, 1999:  28)  o “ gin/eco/feminismo” 

(como l o d enominara M ary D aly a f inales d e l os añ os s etenta, D aly, 19 78)¸ el black 

feminism, difundido por autoras como Patricia Hill Collins, bell hooks o Angela Davis; 

el f eminismo le sbiano d e A nn K oedt o  A drienne R ich o  e l d e f eministas lib ertarias 
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como D eirdre E nglish, por c itar unos  c uantos e jemplos. P uede s er i ncluido e n e ste 

amplio ab anico d e o pciones el  f eminismo ex istencialista d e S imone d e B eauvoir, 

especialmente en su última etapa, en la que la autora de “El Segundo Sexo” sostiene que 

la opresión de las mujeres no sólo no es asimilable a otras opresiones sino que también 

necesita de una lucha específicamente feminista, que incluya cambios en las estructuras 

sociales61. E ntre l as au toras m ás co nocidas d el f eminismo r adical s uelen s er ci tadas 

Shulamith Firestone y Catharine MacKinnon. 

Sin perjuicio de la gran variedad de corrientes que se pueden identificar dentro 

del m ovimiento f eminista r adical, e xisten dos  g randes or ientaciones y una plataforma 

común, que se explicarán en lo que sigue. Tomando como guía a Rosemarie Tong, las 

dos orientaciones citadas pueden clasificarse como: a) las de tradición libertaria y b) las 

influenciadas por  el c ulturalismo ( Tong, 2009:  49) , a  l as que  s e h ará una  br eve 

referencia a continuación, la cual será ampliada en 3.2., toda vez que el desarrollo de las 

perspectivas cu lturalistas s e e xpande e n e l pr oyecto de  r econocimiento, que  a llí s e 

explica.    

 

El feminismo radical libertario. 

 

El feminismo radical libertario se expresa a t ravés de autoras tan diversas como 

Kate Millet, Deirdree English, Gayle Rubin o Joreen Freeman, entre otras. Sus análisis 

coinciden e n c omprender l a opr esión de  l as m ujeres c omo un t ipo específico de  

opresión basada en  l a i deología patriarcal, l a cual s e encuentra ar ticulada a t ravés del 

sistema sexo-género. Se trata de una ideología que exagera l as d iferencias biológicas, 

dando por cierto que los hombres tienen el rol dominante, el masculino, y las mujeres el 
                                                           
61 En opi nión de  Encarna B odelón, q uien se i nspira, a s u v ez, en  a utoras co mo Mary E vans, Alice 

Schwarzer  y T ori M oi, m uchas d e l as cr íticas d irigidas a Simone d e B eauvoir, es pecialmente la s 

orientadas a co ntrastar su obra con aspectos de su vida real, no hacen honor a su pensamiento. Si b ien 

puede sostenerse que muchas veces se movió en un terreno de ambigüedades y que en algún momento de 

su pr oducción i dentificó l a m asculinidad con u na s ubjetividad co mpleta y r ealizada y, p or l o t anto, la 

consideró c omo pa rámetro d e l o h umano, pos teriormente h izo u n t rabajo de  a utocrítica, e n e l qu e 

cuestionó estas ideas (Bodelón, 1999: 44-45).    
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subordinado o femenino. De acuerdo con las lúcidas apreciaciones de Kate Millet, en su 

ya clásico “ Sexual Politics”, la  me nte p atriarcal h a s ido imp uesta a t ravés d e 

instituciones mu y p oderosas, como la  Iglesia, la  a cademia, la  f amilia…, p or e jemplo, 

todas l as c uales ha n j ustificado y reforzado l a s ubordinación de  l as mujeres a  l os 

hombres. S e t rata de  u na i deología t an pot ente que  l ogró qu e l as pr opias m ujeres 

internalizaran ese sentido de inferioridad con respecto a los hombres (Millet, 1971: 23-

25).  

Dentro de esta corriente, una de las propuestas más extendidas para hacer frente 

al patriarcado fue la de promover la androginia, pero en un sentido diferente a como se 

entendió desde el feminismo liberal culturalista (que se ha explicado en 3.1.1.). Desde 

las posiciones libertarias, el concepto de androginia consiste en cuestionar la necesidad 

de conectar el sexo con el género, lo cual se traduce, en definitiva, en la necesidad de no 

limitar la identidad de género a los márgenes que impone el patriarcado, estrictamente 

cercados por los caracteres biológicos (Rubin, 1975: 158-159).       

Joreen F reeman es  i dentificada como u na d e l as p rimeras f eministas r adicales 

que de fendió e l r ecurso a  l a a ndroginia ( Tong, 2009:  64) . E n s u opi nión, l imitar l a 

identidad de  g énero de  l as m ujeres a  una  i dentidad f emenina s ignifica l imitar e l 

desarrollo d e l as m ujeres co mo p ersonas co mpletas, d e m anera q ue s ugiere q ue s e 

conviertan en  p ersonas andróginas, es to es , q ue ab sorban l as car acterísticas q ue s e 

atribuyen a ambos sexos, el masculino y el femenino (Freeman, 1973: 52). Esta postura 

ha sido criticada por varias autoras, entre ellas Alice Echols, en cuanto considera que la 

masculinidad no e s  un m odelo a  s eguir pa ra l as m ujeres, por que reproduce e l 

patriarcado. Desde su punto de vista, sin embargo, celebra la idea libertaria de liberar a 

las mujeres de  l as constricciones de  l a s exualidad biológica (Echols, 1989:  24) . O tras 

autoras, por su parte, consideran que no existen razones para rechazar el modelo de la 

androginia, pe ro s i pa ra a doptar un m odelo andrógino qu e no di stinga e ntre a spectos 

negativos y pos itivos de  l a masculinidad, proponiendo que  se absorban solamente l os 

positivos, no sólo de la masculinidad sino también de la feminidad (entre ellas, Alcoff, 

1988: 406-408).   

Además del debate sobre la androginia, el feminismo radical l ibertario propuso 

novedosas i nterpretaciones s obre l a m aternidad, l a r eproducción hum ana as istida, la 
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maternidad por sustitución o subrogada, el aborto, la pornografía y la prostitución, entre 

otros importantes asuntos, afirmando el derecho de las mujeres a la libertad sexual y a 

decidir l ibre y voluntariamente sobre este t ipo de  cuestiones. Por e jemplo, Shulamtith 

Firestone planteó que la liberación de las mujeres podría producirse si se reemplazara la 

gestación ut erina po r métodos a rtificiales; i ncluso pr opuso que  s e d esvinculara l a 

familia del parentesco (especialmente el biológico), para asentarla en otras bases, como 

la amistad o s implemente la conveniencia  ( Firestone, 1972 127) . Mientras Kate Millet 

y Gayle R ubin t uvieron una  m irada m uy pa rticular s obre l a pr ostitución: f ueron l as 

primeras a cadémicas q ue co nsideraron q ue es ta act ividad puede s er e ntendida c omo 

trabajo (Millet, 1971 y Rubin, 1975) y se opusieron a las interpretaciones restrictivas en 

este ámbito, a t ravés de las cuales o tras feministas radicales, entre el las MacKinnon y 

Dworkin, la identificaron (junto con la pornografía) con una forma de violencia sexual 

(Dworkin, 2000; MacKinnon, 2010)62.  

Para al gunas au toras, las d iferentes co ncepciones d el f eminismo r adical 

libertario se pueden resumir en sus puntos de vista sobre la sexualidad. En este sentido, 

Ann F erguson i ndica qu e dentro d e es ta corriente t odas l as p rácticas s exuales q ue s e 

producen dentro del patriarcado (sean o no h eterosexuales) son represivas, por ello no 

considera que la opción lesbiana sea una forma de l iberación. Las normas patriarcales 

reprimen el  p lacer y los d eseos s exuales d e l as m ujeres y es tigmatizan l as m inorías 

sexuales, de manera que si las mujeres optan por liberarse de la heterosexualidad, ello 

no las l iberará de la represión patriarcal. Por consiguiente, el derecho a d efender -con 

respecto a l a s exualidad- sería, entonces, el d erecho d e l as m ujeres a t ener el  control 

sobre l a m isma y a realizar cu alquier p ráctica sexual q ue l es p roporcione p lacer y 

satisfacción, s obre l a b ase de l l ibre c onsentimiento y e n un  pl ano de  i gualdad pa ra 

                                                           
62 Un análisis en detalle del pensamiento feminista radical sobre la prostitución se encuentra en Heim 

(2012). La obra de Drucilla Cornell, Feminism and Pornografy, realiza un profundo y diverso recorrido 

sobre ambas materias y recoge trabajos de autoras de gran relieve, no solo dentro del feminismo radical, 

sino también desde otras corrientes, como el posmodernismo y el postcolonialismo. La propia Drucilla 

Cornell realiza una crítica muy interesante a las posiciones de Dworkin y MacKinnon. Desde su punto de 

vista, estas posiciones son muy restrictivas, en el sentido de que apelan a estereotipos victimistas de las 

mujeres y a un concepto muy limitado de la sexualidad femenina y de sus posibilidades de exploración 

(ver Cornell, 2000: 553-557). 
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establecer relaciones sexuales, sin importar el sexo o la orientación sexual de la persona 

escogida para mantenerlas (Ferguson, 1984: 130).           

 

El feminismo radical culturalista. 

 

La p erspectiva cu lturalista d el f eminismo r adical es tá d ada p or u na s erie d e 

consideraciones al rededor d e l as d iferencias entre m ujeres y h ombres en  el  s istema 

patriarcal, que difieren de las sostenidas por lo que aquí se denomina feminismo radical 

libertario. Al contrario de las libertarias, las culturalistas hacen hincapié en los aspectos 

biológicos de la diferencia sexual, más que en la socialización de género, así como en 

una concepción diferenciadora de la sexualidad humana, que se encuentra en una línea 

muy cercana al esencialismo y al determinismo biológico. 

El punto de vista culturalista se opone radicalmente al modelo de la androginia. 

La heterosexualidad es entendida en términos dicotómicos: la “sexualidad masculina” se 

considera centrada en la genitalidad, irresponsable y potencialmente letal, mientras que 

la “sexualidad femenina” se considera “difusa, interpersonalmente orientada y benigna”. 

Se estima que los hombres buscan en el sexo “poder y orgasmos” y por ello orientan la 

actividad s exual al  r endimiento, m ientras q ue l as m ujeres b uscan “r eciprocidad e 

intimidad”, por lo que orientan la actividad sexual a la afectividad (Tong, 2009: 67). Esa 

es l a razón f undamental p or l a cu al m uchas f eministas r adicales en tendieron q ue el  

único sexo que  puede ser i nequívocamente bu eno pa ra l as mujeres es e l celibato o l a 

monogamia l esbiana, po stura que  s ostuvo, e ntre otras, A nne K oedt. P ara e ste t ipo d e 

autoras, el  “lesbianismo político” era la única alternativa para una auténtica l iberación 

de las mujeres de los constructos patriarcales. 

De hecho, en el marco de los feminismos radicales de los años sesenta se dio un 

profundo de bate s obre l a s exualidad y, en pa rticular, s obre l a he terosexualidad c omo 

una f orma d e e xpresión de l a s ubordinación de  l as m ujeres por  p arte d e los hom bres 

(Rivera, 1994:  125 -127; J aggar, 1994:  488) . E n e ste c ontexto s urgieron, co n es pecial 

impacto en EE.UU, las propuestas del denominado "separatismo lesbiano" (Chapaman, 

1997: 112; Rich, 2010 (1976): 291), esto es, de grupos feministas que proclamaban que 
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si una mujer deseaba de verdad liberarse de la opresión sexual masculina y convertirse 

en una  verdadera feminista d ebía r enunciar a l a h eterosexualidad. E ntre l os es critos 

inspiradores de esta propuesta se encuentran, especialmente, dos  t rabajos, uno de  Ann 

Koedt, titulado "The Myth of Vaginal Orgasm", publicado en 1970 y otro de Adrienne 

Rich: "Compulsary Heterosexuality and Lesbian Existence", publicado en 1980.   

En el citado artículo, Koedt sostiene que  los orgasmos que las mujeres s ienten 

durante las relaciones sexuales con los hombres son ocasionados por la estimulación del 

clítoris y no de  l a va gina y qu e, por  c onsiguiente, l as m ujeres no ne cesitan de  l os 

hombres p ara o btener p lacer s exual, es to es , q ue n o ex isten r azones f isiológicas p ara 

elegir un c ompañero s exual hom bre, s ino t an s ólo ps icológicas. M ientras que , por  su 

parte, Adrienne Rich, define el concepto de heterosexualidad obligatoria (“Compulsary 

Heterosexuality”) como un modelo a partir del cual los hombres se han asegurado tener 

siempre a su disposición el cuerpo de las mujeres. De otro lado, Rich sostiene que las 

otras formas de sexualidad y, en particular, el lesbianismo, pueden existir dentro de este 

sistema pe ro no como alternativas t otalmente l ibres, s ino c omo e xpresiones de  l a 

resistencia a la opresión sexual y social (Rich, 1980: 637). 

  Más al lá d el “ separatismo l esbiano” ( Chapman, 1997:  112;  R ich, 1976 : 293) , 

resulta interesante destacar que el feminismo radical culturalista interpreta la sexualidad 

de manera tal que asume que, en el patriarcado, las relaciones sexuales heterosexuales 

están caracterizadas por una ideología que presenta a las mujeres como objetos/esclavas 

sexuales de los hombres, que son los sujetos/amos y que en esta estructura se expresa la 

violencia sexual que los hombres ejercen sobre las mujeres. En este marco, el  control 

sobre la sexualidad de las mujeres dependerá del desarrollo de las prioridades sexuales 

propias de las mujeres, de modo que la relación sexual ideal, más allá del lesbianismo, 

sería aq uella q ue s e d é entre p ersonas q ue co nsientan m antenerla l ibremente y en u n 

plano de i gualdad, p ero que  e stén e mocionalmente i nvolucradas y no s e e xpresen a  

través de roles polarizados (Ferguson, 1984: 108-109).    
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La plataforma común.  

 

Sin p erjuicio d e l as d iferencias apuntadas an teriormente, el  feminismo r adical 

compartió va rios puntos de  vi sta que  conforman una  pl ataforma d e ba ses c omunes. 

Siguiendo la síntesis que realizan Alison Jaggar y Paula Rothenberg, dicha plataforma 

puede ser resumida en los siguientes cinco puntos: 

1) Las mujeres han sido, históricamente, el primer grupo social oprimido. 

2) La opresión de las mujeres es la más extendida en el mundo, dado que existe en 

todas las sociedades conocidas. 

3) La opresión de las mujeres es la más dura forma de opresión a s er erradicada y 

no puede ser removida a través de otros cambios sociales (como la desaparición 

de las clases sociales, por ejemplo). 

4) La opresión de las mujeres es la causa de un gran sufrimiento para sus víctimas, 

las m ujeres, t anto de sde un punt o de  vi sta c uantitativo c omo c ualitativo, s in 

perjuicio de que frecuentemente no sea reconocido ni por los opresores ni por las 

oprimidas. 

5)  La op resión de  l as m ujeres pr ovee un m odelo c onceptual pa ra e ntender 

cualquier ot ra forma d e opresión ( Jaggar y Rothenberg, 1984:  186) , l o q ue no 

significa que sea asimilable a otras formas de opresión ni que las mujeres deban 

ser tratadas como una minoría (Bacchi y Eveline, 2010: 335). 

 

Por o tra p arte, l a p erspectiva r adical considera q ue l os f eminismos l iberales y 

marxistas habrían valorado como positivos los valores de la cultura masculina y que, en 

dicha a ctividad, e l d erecho ha bría j ugado un rol de  pe rpetuación m uy importante. S i 

para e l f eminismo l iberal e l pr oyecto j urídico de  l a m odernidad ha bía s ido s exista 

porque h abía ex cluido a l as m ujeres, p ara el  f eminismo r adical el  d erecho h a s ido 

tradicionalmente masculino (Olsen, 2000). En palabras de Catharine Mackinnon: 

“el derecho ha incorporado a las mujeres a los estándares masculinos y a eso se 

le ha llamado igualdad de género. El problema es, por consiguiente, cómo dar a 

las mujeres acceso a todo aquello de lo que a priori han sido excluidas, en una 

lógica de la exclusión que se mide en términos de los parámetros a través de los 
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cuales las mujeres han sido autorizadas a convertirse en. Sus términos (los de los 

hombres), se han convertido en los nuestros (los de las mujeres). Peor aún, esta 

lógica ha  m ovilizado l a i dea de  que  el m odo d e que  l as m ujeres pudi éramos 

tener cosas es tenerlas para los hombres. Esa es la razón por la cual la necesidad 

de conformar estándares normativos a la realidad existente y liberal de derechos, 

el género no haya sido considerado en ningún sentido (Mackinnon, 1989:33). 

En cuanto el derecho es considerado como un epifenómeno del patriarcado que 

expresa e l punt o de  vi sta m asculino, e l f eminismo r adical pr opone l a e laboración de  

otro derecho (Holmaat, 2010: 218-224), que  surja de  l as experiencias de  l as mujeres. 

Este sería el único modo de corregir los desequilibrios de poder y la injusticia que ha 

supuesto la existencia de un derecho que tradicionalmente ha ignorado las experiencias 

de vi da de  l as m ujeres ( Kohen, 2000:  86)  y qu e s ea c apaz de  a sumir l os va lores que  

estas experiencias incorporan. 

Para el feminismo radical, en definitiva, el problema de la desigualdad sexual no 

puede superarse si no se erradica el patriarcado, de modo que radicaliza la tensión entre 

sistema capitalista y sistema patriarcal ya planteada por el feminismo materialista, pero 

lo hace recuperando (en buena medida) el ideario de la diferencia sexual, a través de un 

proyecto de emancipación de las mujeres que implica no sólo una transformación social 

muy pr ofunda, s ino t ambién una  r eflexión s obre l a s ubordinación qu e s ea pr opia, e s 

decir, qu e no t ome e lementos que  r espondan al a cervo p atriarcal. D e e ste m odo s e 

evitaría ca er en  l a defensa de posiciones de l pensamiento pol ítico t radicional, e l cual, 

como advierte Martha Nussbaum, muchas veces constituyen “un constructo masculino, 

de cuya construcción han sido excluidas las mujeres” (Nussbaum, 2007: 245). Se trata 

de u na i dea q ue es t ambién s ostenida por S heila B enhabib (autora a  l a que  s e ha rá 

referencia con mayor profundidad en 3.3.), en cuanto afirma que las teorías morales de 

la t radición oc cidental s on “ sustitucionalistas”, e n c uanto de fienden un  u niversalismo 

que se identifica con las experiencias de los hombres (adultos, blancos y propietarios), 

que se presentan como paradigma de lo humano (Benhabib, 1992: 34). Esta es la razón 

principal por  l a que  l a toma de conciencia se considera e l método feminista por 

excelencia, q ue n o p uede s er v erificado por l os m étodos j urídicos t radicionales 

(androcéntricos); de él derivan todos los otros y sirve para desafiar las propias bases de 
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las concepciones jurídicas tradicionales Mackinnon (1987: 1082), tal como se comentó 

en 2.2.2. 

Desde esta perspectiva, el  acceso a l a justicia requiere de instrumentos que  n o 

sólo va yan m ás a llá de  l o j urídico, integrando el pl ano de l de recho con e l de  l a 

economía, la  p olítica… sino que  t ambién i ncluye la n ecesidad d e realizar cam bios 

radicales en la cultura patriarcal hegemónica y en los valores sociales dominantes.  

El feminismo radical aportó el concepto de patriarcado y, entre otras interesantes 

contribuciones, pr oveyó de  un m aterial m uy v alioso pa ra e ntender a spectos 

fundamentales d e l a vi da r elacionados con l a s exualidad, la h eterosexualidad y el  

lesbianismo, a sí c omo con l a m aternidad, l a r eproducción hum ana a sistida ( Millet, 

1971; F irestone, 1972;  R ich, 1979;  K oedt, Levine y R apone,1973; P uigpelat M artí, 

2004; Igareda 2012, e ntre ot ras), l a pr ostitución y l a por nografía (Millet, 1975;  R ubin, 

1975 y  1989 ; M acKinnon, 1989 y  2010 ; Mestre i Mestre, 200 4 y  2005 ; H eim, 2012, e ntre 

otras); l as vi olencias s exuales ( Estrich, 1986 y 2 010); e l a coso s exual y por r azón de  

sexo ( MacKinnon, 1979 ), e tc., qu e h an t enido una not able i nfluencia en l a p olítica 

feminista en los úl timos cuarenta años. Asimismo, es ta corriente incorporó uno de los 

conceptos c entrales de  los f eminismos c ontemporáneos: e l de  vi olencia s obre l as 

mujeres c omo s inónimo de  e xpresión de l do minio pa triarcal y de  l a de sigualdad 

estructural s exual que  c omporta, a l t iempo que  planteó l a n ecesidad d e abordar es tas 

vulneraciones de derechos no sólo desde un punto de vista jurídico, sino también desde 

un punto de vista estrictamente feminista, recuperando de es ta manera la tradición del 

más puro standpointism. El concepto de violencia sobre las mujeres y las metodologías 

para s u p revención, s anción y eliminación, as í co mo para l a r ecuperación d e l as 

víctimas, fueron puestos en s ervicio por e l m ovimiento i nternacional de  m ujeres p ara 

ser incorporados, y no s in dificultades, como se verá en el capítulo 3, en un ambicioso 

programa de acceso a la justicia que comenzó por integrar a las mujeres como sujetas de 

derecho, c omo hum anas ( Facio, 2003:  17,  Lagarde, 2011:  63 ), en la le gislación 

supranacional s obre de  derechos hum anos d e l as m ujeres. E ste e jemplo f ue s eguido, 

varios a ños m ás t arde, por la l egislación n acional d e l os es tados q ue han d ecidido 

regular ju rídicamente algunos a spectos vi nculados c on e sta m ateria, c omo ha s ido el 

caso de España, en especial, en lo que respecta a la violencia de género, tal y como será 

explicado con detalle en el capítulo 3, como se ha mencionado anteriormente.  
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3.2. El proyecto jurídico feminista de reconocimiento.  

 
 

En las últimas cuatro décadas del s iglo XX el movimiento feminista hizo de la 

identidad sexual o de género un elemento clave para canalizar sus demandas de justicia. 

En es ta t area t uvieron un l ugar d estacado el  f eminismo cu ltural n orteamericano, el 

denominado black standpointsm, los feminismos de la diferencia de Francia e Italia y, 

por úl timo, t ambién t uvo una  pa radojal influencia e l f eminismo pos tmoderno, e n 

particular, a través del impacto de las teorías queer en los movimientos de defensa de la 

diversidad s exual. P arafraseando a N ancy F raser, s e pue de afirmar que  e l pr oyecto 

jurídico f eminista que  e ncarnaron e stas l íneas d e pe nsamiento s e e xpresó c omo una  

política de  r econocimiento ( Fraser, 2008:  193 ), a  pa rtir d e l a cual s e desarrolló una  

crítica muy aguda a los reclamos de igualdad que caracterizaron el período anterior, que 

habían negado la diferencia sexual o la habían relegado a un espacio secundario. 

Las d iferentes corrientes q ue h emos i dentificado d entro d e es te p royecto s e 

presentarán del modo que se puede ver en el cuadro que sigue.   

 

El proyecto jurídico feminista de reconocimiento 

 

El feminismo cultural norteamericano. 

 

Los feminismos de la diferencia de Francia e 
Italia. 

 

 

El black standpointsm. 

 

El posmodernismo y la fragmentación de las 
identidades de género 
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3.2.1. El feminismo cultural. 

 
Alice Echols considera que el feminismo cultural emergió en EE.UU a mediados 

de l a dé cada de  197 0), poni endo f in a l p royecto f eminista r adical y a  s u pot encial 

transformador (Echols. 1989: 203). Se trata de un movimiento que incluye la exaltación 

o reafirmación de ciertos valores que se consideran femeninos o fuertemente asociados 

a l as m ujeres, co mo l a em patía, l a af ectividad o  l a r esponsabilidad p or l as d emás 

personas, l a ap elación a la pertenencia a u n grupo determinado de m ujeres ( como las 

mujeres negras o latinas) y la necesidad de crear una cultura (social, política, jurídica) 

estrictamente f emenina, que r esponda a l as necesidades específicas y co ncretas de l as 

mujeres.       

Ciertas car acterísticas d e es te m ovimiento h an sido ex plicadas e n 3.1.1. y en 

3.1.2, c uando s e t rataron l as e xpresiones c ulturalistas de  l os f eminismos l iberales y 

radicales. Existen muchas expresiones del culturalismo: las orientaciones  maternalistas 

que expresan autoras como Dorothy Dinnerstein, Adrienne Reich o S arah Ruddik; l as 

postmodernas que  s ostienen pe nsadoras c omo S usan B rownmiller, G ermaine G reer o 

Alice Rossi; las aproximaciones psicologicistas de Nancy Chodorow y Carol Gilligan. 

Algunas d e la s d iscusiones e n to rno a l mu lticulturalismo ta mbién s e v inculan c on 

algunos aspectos de estos debates (Okin, 1989: 7-26).  

En l o que  r especta a  l os de bates c ontemporáneos s obre j usticia, l as di scusiones 

surgidas -en e l á mbito a nglosajón- a pr opósito d e l as i nterpretaciones de  l os a nálisis 

sobre el desarrollo moral de Carol Gilligan y la llamada “ética del cuidado”, han sido la 

que más han llamado la atención (Bodelón  (2010:183). Las investigaciones de Gilligan, 

de hecho, iniciaron un debate específico en el campo del derecho, en cuanto plantearon 

una revalorización de las cualidades femeninas, largamente denigradas por el machismo 

social imperante (Kohen, 2000: 89).  

A pa rtir de  l a i dea común de  qu e l as m ujeres han a usente d el di scurso j urídico 

tradicional, que  no ha n t enido acceso a  l a j usticia y que l a d iferencia s exual debe s er 

tenida en consideración por el derecho, se pueden identificar tres tendencias dominantes 

en estas discusiones:  
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a) por un lado se encuentran quienes consideran que las reflexiones androcéntricas 

sobre el derecho y la justicia derivan de formas masculinas de pensar y conocer, 

respecto d e l as cuales l as m ujeres han s ido i gnoradas. En es te grupo s e sitúan 

autoras como Robin West, Carrie Menkel-Meadow, Lucinda Finley y Suzanna 

Sherry, entre otras. 

 

b) Por otra parte se ubican las autoras que proponen una re-conceptualización de la 

justicia a p artir de la integración del reconocimiento de la estructura de género 

en nuestra sociedad y, en particular, de la institución familiar. Tal sería el caso 

del pensamiento de Susan Moller Okin. 

 

c) Finalmente, o tras autoras a firman que  l a m asculinidad de l de recho no e s 

consecuencia de la ausencia de las mujeres y sus voces en este ámbito, sino que 

es una muestra más de la subordinación de las mujeres a los hombres, posición 

que e s s ostenida po r C atharine M acKinnon y Elisabeth S chneider (Bodelón, 

2010: 185) , a sí c omo p or A ndrea D workin ( quien publ icó va rios t rabajos e n 

colaboración con l a p rimera de l as au toras ci tadas) y por Ann C . Scales, en tre 

otras.  

 

Las t endencias a puntadas e n a ) y b ) pr oponen i ncorporar l as e xperiencias d e l as 

mujeres al derecho y un debate sobre los valores feministas que revela las estructuras de 

género de los cuidados, la familia y las nociones tradicionales de justicia; la última, por 

su parte, entiende la di ferencia sexual como subordinación y r echaza l a incorporación 

de l as e xperiencias de  l as m ujeres a l de recho, pr omoviendo, por  e l c ontrario, una   

jurisprudencia feminista separada de la tradicional o masculina y una discusión sobre el 

daño social del sexismo y la violencia sobre las mujeres que comporta, temas que han 

sido es pecialmente r elevantes en  l os d ebates s obre l a r egulación j urídica d el a coso 

sexual, la prostitución y la pornografía, como ya se ha comentado.  

Sin p erjuicio d e l as d iferencias ex istentes en tre l as p osiciones p recedentemente 

señaladas, todas ellas operan como esferas de reconocimiento con elementos de carácter 

culturalista, en  cuanto cuestionan l os es tándares an drocéntricos d e l a i gualdad y 
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proclaman qu e l os m ismos no s igan ne gando l a s ubjetividad de  l as m ujeres, s us 

necesidades concretas y su particular forma de estar en el mundo.  

 

La estructuras de género de los cuidados, la familia y la justicia.  

 

Desde finales d e l os a ños s etenta d el s iglo p asado, l as i nvestigaciones s obre 

psicología y desarrollo m oral de  N ancy C hodorow, J anet Lever y Carol G illigan 

tuvieron un  fuerte impacto en la incorporación de las teorías de la conexión y la ética 

del cuidado en los análisis feministas del derecho y de la justicia (Blum, 1998: 472).   

Como se ha comentado con anterioridad63, la ya clásica obra de Carol Gilligan, “In a 

Different Voice”, sostiene, en  particular, l a idea de que l a ética del cu idado se asocia 

con el desarrollo moral de las mujeres y niñas. Se trata de un desarrollo que enfatiza la 

empatía, la simpatía, la compasión, la lealtad y el amor en las relaciones, más que en los 

principios ab stractos d e j ustica d e l a ét ica n ormativa l iberal, d entro d e l a cu al el  

razonamiento moral permanece separado de  los sentimientos y del contexto. Desde la 

perspectiva d el c uidado, por  e l c ontrario, l as r elaciones d e i nterdependencia en tre l as 

personas y las experiencias v ividas s on p uestas en  el c entro, d e m anera t al q ue l a 

autonomía moral es construida como una autonomía relacional, que tiene especialmente 

en cuenta las necesidades y vulnerabilidades individuales.  

De c onformidad c on Beatriz K ohen, l as t esis de  G illigan s e pu eden s intetizar de l 

siguiente modo:  

a) Por un l ado, pl antea que  l a voz  dom inante de l sistema j urídico oc cidental e s 

masculina y está caracterizada por la abstracción, la objetividad y la ausencia de 

peso emocional; es presentada como universal pero no l o es, porque no i ncluye 

la voz de las mujeres. 

b) Para q ue el s istema d e j usticia i ncorpore l a p erspectiva f emenina, l a ét ica d el 

cuidado -que busca que ninguna persona resulte dañada-, debe añadirse a la ética 

                                                           
63 Ver nota al pie 31. 
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de la justicia -que busca que todas las personas sean tratadas por igual- (Kohen, 

2000: 89). 

Carrie Menkel-Meadow es una de las autoras que más ha desarrollado l a ét ica del 

cuidado dentro de  los estudios jurídicos (Bodelon, 2010:186). Kenneth Karts, Frances 

Heidensohn y R obin W est, por  s u pa rte, ha n de dicado e special a tención a  e sta 

problemática a través de su preocupación por la problemática de la conexión (Bodelón, 

1999: 279).      

Los análisis de West, en concreto, parten de una severa crítica a las teorías liberales 

del d erecho, q ue ex tiende a l as t eorías cr íticas d el d erecho, t oda v ez q ue co nsidera a 

ambas co mo “es encial e i rreparablemente m asculinas” ( West, 2 000: 7 1).  D esde este 

punto de vista se considera que el derecho nunca se ha tomado en serio a l as mujeres 

porque ha  i gnorado por  c ompleto s u f orma de  e ntender l a vi da. M ientras l as t eorías 

feministas del derecho incorporan la subjetividad de las mujeres, que es relacional y no 

autónoma y, por  consiguiente, c omporta n ecesariamente u na co nexión, l a p erspectiva 

androcéntrica del derecho afirma, por el contrario, la tesis de la separación, a partir de la 

cual los seres humanos son considerados, por definición, apartados los unos de otros. En 

consecuencia, mientras exista una brecha entre la descripción de la naturaleza humana 

propuesta o  explicada por la teoría del derecho y l a descripción de la mujer explicada 

por la  te oría f eminista, e xistirá  u n o bstáculo p olítico r eal p ara e l d esarrollo d e u na 

teoría feminista del derecho y el derecho continuará s iendo masculino y a lejado de  la 

realidad de las mujeres (West, 2000: 74). 

Las t eorías d e l a co nexión y l a ét ica d el cu idado f ueron a cusadas p or u n am plio 

sector de l m ovimiento f eminista no s olo de  pr esentar una  forma esencialista y  

determinista de  ser mujer, s ino t ambién de  expresar una  ideología muy conservadora. 

Encarna Bodelon sostiene, con razón, que Catharine MacKinnon – como se explicará en 

el s iguiente acápite- ha s ido una  de  l as a utoras que  ha n di rigido l as c ríticas m ás 

radicales a estos posicionamientos (Bodelón, 2010: 189). Sin embargo, también se han 

profundizado algunos de estos cuestionamientos desde el seno mismo del pensamiento 

culturalista, como l o demuestra el  pensamiento Susan Moller Okin, en  especial en  su 

última etapa.       
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Se ha  i dentificado a  O kin c on e l feminismo l iberal culturalista ( ver 3. 2.1.), por  

cuanto ha  s ido una  de  las a utoras m ás d estacadas a  l a ho ra de  pr ofundizar e n l a 

reconstrucción del modelo de justicia a partir de la integración del reconocimiento de la 

estructura d e género en nue stra s ociedad. E n una  gran pa rte de  s u pr oducción 

académica, O kin es tudió d e m anera m uy p articular es te f enómeno y, en  l os ú ltimos 

años, l o hi zo t omando e n c onsideración l as c ríticas a l e sencialismo que  s e l e ha bían 

formulado a la ética del cuidado e incorporando algunos aspectos del creciente debate 

sobre el multiculturalismo (Satz y Reich, 2009: 2/3).  

En efecto, en Western Political Thought, publicado en 1979, la autora de referencia 

sostuvo que  l a f ilosofía l iberal cl ásica consideró a l os h ombres co mo p ersonas 

completas y definió a las mujeres en relación a las funciones que servían a los hombres, 

en especial, las de cuidado de las hijas e h ijos y el trabajo doméstico. De acuerdo con 

sus análisis, esta situación comportaba una perspectiva funcionalista de la existencia de 

las m ujeres, q ue s ólo en  cas o d e s er d estruida p ermitiría a l as m ujeres co nvertirse en  

ciudadanas de pleno derecho (Okin, 1979: 304). 

En 1989 O kin pr ofundiza s us pe rcepciones s obre l a e structura de género d e l a 

familia y publica Justice, Gender and the Family. Aquí ya no discute con autores de la 

filosofía l iberal clásica s ino con teóricos contemporáneos, como Robert Nozick, Allan 

Bloom, A lasdair M acIntyre, J ohn R awls y M ichael W alzer, a  qui enes desafía, en tre 

otros a suntos, por  no ha ber i ncluido e n s us a nálisis s obre l a j usticia l a e structura d e 

género de la institución familiar y la  situación de las mujeres dentro de la familia. De 

acuerdo con Okin, la organización tradicional de la familia y el matrimonio conforman 

una de las grandes injusticias de la sociedad, no sólo porque resultan funcionales a los 

hombres, sino también porque producen mujeres económica y socialmente vulnerables 

(Okin, 1989: 24). Sin perjuicio de ello, esta autora, no a dhiere al lema “lo personal es  

político” n i p ropone la  d estrucción d e la  f amilia q ue a lentaban la s f eministas má s 

radicales, sino que plantea medidas para garantizar el derecho de las mujeres a d ecidir 

qué tip o d e f amilia c onstituir y a  r educir la s p osibilidades de q ue se en cuentren 

atrapadas en los círculos de vulnerabilidad, aumentando sus habilidades para construir 

estructuras f amiliares que sean capaces de combinar “amor con justicia” (Okin, 1989: 

185). 
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El pensamiento de Okin (del mismo modo que lo ha sido el de otras autoras que se 

basan en otra plataforma ideológica, como Gilligan y las demás pensadoras vinculadas a 

la ética del cuidado y a las teorías de la conexión), fue acusado de ser esencialista y de 

ignorar (e i ncluso j ustificar) l a opr esión de  l as m ujeres en favor d el respeto d e l a 

diferencia. S in embargo, como advierte Encarna Bodelón, este t ipo de  propuestas han 

permitido pone r de  manifiesto que  l as o portunidades de  l as mujeres e stán 

estructuralmente l imitadas y h an i ncluido e n l os de bates s obre de rechos y ju sticia 

elementos que  a nteriormente no h abían s ido considerados. D el m ismo m odo, ha n 

complejizado los debates en todos estos ámbitos y nos  han advertido de  que  ya no e s 

posible sostener las discusiones sobre los derechos y la justicia sin tener en cuenta las 

prácticas sociales sobre las que ambas cuestiones se estructuran (Bodelón, 2010: 192).  

Finalmente, este t ipo d e reflexiones i nterpelan l as concepciones de a cceso a la 

justicia centradas en el acceso a la jurisdicción y en la fría lógica de los procedimientos 

judiciales, q ue n o consideran n i s atisfacen l os i ntereses, d eseos y n ecesidades d e l as 

mujeres n i s us formas d e r elación. S obre e stos aspectos el f eminismo i taliano d e la  

diferencia h a h echo ap ortes i nteresantísimos, q ue s erán e studiados e n este mis mo 

capítulo ( ver 3.3.3) . Es te punto también s erá r etomado e n e l c apítulo 4, c uando s e 

analicen, en particular, las percepciones de las mujeres víctimas de violencia de género 

con respecto a la justicia y al trato que reciben en los juzgados.     

        

La diferencia sexual como subordinación.  

 

Desde es ta p erspectiva –asociada al p ensamiento d e au toras como C atharine 

MacKinnon, A ndrea D workin, A nn C . S cales y Elisabeth S chneider, como ya s e ha  

avanzado- la d esigualdad s exual s e m anifiesta en  l a d ominación q ue ej ercen l os 

hombres sobre las mujeres. Dado que se trata de una dominación sexual, el lugar de la 

opresión se s itúa en  el  cuerpo y en  l a sexualidad (alienada) de l as mujeres, l a cual es  

vista, a su vez, como el origen del poder masculino (MacKinnon, 1987b: 32). 

La teoría de la diferencia sexual como subordinación tuvo un creciente desarrollo a 

partir d e u n t rabajo d e MacKinnon publ icado e n 1987, ba jo e l t ítulo “ Difference and 
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Dominance: On Sex Discrimination”, en  el  q ue realiza u na c rítica al d erecho 

discriminatorio en los E.E.U.U. En ese artículo, sostiene que las mujeres que afirman la 

diferencia desconocen que s e t rata de  un concepto que  op era como s inónimo de  

dominio, de subordinación  y por ello considera que no es posible afirmar las cualidades 

y las características de la diferencia s in af irmar l a ausencia de poder ( MacKinnon, 

1987a: 1088). La consecuencia más grave de estas interpretaciones sería la legitimación 

del poder masculino, en lugar de su cuestionamiento y erradicación.  

Las r otundas cr íticas d e l a au tora co n r especto a l a d iferencia n o r esultan, s in 

embargo, en un rechazo absoluto a la misma, sino más bien en la justificación que de 

ella se hace a partir de determinadas teorías, mostrándose particularmente contraria a las 

del desarrollo moral y, en especial, con la obra de Carol Gilligan. Asimismo, se muestra 

especialmente crítica con r elación al i mpacto negativo q ue l a consideración d e l a 

diferencia ha tenido para las mujeres cuando el derecho se ha ocupado de ella, cuestión 

que se ha reflejado, en concreto, en una construcción jurídica subordinada de la mujer 

(MacKinnon, 1987:1081). 

Como resume con acierto Ruth Mestre, el problema central, para MacKinnon, no es 

el de la diferencia sexual sino el del poder. Las diferencias entre mujeres y hombres son 

creadas a través de procesos de dominio y subordinación que se definen mutuamente, o 

forman parte de un mismo proceso. De allí deriva el único sentido que el sexo tiene para 

esta autora, que está dado, en definitiva, por  las relaciones de poder que lo crean y lo 

definen. P or c onsiguiente, c omprender l as c uestiones de  gé nero i mplica a nalizar e l 

poder que  c rea l as di ferencias i mportantes pa ra la pol ítica. D esde un pu nto de  vi sta 

feminista, e l pode r es masculino por que e s r esponsable de  l a s ubordinación de  l as 

mujeres (Mestre i Mestre: 2006: 135).       

Mientras M acKinnon cu estiona el  t ratamiento j urídico d e l a d iferencia, t ambién 

realiza u na p rofunda c rítica a l os es tándares d e l a i gualdad q ue han dominado el 

derecho, las políticas y la percepción social. En este sentido, considera que el derecho 

ha sido un instrumento necesario de la dominación masculina, porque tradicionalmente 

ha asegurado el control de los hombres sobre el cuerpo de las mujeres. Se trata de una 

situación q ue h a p ermanecido i nalterable i ncluso e n e l m arco del de recho 

antidiscriminatorio –surgido a propósito de las tensiones entre igualdad y diferencia-, al 
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que acusa de no haber sabido dar a l as mujeres lo que ellas necesitan y de lo que han 

estado privadas, es to es , “d e tener una vida productiva con una razonable seguridad 

física, de poder auto-expresarse y de ser consideradas en su individualidad y con un 

mínimo de respeto y de dignidad” (MacKinnon, 1987: 1090). 

Uno de los aportes más interesantes de este t rabajo de Mackinnon es proponer un 

modelo para eliminar la discriminación de las mujeres, que se basa en la determinación 

de l as s ituaciones relacionadas con l as d iferencias s exuales ( tanto b iológicas co mo 

sociales) que  pr oducen de sventajas s ociales y que, por  c onsiguiente, de ben s er 

eliminadas. S e t rata d e un m odelo nu evo, qu e r equiere de  un m odelo de  j usticia 

separado, de  una  ve rdadera jurisprudencia feminista, q ue t oma a  l as mujeres co mo 

punto de partida (Kohen, 2000: 91).  

Siguiendo e sta l ínea de  t rabajo, m uchas d e l as autoras que  s e m encionan c omo 

seguidoras de  esta c orriente ( y de  un  m odo e special M acKinnon y S chneider), h an 

dedicado una  fuerte a tención a l análisis de  di ferentes supuestos de  violencia sobre las 

mujeres. Este tema será t ratado con mayor profundidad en el capítulo 3, al analizar la 

legislación vigente en materia de violencia de género y sus mecanismos de acceso a l a 

justicia, de  m odo que  a llí s e de batirán c on m ás de talle, e ntre ot ras, a lgunas de  l as 

propuestas que derivan del pensamiento de las citadas autoras en este ámbito.   

  

3.2.2. El black standpointism. 
 

El de nominado black feminism (feminismo ne gro), e s un m ovimiento que  

considera al racismo como un sistema de opresión con consecuencias diferenciadas para 

las m ujeres. E sta c orriente c omporta un  di scurso c rítico c on relación al f eminismo 

blanco, a l qu e l o acusó de  e tnocéntrico. S us pe nsadoras m ás r adicales, de  he cho, 

propusieron que el racismo fuese t ratado como un s istema de  opresión separado de  la 

opresión de género y que las mujeres negras se organizaran al margen de las blancas. De 

este m odo, e l f eminismo ne gro b rindó una  nue va i nterpretación de l r acismo y de l 

colonialismo, a l t iempo que c uestionó e l m odo en que  l as f eministas bl ancas ha bían 
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interpretado el papel de la familia, el Estado y el mercado en la opresión de las mujeres 

(Chapman, 1997: 111-112).  

Entre las autoras más destacadas del feminismo negro se encuentran, entre otras, 

Sojourner T ruth, B arbara C hristian, A udre Lorde, G loria J oseph, P atricia Bell S cott, 

Barbara S mith, D eborah K ing, Patricia H ill Collins, Gloria Jean W atkins ( también 

conocida c omo bell h ooks), A ngela D avis y P atricia W illiams. S e tr ata d e u n 

movimiento que ha tenido un e xtraordinario desarrollo en los EE.UU, pero también ha 

tenido un fuerte impacto en América Latina y el Caribe, especialmente en es ta ú ltima 

región, d onde l a r epresión r acial d e l a d iáspora af ricana h a es tado m arcada p or el  

colonialismo y la esclavitud.  

Como recuerda Ruth Mestre, el black feminism ha acusado al feminismo blanco 

de ap ropiarse d e l a cat egoría de  m ujer y d e i mponer una  noc ión d e e xperiencia que  

silencia l a v oz d e l as m ujeres d iferentes. E sta m irada p arte d e s ostener q ue l a 

experiencia justifica la lucha y que el feminismo “negro” implica ser mujer, feminista y 

negra, con t odos l os pr oblemas que e stas c onceptualizaciones c omportan, pr oblemas 

que, no obs tante, s on comunes a  l a pe rspectiva de l punt o de  vi sta feminista, o 

standpointism en cuanto requieren hablar desde la propia experiencia (Mestre i Mestre, 

2006:20). S in e mbargo, una  gran p arte del f eminismo ne gro reclama s u pr opio 

standpoint. Así lo sostiene Patricia Hill Collins, cuando afirma que: 

“Para d esarrollar d efiniciones ad ecuadas d el p ensamiento f eminista n egro es  

preciso enfrentarse al complejo nudo de las relaciones que unen la clasificación 

biológica, l a co nstrucción s ocial d e l a r aza y el g énero co mo c ategorías d e 

análisis, las condiciones materiales que acompañan estas construcciones sociales 

cambiantes y l a co nciencia d e l as m ujeres n egras ace rca d e es tos t emas. U na 

manera d e u bicarse f rente a l as t ensiones d e definición en  el  p ensamiento 

feminista negro es especificada en la relación entre la ubicación de las mujeres 

negras -aquellas experiencias e i deas compartidas por las afroamericanas y que 

les pr oporciona un  e nfoque s ingular de s í m ismas, d e l a co munidad y de l a 

sociedad- y l as t eorías que i nterpretan esas ex periencias ( …).El p ensamiento 

feminista negro comprende interpretaciones de la realidad de las mujeres negras 

hechas por las mujeres negras” (Hill Collins, 1989: 289) 
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Los aportes de este movimiento son extremadamente ricos y variados y exceden en 

profundidad l os l ímites de e ste t rabajo. S iguiendo a  V iolete E udiene Barriteau, e ntre 

muchos otros de ellos se encontrarían los siguientes: 

a) El rechazo de una noción indiferenciada de sororidad y la r eivindicación de  la 

necesidad de incluir la condición de las mujeres negras en el concepto de mujer. 

Serían ejemplos de estas reivindicaciones, las declaraciones de Sojourner Truth 

en l a W omen’s C onvention e n A kron, O hio, e n 1851  y l os m ás a ctuales 

llamamientos de Patricia Mohammed, Rawwida Baksh-Sooden y Neesha Haniff 

sobre la necesidad de realizar lecturas más diferenciadas de las identidades en el 

feminismo caribeño. 

b) La priorización y problematización de la raza como relación social, involucrada 

en otras relaciones sociales. En este sentido, se destaca que el trabajo intelectual 

y académico de las feministas negras revela jerarquías de poder implícitas en las 

categorías d e r aza, cl ase género, s exualidad, o rientación s exual y r elaciones 

patriarcales y demuestra cómo la teoría feminista producida por mujeres blancas 

u otras rehúsa, o no l ogra reconocer la raza como relación de dominación en el 

seno del propio feminismo y en el de la sociedad en su conjunto. 

c) La aportación de nuevos enfoques y metodologías feministas. Además de relevar 

el r acismo y la s p olíticas d e e xclusión y d ominación, e l f eminismo n egro ( y, 

muy en particular, Patricia Hill Collins) insiste en la necesidad de interpretar y 

utilizar las formas de resistencia de las mujeres negras como base para analizar 

las o presiones q ue at raviesan s imultáneamente l a ex periencia d e t odas l as 

mujeres. Esto permite, entre otras cuestiones, diferenciar las aportaciones de las 

feministas negras a la teoría política feminista de las acusaciones de relativismo 

cultural, e sencialismo y pos modernismo que  e ste m ovimiento m uchas veces 

recibe. P or o tra p arte, p ermite r eforzar l os fundamentos t eóricos d e l as 

epistemologías feministas que parten de la experiencia vital de las mujeres y su 

subjetividad, incorporando, además del género, otros factores de opresión como 

lo s on l a r aza y l a clase, q ue s on es enciales p ara comprender l as co mplejas 

realidades vi vidas por  l as m ujeres ne gras ( Barriteau, 2011:  6 -9). Todos e stos 

elementos resultan f undamentales a l a hora d e es tudiar el ví nculo de  estas 

mujeres con los derechos y cuáles son las dificultades específicas de acceso a la 
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justicia que experimentan. Este tema excede los límites de este trabajo pero, en 

parte, será retomado en el capítulo 4, donde se analizarán las experiencias de las 

mujeres extranjeras víctimas de violencia de género. No se indagará en el caso 

específico d e m ujeres negras o  a frolatinas, p ero s í s e d estacarán algunas 

cuestiones que  s e r elacionan c on las c ríticas d el f eminismo n egro q ue hemos 

apuntado, en el sentido de que las ciudadanas no comunitarias deben enfrentarse 

a un plus de complejidades de variado tipo y, en particular, a un sistema jurídico 

marcadamente discriminatorio, que las vulnerabiliza a grandes dosis, trasngrede 

sus derechos y expresa numerosas carencias para dar respuesta a sus necesidades 

específicas. 

  

El f eminismo ne gro a porta pr ofundas r eflexiones s obre l a c onstrucción de  l a 

identidad política (Curiel, 2003) y sobre cómo el patriarcado tiene efectos diferentes en 

las mujeres, cuando se entrecruzan las categorías de sexo-género con las de raza (Curiel, 

2007: 13), todo lo cual pone de manifiesto muchas dimensiones de la experiencia de las 

mujeres que no han sido suficientemente captadas por otros análisis feministas y amplía 

la conciencia f eminista, l levándola a r epensar l as interpretaciones de l as r elaciones de 

dominio que  a traviesan la vi da de  l as m ujeres y s us m últiples f ormas de  e star en e l 

mundo. Este tema será retomado en 3.3.    

 

3.2.3. Los feminismos de la diferencia en Francia e Italia. 

 

Las pr opuestas de l feminismo de l de nominado f eminismo de  l a di ferencia 

emergen en los años sesenta de l s iglo pasado, buscando un c ambio social r adical que  

traspase los límites de la igualdad reivindicativa y canalice la necesidad de afirmar una 

común identidad de las mujeres. El feminismo de la diferencia tuvo impacto en muchos 

otros países de Europa, pero su desarrollo particular en Francia e Italia ha convertido a 

estos p aíses en  r eferentes p ara el  r esto. E s d ifícil es tablecer u na r elación e ntre l os 

diferentes grupos f eministas y l as r eferentes m ás d estacadas en  am bos c ontextos. Sin 

embargo, algunas au toras co inciden en  afirmar q ue el p ensamiento i taliano d e l a 

diferencia recibió una fuerte influencia del feminismo francés y, en particular, del grupo 
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“"Psychanalyse et Politique", qu e f ue o rganizado e n t orno a  l a f igura d e A ntoinette 

Fouque ( Bodelón, 1999:  319) . U na de  l as c aracterísticas c omunes de  estos g rupos e s 

que criticaban d uramente a l f eminismo ig ualitario p or c onsiderarlo r eformista, por  

asimilar la s mu jeres a  los v arones y, e n ú ltima in stancia, p or n o lo grar s alir d el 

paradigma de dominación masculina (de Miguel, 2005: 16-18).  

Las críticas al feminismo de la igualdad son la base de partida del feminismo de 

la d iferencia p ero e ste mo vimiento v a má s a llá d e la  mis ma y p ropone u na r eflexión 

muy profunda sobre la subordinación de las mujeres. En el caso del feminismo francés 

estas reflexiones se centran, entre otros aspectos, en la construcción de la otredad de las 

mujeres y en la necesidad de pensar estrategias contra la opresión de las mujeres desde 

una l ucha específicamente f eminista, q ue p lantee cam bios r adicales en  l as es tructuras 

sociales.  

Entre l as autoras m ás destacadas d e es tas co rrientes s e en cuentran Annie 

Leclerc, H élène C ixous, Julia K risteva, C atherine C lément, Luce Irigaray y M arie 

France H irigoyen. Simone de  B eauvoir t ambién pue de i ncluirse e ntre e llas, s i s e 

considera la última etapa de su pensamiento, en la que firma que se debe diferenciar la 

opresión de  l as m ujeres d e o tras o presiones y resalta l a n ecesidad de u na l ucha 

específicamente feminista, que incluya cambios en las estructuras sociales. Las áreas de 

conocimiento de estas autoras son muy variadas, pero predominan la filosofía, la crítica 

literaria, la  lin güística y, en  es pecial, el  p sicoanálisis y l a p sicología. D entro d e es tas 

últimas, son de resaltar las contribuciones de Marie France Hirigoyen, que han sido muy 

valiosas de cara a la comprensión una de las formas de violencias sobre las mujeres más 

extendidas pero menos visibilizadas, como lo es la violencia laboral bajo la modalidad 

de acoso moral, ámbito sobre el cual ha publicado profusas investigaciones (ver, entre 

otras: Hirigoyen, 1999). 

Por l o g eneral, l as c ontribuciones de l f eminismo f rancés de  l a d iferencia s e 

presentan dentro de las corrientes postmodernistas (así, entre otras, Álvarez, 2001: 253-

258). Se trata de aportaciones que, sin embargo, reflexionan sobre los derechos de las 

mujeres, cuestión que  t ratan como un e lemento inherente al compromiso feminista de 

profundizar la comprensión de la subordinación de las mujeres en todos los aspectos de 

sus vidas, sin haber construido un ámbito específico de trabajo, como sí ha sucedido en 
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Italia, donde el pensamiento de la diferencia ha tenido la particularidad, entre otras, de 

extender sus reflexiones al terreno jurídico propiamente dicho.  

Encarna B odelón ha  e studiado c on pr ofundidad l os de bates de l f eminismo 

italiano en torno a l papel de l derecho en la lucha de  las mujeres. De acuerdo con sus 

apreciaciones, uno de los grupos más destacados, en este sentido, fue el “Gruppo Donne 

del Palazzo di Giustizia” de Milan, que propuso aproximarse a las discusiones jurídicas 

a pa rtir de  l as pr opias e xperiencias. E ste g rupo c onstató que  m uchas m ujeres, a un 

cuando trabajaban dentro de las instituciones de la justicia y/o formando parte de grupos 

de m ujeres, n o t enían u n r eflexión y u na p ráctica f eminista s obre l as m ujeres y el  

derecho. Este grupo tuvo una especial injerencia en las discusiones feministas sobre la 

regulación jurídica del aborto (Bodelón, 1999:  330) y, posteriormente, sobre violencia 

sexual ( de M iguel, 2005: 20; P itch, 2003 : 181) . M antuvo, dur ante un t iempo, una  

estrecha relación con la Librería de Mujeres de Milan (con la que produjeron una serie 

de t rabajos en  co laboración) y f ue el  an tecedente d el “ Collettivo D onne e  D iritto d i 

Milano”, t odavía existente ( Gandus, 2013:  3) . Lia C igarini, Ida Dominijanni, M aria 

Grazia C ampari, Luisa M uraro y Lea M elandri s on al gunas d e l as au toras m ás 

destacadas de este movimiento.    

Dos de las aportaciones que me parecen más interesantes del feminismo italiano 

de l a d iferencia son por un l ado, l a p ráctica del affidamento, es to es , l a de es tablecer 

relaciones s ignificativas entre m ujeres a l as q ue se r econoce autoridad y, por  ot ro, l a 

propuesta de “sexuar” el derecho: 

“Como es sabido, el proyecto original (…) era el de hacer visible la sexualidad 

femenina e n l os l ugares e n l os que  nos  ha bía l levado a  obr ar nu estro de seo, 

nuestra am bición o , cas ualmente, l a n ecesidad de s obrevivencia a t ravés d el 

affidamento, o sea a t ravés de una relación significativa con una mujer a la que 

reconocemos saber y la capacidad de reforzar nuestro deseo. En el caso concreto 

de las juristas, el  proyecto era el  de hacer v isible en  los lugares donde se hace 

justicia, l a s exualidad f emenina. E n es pecial, d esenmascarar l a p retensión d el 

derecho d ado d e s er l a ú nica m ediación p osible en tre h ombres y m ujeres; 

mientras que nosotras sabíamos, en virtud de nuestra ajenidad, que el derecho se 

ha c onstituido pa ra r egular l as relaciones de  i ntercambio entre l os hom bres y 



179 

 

sabíamos también que esa pretendida universalidad del derecho es la pretendida 

universalidad del sujeto masculino” (Cigarini, 1996: 115) 

La propuesta de “sexuar” el derecho surgió de las reflexiones sobre la tensión entre 

las vivencias de la práctica profesional y el conocimiento producido en los grupos de  

mujeres, p uesto q ue es te ú ltimo es tá b asado en  l a ex periencia p ropia d e las m ujeres, 

cuestión a l a que resultaba totalmente ajena al  ejercicio profesional. Esta tensión daba 

por resultado unos fuertes sentimientos de  frustración e insatisfacción, un desgarro que 

requería tomar la ciencia y la fuerza de una fuente femenina, rechazar la homologación 

masculina y c onstituir una  a utoridad s ocial de  o rigen femenino, un pa cto s ocial e ntre 

mujeres, mucho más fuerte y comprometido que hacer un pacto de conciencia (juntarse 

para l o que  t enemos e n c omún), s ino que  r eflexionase s obre e l he cho de  que  l a 

diferencia femenina y el conflicto de género no tienen cabida en el contrato social y en 

el derecho (Cigarini, 1996: 126.129).  

Para Bodelón, este t ipo de análisis asumen que el derecho media entre hombres y 

mujeres a partir de una supuesta neutralidad, que oculta la universalidad masculina y es 

similar a los análisis feministas del derecho que, en el contexto norteamericano, también 

denuncian la masculinidad y la falsa neutralidad de las normas jurídicas tradicionales.  

Existen, sin embargo, diferencias esenciales en lo que respecta al por qué se produce 

la a jenidad r especto d e l o j urídico y en cuanto a  l as s oluciones p ropuestas. E n el 

contexto norteamericano, las críticas se agrupan, en su mayor parte, en torno al método 

jurídico, m ientras que  en e l i taliano, s e t rata d e un pr oblema e pistemológico, qu e 

expresa la ausencia de las mujeres en la construcción de los significados de la mayoría 

de las categorías jurídicas y, sobre todo, la ausencia de sus deseos (Bodelón, 1999: 332). 

De ahí que “la política del deseo” se constituyó en el  espacio en el que las feministas 

italianas de la diferencia desafiaron al significante universal masculino y  tomaron como 

referente l a autonomía d e l as mujeres, no s ólo e n l a pol ítica y en el de recho, s ino en 

todos los ámbitos de sus vidas.  

Desde es ta p erspectiva, el  acces o a l a ju sticia fue completamente r esignificado: 

implica poner la justicia al servicio de un cambio social radical que, a su vez, permita 

superar las contradicciones que plantea la incorporación de las mujeres a una estructura 

social, e conómica, cultural, pol ítica y ju rídica n o s ólo gobernada p or h ombres, s ino 
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también a través de valores masculinos. El desafío, por consiguiente, va mucho más allá 

de incorporar a  l as m ujeres, requiere de u na t ransformación co mpleta de los v alores 

sociales hegemónicos, esto es, los valores masculinos, de manera tal que la autonomía y 

la l ibertad f emeninas pue dan e xpresarse s in m ás, e n c ualquier s itio, a llí donde f ueran 

llevadas, ya sea por la necesidad, la ambición o, simplemente… por el deseo.    

 

3.2.4. La diferencia sexual en disputa: el posmodernismo y la fragmentación de las 
identidades de género.  
 

Una de las autoras más conocidas y citadas dentro del pensamiento posmoderno 

con relación a las identidades sexuales y de género es Judith Butler, en especial, en su 

producción teórica de los años ochenta y noventa del siglo pasado. Entre las obras más 

citadas y d ebatidas d e Butler s e encuentran  “Gender T rouble. Feminism a nd t he 

Subversion of  Identity” ( 1990); “Bodies T hat Matter: O n th e D iscursive Limits o f  

Sex´” (1993) y “Undoing Gender” (2004). 

Un análisis ex haustivo de l a obra de J udith Butler ex cede l os al cances de es te 

trabajo. Lo q ue i nteresa d estacar, s in em bargo, es  q ue, co mo af irma M aría Luisa 

Femenías, s e t rata d e u na p ensadora q ue s in s er f eminista ( ella misma s e h a 

autodenominado pos tfeminista), ha  tenido un fuerte impacto dentro del feminismo, en 

especial, porque ha promovido un fuerte debate acerca de la compresión del sexo y del 

género ( Femenías, 2003 ). A mbas c ategorías s on e ntendidas, e n s us t rabajos, c omo 

amplias y abiertas y, en definitiva, como algo que se puede elegir (Butler, 1990-2007: 8-

9 y 1987: 26).  

Estas ideas, entre muchas otras de su producción, además de haber impactado en 

el m ovimiento f eminista, l o ha n h echo –y d e u na m anera m uy p articular- en l os 

movimientos de  g ays y lesbianas, de  pe rsonas i nter-sex, t ransexuales, t ravestis, i nter-

género, trans-género y en el movimiento queer, en general, del que la propia autora ha 

sido una fuerte impulsora y protagonista.  

En “Gender Trouble”, que  de  acuerdo con Sara Salih es una  de  sus obras más 

importantes (Salih, 2004: 90), problematiza los conceptos de sexo y género, negando la 
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conexión necesaria que la la herosexualidad normativa establece entre ambas categorías. 

Sobre la base de las reflexiones de Simone de Beauvoir acerca de la condición de mujer 

y, en particular, de la idea de que “no se nace mujer, una llega a serlo” (Beauvoir, 1969: 

13), B utler s e pr egunta qué s ignifica “ convertirse e n m ujer”, s i s e pu ede r ealmente 

elegir esta opción o si, en clave foucaultiana, es el poder del discurso el que determina a 

las mujeres a elegir serlo. La respuesta que encuentra es que no existe ningún “yo” (por 

lo tanto, ninguna mujer) preexistente, nadie que “elija” el género. El género es una mera 

construcción, así como lo es el sexo (Butler, 1990: 204).  

De e ste m odo Butler destruye l a di cotomía s exo/género, entendida como 

confrontación de biología/cultura: no existe nada fuera de la cultura. Sexo y género son 

conceptos performativos, sólo pueden constituir identidades “elegidas” en la medida en 

que esa elección no se efectúe sobre algo que se da por presupuesto ni mucho menos se 

considera como pr e-existente ( el s exo o  l a i dentidad s exual), de m odo que  tanto la  

elección como aquello que es elegido son producto de una construcción.  

A p artir d e es tas i deas Butler a porta otra de l as contribuciones que  

probablemente haya tenido una repercusión mayor dentro del feminismo, cual fue la de 

poner bajo sospecha a  l a mujer como sujeta y, en consecuencia, l a de p lantear que l a 

variable d e construcción de  l a i dentidad sexual o de  género, como prerrequisito t anto 

metodológico como normativo, no pue de constituir un objetivo pol ítico (Butler, 1990:  

2-6).  

Ya se han comentado las agudas críticas que Martha Nussbaum le ha dirigido a 

Judith Butler (ver 2.2.4.), en particular, por considerar que este tipo de posicionamientos 

puede t ener el e fecto d e va ciar al f eminismo ( y, e n m i opi nión, a cualquier ot ro 

movimiento social) de su potencial pol ítico, pero lo cierto es que la fragmentación de 

las i dentidades s exuales, l a de construcción de l s exo y/o de l gé nero c omo c ategorías 

constitutivas de  l a i dentidad o l a a sunción de  qu e l a c ategoría “mujer” n o pue de s er 

entendida en  t érminos es tables -entre ot ras m uchas c uestiones que  de rivan de  l os 

análisis d e la  autora d e r eferencia-, ha n s ido elementos que  f ueron t omados c omo 

fundamento de  m uchas de mandas vi nculadas a  l as pol íticas de  r econocimiento 

planteadas por el amplio movimiento de la diversidad sexual.  
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De hecho, en los últimos años, algunas de estas demandas han obtenido algunas 

respuestas favorables y se han plasmado en reformas legislativas (como por ejemplo, en 

la reforma del Código C ivil Español de l año 2005, que  pos ibilitó e l matrimonio entre 

personas d el m ismo s exo64 o ha n da do l ugar a  l a s anción de  las l eyes de i dentidad 

sexual (que en España es la Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la rectificación 

registral de la mención relativa al sexo de las personas). En este sentido, en noviembre 

de 2013 e ntró en vigor en Alemania una novedosa disposición que permite que en los 

certificados de nacimiento no s e detalle el  s exo de l a persona n acida. S e t rata de una 

regulación que busca evitar consecuencias dañinas como resultado de la asignación de 

una identidad sexual definida a alguien que no ha nacido con ella, lo que en el lenguaje 

coloquial, que no legal, se ha dado en considerar como el reconocimiento de un “tercer 

sexo”65.   

Paradójicamente, la filosofía posmoderna de la fragmentación de las identidades 

se t radujo e n l a c reación de  nue vas y nu evos s ujetos j urídicos ( gays, l esbianas, 

transexuales, t ransgénero, i ntersexuales, e tc.), que  no e ncajan e n uno de l os pi lares 

fundamentales en los que se ha asentado el patriarcado, cual ha sido, precisamente, el de 

la he terosexualidad nor mativa. E l r econocimiento j urídico de  estos s ujetos e n l as 

regulaciones de referencia supone la transformación de dichas estructuras, tarea que ha 

sido central para el movimiento feminista a lo largo de toda su historia. 

Desde el  p unto d e v ista d el acces o a l a j usticia es tas p ropuestas son m uy 

interesantes porque, entre otras cuestiones, han provocado un fuerte cuestionamiento a 

la idea de sujeto/a jurídico/a ligado/a a los derechos subjetivos del liberalismo clásico, 

que añade más complejidad a las críticas feministas sobre este aspecto. Si el feminismo 

                                                           
64 El art. 44 del Código Civil español especifica que “El hombre y la mujer t ienen derecho a contraer 

matrimonio conforme a las disposiciones de este Código”. La Ley 13/2005, de 1 de julio, por la que se 

modifica el Código Civil en materia de derecho a contraer matrimonio («B.O.E.» 2 j ulio de 2005), que 

entró en vigor el 3 julio de ese mismo año, añadió un párrafo a es e artículo, de acuerdo con el cual “El 

matrimonio t endrá l os mismos r equisitos y e fectos c uando a mbos c ontrayentes s ean de l mismo o de  

diferente sexo”. 

65 Así fue publicado en el periódico español “El País”, del 19 de agosto de 2013, cuya edición digital se 

encuentra en: http://sociedad.elpais.com/sociedad/2013/08/19/actualidad/1376938559_453077.html 
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ha tradicionalmente criticado la ceguera del derecho frente al “sexo”, el postfeminismo 

viene a criticar la ceguera del derecho frente al “género” y a la diversidad sexual que se 

expande y multiplica una vez reconocida la posibilidad de que existan más de dos sexos 

y de que, a su vez, se asuma que el propio sexo puede ser elegido. La concepción liberal 

de sujeto/a jurídico/ presupone sujetos/as ya constituidos que eligen libremente sus fines 

y no s ujetos/as fuertemente c onstreñido/as p or f ines que  no  de rivan de  e llos/as 

mismos/as sino que emergen de la comunidad de pertenencia. Ni mucho menos concibe 

sujetos/as en permanente construcción.   

Estas m iradas proyectan nuevas p erspectivas, a p artir d e l as cu ales l os/as 

sujetos/as ya no pueden ser  percibidos/as como sujetos/as genéricos/as (en el sentido de 

“universales”), sino sujetos/as atravesados/as por el sistema sexo-género. Estamos ante 

sujetos/as “ en c risis” (Campos R ubio, 2008: 176) a q uienes el  d erecho parece es tar 

abriéndoles paso, aunque todavía no s epa bien cómo. Y esto nos l leva, s iguiendo a  la 

citada Arantza C ampos R ubio, a  reconsiderar l as v ías pos ibles (para l as t eorías 

iusfeministas, en su opinión, pero para el movimiento feminista en general, según mis 

criterios), que  s erían, e ntre ot ras, l as s iguientes: a) i ncurrir en un c asuismo que  

imposibilite el  debate sobre cuestiones generales; b) t ender a un r elativismo que haga 

imposible una  vi sión de  j usticia uni versal “ ya que l a r enuncia a  c riterios obj etivos, 

imparciales e i gualitarios s upondría s upondría que  s ólo e xistiera j usticia pa ra e l c aso 

concreto”; c) incurrir en un particularismo que deslegitime la aspiración de que existan 

normas ap licables a t odas l as p ersonas s in r eparar en  l as d iferencias ( Campos R ubio, 

2008: 226) . Dilucidar alguna d e es tas o pciones o  c rear u na al ternativa q ue l as 

comprenda a  t odas o, c omo m ínimo, que  no l as t rate c omo s i f ueran necesariamente 

excluyentes entre sí, es una de las tareas pendientes del pensamiento jurídico feminista 

de nuestros días, en la cual estimo que estaremos ocupadas bastante tiempo.             

 

3.3. El proyecto jurídico feminista de transformación. 

 
A t ravés de  s u hi storia, e l pe nsamiento f eminista ha  pue sto de  m anifiesto una  

multiplicidad de posiciones, no exentas de tensiones, que no sólo han buscado conseguir 

la cab al co nsideración d e l as m ujeres co mo s ujetas p lenas d e d erechos y la e fectiva 
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vigencia d e s us d erechos de  ciudadanía, s ino que  t ambién ha n p erseguido l a 

transformación d e l as e structuras s ociales y j urídicas, as í co mo d e l os si stemas d e 

valores dom inantes ( hegemónicos), que  a tentan c ontra l a citada finalidad de  h acer 

efectivos los derechos de ciudadanía de las mujeres. 

Durante todos estos años la conciencia feminista ha madurado y se ha hecho mucho 

más amplia y compleja. El feminismo ya no puede ser acusado de estar dominado por 

mujeres heterosexuales, blancas, trabajadoras, de clase media (o burguesas), sino que ha 

incluido los intereses de las lesbianas, las negras, las latinas, las migrantes, las pobres, 

las d esocupadas, l as a mas d e cas a, l as p rostitutas, l as t rabajadoras d omésticas, l as 

jóvenes, las mayores, las niñas, las madres (heterosexuales, homosexuales, biológicas, 

de “alquiler”), etc.      

Las di scusiones actuales, e n e l á mbito j urídico, no s ólo pa san por  c uestionar el  

androcentrismo d e l os s istemas y l as es tructuras j urídicas y p or r eclamar el 

reconocimiento de las diferencias, sino que exigen mayores cuotas de igualdad material 

y una transformación de la política, del derecho y las estructuras jurídicas tradicionales. 

En c omparación con l os pr oyectos j urídicos e studiados a nteriormente ( el d e 

afirmación y el de  r econocimiento), e l pr oyecto j urídico de  t ransformación e s m uy 

joven. Como hemos advertido al inicio de este apartado (ver punto 3), estamos hablando 

de un pe ríodo de  a penas doc e o t rece a ños. P or c onsiguiente, c onsidero que  no ha  

transcurrido la suficiente distancia histórica como para clasificar de un modo claro las 

diferentes corrientes de  pensamiento que  h ayan podido e merger e n este pe riodo. S e 

puede decir, sin embargo, que en estos últimos años existen, como mínimo, seis ejes de 

discusión que  ha n m arcado l a a genda feminista c ontemporánea. A lgunos de  e llos ya 

venían siendo debatidos con anterioridad, otros son más recientes.  

Los ejes que constituyen el  proyecto jurídico feminista de transformación, estarían 

dados e n t orno a l as di scusiones qu e pr ofundizan l os de bates s obre: a) l os 

postfeminismos, las epistemologías feministas postmodernas y el transfeminismo (ver, 

entre otras, Butler, 1990, 1993 y 2004; Braidotti, 2004 y 2009, Benhabib, 1992, Minow, 

2002, Cornell, 2000  y E nke, 2012 ); b ) feminismo y  g lobalización (ver, e ntre ot ras, 

Fraser 2008. 2009 y 2011 Sassen, 2003, Y oung, 2011, Rubio Castro y Herrera Flores, 

2006); c) feminismo postcolonial, género y multiculturalidad (ver, entre otras, Mohanty, 
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2006; Braidotti, 2002, Cain y H owe, 2008, C ain, 2010, N ash y M arre, 2001) ; d) 

perspectivas críticas con respecto al diseño, aplicación y evaluación de las políticas de 

igualdad y de l de recho a ntidiscriminatorio (ver, e ntre ot ras, Bacchi, 2010, Barrère 

Unzueta, 2008a, Bodelón González, 2010, Bustelo y Lomardo, 2007, Squires, 2005, Gil 

Ruiz, 2012); la profundización de los estudios sobre violencia contra las mujeres  (ver, 

entre otras, Gil Ruiz, 2007, Rubio, 2007, Maqueda, 2006, Bodelón, 2012) y e l desrrollo 

de una  j usticia d e género o, l o que  es l o m ismo, de  m odelos no a ndrocéntricos d e 

justicia y de mecanismos no androcéntricos de acceso a la justicia (Facio y Fríes, 1999, 

Rubio, 2004). 

 

 Proyecto jurídico feminista de transformación 

 

Postfeminismos/postmodernismos 

 

 

Feminismos y globalización 

 

Feminismos postcoloniales 

 

Derechos humanos de las mujeres 

 

 

Políticas de igualdad y medidas 
antidiscriminatorias 

Modelos no androcéntricos de justicia y 
mecanismos no androcéntricos de acceso a la 
justicia 

 

 

Dados l os obj etivos de  esta i nvestigación m encionados en l a i ntroducción de  esta 

tesis, nos  c entraremos en e studiar c on m ayor profunidad l os dos  úl timos a spectos 

señalados. Y lo haremos en los siguientes capítulos, en los cuales analizaremos el modo 

en que el derecho está dando respuesta a la violencia contra las mujeres, deteniéndonos 

en e l tr atamiento ju rídico de l a v iolencia d e género en E spaña y Cataluña y en  sus 

mecanismos d e a cceso a l a j usticia ( capítulo 3 ), así co mo en a lgunos aspectos de  l a 

concreción en l a p ráctica d e l os d erechos r econocidos en  todas ellas, c on pa rticular 

énfasis en los obstáculos y dificultades de acceso a la justicia que están experimentando 

las víctimas de este tipo de violencia (capítulo 4). 
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Capítulo III. El acceso a la justicia y la construcción de la libertad de las mujeres: 
el caso de la violencia de género. 
 

 

1. El concepto de violencia sobre las mujeres y su recepción en la legislación: 
un recorrido fragmentado e inacabado.  

 
La conceptualización de la violencia sobre las mujeres fue una tarea iniciada por el 

movimiento feminista radical, en plena conformación de lo que hemos dado en llamar el 

“proyecto ju rídico f eminista de afirmación” ( Capítulo 2:  3.1) .  En l os añ os s esenta y 

setenta d el s iglo XX, el f eminismo r adical id entificó la  v iolencia e jercida c ontra la s 

mujeres y, en particular, la violencia sexual, como una forma de agresión dirigida hacia 

y sufrida por las m ujeres, q ue s e r evela d e m anera f recuente y común en  n uestras 

sociedades; que las afecta sin perjuicio de su clase u origen social, étnico, religioso o de 

su or ientación s exual y que no s ólo t iene por  consecuencia, e ntre ot ras, l a de  l imitar 

gravemente su autonomía y libertad, sino que se ejerce precisamente con ese propósito, 

esto e s, pa ra m antenerlas e n una  pos ición de  subordinación, de  s ometimiento ( Di 

Corleto, 2010: 12). Por esta razón, la manera habitual de designar este tipo de violencia 

en los años setenta era mediante el término de “opresión sexual” (Bodelón, 2008a: 291). 

Desde e ntonces, l as r eflexiones f eministas ha n puesto de  m anifiesto -entre ot ros 

aspectos- que la violencia contra las mujeres adquiere diversas dimensiones, se presenta 

en v ariadas f ormas y contextos, p ero t iene s us o rígenes o  raíces en  l a d esigualdad 

estructural entre mujeres y hombres (Bodelón, 2012: 17) . Es un m odo de  dominación 

patriarcal presente en todo el mundo y que afecta a t odas las mujeres. De acuerdo con 

Elizabeth Schneider, es un error común considerar que  

“las maltratadas son pobres o mujeres de color. Al contrario: e l maltrato a traviesa 

todas las clases, las razas, las líneas étnicas” (Schneider, 2010: 27). 
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Sin perjuicio de ello, no  se puede desconocer que diversos estudios han puesto de 

manifiesto que las mujeres que pertenecen a los grupos sociales que  se encuentran en 

una s ituación de mayor vulnerabilidad, esto es, que forman parte de los sectores de la 

población más vulnerabilizadas, como es el caso de las más pobres, las desocupadas, las 

migradas, l as m ayores, l as n iñas o  l as m ás j óvenes s e en cuentran m ás expuestas a l a 

violencia (Amnistía Internacional, 2007; Fríes y Hurtado, 2010: 7), hecho que pone de 

manifiesto la  s obre-representación d e l as m ujeres ex tranjeras en  l as es tadísticas d e 

violencia, sobre las que se dará mayor información en el punto 5.3 del presente capítulo. 

Tampoco pue de p asar i nadvertido que  “ el t rabajo pa ra pr oteger a  l as ví ctimas ha  

sido en su mayoría moldeado por la experiencia y el entendimiento de mujeres blancas” 

(Schneider, 2010:  27) , que  es l a qu e pr evalece en l os m ecanismos l egales e 

institucionales dispuestos para d ar auxilio a l as mujeres que  ha n s ufrido vi olencia de  

género. Esta crítica recoge, en parte, algunos de los postulados del feminismo negro que 

se estudiaron en el capítulo 2 (ver punto 3.2.2.) y será analizada con mayor profundidad 

en el capítulo 4, a la luz de los testimonios recolectados en el trabajo de campo, esto es, 

de l as pe rcepciones de  l as pr opias ví ctimas y  de l as pe rsonas pr ofesionales que  

intervienen en su atención.  

El c oncepto de vi olencia s obre l as m ujeres e laborado de sde l os m ovimientos 

feministas permite visibilizar dos elementos que le son intrínsecos: es una violencia de 

carácter s ocial, es tructural y, ad emás, s e ej erce co ntra u na p arte d e la p oblación, 

precisamente co mpuesta p or m ujeres. La es pecificidad d e l a v iolencia de s obre l as 

mujeres r equiere d e n o comparar la opresión de género con otras (como la de clase, 

etnia, orientación sexual). E llo no s ignifica a nular l a pos ibilidad de  que  s e ha gan 

alianzas estratégicas para la defensa de intereses comunes (Rhode, 1990: 1040). 

 El ci tado co ncepto ha sido c riticado, e ntre ot ras c uestiones, po r e nglobar una  

concepción “esencialista” del género (Wong, 1999: 274-277), que ubica a hombres y  a 

mujeres en situaciones estáticas y bien determinadas: “ellos” son los agresores y “ellas” 

las v íctimas y, como se ha d icho an teriormente, por hacer r eferencia a u na noción de 

mujer descrita a partir de una experiencia uniforme, que ha excluido la multiplicidad de 

experiencias basadas en la raza, la clase, la etnia, la orientación sexual o la edad, entre 

otras dimensiones.  
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Este t ipo de  c ríticas h an de mostrado l a i mportancia de  c onstruir un modelo de  

maltrato matizado por el reconocimiento de otras fuerzas que moldean las dinámicas de 

poder en la subordinación de género (como la clase, la raza, las líneas étnicas), pero al 

mismo t iempo ha n pue sto de  m anifiesto l a n ecesidad de  c onstruir u na f orma d e 

“esencialismo estratégico”, que no  sólo de  a respuesta los desafíos posmodernos, s ino 

también a l a necesidad d e r econocer q ue ex iste, en  d efinitiva, u n i mportante f actor 

común en  l as ex periencias d e m altrato d e l as m ujeres, q ue d eriva d e l as ex periencias 

compartidas de abusos y dolor de las mujeres (Schneider, 2010:30-31). 

Por o tra p arte, l as acusaciones d e “esencialismo”, al  d esconocer o  m inimizar l a 

especificidad d e l a v iolencia co ntra l as m ujeres y sus r aíces en l a d esigualdad s exual 

estructural d e l as s ociedades p atriarcales, i gnora q ue l a cat egoría “m ujeres”, p ara el  

feminismo, e s una  c ategoría pol ítica y s ocial, d el mis mo modo q ue lo  e s la  d e 

“hombres”. Esto significa que, desde un punto de vista político, no se concibe como una 

categoría “biológica” o  “n atural”. U na d e l as co nsecuencias m ás i mportantes d e es ta 

idea es que, como adviert Tamar Pitch, permite entender que las mujeres y los hombres 

forman dos grandes grupos sociales sólo cuando algunas dimensiones de la realidad se 

hacen explícitas –a nivel social, político, económico y/o cultural - y son expuestas a la 

consideración o la atención pública, política (Pitch, 2010: 439). En el mismo sentido se 

expresan, e ntre m uchas ot ras opi niones de stacadas e n e ste á mbito, M artha M inow 

(Minow, 1993) y  Rebeca Emerson Dobash y Russell Dobash (Dobash y Dobash 1979 y 

2004). 

A partir de los años ochenta del siglo pasado, el  movimiento feminista comienza a 

conceptualizar la violencia sobre las mujeres como una violación de derechos humanos 

y como un problema de acceso a la justicia. En este proceso, como se verá a lo largo de 

este c apítulo, ha  t enido un pa pel muy d estacado e l a ctivismo in ternacional y s u 

capacidad de  a rticular propuestas a nte l os or ganismos i nternacionales de  de rechos 

humanos. La traducción de estos conceptos al ámbito jurídico se inicia también en este 

período, e n e l m ismo m omento e n que  s e po nen e n m archa l os pr imeros i ntentos de  

incorporar esta problemática a la  legislación internacional, especialmente en el ámbito 

de l a O rganización d e l as N aciones Unidas ( ONU), y en  l os d iferentes es tados d el 

llamado mundo occidental. 
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Así las cosas, es durante la conformación de lo que denominamos como “proyecto 

jurídico f eminista de  r econocimiento” que  s e p roduce l a pa ulatina i ncorporación a l 

ámbito jurídico del tema que nos ocupa. Se trata de un momento en el cual, como se ha 

puesto de manifiesto en el capítulo anterior (Capítulo 2: 3.2), el acceso a la justicia por 

parte de las mujeres no se limitó a la búsqueda de una igualdad formal o ante la ley, sino 

que s e e xpresó c omo u n pr oceso pa ra a firmar la di ferencia, poni endo de r elieve l as 

dificultades de  nue stros s istemas j urídicos pa ra c apturar un c oncepto m ucho m ás 

complejo de sujetas y sujetos de derecho, así como una idea de justicia material, esto es, 

que trascienda las fronteras de los conceptos formales de justicia, propios de los estados 

liberales de derecho. Las mujeres se reconocen como grupo social subordinado por el 

hecho de ser mujeres. No hace falta ser pobre, discapacitada, migrante… se trata de una 

subordinación basada en su condición sexual. Las demandas de justicia que se dirigen al 

Estado tie nen, por  c onsiguiente, el obj etivo pr imario de  e rradicar a quella 

discriminación/ s ubordinación de  or igen. E n este c ontexto, l a l ucha d e l as m ujeres 

contra l a v iolencia y s u b úsqueda d e j usticia, co nstituyen u na h erramienta p ara l a 

construcción del espacio social que se les había negado: el de la libertad.  

Violencia s obre, c ontra o hacia las m ujeres, v iolencia d e género o  b asada en  el  

género, violencia machista, violencia patriarcal, son algunas de las denominaciones que 

se han ensayado para identificar una de las muestras más evidentes de las desigualdades 

sociales en tre m ujeres y h ombres m ás p ersistente, cu ya p ermanencia es  u no d e l os 

obstáculos más importantes al  proyecto de emancipación de las mujeres, que se v iene 

gestando desde hace s iglos. Aquí se ut ilizarán indistintamente, aunque predominará el 

uso de  l as e xpresiones violencia de  género y violencia m achista, por que s on l as que  

recogen las legislaciones estatal y autonómica de Cataluña: Ley Orgánica 1/2004, de 28 de 

diciembre, de medidas de protección integral contra la violencia de género y la Ley 5/2008, 

del P arlamento C atalán, de 2 4 d e abril, d el d erecho d e l as m ujeres a  er radicar l a 

violencia machista, respectivamente. 

Las d istintas e xpresiones, tip ologías y mo dalidades d e l as v iolencias cometidas 

contra l as m ujeres le i mprimen a es te co ncepto u na c aracterística d e 

multidimensionalidad q ue h a d esafiado a la  e pistemología ju rídica tr adicional y h a 

puesto de relieve sus fuertes resistencias a una comprensión del derecho social, política 

y e conómicamente contextualizada, es to es , q ue t enga en co nsideración l a p articular 
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dimensión de género (que es trasversal a l as de etnia, origen social o clase, entre otras 

que también deberían ser consideradas desde una perspectiva más amplia). Entre otras 

relevantes consecuencias en el terreno jurídico, ello ha ejercido un fuerte impacto en las 

concepciones tradicionales de acceso a la justicia y ha puesto en evidencia la necesidad 

de modificar profundamente las herramientas, los criterios y las metodologías existentes 

en este ámbito. 

La incorporación de este tema en el derecho internacional de los derechos humanos 

ha sido fundamental para los avances en este sentido y, en gran medida, esto ha sido así 

gracias a l i mpulso de l movimiento or ganizado de  m ujeres -tanto a  ni vel l ocal co mo 

internacional-, el cual ha tenido una notable influencia en la paulatina recepción de esta 

problemática en el contexto de las organizaciones internacionales gubernamentales y, en 

especial, en el ámbito de la ONU.  

El lenguaje de los derechos humanos le ha permitido al movimiento feminista poner 

de m anifiesto s us r eclamaciones co mo d emandas d e j usticia n o s atisfechas. E n este 

sentido, el concepto de derechos humanos resulta pertinente porque -como indica María 

Eugenia Rodríguez Palop- permite  

“hacer r eferencia a l as as piraciones o  p retensiones q ue, d ebiendo h aberse 

incluido e n e l s istema jurídico c omo a uténticos de rechos, a ún no ha n s ido 

consagradas como tales, interpretándose todavía como categorías reivindicativas 

y a xiológicas. L a denominación ` derechos hu manos´ resulta s uficientemente 

amplia, expresiva y ambivalente, porque tiene la propiedad de incluir en su seno 

tanto a  l os de rechos pos itivados ( sólo e n e l á mbito i nternacional) c omo a  l as 

exigencias m orales f uertes q ue s e r eclaman co mo d erechos b ásicos; e s m ás 

reconocible como expresión del uso ordinario del t érmino; es más integradora, 

pues se adapta no sólo a la fundamentación consensual pura sino también a una 

fundamentación ét ica más o bjetivista q ue, a demás, n o h a d e asociarse 

necesariamente c on e l i usnaturalismo ont ológico pue sto que  l a di gnidad, l a 

libertad y la igualdad pueden verse como exigencias éticas situadas en la historia 

y no como derechos naturales” (Rodríguez Palop: 2003: 228) . 

La U nión E uropea ( UE) t ambién ha  j ugado un  r ol i mportante en  el p roceso d e 

reconocimiento de  l os derechos de  l as m ujeres c omo de rechos hum anos y de l a 
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violencia contra las mujeres como una de las formas de vulneración de los mismos. Del 

mismo modo que lo han hecho otras organizaciones regionales, como es  el caso de la 

Organización d e E stados A mericanos ( OEA), en cu yo s eno s e ap robó l a p rimera 

convención internacional específica en la materia: la “Convención interamericana para 

prevenir,  sancionar y erradicar l a v iolencia c ontra l a m ujer “,  t ambién co nocida 

como "Convención de Belem do Para", firmada el 9 de junio de 1994. 

La conceptualización de la violencia sobre las mujeres en la legislación, así como el 

establecimiento d e m ecanismos d e acceso a l a j usticia c apaces d e r esponder a l as 

demandas d e l as víctimas -tanto a  ni vel internacional c omo i nterno- han recorrido un 

camino largo, sinuoso y, como se verá en el desarrollo de este capítulo, en especial en lo 

que r especta al  ám bito es tatal es pañol, n os m uestra q ue s e t rata de u na t area 

fragmentada e inacabada.   

  

2. El activismo internacional feminista. 
 

El m ovimiento i nternacional por  l os de rechos hum anos de  l as m ujeres ha  

cuestionado l os pr ejuicios de  g énero pr esentes en l as c oncepciones s ubyacentes a l os 

derechos hum anos y s e ha  e nfocado, e n pa rticular, en la  in visibilidad d e la  v iolencia 

contra l as m ujeres c omo un pode roso e jemplo de l a c oncepción a ndrocéntrica de  l a 

teoría y la práctica en esta materia (Bunch, Frost y Reilly, 2000: 25). 

Alda Facio recuerda que fue en un encuentro celebrado en México, en 1987, cuando 

el m ovimiento or ganizado de  m ujeres de cidió a rticular s us de mandas en t érminos de  

derechos humanos. Se trata de un t ema que ya se había debatido en 1981, en el Primer 

Encuentro f eminista d e Latinoamérica y el  C aribe ( del q ue s e h ablará más a delante), 

pero que  en l as di scusiones mantenidas en M éxico tomó ot ro cariz, dado que  a llí fue 

donde s e p ercibió d e f orma m ás cl ara q ue l a “ teoría y l a p ráctica d e los d erechos 

humanos s on un e xcelente i nstrumento pa ra l a e rradicación de  l a vi olencia y l a 

discriminación sexual” (Facio, 2000:19). 

El movimiento internacional por los derechos humanos de las mujeres se enmarca, 

de m anera cl ara, en  al m enos d os co rrientes q ue h an c aracterizado el  act ivismo en  
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materia d e d erechos h umanos, en  general, y q ue s erían las s iguientes: una  que  

representa la lucha porque se reconozcan derechos antes no advertidos y otra que busca 

que l os de rechos ya reconocidos s ean a plicados. S in e mbargo, e l f eminismo s e 

inmiscuye en estas corrientes desde una perspectiva que asume que el  género también 

ha construido al derecho, en general, y a los derechos humanos, en particular y nos ha 

negado, a las mujeres, nuestra condición de humanas (Facio, 2003: 17).  

El an drocentrismo ca racterístico d e l a co ncepción t radicional d e l os d erechos 

humanos s e ex presa en  l a d enominación o riginal d e l a D eclaración U niversal d e l os 

Derechos H umanos, que  s e a probó e n un pr incipio ba jo e l t ítulo de  “Declaración 

Universal d e l os D erechos d el H ombre”, es te ca mbio d e n ombre s e r ealizó g racias a 

labor de la Comisión sobre la condición social y el estatuto de las mujeres, que también 

logró m odificar l a redacción or iginal d el ar tículo 1  d e l a citada d eclaración. E n s us 

primeras propuestas de redacción, este artículo decía: “todos los hombres nacen libres e 

iguales en dignidad y derechos...”. En virtud de que la Comisión   “entendía muy bien el 

impacto ex cluyente d el l enguaje androcéntrico” ( Facio, 2 011: 7 )-, pr opuso que  s e 

modificara por el de “todas las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos”, 

tal y como quedó recogido en la redacción final de ese artículo, que es la que sigue:  

“Todos l os s eres hum anos na cen l ibres e i guales e n di gnidad y de rechos y, 

dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los 

unos con los ot ros” (Declaración Universal de los Derechos Humanos, a rtículo 

1).  

Del mismo modo, la citada Comisión persuadió a los redactores de la Declaración 

de que la palabra “sexo” fuera agregada a la lista de las prohibiciones enumeradas en el 

art. 2, l o c ual s ignificaría q ue l a d iscriminación s exual s ería co nsiderada p or l a O NU 

como un he cho tan atroz como la discriminación racial, pol ítica, religiosa u ot ra. Esta 

idea, s in e mbargo, no e ra c ompartida por  t odos l os de legados e ncargados d e l a 

redacción d e es te i nstrumento, pue sto qu e había  qui enes a seguraban qu e l a 

discriminación s exual er a u n m al m enor y hasta i nevitable. A p esar d e es tas 

oposiciones, l a pa labra “ sexo” que dó i ncluida e n e l t exto de  r eferencia, que  f ue 

aprobado con la siguiente redacción: 
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“Toda p ersona t iene t odos l os d erechos y l ibertades p roclamados en es ta 

Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 

política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 

nacimiento o c ualquier otra c ondición. A demás, no s e ha rá di stinción a lguna 

fundada en la condición política, jurídica o i nternacional del país o t erritorio de 

cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si se trata de un país independiente, 

como de un t erritorio bajo administración fiduciaria, no autónomo o sometido a 

cualquier otra limitación de soberanía” (Declaración Universal de los Derechos 

Humanos, artículo 2).  

La i mportancia de  e stos l ogros no s ería c omprendida ha sta m uchos a ños de spués, 

cuando el m ovimiento de  m ujeres c omenzó a  e xigir qu e l os de rechos de  l as m ujeres 

fueran considerados derechos humanos y estableció el  vínculo directo que existe entre 

igualdad y no  di scriminación, ví nculo i mprescindible pa ra e ntender la ve rdadera 

igualdad entre todos los seres humanos (Facio, 2011: 8). 

Teniendo en  cuenta los citados an tecedentes, no es  de ex trañar que los s istemas y 

mecanismos na cionales, r egionales e  i nternacionales de  de rechos hum anos s e ha yan 

desarrollado a  p artir de  una  pe rspectiva m asculina, que  no ha  t enido e n c uenta l as 

experiencias, necesidades y circunstancias específicas de las mujeres (Facio, 2003: 16). 

Así las cosas, el movimiento internacional de  m ujeres y las reflexiones feministas 

en materia de derechos humanos han demostrado, entre otras importantes cuestiones: 

- que e n s us or ígenes, l as m ujeres no ha bíamos s ido c oncebidas como hu manas 

por pa rte d el s istema i nternacional de  l os de rechos hum anos ( Lagarde, 2011: 

63); 

-  que l as vi olaciones a l os de rechos hum anos t radicionalmente c onsideradas y 

aceptadas como tales tienen una dimensión de género específica; 

- que l os s istemas y mecanismos de  de rechos hum anos de ben t ener e n 

consideración la citada dimensión de género;  

- que e xisten m últiples f ormas de  vi olación de  los de rechos hum anos de l as 

mujeres que han permanecido invisibles –invisibilizadas- en los marcos teóricos 

y prácticos dominantes en la materia (Bunch, Frost y Reilly, 2000: 26-27); 
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- y que l a v iolencia contra l as mujeres, en  cualquiera de sus formas, es  un serio 

atentado a la  libertad, la  igualdad, la  autonomía, la  integridad y la dignidad de 

las m ujeres, es  d ecir, q ue s e t rata d e u na g rave v ulneración d e s us d erechos 

humanos. 

La a rticulación de  d emandas de  j usticia a nivel i nternacional j unto c on l a 

consideración de  l os de rechos de  l as mujeres como derechos humanos, han tenido un  

fuerte impacto en la concepción del acceso a la justicia desde una perspectiva de género 

y en l a conceptualización d e la  v iolencia c ontra la s mu jeres e l á mbito l egislativo, n o 

sólo a nivel internacional sino también a nivel de la legislación interna en la mayoría de 

los países del mundo. Ello ha s ignificado una  nueva reconfiguración de las relaciones 

global-local y ha contribuido a  l egitimar a lgunas de  l as s iempre cuestionadas i deas 

provenientes d el m ovimiento f eminista, que  c ontinua encontrando n umerosas 

resistencias (Antrobus, 2008:  64 -65), especialmente d esde l os s ectores m ás 

conservadores.   

 

2.1. El primer encuentro feminista de Latinoamérica y el Caribe 

 
Este e ncuentro s e c elebró e n 1982 y h a d ejado una hue lla i mborrable, entre ot ras 

cosas, por que fue l a p rimera v ez que  e l m ovimiento or ganizado de  m ujeres, a ni vel 

internacional, d ebatió l a n ecesidad d e u tilizar l a t eoría y l a p ráctica d e los d erechos 

humanos para articular las demandas de justicia relacionadas con las vulneraciones de 

derechos d e l as m ujeres. E n co nsecuencia, en  el m arco d e es te encuentro s e r esolvió 

adoptar la fecha del 25 de noviembre para que sea declarada como el Día Internacional 

de l a N O Violencia contra l a M ujer; fecha es cogida en  m emoria d e tres m ujeres 

dominicanas: M inerva, Patria y M aría Teresa M irabal, q ue f ueron cr uelmente 

asesinadas en la República Dominicana en 1960, durante la dictadura de Rafael Trujillo 

(Navarro, 1982: 264).  A resultas de esta propuesta, en 1999 la Asamblea General de las 

Naciones Unidas resolvió adoptar el 25 de noviembre como Día Internacional de la NO 

Violencia c ontra l a M ujer ( Resolución A/RES/54/134), que  e n l a actualidad s e 

conmemora en todo el mundo, como una jornada de sensibilización y reflexión en torno 
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a e ste pr oblema, que  s imboliza la uni ón g lobal d e l as m ujeres p ara er radicar l as 

vulneraciones de sus derechos humanos.  

      

2.2. La Campaña internacional “16 de días de activismo contra la 
violencia de género”. 

 

Esta c ampaña s urgió de l pr imer Instituto por  e l L iderazgo G lobal de  l as M ujeres, 

organizado por  e l C entro por  e l Liderazgo Global de  l as M ujeres e n 1991. Las 

participantes es cogieron l as f echas d e l a c ampaña—entre el  25 de  novi embre, D ía 

Internacional en  co ntra la V iolencia co ntra l as Mujeres, y e l 10 de  di ciembre, D ía 

Internacional para los Derechos Humanos—con el fin de vincular la violencia contra las 

mujeres y los derechos humanos de manera simbólica y para enfatizar el hecho de que 

la violencia contra las mujeres es una violación de  los derechos humanos. El plazo de 

16 días abarca otras fechas importantes como el 1 de diciembre -que es el Día Mundial 

de L ucha co ntra el  Síndrome de  Inmuno Deficiencia Adquirida ( SIDA)- y el 6  d e 

diciembre –fecha en la que se conmemora el aniversario de la Masacre de Montreal-.  El 

marco de los derechos humanos es utilizado para hacer un llamamiento mundial para la 

eliminación d e t odas l as f ormas d e v iolencia contra l as m ujeres, mediante d iferentes 

actividades realizadas con tal fin. 

Una d e l as acci ones d e m ayor i mpacto r ealizada al  co mienzo d e l a c ampaña d e 

referencia f ue l a d e d irigir u na p etición i nternacional a l a C onferencia M undial d e 

Derechos Humanos de las Naciones Unidas, que se celebraría en Viena, en 1993, pa ra 

que f ueran r econocidos los de rechos hum anos d e l as m ujeres e n t odos l os ni veles y 

procedimientos d e esa c onferencia y p ara q ue s e r econociera l a v iolencia d e género 

como una violación de los derechos humanos. Esta petición circuló por 124 países y fue 

traducida a 23 i diomas. Más tarde, en oportunidad de celebrarse la Cuarta Conferencia 

Mundial de Mujeres, en Beijing, 1995, los países por los que circuló se ampliaron a 148 

y superó un millón firmas.  

Entre las razones principales que impulsaron la campaña se encuentra el  hecho de 

que e n l a c onvocatoria original a  l a C onferencia M undial de  D erechos H umanos de  
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Viena, no se mencionaba a l as mujeres ni se reconocían las dimensiones específicas de 

género de los derechos humanos (Bunch, Frost y Reilly, 2000: 28).  

Las firmas q ue l as activistas r ecogieron d urante los p rimeros 1 6 d ías d e campaña 

ayudaron a cambiar la trayectoria de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos de 

las Naciones Unidas celebrada en Viena, en 1993 y las subsiguientes discusiones acerca 

de l os de rechos hum anos de  l as m ujeres. D esde s us i nicios, e sta campaña ha  i do 

creciendo de m anera paulatina y, en  l a actualidad, es  cel ebrada por aproximadamente 

4.114 or ganizaciones,  de 172 pa íses de  t odo el m undo66. E ste t ipo d e cam pañas 

constituyen u na d e l as m ejores m uestras d e l as r elaciones entre el  a ctivismo a n ivel 

global y l ocal ( Howe, 2 008: 37)  y d e l a uni versalidad de  l a l ucha f eminista por  l os 

derechos humanos. 

En l a act ualidad, l a cam paña s irve, ad emás, p ara r eclamar el  cu mplimiento d e l a 

legislación s obre l os de rechos de  l as m ujeres, a sí c omo e l de  los a cuerdos y 

compromisos asumidos en las cuatro conferencias mundiales sobre los derechos de las 

mujeres y, en especial, los que fueron resultado de la última de ellas, esto es, la que tuvo 

lugar en Beijing en 1995, que será tratada en 3.2.  

  

2.3. Los Tribunales sobre las violaciones de derechos humanos de las 
mujeres. 

 

Dentro de la campaña internacional mencionada anteriormente, y como un aspecto 

central de la misma, se organizaron los denominados “Tribunales sobre las violaciones 

de l os de rechos hum anos de  l as m ujeres”,  e n l os que  s e pr esentaban lo s te stimonios 

personales de mujeres de todo el mundo, con la finalidad de esclarecer el significado de 

                                                           
66 Más i nformación s obre es ta ca mpaña s e e ncuentra en  la web d e O NU M ujeres: 

http://www.unwomen.org/es/what-we-do/ending-violence-against-women, así como en la página web del 

Instituto por el  Liderazgo Global de las Mujeres: http://16dayscwgl.rutgers.edu/ (última consulta, 13 de  

enero de 2014). 

 

http://www.unwomen.org/es/what-we-do/ending-violence-against-women
http://16dayscwgl.rutgers.edu/
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las vi olaciones a  l os de rechos hum anos e n l a vi da c otidiana de  l as m ujeres de sde 

diversos contextos políticos y culturales. 

Estos t ribunales se realizaron t anto en  l a C onferencia M undial d e Derechos 

Humanos de  Viena (1993), c omo en l a C onferencia M undial s obre P oblación y 

Desarrollo de El Cairo (1994) y en la Cuarta Conferencia Mundial de Mujeres que se 

celebró en Beijing (1995). 

Se trató de una herramienta que jugó un papel crucial en la tarea de sensibilización y 

visibilización de las violaciones a los derechos humanos de las Mujeres. De acuerdo con 

el testimonio de Claudia Hinojosa, de la que citaremos sus textuales palabras: 

 

“El Tribunal celebrado en la Conferencia de Derechos Humanos en Viena el 15 

de j unio de  1993, f ue descrito por  l a pr ensa i nternacional como uno de l os 

eventos más notables de esa reunión mundial. En el  marco de esa conferencia, 

donde el despliegue del más vasto espectro de abusos tendía más bien a embotar 

al espectador, el tribunal de las mujeres acaparó la atención de los medios y de la 

comunidad internacional por su capacidad de conmover a su audiencia. Usando 

el formato del tribunal como metáfora y como instrumento de presión pol ítica, 

las audiencias de la Campaña Mundial ratificaron la consigna feminista de que 

lo personal es político y retomaron el r ecurso de l a n arración d e h istorias” 

(Hinojosa, 2000: 59). 

 

 Hablando en pr imera pe rsona, l as mujeres ponían en práctica las metodologías 

feministas que  a nalizamos e n e l c apítulo 2 de  este t rabajo ( Capítulo 2, apartado 2.2) : 

reflejaban el  p unto d e v ista y el r azonamiento p ráctico f eminista, c onectando l a 

“cuestión de las mujeres” en el  derecho internacional de los derechos humanos con la 

toma de conciencia, p ráctica que exige identificar las implicaciones de género que s e 

encuentran detrás d e las normas y  reclamar q ue s u aplicación no perpetúe la 

subordinación de las mujeres, esto es, que no a suma la neutralidad de género (Rhode, 

1990).   De esta manera, los testimonios de las mujeres actuaron como una instancia de 

empoderamiento que, a su vez (y entre otras muchas cuestiones): 

  

a) mostraba la brutalidad del patriarcado; 
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b) interrogaba el discurso de los derechos humanos a la luz de las experiencias 

de las mujeres;  

c) revelaba có mo el  l enguaje u tilizado h asta en tonces h abía i gnorado t ales 

experiencias y ha bía de sconocido l as vi olaciones de  l os de rechos hum anos 

sufridas por las mujeres; 

d) ponía de manifiesto el androcentrismo del discurso de los derechos humanos, 

así c omo e l he cho de  q ue operaba en un campo epistemológico que había 

negado a las mujeres su condición de humanas;  

e) revelaba la naturaleza política de las experiencias personales de las mujeres; 

f) rompía con la idea androcéntrica de un sujeto “neutro” de derechos humanos 

y mostraba a sujetas y sujetos de derechos marcados/os por el sistema sexo-

género;  

g) indicaba qu e e l conocimiento e n l a m ateria que  se ha bía a cumulado ha sta 

entonces r eflejaba l as perspectivas e i ntereses d e s ólo u na p arte d e l a 

población: la compuesta por los hombres;  

h) ofrecía un test para validar los principios de de rechos hum anos aceptados 

hasta ese momento, a través de la lente de las experiencias personales de las 

mujeres y de una interpretación no androcéntrica de las vulneraciones de los 

citados derechos;  

i) significaba r edefinir l os de rechos hum anos, d e m odo t al que  qu edaran 

definitivamente incluidos dentro de este concepto los derechos humanos de 

las mujeres y, por último, pero no menos importante, 

j) implicaba la necesidad de crear nuevos espacios en el campo de los derechos 

humanos, de  m odo t al que  l as e xperiencias, ne cesidades, i ntereses y 

aspiraciones d e l as mujeres p udieran s er p lanteadas, es cuchadas y 

respondidas.      

La campaña internacional de los tribunales sobre las violaciones de los derechos 

humanos de  l as m ujeres c ulminó c on l a c elebración de l “ Tribunal m undial s obre l a 

rendición de cuentas respecto a los derechos humanos de las mujeres”, que tuvo lugar el 
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1 de septiembre de 1995, en el marco del Foro de organizaciones no gubernamentales 

(ONG) e n l a ciudad de  H uairou, c erca de  Beijing, c iudad dond e s e ha bía c elebrado 

recientemente la cuarta conferencia mundial sobre la mujer de la ONU.  

Los anteriores t ribunales, j unto c on l as d emás a ctividades r ealizadas en l as 

conferencias d e l a O rganización d e l as N aciones U nidas co mentadas a nteriormente, 

habían l ogrado vi sibilizar l as vi olaciones a  l os de rechos hum anos de  las m ujeres, 

promoviendo una comprensión los derechos humanos desde una perspectiva de género. 

De he cho, l os doc umentos que  r esultaron de  t odas e stas c onferencias c ontenían 

numerosos compromisos relacionados con los derechos humanos de las mujeres. Por lo 

tanto, e l T ribunal d e Huairou s e pr opuso pr ofundizar e n l a i mplementación y l a 

rendición de cuentas de los estados respecto de todos aquellos compromisos. Como lo 

recuerdan algunas de las personas involucradas con la organización de estas actividades, 

se trataba de ver: 

 

“cómo l a r etórica d e l as co nferencias r ecientes d e l as N aciones U nidas s e 

implementaría de manera que t ransformara s ignificativamente la v ida cotidiana 

de l as m ujeres. Q uerían que  s us g obiernos r espondieran c on he chos a  s us 

promesas, y t ambién q ue s e l es h iciera responsables d e s u co mplicidad en l as 

violaciones de los derechos humanos de las mujeres, ya sea a través de la acción 

directa o de la ausencia inexcusable de acciones concretas. Más aún, las mujeres 

estaban pi diendo que  l os g obiernos fijaran l as r esponsabilidades t anto de  

individuos particulares como de instituciones por la perpetración de violaciones 

a los derechos humanos de las mujeres. El Tribunal Mundial sobre la Rendición 

de C uentas r especto a  l os D erechos H umanos de l as M ujeres bus có entonces 

avanzar la agenda de los derechos humanos de las mujeres: de la visibilidad a la 

atribución de responsabilidades; de la sensibilización a la implementación de los 

derechos humanos de las mujeres. Como las audiencias y t ribunales previos, el 

objetivo del Tribunal de  Beijing era abrir un f oro de gran visibilidad pública a  

las v oces d e las m ujeres p ara d ocumentar l as v iolaciones a s us d erechos 

humanos y p ara pr opiciar un c lima pol ítico e n e l que  di chos a busos s e 

(volvieran) inaceptables” (Bunch, Frost y Reilly, 2000: 40-41). 
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Tal y como se adelantó en el capítulo 2, la estrategia de los tribunales simbólicos de 

violaciones de derechos humanos de las mujeres ha sido utilizada desde mediados de la 

década de 1990 en varios países donde se cometen este tipo de violaciones sistemáticas 

de d erechos, p ara s ensibilizar y d enunciar l a f alta d e co nsideración d e tales hechos 

como violaciones de  de rechos hum anos, a sí c omo la i nacción y c omplicidad de l os 

Estados con l os r esponsables la c omisión d e lo s c rímenes, c uando no por s er ellos 

mismos los agresores (ver Capítulo 2, 2:2).    

  

3. El tratamiento de la violencia contra las mujeres en el derecho internacional 
de los derechos humanos de la ONU. 

 

Como s e ha  i ndicado anteriormente, l a v inculación en tre m ujeres y derechos 

humanos ha bía estado ausente de l concepto de  derechos hum anos d esde s us or ígenes 

(Lagarde, 2011;  F acio, 2003 y 2011 ). S e t rata de una  i njusticia s ocial basada en una  

“exclusión de sde el c omienzo” ( Ruiz, 2009:  136) , que  ha  costado m uchos e sfuerzos 

vencer. 

Una vez organizada la ONU se crearon varios organismos y se aprobaron una serie 

de convenciones internacionales que dieron una respuesta (parcial y l imitada, como se 

verá) a algunos de los reclamos de justicia provenientes de los movimientos de mujeres. 

Entre los citados organismos se encuentran: la Comisión de la Condición Jurídica y 

Social d e l a M ujer, el  Fondo d e D esarrollo d e l as N aciones Unidas p ara l a M ujer 

(UNIFEM) y el  Instituto Internacional d e Investigaciones y C apacitación p ara l a 

Promoción de  la Mujer (INSTRAW), entre ot ros. En e l año 2011, l a División para el 

Adelanto de la Mujer, el Instituto Internacional de Investigaciones y Capacitación para 

la P romoción de l a Mujer, l a Oficina del Asesor Especial en  C uestiones de Género y 

Adelanto de la Mujer y el Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer, se 

fusionaron y  se convirtieron e n O NU M ujeres. De acuerdo co n Inés Alberdi, e stos 

organismos, s in e mbargo, “ han pa decido de  e scasez de  r ecursos y d e a utoridad pa ra 

priorizar la igualdad de género en los programas y actividades de la ONU”, por lo que la 

reciente creación de ONU-Mujeres se dio en un momento en el que se manifestaba “una 

frustración creciente con la lentitud del cambio en materia de igualdad entre los géneros 

http://www.unwomen.org/es/csw/
http://www.unwomen.org/es/csw/
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y de m ucha expectativa p or l o q ue es te o rganismo p ueda c onseguir” ( Alberdi, 2011:  

267). 

La ausencia d e v inculación en tre m ujeres y derechos h umanos y l a f alta d e 

reconocimiento de las mujeres como humanas, no fue óbice para que desde principios 

del s iglo X X l a c omunidad i nternacional a probara a lgunas C onvenciones 

Internacionales qu e t rataban, s in h acerlo explícito, a lgunas de  l as vul neraciones de  

derechos hum anos s ufridas por  l as m ujeres. E l problema e s qu e no l as contemplaban 

como tales y tampoco reconocían a las mujeres como sujetas plenas de derecho67. Entre 

las c onvenciones a probadas de spués de  f inalizada l a s egunda guerra m undial, s e 

encuentran: la “Convención sobre los derechos políticos de la mujer” (adoptada por la 

Asamblea G eneral de  l a O NU e l 20 de  di ciembre 1952) , l a “ Convención s obre l a 

nacionalidad de la mujer casada” (adoptada por la Asamblea General de la ONU el 29 

de enero de 1957), la “Convención sobre el consentimiento para el matrimonio, la edad 

mínima para contraer matrimonio y el registro de los matrimonios” (adoptada en 1962) 

y el “Convenio relativo a la igualdad de remuneración entre la mano de obra masculina 

y l a m ano de  obr a f emenina por  un t rabajo de  i gual va lor”, e laborado por  l a 

Organización Internacional de l T rabajo en 195 1, que  por  pr imera ve z c onsagró e l 

principio de igual salario por igual trabajo. Estos instrumentos, pese a que significaron 

avances en  el  r econocimiento d e l os d erechos ci viles y p olíticos d e l as m ujeres, y 
                                                           
67 La mayoría d e es tos i nstrumentos es taban r elacionados co n l a t rata y  el  t ráfico d e m ujeres p ara s u 

explotación sexual. Entre ellos se encuentran: el “Acuerdo Internacional para la Supresión del Tráfico de 

Esclavas Blancas de 1904, celebrado con el objetivo de impulsar a los gobiernos a tomar medidas contra 

la “ captación d e m ujeres y n iñas p ara d edicarlas a  f ines i nmorales en  el  ex tranjero”; el “ Acuerdo 

Internacional d e 1 8 d e mayo d e 1 904, p ara l a r epresión d e l a t rata d e b lancas” ; el “ Convenio 

Internacional del 4 de mayo de 1910 para la represión de la trata de blancas”; el “Convenio de 1919 d e 

Saint-Germain-en-Laye para la completa supresión de la esclavitud en todas sus formas”; la “Convención 

de Ginebra contra la Esclavitud”, de 1926; la “Convención Internacional del 11 de octubre de 1933 para 

la represión de la trata de mujeres mayores de edad” y, por último, el “Protocolo de la Asamblea general 

de las Naciones Unidas, aprobado el 3 de diciembre de 1948, que modifica todos los anteriores y sienta 

las bases para la aprobación del  Convenio para la represión de la trata de personas y de la explotación de 

la prostitución ajena, ad optado por la Asamblea General d e las Naciones Unidas el  2 d e diciembre d e 

1949. No obstante tratar una materia tan sensible, ninguno de estos documentos consideraba a las mujeres 

como sujetos de derecho, sino que las trabaja como objetos de protección. Un análisis más detallado de 

estas normas se puede encontrar en Heim (2010, 2011b y 2012). 

http://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=XVI-3&chapter=16&lang=en
http://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=XVI-3&chapter=16&lang=en
http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_norm/---declaration/documents/publication/wcms_decl_fs_107_es.pdf
http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_norm/---declaration/documents/publication/wcms_decl_fs_107_es.pdf
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abrieron el camino a la consolidación del derecho a la igualdad, no lograron abordar  de 

manera i ntegral l a p erspectiva d e género en  el  derecho i nternacional d e l os d erechos 

humanos ni supusieron avances en la consecución de una igualdad que trascendiera las 

fronteras de lo formal, esto es, que fuera sustantiva o material.  

Se trata, reiteramos, de reconocimientos parciales de derechos de las mujeres. Una 

parcialidad q ue r efleja l as d ificultades h istóricas q ue l a co munidad i nternacional h a 

demostrado pa ra e ntender l as vi olaciones de  de rechos hum anos, no s ólo de sde un a 

perspectiva de género, sino también desde una mirada que fuera capaz de ir más allá de 

los casos en los que el propio Estado fuese el agresor. En este sentido, cabe recordar que 

las or ganizaciones de  mujeres y ot ras or ganizaciones de  de rechos humanos -en 

particular, l as no g ubernamentales-, ha n r ealizado una  not able t area pa ra ayudar a  

ampliar estos horizontes (Bunch, Frost y Reilly, 2000: 26).    

El 7 de  novi embre de  1967 l a A samblea G eneral de  N aciones U nidas adoptó l a 

Declaración s obre la  Eliminación d e to da d iscriminación c ontra la  mu jer. E sta 

Declaración c onstituye el an tecedente d irecto de l a C EDAW ( sigla, en i nglés, d e  

“Convention on t he E limitation of  a ll forms of  Discrimination Against W omen”, e sto 

es, de la “Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra 

las mujeres”), que fue aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas doce 

años más tarde, esto es, el 18 de diciembre de 1979.  

La C EDAW e s e l pr imer i nstrumento d e d erecho i nternacional de  l os derechos 

humanos que  l ogra a brir un nue vo campo en e sta m ateria: es l a pr imera ve z que  la 

comunidad internacional -en un i nstrumento con efectos jurídicos vinculantes para los 

estados p arte- trata es pecíficamente l os d erechos d e l as m ujeres en  el  á mbito d e l os 

derechos hum anos. P asarán a lgunos a ños m ás, sin e mbargo, pa ra que  –como s e ha  

advertido antes- los derechos de las mujeres sean entendidos como tales, esto es, como 

derechos humanos propiamente dichos.  

Suele citarse la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, realizada en Viena en 

1993, como el hito a partir del cual la violencia se instala en el corazón de los derechos 

humanos, “m arcando l a era d el mainstreaming de l a v iolencia a n ivel i nternacional” 

(Fríes y Hurtado, 2010: 11). Existen, también, otros acontecimientos que influyeron en 

el camino de conceptualización y recepción normativa de la violencia sobre las mujeres 
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en e l á mbito i nstitucional de  l os de rechos hum anos, a  l os qu e s e h ará r eferencia a 

continuación.  

En razón de que su análisis en profundidad excede los objetivos de este trabajo, se 

omitirán detalles de algunos de los sucesos que de diferentes modos han marcado este 

camino, como lo son: la “Reunión de expertos sobre violencia en la Familia” celebrada 

en 198668, los diferentes informes y recomendaciones del Consejo económico y social69 

y de la “Comisión sobre la condición social y el estatuto de las mujeres” -único cuerpo 

intergubernamental d e l a O NU d edicado específicamente a p romover l a i gualdad d e 

género y el e mpoderamiento de  l as m ujeres, que  de sde s us m ismos or ígenes ha  

permitido ab rir m uchos cam inos en  es ta t area ( ONU Mujeres, 201 1-2012a:770)-. 

                                                           
68 Este informe es interesante porque, además de afirmar que la familia es un ámbito donde se ejerce un 

tipo es pecífico d e v iolencia contra l as mujeres, co nsidera q ue l a misma co nstituye u na v iolación d e 

derechos humanos.  

69 En el  seno del C onsejo económico y social se h an adoptado varias resoluciones que t ratan aspectos 

relacionados con la violencia sobre las mujeres. Se t rata d e documentos que no dan una definición del 

fenómeno, pero se refieren a algunos de los ámbitos en los que se expresa y, sobre todo, consideran que 

debe ser castigado penalmente. Así, por ejemplo, la Resolución 1990/15, dentro de las “Recomendaciones 

y Conclusiones resultantes del primer examen y evaluación de la aplicación de las Estrategias de Nairobi 

orientadas h acia el  futuro p ara el  ad elanto d e l a mujer y  h asta el  a ño 2 000”, s ugiere q ue s e ad opten 

“medidas inmediatas para establecer penas apropiadas ante la violencia contra la mujeres en la familia, en 

los l ugares d e t rabajo y  en  l a s ociedad” ( recomendación XXII). También cab e d estacar l a r esolución, 

adoptada el 30 de  mayo de  1991, en l a que el c itado C onsejo r ecomendó la pr eparación de un marco 

general para un instrumento internacional que abordara explícitamente la cuestión de la violencia contra 

la mujer. 

70 La Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer fue creada en 1946 para seguir de cerca la 

situación de la mujer y promover sus derechos y que ha sido fundamental para poner de manifiesto todas 

aquellas esferas de la v ida social en  las que se ha negado, a l as mujeres, su condición de igualdad con 

respecto a l os hombres. Se reunió por p rimera vez en  Lake Success, Nueva York, en febrero de 1947, 

poco después de la creación de las Naciones Unidas. Desde sus orígenes, forjó una estrecha relación con 

las o rganizaciones n o g ubernamentales r econocidas co mo e ntidades co nsultivas p or el  C onsejo 

Económico y Social, q ue p articipan en  l as s esiones d e l a Comisión en  cal idad d e observadoras. E ntre 

1947 y 1962, se centró en establecer normas y formular convenciones internacionales que cambiaran las 

leyes discriminatorias y aumentaran la sensibilización mundial sobre las cuestiones de la mujer. En sus 

aportaciones a la redacción de la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Comisión defendió con 

éxito la necesidad de suprimir las referencias a “los hombres” como sinónimo de la humanidad, y logró 

http://www.unwomen.org/es/csw/
http://www.un.org/es/documents/udhr/
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Tampoco nos detendremos en el Estudio a fondo de todas las formas y manifestaciones 

de la v iolencia contra la mujer, encomendado al  Secretario General de l a ONU por la 

Asamblea General en su resolución 58/185 de 2006; entre otros71. 

La influencia de los debates y las disposiciones que se han dado en el contexto de la 

ONU h a s ido d estacada d e m anera r eiterada en d iversos an álisis j urídicos s obre l a 

materia que  nos  o cupa, c omo una  pa rte f undamental pa ra el de sarrollo de  pol íticas 

públicas, p rogramas de acción y normas específicas desarrollados t anto a n ivel es tatal 

como en otros ámbitos internacionales, incluso en aquellos en los que  -en perspectiva 

comparada- se han obtenido avances mayores (Montalbán Huertas, 2004: 36). Tal es el 

caso de la OEA y la UE que, como se verá, han adoptado los instrumentos que mejor 

capturan l os co nceptos y l as d emandas d el m ovimiento f eminista e n m ateria d e 

violencia contra las mujeres.  

  

                                                                                                                                                                          
incorporar un lenguaje nuevo y más inclusivo. La Comisión elaboró las primeras convenciones 

internacionales sobre los derechos de la mujer, como la Convención sobre los Derechos Políticos de la 

Mujer de 1953, la Convención sobre la Nacionalidad de la Mujer Casada de 1957 y la Convención sobre 

el co nsentimiento p ara el  matrimonio, l a ed ad m ínima p ara co ntraer m atrimonio y el  registro d e l os 

matrimonios de 1 962. A demás, co ntribuyó al t rabajo de l as o ficinas d e l as N aciones Unidas, como el  

Convenio r elativo a la i gualdad d e r emuneración en tre l a m ano d e o bra masculina y l a m ano d e o bra 

femenina por un trabajo de igual valor de la Organización Internacional del Trabajo (1951), que consagró 

el principio de igual salario por trabajo igual. En 1963, los esfuerzos para consolidar las normas relativas 

a l os d erechos d e l a m ujer co ndujeron a l a A samblea G eneral d e l as N aciones U nidas a s olicitar a l a 

Comisión que elaborara una Declaración sobre la eliminación de la discriminación contra la mujer, que la 

Asamblea aprobó en última instancia en 1967. Desde entonces, la Comisión ha tenido un papel destacado 

en l a adopción d e t odas l as normas internacionales s obre d erechos h umanos d e l as mujeres y en  las 

conferencias mundiales sobre l as mujeres cel ebradas en el  s eno d e l a O NU 

(http://www.unwomen.org/es/csw/brief-history#sthash.B7ZGNlHx.dpuf. Última consulta, 17 de enero de 

2014). 

71 Uno de los análisis más detallados y minuciosos de este tipo de estudios y documentos elaborados por 

la ONU que se han hecho en los últimos años puede encontrarse en: Merino Sancho (2009:29-118). 

http://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=XVI-1&chapter=16&lang=en
http://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=XVI-1&chapter=16&lang=en
http://treaties.un.org/Pages/ViewDetailsIII.aspx?&src=TREATY&mtdsg_no=XVI%7E2&chapter=16&Temp=mtdsg3&lang=en
http://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=XVI-3&chapter=16&lang=en
http://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=XVI-3&chapter=16&lang=en
http://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=XVI-3&chapter=16&lang=en
http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_norm/---declaration/documents/publication/wcms_decl_fs_107_es.pdf
http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_norm/---declaration/documents/publication/wcms_decl_fs_107_es.pdf
http://www.unwomen.org/es/csw/brief-history#sthash.B7ZGNlHx.dpuf
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3.1. La CEDAW y su protocolo facultativo. 

 

La CEDAW fue adoptada por la Asamblea General en su Resolución 34/180, de 18 

de diciembre de 1979 y –como lo especifica su propia Introducción- es resultado de más 

de 30 años de trabajo de la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer.  

LA C EDAW es  d eudora d el t rabajo d e esta C omisión y h a conformado e l 

documento fundamental y más amplio que se ha aprobado en el sistema internacional de 

derechos humanos para incorporar a las mujeres “a la esfera de los derechos humanos 

en sus distintas manifestaciones”. En este sentido, no sólo se ha constituido como una 

declaración i nternacional de  de rechos de  y pa ra l as m ujeres, s ino t ambién c omo “ un 

programa de acción para que los Estados Partes garanticen el  goce de esos derechos” 

(por todas, CEDAW, 1979: Introducción). 

La CEDAW entiende que la “discriminación contra la mujer” es:  

“toda distinción, exclusión a restricción basada en el sexo que tenga por objeto 

o por resultado menoscabar o  anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la 

mujer, i ndependientemente de  su estado c ivil, s obre l a base de l a i gualdad del 

hombre y la mujer, de los derechos humanos y las l ibertades fundamentales en 

las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera” 

(artículo 1). 

Literalmente, e sta c onvención no c ontiene n inguna mención ex plícita al  

concepto de  vi olencia s obre l as m ujeres. S in e mbargo, obl iga a l os E stados P artes a  

tomar -en todas las esferas y, en  particular, en  la política, la social, la económica y la 

cultural- “todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para asegurar el 

pleno desarrollo y adelanto de l a mujer, con el  objeto de garantizarle el  ej ercicio y el  

goce de  l os de rechos hum anos y l as l ibertades f undamentales en i gualdad de  

condiciones con el hombre” (artículo 3). 

María Ángeles Barrère Unzueta indica que, en parte, la omisión de la violencia 

como d iscriminación, e n l a C EDAW, t iene s us o rígenes en  l a p revalencia d e l as 
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concepciones t radicionales ( androcéntricas) d el p rincipio d e i gualdad ante l a l ey, q ue 

históricamente se ha resuelto en el principio aristotélico de igualdad de trato:  

“El esquema de Aristóteles es suficientemente conocido: la  justicia consiste en 

igualdad, y ésta se resuelve tratando de manera igual a l os iguales y de manera 

desigual a los desiguales. Nos encontramos, por tanto, con un c oncepto formal, 

que nada dice sobre el contenido de la igualdad (sobre quién es igual a quién y 

en qué ) pe ro que  s irve de e squema a rgumentativo que  ha  c osechado e special 

fortuna en la cultura jurídica” (Barrère Unzueta, 2008b: 31). 

De a cuerdo co n es ta autora, el  s ignificado d e t rato i gual o  d esigual t iene u na 

naturaleza pol ítica. E n e l e squema a ristotélico, pa ra i dentificar una  s ituación de  

discriminación se requiere de un tertium comparationis, que en el caso de la violencia 

contra l as m ujeres cl aramente n o ex iste: “n o h ay t rato q ue co mparar, al  m enos 

individualizadamente”. Como consecuencia de ello, “la violencia contra las mujeres no 

entra en los esquemas conceptuales del derecho antidiscriminatorio o, lo que es igual, la 

violencia c ontra l as m ujeres n o p uede s er calificada como d iscriminación” B arrère 

Unzueta, 2008b: 31-32).  

La o misión d e l a v iolencia co ntra l as m ujeres e n l a r edacción o riginal de l a 

CEDAW s erá s ubsanada añ os m ás t arde p or el  C omité en cargado d e v elar el 

cumplimiento de la misma, que en 1992 aprobó la Recomendación General nº 19, qu e 

expresa que: “La violencia contra la mujer es una forma de discriminación que impide 

gravemente el goce de derechos y libertades en pie de igualdad con el hombre” (párrafo 

nº 1). El significado de esta inclusión es el de un verdadero cambio de paradigma en la 

cultura jurídica dominante: 

“ahora es  l a v iolencia misma l a ( forma d e) d iscriminación; l a d iscriminación 

deja d e s er u na cu estión d e trato y s e c onvierte en una  c uestión de  status. La  

violencia s e tip ifica como d iscriminación p orque c onstituye la  ma nifestación 

directa de la ruptura y la regla de justicia que se basa en la igualdad de status de 

hombres y mujeres. La inaplicabilidad de la lógica comparativa en este (nuevo) 

concepto de  di scriminación ha ce que  s u i ntroducción t enga r esultados 

prácticamente performativos o constitutivos” (Barrère Unzuetab, 2008: 33). 
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De h echo, y co mo ad vierte l a ci tada au tora, el  p árrafo 6  d e l a citada 

Recomendación General nº 19 expresa, literalmente, que la definición de discriminación 

contra l a mujer “incluye l a v iolencia basada en  el sexo”, es to es , l a v iolencia d irigida 

contra la mujer por el solo hecho de serlo. Este concepto es reiterado en el párrafo 7, en 

cuanto expresa que “La violencia contra la mujer, que menoscaba o anula el goce de sus 

derechos humanos y sus libertades fundamentales… constituye discriminación”.  

Así las cosas, a p esar de las d ificultades que ha atravesado, la v iolencia contra 

las m ujeres f ue f inalmente i ntroducida de ntro de l e squema conceptual d e l a 

discriminación, lo cual “adquiere tintes revolucionarios en la medida en que, a través de 

la misma, las instancias jurídico-políticas tienen que admitir que existe un fenómeno de 

violencia que no s e puede atajar apelando a un concepto de igualdad referido al  mero 

ejercicio de derechos individuales o a pelando a un concepto de discriminación basado 

en la lógica comparativa (como mera ruptura individualista de la igualdad de trato). El 

concepto de  di scriminación e ntra d e e ste m odo e n e l e squema in terpretativo d el 

patriarcado en el que la violencia contra las mujeres resultaría la expresión más evidente 

de una s r elaciones e structurales de  pod er que  no s on a frontables c on l os úni cos 

esquemas de los derechos individuales (…). El punto de mira se desplaza, entonces, de 

los de rechos a l pode r y/o a  l as r elaciones y e structuras j urídicas de  s ubordinación” 

(Barrère Unzueta, 2008b: 34).       

En 1999, e sto es, ve inte a ños m ás t arde de  l a a dopción d e l a C EDAW, l a 

Asamblea G eneral d e l as N aciones Unidas a probó e l P rotocolo F acultativo de  e sta 

convención (A/Res. 54/4, del 15 de octubre de 1999), con la finalidad básica de mejorar 

e incrementar los mecanismos ya existentes para la defensa de los derechos humanos de 

las m ujeres. R egula l os pr ocedimientos a  s eguir ante l a pr esentación de  una  

comunicación o i nforme delante del Comité para la  Eliminación de la  Discriminación 

contra la Mujer, asigna la competencia de este organismo para recibir y considerar los 

temas que  l leguen a su c onocimiento y r econoce a las mujeres v íctimas d e 

discriminación el derecho de presentar demandas para que se investiguen los hechos y 

se d eclaren l as r esponsabilidades p ertinentes, i ncluidas l as d el E stado en  el  q ue s e 

hubieran producido.  
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España firmó este protocolo el 14 de marzo de 2000 y lo ratificó el 6 de julio de 

2001. Ello implica que  reconoce la competencia del Comité para recibir demandas de 

particulares o grupos que a leguen s er ví ctimas de  vi olaciones d e l os de rechos 

fundamentales e nunciados e n l a C EDAW. A simismo, r econoce l a co mpetencia d el 

Comité pa ra r ealizar i nvestigaciones e n s u t erritorio s obre vi olaciones gr aves o 

sistemáticas d e l os d erechos f undamentales s obre l as m ujeres ( Gobierno de  E spaña-

Ministerio de Igualdad, 2008b: 85).   

La CEDAW y su Protocolo facultativo han tenido un pa pel decisivo en el proceso 

que se desarrolló en el marco del derecho internacional de los derechos humanos para 

crear c onsenso co n r elación a l a n ecesidad d e visibilizar y conceptualizar el  ci tado 

fenómeno y p ara es tablecer l as b ases d e u na l egislación en  es ta m ateria. E l ó rgano 

encargado de interpretar y velar por el cumplimiento de la CEDAW: el citado Comité 

sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra las mujeres, como se 

ha vi sto, ha  he cho una  labor f undamental e n este sentido. D esde f inales de  l os a ños 

ochenta y hasta finales de los años noventa, este Comité -juntamente con la Comisión 

de Derechos Humanos y otros organismos de la ONU- contribuyeron a poner el tema de 

la violencia contra las mujeres en la agenda internacional y colaboraron activamente en 

la consideración de esta problemática como un a sunto público, así como en la tarea de 

los organismos de derechos humanos de dejar atrás las concepciones tradicionales sobre 

esta materia, gracias a las cuales habían sido tratadas como un asunto correspondiente al 

ámbito pr ivado de  l as p ersonas, r especto de l c ual l os E stados no intervenían ( Facio, 

2003: 17-20). 

 A p artir d e l a co nceptualización d e l a v iolencia co ntra l as m ujeres como u na 

forma de discriminación se derrumba un paradigma jurídico vigente desde hacía siglos, 

que ocultaba que tras la igualdad de trato se esconde una desigualdad de status y, más 

aún, que las desigualdades de trato se originan en las desigualdades de status (Barrère 

Unzueta, 2008b: 34). 
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3.2. Las Conferencias Mundiales sobre las Mujeres. 

 
Las C onferencias M undiales s obre l as M ujeres celebradas en  M éxico ( 1975), 

Copenhagen (1980); Nairobi (1985) y Beijing (1995), ve rsan sobre l a i gualdad de  l as 

mujeres y su contribución al desarrollo y a la paz de las naciones. Aunque ninguna de 

ellas -con ex cepción d e l a ú ltima- aborda es pecíficamente el  co ncepto d e v iolencia 

contra las mujeres ni su consideración como una vulneración de los derechos humanos, 

todas t ratan d iversos aspectos y formas d e expresión de es ta v iolencia, a l tiempo que 

introducen a lgunos de bates e specíficos que  va n c ontribuyendo a l a pa ulatina 

conceptualización y r ecepción de  e ste f enómeno e n l os c ontextos de  l as pol íticas 

públicas y las legislaciones a nivel internacional y estatal (Alberdi y Matas, 2002: 213-

215). 

 

3.2.1. La Conferencia Mundial sobre las Mujeres de México (1975). 
  

La Conferencia Mundial sobre l as Mujeres cel ebrada en México en tre los d ías 

19 de junio y 2 de julio 1975, es la primera de las cuatro Conferencias Mundiales sobre 

la Mujer que hasta ahora han tenido lugar en el seno de las Naciones Unidas 

 1975 fue un año que la ONU dedicó a las mujeres y fue designado como el “Año 

Internacional d e l a M ujer”, co mo m uestra d e s u co mpromiso en  l a t area d e 

sensibilización y de nuncia, a  ni vel m undial, d e l a s ituación d e d esigualdad y 

discriminación social de las mujeres.  

En l a C onferencia l levado a cab o en  M éxico, a l i gual q ue en l as d os que l e 

siguieron (la de Copenhagen-1980 y la de Nairobi-1985), el tema de la violencia sobre 

las m ujeres n o s e abordó de  una  forma específica, pe ro s í s e recogieron a lgunas 

disposiciones r elacionadas c on este á mbito. A sí, por  e jemplo, e n e l Informe de  l a 

Conferencia s e m encionan al gunos as pectos r elacionados co n l a v iolencia f amiliar 

(Memoria de la Conferencia Mundial sobre las Mujeres, 1975, párrafo 131), que es uno 

de l os á mbitos e n donde  e sta vi olencia pu ede expresarse, pe ro no l a definió ni  l a 
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relacionó de  m odo e xpreso c on una  f orma de  expresión de  l a vi olencia c ontra l as 

mujeres.  

 En l a D eclaración ap robada e n es ta co nferencia s e i ncluye u na r eferencia 

genérica a l a el iminación d e l as v iolaciones d e d erechos h umanos co metidas co ntra  

mujeres y niñas, entre las que señala la violación, la prostitución, las agresiones físicas, 

el ma trimonio f orzado y  el ma trimonio co mo t ransacción co mercial ( Declaración 

aprobada en la Conferencia Mundial sobre las Mujeres, México, 1975, párrafo vigésimo 

octavo). Se trata de manifestaciones de la violencia sobre las mujeres conceptualizadas 

por e l mo vimiento f eminista c omo ta les, pero que  e n e ste do cumento t an s ólo s e 

mencionan c omo vul neraciones de  de rechos hu manos que  no s on c ategorizadas ba jo 

esta modalidad específica, esto es, del modo en que han sido catalogadas a p artir de la 

Conferencia Mundial de Derechos Humanos de 1993, que se comentará más adelante.          

 

3.2.2. La Conferencia Mundial sobre las Mujeres de Copenhagen  (1980.) 

 
 Esta C onferencia t iene l a p articularidad d e h aber s ido c elebrado u n año m ás 

tarde de la adopción de la CEDAW. Aquí tampoco se encuentra ninguna referencia al  

concepto de violencia sobre las mujeres, pero sí se hacen mayores referencias al tema. 

Así, por  e jemplo, e ntre los obj etivos de l P lan de  A cción qu e s e a prueba dur ante l a 

conferencia se incluye el de desarrollar políticas y programas de salud con la finalidad 

de eliminar “todas las formas de violencia contra mujeres y niños y la protección de las 

mujeres de  t odas l as edades de  t odo abuso físico, explotación sexual y cualquier ot ra 

forma de abusos” (párrafo 141). También se hace referencia expresa a la prevención de 

las p rácticas d e m utilación q ue d añan l os cu erpos y la s alud d e l as m ujeres (párrafo 

162).  

El citado documento hace una mención expresa a la violencia en las relaciones 

entre m ujeres y h ombres, en  cu anto es tablece l a n ecesidad d e ad optar p rogramas y  

metodologías que hagan especial énfasis en incorporar la perspectiva de la educación en 

la no vi olencia, e specialmente e n di cho á mbito (párrafos 167 y 168)  y, por  úl timo, 

prescribe l a obl igación de  l os e stados de  a doptar m edidas l egislativas pa ra ab ordar l a 

violencia sexual y la violencia doméstica (párrafo 65).   
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Como s e pue de a preciar, e sta C onferencia no avanza e n l a a dopción de un  

concepto de violencia sobre las mujeres ni en su consideración como una vulneración de 

los derechos humanos, pero sí considera algunas de las expresiones de este fenómeno 

como un á mbito ne cesario de  i ntervención y comienza a  e xigir a lgunas 

responsabilidades a los estados al respecto. 

 

3.2.3. La Conferencia Mundial sobre las Mujeres de Nairobi (1985). 
 

Esta C onferencia s e c elebra e n un c ontexto t otalmente di stinto a l d e l as 

anteriores. Mientras las de México y  Copenhagen estuvieron muy influenciadas por los 

trabajos previos y l os i nmediatamente pos teriores a  l a adopción de  l a C EDAW, l a de  

Nairobi t iene l ugar e n un pe ríodo e n que el  t ema d e l a v iolencia s obre l as m ujeres 

comienza a instalarse de un modo mucho más decisivo en las políticas públicas estatales 

y en el movimiento internacional de mujeres.  

De he cho, l a conferencia de  N airobi s e pr oduce poc o t iempo de spués de  

celebrarse el primer encuentro feminista de Latinoamérica y el Caribe (en el que, como 

se ha mencionado anteriormente, se resolvió adoptar la fecha del 25 de noviembre para 

que s ea d eclarada co mo el  D ía Internacional d e l a N O V iolencia co ntra l a M ujer) y 

coincide co n el  m omento en  q ue co mienzan a d esarrollarse o rganismos es tatales 

específicos p ara d irigir l as p olíticas d e i gualdad, co mo es  el  cas o d el Instituto d e l a 

Mujer, en España, que fue creado en 1983 72. Se trata de organismos que, no obstante, 

tardaron bastante más tiempo en asumir algún tipo de rol en lo que respecta a desarrollar 

políticas pa ra pr evenir, sancionar y e rradicar e ste t ipo de  vi olencia ( Bodelón, 2008;  

Htun y Weldon, 2012) y para establecer mecanismos de acceso a la justicia coherentes 

con tal finalidad (en el punto 5 del presente capítulo se volverá sobre este asunto). 

                                                           
72 La Ley 16/1983, de 24 d e octubre, publicada en  el  Boletín d el Estado el d ía 26 d e octubre, cr ea el 

Instituto de la Mujer, como organismo autónomo adscrito al Ministerio de Cultura. Este organismo tiene 

la f inalidad primordial de  pr ocurar e l c umplimiento y desarrollo de  l os pr incipios c onstitucionales 

recogidos en los artículos 9.2 y 14, de promover y fomentar las condiciones que posibiliten la igualdad 

social de ambos sexos y la participación de las mujeres en la vida política, cultural, económica y social 

(http://www.inmujer.gob.es/elInstituto/historia/home.htm, última consulta, 12 de enero de 2014). 

http://www.inmujer.gob.es/elInstituto/historia/home.htm
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Los seis años transcurridos desde la aprobación de la CEDAW tuvieron también 

su i mpacto e n l a C onferencia de  N airobi, e n e l sentido de  que  pr ofundiza di ferentes 

aspectos r elacionados c on l as di scriminaciones ha cia l as m ujeres. P or e jemplo, s e 

utilizan l as noc iones de  di scriminaciones en el de recho y en l a pr áctica, qu e s on 

descritas como de iure y de facto, respectivamente (ver Estrategias de Nairobi, párrafos 

44 y 45) y, de esta forma, se reconoce que las discriminaciones contra las mujeres no se 

agotan con la consecución de la igualdad ante la ley o l a igualdad formal, sino que se 

expresa e n l as c ondiciones de  vi da de  l as m ujeres. A sí, e n e l c itado pá rrafo 45, s e 

expresa q ue l a discriminación de  facto y l a d esigualdad d e es tatus entre m ujeres y 

hombres derivan de factores sociales, económicos, pol íticos y culturales, que han s ido 

justificados sobre la base de las diferencias fisiológicas.  

El c itado doc umento r econoce que  l a di scriminación d e la s mu jeres h a s ido 

justificada en  razón d e l as d iferencias b iológicas en tre l os s exos, s in em bargo l as 

relaciona directamente con su s tatus social, de modo que se al inea, en  es te aspecto en 

concreto, en la concepción de violencia sobre las mujeres que venía siendo desarrollada 

por el  m ovimiento d e m ujeres y q ue s erá i ncorporada en  l a D eclaración d e V iena, 8  

años más tarde.  

La Conferencia de  Nairobi exigió a  los estados que adopten medidas efectivas 

para identificar, prevenir y eliminar todas las v iolencias cometidas contra las mujeres, 

mencionando expresamente la violencia familiar cometida contra mujeres y niñas/os, así 

como la obl igación de proveer refugio, apoyo y servicios de orientación para niñas/os 

abusados y mujeres. Todas estas medidas, aclaran las Estrategias, deben ser adoptadas 

de forma tal que  las mujeres tomen conciencia de  que  e l maltrato no e s un fenómeno 

normal y que  t ienen d erecho a  c ombatirlo, aun cuando no s e c onsideren a  s í m ismas 

como víctimas (Estrategias de Nairobi, párrafo 231).    

Otro elemento característico de la Conferencia de Nairobi es que profundiza en 

la consideración de factores que trascienden la esfera local. Así, por ejemplo, menciona 

que l as guerras son un á mbito en e l que  t ambién se producen este t ipo d e v iolencias, 

cuestión que  ha sta e ntonces h abía s ido p rácticamente i gnorada por  e l de recho 

internacional humanitario (Merino Sancho, 2011). Y, del mismo modo que entiende que 
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se trata de un tema que tiene que ver con uno de los objetivos generales de la ONU, cual 

es el mantenimiento de la paz, recoge expresamente la idea de que: 

“la violencia contra las mujeres existe de diversas formas diariamente en todas 

las s ociedades. Las m ujeres s on g olpeadas, m utiladas, q uemadas, ab usadas 

sexualmente y violadas. Tanta violencia es un obs táculo para la consecución de 

la p az y d e o tros o bjetivos d el D ecenio y l e d ebe s er p restada u na es pecial 

atención. A  l as m ujeres ví ctimas de  vi olencia de be dá rseles un a a tención 

particular y una as istencia i ntegral. C on es te f in, debe s er formuladas m edidas 

legales p ara p revenir la  v iolencia y asistir a  l as v íctimas. Los me canismos 

nacionales d eben es tablecerse co n el  p ropósito d e t ratar l a cu estión de l a 

violencia co ntra l as m ujeres en  l a familia y en  la s ociedad. D eben el aborarse 

políticas preventivas, y formas institucionales de ofrecer asistencia a las mujeres 

víctimas de esta violencia” (Estrategias de Nairobi, párrafo 258). 

No obstante estos avances, cabe reiterar que la Conferencia de Nairobi no logra 

definir un c oncepto claro de  vi olencia s obre l as m ujeres y, a p esar de q ue h ace 

referencia a algunos de los ámbitos en los que se expresa, no menciona a todos ellos ni 

establece m ecanismos e specíficos d e acceso a  l a j usticia, m ás al lá d e mencionar l a 

citada n ecesidad d e b rindar at ención primaria a l as v íctimas, h echo q ue p uede s er 

entendido como uno de los primeros antecedentes en esta materia. 

 

3.2.4. La Cuarta Conferencia Mundial sobre las Mujeres de Beijing (1995). 
 

Las anteriores conferencias mundiales sobre las mujeres habían mantenido una 

periodicidad que se rompe con la cuarta: México, Copenhagen y Nairobi habían tenido 

lugar cad a ci nco añ os, m ientras q ue l a r eunión d e Beijing s e r ealiza cu ando h an 

transcurrido d iez añ os d esde l a ú ltima. S in em bargo, es ta n o es  l a ca racterística m ás 

importante del encuentro de  China. Lo que  lo hace di ferente de los anteriores es que , 

entre otras cuestiones, se desarrolló luego de haberse celebrado la Conferencia Mundial 

sobre D erechos H umanos d e V iena y de q ue l a A samblea G eneral d e l as N aciones 

Unidas a doptara l a D eclaración s obre l a el iminación d e l a v iolencia co ntra l a m ujer 
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(ambos s ucesos s e e xplicarán e n 3.3 y 3.4) . O tro e lemento a  c onsiderar e s que  e l 

encuentro d e Beijing s e r ealizó el  año d espués d e l a cel ebración d e l a C onferencia 

Mundial s obre P oblación y D esarrollo que  t uvo l ugar e n E l C airo (1994). E n e sta 

conferencia, en tre o tros hechos r elevantes, s e ad optó l a D eclaración d e l os D erechos 

Sexuales y R eproductivos, en  l a q ue s e es tablece q ue "Los d erechos h umanos d e l as 

mujeres i ncluyen su d erecho a ej ercer el  control y a decidir l ibre y responsablemente 

sobre las cuestiones relativas a  su sexualidad, incluida su salud sexual y reproductiva, 

libres de coerción, discriminación y violencia"73.  

En s íntesis, la Conferencia Mundial sobre las Mujeres de  Beijing se desarrolló 

en un m omento e n el q ue l a c oncepción de  l as m ujeres y s us d erechos hum anos e s 

completamente diferente de la que existía durante la realización de las anteriores. Existe 

una m ayor conciencia s obre el  t ema, s e h a av anzado en  l a co nceptualización y  en  el 

posicionamiento d e l a t emática en  l a a genda p ública i nternacional, as í co mo en  l a 

necesidad de adoptar una legislación específica.  

Teniendo en consideración todos esos  avances y la importancia que habían ido 

ganando las discusiones sobre la violencia contra las mujeres en el seno de la ONU, la 

Declaración y el Programa de Acción resultantes de Beijing dieron un lugar destacado a 

este t ema. A sí, p or ej emplo, l a D eclaración c onsidera p rioritaria l a necesidad d e 

prevenir y eliminar t odas l as formas d e v iolencia contra l as m ujeres y n iñas y, en  t al 

sentido, expresa su compromiso de:  

“Garantizar l a p lena ap licación d e l os d erechos humanos d e l as m ujeres y l as 

niñas c omo pa rte i nalienable, i ntegral e  i ndivisible de  t odos los de rechos 

humanos y libertades fundamentales” (Declaración de Beijing, párrafo 9). 

 

                                                           
73 Asimismo, en  d icha co nferencia s e ap robó l a Carta d e l os 1 2 D erechos S exuales y Reproductivos, 

primer d ocumento d e l a O NU q ue r econoce el  d erecho de l as mujeres a d ecidir s i t ener o  n o t ener 

hijos/hijas, as í co mo e l derecho a l a educación sexual y el  derecho al  acceso a l a contracepción, todos 

derechos f undamentales d e una i mportancia d e p rimer o rden p ara l a a utonomía y l a libertad d e l as 

mujeres. 
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Por su parte, l a P lataforma de  Acción incorpora e l concepto de  violencia y las 

diferentes manifestaciones de la misma que recoge la Declaración sobre la eliminación 

de la violencia contra la mujer aprobada por la Asamblea General de la ONU en 1993; 

también s e refiere al  t ema cal ificándolo como una grave v ulneración d e l os d erechos 

humanos, pero da un giro en la forma de denominarlo.  

La P lataforma d e A cción d e B eijing h abla d e l a v iolencia co ntra l as m ujeres 

como u na “v iolencia b asada en  el  género”, es pecificando q ue s e t rata d e “u no d e l os 

mecanismos sociales fundamentales mediante los que se coloca a la mujer en posición 

de subordinación con respecto al hombre. 

La Conferencia Mundial de Beijing conecta directamente la violencia contra las 

mujeres con la desigualdad estructural entre mujeres y hombres en la sociedad -de modo 

que recoge plenamente las propuestas que venía formulando el movimiento feminista- e 

incorpora l a di scusión s obre e l gé nero, q ue t ambién s e es taba d ando en  es e ám bito. 

Transcurren los años noventa y -como se ha anticipado en el capítulo 2 (ver punto 1)- el 

movimiento feminista debate la incorporación de este concepto -en principio ajeno a su 

lenguaje y epistemología- a su teoría y práctica política.  

Sin pe rjuicio de  l a va riedad de  opi niones c on relación a  l a pe rtinencia de  l a 

utilización de  e ste t érmino e n e l t erreno d e l a l ucha por  e l r econocimiento de  l os 

derechos h umanos d e l as m ujeres, l o ci erto es  q ue l a ac eptación d el mismo lo gró 

bastante c onsenso, e n pa rticular, por que s e c onsiderada que  pe rmitía e ludir c iertos 

reduccionismos s ocio-biologicistas, como l os que pretendían reducir la problemática 

social de la d iscriminación d e la s mu jeres a variables meramente biológicas (Rhode, 

1997; Jaramillo, 2000).   
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3.3. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos de Viena. 

 

 Entre l os dí as 14 y 25 de  j unio de  1993 tuvo l ugar, e n l a c iudad de  V iena, l a 

Conferencia M undial s obre D erechos H umanos e n l a que  por  pr imera ve z, y c omo 

resultado d e l a l abor del m ovimiento or ganizado de  m ujeres, s e a probaron dos  

documentos: e l P rograma de  A cción y l a D eclaración, que  i ncluyeron una m ención 

expresa a los derechos de las mujeres. De hecho, en la citada Declaración, fue donde por 

primera vez los derechos de  las mujeres fueron reconocidos como derechos humanos. 

Así, en su párrafo 18, dispone que: 

“Los derechos humanos de la mujer y de la niña son parte inalienable, integrante 

e i ndivisible de  l os de rechos hum anos uni versales. La pl ena pa rticipación, e n 

condiciones de igualdad, de la mujer en la vida política, civil, económica, social 

y cultural e n l os pl anos na cional, r egional e  i nternacional y l a e rradicación de  

todas las formas de discriminación basadas en el sexo son objetivos prioritarios 

de la comunidad internacional.  

La violencia y todas las formas de acoso y explotación sexuales, en particular las 

derivadas d e p rejuicios culturales y de l a t rata internacional d e p ersonas s on 

incompatibles c on l a di gnidad y l a va lía de  l a pe rsona hum ana y de ben s er 

eliminadas. E sto pue de l ograrse c on m edidas legislativas y con actividades 

nacionales y cooperación i nternacional en  es feras t ales co mo el  d esarrollo 

económico y social, la educación, la atención a l a maternidad y a l a salud y el  

apoyo social. 

La cuestión de los derechos humanos de la mujer debe formar parte integrante de 

las act ividades d e d erechos h umanos d e l as N aciones U nidas, en  p articular l a 

promoción de todos los instrumentos de derechos humanos relacionados con la 

mujer. 

La C onferencia M undial de  D erechos H umanos i nsta a  l os g obiernos, l as 

instituciones i ntergubernamentales y l as o rganizaciones n o g ubernamentales a  

que i ntensifiquen s us e sfuerzos e n f avor de  l a p rotección y p romoción de  l os 

derechos humanos de la mujer y de la niña”. 
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Esta d eclaración, a demás de  r econocer que  l os de rechos de  l as m ujeres s on 

derechos hum anos, hace una  m ención e xpresa a  l a vi olencia c omo u na f orma d e 

vulneración de tales derechos. Sin duda, esto supuso un a vance importantísimo para la 

consolidación de  la perspectiva de  género en e l derecho internacional de  los derechos 

humanos y para la incorporación de un concepto de violencia sobre las mujeres en este 

ámbito, l o que  s e c onsiguió e se m ismo a ño, unos m eses m ás t arde. O tra d e l as 

consecuencias más destacadas de la Conferencia de Viena fue instar la creación de una 

relatoría especial sobre la violencia contra las mujeres, la cual fue puesta en funciones el 

año s iguiente, a  pr opuesta de  l a C omisión de  D erechos hum anos, t al y como s e 

explicitará en 3.5. 

 

3.4. La Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer 
(1993). 

 

Esta declaración fue adoptada por la ONU, a través de la Resolución 48/104 de la 

Asamblea G eneral, de l 20 de  di ciembre de  1993. S e t rata de l pr imer doc umento 

internacional que da una definición de violencia contra la mujer, que enuncia los actos 

que la constituyen y reconoce expresamente los derechos humanos de las mujeres. Pese 

a s u carácter no vi nculante pa ra l os E stados, desde el punt o de  vi sta j urídico, e sta 

Declaración constituye u n an tecedente d e indudable va lor en e l t erreno d el 

reconocimiento institucional de los derechos humanos de las mujeres.   

La definición de violencia se encuentra en su artículo 1, en cuanto dispone que:  

“A l os ef ectos d e l a p resente D eclaración, p or "violencia co ntra l a m ujer" s e 

entiende todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femenino que 

tenga o pue da t ener c omo r esultado un da ño o s ufrimiento f ísico, s exual o 

sicológico para la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la 

privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida pública como 

en la vida privada. 

Los actos constitutivos de este tipo de violencia son enunciados en el Artículo 2: 



219 

 

“Se en tenderá q ue l a v iolencia co ntra l a m ujer ab arca l os s iguientes actos, 

aunque sin limitarse a ellos: 

a) La v iolencia f ísica, sexual y s icológica q ue s e p roduzca en  l a f amilia, 

incluidos los malos tratos, el abuso sexual de las niñas en el hogar, la violencia 

relacionada c on l a dot e, l a vi olación por  e l marido, l a m utilación genital 

femenina y o tras p rácticas t radicionales n ocivas p ara l a m ujer, l os actos d e 

violencia perpetrados por otros miembros de la familia y la violencia relacionada 

con la explotación; 

b) La violencia física, sexual y sicológica perpetrada dentro de la comunidad en 

general, i nclusive l a v iolación, el  ab uso s exual, el  aco so y l a i ntimidación 

sexuales en el trabajo, en instituciones educacionales y en otros lugares, la trata 

de mujeres y la prostitución forzada; 

c) La v iolencia f ísica, s exual y s icológica p erpetrada o t olerada por el Estado, 

donde quiera que ocurra”. 

Los de rechos hum anos y l ibertades f undamentales de  l as m ujeres s on 

enunciados en el Artículo 3, en el que se dispone que:  

“La mujer tiene derecho, en condiciones de igualdad, al goce y la protección de 

todos l os de rechos humanos y l ibertades fundamentales en l as e sferas po lítica, 

económica, social, cultural, civil y de cualquier otra índole. Entre estos derechos 

figuran: 

a) El derecho a la vida. 

b) El derecho a la igualdad. 

c) El derecho a la libertad y la seguridad de la persona. 

d) El derecho a igual protección ante la ley. 

e) El derecho a verse libre de todas las formas de discriminación. 

f) El derecho al mayor grado de salud física y mental que se pueda alcanzar. 

g) El derecho a condiciones de trabajo justas y favorables. 
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h) E l de recho a  no s er sometida a  t ortura, ni  a  ot ros t ratos o pe nas c rueles, 

inhumanos o degradantes.  

Este listado de derechos, que no es taxativo sino meramente enunciativo  -como 

la propia Declaración afirma-, fue ampliado, al año siguiente, por la citada “Convención 

de Belem do Para", que reconoce expresamente el derecho a una vida libre de violencia. 

Esta Convención, aprobada en el marco de la OEA un año más tarde que la Declaración 

de la ONU, se convirtió así en la primera normativa de derecho internacional que trata 

expresamente es ta m ateria, d a u na d efinición m ucho m ás cl ara d e v iolencia s obre l a 

mujer, la entiende expresamente como una vulneración de los derechos humanos de las 

mujeres y l a v incula de forma d irecta con l a subordinación social de  las mujeres. Por 

estas r azones, e sta nor ma ha  s abido c apturar de una  f orma m ucho más ópt ima l a 

conceptualización de la violencia contra las mujeres que venía siendo propuesta por el 

movimiento f eminista. E sto s e r efleja claramente e n s u artículo 6,  e n cuanto di spone 

que:  

“El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros:  

  a)   el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación, y  

b) el  d erecho d e l a mujer a s er v alorada y educada l ibre d e p atrones 

estereotipados de comportamiento y p rácticas sociales y cu lturales basadas en  

conceptos de inferioridad o subordinación”. 

  Varios años más tarde se generó la normativa específica en el contexto regional 

europeo, a través de la aprobación del Convenio del Consejo de Europa para la lucha 

contra la violencia doméstica y hacia la mujer, del que se darán más detalles en 4.2. 

 

3.5. La relatora especial sobre la violencia contra las mujeres, con 
inclusión de sus causas y consecuencias. 

 

La relatoría especial sobre la violencia contra las mujeres fue creada en 1994 con 

el objetivo principal de evaluar el estado de la cuestión en todos los países. Se trató de 

una pr opuesta de  l a C omisión de  D erechos Humanos, a  t ravés d e la R esolución 
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1994/45, que lleva por título: “La cuestión de la integración de los derechos de la mujer 

en los mecanismos de derechos humanos de las Naciones Unidas y la eliminación de la 

violencia c ontra l a m ujer”. E n di cha r esolución s e a prueba e l nom bramiento de  una  

Relatora E special s obre l a v iolencia c ontra l a mujer, c on i nclusión de  s us c ausas y 

consecuencias.  

La m isión p rincipal d e l a r elatora es pecial es  l a d e i nformar an ualmente a l a 

Comisión s obre l as c uestiones de  s u i ncumbencia e n t odos l os pa íses qu e i ntegran l a 

ONU. De esto modo, la Comisión de Derechos Humanos hace suya, definitivamente, la 

integración de  l os de rechos hum anos de  l a m ujer e n l os m ecanismos de  de rechos 

humanos d e l a Organización y l a el iminación d e l a v iolencia co ntra l a m ujer 

(Resolución 1994/ 45), da ndo un punt apié f undamental a  l os a cuerdos obt enidos a  l o 

largo de todo el proceso de incorporación de la perspectiva de género en el contexto del 

derecho internacional público durante la segunda mitad del siglo XX. 

La r elatora especial s obre l a v iolencia contra l as m ujeres, p repara i nformes 

anuales y ot ros de  m isiones e specíficas a pa íses de terminados (como C olombia, 

Croacia, S omalía, Italia, J ordania, et c.74), e n t odos l os c uales r ealiza una  de scripción 

detallada d e l a s ituación de l a v iolencia contra l as m ujeres, haciendo r eferencia a  sus 

causas y consecuencias. Víctor Merino Sancho ha estudiado estos informes y considera 

que, entre ellos, se pueden distinguir:  

“aquellos e n l os que , de  a lgún m odo, t rata de  i nterpretar l os di versos t ipos de  

violencia q ue s e es tablecieron en  l a Declaración, de  a quellos ot ros que  s on 

resultado de sus misiones en los países y del análisis de determinadas situaciones 

concretas como l as misiones especiales en c aso de  conflicto a rmado. En todos 

ellos, no obs tante, está presente su voz crítica y evaluadora. Sus aportaciones al 

concepto d e i gualdad y d e v iolencia co ntra l as m ujeres r epercuten e n l os 

informes de otros órganos y organismos de Naciones Unidas, así como en los de 

algunos países y de las organizaciones internacionales de distinto signo. La labor 

                                                           
74 Los in formes d e la  r elatora s e e ncuentran d isponibles e n e l s iguiente s itio web 

http://www.ohchr.org/SP/Issues/SRWomen/Pages/CountryVisits.aspx (última c onsulta, 22 de  e nero de  

2014).  

http://www.ohchr.org/SP/Issues/SRWomen/Pages/CountryVisits.aspx
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de l a R elatora s e h a convertido en  u n cr iterio decisivo p ara evaluar p olíticas 

internacionales, gubernamentales y/o regionales. La R elatora an aliza a mbos 

conceptos a través de sus acercamientos al marco referencial establecido y de los 

actos concretos de violencia, especialmente en sus informes generales sobre los 

distintos t ipos de  vi olencia e stablecidos e n l a D eclaración, l os r esúmenes 

presentados y algunos informes concretos” (Merino Sancho, 2007: 392-393).   

Sin pe rjuicio de  que  l os i nformes pr oducidos por  e sta r elatora  no  s on 

jurídicamente vi nculantes, s u i mportancia e s enorme, no s ólo por que pone n de  

manifiesto l as car encias en  l a p rotección d e l os d erechos d e l as mujeres y la 

insuficiencia d e l os m ecanismos de ac ceso a l a j usticia p revistos para las v íctimas de 

violaciones de derechos humanos, sino también porque interpretan de un m odo mucho 

más amplio el concepto de violencia sobre las mujeres y sus diferentes manifestaciones. 

En este sentido, por  ejemplo, han s ido puestas de manifiesto las violencias que sufren 

las t rabajadoras domésticas como violencias que  se producen en e l ámbito doméstico, 

pero que trascienden la violencia ejercida en este contexto por la pareja, que es la que ha 

acaparado mayor atención por parte de los poderes públicos (Ertürk, 2003: 15).   

Por o tra p arte, l a l abor de l a r elatora p one d e r elieve l a i nterdependencia d e 

muchas de las formas de violencia que se ejercen contra las mujeres. De este modo, se 

recogen e n l os i nformes, por  e jemplo, s ituaciones que  s e m anifiestan e n otro de  l os 

conceptos e laborados p or l a t eoría feminista e n l os úl timos a ños, c ual e s e l de l 

continuum de la violencia, y que hace referencia a  que cuando se da  una  s ituación de  

violencia, por  l o general, no s e t rata d e un c aso a islado s ino que  l as m ujeres sufren 

violencia a lo largo de toda su vida, en distintos momentos y bajo diferentes formas. 

Liz Kelly señala que el concepto de continuum de violencia sirve para enfatizar 

las conexiones entre los diversos tipos de violencia que sufren las mujeres y el hecho de 

que esta violencia es usada por los hombres para controlarlas (Kelly, 1988). 

Numerosas i nvestigaciones f eministas ha n de mostrado que  l a vi olencia de  

género s e p roduce a l o l argo d e t oda l a v ida d e l as m ujeres, au nque l a ed ad es 

considerada t ambién un f actor qu e a umenta l a vulnerabilidad p ara s ufrir s egún qu é 

agresiones. La violencia durante el periodo prenatal incluye abortos selectivos por sexo, 
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abortos forzados, golpes durante el embarazo, embarazos forzados. Durante la primera 

infancia, l a v iolencia en co ntra d e l as m ujeres i ncluye el  i nfanticidio, el  ab uso 

emocional y físico, la restricción en el acceso a alimentos, agua y medicinas. Durante la 

niñez, las mujeres se enfrentan a l a mutilación genital, al incesto, al abuso sexual, a un 

acceso diferenciado a la comida, al cuidado médico, a la educación y/o son sometidas a 

la prostitución infantil en mayor medida que lo son los niños. En l a adolescencia, l as 

mujeres pueden sufrir noviazgos y matrimonios forzados, abusos sexuales, violaciones, 

acoso sexual, prostitución forzada. La violencia contra las mujeres en su adultez incluye 

abusos y agresiones por  sus parejas, violaciones, abusos sexuales, asesinato, violencia 

psicológica, acoso s exual, el  ab uso d e m ujeres co n d iscapacidades. Las m ujeres 

ancianas, en a lgunos contextos, s ufren a utoinmolaciones, a sí c omo s e r egistran 

numerosos abusos y discriminaciones cometidos contra las mujeres viudas75.   

De conformidad con los informes recopilados por los diferentes organismos de 

derechos hum anos s e afirma que , en el  m undo, al  m enos u na t ercera p arte d e l as 

mujeres ha sido golpeada o agredida físicamente. Una cuarta parte de las mujeres han 

sufrido al guna agresión d urante s u embarazo. L a a gresión f ísica es f recuentemente 

acompañada de l a s icológica. Además, de una t ercera a l a m itad de t odos es tos casos 

supuso a lgún t ipo de  a gresión s exual. U n a lto por centaje d e l as m ujeres que  f ueron 

golpeadas l o f ueron r epetidamente. M uchas m ujeres s on vi olentadas e n nombre de  l a 

preservación de su virginidad o de  los votos maritales o por  incumplir estos votos. La 

mutilación genital femenina, los asesinatos de honor, las agresiones físicas en público, 

los a zotes y las l apidaciones s on p erpetrados c on e l obj etivo d e c astigar o p revenir 

comportamientos sexuales fuera del matrimonio. Agresiones como violaciones durante 

conflictos bé licos o e sclavitud s exual pue den s er pr omovidas o s ilenciadas por  l os 

Estados (Parrot y Cummings, 2006).   

                                                           
75 En e l s itio web: www.irisagainstviolence.it s e e ncuentra u n r esumen d e la s i nvestigaciones más 

importantes sobre violencia contra las mujeres realizadas en España, Italia y Europa en los últimos cinco 

años. Este sitio fue elaborado en el  marco del proyecto IRIS, “Intervention sur les violences envers les 

femmes: recherche et  mise en service des guichets spécialisés”,  Comisión Europea, Programa Daphne, 

2010-2012. Entidad responsable: Le Onde On Lus, Palermo, Italia.  
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Muchas veces estas formas de violencia se encadenan y de esta forma se produce 

el citado continuum de la violencia: es algo que se produce de diferentes maneras y en 

distintos momentos, a lo largo de la vida de las mujeres. Este continuum no implica una 

relación d eterminista en tre u na v iolencia y o tra, d e m anera q ue el h echo d e h aber 

sufrido una  vi olencia n o n ecesariamente co ndiciona a  l a m ujer a  s ufrir una v iolencia 

posterior. Lo q ue s e q uiere ex presar co n es ta i dea, b ásicamente, es  q ue l a v iolencia 

sufrida en un período de la vida respecto de la cual la mujer no se ha recuperado, puede 

vulnerabilizarla, h acerla m ás v ulnerable a o tras v iolencias. D e l a m isma m anera, el  

continuum de violencia expresa la acumulación de varias violencias a lo largo de la vida 

de una  m ujer. A sí, por  ejemplo, qui enes pr actican m utilaciones ge nitales a  s us ni ñas 

suelen también forzarlas a casarse a ed ad temprana con hombres mayores. Esto genera 

otras formas de violencia, como la sexual, además de maternidades forzadas y muchas 

veces precoces. En estos contextos, una negativa de la mujer a a catar estas tradiciones 

puede generar, también, la comisión de algún crimen de honor (Alesi, et. al, 2011: 175-

180). 

Se sostiene con frecuencia que la educación, la religión, la estructura familiar, el 

estatus socioeconómico, las creencias tradicionales, los mitos, la geografía, la economía, 

las políticas gubernamentales, la situación política, los conflictos bélicos, etc., afectan la 

violencia que  s ufren l as m ujeres. T ambién s uelen e ncontrarse opi niones que , por  

ejemplo, en Europa, vinculan la violencia sobre las mujeres migrantes provenientes de 

algunas cu lturas “m uy” p atriarcales, a l a r esistencia q ue l os h ombres de s u m isma 

procedencia ofrecen frente a la adopción, por parte de éstas, de valores más igualitarios 

de l a c ultura de l pa ís d e or igen. A lgunos e studios c onsideran, e n e sta l ínea, que l os 

hombres de las familias de las mujeres migrantes en  Europa podrían es tar  ej erciendo 

violencia para reforzar su dominio patriarcal que legitima su poder (Parrot y Cummings, 

2006).  

Este t ipo de argumentaciones ex plican l a v iolencia sobre l as m ujeres como un 

fenómeno a islado, que  no t iene que  ve r c on e l c ontexto c ultural g lobal e n e l que  l a 

violencia hacia y sobre l as mujeres se ejerce, que es tá dado por un s istema patriarcal, 

presente en todas y cada una de las sociedades del planeta, y que goza de un estado de 

salud mayor o menor según el grado de desarrollo de los derechos de las mujeres y los 

cambios cu lturales h acia u na s ociedad m ás i gualitaria q ue s e es tén p racticando. La 
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violencia co ntra l as m ujeres es  u n co ncepto m uy am plio, q ue h ace r eferencia a l a 

relación desigual y abusiva entre hombres y mujeres en las sociedades que se rigen por 

sistemas p atriarcales. U na v iolencia q ue n ace y crece a p artir d e u na co ncepción 

patriarcal de l m undo y que  a barca t odas l as pos ibles f ormas de  vi olencia, c uyo 

denominador común es que son ejercidas contra las mujeres por el mero hecho de serlo. 

El factor de r iesgo sería, precisamente, ser mujer, cualquiera sea la s ituación concreta 

que u na s ociedad p atriarcal d eterminada p resente ( influencia d e f actores r eligiosos, 

mitos, s upersticiones, g uerras, e tc.). S on l os s istemas pa triarcales, e n s u c onjunto, y 

cada una de sus expresiones en concreto, los que generan las condiciones más extremas 

de subordinación, discriminación y violencia hacia y sobre las mujeres. La destrucción 

de los sistemas patriarcales, por consiguiente, sería la clave para solucionar la violencia 

contra las mujeres y cada una de su larga estela de consecuencias (Facio y Fries, 1999: 

23-25). 

 

4. El tratamiento de la violencia contra las mujeres en la Unión Europea. 

 
En el contexto de la Unión Europea, el desarrollo de las políticas para la igualdad se 

realizó u na v ez ad optada l a C EDAW ( Varela, Á lvarez U ría y P arra, 2 002: 3 1). L as 

iniciativas p ara co mbatir l a v iolencia co ntra las m ujeres t ambién c omenzaron a 

desarrollarse de la mano de los acontecimientos que tenían lugar en la ONU. Una de las 

primeras medidas que se tomaron consistió en la aprobación de la “Declaración sobre 

políticas para combatir la violencia contra la mujer en una Europa democrática”, que se 

acordó e n 1993, e sto e s, e n e l m ismo a ño e n e l que s e f irmó l a Declaración s obre l a 

eliminación de la violencia contra la mujer de la ONU (1993).  

La d eclaración eu ropea para el iminar l a v iolencia co ntra l as m ujeres d e 1993, s e 

adoptó en el marco de la “Tercera conferencia ministerial sobre igualdad entre mujeres 

y hombres, desarrollada bajo el  l ema: “Estrategias para l a eliminación de l a v iolencia 

contra l a m ujer en  l a s ociedad: m edios d e comunicación y o tras vías”. D icha 

Declaración i ncluye l a p rimera r eferencia a l a d iligencia d ebida d e l os E stados en  l a 

lucha contra la violencia sobre las mujeres, en cuanto hace responsables a los Estados 
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“en relación con los actos de violencia privados si no actúan con la diligencia suficiente 

para impedir la violación de los derechos o investigar actos de violencia, sancionarlos y 

ofrecer apoyo a  l as ví ctimas” (Gobierno de  España-Ministerio de  Igualdad, 2008:  69 -

70).     

Desde 1997  l a C omisión E uropea ha  de sarrollado e l pr ograma Daphne, c on el 

objetivo de financiar y respaldar diferentes tipos de medidas de prevención, protección 

y lucha contra la violencia sobre las mujeres, adolescentes y niñas/os. Es un pr ograma 

de financiación de proyectos a nivel local y regional, liderados por organismos públicos 

y privados, gubernamentales y no gubernamentales.  

En pa ralelo, el P arlamento E uropeo y e l C onsejo de  E uropa h an adoptado 

numerosas r esoluciones, r ecomendaciones, pr ogramas y d ecisiones, or ientadas a  l a 

adopción de medidas para prevenir, eliminar y sancionar este fenómeno, así como para 

proteger a sus víctimas e intervenir sobre los agresores. Se han realizado gran cantidad 

de s eminarios, co nferencia y j ornadas p ara d ebatir es tos as untos y ex iste u n en orme 

acervo de documentación, informes, estudios e investigaciones sobre la materia, que han 

nutrido l os de bates públ icos, t anto a  ni vel e uropeo c omo i nterno de  c ada e stado 

miembro de la Unión durante todos estos años. 

Sin perjuicio de lo anterior, cabe destacar que dentro de las iniciativas adoptadas en 

este marco, las más importantes que se han adoptado, en razón de su fuerza vinculante 

para los Estados miembros de la unión,  s on las directivas sobre protección y derechos 

de l as ví ctimas y e l r ecientemente aprobado “ Convenio de l C onsejo d e Europa s obre 

prevención y lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica”, que 

se comentará más adelante. 

Entre l as d irectivas v igentes en  m ateria d e violencia co ntra l as m ujeres, s e 

encuentran l a “Directiva 2011/99/UE de l pa rlamento europeo y de l consejo, de  13 de  

diciembre de 2011,  s obre la orden europea de protección” y la “Directiva 2012/29/UE 

del P arlamento E uropeo y d el C onsejo, de  25 de  oc tubre de  2012, por  l a que  s e 

establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas 

de delitos, y por la que se sustituye la Decisión marco 2001/220/JAI del Consejo”, de 

las que se hablará a continuación. 
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4.1. La Directiva sobre la orden europea de protección (2011).  

 

La Directiva 2011/99/UE del parlamento europeo y del consejo, de 13 de diciembre 

de 2011,  s obre l a or den e uropea de  pr otección, establece l as n ormas co nforme a l as 

cuales l a p rotección d erivada d e d eterminadas m edidas d e p rotección d ictadas co n 

arreglo a l D erecho de  un E stado m iembro ( que s e de nomina “ Estado de  e misión”) 

pueda a mpliarse a ot ro Estado m iembro e n e l que  l a pe rsona obj eto d e l a pr otección 

decida residir o  p ermanecer ( “Estado d e ej ecución”). S e ap lica a  l as v íctimas d e 

cualquier delito, incluidas las víctimas de violencia de género.  

Considera que una “orden europea de protección” es cualquier “resolución adoptada 

por una  a utoridad j udicial o a utoridad e quivalente de  un E stado m iembro e n r elación 

con una medida de protección, en virtud de la cual una autoridad judicial o equivalente 

de otro Estado miembro adopta la medida o medidas oportunas con arreglo a su propio 

Derecho nacional a fin de mantener la protección de la persona protegida” (artículo 2, 

Definiciones).  

Entre las prohibiciones y restricciones a las que se aplica, se encuentran, entre otras, 

las medidas destinadas a limitar los contactos personales o a distancia entre la persona 

protegida y l a pe rsona causante de l p eligro, po r e jemplo m ediante l a p rohibición de  

contactos o c omunicaciones, l a i mposición de  de terminadas c ondiciones pa ra l os 

mismos o  la  imp osición de r estricciones al  co ntenido d e l as co municaciones 

(considerando 21). 

Esta norma permite, por consiguiente, extender las medidas de protección dictadas 

por una autoridad judicial de un país de la Unión Europea al territorio de cualquier otro 

país de la unión en el que dicha persona se encuentre, de manera que busca garantizar 

que la protección ofrecida en un Estado se mantenga y continúe en cualquier otro, esto 

es, que no existan fronteras internas en materia de libertad, seguridad y justicia (Gallego 

Sánchez, 2012). 
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4.2. La Directiva sobre normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la 
protección de las víctimas de delitos (2012). 

 
La “Directiva 2012/29/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre 

de 2012, por  l a que  s e establecen no rmas m ínimas sobre l os de rechos, e l a poyo y l a 

protección d e l as v íctimas d e d elitos, y p or l a q ue s e s ustituye l a D ecisión m arco 

2001/220/JAI del Consejo”, t iene la finalidad de garantizar que las víctimas de delitos 

reciban información, apoyo y protección adecuados y que puedan participar en procesos 

penales (art. 1).  

Esta directiva se aplica en relación a l os delitos penales cometidos en la Unión y a 

los procesos penales que tienen lugar en la Unión. Confiere derechos a las víctimas de 

infracciones ex traterritoriales úni camente e n relación c on l os pr ocesos pe nales qu e 

tienen l ugar en  l a U nión, d e m anera q ue l as d enuncias p resentadas an te au toridades 

competentes f uera d e es te es pacio, co mo p or ej emplo l as em bajadas, n o g eneran l as 

obligaciones previstas en misma (considerando 13). 

Se trata de una directiva muy compleja, que aborda temas de derecho procesal penal 

y el m odo de  c oordinar l os di ferentes s istemas l egales de  l os p aíses de  l a U nión 

Europea. A  s u ve z, r econoce una  s erie de  de rechos a  l as ví ctimas, e ntre l os q ue s e 

encuentran: 

a) Derechos de acceso a l a justicia gratuita, al reembolso de gatos, a l a restitución 

de bienes y a obtener una indemnización por parte del infractor en el curso del 

proceso penal (artículos 13, 14, 15 y 16).  

b) Derechos de información y apoyo, como el derecho a entender y ser entendida, 

desde el  primer momento y durante toda actuación necesaria frente a cu alquier 

autoridad co mpetente en  el  co ntexto d e l os p rocesos p enales; el  d erecho a s er 

acompañadas por otras personas y el derecho a que las comunicaciones que los 

organismos judiciales entablen con las víctimas “se hagan en lenguaje sencillo y 

accesible, o ralmente o  p or es crito”. S e es tablece q ue l as  co municaciones 

deberán t ener en  cuenta l as car acterísticas p ersonales d e l a v íctima, i ncluida 

cualquier d iscapacidad q ue p ueda a fectar a s u capacidad d e entender o  d e s er 

entendida (artículo 3). Asimismo, se determina que las víctimas tienen derecho a 
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recibir i nformación p or p arte d e l as au toridades co mpetentes d esde el  p rimer 

momento y sin ningún retraso. Este derecho comprende, entre otros, el derecho a 

conocer cualquier decisión de no iniciar o de  poner término a una investigación 

o de  no pr ocesar a l i nfractor, a sí c omo l a hor a y e l l ugar de l j uicio, y l a 

naturaleza de los cargos contra el agresor (artículo 6).  

c) También r econoce a l as v íctimas d erechos r elacionados co n el  acceso a l os 

servicios de  a poyo. E n t al s entido, de termina l a obligación de  l os E stados de  

brindar esos servicios de forma gratuita y confidencial, antes, durante y por un 

período de  t iempo a decuado de spués de  l a c onclusión de l pr oceso pe nal. E ste 

derecho s e ex tiende a l as/os f amiliares, en  f unción d e s us n ecesidades y d el 

grado de daño sufrido como resultado de la infracción penal cometida contra la 

víctima ( artículo 8 ). A demás, y entre o tros, es tablece q ue l as v íctimas tienen 

derecho a recibir:  

- información, asesoramiento y apoyo adecuados en relación con los derechos de 

las v íctimas, t ambién s obre có mo ac ceder a  l os s istemas n acionales d e 

indemnización por  l os daños y pe rjuicios de  í ndole pe nal, y s u pa pel e n e l 

proceso penal, incluida la preparación para asistir al juicio;  

- información s obre cualquier s ervicio pe rtinente de  a poyo e specializado o  

derivación directa al mismo;  

- apoyo emocional y, cuando se disponga de él, psicológico;  

- asesoramiento s obre cu estiones f inancieras y d e t ipo p ráctico resultantes d el 

delito;  

- y, salvo que sea proporcionado por otros servicios públicos o pr ivados, también 

tienen de recho a  r ecibir a sesoramiento s obre e l r iesgo y l a pr evención de  

victimización secundaria o reiterada, intimidación o represalias (artículo 9).  

d) Con relación a l a aplicación de principios de la justicia reparadora, la directiva 

impone una  s erie d e o bligaciones a  l os E stados, e ntre l as que  t ambién s e 

encuentran l as d e garantizar la a dopción de  m edidas de  pr otección “ contra l a 

victimización secundaria o reiterada, la intimidación o las represalias” (artículo 

12). Este mismo artículo dispone una serie de límites a aplicar en los procesos de 

justicia reparadora, entre los que caben destacar los siguientes: 
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- deben r edundar e n i nterés de  l a ví ctima, a tendiendo a  c onsideraciones de  

seguridad, y se basarán en el consentimiento libre e informado de la víctima, el 

cual podrá retirarse en cualquier momento;  

- antes de que acepte participar en el proceso de justicia reparadora, se ofrecerá a 

la v íctima in formación exhaustiva e  imp arcial s obre e l mis mo y sus p osibles 

resultados, a sí como sobre l os procedimientos pa ra supervisar l a aplicación de  

todo acuerdo;  

- el i nfractor t endrá qu e ha ber r econocido l os e lementos f ácticos b ásicos d el 

caso;  

- todo acuerdo deberá ser alcanzado de forma voluntaria y podrá ser tenido en 

cuenta en cualquier otro proceso penal;  

- los de bates e n l os pr ocesos de  j usticia r eparadora que  no s e de sarrollen e n 

público serán c onfidenciales y no s e di fundirán pos teriormente, s alvo c on e l 

acuerdo de las partes o si así lo exige el Derecho nacional por razones de interés 

público superior” (artículo 12).  

 

De conformidad con los requisitos enunciados en el artículo 12, que da claro que la 

Directiva m antiene u n cr iterio r estringido r especto d e l a ap licación d e cr iterios d e 

oportunidad u ot ros mecanismos alternativos de resolución del conflicto penal y no s e 

muestra p roclive a l a m ediación en  casos d e v iolencia d e género ( Gutiérrez R omero, 

2014: 9, contrario sensu). D e es ta m anera, m antiene co herencia co n l os cr iterios 

adoptados e n e l C onvenio de l C onsejo d e E uropa s obre prevención y l ucha contra l a 

violencia contra las mujeres y la violencia doméstica y en la Ley Orgánica 1/2004, de 

28 de diciembre, de medidas de protección integral contra la violencia de género, que  

prohíben  dichos mecanismos de forma expresa (artículos 48 y 44.5, respectivamente) . 

 

4.3. El Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra 
la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica. 
 

Este co nvenio es  el  ú ltimo i nstrumento d e d erecho i nternacional d e car ácter 

vinculante que  s e ha  a probado e n e l m arco de l C onsejo de  E uropa. F ue f irmado e n 
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Estambul, el 11 de mayo de 2011. Junto con la “Convención de Belem do Para" (OEA, 

1994), constituyen los cuerpos normativos que mejor han capturado las epistemologías 

y metodologías feministas en materia de violencia contra las mujeres.  

Tal y como expresamente lo establece en su preámbulo, el convenio europeo: 

- vincula l a violencia contra las mujeres con el  desequilibrio histórico e ntre la 

mujer y el hombre. 

- Considera que  e ste de sequilibrio ha llevado a  la dominación y a la 

discriminación de la mujer por el hombre, pr ivando a  l a mujer de su plena 

emancipación. 

- Reconoce que la realización de jure y de facto de la igualdad entre mujeres y 

hombres es un el emento clave de la prevención de la violencia contra las 

mujeres. 

- Determina que la naturaleza estructural de la violencia contra las mujeres está 

basada en el género, y que la violencia contra las mujeres es uno de los 

mecanismos sociales cruciales por los que se mantiene a l as mujeres en una 

posición de subordinación con respecto a los hombres. 

- Considera que  l as formas de  violencia  a l as q ue s on s ometidas l as mujeres -

dentro de  l as c uales e nuncia, e ntre ot ras, la violencia doméstica, el  acoso 

sexual, la violación, el matrimonio forzoso,  los  crímenes  cometidos  

supuestamente  en  nombre  del  “honor”  y  las  mutilaciones g enitales- 

constituyen una violación grave de los derechos humanos de las mujeres y las 

niñas y un obstáculo fundamental para la realización de la igualdad entre mujeres 

y hombres. 

- Vincula l as violaciones constantes de los derechos humanos en situación de 

conflictos armados que afectan a la población civil c on la s  mujeres, 

reconociendo que muchas de esas vulneraciones de derechos adquieren la forma 

de violaciones y de v iolencias sexuales generalizadas o sistemáticas contra l as 

mujeres y que se da un aumento potencial de la violencia basada en el género 

tanto antes como después de los conflictos. 
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- Considera que las mujeres y niñas están más expuestas que l os hombres a un 

riesgo elevado de violencia basada en el género. 

- Desvincula el concepto de violencia doméstica del de violencia de género y, en 

consecuencia, entiende q ue los hombres pueden ser víctimas de v iolencia 

doméstica. N o obstante, r econoce que la violencia doméstica afecta a las 

mujeres de manera desproporcionada. T ambién r econoce que los niños son 

víctimas de la violencia doméstica, incluso como testigos de violencia dentro 

de la familia. 

De a cuerdo c on l o e stablecido e n s u a rtículo 1 t iene obj etivos m últiples y 

centrados en varios aspectos, entre los que destacan: 

a) la pr otección de  l as mujeres contra todas las formas de violencia y e n l a  

prevención, p ersecución y eliminación d e la v iolencia contra las mujeres y la 

violencia doméstica; 

b) la necesidad de el iminar toda forma de discriminación contra l as mujeres y de 

promover la igualdad real entre mujeres y hombres; 

c) la c oncepción de  un marco global de políticas y medidas de protección y 

asistencia a todas las víctimas de  violencia contra las mujeres y la violencia 

doméstica; 

d) el ap oyo y ayuda a las organizaciones y las fuerzas y cuerpos de seguridad 

para cooperar de manera eficaz para adoptar un enfoque integrado con vistas a 

eliminar la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica. 

 
En s u ar tículo 3  es tablece l as d efiniciones d e v iolencia co ntra l as m ujeres, v iolencia 

doméstica, género, violencia contra las mujeres basada en el género, víctima y mujer:  

 

a) “Violencia contra las mujeres”: es una violación de los derechos humanos 

y una forma de discriminación contra las mujeres, que designa todos los 

actos de violencia basados en el género que implican o pueden implicar 

para las mujeres daños o sufrimientos de  naturaleza física, sexual, 

psicológica o económica, incluidas las amenazas de realizar dichos actos, la 
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coacción o la privación arbitraria de libertad, en la vida pública o privada. 

b) “Violencia doméstica”: s on todos los actos de violencia física, s exual, 

psicológica o  económica que se producen en  la familia o en el hogar o 

entre cónyuges o parejas de hecho antiguos o actuales, 

independientemente d e que el autor del delito comparta o haya 

compartido el mismo domicilio que la víctima; 

c) “Género”: s on l os  papeles,  comportamientos,  actividades  y  

atribuciones socialmente construidos que una sociedad concreta considera 

propios de mujeres o de hombres. 

d) “Violencia contra las mujeres por razones de género”: abarca toda 

violencia contra una mujer porque es una mujer o que afecte a las mujeres 

de manera desproporcionada; 

e) “Víctima” e s  toda persona física que esté sometida a los 

comportamientos especificados como v iolencia contra l as mujeres y v iolencia 

doméstica. 

f) El término “mujer” incluye a las niñas menores de 18 años. 

 

 Para garantizar una aplicación efectiva de sus disposiciones, el Convenio 

crea un mecanismo de seguimiento específico: el “Grupo de Expertos en la lucha contra 

la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica (GREVIO). S e trata d e u n 

organismo compuesto por 10 miembros como mínimo y 1 5  c o m o  máximo, con 

una participación equilibrada entre mujeres y hombres, una di stribución 

geográficamente equilibrada y una participación multidisciplinaria de expertos/as, cuya 

finalidad fundamental es la de velar por la aplicación del Convenio (artículo 66). 

Entre otras obligaciones, el convenio impone a las partes la de dedicar recursos 

financieros y humanos adecuados p ara la correcta aplicación de po líticas integradas, 

medidas y programas dirigidos a prevenir y combatir todas las formas de vi olencia 

incluidas en el ámbito de aplicación del presente Convenio, incluidos los que realicen 

las organizaciones no gubernamentales y la sociedad civil (artículo 8).  

A s u v ez, es tablece l a o bligación de r ecoger datos estadísticos detallados 

pertinentes, a intervalos regulares, sobre los asuntos r elativos a  todas las formas de 

violencia que c ontempla. T ambién de termina que  l os e stados pa rte de ben apoyar la 
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investigación en los ámbitos relativos a todas las formas de violencia contempladas, con 

el fin de estudiar sus causas profundas y sus e fectos, su frecuencia y los índices de 

condena, así como la eficacia de las medidas tomadas p ara d ar cu mplimiento a l as 

obligaciones que  emergen de  esta norma. Además, determina que  los estados deberán 

esforzarse por realizar encuestas a la población, a intervalos regulares, para evaluar la 

amplitud y las tendencias de todas las formas de violencia incluidas en el ámbito de 

aplicación del convenio, las que deberán ser proporcionadas al GREVIO, con el fin de 

estimular la cooperación i nternacional y permitir una comparación internacional. 

Finalmente, establece que las informaciones recogidas de este modo, deberán ser puestas a 

disposición del público (artículo 11). 

De otro lado, se establece la obligatoriedad de la formación especializada a las y 

los pr ofesionales qu e t raten c on ví ctimas y/o autores de violencia; f ormación q ue 

incluye la  p revención y detección de la  violencia, s obre i gualdad entre mujeres y 

hombres, necesidades y derechos de las víctimas y formas de prevenir la victimización 

secundaria. La  formación t ambién de berá s er pr omovida e n materia de cooperación 

coordinada e interinstitucional, con el fin de permitir una gestión global y adecuada de 

las directrices e n los asuntos de violencia incluidos en el ámbito de este C onvenio 

(artículo 15). 

Finalmente, y como ya se ha adelantado, el convenio dispone la  prohibición  de  

modos  alternativos  o bligatorios  de  resolución  de co nflictos o imposición de 

condenas, incluidas la mediación y  la conciliación, en lo que respecta a todas las 

formas de violencia contempladas en esta norma (artículo 48). Esta medida, como ya 

se ha comentado, refuerza los criterios acordados en la legislación española en materia 

de violencia de género en el ámbito de la pareja, tema que será abordado nuevamente 

en el siguiente punto. 

5. La legislación y las políticas públicas en España. 
 

Ana de Miguel Álvarez sostiene que, en perspectiva histórica, la articulación de 

la id entidad f eminista, e n España, s e ha  r ealizado de sde dos  t ipos de  pr ácticas 

fundamentales, que son dos formas de intervención sobre la realidad: 
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“la deslegitimación d el entramado conceptual p atriarcal o  l a redefinición de l a 

realidad o  pr axis c ognitiva, e s de cir l a s ubversión de  los códigos c ulturales y 

paradigmas dominantes y el activismo en torno al conjunto de reivindicaciones 

que de ahí se deriva” (de Miguel Álvarez, 2007:293).    

A lo largo de este camino, el feminismo español también ha exigido respuestas 

al Estado relacionadas con el desarrollo de los derechos de las mujeres y, en las últimas 

cuatro dé cadas, ha  e xpresado una  bue na p arte de s us r eivindicaciones e n t érminos 

jurídicos (Bodelón,  2008a). Los análisis feministas han demostrado que la respuesta de 

los or ganismos públicos a l as d emandas d e j usticia  d e l as m ujeres h a sido t ardía e  

insuficiente (Alberdi y Matas, 2002: 160-161). 

Se p ueden es tablecer t res p eríodos q ue caracterizan l os d ebates f eministas 

contemporáneos en el territorio español (Bodelón, 2008b: 101-117):  

a) Los años setenta conforman el período de la “igualad reivindicativa”. En ese 

momento, las mujeres no s ólo reclamaban la igualdad que les había negado 

el f ranquismo, s ino t ambién s uperar e l m odelo s ocial que  l as e xcluía o 

subordinaba y no l es pe rmitía t ransformar l os á mbitos pr ivados de  las 

relaciones sociales.  

b) Entre finales de los setenta y principios de los ochenta se instala en el país el 

debate de  l a di ferencia, e ntendida no c omo un a specto r elevante por  sí 

mismo, sino en la medida en que provoca discriminación. Son los años de la 

transición h acia l a d emocracia y d e l a ad quisición d e al gunos d erechos 

importantes, como la igualdad en el matrimonio (además del divorcio). Las 

mujeres di scuten e l i mpacto de l nue vo m arco j urídico c onstitucional y s us 

formas d e p articipación p olítica, en  p articular, si s e acep ta o  n o l a d oble 

militancia. 

c) Desde 1982 ha sta l a a ctualidad s e c onsolida e l modelo de  l a i gualdad de 

derechos y e l movimiento feminista e spañol debate l a forma de  adquirir la 

igualdad ma terial y d e e rradicar la  v iolencia contra la s mu jeres. A l mismo 

tiempo, se centra en analizar las deficiencias de las políticas públicas en esta 

tarea. 
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Las primeras políticas públicas y planes de gobierno desarrollados para abordar 

el fenómeno de la violencia hacia las mujeres surgieron a mediados de los años noventa, 

momento en el  cual aparecieron los primeros planes específicos contra la violencia de 

género. Estas m edidas no s iempre f ueron resultado de  l a i ncorporación d el 

conocimiento y l a e xperiencia a cumulada de l m ovimiento f eminista y la s 

organizaciones de  m ujeres, que  de sde f inales de  l os a ños s etenta ve nían a rticulando 

medidas y acciones de atención directa a las víctimas, de forma gratuita y solidaria. De 

acuerdo con Inés Alberdi y Natalia Matas: 

“No se pueden entender los cambios que se han producido en la legislación y en 

los servicios de atención social a estas cuestiones sin la labor de activismo social 

y político que han desarrollado las asociaciones feministas en estos años. Estas 

asociaciones son las que han formulado proyectos de ley, han propuesto medidas 

de i ntervención a  l as a dministraciones públ icas, ha n pr omovido c ampañas 

nacionales e internacionales contra el maltrato y, a la vez, han puesto en marcha 

programas de ayuda directa en aspectos jurídicos y psicológicos, en la forma de 

consultas profesionales para mujeres con escasos recursos económicos. Han sido 

las q ue h an ab ierto y mantenido, al gunas h asta m uy r ecientemente, c asas d e 

acogida p ara v íctimas de v iolencia d oméstica y h an s ido l as p rimeras en  

organizar teléfonos gratuitos de u rgencia q ue ofrecen asistencia p rimaria en  

casos de violencia” (Alberdi y Matas, 2002: 210).    

Las pol íticas públ icas y l os m odelos l egislativos s e de sarrollaron e n España a 

partir d e l os añ os o chenta, en  p articular, d esde la c reación d el Instituto d e la  M ujer 

(1983) y c on l a e mergencia de l de nominado f eminismo institucional, e sto e s, de  un  

sector d el f eminismo q ue ab andonó l a ap uesta d e s ituarse f uera d el s istema y s ólo 

aceptar c ambios r adicales, p ara o cupar cargos p úblicos importantes, he cho 

verdaderamente impensable hace unas pocas décadas (de Miguel Álvarez, 2007: 295).   

Encarna Bodelón realiza un profundo y acertado análisis de políticas públicas y 

la l egislación es pañola d esarrollada en es te p eríodo. C on r especto a  l as políticas 

públicas, considera que pueden establecerse tres fases, que serían las siguientes: 

1) Ausencia de políticas públicas: situación imperante hasta principios de la década 

de 1990.   
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2) Emergencia de las primeras políticas públicas: el punto partida sería el Plan de 

Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres del Ministerio de Asuntos 

Sociales- Instituto de la Mujer para el período 1993-1995.  

3) Surgimiento de los primeros planes específicos contra la violencia de género: los 

citados pl anes s urgieron a  finales de  l a dé cada de 1990, pr imero e n e l ámbito 

estatal y luego en el autonómico y local. Gran parte de los mismos se pensaron 

desde y para atender el problema del maltrato en el ámbito familiar. Estos planes 

habrían da do l ugar a l d esarrollo de  ot ros i nstrumentos nor mativos, c omo l os 

protocolos de  a ctuación y, c on pos terioridad, dieron pa so a  l os a cuerdos 

interinstitucionales. A  t ravés de  di chos a cuerdos s e e xpresaron l os grandes 

compromisos a sumidos por  l a a dministración, q ue vi nculan a  l as i nstituciones 

responsables ( Tribunales S uperiores de  J usticia, F iscalía, D elegación de l 

Gobierno, etc.). En algunos casos, estos acuerdos también han ido acompañados 

de l os pr otocolos e n l os que  s e de tallan l os circuitos y p autas d e actuación a  

seguir (Bodelón, 2008b: 109-114). 

De acuerdo con la autora de referencia, las políticas públicas españolas puestas en  

funcionamiento p ara h acer f rente a l a v iolencia co ntra l as m ujeres, al  m enos h asta 

finales de  l os a ños nove nta, e stuvieron c aracterizadas, por l o ge neral, por  h aber 

realizado un va ciado de c ontenido de  l a c onceptualización de  l a vi olencia de l 

movimiento feminista, como mínimo en tres sentidos: 

- A través de una utilización imprecisa de los términos: “género” se ha utilizado 

como s inónimo de  “ sexo”, s in a clarar de bidamente l os al cances d e cad a 

expresión. 

- Por medio de un uso no congruente de los conceptos: las políticas no se adecuan 

al c oncepto de  vi olencia de  género y e xpresan un dobl e di scurso, qu e s e ve  

claramente en el protagonismo que el derecho penal ha tenido en la lucha contra 

la v iolencia. E l d erecho penal s e h a p ensado, en tre o tras características, c omo 

una he rramienta pa ra i ndividualizar una  c onducta vi olenta. E n e ste s entido, e l 

derecho penal puede tener un papel para castigar la violencia contra las mujeres, 

pero no pa ra e rradicarla, ya que  l a razón de  e sta vi olencia no es l a c onducta 

individual, sino una estructura social desigual. 
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- Haciendo una inversión de los significados: en el uso institucional muchas veces 

la cau sa p atriarcal d e l a v iolencia, q ue s e encuentra en l a d esigualdad social 

estructural entre mujeres y hombres, queda invisibilizada y aparece como eje del 

problema lo que es su consecuencia (las agresiones, por ejemplo). De este modo, 

la violencia, que no el  patriarcado, acapara toda la atención, con el añadido de 

que deviene en una violencia que suele confundirse con otras (Bodelón, 2008 a: 

85). 

En c uanto a  l a l egislación e n l a m ateria, E ncarna B odelón s eñala, asimismo, que  

existen dos  m odelos que  s e pu eden i dentificar en e l c aso e spañol. P or u n l ado, s e 

configura e l m odelo de  la s eguridad y, por  ot ro, e l m odelo de  l os de rechos. A mbos 

modelos, como se detallará más adelante, definen el problema de diferente forma. Para 

el de  l a s eguridad, s e t rata de  un pr oblema de  i ndividualización de  l a c onducta y l a 

violencia co ntra l as m ujeres es t ratada como una d e cu alquier o tra c lase. P ara el  

feminista, s e t rata d e u n p roblema d e d esigualdad s ocial es tructural en tre h ombres y 

mujeres, no e s una  cuestión m eramente i ndividual ( aunque t ambién l o s ea) y está 

relacionada con el insuficiente desarrollo de los derechos de las mujeres.  

      

El modelo de la seguridad: la violencia como delito.  

 

Dentro d e e ste m odelo, como s e h a anticipado, l a violencia co ntra l as m ujeres s e 

plantea como un pr oblema de violencia inter-personal y de seguridad. Se lo considera 

un problema de  t ipo individual que , por  t anto, s e ha  de  solucionar fundamentalmente 

con el castigo penal del agresor. Se trata, sobre todo, de un problema de violencia física 

y por tanto no hace falta abordar otros aspectos, como las necesidades sociales. En tanto 

que pr oblema de  s eguridad, no pone  e n c uestión e l bue n f uncionamiento de  l as 

instituciones s ociales, n i l a es tructura d e d erechos ex istente. La v iolencia co ntra l as 

mujeres es tratada como si fuera cualquier otro tipo de violencia.  

La m ayoría de l as l eyes y d e l as i ntervenciones institucionales desarrolladas en  el  

país ha sta e l pr imer l ustro de l pr esente s iglo ha n de pendido de  e ste modelo de  l a 

seguridad. P or ejemplo: l as m edidas p enales y p rocesales s uelen s er l a h erramienta 

principal; no ha blan de  eliminación de  l a cultura vi olenta ha cia l as m ujeres, s ino d e 
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prevención de  actos vi olentos; no ha blan d e s anción s ocial de  l a vi olencia ha cia l as 

mujeres, s ino de  s anción pe nal de  l as c onductas y no de sarrollan l os d erechos d e l as 

mujeres, s ino q ue o frecen as istencia a l as v íctimas d esde u na ó ptica a sistencialista 

(Bodelón, 2008c:73-88). 

 

 

El modelo feminista: la violencia como expresión de la desigualdad social 

estructural.  

 

Este modelo la  trata la  v iolencia contra l as mujeres como una manifestación de l a 

naturaleza patriarcal de la sociedad. Se trata de un problema de tipo social, que se deriva 

de la situación social de subordinación de las mujeres. En este esquema, luchar contra la 

violencia de género no implica solo parar las agresiones y generar estructuras de apoyo 

psicológico, s ocial y económico, s ino que  r equiere c rear una  estructura j urídica que  

reconozca los derechos de las mujeres. Lo prioritario, entonces, es enfocar el tema como 

un problema d e d erechos, como un p roblema d e di scriminación en l a m edida que  l as 

mujeres no pueden disfrutar de sus derechos. Es un tema de falta de libertad: por tanto, 

desarrollando l os d erechos d e l as m ujeres, co nseguiremos er radicar l a violencia. La 

principal herramienta de lucha para luchar contra la violencia patriarcal y de género es 

el desarrollo de los derechos de las mujeres (Bodelón, 2008c: 73-88). 

Las definiciones de violencia que están detrás de cada uno de estos modelos no son 

importantes por sí mismas, sino por su capacidad de revelar o negar las raíces de este 

fenómeno y, e n c onsecuencia, po r s us pos ibilidades de  c ontribuir o no e n s u 

erradicación. Elizabeth Schneider expresa con mayor claridad esta idea: 

“En la práctica, podemos observar las consecuencias no deseadas que conlleva el 

acento sobre lo particular en las políticas gubernamentales sobre el  abuso de la 

mujer. E n l os a spectos mediáticos, l egales y l egislativos, l os pr oblemas que  

enfrentan las mujeres maltratadas son vistos de manera aislada; rara vez se los 

vincula c on l a s ocialización de  género, c on l a p osición s ubalterna d e l a mujer 

dentro de la sociedad y de la estructura familiar, con la discriminación sexual en 

el l ugar de l t rabajo, con l a di scriminación e conómica, c on l os pr oblemas de  
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vivienda y la carencia de cuidado infantil, con la dificultad de acceso al divorcio, 

con un a poyo i nfantil i nadecuado, c on l os pr oblemas de  l as m adres s olteras o  

con la falta de apoyo educativo y comunitario. El enfoque se mantiene aún en la 

mujer individual y en su `patología´, en lugar de focalizarse en el agresor y en 

las estructuras sociales que apoyan la opresión de la mujer y celebran o aprueban 

la vi olencia. P or e stos m otivos, de bemos pon er en c ontexto e l m altrato y 

relacionar el abuso de la mujer con cuestiones más generales de subordinación 

de género, relaciones de poder y violencia en vínculos íntimos. Si confrontamos 

estas c uestiones de  de finición, i dentidad y e strategia, y s omos m ás c laros e n 

nuestras descripciones de la experiencia –reconociendo tanto la `particularidad´ 

más detallada del abuso de la mujer y la `generalidad que abarca la violencia de 

género y la violencia íntima-, la elaboración feminista de leyes será más efectiva 

en la realización de un cambio” (Schneider, 2010: 41-42). 

En l a e volución d e l a l egislación es pañola p ara d ar respuesta a l a v iolencia 

intrafamiliar o en la pareja se encuentran ejemplos de los modelos de referencia, esto es, 

del de seguridad y del feminista, con un claro predominio histórico del primero. La Ley 

Orgánica 1/ 2004, de 28  de  di ciembre, de  m edidas de  pr otección i ntegral c ontra l a 

violencia de género (LO 1/2004) dio un giro cualitativo importante en el tratamiento de 

esta materia. Recogió en buena medida el modelo feminista pero, como se verá, lo hizo 

de un modo ciertamente limitado. 

 

5.1. Las reformas legales de 1989 a 2003: la violencia como un problema de 
seguridad. 
 

El delito específico para hacer frente a l a violencia de género aparece regulado 

por pr imera ve z e n E spaña e n 1989, e n una  r eforma i ncorporada a l C ódigo Penal d e 

1973, que dispuso, en el art. 425 del mismo, castigar con pena de arresto mayor a quien 

“habitualmente y con cualquier fin ejerza violencia física sobre su cónyuge o persona a 

la que  e stuviese uni do por  a náloga r elación de  a fectividad, a sí c omo s obre l os hi jos 

sujetos a la patria potestad, o pupi lo, menor o incapaz sometido a su tutela o guarda de 

hecho”. 
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El C ódigo pe nal de  19 95 r ecogió e sta f igura e specífica e n e l a rt. 153, c on 

algunos cambios en su redacción y un considerable aumento de la pena, que pasó de ser 

de arresto mayo a prisión de seis meses a tres años76. 

En 1999 s e aprobó la Ley 14/1999, de 9 de  junio, de modificación del Código 

Penal de 1995 en materia de protección de las víctimas de malos tratos y de la Ley de 

Enjuiciamiento C riminal, que i ntrodujo a lgunas m odificaciones m ás; e ntre e llas: e l 

castigo d e l a v iolencia psíquica h abitual ( hasta ese m omento o lvidada) y  castigo d e 

todos l os de litos o f altas e n que  s e hubi eran concretado l os a ctos d e vi olencia ( tanto 

física como psíquica); una ampliación del círculo de relaciones tuteladas, abarcando a 

los ex cónyuges y/o parejas de hecho y la introducción de unas pautas para apreciar la 

habitualidad ( número de a ctos a creditados, conexión t emporal de  l os m ismos, 

independencia de  qu e l os a ctos se h ubieran ejercido s obre l a m isma o d iferentes 

personas t uteladas por  l a nor ma e  i ndiferencia de  que  l os a ctos hubieran s ido 

enjuiciados en procesos anteriores o no). 

Una nue va reforma e n e l a ño 2002 ( Ley 9/ 2002 de  10 de  di ciembre, de  

modificación de la Ley Orgánica 10/1995 del Código Penal y del Código Civil) amplió 

esta p rotección, al  r egular un ám bito que s e encuentra m uy es trechamente l igado a l a 

problemática d e l a v iolencia d e género y q ue tiene q ue v er co n l a s ustracción d e 

menores. Esta nueva legislación establece, entre otras disposiciones, que cuando exista 

riesgo de  sustracción de  una  persona menor de  edad, se adoptará la prohibición de  su 

salida del territorio nacional sin autorización judicial, la prohibición de expedición del 

pasaporte o la retirada del mismo y el sometimiento a autorización judicial de cualquier 

cambio de su domicilio. 

En e l a ño 2003, y m ediante l a Ley 27/2003 de  31 de  j ulio, r eguladora de  l a 

Orden de  P rotección, s e i ncorporó e sta m edida y  con e lla s e pr odujo una  i mportante 

                                                           
76 Art. 153 del Código Penal de 1995, según su redacción original: “El que habitualmente ejerza violencia 

física sobre s u có nyuge o  p ersona a l a q ue s e h alle l igado d e f orma es table por an áloga r elación d e 

afectividad, a sí c omo s obre los h ijos pr opios o de l c ónyuge o c onviviente, pu pilos, ascendientes o 

incapaces que con él convivan o se hallen sujetos a l a patria potestad, tutela, curatela o guarda de hecho 

será castigado con la pena de prisión de seis meses a t res años, s in perjuicio de las penas que pudieran 

corresponder por el resultado que en cada caso se causare”. 
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modificación a l a Ley de en juiciamiento C riminal, aú n v igente, q ue c onfiere a l as 

víctimas d e este tip o d e d elitos u n estatuto in tegral d e p rotección, c on d iferentes 

medidas de carácter social, penal y civil. 

En ese mismo año, se aprobó también la ley 11/2003, de 29 de  septiembre, de  

medidas co ncretas en  materia d e s eguridad ciudadana, v iolencia d e d oméstica e 

integración social de los extranjeros que produjo más modificaciones al régimen penal 

de la violencia de género. Entre ellas destacamos que cambió la ubicación del delito de 

violencia de género habitual –física o psíquica- (art. 173), ubicándolo junto a los delitos 

de t orturas y ot ros d elitos c ontra l a i ntegridad moral, m odificó e l a rt. 153 de l c ódigo 

penal (que se ubica dentro de los delitos de lesiones), haciéndolo extensivo a los casos 

en los que la víctima fuera alguna de las personas mencionadas en el art. 173.277. 

Todas las leyes citadas precedentemente, respondían al modelo de la seguridad: 

no vincularon la violencia de género con la desigualdad social entre mujeres y hombres; 

se centraron en la respuesta penal y no crearon una estructura jurídica que reconociese 

los derechos de las mujeres más al lá de la protección ante las agresiones, derecho que 

fue r econocido f ormalmente en  l a ú ltima d e l as ci tadas r eformas, esto es, en  el  año 

2003. 

 
 

 

 

 

                                                           
77 Se trata de toda aquella persona “que sea o haya sido cónyuge del agresor o persona que esté o haya 

estado ligada a éste p or u na an áloga relación de af ectividad aú n sin co nvivencia, o  s obre l os 

descendientes, a scendientes o h ermanos por  n aturaleza, a dopción o a finidad, pr opios o  del c ónyuge o  

conviviente, o sobre los menores o incapaces que con él convivan o que se hallen sujetos a l a potestad, 

tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho del cónyuge o conviviente o sobre persona amparada en 

cualquier otra relación por la que se encuentre integrada en el núcleo de su convivencia familiar, así como 

sobre l as p ersonas que p or s u es pecial vulnerabilidad s e en cuentran s ometidas a cu stodia o  g uarda en  

centros públicos o privados” (art. 173.2 del Código Penal). 
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5.2. La Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección 
integral contra la violencia de género: la violencia como un problema de 
seguridad y de desigualdad social. 

 

El act ual s istema l egal p ara h acer f rente a l a v iolencia co ntra l as m ujeres es tá 

encabezado por la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección 

integral contra la violencia de género (LO 1/2004), que entró en vigor en el año 2005, 

con una  ba tería de  pr ofundas r eformas en  l a p rotección p enal d e l as v íctimas d e l a 

violencia de género.  

Esta ley fue aprobada por las Cortes por unanimidad, pero luego de un intenso 

debate y de varios años de f racasos reiterados de las medidas gubernamentales que se 

habían adoptado anteriormente para hacer f rente a es te fenómeno social. Para al gunas 

autoras, r epresenta un nue vo pa radigma: “el  p aso d e l a m inoría d e ed ad al  es tatus d e 

ciudadanía” de las mujeres (Gil Ruiz, 2007: 22). Para otras, sin embargo, no constituye 

un punto final sino de partida para encuadrar la respuesta estatal a la violencia de género 

en el marco de un derecho no androcéntrico (Bodelón, 2008c). 

Carol S mart s ostiene que  e l D erecho t iene una  gran f uerza, una  c apacidad de  

configuración de la realidad social que otros discursos sociales no t ienen: puede influir 

en la vida de las personas, tanto para mejorarlas como para empeorarlas (y en ello radica 

tal vez su pr incipal desventaja), por  lo que  debemos ser muy cuidadosas a  l a hora de 

utilizar ese espacio en nuestro favor, pero no porque de ello dependa un mayor o menor 

sufrimiento de las mujeres, sino porque de ello depende la mayor o m enor ampliación 

de nuestros derechos y, por tanto, de nuestras libertades (Smart, 1989: 58).  

En el  ám bito anglosajón, t al y como s ucede en el nue stro, m uchas a utoras 

defienden el  discurso de los derechos por su potencial empoderador: K imberlé 

Crenshaw, Christine Littleton, Elizabeth Schneider y P atricia Williams ( además d e 

Carol Smart), se pueden encontrar entre l as p rimeras, mientras que Ana Rubio, Juana 

María G il R uiz, M aría Á ngeles Barrère Unzueta, R uth M estre i  M estre, E ncarna 

Bodelón, l o e stán e ntre l as s egundas. E ntre l as r azones que  j ustifican el r ecurso a l 

derecho, s e suelen ci tar, en tre o tras, el  fuerte ar raigo de l a cultura de los derechos en 

nuestras sociedades. E n es te s entido, s e en tiende q ue r eclamar algo en términos 

jurídicos conlleva articular l as r eivindicaciones en  el marco de los canales ya 
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establecidos, lo cual hace que los reclamos sean menos desdeñables que otras demandas 

no articuladas de este modo. Por otra parte, el potencial empoderador de las estrategias 

orientadas hacia los derechos yace en  q ue l as m ismas es trategias q ue lo i nvocan, l e 

ofrecen la posibilidad de un cambio interno. Las propias l imitaciones de los discursos 

jurídicos pueden ser entendidas como fortalezas, en la medida en que  posibiliten esos 

cambios y los mismos se produzcan (Rhode, 1990: 1045). 

Según las palabras de su propia exposición de motivos, la LO 1/2004 tiene por 

objeto act uar contra l a violencia q ue, “ como m anifestación d e l a d iscriminación, l a 

situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres, se 

ejerce s obre é stas por  p arte de  qui enes s ean o h ayan s ido s us c ónyuges o de  qui enes 

estén o ha yan e stado l igados a  e llas p or r elaciones s imilares d e af ectividad, au n s in 

convivencia” (art. 1) . La ley conecta, entonces, l a violencia contra l as mujeres con su 

situación de  di scriminación y de sigualdad, e s d ecir, c on l a pos ición de  s ubordinación 

social de las mujeres y, en este sentido, recoge los preceptos de la Declaración sobre la 

eliminación d e l a v iolencia co ntra l a m ujer, adoptada p or l a Asamblea General d e l a 

ONU en 1993. En la Exposición de Motivos, señala: 

“La v iolencia d e género n o es  u n p roblema q ue af ecta el  ám bito pr ivado. A l 

contrario, se manifiesta como el símbolo más brutal de la desigualdad existente 

en nuestra sociedad. Se trata de una violencia que se dirige sobre las mujeres por 

el hecho mismo de serlo, por ser consideradas, por sus agresores, carentes de los 

derechos mínimos de libertad, respeto y capacidad de decisión”. 

Sin pe rjuicio de  que  e ntiende l a vi olencia de  g énero c omo pr oducto de  l a 

desigualdad s ocial es tructural en tre h ombres y mujeres, l a l ey r ecoge e l co ncepto d e 

violencia co ntra l as m ujeres d e un m odo incompleto, p ues s e r efiere s olamente al  

ámbito d e l a v iolencia en  l a p areja o  ex  p areja ( la l ey m enciona a es tas p ersonas en  

términos d e: cónyuge, ex c ónyuge o de  qui en e sté o ha ya estado l igado a  e lla por  

relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia). En su marco, la violencia de 

género comprende todo acto de violencia física y psicológica, incluidas las agresiones a 

la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de libertad que 

se realizan por un hom bre contra una mujer en el contexto de una relación de pareja o 

ex p areja. La i mportancia d e h aber s ido ap robada co mo l ey o rgánica es tá d ada, en tre 

otras cuestiones, por el hecho de que -al menos en el ámbito de las relaciones íntimas 
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heterosexuales- “significa que s e convierte el vivir sin violencia en un de recho de  l as 

mujeres que el Estado tiene el deber de cumplir. El texto, asentado en los pilares de la 

prevención, pr otección, apoyo y r ecuperación i ntegral de  l as ví ctimas, a sí c omo l a 

sanción de l a gresor, a borda, de  m anera i ntegral, un g rave pr oblema que  a fecta a  l a 

sociedad española” (Gil Ruiz, 2007: 27). 

Desde una perspectiva feminista, la LO 1/2004 recoge muchas reivindicaciones 

del movimiento de mujeres, pero no todas. En principio, se puede afirmar que significa 

una r uptura c on m odelos a nteriores de  t ratamiento j urídico de l t ema y c onecta c on 

algunos e lementos c on la e pistemología f eminista pe ro, c omo ya s e ha  a vanzado, 

desatiende otros.  

Los elementos d e co nexión co n l as ep istemologías feministas y las 

reivindicaciones de  di versos m ovimientos de  mujeres s erían l os s iguientes ( Bodelón, 

2008a: 276):  

- Afirma l a d esigualdad d e p oder en tre h ombres y mujeres y l a v incula con l a 

existencia de la violencia hacia las mujeres. 

- Adopta una perspectiva integral y multidisciplinar. 

- Incorpora medidas de sensibilización, prevención y detección, especialmente en 

el ámbito educativo, sanitario y de los medios de comunicación. 

- Define los diversos derechos de las mujeres víctimas de violencia de género: en 

el ám bito d e l a at ención ju rídica y s ocial, s anitaria, e n el á mbito la boral y 

económico. 

- Crea un nu evo t ipo de  j uzgados ( los j uzgados d e vi olencia) c on c ompetencias 

civiles y penales. 

Varios s on l os pr oblemas que  pr esenta. E ntre e llos, s e pue den e stablecer l os 

siguientes:  

a) Utiliza la expresión violencia de género para referir sólo a la violencia doméstica 

y/o f amiliar. E n e ste s entido, r ecoge l o que  Alda F acio de nomina como 

“paradigma familista”, que es básicamente definido como una forma de sexismo 

y una f orma es pecífica d e insensibilidad a l g énero, c onsistente e n t omar l a 
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familia co mo l a u nidad m ás p equeña d e análisis, en  l ugar d e analizar l os 

intereses, n ecesidades y act uaciones d e l as d istintas p ersonas q ue i ntegran l a 

familia  (Facio, 2008: 195-199;  Bodelón, 2008a:284-286).  

b) Como s e ha  c omentado a nteriormente, i ncluye de forma i nsuficiente l a 

perspectiva f eminista sobre l a violencia de  género y c rea confusión sobre este 

concepto, pu es no  recoge lo que  en l a l egislación internacional y en e l debate 

feminista había quedado ya claramente definido: que el concepto de violencia de 

género incluye todas las manifestaciones de violencias hacia las mujeres, no sólo 

las q ue s e p roduce en el ám bito d e l as r elaciones d e p areja. S e t rata de u n 

problema conceptual importante, que desoye las reivindicaciones feministas que 

llevaban ya muchos años reclamando que la violencia de género es un problema 

complejo, con muchas manifestaciones que van más al lá del ámbito familiar y 

de las relaciones afectivas y que, incluso, puede ser perpetrada por el estado.  

c) Condiciona el ejercicio de los derivados de la situación de violencia, en especial, 

las ayudas sociales y los derechos laborales a la sentencia condenatoria, la orden 

de p rotección a favor de l a v íctima y, ex cepcionalmente, al  i nforme d el 

Ministerio Fiscal que indique la existencia de indicios de que la demandante es 

víctima d e v iolencia d e g énero, h asta t anto s e d icte l a o rden d e p rotección 

(artículos 23, 26  y 27.3) . Esto s ignifica, en de finitiva, que  l os de rechos d e l as 

víctimas están supeditados a la obtención de una orden de protección y/o de una 

sentencia condenatoria. En otras palabras: están fuertemente condicionados a los 

resultados del proceso penal, de manera que las mujeres que no denuncian o no  

sostienen la denuncia (porque se acogen a lo dispuesto en el artículo 416 de  la 

Ley de E njuiciamiento P enal, q ue l as ex ime d e d eclarar o  n o r atifican l a 

denuncia), qu edan totalmente desprotegidas. Se volverá sobre este punt o en e l 

capítulo 4. 

 

d) Uno de los mayores problemas que ha planteado esta ley y que ha sido objeto de 

críticas t anto d entro co mo f uera d el f eminismo, es  el  r ecurso al  có digo p enal 

como vía preferencial de respuesta estatal. Ya se ha adelantado que la respuesta 

penal, al  menos como ha s ido ensayada hasta ahora en  España, s e da desde el  

paradigma de  l a s eguridad y no d esde e l de  los de rechos. S i s e t iene e n 
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consideración que el objetivo primario de esta ley debería ser el de erradicar la 

violencia, e l pa radigma de  l a s eguridad constituye un v erdadero obs táculo 

cumplirlo. El derecho penal es tá pensado para controlar y castigar l a comisión 

de delitos, no para actuar de plataforma para el ejercicio de derechos negados en 

origen; negación que , a  su vez, constituye la propia raíz de  esta violencia. Por 

otra pa rte, l os de rechos de  l as víctimas s on es casamente r econocidos en  l os 

procesos penales que, como el que rige en este país, están dirigidos a s atisfacer 

las n ecesidades d el E stado y n o l as d e l as p ersonas q ue r esultan d irectamente 

damnificadas por los delitos, esto es, las mismas víctimas.  

Entre ot ros factores, lo dicho en e l párrafo anterior se respalda en e l hecho de 

que el  ac ceso a l a m ayoría de l os derechos que la l ey reconoce a l as v íctimas 

depende, e n gran m edida, de l de sarrollo de l pr opio pr oceso pe nal y m uy 

raramente son i ndependientes del mismo, ta l como lo  demuestra e l análisis de 

los d erechos d e l as v íctimas y l os m ecanismos de acc eso a l a j usticia q ue s e 

realiza en el punto 5.3 de este capítulo.  

El proceso penal, en cuanto supone un f uerte condicionamiento a l e jercicio de 

los d erechos d e l as m ujeres, n o co nstituye u na herramienta v álida p ara luchar 

contra l a s ituación q ue las h a l levado h asta él , esto es , p ara l uchar co ntra l a 

subordinación social que subyace a l a vi olencia. D e e sta m anera, e l propio 

procesal penal puede constituir un obstáculo al acceso a l a justicia por parte de 

las mujeres, especialmente a las que renuncian a la estrategia de la denuncia para 

reivindicar sus derechos. Las mujeres, como se verá en el desarrollo del capítulo 

4, conciben sus demandas de  j usticia en té rminos mucho más amplios que los 

ceñidos a l a justicia penal. Además, no siempre reclaman la persecución de los 

hechos, s ino qu e m uchas ve ces t an s ólo bus can e l c ese de  l a s ituación de  

violencia y el acceso a d erechos sociales y económicos para ellas y, en su caso, 

para sus hijas e hijos. 

Por otra parte, el proceso penal actúa, frente a l as mujeres, como una verdadera  

“tecnología d e género” (Butler, 1993) , en cuanto f unciona c omo un  r itual de  

producción de  identidades f ijas, que  redefine la experiencia de unas mujeres y 

fija unas cat egorías que crean género: r eclama a  l as v íctimas de l os delitos de 



248 

 

género un a de terminada pos ición de ntro de  este r itual y una s d eterminadas 

actitudes o características y las clasifica en víctimas inocentes o culpables, según 

se ad apten a estos r equerimientos, t al y co mo se v erá en  el an álisis d e l os 

discursos de  l os ope radores j urídicos que  s e e fectuará e n el c apítulo 4 ( en 

especial, en el  d e l os j ueces a c argo d e l os j uzgados d e v iolencia s obre l as 

mujeres de Barcelona). 

En es ta l ínea d e i deas, e ncuentro a certada l a c rítica d e M aría Luisa M aqueda, 

que co nsidera q ue, a v eces s e i gnora q ue “ el g énero s e co nstruye t ambién 

discursivamente desde el Derecho, reproduciendo el sistema de dominación que 

se d ice co mbatir” ( Maqueda, 2010:  17) . Y , en i déntico s entido, c onsidero 

también pertinentes las críticas de Maria José Añón y Ruth Mestre i Mestre, en 

cuanto opinan que la LO 1/2004 se inscribe dentro del marco de leyes contra la 

violencia en  l a p areja q ue l ejos d e em poderar a las m ujeres p ueden l legar a  

revictimizarlas, in fantilizarlas o  q uitarles e l p oder d e d ecisión y d e a gencia, 

alimentando l a i dea d e que “r ealmente l as m ujeres s omos s eres n ecesitados 

permanentemente de  t utela m asculina o e statal y , por  t anto, no s omos s eres 

legales ni autónomos” (Añón y Mestre i Mestre, 2005: 60). 

Con ex cepción d e l as cr íticas d e l a d ogmática an tifeminista, en  l as q ue n o 

entraremos en detalle, los cuestionamientos más comunes al recurso al derecho 

penal no pa rten de los presupuestos apuntados recientemente (los cuales, desde 

mi punto de  vi sta, son los más importantes), s ino que  se basan en aspectos de  

dogmática penal y de crítica criminológica (en esta línea, por ejemplo, Brandariz 

García, 2010;  Faraldo C abana, 2010 ) y/o profundizan e n l a “ vocación 

punitivista” de la legislación (Maqueda, 2010), en sus muestras de “paternalismo 

punitivo” (Laurenzo, 2008) o de  la defensa “obsecuente” del derecho penal por 

parte de l f eminismo i nstitucional ( Larrauri, 200 8). A demás, s e ba san, por  l o 

general (y cuando los ci tan) en  datos empíricos que resultan de las estadísticas 

(oficiales) o de información que proviene de las sentencias (jurisprudencia), pero 

no en las propias experiencias de las víctimas (tampoco de los agresores).   

Este tip o d e c ríticas s uelen m inimizar l a ci rcunstancia d e q ue, p ara el  

feminismo, el recurso “penal” ha s ido una estrategia política para visibilizar el 
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problema, pa ra m aterializar s u e xistencia, pe ro no s e ha  pe nsado c omo s u 

solución. En este orden de ideas la estrategia de visibilizar jurídicamente el daño 

social pr oducido ( Howe, 2008) , que  i ncluye l a c riminalización de  l as 

vulneraciones de  de rechos hum anos, no e s e xclusiva de l f eminismo, s ino que  

también ha sido utilizada por otros movimientos sociales que reclaman justicia 

por l as vi olaciones de  t ales de rechos ( por e jemplo, e n A rgentina, h a s ido l a 

estrategia s eguida p or l as m adres y abuelas d e “P laza d e M ayo). C omo l o 

resume con acierto Encarna Bodelón: 

“No deja de ser interesante cómo el debate sobre la efectividad y legitimidad del 

derecho penal no se ha producido con la misma intensidad cuando se ha acudido 

a los instrumentos penales para proteger otros derechos humanos. 

Sin duda, cabe plantearse el papel del derecho penal en nuestras sociedades, pero 

resulta extraño que gran parte de nuestros juristas sólo cuestionen los límites del 

derecho pe nal c uando n os e ncontramos ante l a vi olencia de  género. Lo m ás 

paradójico de  t odo e s que s i ha  ha bido un m ovimiento s ocial que  s e ha ya 

planteado e xplícitamente e  imp lícitamente el p apel y los límite s d el d erecho 

penal, éste ha sido sin duda el movimiento feminista. El problema no s e puede 

plantear como falsamente se hace en ocasiones acusando de `nuevo punitivismo´ 

al f eminismo. Q uienes l o ha cen m uchas ve ces no e stán c uestionando l os 

instrumentos pe nales pa ra l a pr otección d e ot ros bi enes j urídicos, a  s us oj os, 

superiores. La cr ítica al  sistema penal no puede ser parcial. La exclusión de l a 

protección de los derechos de las mujeres por parte de los sistemas penales es un 

problema histórico de s exismo, reivindicar l a p rotección penal de los derechos 

de l as m ujeres obe dece a  un pr incipio d e no discriminación e n l a s ituación 

actual. Otra cuestión, es si los instrumentos penales son los más idóneos para la 

protección de  c ualquier bi en j urídico, de c ualquier de recho. M uchas mujeres 

hace tiempo que decimos que no lo son, ni para la defensa de nuestros derechos, 

ni para la defensa de todos los derechos” (Bodelón, 2008a: 292). 

 Sin perjuicio de las críticas apuntadas, existen muchas opiniones especializadas 

que c onsideran qu e e l Estado e spañol goza d e uno de  l os m arcos no rmativos m ás 

avanzados a nivel mundial en la materia que nos ocupa, e incluso es citado por algunos 
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organismos i nternacionales c omo e jemplo de  buena pr áctica en e l campo de  l a 

legislación vigente sobre violencia de género (ONU-Mujeres, 2010-2011: 36). Marcela 

Lagarde, en tre l as au toras m ás r econocidas q ue ap oya esta t esitura, es tima, d e h echo, 

que España es “el país que ha desarrollado una política integral más articulada frente a 

la violencia de género”, circunstancia, entre otras, que lo ubica por debajo de la media 

europea y m undial e n m uertes por  vi olencia de  g énero ( Lagarde, 20 11: 81 y 71, 

respectivamente).   

 

5.3. Los mecanismos de acceso a la justicia de la LO 1/2004: características básicas. 
 

La LO 1/ 2004 ha  pr ivilegiado l a r espuesta j urisdiccional pe nal, pe ro di spone 

algunas m edidas de  a ctuación e n ot ros á mbitos. A sí, por  e jemplo, e n m ateria de  

educación i mpone l a obl igación de  transmitir va lores de  r espeto a  l a di gnidad de  l as 

mujeres y a la igualdad entre hombres y mujeres; en el campo de la publicidad prescribe 

que la misma habrá de respetar la dignidad de las mujeres y su derecho a una imagen no 

estereotipada, ni  di scriminatoria, t anto s i s e exhibe e n l os m edios de  c omunicación 

públicos c omo e n l os p rivados; y, e n e l ámbito s anitario, contempla actuaciones de  

detección precoz y apoyo asistencial a las víctimas, así como la aplicación de protocolos 

sanitarios an te l as a gresiones d erivadas d e l a violencia o bjeto d e l a ley, p ara ser 

remitidas a  l os T ribunales c orrespondientes c on obj eto de  a gilizar e l pr ocedimiento 

judicial, etc.  

En l o q ue r especta a l os d erechos d e l as m ujeres v íctimas d e v iolencia, l a l ey 

garantiza, en tre o tros, el  d erecho d e a cceso a l a i nformación y a l a as istencia s ocial 

integrada a través de servicios de atención permanente, urgente y con especialización de 

prestaciones y multidisciplinariedad profesional, como así también el derecho a recibir 

asistencia jurídica gratuita y una serie de medidas de protección en el  ámbito social y 

laboral. En este último caso, la ley contempla la posibilidad de justificar las ausencias 

del p uesto d e t rabajo d e l as v íctimas d e la v iolencia d e g énero; d e f avorecer, d e s er 

necesaria, su movilidad geográfica o la suspensión con reserva del puesto de trabajo y la 

extinción del contrato, medidas todas ellas que ha recogido y mejorado la ley Orgánica 
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3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. Estos derechos 

se detallan en los cuadros que siguen: 

Derecho a la información (Artículo 18  de  l a Ley Orgánica 1/ 2004, de  28  de  

diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género).  

Se garantiza a través de los siguientes medios: 

Servicio 016 de información y de asesoramiento jurídico: también accesible a las 

personas con discapacidad auditiva y/o del habla: a través del número 900 116 016, por 

medio de un teléfono móvil, una PDA, o un teléfono de texto (DTS). Disponible las 24 

horas del día, los 365 días del año, atiende en todos los idiomas oficiales del territorio 

español y en Inglés, Alemán, Árabe, Búlgaro, Chino, Portugués, Rumano, Ruso. De 

lunes a viernes, de 8:00 a 18:00 horas también atiende en otros 42 idiomas. Con 

diferente grado de cobertura, alcanza un total de 53 idiomas. Las llamadas son 

confidenciales. Las referidas a situaciones de emergencia, se derivan al teléfono 112. 

Las llamadas de información general, al Instituto de la Mujer. Las llamadas por 

personas menores de edad se derivan al Teléfono ANAR de Ayuda a Niños y 

Adolescentes.  

Se pueden hacer consultas a través de la página Web del Ministerio de Sanidad, 

Servicios Sociales e Igualdad: http://www.msssi.gob.es/ssi/violenciaGenero/home.htm 

(Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad: 2012: 3-5). 

Las c omunidades a utónomas t ambién t ienen un a r ed de  s ervicios de  i nformación a 

disposición de las víctimas de violencia de género. En Catalunya, el mapa completo de 

estos s ervicios s e en cuentra en l a w eb d el Institut Català de les Dones: 

www.institutcataladelesdones.cat. En el punto 5.6 de este capítulo se volverá sobre los 

servicios para las víctimas existentes en Cataluña. 

 

 

Derecho a la asistencia social integral (Artículo 19 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 

de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género). 

Este derecho comprende el acceso a s ervicios sociales de atención, emergencia, apoyo 

y acogida y. recuperación integral, cuya finalidad es cubrir las necesidades derivadas 

de la situación de violencia, restaurar la situación en que se encontraba la víctima antes 

http://www.msssi.gob.es/ssi/violenciaGenero/home.htm
http://www.institutcataladelesdones.cat/
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de padecerla o, al menos, paliar sus efectos. A través de los mismos se hace posible que 

las mujeres reciban asesoramiento sobre las actuaciones que pueden emprender 

y sus de rechos; c onozcan l os s ervicios a  l os que  pue den di rigirse p ara r ecabar 

asistencia material, médica, psicológica y social; accedan a l os d iferentes recursos de 

alojamiento ( emergencia, aco gida temporal, c entros t utelados, e tc.) e n l os que  e stá 

garantizada su seguridad y cubiertas sus necesidades básicas, recuperen su salud física 

y/o psicológica; logren su formación, inserción o reinserción laboral, y reciban apoyo 

psicosocial a lo largo de todo el itinerario de recuperación integral con la finalidad de 

evitar l a d oble v ictimización. E l d erecho a l a asistencia s ocial i ntegral s e r econoce 

también a  l as/os menores que  viven en entornos familiares donde existe violencia de  

género. Los s ervicios s ociales d eben contar c on un núm ero s uficiente de  pl azas 

previstas para las/os menores y con personal con formación específica en su atención a 

fin de  pr evenir y evitar e ficazmente l as s ituaciones que  pue dan c omportar da ños 

psíquicos y físicos a  la s/os mis mos (Ministerio d e S anidad, S ervicios S ociales e  

Igualdad: 2012: 5-6). 

Algunos estudios han puesto de manifiesto que parte de estos servicios, en especial, lo 

de a cogida, funcionan con di ficultades de  acceso y/o p ermanencia. P or e jemplo, 

pueden ser utilizados poco tiempo: la estadía máxima suele ser de seis meses y muchas 

mujeres de jan e l s ervicio s in ha ber a cabado s u proceso d e r ecuperación. E n a lgunas 

ciudades, como por ejemplo en Sevilla, para acceder a un servicio de acogida se exige 

la denuncia. En otras, como en Bilbao, no se exige la denuncia pero, en la práctica, el 

sistema f unciona una  v ez que  l as m ujeres ha n de nunciado l os he chos ( La T orre 

Caravita, Nicolás Lazo,  Roig Forteza y Vartabedian, 2009).   

 

 

Derechos laborales (Art. 2 1 d e l a Ley O rgánica 1 /2004, de  28 d e di ciembre, d e 

Medidas d e P rotección Integral co ntra l a V iolencia d e G énero). Tienen l a f inalidad 

evitar q ue, a causa d e l a v iolencia q ue s ufren, abandonen el m ercado l aboral. S on 

derechos tendentes a procurar la conciliación del trabajo con la situación de violencia 

de gé nero y garantizan s u pr otección s i s e ve n obl igadas a  abandonar s u pue sto de  

trabajo, bien con carácter temporal, bien con carácter definitivo. También  procuran su 
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inserción laboral en caso de que no estuviesen empleadas. Para ejercer estos derechos 

las t rabajadoras d eben acreditar l a s ituación d e v iolencia d e género: mediante l a 

sentencia por la que se condene al agresor, la orden de protección o, excepcionalmente 

y hasta t anto se di cte l a orden de  protección, m ediante i nforme del Ministerio F iscal 

que indique la existencia de indicios de que la mujer es víctima de violencia de género. 

Derechos de las trabajadoras por cuenta ajena (Arts. 37.7, 40.3.bi s, 45.1.n, 48.6,  

49.1, 52.d, 55.5.b de l T exto R efundido de  la Ley de l E statuto de  l os T rabajadores, 

aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de  marzo) Las t rabajadoras por  

cuenta ajena que son víctimas de violencia de género tienen derecho a: 

- la r educción de  l a j ornada l aboral c on di sminución pr oporcional d el s alario, 

cuya finalidad es que la mujer víctima de violencia de género haga efectiva su 

protección o s u de recho a  l a a sistencia s ocial i ntegral. Los C onvenios 

Colectivos y A cuerdos de  e mpresa pue den c ontemplar m ejoras de  estos 

derechos.  

- La reordenación del tiempo de trabajo, a través de la adaptación del horario, de 

la aplicación del horario flexible o de otras formas de ordenación del tiempo de 

trabajo que se utilicen en la empresa. 

- A l a m ovilidad g eográfica, c on r eserva d el pue sto de  t rabajo dur ante l os 

primeros 6 meses. 

- A la suspensión de la relación laboral con reserva del puesto de trabajo, y con 

una duración inicial que no podrá exceder de seis meses; 

- A l a ex tinción del contrato de t rabajo por decisión de l a t rabajadora, en  cuyo 

caso, se considerará a la trabajadora en situación legal de desempleo por lo que, 

en c aso de  reunir l os de más r equisitos e xigidos, t endría d erecho a pe rcibir l a 

prestación por desempleo o el subsidio por desempleo. 

- A que las ausencias o faltas de puntualidad al trabajo motivadas por la violencia 

de género se considerarán justificadas, cuando así l o de terminen los s ervicios 

sociales de atención o servicios de salud. 

- A que se declare la nulidad del despido de la trabajadora víctima de violencia de 

género por el ejercicio de sus derechos laborales. 

Derechos de las trabajadoras por cuenta propia (Artículo 21.5 de  la Ley Orgánica 

1/2004, de 28 de  diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 
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Género; Ley 20/2007, de 20 de  julio, reguladora del Estatuto del Trabajo Autónomo; 

Ley 32/ 2010, de  5 de  a gosto, por  l a que  s e e stablece un s istema e specífico de  

protección por  c ese de  a ctividad de  l os t rabajadores a utónomos; R eal D ecreto 

1541/2011, de 31 de octubre, por el que se desarrolla la Ley 32/2010, de 5 de agosto). 

Las trabajadoras por cuenta propia víctimas de violencia de género tienen derecho a: 

- la adaptación del horario de la actividad; 

- la extinción de su relación contractual. 

- A que se considerare causa justificada de interrupción de la actividad por parte de la 

trabajadora la situación de violencia de género. 

Estas trabajadoras se encontrarán en situación legal de cese de actividad, a l os efectos 

de l a p rotección p or ce se d e act ividad, l as t rabajadoras au tónomas q ue ces en en  el  

ejercicio de su actividad, de manera temporal o definitiva, por causa de la violencia de 

género (Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, 2012: 8-9). 

Derechos en materia de Seguridad Social (Artículo 21 de la Ley Orgánica 1/2004, de 

28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género). 

Derechos en materia de cotización a la Seguridad Social: 

a) la consideración como períodos de cotización efectiva del tiempo de suspensión de 

la relación laboral por las trabajadoras por cuenta ajena y del tiempo de suspensión de 

la obl igación de  c otizar por  l as t rabajadoras por c uenta pr opia que  cesen en s u 

actividad. ( Disposición a dicional úni ca de l Real D ecreto 1335/ 2005, de  11 d e 

noviembre, por el que se regulan las prestaciones familiares de la Seguridad Social). 

b) La suspensión de la obligación de cotizar durante un período de seis meses para las 

trabajadoras autónomas que cesen en su act ividad para hacer efectiva su protección o  

su derecho a la asistencia social integral. 

Derechos en materia de prestaciones de la Seguridad Social:  

- A los ef ectos d e l as prestaciones p or m aternidad y p or p aternidad, s e 

considerarán situaciones asimiladas a la de alta los periodos estimados como de 

cotización efectiva respecto de l as t rabajadoras p or cuenta ajena y p or cu enta 

propia que sean víctimas de violencia de género (Real Decreto 295/2009, de 6 

de marzo, por el  que se regulan las prestaciones económicas del s istema de la 

Seguridad S ocial por  m aternidad, pa ternidad, r iesgo dur ante e l e mbarazo y 

riesgo durante la lactancia natural). 
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- Las mujeres que cesen en su trabajo por ser víctimas de violencia de género y 

reúnan l os requisitos e xigidos a  t al e fecto, t endrán de recho a  l a pe nsión de  

jubilación anticipada (Artículo 161 bis.2 del Texto Refundido de la Ley General 

de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de 

junio). 

- Las v íctimas de v iolencia de género t ambién t endrán derecho a l a p ensión de 

viudedad en los supuestos de separación y divorcio, siempre que acrediten los 

requisitos exigidos a tal fin y aunque no s ean acreedoras de la correspondiente 

pensión compensatoria (Artículo 174.2 de l Texto Refundido de la Ley General 

de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de 

junio). 

- Asimismo, qui en f uera condenado po r s entencia firme por  l a c omisión de un  

delito doloso de homicidio en cualquiera de sus formas o de lesiones cuando la 

ofendida por el delito fuera su cónyuge o e x cónyuge, o p areja o e x pareja de 

hecho, sufrirá la pérdida de la pensión de viudedad, con incremento, en su caso, 

de la pensión de orfandad de los/as huérfanos/as (Disposición adicional primera 

de l a Ley O rgánica 1/ 2004, de  28 de  di ciembre, de  M edidas de  P rotección 

Integral contra la Violencia de Género; artículo 38 del Decreto 3158/1966, de 

23 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento General que determina la 

cuantía d e l as p restaciones eco nómicas d el R égimen G eneral d e l a S eguridad 

Social y condiciones para el derecho a las mismas). 

- Por ú ltimo, cab e s eñalar q ue a ef ectos d e t ener d erecho a l a p restación por  

desempleo y al s ubsidio por  d esempleo, además de  reunir l os r equisitos 

exigidos, s e co nsidera q ue l a t rabajadora s e en cuentra en s ituación l egal d e 

desempleo c uando e xtinga o s uspenda s u c ontrato de  t rabajo de  m anera 

voluntaria como consecuencia de ser v íctima de violencia de género (Artículo 

21.2 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección 

Integral contra l a V iolencia d e G énero; artículos 208.1.1.e ) y 208.1 .2) y 

disposición a dicional c uadragésima s egunda de l T exto R efundido de  l a Ley 

General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, 

de 20 de  j unio), ( Ministerio de  S anidad, S ervicios S ociales e  Igualdad, 2012:  

10-11).  
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Dentro de  l os de rechos l aborales, l a l ey contempla un Programa específico de 

empleo (Artículo 22 d e la Ley O rgánica 1/ 2004, de  28 de  di ciembre, d e M edidas de  

Protección Integral contra l a Violencia de Género; Real Decreto 1917/2008, de  21 d e 

noviembre, por  el que se aprueba el programa de inserción socio-laboral para mujeres 

víctimas de violencia de género), que incluye las siguientes medidas: 

- Itinerario de  i nserción s ocio-laboral, i ndividualizado y realizado por  pe rsonal 

especializado. 

- Programa f ormativo es pecífico p ara favorecer l a i nserción s ocio-laboral por  

cuenta ajena. 

- Incentivos para favorecer el inicio de una nueva actividad por cuenta propia. 

- Incentivos para las empresas que contraten a víctimas de violencia de género. 

- Incentivos para facilitar la movilidad geográfica. 

- Incentivos para compensar diferencias salariales. 

- Convenios co n em presas p ara f acilitar l a contratación d e m ujeres v íctimas d e 

violencia de género y su movilidad geográfica. 

Asimismo, s e pr evé un c ontrato de interinidad para la sustitución de 

trabajadoras víctimas de violencia de género (Artículo 21.3 de  l a Ley O rgánica 

1/2004, de 28 de  diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 

Género), a t ravés d el cu al l as em presas q ue f ormalicen co ntratos d e i nterinidad p ara 

sustituir a  l as t rabajadoras ví ctimas de  vi olencia de  g énero, que  ha yan s uspendido s u 

contrato d e t rabajo o  ej ercitado s u d erecho a l a m ovilidad g eográfica o  al  cam bio d e 

centro d e t rabajo, t ienen d erecho a u na b onificación d e l a cu ota em presarial a l a 

Seguridad Social.  

Con la finalidad de garantizar a las víctimas de violencia de género que carezcan 

de r ecursos e conómicos, l a l ey p revé q ue s e o torguen a yudas s ociales, l imitadas a 

aquellos s upuestos e n que s e e stime que  l a víctima, de bido a  s u e dad, f alta de  

preparación general especializada y circunstancias s ociales n o v a a m ejorar d e f orma 

sustancial su empleabilidad. En concreto, la LO 1/2004 prevé la incorporación de estas 

mujeres a u n p rograma d e acci ón es pecífico, cr eado al  e fecto p ara s u i nserción 

profesional. E stas a yudas s e m odulan e n relación a  l a e dad y responsabilidades 

familiares d e la  v íctima y tienen como o bjetivo f undamental f acilitarle u nos r ecursos 

mínimos de subsistencia que le permitan independizarse del agresor. Algunos de estos 

recursos exigen que la víctima no c onviva con su victimario, lo cual ha sido criticado 
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desde algunas asociaciones de atención a m ujeres como un requisito que desconoce las 

dinámicas d e l a v iolencia y q ue d ificulta, en  l ugar d e f acilitar, el  p roceso d e 

recuperación de  l a ví ctima, pue s pue de obl igarla a  t omar de cisiones a presuradas. P or 

otra p arte, cabe d estacar q ue l as a yudas eco nómicas s on t raducidas en  r ecursos 

mínimos, que no permiten una autonomía económica para las mujeres, mucho menos si 

tienen hijas/os a cargo.   

 

Derechos económicos 

Ayuda económica específica para mujeres víctimas de violencia de género con 

especiales dificultades para obtener un empleo (Artículo 27 de  l a L ey O rgánica 

1/2004, de 28 de  diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 

Género y R eal D ecreto 1452/ 2005, de  2 de  d iciembre. La nor mativa r elativa al  

procedimiento de  t ramitación e s l a qu e a l respecto ha ya aprobado l a C omunidad o  

Ciudad Autónoma en la que se solicite la ayuda): es una ayuda económica dirigida a las 

mujeres víctimas de violencia de género que reúnan los siguientes requisitos: 

- Carecer de rentas que, en cómputo mensual, superen el 75 por ciento del salario 

mínimo i nterprofesional vi gente excluida l a pa rte pr oporcional de  dos  pagas 

extraordinarias. 

- Tener e speciales di ficultades pa ra obt ener un e mpleo, da da s u e dad, f alta de  

preparación general o  e specializada o  s us ci rcunstancias s ociales, l o q ue s e 

acredita m ediante e l i nforme emitido por  e l Servicio P úblico de  E mpleo 

correspondiente.  

Se a bona e n un úni co pa go, y s u i mporte, c alculado e n f unción de  un núm ero de  

mensualidades del s ubsidio por  de sempleo c orrespondiente, de pende d e s i l a m ujer 

tiene o no familiares a su cargo, y de si la  propia mujer y/o los familiares a su cargo 

tienen reconocido un grado de discapacidad. Es compatible con las previstas en la Ley 

35/1995, de  11 de d iciembre, d e A yudas y A sistencia a l as V íctimas d e D elitos 

Violentos y c ontra l a Libertad S exual, pe ro e s i ncompatible c on ot ras a yudas que  

cumplan la misma finalidad, así como con la participación en el programa de Renta 

Activa de  Inserción y n o t iene, e n ni ngún c aso, l a c onsideración de  r enta o i ngreso 

computable a efectos del percibo de las pensiones no contributivas. 



258 

 

Renta activa de inserción (Real Decreto 1369/2006, de 24 de noviembre, por el que se 

regula el  p rograma d e Renta A ctiva d e Inserción para d esempleados con es peciales 

necesidades e conómicas y dificultad p ara en contrar empleo). P ara s er i ncluida en  el 

programa de renta activa de inserción (dirigido a personas con dificultades de inserción 

en el mercado laboral) y ser beneficiaria la ayuda económica que se relaciona con este 

programa, la mujer víctima de violencia de género deberá: Acreditar su condición de 

víctima de violencia de género (mediante orden de protección, sentencia condenatoria o 

informe f iscal q ue e stime in dicios s uficientes d e v iolencia); es tar i nscrita co mo 

demandante d e e mpleo (sin l a e xigencia de  12 meses de  i nscripción i ninterrumpida 

como de mandante de  e mpleo que  s e e xige a l r esto); no c onvivir c on s u a gresor; s er 

menor de 65 a ños, pero no se le exige tener 45 o  más años de edad; carecer de rentas 

propias, de  cualquier naturaleza, superiores en cómputo mensual a l 75 po r c iento del 

salario m ínimo i nterprofesional vi gente, e xcluida l a pa rte pr oporcional d e dos  pa gas 

extraordinarias. P uede s er be neficiaria de  un n uevo pr ograma de r enta act iva d e 

inserción a unque hubi era s ido be neficiaria de  ot ro pr ograma d entro de  l os 365 dí as 

anteriores a  l a f echa de la solicitud. La cuantía de l a renta act iva de inserción es del 

80% del Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM) mensual vigente en 

cada momento. Además, incluye una ayuda suplementaria de pago único si la mujer se 

ha visto obligada a cambiar de residencia por sus circunstancias de violencia de género 

en l os 12 m eses a nteriores a  l a s olicitud de  admisión a l pr ograma o dur ante s u 

permanencia en éste, de cuantía equivalente al importe de tres meses de la renta activa 

de inserción. 

Anticipos por impago de pensiones alimenticias (Real Decreto 1618/2007, de  7 de  

diciembre, sobre Organización y Funcionamiento del Fondo de  Garantía del Pago de 

Alimentos). El Fondo de Garantía del Pago de Alimentos sirva para garantizar el pago 

de a limentos r econocidos e  i mpagados e stablecidos e n c onvenio j udicialmente 

aprobado o en resolución judicial en procesos de separación, divorcio, declaración de 

nulidad del matrimonio, filiación o a limentos, mediante el abono de una cantidad que 

tendrá l a c ondición de  a nticipo. Las p ersonas b eneficiarias de  l os a nticipos s on, c on 

carácter general, l os h ijos e h ijas t itulares d e u n d erecho d e al imentos judicialmente 

reconocido e  i mpagado, que  f ormen p arte de  u na uni dad familiar cuyos r ecursos e  

ingresos económicos, computados anualmente y por todos sus conceptos, no superen la 

cantidad resultante de  m ultiplicar l a cuantía anual de l Indicador Público de  Renta de 
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Efectos Múltiples (IPREM), vigente en el momento de la solicitud del anticipo, por el 

coeficiente que  c orresponda e n f unción de l núm ero de  hi jos e  hi jas menores que  

integren la unidad familiar. Las personas beneficiarias tienen derecho al anticipo de la 

cantidad mensual determinada judicialmente en concepto de pago de alimentos, con el 

límite de  100 e uros m ensuales, que  s e podr á p ercibir dur ante un pl azo m áximo de  

dieciocho meses. En el supuesto en que la persona que ostente la guarda y custodia de 

los m enores ( que es q uien s olicita y p ercibe el an ticipo) s ea v íctima violencia d e 

género, s e entiende que  existe una  s ituación de  urgente necesidad pa ra r econocer l os 

anticipos del Fondo, por lo que se tramitará el procedimiento de urgencia, que implica 

que el plazo para resolver y notificar la solicitud será de dos meses. 

Prioridad en el acceso a viviendas protegidas y residencias públicas para mayores 

(artículo 28 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección 

Integral contra la Violencia de Género; Real Decreto 2066/2008, de 12 d e diciembre, 

por e l qu e s e r egula e l Plan E statal de  Vivienda y R ehabilitación 2009 -2012). L as 

mujeres víctimas de la violencia de género tienen derecho a protección preferente en su 

posición de  de mandantes d e v ivienda y f inanciación a cogidas a es te R eal D ecreto. 

También la condición de víctima de violencia de género es una circunstancia que será 

tenida e n c uenta por  l a a dministración públ ica c ompetente pa ra l a c oncesión de  una  

plaza en  u na r esidencia p ública p ara m ayores ( Ministerio d e S anidad, S ervicios 

Sociales e Igualdad, 2012: 15-19). 

 

Por ot ra pa rte, l a LO 1/ 2004 pr ocede a  la c reación de  dos  ó rganos 

administrativos:  

a) la Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer, en el 

Ministerio d e T rabajo y Asuntos S ociales (actualmente d ependiente d el M inisterio 

Sanidad, s ervicios s ociales e  i gualdad), a  l a qu e c orresponde, e ntre ot ras f unciones, 

proponer la política del Gobierno en relación con la violencia sobre la mujer y coordinar 

e impulsar todas las actuaciones que se realicen en dicha materia, que necesariamente 

habrán de comprender todas aquellas actuaciones que hagan efectiva la garantía de los 

derechos de las mujeres;  
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b) el  Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer  ó rgano colegiado en el  

Ministerio d e T rabajo y Asuntos S ociales (actualmente d ependiente d el M inisterio 

Sanidad, servicios sociales e igualdad), cuyas principales funciones consisten en servir 

como centro de análisis de la situación y evolución de la violencia sobre la mujer, así 

como asesorar y colaborar con el Delegado en la elaboración de propuestas y medidas 

para erradicar este tipo de violencia. 

 

La doble discriminación de las mujeres extranjeras. 

 

Como s e h a s eñalado al  co mienzo d e es te cap ítulo, ex iste una m arcada sobre-

representación d e l as mujeres ex tranjeras v íctimas d e v iolencia d e género en l as 

estadísticas o ficiales. Según los datos p rovenientes de l as Macroencuesta sobre l a violencia 

contra las mujeres de 2006 y  2011, s e observa una  mayor pr evalencia d e maltrato d e género 

entre las m ujeres ex tranjeras r esidentes en  E spaña. La Ma croencuesta d el 2 011 an aliza esta 

situación y establece que:  

- en 2006, e l 12,1%  de  l as m ujeres d e e ste colectivo de claró ha ber pa decido 

violencia de género alguna vez en la vida (el porcentaje fue del 6,0% entre las 

españolas), el 4,8% lo sufrió en el último año (frente al 2,0% de las españolas) y 

el 7,3%  de claró ha berlo s ufrido ha ce m ás de  un a ño ( frente a l 4,1%  de  l as 

españolas).  

- En 2011, el 20,9% de las mujeres extranjeras habían sufrido violencia de género 

alguna vez alguna vez en la vida y, de ellas, el 5,8% lo estaban sufriendo en el 

último a ño y e l 15,1%  habían s alido de  e se m altrato. E n t odos l os c asos, l a 

prevalencia de la violencia de género entre las mujeres extranjeras duplica la de 

las mujeres españolas.  

- A p esar d e l as d iferencias q ue s e h an s eñalado, l a p roporción d e es pañolas y 

extranjeras que  han salido del maltrato respecto a las maltratadas alguna vez en 

la vida de nacionalidad española o extranjera, respectivamente, es prácticamente 

idéntica: fueron maltratadas a lguna vez en l a vida pe ro no e n e l úl timo año e l 

72,5% d el t otal d e m altratadas es pañolas y el  7 2,2% d el t otal d e m altratadas 
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extranjeras” (Macroencuesta de Violencia de Género, 2011: 21). El informe de 

resultados de la citada macroencuesta señala que también son casi idénticas las 

proporciones d e l as es pañolas y ex tranjeras m altratadas q ue s iguen s ufriendo 

violencia de género respecto al  total de las que la han sufrido alguna vez en la 

vida (del 27,5% y 27,8%, respectivamente). 

La l ey p revé d erechos especiales p ara l as m ujeres extranjeras. P ara entender 

estos derechos, se debe primero considerar la situación de residencia en España de las 

mujeres extranjeras víctimas de violencia de género (Art. 17.1  de la Ley Orgánica 

1/2004, de 28 de  diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 

Género; Ley Orgánica 4/2000, de  11 de  enero, s obre de rechos y l ibertades de  l os 

extranjeros en España y su integración social; Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, 

aprobado por el Real Decreto 557/2011, de 20 d e abril; Real Decreto 240/2007, de 16 

de febrero, sobre entrada, libre circulación y residencia en España de ciudadanos de los 

Estados miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el 

Espacio Económico Europeo). En este sentido, se pueden dar las siguientes situaciones: 

a) Mujeres extranjeras que tengan la condición de familiares de ciudadano de 

un Estado miembro de la Unión Europea o de un Estado parte en el 

Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo (Artículo 9.4 del Real Decreto 

240/2007, de  16 de  f ebrero, s obre e ntrada, l ibre c irculación y r esidencia e n 

España de ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea y de otros 

Estados p arte en  el  A cuerdo s obre el  E spacio E conómico E uropeo). P ara 

conservar el derecho de residencia en el caso de nulidad matrimonial, divorcio o 

cancelación d e l a i nscripción co mo p areja registrada, l a m ujer q ue n o s ea 

nacional de un Estado miembro de la Unión Europea o de un Estado parte en el 

Acuerdo s obre e l E spacio E conómico E uropeo de berá acreditar que  ha  s ido 

víctima de  vi olencia de  g énero dur ante e l m atrimonio o s ituación de  pa reja 

registrada, circunstancia q ue s e co nsiderará a creditada d e m anera p rovisional 

cuando exista una orden de protección a su favor o informe del Ministerio Fiscal 

en e l que  s e i ndique l a e xistencia de  i ndicios de vi olencia d e género, y con 

carácter definitivo cuando haya recaído resolución judicial de la que se deduzca 

que se han producido las circunstancias alegadas. 
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b) Las mujeres extranjeras no comunitarias pueden solicitar ser titulares de 

una autorización de residencia y trabajo independiente de la reagrupación 

de su cónyuge o pareja (Artículo 19.2 d e l a Ley Orgánica 4/ 2000, d e 11 de  

enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración 

social; artículo 59.2 del Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, aprobado por el 

Real Decreto 557/2011, de 20 de  abril). Este t ipo de autorizaciones tendrá una 

duración de  5 a ños. E n s u de fecto, pue den t ramitar u na autorización d e 

residencia temporal y t rabajo por  circunstancias excepcionales (Artículo 31 bi s 

de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 d e enero, sobre derechos y libertades de los 

extranjeros e n E spaña y s u i ntegración s ocial; a rtículos 131 a  1 34 de l 

Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, aprobado por el Real Decreto 557/2011, 

de 20 de  abril). En ambos casos se requiere que  se ha ya dictado a  favor de  la 

mujer una orden de protección o emitido informe del Ministerio Fiscal en el que 

se ap recie l a ex istencia de  i ndicios de  vi olencia de  gé nero. T ambién podr án 

solicitar la concesión de la autorización cuando el procedimiento penal concluya 

con una  s entencia c ondenatoria o  c on una  resolución j udicial de  l a q ue s e 

deduzca que la mujer ha sido víctima de violencia de género, incluido el archivo 

de l a c ausa por  e ncontrarse e l i mputado e n pa radero d esconocido o e l 

sobreseimiento pr ovisional por  expulsión de l de nunciado. La du ración de  l a 

autorización será de  5 años. No obs tante, en e l curso de  estos 5 a ños la mujer 

puede acceder a la situación de residencia de larga duración, previa solicitud, a 

cuyo e fecto s e c omputará e l t iempo dur ante e l que hubi era s ido t itular de una  

autorización provisional de residencia temporal y trabajo. También pueden pedir 

una au torización de r esidencia por ci rcunstancias ex cepcionales a f avor de sus 

hijos menores de edad o que tengan una discapacidad y no s ean objetivamente 

capaces d e p roveer a s us p ropias n ecesidades, o  au torización d e r esidencia y 

trabajo en caso de que fueran mayores de 16 años y se encuentren en España en 

el m omento de  l a de nuncia. S u c oncesión y s u dur ación s e pr oducen en l os 

mismos t érminos que  l a a utorización de  r esidencia t emporal y t rabajo por  

circunstancias ex cepcionales d e l as m ujeres ex tranjeras en  s ituación i rregular.  

La a utoridad a dministrativa c ompetente p ara otorgar esta autorización por  

circunstancias e xcepcionales, c oncederá una  a utorización pr ovisional de  

residencia y trabajo a favor de la mujer extranjera y, en su caso, autorizaciones 
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de r esidencia o  d e residencia y t rabajo pr ovisionales a  f avor de  s us hi jos 

menores de  edad o qu e t engan una  di scapacidad y no s ean obj etivamente 

capaces de proveer sus necesidades, que se encuentren en España en el momento 

de l a de nuncia. Las a utorizaciones pr ovisionales c oncluirán e n e l m omento e n 

que s e co nceda o  d eniegue d efinitivamente l a au torización p or ci rcunstancias 

excepcionales. La autorización de residencia temporal y trabajo por cuenta ajena 

de l a q ue s ea t itular u na m ujer ex tranjera, s e renovará a s u expiración en l os 

supuestos de extinción del contrato de trabajo o suspensión de la relación laboral 

como co nsecuencia d e s er v íctima d e v iolencia de género ( artículo 3 8.6 d e l a 

Ley Orgánica 4/ 2000, de 11 de  e nero, s obre de rechos y l ibertades de l os 

extranjeros en España y su integración social). 

c) Protección de las mujeres extranjeras víctimas de violencia de género en 

situación irregular (Artículo 31 bis de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, 

sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social; 

artículos 131 a 134 del Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, aprobado por el 

Real D ecreto 557/ 2011, de  20 de  a bril). E n e ste c aso no s e i ncoará e l 

procedimiento a dministrativo s ancionador por  e ncontrarse i rregularmente e n 

territorio e spañol ( infracción grave) o  s e s uspenderá el  p rocedimiento 

administrativo s ancionador que  s e hubi era i ncoado por  l a c omisión de  dicha 

infracción c on a nterioridad a  l a de nuncia o, e n s u c aso, l a e jecución de  l as 

órdenes de  e xpulsión o de  de volución e ventualmente a cordadas. U na v ez 

concluido el procedimiento penal, pueden darse las siguiente situaciones: 

- Con una  s entencia c ondenatoria o c on un a r esolución j udicial de  l a que  s e 

deduzca que la mujer ha sido víctima de violencia de género, incluido el archivo 

de l a cau sa p or e ncontrarse e l i mputado e n pa radero d esconocido o e l 

sobreseimiento pr ovisional por  e xpulsión de l d enunciado, s e c oncederá a  l a 

mujer ex tranjera l a a utorización d e r esidencia t emporal y t rabajo p or 

circunstancias excepcionales y, en su caso, las autorizaciones solicitadas a favor 

de s us hi jos m enores de e dad o qu e t engan una  di scapacidad y n o s ean 

objetivamente capaces de proveer a sus propias necesidades. 

- Con una  s entencia no c ondenatoria o c on una  r esolución de  l a que  no pue da 

deducirse la situación de violencia de género, se denegará a l a mujer extranjera 

la autorización de residencia temporal y trabajo por circunstancias excepcionales 



264 

 

y, en su caso, las autorizaciones solicitadas a favor de sus hijos menores de edad 

o que tengan una discapacidad y no sean objetivamente capaces de proveer a sus 

propias n ecesidades. A demás, p erderá ef icacia l a au torización p rovisional d e 

residencia y t rabajo co ncedida a l a m ujer ex tranjera y, en  s u c aso, l as 

autorizaciones pr ovisionales c oncedidas a  s us hi jos m enores de  edad o que  

tengan una  di scapacidad y no s ean obj etivamente c apaces de  p roveer a  s us 

propias necesidades. Y se incoará o c ontinuará el procedimiento administrativo 

sancionador por  estancia i rregular en territorio español (Ministerio de Sanidad, 

Servicios Sociales e Igualdad: 2012: 20-25). 

Diferentes estudios publicados por Amnistía Internacional demuestran las 

serias d ificultades q ue afrontan l as m ujeres ex tranjeras, en  especial, l as n o 

comunitarias, para acceder a los diferentes tipos de autorizaciones de residencia 

que c ontempla la  le gislación. E sta s ituación es a ún m ás d ifícil p ara la s 

extranjeras q ue s e encuentran en  s ituación ad ministrativa i rregular. E ntre l as 

dificultades p ara el  ej ercicio d e l os d erechos q ue l a l egislación r econoce a l as 

mujeres extranjeras, Amnistía Internacional ha puesto de manifiesto, entre otras, 

las siguientes: 

- Limitaciones en  el  ac ceso d e l as m ujeres i nmigrantes a r ecursos 

especializados ( centros d e aco gida o  as istencia i ntegral) y m edios 

económicos ( ayudas s ociales) p ara s uperar el  ci clo d e v iolencia d e 

género, en tre los que se encuentran: barreras l ingüísticas, que afectan a 

las mujeres inmigrantes con independencia de su situación administrativa 

(no se garantiza el uso de intérprete en todos los recursos de asistencia y 

asesoramiento a l as víctimas); car encia d e f ormación en tre l as 

profesionales encargadas de la atención de estos recursos sobre materias 

relacionadas co n l os d erechos d e l as m ujeres i nmigrantes y o tros 

aspectos relacionados con la formación intercultural. 

- La p ráctica administrativa d e a creditar la  condición d e v íctima d e 

violencia de género únicamente a t ravés de la denuncia o de la orden de 

protección concedida como requisito para acceder a centros de acogida o 

servicios de  t ratamiento ps icológico p rolongado, e s un obs táculo pa ra 

aquellas mujeres que  po r miedo u ot ras c ircunstancias no  interponen la 

denuncia. La co nsecuencia es  q ue p recisamente l as m ujeres co n m ás 
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necesidad d e u n ap oyo es pecializado es tán s iendo d erivadas a r ecursos 

que no l o son, t ales como centros de acogida de i nmigrantes de am bos 

sexos. 

- Existencia d e i mportantes b arreras p ara q ue l as m ujeres i nmigrantes 

víctimas de violencia de género accedan a una autonomía económica que 

les f acilite l a s alida d el ciclo d e l a v iolencia. N i l as au torizaciones d e 

residencia i ndependendientes p ara m ujeres r eagrupadas n i l as 

autorizaciones d e r esidencia p or ci rcunstancias ex cepcionales p ara 

víctimas d e v iolencia d e g énero en s ituación i rregular l levan aparejada 

una a utorización de  t rabajo, por  l o que  e n l a práctica son d e es casa 

utilidad. A demás, s e e xige a e stas mu jeres e l mismo r equisito p ara 

acceder a una autorización de trabajo que a cualquier persona inmigrante, 

es de cir, que  c uenten con una  o ferta de  t rabajo, l o que  e n m uchas 

ocasiones, d ebido p recisamente a s us circunstancias co mo v íctima d e 

violencia de género, puede ser prácticamente imposible.  

- Las i nmigrantes e n s ituación i rregular s iguen s in pode r a cceder e n l a 

práctica a l a ayudas económicas previstas en  la Ley Integral y tampoco 

tienen acceso a las ayudas genéricas, previstas para mujeres con orden de 

protección judicial y sin ingresos, que se perciben a través de las rentas 

de inserción adscritas al ámbito de las ayudas sociales para demandantes 

de empleo (Amnistía Internacional, 2007: 46-47).   

 

Por último, cabe destacar que legalmente se reconoce la condición de refugiada a las 

mujeres ví ctimas de  vi olencia de  género que , de bido a  f undados t emores de  s er 

perseguidas po r m otivos de  pe rtenencia a  de terminado grupo s ocial, de  género u  

orientación s exual, se e ncuentran f uera d el pa ís de  s u n acionalidad y no pue den o,  a  

causa de dichos temores, no quieren acogerse a l a protección de tal país, o a l a mujer 

apátrida que, careciendo de nacionalidad y hallándose fuera del país donde antes tuviera 

su residencia habitual, por los mismos motivos no puede o, a  causa de dichos temores, 

no quiere regresar a él  (Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del derecho de asilo 

y de la protección subsidiaria). Para que se reconozca el derecho de asilo es preciso que 

los fundados t emores de l as mujeres a s er objeto de persecución se basen en  actos de 

persecución que sean graves y revistan la forma de actos de violencia física o psíquica, 
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incluidos l os a ctos de  v iolencia s exual. Para va lorar l os m otivos de  pe rsecución s e 

considerará q ue, en  f unción d e l as ci rcunstancias i mperantes en  el  p aís d e o rigen, s e 

incluye e n e l c oncepto de  g rupo s ocial de terminado un g rupo ba sado e n una  

característica común de orientación sexual o identidad sexual. Asimismo, en función de 

las circunstancias imperantes en el país de origen, se incluye a l as personas que huyen 

de sus países de origen debido a fundados temores de sufrir persecución por motivos de 

género Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad: 2012: 25). 

 

Víctor Merino Sancho ha estudiado en profundidad los obstáculos que experimentan 

las mujeres extranjeras que demandan asilo por motivos de género, en España, a la hora 

de ejercer los derechos emergentes de su condición. Señala, entre otros: 

- Que las experiencias masculinas se adoptan como referente neutro y se exige la 

asimilación de las experiencias femeninas al mismo. 

- Que las posibilidades de éxito de las demandas de asilo por motivos de género 

tienen cab ida en  f unción d e l a i nterpretación q ue s e h ace d e l as cat egorías 

tradicionales ( androcéntricas). La común u tilización d e l a “p ertenencia a u n 

grupo s ocial de terminado” c omo c ategoría qu e a bsorbe t odos l os t ipos de  

solicitudes de asilo es ineficaz y vacía de contenido esta institución. 

- Y, e n úl timo t érmino, que  s e t iende a i nterpretar d e m anera u niforme l as 

experiencias d e l as m ujeres, s in t ener en  co nsideración l as co ncepciones 

culturales y el “co ntexto b iográfico” d e s us p aíses d e o rigen, as í co mo l as 

“estrategias de supervivencia y vida” que desarrollan en el país receptor. En este 

sentido, aclara que “(s)on relevantes las estrategias de supervivencia cuando se 

ejecutan en supuestos de violencia, porque conciben nuevos modos de agencia, y 

pueden condicionar el contenido de las medidas anteriores. El significado de una 

modificación de  l os pr esupuestos y l as m edidas e n e l r égimen de  a silo pue de 

recuperar el s entido d e su ex istencia, aco rde a las ci rcunstancias act uales, e 

incluso modifica el significado del marco y la incorporación de las experiencias 

de las mujeres y el carácter generizado de un régimen que, por otra parte, influye 

en el sentido del Derecho” (Merino Sancho, 20110: 2175-2176).   

 

Las d ificultades q ue enfrentan l as m ujeres ex tranjeras p ara h acer v aler s us 

derechos -todas l as ex tranjeras, en  general, y l as n o co munitarias en  s ituación 
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administrativa ir regular, e n p articular- muestra que  están s ometidas a una  dobl e 

discriminación: una es provocada por la violencia en el ámbito de la pareja; la otra, por 

la v iolencia d e carácter institucional q ue ex perimentan a  t ravés de l as dificultades de  

acceso a  l os de rechos o de  l a imposibilidad de  pode r e jercerlos. La vi olencia 

institucional es  u na d e las v iolencias contra l as m ujeres p erpetradas p or el  E stado, 

reconocidas como tales en el artículo 2.c) de la  Declaración sobre la eliminación de la 

violencia contra la mujer (ONU, 1993). Considero que se trata, sin lugar a dudas, de la 

violencia menos conceptualizada, explorada, visibilizada y estudiada que existe hasta el 

momento. 

   

 Aspectos más relevantes de la tutela jurisdiccional.  

 

En l o q ue r especta a l a tutela jurisdiccional propiamente d icha, cab e que s ean 

destacadas las siguientes características: 

1) La violencia de género es un delito de acción pública. Según l a l egislación 

española, los delitos de violencia de género son delitos de acción públ ica, esto 

es, no requieren para su persecución de instancia de parte y tampoco admiten la 

posibilidad de renunciar a la acción penal. La figura del y las fiscales contra la 

violencia s obre l a m ujer es  en  es te s entido es encial, p ues s on las pe rsonas 

encargadas del ejercicio de la acción penal en estos casos, con independencia de 

que l a v íctima se constituya o no en  parte acusatoria en  el  p roceso. Asimismo 

deben intervenir en todos los procesos civiles que se tramiten ante los Juzgados 

de Violencia sobre la mujer. 

2) Las denuncias pueden ser presentadas, de forma indistinta, ante la policía, 

el juzgado o la fiscalía. 

3) Los juzgados de violencia sobre las mujeres tienen competencias penales y 

civiles. Los Juzgados de  Violencia t ienen competencia tanto en el orden penal 

como en el orden civil, de manera que intervienen en todos los procesos en los 

cuales las mujeres víctimas de violencia, así como sus hijos/as, fueren parte. No 

se t rata d e t ribunales e speciales n i h an s upuesto  l a c reación d e u na nueva 
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jurisdicción, s ino que  constituyen t ribunales o rdinarios, pe rtenecientes a  l a 

demarcación y pl anta j udicial r eguladas por  l a por  l as l eyes que  r egulan l a 

jurisdicción ordinaria (Ley Orgánica del Poder Judicial y Ley de Demarcación y 

Planta Judicial). Estos juzgados comenzaron a funcionar en el mes de junio de 

2005. El detalle de estas competencias se encontrará en el cuadro número 1, que 

se presenta más abajo. 

4) En los casos de violencia de género está prohibida la mediación. La LO  

1/2004 r egula e xpresamente l a pr ohibición d e l a m ediación e n t odos l os 

supuestos (art. 44.5). 

5) Las víctimas de violencia de género tienen derecho a asistencia jurídica 

gratuita (Art. 20 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de 

Protección Integral contra la Violencia de Género; Ley 1/1996, de 10 d e enero, 

de A sistencia J urídica G ratuita; R eal D ecreto 99 6/2003, de  25 de  j ulio, por  e l 

que se aprueba el Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita). Las víctimas con 

recursos insuficientes p ara litig ar, tie nen garantizada u na asistencia l etrada en  

todos los procesos y procedimientos relacionados con la violencia de género en 

que sean parte, los cuales son asumidos por  una  misma di rección letrada. Esta 

medida se extiende a l as demás personas perjudicadas en caso de fallecimiento 

de la víctima. Las mujeres víctimas de violencia de género t ienen derecho a l a 

asistencia jurídica inmediata y especializada en  t odos los p rocesos judiciales y 

los pr ocedimientos a dministrativos que  t engan causa di recta o i ndirecta en l a 

violencia p adecida. E sta as istencia j urídica s erá g ratuita cu ando l as m ujeres 

acrediten insuficiencia de recursos para litigar. Cuando las mujeres víctimas de 

violencia d e género s oliciten ( dependencia p olicial o  j udicial) el  s ervicio d e 

orientación j urídica, de fensa y asistencia l etrada, s e d esignará d e forma 

inmediata a un abogado de oficio dentro del turno especializado en la defensa de 

las m ujeres ví ctimas de  vi olencia d e género e stablecido por  l os C olegios de  

Abogados e n s us r espectivos á mbitos. E l/la a bogado/a de  of icio de signado/a 

informará a  la  mu jer d el d erecho q ue le  asiste para s olicitar e l b eneficio d e 

justicia gratuita y le advertirá que , de no s erle r econocido con pos terioridad e l 

derecho a la asistencia jurídica gratuita, deberá abonar a su cargo los honorarios 

correspondientes; l e pr oporcionará a sesoramiento j urídico pr evio a  l a 
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presentación de  l a de nuncia y a l a s olicitud de  l a or den de  pr otección, y l e 

asistirá en  l a f ormulación d e am bas. S i b ien l a designación d e ab ogado/a s e 

realiza inmediatamente y no es necesario tramitar con carácter previo la solicitud 

del beneficio de justicia gratuita, s i es te derecho no se solicita o  f inalmente es  

denegado, l a ví ctima deberá a bonar l os ho norarios de vengados p or l a 

intervención de l abogado y d el pr ocurador. El d erecho a l a as istencia j urídica 

gratuita se reconoce a l a mujer víctima de violencia de género que acredita que 

sus r ecursos e  i ngresos e conómicos, c omputados a nualmente y po r uni dad 

familiar, no s uperan e l dobl e de l Indicador Público de  R enta d e Efectos 

Múltiples (IPREM) vigente en el momento de efectuar la solicitud. Con carácter 

excepcional, puede reconocerse el  derecho cuando sus ingresos no excedan del 

cuádruple del IPREM, en atención a sus circunstancias familiares, obligaciones 

económicas y coste del proceso. Reconocido el  derecho a l a as istencia jurídica 

gratuita, la defensa de los intereses de la víctima, en todos los procesos que sea 

necesario t ramitar, s e r ealiza por  e l m ismo a bogado pe rteneciente a l T urno de  

Oficio E special d e V iolencia d e G énero e stablecido por  l os C olegios de  

Abogados en sus respectivos ámbitos. El derecho a la asistencia jurídica gratuita 

comprende l as s iguientes pr estaciones: asesoramiento y or ientación gratuitos 

previos al proceso; defensa y representación gratuitas por abogado y procurador 

en lo s p rocesos ju diciales y p rocedimientos a dministrativos; inserción g ratuita 

de a nuncios o e dictos e n pe riódicos o ficiales; exención de l pa go d e de pósitos 

necesarios p ara i nterponer r ecursos; as istencia p ericial g ratuita; o btención 

gratuita o reducción de l 80%  d e l os de rechos a rancelarios de  l os doc umentos 

notariales (Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad: 2012: 6-7). 

6) Las víctimas de violencia de género tienen derecho a obtener medidas de 

protección y de seguridad. La ley prevé un  c onjunto de  m edidas con l a 

finalidad de proteger a la víctima y de dotarla de la seguridad que las agresiones 

han violentado. En a lgunos casos son extensivas a  sus hi jos/as (prohibición de  

salida de l p aís, por  e jemplo). A unque algunas de  l as m edidas d e p rotección 

implican la adopción de medidas cautelares (como la prohibición de residencia 

y/o de  a cudir a  un d eterminado l ugar) y, por  c onsiguiente a caban u na ve z 

finalizado e l pr ocedimiento, no de ben confundirse c on éstas. Las m edidas de  

protección y de seguridad están pensadas incluso para continuar aplicándose una 
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vez que  e l procedimiento ha  acabado, con una  l imitación t emporal: no podr án 

acordarse por un tiempo superior a diez años, en los casos de delitos más graves 

y de c inco a ños, e n l os c asos d e d elitos m enos g raves. E l d etalle d e es tas 

medidas s e d etalla en  e l cu adro q ue s e en cuentra m ás ab ajo, co n el  t ítulo: 

“Medidas judiciales de protección y de seguridad para las víctimas”.  

7) Protección frente al incumplimiento de las medidas de protección y 

seguridad de las víctimas. La d esobediencia a l as ó rdenes d e al ejamiento o  

incomunicación decretadas judicialmente frente al agresor en casos de violencia 

contra l a m ujer t ambién es tá p rotegida p enalmente, ap licándose en  estos l a 

figura penal conocida como “delito de quebrantamiento de condena” (art. 468.2 

del CP). 

8) Si una mujer víctima de violencia de género no desea declarar en el juicio, 

puede ampararse en las disposiciones del art. 416 de la Ley de 

Enjuiciamiento Criminal. Dada la especial relación que une a una víctima de 

violencia intrafamiliar con su agresor, si la mujer no desea declarar en el juicio, 

puede ampararse en las disposiciones del art. 416 de  la Ley de Enjuiciamiento 

Criminal, que regula la exención de la obligación de declarar como testigos a las 

personas q ue t engan u n grado d e p arentesco co n el  p rocesado (el agresor) en  

línea d irecta as cendente y d escendente, a s u có nyuge, h ermanos y h ermanas 

consanguíneos o ut erinos y los l aterales consanguíneos hasta e l segundo grado 

civil, a sí c omo los hi jos e  hi jas n aturales de  a mbos pr ogenitores (agresor y 

víctima). 

9) Las víctimas de violencia tienen derecho a que los asuntos civiles 

relacionados l a filiación de sus hi jas e hi jos, maternidad y paternidad, nu lidad 

del matrimonio, separación y divorcio, los que versen sobre relaciones paterno 

filiales, l os que  t engan por obj eto l a a dopción o m odificación d e m edidas de  

trascendencia f amiliar, l os q ue v ersen exclusivamente s obre guarda y c ustodia 

de hijos e hijas menores o sobre alimentos reclamados por un progenitor contra 

el otro en nombre de los hijos e hijas menores, los que versen sobre la necesidad 

de a sentimiento e n l a a dopción y l os que  t engan por  obj eto l a opos ición a  l as 

resoluciones ad ministrativas en  m ateria d e p rotección d e m enores, sean 

tramitados en los juzgados de violencia sobre las mujer. 
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Competencias de los juzgados de violencia sobre la mujer. 

 

Competencias penales.  

Procesos seguidos por: 

 

Competencias civiles. 

En los siguientes asuntos: 

 

 

Competencia civil exclusiva y 
excluyente. Cuando concurran 
simultáneamente los siguientes 

requisitos: 

 

 Los delitos recogidos en los 
títulos del Código Penal 
relativos a homicidio, aborto, 
lesiones, lesiones al feto, delitos 
contra la libertad, delitos contra 
la integridad moral, contra la 
libertad e indemnidad sexuales o 
cualquier otro delito cometido 
con violencia o intimidación, 
siempre que se hubiesen 
cometido contra quien sea o 
haya sido su esposa, o mujer que 
esté o haya estado ligada al autor 
por análoga relación de 
afectividad, aun sin convivencia, 
así como de los cometidos sobre 
los descendientes, propios o de 
la esposa o conviviente, o sobre 
los menores o incapaces que con 
él convivan o que se hallen 
sujetos a la potestad, tutela, 
curatela, acogimiento o guarda 
de hecho de la esposa o 
conviviente, cuando también se 
haya producido un acto de 
violencia de género; 

Procesos seguidos por los delitos 
contra los derechos y deberes 
familiares, cuando la víctima sea 
alguna de las personas señaladas 
anteriormente; 

En la adopción de las 
correspondientes órdenes de 
protección a las víctimas; 

En el conocimiento y fallo de las 
faltas contra las personas y 
contra el patrimonio, cuando la 
víctima sea alguna de las 
personas señaladas como tales 
en el primer párrafo de esta 
columna. 

Los de filiación, maternidad y 
paternidad; 

Los de nulidad del matrimonio, 
separación y divorcio. 

Los que versen sobre relaciones 
paterno filiales. 

Los que tengan por objeto la 
adopción o modificación de 
medidas de trascendencia 
familiar. 

Los que versen exclusivamente 
sobre guarda y custodia de hijos 
e hijas menores o sobre 
alimentos reclamados por un 
progenitor contra el otro en 
nombre de los hijos e hijas 
menores. 

Los que versen sobre la 
necesidad de asentimiento en la 
adopción. 

Los que tengan por objeto la 
oposición a las resoluciones 
administrativas en materia de 
protección de menores. 

 

Que se trate de un proceso civil 
que tenga por objeto alguna de 
las materias indicadas en la 
columna “Competencias 
penales” de este cuadro. 

Que alguna de las partes del 
proceso civil sea víctima de los 
actos de violencia de género 
enunciados en la columna citada 
precedentemente. 

Que alguna de las partes del 
proceso civil sea imputado como 
autor, inductor o cooperador 
necesario en la realización de 
actos de violencia de género. 

Que se hayan iniciado ante el 
Juez de Violencia sobre la Mujer 
actuaciones penales por delito o 
falta a consecuencia de un acto 
de violencia sobre la mujer, o se 
haya adoptado una orden de 
protección a una víctima de 
violencia de género. 
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Medidas judiciales de protección y de seguridad para las víctimas. 

Trámite Tipos de medidas 

 

 

 

¿Quién 
las 
otorga? 

 

 

 

¿Quién puede 
pedirlas? 

 

 

 

¿Dónde 
pedirlas? 

Civiles Penales Sociales 

Se limitan a los 
asuntos de 
familia o que 
tengan por 
objeto la 
adopción de 
medidas con 
trascendencia 
familiar.   

Centradas en 
el agresor y 
básicamente 
orientadas a 
impedir la 
realización de 
nuevos actos 
violentos. 

Tendentes a 
evitar el 
desamparo de las 
víctimas y para 
dar respuesta a 
su situación de 
vulnerabilidad. 

 

 

 

El Juez. 

De oficio 
o a 
instancia 
de parte 

La víctima 

Descendientes, 

ascendientes, 
hermanos/as y 
demás personas 
que convivan con 
la víctima o estén 
bajo su custodia  

El fiscal 

Administración 
de la que 
dependan los 
servicios de 
atención a las 
víctimas o su 
acogida, 

 

 

Juzgado 

Fiscalía 

Policía 

Oficinas de 
atención a la 
víctima 

Servicios 
sociales 

Instituciones 
Asistenciales de 
la 
Administración 
Pública. 

 

Entre l as medidas d e p rotección y s eguridad p ara 
las v íctimas se e ncuentran: l a o rden d e protección 
(regulada en  el  art. 544 de l a LEC, según reforma 
introducida por la Ley 27/2003 de  31 de  julio); l a 
protección d e d atos y  li mitaciones a  la  p ublicidad 
(por ejemplo, los jueces/as pueden acordar que las 
vistas s ean a p uerta cer rada). O tra m edida d e 
protección s e materializa e n l a p osibilidad d e 
efectuar el ca mbio d e ap ellidos d e l a m ujer, 
recogida en el art. 58 de la Ley de Registro Civil. 
Medidas d e salida del d omicilio, alejamiento o 
suspensión de las comunicaciones (el Juez/a puede 
servirse d e métodos t ecnológicos p ara v erificar d e 
inmediato su cumplimiento; puede también ordenar 
la s alida in mediata d el a gresor d el d omicilio y la  
prohibición d e v olver al  mismo, et c.). M edidas d e 
suspensión de  la pa tria pot estad o l a c ustodia de  
menores. M edidas d e s uspensión d el d erecho a l a 
tenencia, porte y uso de armas, etc. 

La ad opción d e es tas medidas i mplica el  d eber d e i nformar p ermanentemente a l a víctima sobre l a 
situación procesal del agresor imputado, así como sobre el alcance y a vigencia de las medidas cautelares 
que se hayan ad optado a su respecto. E n particular, l a víctima será informada en todo momento de la 
situación penitenciaria del agresor y a tal fin se dará cuenta de la orden de protección a la Administración 
penitenciaria.  
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Los protocolos de actuación a nivel estatal. 

 

Los protocolos de actuación son instrumentos elaborados y consensuados por las 

y los diferentes agentes que han de intervenir sobre una problemática determinada, con 

el objetivo de posibilitar intervenciones coordinadas y eficaces, de manera que expresan 

el r esultado de  un t rabajo e n r ed ( Diputación de  B arcelona, 2003:  1) . Nacen de  l as 

necesidades d e co ordinación en tre l os d iferentes s ervicios y p rofesionales d e l os 

diversos ámbitos que  intervienen en los casos de  violencia de  género y a tienden a  l as 

víctimas. Donde más y mejor se han desarrollado ha sido en el ámbito local (Bodelón, 

2008a).  

Los protocolos permiten coordinar el trabajo en red de las instituciones públicas 

y privadas involucradas en la atención de la v iolencia de género, a t res n iveles: local, 

autonómico y estatal, así como las diferentes áreas funcionales en las que se organiza la 

actividad administrativa. Requieren, por un l ado, la puesta en valor de los servicios de 

coordinación ya existentes; por otro, su revisión y perfeccionamiento y, por lo general, 

requieren de  nue vas herramientas d e i ntercambio d e i nformación, p rácticas, 

conocimientos y a ctuaciones. E stas t areas p ermiten co nocer l as co nsecuencias d e l as 

distintas intervenciones, simplificar los procesos y alinear todas las actuaciones hacia la 

consecución d e u na m ayor efectividad ( Ministerio d e S anidad, S ervicios S ociales e 

Igualdad: 2013:110).  A nivel estatal, destacan: 

 

a) La “Instrucción Conjunta de los Ministerios de Justicia, del Interior, de 

Hacienda y Administraciones Públicas, de Empleo y Seguridad Social y de 

Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, sobre el funcionamiento de las 

Unidades de Coordinación y de Violencia sobre la Mujer de las 

Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno y Direcciones Insulares, que 

constituyen la Red Nacional de Unidades de Violencia sobre la Mujer”. Las 

principales disposiciones de esta instrucción giran en torno a la Coordinación de 

las unidades de  violencia sobre la mujer, organismo con e l que  contarán todas 

las D elegaciones d el y Subdelegaciones d el G obierno y D irecciones I nsulares. 

Estas unidades harán el seguimiento y coordinación de los recursos y servicios 



274 

 

de la Administración General del Estado para la atención de las s ituaciones de 

violencia d e g énero en  el  t erritorio. D eberán elaborar un m apa de  r ecursos 

estatales en el territorio y actualización del mismo; seguir el funcionamiento de 

los recursos estatales en el territorio, en su caso, en colaboración con los órganos 

competentes de  l a A dministración ge neral de l E stado: s ervicio t elefónico 016,  

sistema de seguimiento por medios telemáticos de las medidas de alejamiento en 

el ámbito de la violencia de género, oficinas de atención a las víctimas del delito, 

renta activa d e i nserción, ex tranjería, et c. T ambién d eberán colaborar con l as 

unidades c ompetentes e n e l s eguimiento de  pr ogramas s ubvencionados por l a 

administración general del Estado en todo el territorio; proponer la elaboración 

de pr otocolos i nteradministrativos que  t engan p or obj eto m ejorar l a respuesta 

institucional an te l a v iolencia d e género y co operar con ot ros s ervicios de  l a 

administración g eneral d el E stado en  el  t erritorio en  cu estiones d e i nterés 

común. A simismo, de berán c olaborar c on l as a dministraciones a utonómicas y 

locales c ompetentes en m ateria de  vi olencia de  género, i mpulsando la 

elaboración d e pr otocolos de  c oordinación i nterinstitucional e n e l t erritorio; 

fomentando la celebración de convenios para la mejora de la coordinación y la 

colaboración e n el te rritorio ( participación d e la s p olicías lo cales en la  

protección d e l as v íctimas d e l a v iolencia d e g énero, a cceso al  S istema d e 

Seguimiento Integral en los casos de Violencia de Género, colaboración con las 

oficinas de atención a las víctimas del delito, etc.); participando en las reuniones 

de l os ór ganos de  c oordinación i nterinstitucional y l as co misiones d e 

seguimiento de convenios y protocolos formando parte de la representación de la 

administración general de l E stado. Y, por  úl timo, de berán r ealizar un  

seguimiento pe rsonalizado de  c ada s ituación de  vi olencia de  género, que  

consiste en conocer que los mecanismos y medidas existentes para proteger a las 

víctimas de  l a vi olencia de  género y s us hi jos e  hi jas e stán f uncionando 

correctamente. En relación con las víctimas mortales por violencia de género, la 

instrucción di spone que  l as/os delegadas/os y  s ubdelegadas/os del g obierno 

adoptarán l as m edidas n ecesarias p ara garantizar l a i nmediata comunicación a  

las uni dades de  c oordinación y/o vi olencia s obre l a m ujer de l p osible 

fallecimiento de una mujer víctima de violencia de género, así como de uno de 

sus hijos o hijas como consecuencia de la situación de violencia de género, en su 
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respectivo t erritorio. Las uni dades de  vi olencia realizarán un análisis de  c ada 

caso de  ví ctima m ortal, que  c ontempla t anto l a r emisión de  i nformación a  l a 

Delegación del Gobierno para la Violencia de Género, como la convocatoria de 

una reunión de coordinación con los Organismos e Instituciones que participan y 

colaboran en  l a l ucha contra l a v iolencia d e género en el  t erritorio, y l a 

realización del correspondiente informe analizando, en cada caso, la aplicación 

de l as m edidas y recursos ex istentes o  u tilizados, a ef ectos d e p revenir l a 

violencia de género y garantizar una protección integral a sus víctimas. 

b) El “Protocolo para la implementación de la orden de protección”, elaborado 

por la comisión de seguimiento de la implantación de la orden de protección de 

las víctimas de violencia doméstica y firmado por: el Consejo General del Poder 

Judicial, la  Fiscalía General del Estado, el  Consejo General de l a Abogacía, el  

Consejo General de Procuradores, los Ministerios de Justicia, Interior y Trabajo 

y Asuntos S ociales, a sí c omo l a Generalitat de C ataluña, l a Generalitat 

valenciana, la Comunidad de Madrid, la Junta de Andalucía, el Gobierno Vasco 

y  el Gobierno de Navarra. Este protocolo determina los principios básicos que 

deben regir la orden de protección, que son: 1.- el principio de protección de la 

víctima y de l a familia, que reconoce que el  acceso a u na o rden de p rotección 

constituye un derecho d e l a v íctima; 2 .- El p rincipio de  aplicación general, de  

acuerdo con e l cual e l j uez debe poder ut ilizar l a orden de  protección s iempre 

que l a co nsidere n ecesaria p ara as egurar l a p rotección d e l a v íctima, co n 

independencia de que el supuesto de violencia de que se trata sea constitutivo de 

delito o de  f alta. 3. - El pr incipio de  ur gencia, s egún e l c ual l a o rden de  

protección –sin detrimento de las oportunas garantías procesales y del principio 

de proporcionalidad- se debe obtener y ejecutar con la máxima celeridad posible. 

4.- El p rincipio d e acce sibilidad, q ue s ignifica que l a r egulación e ficaz d e l a 

orden de  pr otección e xige l a a rticulación de  un pr ocedimiento s encillo y 

accesible a todas las víctimas de delitos de violencia doméstica. 5.- El principio 

de integralidad, de acuerdo con el  cual l a concesión de l a o rden de p rotección 

debe provocar, de una vez y de manera automática, la obtención de un e statuto 

integral d e p rotección p ara l a v íctima q ue act ive u na acci ón d e t utela y que 

concentre l as m edidas d e n aturaleza p enal, ci vil y d e pr otección s ocial. 6.- El 

principio de  ut ilidad p rocesal, qu e pr escribe que  l a or den d e pr otección de be 
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facilitar, ad emás, l a acción d e l a p olicía j udicial y el  p roceso de i nstrucción 

criminal subsiguiente, en especial, por lo que respecta a la recogida, tratamiento 

y conservación d e l as pruebas. E ste pr otocolo di spone l os pr ocedimientos a  

seguir en  l as d iferentes etapas d e t ramitación d e u na o rden d e p rotección, p or 

todos l os or ganismos i nvolucrados. E stas e tapas s on: l a f ase i nicial o de  

solicitud, la  f ase d e ad opción y  l a f ase d e ej ecución. T ambién d ispone l os 

criterios r elativos a l a as istencia j urídica y r epresentación p rocesal de l as 

víctimas durante la tramitación de una orden de protección (en especial, lo que 

concierne a l a as istencia j urídica gratuita) y l as m edidas r elacionadas con el  

registro y la divulgación de la orden. Por último, este protocolo dispone que en 

virtud de  l a Recomendación de l C onsejo d e Europa ( 2002) de l C omité de  

Ministros sobre la protección de las mujeres contra la violencia (adoptada el 30 

de abril de 2002), es necesario fomentar la “formación especializada de las y los 

profesionales que se enfrentan a la violencia contra las mujeres”, motivo por el 

cual devienen de especial importancia los planes de  formación que  desarrollen 

las di ferentes i nstituciones y a dministraciones p úblicas. S e c onsidera q ue un 

enfoque mu ltidisciplinar, a  p artir d e la  p articipación e n u na mis ma a ctividad 

formativa de las/os diferentes profesionales afectados/as, contribuye a mejorar la 

calidad d e l a formación, de  m anera que  t odas l as pe rsonas que  asistan a  e stas 

actividades pueden acceder al problema desde diferentes perspectivas. 

c) El “ Protocolo de coordinación entre las órdenes jurisdiccionales penal y 

civil para la protección de las víctimas de violencia doméstica”, elaborado 

por la comisión de seguimiento de la implantación de la orden de protección de 

las víctimas de violencia doméstica y firmado por el Consejo General del Poder 

Judicial, la  Fiscalía General del Estado, el Consejo General de la Abogacía, el  

Consejo General de Procuradores, los Ministerios de Justicia, Interior y Trabajo 

y Asuntos S ociales, a sí c omo l a Generalitat de C ataluña, l a Generalitat 

valenciana, la Comunidad de Madrid, la Junta de Andalucía, el Gobierno Vasco 

y  e l Gobierno de Navarra, establece los criterios para la coordinación entre los 

dos ór denes j urisdiccionales. E stá de stinado, b ásicamente, a proporcionar a  l a 

víctima un m arco i ntegral de  pr otección, e vitando que  s e di cten resoluciones 

contradictorias, p roporcionando a  l os j uzgados c iviles un a decuado 

conocimiento de  l as a ctuaciones r ealizadas e n l os j uzgados de  i nstrucción e n 
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asuntos de  vi olencia dom éstica y de  género, f avoreciendo l a a dopción de  l as 

resoluciones q ue r esulten m ás ad ecuadas y f acilitando q ue el  j uzgado ci vil 

correspondiente pueda adoptar, dentro de los plazos legales, la resolución sobre 

la ratificación, la modificación o el levantamiento de las medidas civiles dictadas 

por una orden de protección. 

d) El “Protocolo de actuación y coordinación de Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado y Abogados ante la violencia de género regulada en la 

ley orgánica 1/2004, de medidas de protección integral contra la violencia 

de género”, p or s u p arte, es tablece l os cr iterios d e  coordinación e ntre l as 

Fuerzas y Cuerpos de  Seguridad d el Estado -a t ravés de l as D ependencias del 

Cuerpo Nacional de Policía y de la Guardia Civil- y los Colegios de Abogados, 

con la finalidad de que el/la letrado/a pueda asistir a l a concreta víctima con la 

mayor celeridad posible. Este protocolo, aprobado por el Comité Técnico de la 

Comisión Nacional de Coordinación de la Policía Judicial en su reunión de 3 de 

julio de  2007, complementa –en e l ámbito de l as Fuerzas y C uerpos de  

Seguridad del Estado- lo dispuesto en el “Protocolo de Actuación de las Fuerzas 

y Cuerpos de  S eguridad y de  C oordinación c on l os ór ganos j udiciales p ara l a 

protección d e l as ví ctimas de  vi olencia dom éstica y de  género”. T iene por  

finalidad garantizar y homogeneizar el  s ervicio d e as istencia l etrada en  l a 

formulación y presentación de la denuncia y solicitud de la orden de protección; 

mejorar el servicio policial a la víctima y la formulación policial del atestado, y 

establecer pautas generales para la información y asistencia a la víctima, tanto de 

los aspectos judiciales como de las posibles prestaciones y medidas sociales, en 

cumplimiento del Acuerdo de Consejo de Ministros, de 22 de junio de 2007. 

e) El Protocolo Común para la Actuación Sanitaria ante la Violencia de 

Género (2006), e laborado por  l a elaborado por  l a C omisión de  Violencia d e 

Género del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, teniendo en 

cuenta el criterio de numerosos expertos/as y la labor ya desarrollada en algunas 

Comunidades Autónomas. Este documento t iene por  obj eto proporcionar a  l os 

profesionales s anitarios una s pa utas de  a ctuación hom ogéneas e n l os c asos de  

violencia dirigida de forma específica contra las mujeres, tanto en la atención y 

seguimiento, como en la prevención y diagnóstico temprano. 
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f) El “Protocolo médico forense de valoración urgente del riesgo de violencia 

de género” (2011), elaborado por el Ministerio de Justicia, con la participación 

de num erosos di rectores de  i nstitutos de  m edicina l egal y de  r econocidos/as 

expertos/as en  l a m ateria, con l a f inalidad de r esponder a l a i nmediatez de los 

procedimientos p or v iolencia ma chista e n e l á mbito ju dicial, d irigidos, e n 

especial, a la protección de las víctimas.  

    

     A nivel autonómico, también existen protocolos de coordinación. Los realizados en 

el marco de las competencias de la Generalitat de Cataluña serán comentados en 5.6,  

donde t ambién s e i ncluirán de talles d e a lgunos de  l os s ervicios vi nculados a  l a 

protección judicial de las víctimas. A su vez, en el capítulo 4 s e analizarán algunas de 

las di ficultades de  coordinación e ntre los d iferentes o rganismos e i nstancias d e 

intervención en la violencia de género que se han detectado durante el trabajo de campo 

cualitativo ( entrevistas s emi-dirigidas) realizado e n e sta i nvestigación y, e n 

consecuencia, s e an alizarán al gunos d e l os p roblemas de  a plicación de  l os pr otocolos 

que s e aplican e n l a Comunidad A utónoma de C atalunya, t anto e statales c omo 

autonómicos.     

 

5.4. Las legislaciones autonómicas.  
 

De conformidad con una i nterpretación s istemática de l as normas constitucionales 

que regulan las competencias exclusivas del Estado y las que les pueden ser asumidas 

por l as C omunidades A utónomas, é stas úl timas t ambién ha n l egislado e n l a m ateria 

(Constitución E spañola, a rtículos 149.1 y 147. 2). A lgunas, ha n de sarrollado de  una  

manera más extensa algunos de los derechos reconocidos en la citada legislación estatal, 

incluso antes de que se sancionara la legislación estatal y sitúan claramente el problema 

de l a v iolencia s obre l as m ujeres en el ám bito d e l os d erechos, m ás q ue en  el d e l as 

políticas de  seguridad ( Bodelón, 2008a ). Tal e s e l caso, por  e jemplo, d e l a Ley Foral 

22/2002, de l P arlamento de  N avarra, de  2 d e j ulio, de  m edidas i ntegrales c ontra l a 

violencia sexista (BOE, Núm. 199, de 20 de agosto de 2002); de la Ley 16/2003, de 8 de 

abril, de prevención y protección integral de las mujeres contra la violencia de género 

del Parlamento de Canarias (BOE de Canarias núm. 86, de 7 de mayo de 2003) o de la 
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Ley 1/2004, de 1 de abril, integral para la prevención de la violencia contra las mujeres 

y de protección a sus víctimas de Cantabria, Parlamento de Cantabria, BO de Cantabria 

núm. 70, de 12 de abril de 2004. 

Las C omunidades A utónomas de  M adrid, A ragón, G alicia y C ataluña, regularon 

este tema con posterioridad a la entrada en vigor de la ley estatal (Ley 5/2005, de 20 de 

diciembre, integral contra la violencia de género de la Comunidad de Madrid, BO de la 

Comunidad de  Madrid núm. 310, de  29 de  di ciembre de  2005;  Ley 4/2007, de  12 de  

marzo, de violencia de género de Aragón, Cortes de Aragón, BO de Aragón núm. 41, de 

9 de  a bril de  2007;  Ley 11/2007, de  27 de  j ulio, s obre nor mas r eguladoras de  

prevención y el tratamiento integral de la violencia de género del Parlamento de Galicia, 

DO de Galicia núm. 152, de 7 de agosto de 2007; Ley 13/2007, de 26 de noviembre, de 

medidas de  pr evención y p rotección i ntegral c ontra l a vi olencia d e genero de l 

Parlamento de  A ndalucía, B O J unta de  A ndalucía núm . 247, de  18 de  diciembre de  

2007 y Ley 5/2008, de 24 de  abril, del derecho de las mujeres a erradicar la violencia 

machista, respectivamente). 

  Otras co munidades au tónomas h an h echo r eferencia al  t ema en  s us l egislaciones 

sobre i gualdad entre ho mbres y m ujeres, c omo es e l c aso de  l a Ley 1/2003, de  3 d e 

marzo, de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres de las Cortes de Castilla 

y León (BOE de Castilla y León núm. 46, de 7 de marzo de 2003); de la Ley 7/2007, de 

4 de  abril, de  Igualdad de l a R egión de  M urcia ( Asamblea R egional de  M urcia, B O 

Región de  M urcia núm . 91, de  21 de  a bril d e 2007) ; l a Ley 12/ 2006, de 20 de  

septiembre de 2006, de la Mujer de les Illes Balears, del Parlamento Balear (BOE Illes 

Balears núm. 135, de 26 de septiembre de 2006). 

La Ley 5/2008, de  24 de  abril, de l derecho de  l as mujeres a  erradicar l a violencia 

machista, en conexión con la ley Navarra, que habla de violencia sexista, es una de las 

que captura de manera óptima el concepto de violencia contra las mujeres, la denomina 

violencia machista y constituye una de las legislaciones autonómicas que ha permitido 

más avances en el desarrollo de derechos de las víctimas de este tipo de violencia.  

 Dado que en el territorio catalán se han realizado las entrevistas que se analizarán 

en el  C apítulo 4 , s e d edicará u na es pecial at ención al  an álisis d e es ta n orma y a l os 
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protocolos y de más m ecanismos d e acces o a l a justicia q ue d erivan d e su ap licación 

integrada con la LO 1/2004. 

 

5.4.1. La Ley 5/2008, de 24 de abril, del derecho de las mujeres a erradicar la 
violencia machista (Parlamento de Catalunya). 
 

Esta l ey reconoce ex presamente y r egula el d erecho d e l as m ujeres a e rradicar l a 

violencia machista. En consecuencia, tiene por objetivos: 

a) Erradicar l a v iolencia machista y r emover l as es tructuras s ociales y los 

estereotipos culturales que la perpetúan. 

b) Establecer medidas integrales de prevención, detección y sensibilización, con el 

fin de erradicarla de la sociedad. 

c) Reconocer los derechos de las mujeres que la sufren a la atención, la asistencia, 

la protección, la recuperación y la reparación integral. 

Como especifica su preámbulo, la ley catalana nace en el contexto de una profunda 

transformación de  l as pol íticas públ icas e n e l á mbito a utonómico de  r eferencia, que  

tiene la f inalidad de  dar un marco normativo a  l a t ransversalidad de  la pe rspectiva de  

género en todos los ámbitos y que confía en que contribuirá a hacer posible el ejercicio 

de una democracia plena. Por lo tanto, vincula el problema de la violencia machista al 

reconocimiento s ocial y j urídico de  l as m ujeres. E n e ste s entido, e sta nor ma a puesta 

claramente por ir más allá del marco de la igualdad de oportunidades y avanzar hacia el 

desarrollo de políticas públicas de mayor alcance, capaces de cambiar la estructura de la 

desigualdad social entre mujeres y hombres (Astelarra, 2008: 97). 

La l ey c atalana i ncorpora una  d efinición j urídica de  violencia ma chista y la  

considera co mo v iolencia q ue s e ej erce contra l as m ujeres co mo m anifestación d e l a 

discriminación y de la situación de desigualdad en el marco de un sistema de relaciones 

de poder de  los hombres sobre las mujeres (artículo 3) . Entre las formas de v iolencia 

machista que contempla se encuentran (artículo 4): 

- Violencia física: definida como cualquier acto u omisión de fuerza con resultado 

o riesgo de producir una lesión física o un daño. 
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- Violencia psicológica: toda c onducta u om isión i ntencional que  pr oduzca una  

desvaloración o un sufrimiento por medio de amenazas, humillación, vejaciones, 

insultos, entre otros. 

- Violencia sexual y abusos sexuales: es cualquier act o d e n aturaleza s exual n o 

consentido por las mujeres con independencia de que la persona agresora pueda 

tener con la mujer una relación conyugal, de pareja, afectiva o de parentesco 

- Violencia económica: es la privación intencionada y no justificada de recursos y 

la l imitación e n l a di sposición de  l os r ecursos pr opios o c ompartidos en  el  

ámbito familiar o de pareja. 

A su vez, la ley define diferentes ámbitos de la violencia machista (artículo 5), 

entre los que se encuentran los siguientes: 

- Ámbito de la pareja: es la violencia perpetrada contra una mujer por un hombre 

que e s o ha  s ido s u có nyuge o  co n l a q ue h a tenido r elaciones s imilares d e 

afectividad. 

- Ámbito familiar: es l a v iolencia ej ercida co ntra u na m ujer p erpetrada p or 

integrantes de la misma familia. 

- Ámbito laboral: es la violencia que se puede producir en el centro de trabajo y 

durante la jornada laboral o fuera de este entrono si tiene relación con el trabajo 

y que puede adoptar dos tipologías, acoso por motivo de sexo y acoso sexual. 

- Ámbito social o comunitario: comprende l as agresiones s exuales, el t ráfico y 

explotación sexual de mujeres y niñas, la mutilación genital femenina o el riesgo 

de s ufrirla, l os m atrimonios f orzados, l a vi olencia de rivada de  c onflictos 

armados y la violencia contra los derechos sexuales y reproductivos. 

Para ej ercer l os d erechos r econocidos a l as mujeres, l a Ley amplía el  ab anico d e 

instrumentos de  i dentificación d e l a vi olencia machista, c on r elación a l os r equisitos 

contemplados en la ley estatal 1/2004 y, en consecuencia, considera que la situación de 

violencia se puede acreditar con los siguientes elementos: 

- Sentencia de cualquier orden jurisdiccional, incluso si no ha adquirido firmeza. 

- Orden de protección vigente. 

- Informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 

- Cualquier medida cautelar judicial. 

- Atestado de las fuerzas y cuerpos de seguridad. 

- Informe médico o psicológico del centro sanitario. 
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- Informe d e l os s ervicios s ociales d e at ención p rimaria, s ervicios d e aco gida y 

recuperación, servicios de intervención especializada y unidades especializadas 

de las fuerzas y cuerpos de seguridad. 

- Informe del Instituto Catalán de las Mujeres 

 

Esta ampliación de  derechos, s in embargo, no e s aplicable a  los derechos que  son 

desarrollados por  leyes estatales, como los derechos laborales y de la seguridad social 

que se comentaron en el análisis de la LO 1/2004 (ver punto 5.3 de este capítulo). 

   

5.4.2. Los principales servicios de atención en Cataluña. 
 

La r ed d e at ención a l a violencia m achista, en C ataluña, es tá i ntegrada p or un 

conjunto de servicios, algunos de ellos son brindados por el estado español, ot ros son 

propios de esta Comunidad Autónoma. A continuación se describen los más relevantes 

de es te s istema. Algunas de l as personas de referencia que p restan funciones en  es tos 

servicios ha n s ido e ntrevistadas pa ra e ste e studio, de  c onformidad c on lo que  s e 

explicitará en el capítulo 4.  

 

La policia catalana – Mossos d’Esquadra  

 

La P olicía d e l a G eneralitat - Mossos d'Esquadra, es  l a p olicía p ropia d e 

Cataluña. Dentro de este cuerpo policial, los “Grupos de Atención a la Víctima” (GAV) 

son las unidades especializadas que se encargan de recoger las denuncias por violencia 

machista. Los GAV es tán u bicados en  l as á reas b ásicas p oliciales ( ABP) y en l as 

comisarías de distrito.  

Cuando los GAV no pueden atender un caso, lo hacen las Oficinas de Atención a 

la C iudadanía ( OAC), cuya función pr incipal e s l a r ecogida de  de nuncias de  á mbito 

penal.  
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En e l á mbito mu nicipal, la s p olicías lo cales ta mbién tie nen c ompetencias d e 

protección, seguridad o atención en situaciones de violencia machista. Según una de las 

entrevistas r ealizadas c on el  r esponsable d e u n G AV d el ár ea m etropolitana d e 

Barcelona (ver capítulo 4), se tramitan una media mensual de unas 45-60 denuncias por 

violencia de género y doméstica, la mayoría en fines de semana y por las noches.  

En cuanto a la formación en la materia, no existen cursos específicos obligatorios, 

pero el Instituto de Seguridad Pública de Catalunya incluye esta temática en algunos de 

los siguientes ámbitos: 

a) Los contenidos d e l a f ormación Básica: S eminario obl igatorio s obre vi olencia 

machista, de 6 horas de duración, distribuidas en tres sesiones de dos horas cada 

una, donde se desarrolla una formación por parte de los y las profesionales que 

trabajan directamente en la atención de casos de violencia machista. 

b) Los contenidos de la formación especializada para los efectivos que deben hacer 

esta formación para trabajar en un destino concreto (GAV, OAC, etc.). 

c) Los contenidos de la formación para la promoción, dirigida a personal que  debe 

hacer es ta f ormación para p romocionarse ( una v ez ap robada l a fase d e 

oposición). 

En a bril d e 2007  e l Departamento de  Interior, R elaciones Institucionales y 

Participación, c reó el “Programa de Seguridad contra la Violencia Machista” (PSVM) 

en Catalunya. Tal como señala su ex-directora (García, 2009: 19), los objetivos de este 

Programa eran: 

“Liderar l as act uaciones es tratégicas n ecesarias en el  m arco d e l a s eguridad 

pública p ara el  ab ordaje i ntegral d el f enómeno de l a v iolencia m achista co n 

criterios de excelencia y garantizando los derechos de ciudadanía de las mujeres, 

como el  d erecho a v ivir s in v iolencia, el  d erecho a l a at ención d e calidad, el  

derecho a la protección y a la seguridad”. 

El PSVM estaba encargado de la formación de profesionales de la seguridad, del 

conocimiento de l f enómeno78 y d el abordaje p olicial d e l a v iolencia m achista. 
                                                           
78 Por ej emplo, el  P SVM, en  colaboración co n el  I nstituto C atalán d e l as M ujeres y l a R egiduría d e 

Mujeres d el A yuntamiento d e B arcelona, s e en cargó d e la r ealización d e l a E ncuesta d e V iolencia 
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Juntamente con la Comisión para la elaboración del Modelo de  a tención policial para 

mujeres que sufren violencia machista y con la Dirección General de la Policía, dentro 

de es te P rograma s e el aboraron u na s erie de pr ocedimientos pa ra e stablecer unos  

estándares básicos para una actuación policial adecuada.  

Actualmente, el PSVM ya no existe como tal. La re-estructuración institucional 

que s iguió a l cambio de  autoridades de  la Generalitat de Cataluña, a f inales de 2010, 

dio por resultado que las tareas desarrolladas en este programa fueran asumidas como 

una “política permanente del Departamento de Interior, desarrollada desde la Dirección 

General de Administración de Seguridad”79. Desde esta área se ha elaborado un nuevo 

Plan de seguridad y atención a l as víctimas de violencia machista y doméstica, que fue 

presentado en mayo de 2011. De acuerdo con esta nueva línea de actuación, las políticas 

de seguridad relacionadas con la violencia machista han perdido la especificidad que las 

había car acterizado en  l a g estión an terior, p ues el  p rograma an tes es taba d irigido 

exclusivamente a mujeres y ahora también abarca a menores y gente mayor, aunque, en 

el c aso de  e stos dos  úl timos c olectivos, c omprende s olo l a vi olencia e jercida en el  

ámbito doméstico80.     

 

 

 

                                                                                                                                                                          
Machista en Cataluña (EVMC) con una muestra de más de 14.000 mujeres y 1.500 hombres. Presentada 

en diciembre de 2010, la EVMC demostró que “una de cada 4 mujeres residentes en Cataluña ha estado 

objeto de alguna agresión machista grave a lo largo de su vida”.  

79 Ver l a p ágina web del D epartamento d e I nterior d e l a Generalitat d e www.gencat.cat (Seguridad 

/Violencia Machista). 

80 De acu erdo co n l o q ue d ispone el  ci tado P lan d e s eguridad y  at ención a l as v íctimas d e v iolencia 

machista y doméstica: “El concepto de violencia doméstica hace referencia al  l ugar donde suceden los 

hechos delictivos, es decir, en el sí de la familia o en el espacio doméstico (el hogar)”: www.gencat.cat 

(Seguridad / Violencia M achista. Ú ltima c onsulta: 27 de  e nero de  201 4). E l co ncepto d e v iolencia 

machista recogido en la Ley 5/2008, de 24 de abril, del derecho de las mujeres a er radicar la violencia 

machista, como ya hemos comentado, trasciende el ámbito doméstico (ver Artículo 5). 

http://www20.gencat.cat/portal/site/interior/menuitem.d6065af4285804b4d231c6abb0c0e1a0/?vgnextoid=74d4cf79d6896210VgnVCM1000008d0c1e0aRCRD&vgnextchannel=74d4cf79d6896210VgnVCM1000008d0c1e0aRCRD&vgnextfmt=default
http://www.gencat.cat/
http://www.gencat.cat/
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Los Juzgados especializados. 

 

En B arcelona h ay 5  J uzgados es pecializados en  V iolencia s obre l a M ujer ( o 

Juzgados VIDO, tal como se los conoce en esta ciudad, de acuerdo con su abreviación 

en l engua c atalana81), t odos l os c uales f ueron creados po r di sposición de  l a Ley 

Orgánica 1/ 2004, de  28  de  di ciembre, de  M edidas de  P rotección Integral c ontra l a 

Violencia de Género (artículos 43 y ss.).   

De a cuerdo a  l o e xpresado por  l os j ueces e ntrevistados (ver C apítulo 4), l a 

mayoría de los casos que llegan a estos Juzgados se inician con la denuncia presentada 

por la  mu jer en la  c omisaría d e p olicía; o tras v ías d e in icio d e la  investigación 

(intervención di recta de  l a pol icía, de nuncias de  of icio f ormuladas de sde Juzgados o  

Fiscalías, denuncias r ealizadas por p rofesionales de l a s alud o  personas vecinas, et c.) 

son menos corrientes. 

Como s e ha  s eñalado e n e l punt o 5.3  de l pr esente c apítulo, l os J uzgados de  

Violencia sobre la Mujer tienen competencia tanto en el orden penal como en el orden 

civil. N o s e t rata d e t ribunales e speciales ni  ha n s upuesto l a c reación de una  nue va 

jurisdicción, sino que constituyen tribunales ordinarios, pertenecientes a la demarcación 

y planta j udicial r eguladas por  l as l eyes que  regulan l a j urisdicción o rdinaria ( Ley 

Orgánica del Poder Judicial y Ley de Demarcación y P lanta Judicial). Estos juzgados 

comenzaron a funcionar en el mes de junio de 2005.  

Durante l os pr imeros a ños de  f uncionamiento de l os J uzgados de  V iolencia 

sobre la  M ujer, s us titu lares n o te nían una f ormación es pecífica obligatoria en  la 

materia. El hecho de que no existiera esta obligatoriedad y de que los primeros años de 

la l ey l os j ueces/zas q ue ej ercían s u ca rgo e n es tos J uzgados l o h icieran s in es a 

formación fue d enunciado por  or ganizaciones de m ujeres y o tras o rganizaciones d e 

derechos humanos, entre otras, y fue advertido como un obstáculo para la aplicación de 

la LO 1/2004, por el propio Consejo General del Poder Judicial82. 

                                                           
81 VIDO es la abreviatura, en catalán, de “violència sobre la dona” (violencia sobre la mujer). 

82 Ver en especial el informe de Amnistía Internacional “Obstinada realidad, derechos pendientes” y la 

recomendación d el “Informe del Grupo de Expertos/as en violencia de género y doméstica del CGPJ 
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Las reformas introducidas a l a Ley Orgánica  6/1985, de 1 d e julio, del Poder 

Judicial y al Reglamento de la Carrera Judicial83, a través de la Ley Orgánica 1/2009, 

de 3 de  noviembre84, i ncluyeron l a obligatoriedad de l a formación especializada para 

los y l as t itulares de  l os Juzgados de  V iolencia s obre l a M ujer y de más ór ganos 

especializados d el P oder J udicial ( secciones p enales y ci viles es pecializadas d e l as 

Audiencias Provinciales, Juzgados Penales especializados)85. Desde marzo de 2010, e l 

Consejo G eneral de l P oder J udicial ( CGPJ) o rganiza c ursos de  f ormación e n e sta 

materia, de manera regular. 

Las estadísticas judiciales sobre violencia de género en la pareja o expareja son 

elaboradas p or l os/las s ecretarias d e l os J uzgados d e V iolencia s obre l a M ujer, a 

petición del CGPJ. Se publican en la página web de esta institución86.  

 

 

                                                                                                                                                                          
acerca de los problemas técnicos detectados en la aplicación de la LO 1/2004”, de  Enero de 201 1 

(Capítulo VIII, pp. 42-43). 

 
83 El reglamento de la Carrera Judicial vigente en aquel momento fue derogado mediante el Acuerdo de 

28 de  a bril de  2011, de l Pleno de l C onsejo G eneral de l P oder J udicial, po r e l qu e s e a prueba e l 

Reglamento 2/2011 de la Carrera Judicial (actualmente en vigor). 

 

84 Ley O rgánica 1/2009, de  3  de  n oviembre, complementaria d e l a L ey d e r eforma d e l a l egislación 

procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial, por la que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, 

de 1 de julio, del Poder Judicial. 

85 El actual artículo 329, 3 bis de la Ley orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, establece que: 

“Los que obtuvieran plaza por concurso o ascenso en Juzgados de Violencia sobre la Mujer, en Juzgados 

de l o P enal es pecializados en  v iolencia d e género o  en  Secciones p enales y ci viles e specializadas en  

violencia de género deberán participar, antes de tomar posesión de su nuevo destino, en las actividades de 

especialización en materia de violencia de género que establezca el Consejo General del Poder Judicial”. 

86 La d irección d e es ta p ágina web es  l a s iguiente: 

http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Estadistica_Judicial/Informes_estadisticos/ch.Informes_perio

dicos.formato3 (Violencia sobre la Mujer). Última consulta: 27 de enero de 2014. 
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La Fiscalía. 

 

Como también se ha comentado anteriormente (ver punto 5.3 de este capítulo)  la 

LO 1 /2004 s e cr eó l a f igura d e l a F iscalía co ntra l a V iolencia s obre l a M ujer, co n 

categoría de Fiscal de Sala (Título V, tutela judicial, capítulo V), procediendo así a l a 

aplicación de un modelo de especialización de la Fiscalía: 

“El modelo inaugurado pone en manos del Fiscal de Sala la responsabilidad de 

encabezar, d irigir y co ordinar l a r ed d e F iscales es pecialistas en v iolencia d e 

género, materia socialmente tan sensible que hace necesario constituir Secciones 

contra la Violencia sobre la Mujer en todas y cada una de las Fiscalías, conforme 

a un m odelo hom ogéneo y p re-establecido q ue –por s upuesto– considerará l as 

diferencias de tamaño, disponibilidad de plantilla y volumen de actividad”. 

“Este modelo de especialización coordinado en vertical permitirá una dirección 

mucho m ás á gil, c oherente y eficaz, y po r c onsiguiente, el f ortalecimiento de l 

principio de  uni dad de  a ctuación c onsagrado por  e l a rtículo 24  de l a 

Constitución, cuyo corolario d irecto es l a i gualdad en  l a aplicación de l a l ey a 

todos los ciudadanos”. 

“La f igura d el F iscal Delegado co ntra l a V iolencia s obre l a M ujer, q ue 

coordinará t odas l as ac tuaciones d el M inisterio F iscal en  es ta m ateria, s e 

presenta como u na v aliosa s íntesis q ue s e nutre d e l os as pectos m ás 

aprovechables d el m odelo d e Fiscalía E special y de l as v entajas d el esquema 

tradicional de organización y funcionamiento del Ministerio Público. Es preciso, 

no obstante, una importante adaptación estructural y organizativa, y articular la 

figura d el Fiscal Delegado y l as S ecciones es pecializadas como eje d el 

reforzamiento y la modernización institucional, de manera que permita superar 

la es tructura generalista y  horizontal d e l as F iscalías territoriales” (Instrucción 

número 7/2005 de la Fiscalía General del Estado, p. 6).  

Este modelo “se articula como una auténtica Unidad especializada y organizada, 

con e ntidad pr opia y e specíficos cometidos, i ntegrada e n e l o rganigrama de l 

funcionamiento y servicios de cada fiscalía” (...) Con un “sistema piramidal asimétrico” 
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(Mariflor de Torres, 2006:  125), pero no s e trata de una f iscalía especial propiamente 

dicha (como lo serían, por citar un ejemplo, las Fiscalías Antidroga).   

En t anto que  no s e constituye como F iscalía E special, la in tervención del/la 

Fiscal contra la Violencia en procesos penales, está limitada a los “delitos que revistan 

“especial trascendencia”, siendo el Fiscal General del Estado quien debe dar contenido 

a es te concepto j urídico indeterminado ( Instrucción núm ero 7/ 2005 d e l a Fiscalía 

General del Estado, p. 8 ). En cualquier caso, las circunstancias de relevancia especial 

que j ustifiquen di cha i ntervención e starían d ada por  l as s iguientes: “número de  

víctimas, gravedad intrínseca del hecho, repercusión o trascendencia pública o social de 

la conducta infractora, calidad del sujeto activo o pasivo de la infracción, o c ualquier 

otra ci rcunstancia s imilar” ( Instrucción núm ero 7/ 2005 de  l a F iscalía G eneral de l 

Estado, p. 8). 

La Ley 24/2007, de 9 de  octubre, por la que se modifica la Ley 50/1981, de 30 

de diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, dispuso una serie 

de m edidas q ue refuerzan el  p apel d el/la F iscal en  l os p rocedimientos p enales y, en  

consecuencia, en los que se sustancian por violencia de género. Así, esta Ley establece, 

entre otras, que corresponde al Ministerio Fiscal: 

“Intervenir en el proceso penal, instando de la autoridad judicial la adopción de 

las medidas cautelares que procedan y la práctica de las diligencias encaminadas 

al esclarecimiento de los hechos o instruyendo directamente el procedimiento en 

el ámbito de lo dispuesto en la Ley Orgánica reguladora de la Responsabilidad 

Penal de los Menores, pudiendo ordenar a la Policía Judicial aquellas diligencias 

que estime oportunas”.  

Y, también, por otro lado, le impone el deber de 

“Velar por la protección procesal de las víctimas y por la protección de testigos 

y pe ritos, promoviendo l os m ecanismos pr evistos pa ra que  r eciban l a a yuda y 

asistencia e fectivas” ( según l a r edacción act ual d e l os ar ts. 3 .5 y 3 .10, 

respectivamente, de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del Estatuto 

Orgánico del Ministerio Fiscal). 

http://noticias.juridicas.com/base_datos/Penal/lo5-2000.html
http://noticias.juridicas.com/base_datos/Penal/lo5-2000.html
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Así pues el Ministerio Fiscal es una figura de suma importancia para perseguir 

el delito de violencia de género como violación de los derechos fundamentales de las 

mujeres y p ara v elar p or l a p rotección p rocesal, es pecialmente d e l as v íctimas, p ero 

también de las y los testigos y peritos que intervienen en los procedimientos. 

 

Las Oficinas de Atención a la Víctima del Delito (OAVD) 

 

Las O ficinas d e Atención a l a Víctima d el D elito ( OAVD) f ueron creadas en  

1996 por  e l D epartamento de  J usticia de  C atalunya, con l a f inalidad d e of recer una  

atención personalizada y observar el proceso penal como un todo y desde un modelo de 

justicia r estaurativa. Los o bjetivos g enerales d e l as O AVD s on o frecer una at ención 

integral a  to das la s v íctimas d e c ualquier d elito o  f alta y garantizar el  r espeto d e l os 

derechos de las víctimas.  

Las O AVD s on el punt o de  referencia en c uanto a  i nformación, or ientación, 

soporte, atención y derivación a los recursos especializados de todas aquellas personas 

que ha n s ido ví ctimas de  un de lito o d e u na f alta. D esde l as ú ltimas r eformas 

legislativas en materia de medidas judiciales de protección a las víctimas (LO 27/2003 y 

LO 1/2004), las OAVD son el punto de coordinación de las medidas de protección que 

dictan los órganos judiciales para todas las víctimas que residen en Cataluña87. 

En junio de 2009 e l Departamento de Justicia de la Generalitat de Cataluña publicó el 

“Programa-marco de ordenación de la atención integral de las víctimas de la Oficina de 

Atención a la Víctima del Delito”, en el cual se especifica el Programa de intervención 

especializada en los juzgados de violencia sobre la mujer. Las OAVD pueden intervenir 

antes d e l a co mparecencia an te el j uzgado, estableciendo u na ci ta con l a d enunciante 

media hora antes. Como dice el Protocolo: 

                                                           
87 Ver el “Protocolo para la implantación de las órdenes de protección de las víctimas de violencia de 

género” y el “Protocolo de coordinación entre los órganos jurisdiccionales penal y civil para la protección 

de las víctimas de violencia de género”. 
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“En este contexto, el/la referente de la OAVD puede hacer una valoración sobre: 

si hay demanda de una orden de protección; la gravedad del delito (visualización 

del atestado) y las expectativas de la v íctima; qué espera de la denuncia (…)”; 

con la finalidad de que “tenga una visión de la situación judicial más ajustada a 

la realidad y más coherente” (2009:15). 

En es te s entido, s e o frece a l as v íctimas i nformación b ásica s obre l a o rden d e 

protección ( contenido y tramitación j udicial) e  i nformación s obre l as po sibles 

consecuencias del proceso legal, las repercusiones en el ámbito penal y/o civil. 

Otra de sus funciones es la gestión de la línea telefónica 900-121-884. La OAVD 

de Barcelona es la única de toda Cataluña que dispone de contestador automático para 

recibir m ensajes f uera d el h orario d e at ención, l os cu ales s e co ntestarán a l a m añana 

siguiente. Es un servicio al cual pueden acceder las personas directamente, sin que sea 

necesaria u na p revia d erivación. E n el  m omento d e r ealización d e l as entrevistas, el  

equipo de  l a O AVD de  B arcelona e staba f ormado por  l as s iguientes pe rsonas: 2  

psicólogas, 6  t écnicas (trabajadoras/educadoras sociales), una jurista, 5 administrativas 

y una responsable de la oficina. 

 

Los servicios municipales: los Puntos de Información y Atención a las 

Mujeres (PIAD) y los Centros de Intervención Especializada (CIE) 

 

Uno de los recursos municipales que se ofrecen en Barcelona son los Puntos de 

Información y Atención a las Mujeres, los cuales, como hemos advertido anteriormente, 

en C ataluña s e conocen como P IAD: s e t rata d e s ervicios m unicipales d e p roximidad 

que ofrecen información, formación y asesoramiento en todos aquellos temas de interés 

para las mujeres (laborales, formativos, personales, sobre aspectos relacionados con la 

legislación, la discriminación laboral o salarial y la violencia de género). No constituyen 

un s ervicio específico de vi olencia m achista, sino que  r esponden a  una de manda 

compleja y d iversificada, d entro d el p rimer n ivel d e l a r ed d e s ervicios d e atención 

directa a mujeres.  
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Los PIAD son anteriores a Ley 5/2008. Se crearon en el año 2002, e n el marco 

del “Plan Operativo contra la violencia hacia las mujeres (2001-2004)”, que impulsó un 

conjunto de estrategias públicas y ciudadanas orientadas a disminuir la incidencia de la 

violencia de género (Donoso, et. al., 2008: 7). Comenzaron siendo cuatro y luego fueron 

expandiéndose, hasta estar presentes en cada uno de los distritos de la ciudad.  

Por su parte, los Centros de Intervención Especializada (CIE) son los centros de 

recuperación i ntegral creados a  pa rtir d e l a Ley 5/ 2008, y forman p arte de  l a red d e 

recursos es pecializados en  v iolencia m achista d e l a Generalitat de C atalunya. 

Constituyen un servicio público, gratuito, universal, donde se atiende a las mujeres que 

hayan sufrido o e stén sufriendo violencia machista y los hijos e hijas de estas mujeres. 

Son de titularidad pública, pero también, a menudo, como sucede con los PIAD, están 

gestionados por entidades privadas. Así, por ejemplo, el CIE de Sant Feliu de Llobregat 

está gestionado por la Associació Benestar i Desenvolupament (Asociación Bienestar y 

Desarrollo-ABD). E n e l mo mento d e f inalizar e l tr abajo d e c ampo ( entrevistas s emi-

estructuradas), esto es, hasta el año 2011, e l equipo estaba formado por 11 personas de 

diferentes ámbitos, incluyendo la administración y dirección: trabajo social, educación 

social, l egal, ps icología, mediación intercultural (en l os c asos necesarios). E l obj etivo 

principal de este servicio es la recuperación de las víctimas.  

Los C IE cuentan c on personas pr ofesionales con f ormación e specífica e n 

perspectiva d e género y en  l os P IAD, p or l o general, s e d a t ambién es ta s ituación, a  

diferencia de lo que sucede en otros servicios de carácter genérico y que se encuentran 

integrados a l a estructura fija de la administración, como los propios servicios sociales 

(aunque en ellos t rabajen personas que s í cuenten con esta formación, pero esta no es 

una característica común de los mismos).  

 

Los Centros de Atención Primaria (CAP) y los Servicios de Urgencias.  

 

Según l a LO 1/ 2004, l os y l as p rofesionales de l á mbito s anitario de ben r ecibir 

formación sobre violencia de género en cuanto están implicados en la aplicación de la 

ley, para mejorar la detección precoz y la atención física y psicológica de las víctimas 
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de vi olencia de  género, a sí c omo e n l a obt ención de  pr uebas. E l doc umento que  

establece l as p autas d e actuación u niformes en  el ám bito s anitario en  C ataluña es  el 

“Protocolo p ara el  abordaje d e l a v iolencia m achista en  el ám bito d e l a s alud en  

Cataluña. D ocumento m arco. V iolencia en  el ám bito d e l a p areja y f amiliar” d el 

Departamento d e S alud d e l a Generalitat d e C ataluña ( Barcelona, d iciembre 2 009). 

Como dice este documento: 

“Los servicios sanitarios, concretamente a través del conjunto de profesionales de 

la salud de los equipos de atención primaria, el de los programas de atención a la 

salud s exual y reproductiva ( PASSIR) y el  d e l as co nsultas d e atención 

especializada, co mo o bstetricia y ginecología, s alud m ental y ad icciones o  

traumatología, urgencias hospitalarias, entre otros, se encuentran en una situación 

privilegiada p ara l levar a cabo l a p revención, l a d etección, l a atención y la 

recuperación de mujeres en situación de violencia machista” (2009:29) 

La actuación en los servicios sanitarios se estructura en tres niveles: 1. Prevención. 

2. D etección ( indicadores de  a yuda a  l a de tección y v aloración) y 3.  A tención y 

recuperación ( información s obre e l pr oblema; t rabajo e n l a c onsulta y s eguimiento; 

derivación; registro en l a h istoria clínica; a ctuación c on l os hi jos y l as hijas y otras 

personas de pendientes, s i hubi eran; emisión, e n l os c asos pr ocedentes, del pa rte de  

lesiones y el informe médico correspondiente). Así, por ejemplo, en este documento se 

indican las valoraciones para actuar cuando la mujer presenta indicadores de sospecha 

pero manifiesta no s ufrir violencia; cuando la mujer afirma sufrir violencia pero no s e 

encuentra en peligro extremo; cuando la mujer afirma sufrir violencia y se encuentra en 

peligro extremo o en los casos de agresión sexual. 

En 2004 -2005 s e c onstituyó un gr upo de  t rabajo s obre V iolencia de  G énero y 

Atención P rimaria en  l a S ociedad C atalana d e M edicina F amiliar y C omunitaria 

(CAMFiC), que se reúne para hacer comentario de casos. Anualmente, celebran el 25 de 

noviembre c on una  j ornada t écnica ( la d e 2010  fue t itulada “Jornada de  D etección y 

diagnóstico d e l a V iolencia d e G énero; B uena p raxis en  l a at ención m édica”). E n el  

momento de realizarse las entrevistas que se analizará en el capítulo 4, este grupo estaba 

acabando un documento sobre las dificultades éticas en relación con la atención, al que 

no he podido acceder hasta el momento.  
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Los protocolos de actuación y los circuitos locales. 

 

A ni vel c atalán e xiste e l “ Protocolo M arco pa ra una  Intervención C oordinada 

contra l a V iolencia M achista” ( “Protocol marc per a una intervenció coordinada 

contra la violència masclista”), aprobado luego de casi cinco años de trabajo, en abril 

de 2009, por  e l Institut C atalà de  l es D ones ( Instituto C atalán de  l as M ujeres) de l a 

Generalitat de Cataluña. Este Protocolo marca los estándares de servicio y/o los criterios 

de actuación que han de ser aplicables a cualquier intervención en violencia machista y 

que pretenden ser utilizados como modelo de referencia en la intervención.  

Con anterioridad a l a Ley 5/2008 ya existían protocolos locales, el pr imero de  

ellos fue ensayado en 1998, en Gerona, año en el cual se aprobó, asimismo, el Protocolo 

Interdepartamental d e A tención a l a M ujer M altratada, el aborado p or l a C omisión d e 

Análisis de los actos de Violencia contra las Mujeres de la Generalitat de Cataluña, que 

puede s er considerado e l pr imer antecedente de  una  i ntervención c oordinada a  ni vel 

nacional.  

El P rotocolo M arco pa ra una  Intervención C oordinada c ontra l a V iolencia 

Machista s e cr eó a  pa rtir de  l a L ey 5/ 2008, c omo una  r eferencia c omún e n t odo e l 

territorio catalán y, también, para ser aplicado en aquellos municipios que aún no habían 

desarrollado sus propios protocolos.  

Con r elación a l a R ed de A tención y R ecuperación Integral p ara Mujeres en  

Situaciones de Violencia Machista (“Xarxa d’Atenció i Recuperació Integral per a les 

Dones en Situacions de Violència Masclista”), c abe d estacar q ue -de ac uerdo co n el 

artículo 52 de  la Ley 5/2008- está integrada por los servicios siguientes: a) servicio de 

atención telefónica especializada; b) servicios de información y atención a l as mujeres; 

c) servicios de atención y acogida de urgencias; d) servicios de acogida y recuperación; 

e) s ervicios de  acogida s ubstitutorios de l hog ar; f ) s ervicios d e i ntervención 

especializada; g) servicios técnicos de punto de encuentro; h) servicios de atención a la 

víctima d el d elito; i)  s ervicios d e atención p olicial; j)  o tros s ervicios q ue c onsidere 

necesarios el Gobierno. 
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En l o que  c oncierne a l ámbito l ocal, c ada ve z son m ás l os a yuntamientos que  

disponen de  s us pr opios c ircuitos l ocales y p rotocolos de  a tención a l as m ujeres 

víctimas de violencia. Como explican Cárdenas y García (2006: 2): 

“Los p rimeros C ircuitos s e c rean e n l os a ños n oventa y en l a a ctualidad ciento 

once municipios en la provincia de Barcelona tienen. Los Circuitos se estructuran 

a través de una comisión donde participan profesionales en representación de los 

servicios que intervienen en la atención y/o prevención de la violencia, como son 

los de los ámbitos de igualdad, sanitario, policial, social, judicial y educativo (…). 

Se trata de un mecanismo de coordinación informal que, no obstante, ha permitido 

racionalizar y optimizar r ecursos así como coordinar es fuerzos e i ntervenciones. 

Entre s us v entajas d estacamos: cr eación d e u n m arco co nceptual y d e a ctuación 

común. C onstrucción de  e structuras estables de c oordinación. M ejora de  l a 

atención a l as m ujeres q ue s ufren v iolencia. M ejora d e l a ef icacia d e l a 

intervención. C onstrucción de  he rramientas metodológicas y d e in vestigación 

compartidas. C reación d e u n es pacio d e co nfianza en tre l os d iferentes a gentes, 

profesionales y instituciones”. 

De esta manera, el trabajo en red se considera como uno de las pautas esenciales 

para una adecuada prestación de los servicios para el abordaje de la violencia de género. 

Una d e l as car acterísticas m ás d estacadas d e es te m odelo es  q ue b rinda u n 

reconocimiento al t rabajo de l a asociaciones de mujeres y l as asociaciones f eministas 

que han sido pioneras en la atención y soporte de las mujeres, mucho antes de que los 

gobiernos tomaran medidas en este campo, e  integra a lgunas de  las metodologías que  

ellas han desarrollado, como lo es la propia intervención en red y coordinada. 

 Dentro de la Comunidad Autónoma de Cataluña se han desarrollado protocolos 

específicos para a tender otros t ipos de  violencia que no e stán contemplados en la LO 

1/2004. Ellos son:  

a) El protocolo de prevención de las mutilaciones genitales femeninas. En l a 

comunidad autónoma de Cataluña las primeras iniciativas de elaborar protocolos 

específicos s obre m utilación ge nital f emenina s urgen a pr opósito de  l a 

aprobación, por parte del Parlamento Catalán, de la Resolución 832/VI, de 20 de 

junio de 2001, s obre la adopción de medidas contra la práctica de mutilaciones 
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rituales genitales femeninas. En cumplimiento de esa resolución, en el año 2002 

se a probó e n C ataluña e l pr imer pr otocolo de  pr evención d e l as m utilaciones 

genitales f emeninas, el  cual, d ebido f undamentalmente a l as m odificaciones 

legales ocurridas desde entonces88, y a propuesta de la Comisión de Seguimiento 

del P rotocolo, f ue a ctualizado e n e l a ño 200 7 por  l a S ecretaría pa ra l a 

Inmigración del Departamento de Acción Social y Ciudadanía de la Generalitat 

de Cataluña. 

Desde entonces, el Protocolo de actuaciones para prevenir la mutilación genital 

femenina del Departamento de Acción Social y Ciudadanía de la Generalitat de 

Cataluña ( Secretaría p ara l a Inmigración), co nstituye el p unto d e r eferencia a  

partir del cual se prevén las acciones para prevenir esta práctica, promoviendo la 

información, formación y respeto de  los derechos humanos pa ra la prevención 

como l íneas de actuación, indicando expresamente que l a intervención judicial 

es, en cualquier caso, el último recurso que debe utilizarse ante la conducta que 

se quiere evitar. Este Protocolo, se complementa y se coordina con el Protocolo 

Marco y el  C ircuito N acional p ara u na i ntervención co ordinada co ntra l a 

violencia machista. 

Entre los motivos de atención y posible riesgo, el protocolo de prevención de las 

mutilaciones genitales femeninas de Cataluña establece los siguientes: 

- La pertenencia a una etnia que practique la mutilación genital femenina. 

- La p ertenencia a u na f amilia en  l a q ue l a m adre y/o h ermanas m ayores l a 

hayan sufrido. 

- La p ertenencia a un grupo f amiliar p racticante que t iene m uy presente el 

mito del retorno al país de origen. 

- La proximidad de un vi aje que puede hacer o una s vacaciones que la menor 

pueda pasar en el país de origen. 

                                                           
88 Entre es tas modificaciones s e cuenta l a ya co mentada r eforma de l C ódigo P enal de l a ño 2003,  qu e 

introdujo la tipificación penal de la mutilación genital femenina (artículo 149.2). 
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El P rotocolo de  r eferencia pr evé, a sí, l a i ntervención d e d iferentes 

profesionales (de la salud, de los servicios sociales de atención primaria, de los 

centros doc entes, de  a tención a  l os m enores en r iesgo, de  l os c uerpos de  

seguridad y de asociaciones que trabajan para la prevención de las mutilaciones 

genitales f emeninas), en  d iferentes m omentos ( en s ituación de r iesgo y ante l a 

sospecha de consumación).  

Entre l as ac ciones d e i ntervención q ue establece s e en cuentran cu rsos d e 

formación específica para los y las diferentes profesionales de los mencionados 

ámbitos que  a barca e l protocolo, c omo a sí t ambién l a di fusión de  di ferentes 

guías pa ra pr ofesionales s obre pr evención y atención de  l a m utilación genital 

femenina. R esulta t ambién f undamental en tre es tas acci ones el t rabajo e n r ed 

entre d iferentes p rofesionales, ya s ea de  l os s ervicios s anitarios, s ociales, de  

seguridad, a sociaciones o c entros e ducativos, con l a f inalidad de  coordinar 

esfuerzos y facilitar l as i ntervenciones y l a superación d e o bstáculos y 

reticencias por parte de la familia implicada. 

En el  añ o 2008, e l Departamento de I nterior, Relaciones I nstitucionales y  

Participación de la Generalitat de Cataluña aprobó el Protocolo de Prevención y  

atención policial de la mutilación genital femenina (MGF), que forma parte del 

plan de  abordaje integral de l gobierno catalán para evitar l a mutilación genital 

femenina y, en este sentido, tiene por referencia al Protocolo de actuaciones para 

prevenir l a m utilación genital f emenina d el D epartamento d e A cción S ocial y 

Ciudadanía de la Generalitat de Cataluña (Secretaría para la Inmigración).  

En concreto, Protocolo de  P revención y  a tención pol icial de  l a mutilación 

genital f emenina, b usca u nificar l os cr iterios y metodologías d e t rabajo d e l a 

“Policia d e l a G eneralitat d e C atalunya- Mossos d’ Esquadra”, pa ra pr evenir, 

evitar y p erseguir l as p rácticas d e m utilación genital f emenina y presenta u n 

procedimiento normalizado de t rabajo destinado genéricamente a  todos y todas 

las integrantes de la policía autonómica catalana y, específicamente, para los y 

las ag entes p oliciales q ue t engan f unciones r elacionadas con l a at ención a l a 

ciudadanía, l a at ención a l a v íctima o  d e l as o ficinas d e r elaciones co n l a 

comunidad. En concreto, el Protocolo designa a las Oficinas de Relaciones con 
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la C omunidad y a  l os Grupos de  A tención a l a V íctima como en cargados d e 

conseguir la  má xima información e n e ste á mbito y d e in formar a  la s 

comunidades que  practiquen la mutilación genital femenina sobre la i legalidad 

de es ta p ráctica en  el  p aís, como as í t ambién l es as igna l a función de detectar 

entre l as co munidades co n r iesgo a l as p ersonas p racticantes d e m utilación 

genital femenina y a las eventuales víctimas.  

El P rotocolo pol icial da  una  g ran i mportancia a  l a t area pr eventiva y a l a 

existencia de espacios de sensibilización, información y debate, con el propósito 

de q ue l a p revención d e es ta p ráctica es té b asada n o t anto en  u na i mposición 

legal sino en el propio cambio de opinión de las personas que la defienden. En 

este sentido, establece que las oficinas de relaciones con la comunidad deberán 

tratar este tema con los y las líderes sociales y los y las mediadoras comunitarias 

en el  t erritorio a l os ef ectos d e l levar a cabo l os p lanes d e p revención y 

actuación. A ctualmente s e es tima q ue l as M GF s e r ealizan f uera d el p aís. E l 

Protocolo e stablece q ue en cas o d e d etectarse u na s ituación d e r iesgo u rgente, 

deberán intervenir conjuntamente el resto de operadores y operadoras señaladas 

en el Protocolo Marco, comenzándose por evitar el viaje de la menor, mientras 

que se dará intervención inmediata al  juzgado y a l a Fiscalía de P rotección de 

Menores, s eñalándose q ue s erá l a p olicía l a en cargada d e h acer u n 

acompañamiento a l a menor h asta q ue ar ribe l a r esolución j udicial q ue 

corresponda. E n c aso de  que  s e c onfirme que  la m enor ha  s ido m utilada, s e 

instruirá el  atestado policial y una vez recogida la información sobre el t rabajo 

preventivo que  s e hubiera r ealizado, s e l ibrará u n informe a l D epartamento de  

Salud. Si el caso se sospecha, pero no es posible confirmar que la menor ha sido 

mutilada, se deberá comunicar al juzgado competente, a los efectos de que tome 

las m edidas n ecesarias para i nvestigar el  cas o y, ev entualmente, t ambién, l as 

medidas que corresponda adoptar para la protección de la menor. 

b) El “P rotocolo d el Departamento d e Interior, R elaciones Institucionales y  

participación el aborado en r elación a  los m atrimonios f orzados” (Procediment 

de prevenció i atenció policial dels matrimonis forçats, j unio 2009) . Este 

Protocolo parte de la base de que los matrimonios forzados son una práctica que 

continúa vi gente e n l os pa íses y comunidades d e or igen de  a lgunas pe rsonas 
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inmigradas que  de sarrollan s u pr oyecto d e vi da e n C ataluña. T oma c omo 

referencia el  P rotocolo de l a A sociación d e J efes d e l a P olicía B ritánica, el  

Ministerio de Asuntos Exteriores británico y el Ministerio del Interior británico, 

organismos nacionales e locales de educación, salud y servicios sociales y ONG. 

El o bjetivo d el a bordaje e s e vitar la  s ituación d e v ictimización d e la  me nor o  

mujer. C omo he mos a vanzado, e n e l caso d e los m atrimonios f orzados, l a 

jurisdicción e spañola no  s ería c ompetente s i e l de lito s e pr odujera fuera de  

nuestras f ronteras, a unque l a ni ña t uviera l a na cionalidad e spañola, por  eso e s 

fundamental trabajar con el núcleo familiar antes de que la boda se materialice. 

La s ituación l lega a  s u punto á lgido de  r iesgo c uando s e pl anifica un vi aje a l 

extranjero en  el  q ue p articipa u na m enor o  mujer. Se p retende, por  t anto, 

visibilizar o  h acer aflorar u na p ráctica h asta ahora d ifícilmente d etectable q ue 

puede t ener incidencia entre determinadas comunidades de o rigen ex tranjero y 

etnia gitana q ue v iven en  C ataluña. Visibilizar y abordar lo s ma trimonios 

forzados p ara p roteger a  l as v íctimas p otenciales a t ravés d e l a p revención o  

cuando esta práctica ya se ha consumado.  

En los casos de  matrimonios forzados ha y que  tener en cuenta l os f actores de  

indefensión siguientes: falta de red social a parte de la familia (que es justamente 

quien l a f uerza l a co nvivencia y l as r elaciones sexuales co n u na p ersona n o 

deseada); d esconocimiento de  s us de rechos y l os r ecursos s ociales, s anitarios, 

etc.; invisibilización social y falta de conocimiento del fenómeno; dependencia 

económica r especto de l a f amilia; posibles d ificultades para hablar l as l enguas 

oficiales de  C ataluña ( en f unción de l t iempo que  ha ga que  l a ni ña/joven vi ve 

aquí); más riesgo de revictimización por estos factores específicos. 

El P rotocolo a lerta de l r iesgo de  s uicidio que  pue de e xistir e n l os pue stos de  

mucha pr esión pa ra l a menor. E ste do cumento pr esenta unos  i ndicadores de  

riesgo, aunque son tan sólo orientativos y no exhaustivos, entre ellos destaca:  

- Educación: absentismo; descenso en el rendimiento; roblemas de puntualidad; 

notas bajas; ser excluido/a de la educación para parte de quienes tienen la tutela; 

prohibición de participar en actividades extraescolares; falta de motivación. 
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- Salud: autolesiones; tentativa d e s uicidio; trastornos a limentarios; d epresión; 

aislamiento; ab uso d e sustancias; el  h echo d e i r aco mpañada a l as visitas 

médicas; discapacidad física o mental; embarazo precoz o no deseado. 

- Trabajo: b ajo r endimiento y ab sentismo; o pciones l imitadas d e carrera 

profesional; prohibición de trabajar; imposibilidad de asistir a  v iajes laborales; 

control financiero ilógico: confiscación del sueldo. 

- Historia f amiliar: Hermano/a/os/as f orzadas a cas arse, d enunciadas como 

desaparecidas; muerte de uno de  los progenitores; discusiones familiares; fugas 

del d omicilio; r estricciones i rracionales, co mo r etener a l a p ersona en el  

domicilio. 

- Involucración pol icial: o tros c asos de  j óvenes de saparecidos/as de ntro de  l a 

misma familia; i nformes de  violencia doméstica;  a buso de  sustancias; ruptura 

de l a pa z e n e l hog ar; casos de  m utilación g enital f emenina; de nuncias por  

infracciones penales: hurtos, abuso de sustancias, etc.  

Las z onas geográficas que e l P rotocolo m enciona e xpresamente don de s e 

producen m atrimonios f orzosos s erían: Á frica s ubsahariana, N orte de  África, 

Oriente Próximo y Oriente Medio, Asia Meridional,  América Latina, y también 

entre co lectivos d e et nia g itana d e d iversa p rocedencia. La act uación de l os 

cuerpos de  s eguridad pr evista e n e ste doc umento t endría 4 f ases. 1. - Fase d e 

información, formación y  pr evención: e n l a que  s e de bería d ifundir la  

información y prevención abarcando al máximo posible de población en riesgo y 

los profesionales que intervienen; apoyarse en personas, entidades o grupos de 

los m ismos co lectivos dedicados a combatir e stas p rácticas b uscando m ás 

eficacia y legitimidad; realizar campañas informativas dirigidas a los colectivos 

susceptibles d e ef ectuar es tas p rácticas; 2 .- Fase de  de tección: e l P rotocolo 

reconoce q ue e s pos ible que  s e e stén da ndo s ituaciones de  no -detección 

motivadas por l a desinformación y l a falta de formación sobre l a m ateria, que 

provocan derivaciones erróneas o actuaciones poco afortunadas. En la detección 

hay que tener en cuenta, entre otros factores, si algún/os miembro/s de la familia 

con l a que  c ontactamos t ienen a ntecedentes por  t ipologías de lictivas 

determinadas: violencia machista en  el  ám bito d e l a p areja o  ámbito f amiliar, 
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lesiones, a menazas o coacciones, t orturas y ot ros de litos c ontra l a i ntegridad 

moral, delitos contra la libertad e indemnidad sexual, abusos sexuales, etc.; si se 

ha i nterrumpido de r epente l a as istencia de l a m enor a l a es cuela o  i nstituto o 

situaciones anteriores de otros hermanos/as. 3.- Fase de atención: en este punto, 

el P rotocolo i ncluye buenas p rácticas en l a at ención y es tándares d e s ervicios 

para una  atención pol icial de  c alidad, como no  derivar a la  p osible v íctima o  

informador/a a otro servicio con el convencimiento de que se trata de un tema no 

policial; o  aco ger a  l a p resunta v íctima co n t odas l as g arantías d e 

confidencialidad y di screción, t anto e n l o r eferente a l l ugar donde  s e h ace l a 

atención, como sobre el tratamiento de su situación (lugar privado y seguro, sin 

interrupciones).4.- Fase de recuperación: esta fase supone hacer el seguimiento y 

el control del caso hasta que se considere superado. 

c) El  “Protocolo de Juventud para el abordaje de la violencia machista”. Este 

protocolo se presenta como una  “Guía p ráctica para p rofesionales de Juventud 

para o rientar l a act uació en  v iolencia m achista co n p ersonas j óvenes”, q ue 

recoge, con tal fin, una extensa serie de recomendaciones, prácticas, materiales y 

recursos es pecíficos p ara prevenir y erradicar l a v iolencia m achista en  l a 

población joven.  

d) El “Protocolo para la prevención y el abordaje del acoso sexual y el acoso 

por razón de sexo en la empresa”. E ste in strumento d esarrolla la s 

disposiciones de  l a Ley O rgánica 3/ 2007, de l 2 2 de  m arzo, pa ra l a i gualdad 

efectiva d e m ujeres y hombres, q ue recoge l a obligación d e l as em presas d e 

implementar m edidas c oncretas p ara p revenir, sancionar y el iminar el  aco so 

sexual y el acoso por razón de sexo en el ámbito laboral.   

Estos pr otocolos no s ólo s irven p ara c oordinar l as i ntervenciones de  l a r ed de  

atención de  l a vi olencia c ontra l as m ujeres, s ino que  c onstituyen i nstrumentos que  

permiten av anzar el  c amino h acia u na co nceptualización m ás am plia d e es tas 

problemáticas. A través de la identificación de las distintas formas y ámbitos en los que 

se pr esentan l as vi olencias c ometidas c ontra l as m ujeres, pos ibilitan un desarrollo de  

derechos de las mismas mucho más afín a las reivindicaciones que desde hace t iempo 

reclaman tanto las organizaciones feministas como las propias mujeres víctimas de estas 
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violencias. E n e ste s entido, y t al c omo e voca Beatriu M acià ( Macià, 20 08: 135) , l os 

servicios de atención a l as víctimas de violencia son espacios de libertad, a l os que las 

mujeres acuden r ecorriendo un camino de  l ibertad, e l de  su libertad. Por l o t anto, l os 

mecanismos de acceso a la justicia contribuyen a construir los espacios de liberad de las 

mujeres y, de esta manera, se convierten en un instrumento privilegiado del proyecto de 

emancipación que  impulsan l os pr oyectos j urídicos f eministas de sde s us pr opios 

comienzos.     
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Capítulo IV. El acceso a la justicia desde la perspectiva de las víctimas y las 
percepciones de las/os profesionales de la red de atención a la violencia de género. 

 

1. Del conocimiento acumulado a las experiencias concretas. 
  

Las investigaciones sobre género y derechos en España son relativamente recientes 

y -sin perjuicio de que se han desarrollado ampliamente en los últimos veinte años- son 

todavía escasas las aportaciones que  estudian cómo se está garantizando o ne gando el 

acceso a l a justicia por parte de las mujeres. En esta línea, y teniendo en consideración 

los e studios r ealizados e n l os úl timos c inco a ños, s e e ncuentran, e ntre o tros, l os que  

analizan los discursos de operadoras y operadores jurídicos en el ámbito de la violencia 

de género en la pareja (Camps i Schmal, 2008 y Cubells, Calsamiglia y Albertín, 2010); 

los que tratan sobre los obstáculos de las mujeres víctimas de violencia en el ejercicio 

de s us de rechos (Ammnistía Internacional 2007,  2009 y 2010) ; l os qu e e studian l as 

dificultades de las mujeres víctimas de violencia a la hora de acceder a los servicios de 

acogida (La Torre Caravita, et. al., 2009); los que indagan sobre las dificultades de las 

víctimas de trata para ser identificadas como tales y para acceder a los derechos que les 

han s ido r econocidos ( Garrido, V elocci y V aliño, 2011) ; l os que  los q ue a bordan el 

tratamiento d e l as v iolencias v inculadas a  p rácticas t radicionales d añosas, co mo l as 

mutilaciones genitales femeninas y los matrimonios forzados (Alesi et. al., 2011) y los 

que estudian por qué las mujeres víctimas de violencia no denuncian (Bodelón, 2012).  

De acuerdo con el conocimiento acumulado hasta ahora, tanto en este país como en 

otros de Europa y de América Latina, se pueden establecer una serie de elementos que 

califican l a r elación en tre m ujeres y acceso a l a j usticia y que -sin p erjuicio d e la s 

características p ropias d e cad a ám bito geográfico y cu ltural, así co mo d el t ipo de  

legislación vi gente y de l os de rechos que  reconozca- reflejan l as ex periencias 

compartidas de las mujeres víctimas de violencia (Schneider, 2010: 31). 

En es te s entido, s e s abe que l as m ujeres comparten c on ot ros grupos s ociales 

subordinados muchos obstáculos en el acceso a la justicia, como lo son, entre otros: los 

formalismos y tecnicismos jurídicos y del lenguaje judicial, la  formalidad de juezas y 
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jueces y del personal judicial, las distancias geográficas existentes entre los domicilios 

de l as víctimas y l os l ugares dond e s e e mplazan l os t ribunales, l as de moras e n l os 

procesos, las dificultades de obtener representación legal, etc. (Fernández Valle, 2006). 

También s e en cuentra am pliamente d emostrado q ue l as m ujeres t ienen 

dificultades específicas de acceso a la justicia. Entre ellas: 

a) La propia desigualdad estructural entre mujeres y hombres, que se traduce en 

términos de  una subordinación de  género. El derecho de las mujeres a una 

vida l ibre de  vi olencia e s uno de  l os de rechos m ás vul nerados e n las 

sociedades contemporáneas (Gil Ruiz, 2007: 181-183), incluso por el propio 

Estado y, junto a otros atentados a la igualdad de género, representa una de 

las injusticias más graves presentes en  los s istemas democráticos modernos 

(Nussbaum, 2002: 22). Se trata de una vulneración de derechos que tiene un 

profundo impacto en el ejercicio de otros y que supone un altísimo costo, no 

sólo pa ra l as pr opias ví ctimas ( Surt, 2009) , s ino t ambién pa ra l os e stados 

(Walby, 2004b).  

b) La desigualdad y la discriminación social estructural de género hace que las 

mujeres se encuentren en una situación de particular desventaja con respecto 

a l os hom bres a l a hor a de  reclamar por  l a v ulneración d e s us de rechos 

humanos y, de  h echo, t al y como s e ha  explicitado e n e l capítulo 3, la 

mayoría de  l as vi olaciones de  e stos de rechos n o l legan nun ca a l a j usticia 

(Mc C olgan, 2000:  7) . Los de rechos de  l as m ujeres, e n l a a ctualidad, s on 

violados de  num erosas maneras. Los da tos de  l a di scriminación d e género 

muestran que las mujeres son las principales víctimas de delitos sexuales y 

de violencia familiar, mantienen la  mayor responsabilidad por las tareas de 

cuidado f amiliar y c rianza, c obran m enos por  i gual t rabajo y s on l as 

principales afectadas por la informalidad del trabajo. También conforman el 

mayor núm ero de  ví ctimas de  t rata ( laboral, s exual), e stán pr ivadas de  

libertad en  co ndiciones i ndignas y s u a cceso a la j usticia s e v e en  f uerte 

medida d ificultado p or el c arácter tr adicionalmente ma sculino d el s istema 

jurídico (Kohen, 2010: 141-142). 
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Como también se ha especificado en el capítulo 3, los movimientos organizados 

de mujeres han traducido parte de sus demandas de justicia social en términos jurídicos, 

y se han aprobado leyes –como la propia LO 1/2004- que reconocen expresamente sus 

derechos y regulan algunos mecanismos para garantizar su ejercicio. Sin embargo, todo 

esto no ha s ido suficiente para que el  acceso a  l a j usticia por p arte d e las mujeres se 

haya constituido e n un tema pr ioritario e n l as a gendas pol íticas, ni  que el las h ayan 

acudido más asiduamente a los tribunales para hacer valer sus reivindicaciones (Kohen, 

2010: 136). 

 En l o q ue r especta al  ám bito es pecífico d e l a v iolencia co ntra l as m ujeres, l a 

literatura es pecializada nos i ndica qu e –en l íneas generales- las d ificultades m ás 

comunes en el acceso a la justicia por parte de las víctimas son las siguientes:  

a) l a f alta d e co nciencia d e q ue l a s ituación q ue es tán v iviendo e s u na 

vulneración de sus derechos fundamentales. Las personas, en general, cualquiera sea su 

sexo, no  suelen pe nsar s u r ealidad cotidiana en t érminos de  una  vi olación de  s us 

derechos, p ero en el  caso d e l as m ujeres, l a d ificultad  d e entender l a v iolencia q ue 

sufren, en términos jurídicos, de vulneración de derechos, tiene que ver, en gran medida, 

con la normalización de la violencia, incluso cuando ésta es grave (Gherardi, 2006: 129-

130). Dicho en otras palabras, la ideología patriarcal que está en la base de la violencia 

de gé nero, no s ólo c onstruye l as di ferencias y l os pr ivilegios e ntre l os h ombres y l as 

mujeres, s ino que  “ los i nternaliza” ( Balbuena, 2006:  239) , de  m anera t al que  no s on 

percibidos como cuestionables. Es lo que María Luisa Femenías conceptualiza como la 

“estructura de l a dominación”, que refleja “un esquema relacional donde alguien (una 

mujer) ocupa el lugar de dominado y alguien (un varón) ocupa el lugar de dominante” 

y que es introyectado tanto por las mujeres como por los hombres (Femenías, 2008: 79).    

b) El hecho de  que esta violencia se produzca en el ámbito privado y no en el 

ámbito público las hace particularmente invisibles, no s ólo por las resistencias que los 

sistemas procesales actuales todavía ofrecen a la posibilidad de dar por probados hechos 

ocurridos sin la presencia de testigos, sino también porque las violencias que se sufren 

en e l á mbito pr ivado s on pe rcibidas d e un m odo di ferentes a  l as que  s e s ufren e n el 

ámbito públ ico, e n e l s entido de  que  s on c onsideradas, en ge neral, c omo vi olencias 
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menos graves (Mc Colgan, 2000:  194;  Pitch, 2003:  164) o i nvisibles (Gil Ruiz, 2007: 

181). 

c) Las campañas de desprestigio de las estrategias para eliminar discriminación 

sexual, c omo l as pol íticas de  acción pos itiva, pue den t ambién actuar c omo un f uerte 

desincentivo frente a l as mujeres de cara al reclamo por sus derechos. En este sentido, 

caben d estacar l as n umerosas cuestiones de  i nconstitucionalidad pl anteadas a  l a LO 

1/2004 desde diferentes sectores pero, en particular, desde distintos órganos judiciales. 

Así, por ejemplo, las planteadas por el Juzgado de lo Penal nº 4 de Murcia (Auto de 29-

7-05, P A 305/ 05), po r el J uzgado de  l o P enal nº 1 de  M urcia ( auto d e 3 -8-05, P A 

547/05) por  e l J uzgado de  l o P enal nº 3 d e Las P almas ( Auto de  15 -9-05), por  el 

Juzgado de lo Penal nº 1 de Valladolid (Auto de 15-9-05, JR 272/05), por el Juzgado de 

lo Penal nº 2 de  Toledo (auto de 20-9-05, JR 1019/05), por el Juzgado de lo Penal nº 1 

de Orihuela (JO 741/05), por el Juzgado Penal nº 2 de  Albacete (Juicio rápido 377/05, 

auto de  19 -10-05, e ntre ot ras ( Comas d ’Argemir C endra, 200 6: 17)  y que  f ueron 

finalmente d esestimadas en  d iferentes s entencias d el T ribunal C onstitucional ( ver, en  

particular, S TC 59/ 2008), a  t ravés d e un c riterio que , s in e mbargo, i ncorpora un a 

limitada perspectiva de género (Bodelón, 2009b); 

d) En el mismo sentido que el caso anterior, las campañas de desacreditación de 

las denuncias que realizan mujeres (acusaciones de falsas denuncias) o  los intentos de 

legitimar el  f also s índrome d e al ienación p arental ( SAP)89, que  e xiste “ sólo e n l os 

tribunales” (Romito, 2012), pero que puede producir un efecto altamente desmotivador 

para las demandas de justicia de las mujeres (Romito, 2007: 97). 

                                                           
89 Según Consuelo B area, e n l os añ os 8 0 en  E stados U nidos, el  médico R ichard A.Gardner acu ñó el  

término “Síndrome de Alienación Parental”, para referirse a lo que él denominó como un trastorno en el 

que l as/os niñas/os e stán pr eocupados de nigrando y c riticando a  un  pr ogenitor, de nigración qu e e s 

injustificada y/o ex agerada. Afirmó q ue ap arecía cas i e xclusivamente en  l as d isputas p or la  c ustodia 

durante el divorcio, instigado predominantemente por la madre. Recomendó como tratamiento lo que él 

llamó lite ralmente “Terapia de l a A menaza”, consistente e n tr ansferir la  c ustodia del menor, d el/la 

progenitor/a custodio/a al/la progenitor/a rechazado/a para desprogramar al niño o niña (Barea, 2005: 5-

6). Se trata de un síndrome falso, según varios estudios que lo han desmentido y han establecido que no se 

trata d e u n t ranstorno mental s ino d e u n p roblema d e r elación. A sí, l a i nvestigación l iderada p or Dr. 

Darrel R egier, vicepresidente d el g rupo d e t rabajo para la el aboración d el manual i nternacional d e 

diagnósticos psiquiátricos de la Asociación Americana de Psiquiatría (Romito, 2012).      
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e) En el caso de las extranjeras que -como se ha adelantado en el capítulo 3- es 

uno de  l os c olectivos de  m ujeres en l os que  l a vi olencia de  género t iene una  fuerte 

incidencia, el marco legal discriminatorio que brinda la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 

enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, 

plantea f uertes obs táculos pa ra que  pu edan ha cer efectivos s us de rechos humanos 

(Amnistía Internacional, 2007, 2008 y 2009). Las disposiciones de la LO 1/2004 para 

facilitar la regularización de la s ituación administrativa de es tas mujeres y el acceso a 

los demás derechos que  les son acordados por  su calidad de  víctimas parecen resultar 

insuficientes para sortear esos obstáculos (Mestre i Mestre, 2010). 

f) La falta de recursos efectivos para la lucha contra la t rata de mujeres y otro 

tipo de violencias menos conocidas y conceptualizadas, como los matrimonios forzados 

y l as mu tilaciones g enitales f emeninas, s umada a l a co mplicidad s ocial y l a gran 

impunidad que caracteriza estos hechos, son también un fuerte obstáculo para el acceso 

a l a j usticia d e l as m ujeres v íctimas d e v ulneraciones d e s us d erechos h umanos 

(Garrido, Velocci y Valiño, 2011; Alesi, 2011). 

g) Los estereotipos de género suponen un obstáculo para ser identificadas como 

“víctimas”, en  es pecial cu ando s e t rata d e m ujeres q ue t ransgreden los r oles q ue 

tradicionalmente se les han exigido. Esto les impide el éxito en sus reclamaciones, sobre 

todo e n el á mbito l aboral y p enal. E jemplos p aradigmáticos de  e llo s on l os c asos de  

discriminación por  a coso s exual y a coso por  r azón de  s exo y l os de  vi olación 

(Mukhopadhyay, 2008: 6). 

h) El miedo a sufrir represalias y/o una violencia mayor, o a perder la vivienda 

que comparten con sus agresores o l a manutención que  éstos l e pueden proporcionar, 

sea a el la o  a s us h ijos/as, es pecialmente cuando s e t rata d e m ujeres q ue n o t ienen 

trabajo o que tienen uno extremadamente precario es un fuerte desincentivo para que las 

mujeres a cudan a l a j usticia p ara r eclamar p or l as v ulneraciones d e sus d erechos 

(Balbuena, 3006: 240). Es bajo el porcentaje de violencias denunciadas por las mujeres 

y alto el de mujeres que no s on capaces de sostener la denuncia (Hester, 2005; CIDH, 

2007). En España, este porcentaje es de alrededor del 10% (Consejo General del Poder 

Judicial, 2012).   
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Los obs táculos y di ficultades que  e xperimentan l as m ujeres ví ctimas de  

violencia de  género va rían, no obs tante, s egún e l c ontexto l egal, l os m ecanismos de  

acceso a  l a j usticia pue stos a  s u di sposición, l a f orma e n qu e e stos m ecanismos s on 

facilitados p or p arte d e las y l os o peradores d e j usticia y l as p ropias c ircunstancias 

personales de las mujeres tienen influencia en este ámbito.    

A p artir d el análisis d e l os r esultados d e l as i nvestigaciones citadas 

precedentemente y teniendo en consideración los es tándares en  materia de acceso a l a 

justicia que se consideran adecuados para una más efectiva protección de los derechos 

de las ví ctimas, que  f ueron a nalizados e n l os c apítulos 1 y 3 de  e ste t rabajo, f ueron 

realizadas u na s erie d e en trevistas a m ujeres víctimas d e v iolencia d e género y a 

profesionales que intervienen en la red de servicios en este ámbito. Se trataba de buscar, 

en s us te stimonios, u na in formación d e p rimera ma no q ue p ermitiera s ituar e l 

conocimiento acumulado en  es te cam po en  l as experiencias concretas de l as personas 

involucradas en casos de violencia de género –como víctimas y como profesionales en 

la atención de las mismas- y, al mismo tiempo, pudiera revelar aspectos desconocidos o 

poco explorados del acceso a la justicia por parte de las mujeres. El objetivo último de 

estas e ntrevistas f ue, po r c onsiguiente, e l de  d eterminar c uáles s on l os obs táculos y 

dificultades que las sobrevivientes de la violencia machista están experimentando en su 

camino por obtener justicia, con la esperanza de encontrar algunas claves para acortar la 

distancia en tre “el d erecho en a cción” y el “d erecho en  l os l ibros” -según l a 

terminología de los Critical Legal Studies- o entre” la ley y la vida” -según Tove Stang 

Dahl- (Stang Dahl, 1987:58).  

El a nálisis d e lo s d iscursos d e la s v íctimas r ecupera la  tr adición f eminista d e 

hablar en  p rimera p ersona y s ituar el  co nocimiento en  l as ex periencias i ndividuales, 

pero como práctica colectiva, tal y como fue desarrollada por los grupos de mujeres, a 

partir d e l a m etodología d e l a  t oma d e co nciencia an alizada en  el  capítulo 2  d e es te 

trabajo. Junto con el análisis de los discursos de profesionales de varias especialidades, 

esta información ofrece algunas ideas sobre las cuales reflexionar en relación a algunos 

aspectos p roblemáticos del acces o a l a j usticia d e l as v íctimas, q ue r esultan d e g ran 

interés práctico, porque se basan en casos concretos. Ello posibilita construir una crítica 

feminista desde una perspectiva holística, que s itúe l a r espuesta es tatal a l os casos de 

violencia de género en el contexto de un concepto de acceso a la justicia no limitado a 
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sus a spectos m eramente j urídicos ( aunque esté fuertemente co ndicionado p or el los).  

Asimismo, p ermite tr azar v ínculos e ntre el s istema d e ju sticia p enal y otros á mbitos 

institucionales -como el sanitario, por citar un claro ejemplo- y sirve para profundizar en 

el análisis de la relación entre las normas  y su aplicación por parte de las instituciones 

así como entre las normas y las necesidades de las víctimas.  

La i nformación q ue e merge d e l as en trevistas -como s uele s uceder en  l as 

investigaciones cu alitativas, en  general- son p arciales: m uestran u n recorte d e l a 

realidad. S in embargo, ayudan a v er dónde están los problemas no resueltos y a tener 

una percepción más ajustada acerca del momento y el lugar determinado en el  que se 

presentan. Se trata, reitero, de encontrar algunas pistas que nos proporcionen ideas para 

poder t ener una  m ejor comprensión de  los o bstáculos en  el a cceso a l a j usticia q ue 

experimentan l as v íctimas d e v iolencia d e género. C omo nos  advierte M artha 

Nussbaum, cuando las cuestiones debatidas son complejas y las estructuras teóricas que 

las rodean son sofisticadas, no se trata de encontrar la “última palabra”. Esta pretensión, 

además d e constituir u na em presa b astante d esesperada, p odría h acernos p erder l a 

perspectiva qu e l os e studios c ríticos pr etenden aportarnos ( Nussbaum, 20 07: 20) , e n 

especial, los feministas. 

 

2. Presentación de las entrevistas. 

 
Las entrevistas fueron realizadas entre los meses de marzo de 2010 y noviembre de 

2011, a  17 m ujeres ví ctimas de  vi olencia y a 20 a  pr ofesionales de  l a r ed de  

intervención.  

Los contactos con las mujeres entrevistadas y con algunas/os de las/os profesionales 

fueron posibles gracias a la colaboración de diferentes entidades que prestan atención a 

víctimas d e v iolencia en  C ataluña, co mo el  g rupo “T amaia”, l a f undación S urt y l as 

asociaciones contra la violencia de género “No estás sola” y “Violeta”90. 

                                                           
90 En lo s s itios web: http://www.tamaia.org/ca, http://tamaiaviuresenseviolencia.blogspot.com.es/, 

http://www.surt.org/gvei/inicio.html, http://www.noestasola.net/index.php y 

http://www.tamaia.org/ca
http://tamaiaviuresenseviolencia.blogspot.com.es/
http://www.surt.org/gvei/inicio.html
http://www.noestasola.net/index.php
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Las entrevistas a los jueces y las fiscales fueron realizadas gracias a la colaboración 

prestada p or el  O bservatorio co ntra l a v iolencia d oméstica y d e género d el C onsejo 

General del Poder Judicial, por intermedio de la directora de este t rabajo, la profesora 

Encarna Bodelón. 

El p ersonal p olicial f ue en trevistado gracias a l a i ntermediación d el p ersonal d el 

programa d e s eguridad contra l a v iolencia m achista d el “D epartamento d e Interior, 

Relaciones Institucionales y participación” de la Generalitat de Cataluña.  

 

2.1. Las mujeres. 

 

Todas las mujeres entrevistadas fueron ví ctimas de  violencias f ísicas, ps icológicas 

y/o económicas graves: 11 de ellas denunciaron los hechos y 6  no l o hicieron. En los 

casos de  dos  de  l as m ujeres que  no de nunciaron, l os he chos fueron i gualmente 

investigados en un j uzgado de  vi olencia c ontra l as m ujeres, po rque l a de nuncia fue 

presentada por profesionales de la red de la atención: en uno de ellos, por profesionales 

de la salud y, en e l ot ro, por  l a pol icía. Una de  estas mujeres decidió hacer uso de  la 

exención de declarar que regula el  ar t. 461 de l a Ley de Enjuiciamiento cr iminal y l a 

causa fue archivada. 

La finalidad d e l as en trevistas a  m ujeres v íctimas d e v iolencia f ue l a d e o btener 

información s obre l os obs táculos y di ficultades que  e xperimentaron con r especto a l 

acceso a la justicia, de acuerdo con una guía que contemplaba las siguientes preguntas: 

¿Qué opinión t ienen con relación a la LO 1/2004 y la ley catalana 5/2008 y sobre los 

                                                                                                                                                                          
http://www.violeta.despientitats.cat/ se e ncuentra una a mplia i nformación sobre es tas entidades y l os 

programas que desarrollan. 

 

 

 

 

http://www.violeta.despientitats.cat/
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derechos que les acuerdan? ¿Cómo perciben la actuación de la justicia? ¿Cómo perciben 

la a ctuación de  ot ros s ervicios, por  e jemplo: l a pol icía, l os s ervicios de  s alud, l a 

asistencia jurídica gratuita?  ¿Qué intervenciones/servicios valoran como más útiles para 

ayudarlas a salir de la situación de violencia? ¿Cuáles creen que son los puntos débiles o 

que tendrían que mejorarse para dar una respuesta más adecuada a las mujeres que han 

vivido violencia, respecto a su derecho a acceder a la justicia y a obtener una protección 

adecuada? ¿Cuáles serían los puntos fuertes del sistema legal en vigor y, en particular, 

de la respuesta penal a la violencia de género?   

En los cuadros que se encuentran a continuación se presenta una breve información 

de l as mujeres en trevistadas, que incluye al gunos detalles sobre l a v iolencia sufrida y 

una s íntesis de las ci rcunstancias más relevantes at inentes al  ejercicio de sus derechos 

de acceso a la justicia, más los códigos de referencia de sus citas. 

 

Mujeres que no presentaron denuncia. 

MND12. E spañola. S ufrió 
violencia du rante 16 a ños sin 
percibirla co mo t al. C uando s e 
separó co menzó t erapia y allí 
entendió lo  que le  h abía 
sucedido. N o de nunció a  su e x 
pareja porque le daba lástima. 

MND14.Extranjera.Víctima de 
violencia p sicológica. A l 
momento d e l a en trevista, 
convivía c on e l a gresor. N o l o 
había de nunciado por que n o l o 
consideraba c onveniente. F uerte 
dependencia e mocional y  
económica. 

MND16. E spañola. V íctima d e 
violencias f ísicas y  psicológicas 
durante 28 años. Se separó y  no 
presentó d enuncia. Se p ercibió 
como víctima d e v iolencia 
durante l a terapia post-
separación. T enía u na f uerte 
dependencia eco nómica y 
emocional co n el  a gresor que 
estaba superando al momento de 
la entrevista. 

 

MND13. E spañola. V íctima de 
maltratos f ísicos y p sicológicos 
durante 1 8 añ os. D ecidió 
separarse y no denunciar porque 
sentía que con la separación era 
suficiente. Firmó un divorcio por 
mutuo a cuerdo. N o hubo 
violencia post-separación porque 
no han vuelto a verse. El agresor 
formó nueva pareja. 

MND15. E spañola. V íctima de  
violencia p sicológica. La 
denuncia l a p resentó s u médica, 
después d e l a s eparación. A l 
momento d e l a en trevista, 
llevaba un  t eléfono móvil de  
protección, l o cu al l e d aba 
mucha seguridad. 

MND 1 7. E spañola. V íctima de 
violencias f ísicas y  psicológicas 
durante más de 20 años. Decidió 
separarse cuando co menzó a 
pensar en  suicidarse. 
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Mujeres que presentaron denuncia 

MD1.Extranjera. V íctima d e 
violencia p sicológica g rave. E l 
agresor p resentó u na co ntra 
denuncia. A causa de el lo, la 
mujer r etiró l a denuncia q ue 
había p resentado co ntra s u 
pareja. L a cau sa f ue ar chivada. 
La J ueza d erivó el  ca so a  u n 
Juzgado Civil p ara que resuelva 
la cu stodia d e l a h ija. 
Finalmente, f irmaron un  
divorcio por mutuo acuerdo.  

MD5. E spañola. V íctima d e 
violencia psicológica antes de la 
separación y d e a menazas, 
persecuciones y  daños g raves 
sobre su coche y su vivienda 
post-separación. L levaba 4  añ os 
denunciando l os hechos. H abía 
obtenido a lgunas ór denes de  
alejamiento y, a l momento de la  
entrevista, to davía n o s e había 
realizado el juicio. 

MD9. E spañola. V íctima d e 
violencia p sicológica gr ave y 
física leve ( empujones). A  
propuesta de  s u a bogada, 
consintió una conformidad. 

 

MD2. E spañola. V íctima d e 
violencias f ísicas r eiteradas co n 
resultado de l esiones graves. 
Perdió s u tr abajo. A l momento 
de l a d enuncia, l levaba cas i dos 
años s in t rabajar y no conseguía 
empleo. E l ag resor fue 
condenado a 9 meses de prisión. 

MD6. E spañola. V íctima d e 
violencia f ísica y  psicológica 
grave. E l a gresor q uebrantó 
varias veces l as ó rdenes d e 
alejamiento. L a primera 
denuncia fue archivada. El juicio 
se resolvió con una conformidad 
que e lla e n s u momento firmó 
sin entender qué significaba. 

MD10. Extranjera. Víctima de 
violencias físicas graves. Su hijo 
nació m ientras el la e staba e n l a 
casa d e aco gida. Le as ignaron 
abogada pero nunca la conoció y 
fue al juicio sola. No entendió de 
qué acu saron a su ag resor y 
luego se e nteró d e q ue el  j uicio 
se r esolvió por  c onformidad 
entre el defensor y el fiscal. 

MD3. E spañola. V íctima d e 
violencias f ísicas g raves y  
reiteradas. L a d enuncia fue 
realizada p or s u médico d e 
cabecera. E l ag resor f ue 
condenado a pagar una multa. 

MD7.Extranjera. L as ag resiones 
comenzaron co n l a co nvivencia. 
La denuncia fue realizada por la 
policía, a lertada p or v ecinos. 
Estuvo en  u na cas a d e aco gida. 
Conoció a su abogado el día del 
juicio. 

 

MD11. E spañola. V íctima d e 
violencias p sicológicas g raves, 
amenazas, persecuciones y daños 
graves s obre s u c oche y s u 
domicilio. C omo co nsecuencia 
de l a v iolencia, p erdió s us dos 
trabajos. Le otorgaron una orden 
de protección pero tuvo que irse 
a vivir a casa de su madre, a otro 
pueblo, du rante más de  un a ño. 
Condenaron a s u ag resor a 
trabajos en beneficios de la 
comunidad y a indemnizarla por 
los da ños oc asionados. A l 
momento d e la  e ntrevista, n o 
había c obrado l a i ndemnización 
y llevaba ya más de dos años sin 
empleo. 

MD4. E xtranjera. V íctima d e 
violencias físicas g raves. E l 
agresor f ue co ndenado a 4 a ños 
de prisión. 

MD8. Española. Sufrió violencia 
psicológica p revia a l a 
convivencia y física gr ave 
durante l a c onvivencia, q ue 
comenzó c uando na ció s u hijo. 
Hizo 7  d enuncias. C ada una 
tramitó en un juzgado d iferente, 
hasta qu e de spués de  4 a ños s e 
reunieron todas y el  f iscal acusó 
por v iolencia h abitual. A l 
momento d e la  e ntrevista, e l 
agresor se encontraba prófugo. 
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2.2. Los perfiles profesionales. 

 

Los criterios de selección de las personas profesionales para entrevistar se basaron 

en la decisión de incluir a representantes de distintos servicios de la red de atención a la 

violencia machista en Cataluña, entre los que se encuentran: los juzgados de violencia 

sobre l as m ujeres d e Barcelona, l a p olicía, l as o ficinas d e at ención a l a v íctima, l os 

servicios especializados de información para mujeres (como los PIAD o l os CIE) y los 

servicios de salud.  

Dentro del s istema de j usticia penal y d e l os j uzgados fueron en trevistados cuatro 

jueces: dos t itulares de Juzgados especializados de violencia sobre la Mujer; un t itular 

de un juzgado de lo Penal que interviene en casos de violencia de género y un titular de 

un Juzgado de Ejecutorias penales, que interviene en el juzgamiento y la ejecución de 

las s entencias d ictadas en  l os j uicios d e v iolencia d e género. T ambién f ueron 

entrevistadas tres fiscales: la Fiscal Decana de Violencia de Género de Barcelona y dos 

Fiscales de Instrucción adscritas a los Juzgados de violencia sobre la mujer de la misma 

ciudad.  

Por ot ra pa rte, y s iempre de ntro de l s istema de  j usticia pe nal, f ue e ntrevistado e l 

psicólogo d e l a O ficina d e A tención a l a V íctima del D elito ( OAVD) adscrita a  lo s 

Juzgados d e Barcelona; t res i ntegrantes d el cu erpo d e l a p olicía cat alana ( Mossos 

d’Esquadra): un di rector de  un G rupo d e A tención a  l a V íctima ( GAV) de  una  

comisaría del área metropolitana de Barcelona; una responsable de la Unidad Central de 

Proximidad y Atención a la Ciudadanía (UCPAC), que coordina todas las comisarías de 

Cataluña (esta persona tenía también experiencia previa en un GAV) y un teniente jefe 

de t urno d e u na Á rea Básica P olicial d e u n b arrio d e Barcelona, el cual d irige la s 

patrullas d e at ención d irecta cu ando h ay l as l lamadas d e em ergencia así co mo el  

seguimiento de las Órdenes de Protección (OP). Asimismo, fue entrevistada la persona 

que entre abril de 2007 y diciembre de 2010 dirigió el actualmente extinto Programa de 

Seguridad co ntra l a V iolencia M achista ( PSVM) d el D epartamento d e Interior, 

Relaciones Institucionales y Participación de la Generalitat de Cataluña. 

Dentro de  l a r ed de  s ervicios de  a tención a  l a vi olencia de  género, f ue 

entrevistada una técnica de la Unidad de Actuaciones en Materia de Violencia Familiar 
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(UAMVF), d el D epartamento d e B ienestar S ocial y Familia d e l a Generalitat de 

Cataluña; una abogada especializada en  v iolencia de género y Ley de Extranjería que 

trabaja e n un P unto de  I nformación y A tención a l es M ujeres d e B arcelona ( que en  

Cataluña, c omo s e ha  advertido e n e l capítulo 3, s e conocen c omo P IAD91); la s 

directoras de dos Centros de Intervención Especializada (CIE) y dos juristas/abogadas 

que trabajan en esos centros. Finalmente, fueron también entrevistadas dos médicas de 

familia de los Centros de Atención Primaria (CAP), una de ellas ha estado vinculada a 

la formación del personal y a la elaboración de las guías y protocolos sobre violencia de 

género en el ámbito médico. 

La finalidad de las entrevistas a profesionales fue la de obtener una información 

más amplia y, en algunos casos, con mayores detalles, sobre los aspectos generales de 

sus i ntervenciones cotidianas con ví ctimas de  vi olencia y, en concreto, s obre: ¿ Cómo 

perciben a las mujeres que han sobrevivido a la violencia y que han recurrido al sistema 

de j usticia pe nal? ¿Cómo pe rciben a  l as m ujeres que  no l o ha n he cho o que  no ha n 

querido mantener la denuncia? ¿Cómo ha afectado su trabajo la entrada en vigor de los 

diferentes m arcos n ormativos es pecíficos en l a m ateria? ¿ Cuáles cr een q ue s on l os 

puntos débiles o que  tendrían que mejorarse para dar una respuesta más adecuada a las 

mujeres q ue h an v ivido v iolencia, r especto a s u d erecho a ac ceder a l a j usticia y a 

obtener una  p rotección adecuada? ¿C uáles s erían l os p untos f uertes d e la l egislación 

vigente y, en particular, de la respuesta penal a la violencia de género? 

 

En el  s iguiente cu adro s e detallan l os códigos d e r eferencia de l as ci tas de l as 

entrevistas de cada de una de estas personas: 

 

 

 

 
                                                           
91 PIAD es la sigla en lengua catalana de “Punts d’Informació i Atenció a l es Dones”, que en castellano 

significa, precisamente: “Puntos de Información y Atención a las Mujeres”. 
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Profesionales 

Juez d e V iolencia 
sobre l a M ujer: 
EP11 

Fiscal Decana de 
Violencia d e 
Género: EP18 

Director d e 
(GAV): EP15 

Abogada P IAD: 
EP03 

Directora C IE: 
EP04 

Juez d e V iolencia 
sobre l a M ujer: 
EP12 

Fiscal d e 
Instrucción: EP19   

Caporal de  
UCPAC: EP16 

Abogada C IE: 
EP05 

Médica d e C AP: 
EP07 

Juez d e l o P enal: 
EP13 

Fiscal d e 
Instrucción: EP20 

Teniente j efe d e 
policía: EP17 

Abogada C IE: 
EP09 

Médica d e C AP: 
EP08 

Juez d e 
Ejecutorias: EP14 

Psicólogo de  l a 
OAVD: EP02 

Directora d el ex  
PSVM: EP06 

Directora C IE: 
EP10 

Técnica de la 
UAMVF: EP01 

 

 

3. Análisis de las narrativas de las personas entrevistadas. 

 

A continuación se presenta el análisis de las narrativas de las personas entrevistadas, 

articulado a p artir d e los s iguientes ej es d e reflexión: 1 ) v aloración d el m arco 

normativo; 2)  va loración de  l a i nformación que  di sponen l as m ujeres y d el 

conocimiento de sus derechos; 3) valoración de los servicios y apreciación de las ayudas 

más útiles para salir de la violencia; 4) representaciones de las mujeres víctimas y de la 

denuncia; 5 ) p ercepciones es pecíficas s obre v íctimas y a gresores; 6 ) p untos f uertes y 

débiles del sistema de justicia penal; 7) críticas y sugerencias para mejorar la seguridad 

de las mujeres y su derecho de acceso a la justicia. 

 

3.1. Valoración del marco normativo. 
 

En es te ap artado s e p resentan l as p rincipales v aloraciones r ealizadas p or l as 

personas en trevistadas c on r elación al  m arco l egal v igente, t anto a n ivel es tatal ( LO 

1/2004) como a nivel autonómico catalán (Ley 5/2008). Se analizan las opiniones de las 

víctimas y l as/os pr ofesionales s obre e l m arco n ormativo y s us pe rcepciones s obre e l 

sistema d e j usticia y el desarrollo d e l os s ervicios d e atención y r ecuperación d e l as 

mujeres. T ambién s e r evela l a i nformación v inculada al m odo e n que  e stas pe rsonas 
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consideran que estas leyes han incidido en su experiencia para salir de la violencia (en 

el caso de las víctimas) o en su trabajo cotidiano (en el caso de las/os profesionales) y   

La primera cosa que cabe advertir en este punto es que la mayoría de las víctimas 

opinan que es importante que exista una legislación que las ampare y que haya servicios 

de información y de ayuda. Sin embargo, puntualizan que el marco normativo tiene un 

peso relativo. En primer lugar, porque consideran que la mera existencia de una ley no 

es s uficiente p ara s olventar l as n umerosas co nsecuencias d añosas q ue ac arrea l a 

violencia y, en segundo término, porque no constituye un instrumento totalmente eficaz 

con r especto a l a p rotección d e l as v íctimas, l a prevención de  nue vas vi olencias y l a 

reparación d e l os d años cau sados. A sí l o ex presa claramente u na d e l as v íctimas 

entrevistadas:  

“Jo crec que ningú e t pot t reure e l dolor, no  es pot va lorar econòmicament un 

mal” (MND15). 

Algunas d e l as v íctimas ex presan m uy bi en e l m odo e n que  que dan t otalmente 

desprotegidas f rente a  l a vi olencia, i nclusive c uando ha n c onseguido una or den de  

protección, al tiempo que ponen de manifiesto que la violencia tiene consecuencias que 

van más allá de las agresiones concretas. Esto es, que las consecuencias para las mujeres 

son mucho más graves que una agresión puntual: escapar a la violencia implica muchas 

veces verse compelidas a dejar su domicilio, su trabajo y cambiar totalmente sus hábitos 

de vida. Los siguientes testimonios son una muestra clara del alcance que puede llegar a 

tener la violencia en sus vidas y de lo insuficiente que resulta, en ocasiones, una orden 

de protección o c ualquier otra medida adoptada en un j uicio (incluidas las privaciones 

de libertad del agresor), lo cual genera un fuerte sentimiento de seguridad: 

“Cómo pue de s er… yo c on una  o rden d e a lejamiento de l 2008 y é l entró a  

prisión en e l 2009.  Y pues, c laro, una  vez que  me convencieron de  denunciar, 

me dieron la orden de alejamiento y me dijeron: `trae esta orden contigo siempre 

a la mano´. Y yo traía este `papel´ conmigo cuando me dio las cuchilladas. Me 

dijeron que  e stuviera t ranquila nue ve m eses, como que  f uera así de  s encillo. 

Ahora no  l e pu edo da r a  na die m i t eléfono ni  m i dom icilio. A hora él e stá 

pagando su pena en donde está, pero yo que estoy libre también estoy pagando” 

(MD2). 
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“es que  vi vía c on m iedo por que él e staba e n l ibertad. T enía una  O rden de  

Alejamiento, pero entra dentro de lo peligroso que es…me da miedo salir en la 

calle, he cambiao cuatro domicilios, he tenido que mandar a  mi h ija a  mi p aís 

(…) B ueno, al  f inal en tré en  u na cas a a t rabajar d e f ija, s olo s alía u n d ía a l a 

semana y lo demás todo el día…por la noche dormía allí y me quedaba ahí…Y 

bueno, l o ha n c ondenado a  casi cuatro años ( …) pero ha ce unos  s eis u  oc ho 

meses q ue m is p aisanos d ecían q ue s e h a fugao porque s abe que  l o ha n 

condenado, y…bueno, yo me he ido a recoger la sentencia y me han dicho que 

no…porque no lo van a encontrar y me gustaría saber por mi seguridad y por mi 

tranquilidad si está detenido. No me han avisao, no me han dicho nada…porque 

me han prometido que si no lo van a encontrar aquí, pues lo van a buscar por el 

Interpol” (MD4). 

“Somos nos otras l as que  t enemos que  c ambiar d e t rabajo, de l l ugar en d onde 

vives y quedas coaccionada ¿por qué tengo que ser yo la que se vaya a una casa 

de aco gida? ( …) A demás, en  l a casa d e a cogida, s i al guien m e q uiere llamar 

tiene que  da r s us da tos y una  v ez que  r evisan s u c arnet de  i dentidad m e 

comunican con esa persona y me dejan verla, pero ¿cómo? Si yo no cometí el 

delito” (MD2). 

Pregunta: Tu has dit que vas haver de marxar de casa teva, i  a o n vas anar a  

viure durant 10 mesos? 

Respuesta: “Si, a cas a de la meva mare, al  poble del costat. Que clar, això es 

diu mo lt f àcil, jo  a  c asa me va tinc m olt bon r otllo, o s igui, t inc... e ns p ortem 

perfecte, no t inc cap inconvenient d’anar a casa, però... això què significa per a 

una persona? Significa, al menos per a mi, anar en darrera. Tu ja jas marxat de 

casa dels p ares ( ...), h as v iscut en  50 cases, 50 pobles di ferents, i  que  p er una  

cosa ai xí, que a s obre no es  cu lpa t eva, t u hagis de m arxar, encara que a casa 

t’embolcallin i t’ acollessin mo lt b é, a  tu  et f a la  s ensació d e q ue e stàs ta n 

desprotegida que necessites que la teva família doncs et protegeixi i que et sents 

com a u na merda, et sents com a incapaç de... de continuar amb les teves coses 

normals, o sigui que sents com si vas en darrera, no? Que tornes a casa del pares, 
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ja sabem que és per un motiu tal i per un motiu tal, però no deixa de ser –ho, no 

deixes de tornar” (MD11). 

Pregunta: I quant tems va passar des de que vas deixar la feina fins trobar-ne 

una altra? 

Respuesta: “A veure, v an passar.... a ixò va  ser al desembre, l ’última feina l a 

vaig deixar al  desembre... gener, febrer ( ...) i ... j o crec que l ’altra feina l a vaig 

tenir a l m arç, no, no, qu e e stic di ent m entides... gener, f ebrer, m arç, a bril... a l 

maig, al m aig v aig t ornar a  co mençar a  t reballar. A ra, aq uesta p ersona no v a 

parar, no v a parar. O sigui, jo vaig canviar de casa, vaig canviar de feina, vaig 

canviar de tot i  la cosa continuava. Per això sentia i  deia abans, que... la meva 

pregunta principal era què nassos haig de fer? O sigui, si fas totes les coses tal i 

com diu la llei i tal... i la veritat és que et venen unes ganes d’agafar un garrot i 

estampar-li el cap, perquè clar, estàs fent totes les coses correctes, legals, i tal i 

aquí pues...res, tu continues ben fotuda”. 

Pregunta: I quan van acabar els episodis violents? 

Respuesta: “Pfffffff... difícil aquesta pregunta. Jo crec que... fa un a ny ben bé 

que n o em  m olesta p er res aq uesta p ersona. P erquè d esprés d e q ue ac abessin, 

bueno, acabessin... per dir-ho d’alguna manera, doncs, acabés tot el follón, tota 

la història de tot, jo a vegades quan baixava al poble a comprar, que per cert, ara 

no vaig a comprar al meu poble, vaig al poble del costat, vaig als altres pobles... 

només per... per precaució” (MD11). 

Pregunta: O sigui que van canviar els teus hàbits? 

Respuesta: “Sí, va n c anviar e ls m es hà bits t otal. D oncs a l pr incipi, quan 

baixava al poble, de tant en tant jo veia que ell... (ell treballa en un bar), jo veia 

que e ll s ortia a llà a  l a por ta de l ba r i ... i nclús h avia r ebut a lgun sms que d eia 

estàs molt guapa i m’agrada veure quan passes per davant del bar” (MD11). 

Pregunta: Després de les denúncies i tot això? 

Respuesta: “Clar, quan vaig denunciar-lo... e ra l a úl tima... I llavorens jo crec 

que es va  acabar tot a ixò... no s é, pot  ser t ’enganyo, però farà cosa d’un any i  
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mig les coses estan més tranquil·les. A veure després d’aquest judici, de l’últim 

d’aquests de fa quinze dies... a veure què passa” (MD11). 

Pregunta: O s igui que  si m al no r ecordo t u m ’has pa rlat de  t res a nys i  m ig, 

gairebé quatre, que portes amb aquesta situació... doncs tot això va durar ben bé 

dos anys i mig?  

Respuesta: “Si, dos anys llargs. Si” (MD11)92. 

Las personas profesionales entrevistadas, por  su parte, coinciden en afirmar que el 

marco nor mativo vi gente ha  t enido un  r ol i mportante e n l a de limitación y 

conceptualización del problema y en la toma de conciencia de que, cuando se t rata de 

violencia de género, están en juego los derechos humanos de las mujeres. Así lo pone de 

relieve u na t écnica d e l a u nidad d e a ctuaciones en  m ateria d e v iolencia f amiliar d el 

Departamento de Bienestar Social y Familia de la Generalitat de Cataluña, la cual, sin 

perjuicio de  opi nar que  queda m ucho t rabajo po r ha cer c on relación a l despliegue de  

servicios y r ecursos y a  una  i ntervención pr ofesional s obre l a ba se de  c riterios 

uniformes, hace un balance muy positivo de las leyes vigentes, con especial referencia a 

la ley catalana: 

“La Ley es m uy r ica, viendo e l punt o de  pa rtida, de  l a que  ha bía ( LO 

1/2004), y de spués con e sta nu eva l ey (Ley 5/2008), t anto a  ni vel 

conceptual, tanto a nivel de red, está muy bien. Pero claro, todavía está `en 

bragas´, yo pienso que es aquel el horizonte al que tenemos que aspirar. Es 

fantástico q ue p odamos h ablar d e d erechos d e l as m ujeres y, además, d el 

derecho de la mujer a erradicar la violencia. No estamos diciendo el derecho 

de l a m ujer a s er p rotegida, s ino c omo s ujeto a ctivo. E s i deal. C laro q ue 

cabe que incorporemos este discurso y que todas las profesionales creamos 

en él y escapemos de paradigmas paternalistas...” (EP01). 

                                                           
92 La lentitud de los procedimientos judiciales es uno de  los obstáculos de acceso a la justicia q ue las 

mujeres expresan con mayor frecuencia y que será retomado en 3.6 y 3.7. 
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La v ariedad d e m atices p resentes en  l as n arrativas d e l as p ersonas 

entrevistadas con respecto a l a valoración del marco normativo requiere de 

un análisis por separado, el que se hará a continuación.  

 

3.1.1. Los matices. 
 

Sin perjuicio de la opinión generalizada de que la ley es una herramienta muy 

importante para hacer frente a l a violencia de género, la mayoría de las personas 

entrevistadas se preocupó por dejar en claro, de una manera muy explícita, que de 

conformidad con los propios criterios de la L0 1/2004, las medidas penales, si no 

van a compañadas de  ot ras a doptadas en planos di versos ( educativo, cultural, 

social, et c.), n o s on s uficientes p ara af rontar ad ecuadamente es ta p roblemática. 

Los matices de los testimonios recogidos giran alrededor de cuatro ejes básicos de 

reflexión, cuales son: a) los límites de la respuesta penal; b) la importancia de la 

prevención; c ) e l de sarrollo de  l os de rechos r econocidos; d)  l a “ frialdad” de  l a 

justicia, en ocasiones percibida como maltrato institucional. 

 

Los límites de la respuesta penal. 

 

La m ayoría d e l as p ersonas en trevistadas consideran, de  acuerdo c on los 

propios criterios enunciados en la LO 1/2004, que las respuestas a la violencia de 

género no deben agotarse en la intervención de la justicia, sino que también deben 

involucrarse otros ámbitos. Los jueces sostienen esta idea de forma muy clara. Así 

lo sintetizaba uno de ellos: 

 “Yo c reo que  [ la LO 1 /2004] tiene un pa pel f undamental. A  ve r t ambién 

pienso que es un problema más social y educativo que de la justicia, que depende 

más d e l as d ecisiones q ue s e t omen p olíticamente a n ivel de                                                                                                                                                            

cultura y educación que no de la Justicia. Pero sin la Justicia no se puede arreglar 

esto, yo lo tengo clarísimo, no tengo ninguna duda” (EP14). 
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En idéntico sentido, ot ro de los jueces que consultamos considera que la ley 

no constituye una herramienta del todo eficaz para abordar una problemática tan 

compleja, aunque reconoce su ut ilidad para la p rotección de l as v íctimas y para 

ofrecer cierta confianza en los órganos públ icos con relación a  las demandas de 

justicia y protección por parte de las damnificadas: 

“...nosotros no s omos una  s olución, a hora, t ambién e s c ierto qu e s i una  

persona s ufre una  a gresión o  s ufre ma los tr atos, d e la  mis ma ma nera q ue 

cualquier p ersona n ecesita l a t utela j udicial para cualquier p roblema, 

lógicamente u na m ujer q ue s ufre m alos t ratos s e s iente m ás am parada 

socialmente o públ icamente por parte del Estado si hay unos órganos como 

nosotros que  e stamos e specializados. T e da  cierta c onfianza, e n p rincipio, 

que no e s una  p anacea ni  t ampoco una  s olución de finitiva, pe ro e n e sa 

medida en  q ue s irve d e instrumento p ara cas tigar d eterminada co nducta y 

canalizar es a co nfianza en l os órganos de l E stado, pue s c laro que  s omos 

útiles, es evidente” (EP12). 

 La i dea d e q ue l a l ey n o es  i nstrumento t otalmente e ficaz p ara resolver 

todos los asuntos vinculados con las situaciones de violencia viene reforzada por 

algunas de las mujeres entrevistadas, pero por otros motivos. Para ellas, el marco 

legal r esulta i nsuficiente de sde e l punt o de  vi sta de l s istema de  pr otección y 

seguridad pe rsonal que  r egula, que  e n m uchas oc asiones e s pe rcibido c omo 

absolutamente  i neficaz e i ncapaz d e generar g arantías para ev itar n uevas 

agresiones o, como mínimo, para dar seguridad y tranquilidad a las víctimas. La 

inseguridad p ercibida p or l as m ujeres, ad emás, l es g enera u na s ensación d e 

impotencia e injusticia que afecta seriamente sus vidas: 

“Sí q ue es  i mportante que ha ya un j uez que  di ctamine, que  c ondene… 

pero (con respecto a la ley) no le veo que apoye y que ayude, porque a ver... 

¿por qué tiene que haber una orden de alejamiento y luego se la saltan “a la 

torera”? Pues s i es a p ersona s e l a s alta u n d ía ( …) yo n o le  v eo ju sticia” 

(MND13). 
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“Hay 7 5 m il ó rdenes d e al ejamiento en es te p aís, s e t raducen en  7 5 m il 

hombres ahí afuera enojados. Y yo tengo miedo: él estará 9 meses más en 

prisión y, cuando salga, estará más enojado” (MD2).  

Esta mis ma mu jer r efirió ta mbién e n l a entrevista que , c uando f ue 

detenido, su agresor la amenazó abiertamente delante de la jueza: 

“Mi expareja le grito a la Juez: `métame lo que quiera en la cárcel, porque 

de todas formas cuando salga la voy a matar´” (MD2).  

De acuerdo con lo expresado por la víctima de estos hechos, este incidente 

no fue entendido por la titular del juzgado ni por la fiscalía interviniente como un 

nuevo a cto de  vi olencia y el a gresor, f inalmente, f ue j uzgado po r e l úl timo 

episodio de  vi olencia q ue ha bía de nunciado, s in que  s e ha yan a cumulado l as 

anteriores denuncias. El juzgamiento de cada hecho como algo puntual y no como 

expresión de uno de los eslabones de la cadena del continuum de la violencia es 

algo que se reitera en las experiencias relatadas por las mujeres. En términos de 

dogmática penal la continuidad de la violencia se puede entender como un caso de 

delito continuado y la LO 1/2004 lo recoge expresamente bajo el tipo de violencia 

habitual, descrito en el artículo 173, apartados 2 y 3, del siguiente modo: 

“2. E l qu e ha bitualmente e jerza vi olencia f ísica o ps íquica s obre qui en s ea o 

haya sido su cónyuge o sobre persona que esté o haya estado ligada a él por una 

análoga relación de afectividad aun s in convivencia, o s obre los descendientes, 

ascendientes o  h ermanos por  na turaleza, a dopción o a finidad, pr opios o de l 

cónyuge o conviviente, o sobre los menores o i ncapaces que con él convivan o 

que s e h allen s ujetos a l a p otestad, t utela, cu ratela, aco gimiento o  g uarda d e 

hecho de l cónyuge o  c onviviente, o s obre p ersona am parada en cu alquier o tra 

relación p or l a q ue s e encuentre i ntegrada en  el n úcleo d e s u co nvivencia 

familiar, a sí c omo s obre l as pe rsonas que  por  s u e special vul nerabilidad s e 

encuentran sometidas a  custodia o guarda en centros públ icos o pr ivados, s erá 

castigado con la pena de prisión de seis meses a tres años, privación del derecho 

a la tenencia y porte de armas de dos a cinco años y, en su caso, cuando el juez o 

tribunal l o e stime a decuado a l i nterés de l m enor o i ncapaz, i nhabilitación 

especial p ara el ej ercicio d e l a p atria p otestad, t utela, cu ratela, guarda o  
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acogimiento por  t iempo de  uno a  c inco a ños, s in pe rjuicio de  l as pe nas que  

pudieran c orresponder a  l os de litos o f altas e n que  s e hubi eran c oncretado l os 

actos de violencia física o psíquica. 

Se i mpondrán l as pe nas e n s u m itad s uperior c uando a lguno o algunos de  l os 

actos de v iolencia se perpetren en  p resencia de menores, o  u tilizando armas, o  

tengan lugar en el domicilio común o en el domicilio de la víctima, o se realicen 

quebrantando una pena de las contempladas en el artículo 48 de  este Código o 

una medida cautelar o de seguridad o prohibición de la misma naturaleza. 

Para apreciar la habitualidad a q ue se refiere el apartado anterior, se atenderá al 

número de actos de violencia que resulten acreditados, así como a la proximidad 

temporal de  l os m ismos, c on i ndependencia de  que  di cha vi olencia s e ha ya 

ejercido s obre l a m isma o  d iferentes v íctimas d e l as co mprendidas en  es te 

artículo, y de que los actos violentos hayan sido o no obj eto de enjuiciamiento 

en procesos anteriores”.  

Se volverá sobre este tema en 3.4, 3.5, 3.6 y 3.7.  

    Algunas de  l as m ujeres e ntrevistadas opi naron, por  ot ra pa rte, que  e s 

importante la  e xistencia d e la  le y y la acción d e la  ju sticia, p ero q ue s i n o v a 

acompañada de otras ayudas, económicas, sociales, de vivienda, resulta sin lugar 

a d udas i nsuficiente. D e h echo, u na d e el las ex presaba q ue s i ex istieran o tras 

opciones disponibles para frenar la violencia, tal vez no sería necesario acudir a la 

justicia. En su caso, consideraba que:  

“Una a lternativa ( sería), por  e jemplo: una  pe rsona que  m e hubi era podi do 

ayudar a de cidir. A lguien que  t e di jera: “Vete de ahí y vente a vivir 

conmigo”, por ejemplo. Una amiga, supongamos” (MND14). 

La idea de que la ley puede ayudar a solventar algunas cuestiones pero no es 

la única solución al problema (especialmente porque se aplica una vez que ya se 

ha c ometido el he cho y no pa ra evitarlo), es t ambién c ompartida, en l íneas 

generales, p or l as f iscales, u na d e l as cu ales, por ej emplo, co nsidera que l as 
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medidas legales previstas son adecuadas, pero que la respuesta judicial, como ya 

se ha comentado, no es suficiente: 

“siempre es necesario que venga complementada con otro tipo de medidas: 

medidas no judiciales, sino medidas de carácter social, educativo, cultural 

o de otro tipo” (EP19).  

Este tipo de opiniones se relacionan con las valoraciones de las víctimas sobre 

las a yudas q ue l es h an r esultado m ás ú tiles p ara s alir d e l a v iolencia q ue s e 

detallarán en 3.3., de modo que allí se volverá a tratar este tema. 

 

La importancia de la prevención. 

 

Relacionado co n l a p ercepción d e l a i nsuficiencia d e u na r espuesta es tatal 

centrada en  l as m edidas ad optadas en el  s istema d e j usticia p enal ( órdenes d e 

protección, e njuiciamiento de  l os a gresores, e tc.), uno de  l os a spectos q ue m ás 

fueron resaltados por  a lgunas de  l as p ersonas e ntrevistadas, en especial, por  l as 

profesionales, tiene que ver con la importancia del trabajo preventivo en la lucha 

contra l a vi olencia de  género, de l que  t ambién hablan l as l eyes vigentes ( LO 

1/2004: T ítulo I, “ Medidas de  s ensibilización, pr evención y d etección” y la l ey 

catalana 5/2008: Título II, “De la prevención, la detección y la erradicación de la 

violencia machista”). Conforme a l as opiniones relevadas, este trabajo parece no 

estar s iendo d esarrollado s uficientemente. A sí l o ex presaba o tra d e l as fiscales 

entrevistadas:  

“Lo que  m ás pue de c ontribuir a  e vitar l a vi olencia de  género e s una  

prevención. La vía penal es la respuesta casi final, que puede resarcir a l a 

víctima por las acciones penales o civiles que se ejerciten, por la condena 

que pueda haber hacia el agresor. Pero creo que hay que empezar mucho 

antes. La prevención debe ser anterior a la vía penal. Aquí sobre todo con 

lo que ayuda es  con el  servicio de atención a la víctima, donde se puede 

hacer u n s eguimiento d e l as v íctimas, s e l es as esora, s e l es a compaña, 
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informarlas si tienen cualquier problema. Pero la vía penal es a resultas de 

la violencia, por lo cual no evita la violencia” (EP20). 

 Más puntualmente, una de las pol icías consideraba que, desde su punto de 

vista, hace falta mucha prevención: 

“Falta mucha más prevención… Nosotras (como policías) en el ámbito de la 

prevención e stamos comprometidísimas, ha cemos m ucho t rabajo de 

prevención. P ero c laro, un c uerpo de s eguridad no t iene l as h erramientas, 

hacemos charlas específicas en las escuelas y tenemos una demanda bestial 

(…), e s pa ra a lumnado de  4º de  E SO, ha sta 15-16 a ños ( …), por que 

pensamos que la v iolencia se debe comenzar a  t rabajar desde las escuelas, 

porque claro, el grueso de denuncias no l o encuentras en esa edad, pero es 

que t ambién entre m uy j óvenes s e d a ( …), q ue en  l a es cuela l o es tán 

viviendo c ada dí a, t ienen l a a miga a l a qu e e l novio l e pe ga, no  l e de ja 

agarrar el teléfono, no la deja vestirse como quiere...” (EP16).  

 Una de las víctimas también enfatiza esta idea, agregando que considera que 

no sólo no se está haciendo un t rabajo preventivo adecuado, sino que además, en 

ocasiones, se envían mensajes sociales que justifican la violencia: 

“(las cosas) cambiarían si hubiera un r echazo social como tendría que ser, 

pero s i l o e stamos r eforzando c onstantemente a  ni vel de  t ele, a  ni vel d e 

conversaciones particulares…” (MND17). 

 

 El desarrollo de los derechos reconocidos. 

  

 En l a l ínea d e i nterconectar los di ferentes ámbitos i nvolucrados e n l a 

respuesta e statal a  l a vi olencia de  género, ot ro de  l os a spectos que  f ueron 

señalados en las entrevistas como uno de los elementos claves en la lucha contra 

este tipo de violencia, tiene que ver con el desarrollo de los derechos reconocidos 

en la normativa vigente.  
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En este sentido se han expresado de manera muy clara las abogadas consultadas. 

Todas e llas c onsideran que e l m arco l egal actual e s un l ogro de l m ovimiento por  l os 

derechos d e l as m ujeres, p ero en tienden que s e t rata d e u n é xito r elativo, 

fundamentalmente po rque l os de rechos r econocidos no s e ha n desarrollado 

suficientemente.  

Las di ficultades de  de sarrollo de  l os de rechos de  l as ví ctimas s e pone n e n 

evidencia de manera más notoria cuando se analiza el  impacto de la ley catalana (Ley 

5/2008) e n r elación c on l a a mpliación de  l os d erechos r econocidos e n la l egislación 

estatal (LO 1/2004). Las abogadas entrevistadas consideran que la ley catalana plantea 

una plataforma conceptual mucho más amplia, pues no sólo se refiere a l a violencia en 

la pareja o ex pareja, sino que –como se explicitó en el capítulo 3- abarca también otros 

ámbitos d onde l a v iolencia m achista s e ej erce ( laboral, co munitario, et c.). T ambién 

están de acuerdo en que esta ley recoge mejor varios de los criterios metodológicos que 

han sido promovidos desde el movimiento asociativo de mujeres para una intervención 

adecuada en la materia que nos ocupa (como el  t rabajo en red) y en que la normativa 

autonómica h a f lexibilizado el  ac ceso a algunos r ecursos, c omo po r e jemplo al 

asesoramiento legal gratuito y a las casas de acogida. No obstante, consideran que esta 

ley no h a s ido c apaz d e de sarrollar nu evos y/o m ejores r ecursos, especialmente l os 

económicos.  

En lo que respecta a es ta ú ltima materia, l a mayoría de l as expertas consultadas 

entienden que  e s l a l ey e statal l a qu e de fine l a i ntervención, pu esto qu e, e n úl tima 

instancia, la denuncia penal se presenta como el requisito general de acceso a la mayoría 

de las prestaciones no contributivas disponibles para las mujeres93. Así lo señalaban una 

abogada y una directora de un CIE: 

                                                           
93 De c onformidad c on l o di spuesto e n Artículo 23 de  l a L O 1/ 2004, relativo a  l a acreditación d e l as 

situaciones de violencia de género ejercida sobre las trabajadoras, “Las situaciones de violencia que dan 

lugar a l r econocimiento d e l os d erechos r egulados en  es te cap ítulo s e acr editarán co n l a o rden d e 

protección a f avor d e l a v íctima. E xcepcionalmente, s erá t ítulo d e acr editación d e es ta s ituación, e l 

informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia de indicios de que la demandante es víctima de 

violencia de género hasta tanto se dicte la orden de protección”. Por su parte, la Ley 27/2003, de 31 de 

julio, r eguladora de  l a O rden de  pr otección d e l as v íctimas d e l a v iolencia d oméstica, dispone, en  su 

artículo 2 , q ue “El j uez de i nstrucción d ictará o rden d e p rotección para l as v íctimas d e v iolencia 
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“[la l ey] es f antástica pero t odavía l e f alta…Porque n o h a h abido el 

desarrollo reglamentario. Nosotros somos un centro de la Generalitat por lo 

tanto ap licamos l a l ey catalana, atendemos a  t odas l as m ujeres, ha yan 

denunciado o no,  esto ya lo hacíamos antes (…), pero ahora la ley permite 

que atendamos a todas las mujeres. Pero después la realidad es que todas las 

prestaciones y recursos es tán regulados por l a l ey española, centrada en  l a 

violencia e n e l ámbito de  l a p areja y con de nuncia, s i no, no  ha y n ada”. 

(EP09 y EP10). 

En el mismo sentido se expresaba la técnica de la unidad de actuaciones en 

materia de violencia familiar que citamos al comienzo de este apartado: 

“no es requisito (la denuncia) para acceder ni a l os CIE ni a l os servicios 

de acogida… claro que preguntas si ha denunciado, importante que aporte 

la documentación porque uno de los servicios prioritarios cuando llega una 

mujer al  s ervicio d e aco gida es  el  as esoramiento ju rídico, e specialmente 

cuando h ay ni ños de  p or m edio. E l p roblema está e n l as pr estaciones 

económicas (…). A nivel de acceso a recursos no es lo mismo, las que  no 

denuncian h an t enido muchos pr oblemas. A hora, algunos s ervicios 

comienzan a permitir que con un informe de un servicio se pueda tramitar 

una RAI94, pero hasta ahora esto no e ra así (…). Nos hemos encontrado 

                                                                                                                                                                          
doméstica en los casos en que, existiendo indicios fundados de la comisión de un delito o falta contra la 

vida, integridad física o moral, libertad sexual, l ibertad o seguridad de alguna de las personas 

mencionadas en el artículo 153 del Código Penal resulte una situación objetiva de riesgo para la víctima 

que requiera la adopción de alguna de las medidas de protección reguladas en este artículo. ”Así las cosas, 

la LO 1/2004 y la Ley 27/2003 no establecen la denuncia como único requisito de acceso a los derechos 

ni a  la orden de protección, s ino que es la práctica institucional la que, de  acuerdo con los testimonios 

recogidos en el trabajo de campo, parece limitarlo a ella.   

94 RAI es  l a s igla d e R enta Activa d e I nserción. S e t rata d e u na p restación eco nómica mensual no  

contributiva que se ofrece a determinadas personas, entre ellas, las víctimas de violencia de género, que se 

supone t ienen e speciales d ificultades eco nómicas y p ara en contrar t rabajo. E stá regulada p or el  R eal 

Decreto 1369/2006, de 24 de noviembre. 

http://noticias.juridicas.com/base_datos/Penal/lo10-1995.l2t3.html#a153
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casos, en algunos servicios sociales de atención, que todavía piden como 

requisito la denuncia, porque años atrás sí que se pedía” (EP01). 

 Estas pe rcepciones s on r atificadas por  a lgunos de  l os t estimonios 

prestados por las víctimas, como el siguiente: 

“Y… lo único que t e d icen es  “denuncia, denuncia” y pues cl aro, t ienen 

razón, porque sin una denuncia no se puede hacer nada” (MD2).  

Como s e c omentó e n e l C apítulo 3, l a Ley 5/ 2008 de l pa rlamento d e 

Cataluña habría pretendido paliar, de alguna manera, que el acceso a los recursos 

no e stuviera condicionado por  l a de nuncia. E n e sta C omunidad A utónoma e l 

acceso a los CIE, a los servicios de acogida o al asesoramiento legal, no requiere 

de la previa presentación de la denuncia penal, pero el  acceso a l as prestaciones 

económicas y a los derechos laborales recogidos en la ley estatal, todavía parecen 

exigir que la misma exista.  

Una t écnica d el D epartamento d e Bienestar y Familia; l a ex -directora d el 

programa d e S eguridad co ntra l a V iolencia M achista y u na d e l as a bogadas 

entrevistadas, así lo interpretan:  

 “Yo r ecuerdo q ue añ os at rás co n u n s imple certificado d el r ecurso ya 

podíamos tr amitar la  R AI. D espués, ha cia e l a ño 2006 o a sí e mpezaron a  

pedir órdenes de protección y claro había mujeres que no las tenían, que no 

habían denunciado, y no tenían acceso a la RAI, con todo lo que comporta, 

en el acompañamiento en la búsqueda de trabajo…” (EP01) 

“Lo que parece un obstáculo para la fase de recuperación de la mujer, es que 

todo el sistema de recursos está condicionado por si hace una denuncia o no. 

(…) la denuncia no ha de ser el condicionante del servicio público. (Pero ¿lo 

está siendo?) Yo creo que lo está haciendo. La ley catalana tiene la vocación 

de que esto no sea así.” (EP06) 

“La l ey estatal no de ja nada después d e l a denuncia, o ha y denuncia o no 

hay ningún recurso” (EP03). 
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“Por ejemplo, los derechos laborales están todos vinculados a la denuncia, o 

sea, volvemos al tema… le otorgamos recursos, como poder tener derechos 

en m ateria l aboral, s iempre que  e lla de nuncie, s i no, no  l os t iene ( …) 

Siempre todavía surge la duda, entre comillas, de s i ponemos otras formas 

de acr editar l a v iolencia q ue n o s ea l a d enuncia, p ero n o v aya a s er cosa, 

entre comillas, que la mujer se aproveche de la situación. Y vuelve a surgir 

todo e l t ema del supuesto aprovechamiento de  las mujeres de  los s istemas 

judiciales o l os r ecursos s ociales, l aborales o e conómicos, c uando e n 

realidad tienen que ser entendidos como un soporte para que, justamente, la 

mujer p ueda af rontar, d igamos, l a p aralización d e l a v iolencia, d esde el la 

misma y no d esde un s istema paternalista (…) pero es to cuesta porque e n 

temas de violencia el sistema penal es como muy paternalista, yo te protejo 

y ya está, pero si no te vienes a este sistema, pues pongo en duda de que en 

realidad s ea t an ci erta esta v iolencia d e q ue m e h ablas, s i n o s igues m i 

camino, pues no me lo creo” (EP03).    

Dado que este tema se relaciona también con la percepción de la denuncia 

penal que  t ienen l as p ersonas e ntrevistadas, así c omo c on l os punt os f uertes y 

débiles d el s istema d e j usticia y co n l as cr íticas y s ugerencias p ropuestas p ara 

mejorar el acceso a la justicia, en cada uno de esos apartados, se volverán a dar 

más detalles sobre el mismo. 

El derecho a la asistencia jurídica, que está expresamente recogido tanto en 

la LO 1/2004 como en la catalana 5/2008 (artículos 20 y 41, r espectivamente) es 

uno de  l os de rechos que , c onforme a  l os t estimonios r ecogidos, e stá s iendo 

vulnerado abiertamente o no s e está desarrollando de  un m odo satisfactorio. De 

forma reiterada l as mujeres entrevistadas han expresado no haber conocido a s u 

abogada/o de  of icio, ha berla/o c onocido di rectamente el dí a de l j uicio ( unos 

minutos a ntes) o no haber recibido un  bue n a sesoramiento o una  bue na 

información por parte de ésta/e. La falta de esta asistencia hace que las mujeres se 

vean o bligadas a consentir s ituaciones co n l as q ue n o es tán d e acu erdo y que, 

además, consideran injustas. Las siguientes manifestaciones son prueba de ello: 
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“Hay muchas cosas que se deben de cambiar en el proceso. Por ejemplo, 

en la audiencia que fui ayer, no me contactaron oportunamente y llegué sin 

abogado. E l l legó c on s u a bogado de  of icio. E ntonces, s u a bogado y l a 

Fiscalía llegaron a un acuerdo, yo no entré” (MD2). 

“Me di jeron, c reo, que  me i ban a  a signar un a abogada. A  él l e a signaron un  

abogado, creo…no lo sé…pero tenía un abogado. A mi pues…en el documento 

sí, d ecía q ue m e i ban a  as ignar u na ab ogada, p ero t ampoco l e l lamé… N o l a 

llamé. Y sí…  creo que sí me asignaron…claro… cómo voy a decir que no, que 

si me asignaron…pero no lo llamé al abogado. Tenía que llamarle yo, creo. ¿Y 

no tenías ganas de llamarlo…? No, no, lo dejé así” (MD 10). 

“Con l os a bogados… m e m anché c on l a j usticia g ratuita ( …) A l a bogado de  

oficio lo conocí el día del juicio” (MD7). 

Pregunta: “Tu ha s pa rlat d’ un a ssessorament... que  a rrel d’ aquest 

assessorament tu li vas dir a la teva advocada: com és possible tot això?  

Respuesta: “El vaig rebre a casa, i a través d’una amiga de la meva cunyada que 

també és advocada. Llavors, vaig reunir-me dos o tres vegades amb ella i clar, de 

seguida, quan li vaig explicar em va dir no, no, n o, si lo que has de fer és això, 

això, i  tal, i  l lavors (después), semblava que jo l i estigués ensenyant a  la meva 

advocada lo que havia de fer. Gràcies a que uns altres m’ho havien dit” (MD11) 

Pregunta: I a partir d’aquest assessorament sents que les coses han canviat?  

Respuesta: “Hi h a h agut un click en t emes t ècnics, d e papeleo, v ale? P erquè 

clar, quan jo j a l i vaig posar l es p iles a l a meva advocada jo j a em sentia més 

tranquil·la perquè ja les coses estaven seguint el procés normal” (MD11).  

Pregunta: I l’advocada et va donar la raó?  
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Respuesta: “Si! L’advocada no e m va  di r ni  p io! ` Ah, bue no, ho f aré. S í, s i, 

intentaré r eunificar-les t otes´95. P erò é s que  e m s embla i ncreïble no, qu e a lgú 

especialitzat en el tema no t’avisi. Em sembla increïble” (MD11).  

Pregunta: Tu sabies si era una persona especialitzada en el tema? 

Respuesta: “No, no e n t enia ni  i dea. N i i dea. O  s igui, j o no s é s i a questa 

advocada és especialitzada o no, a hores d’ara encara no ho sé” (MD11). 

Pregunta: I la teva percepció quina és? 

Respuesta: “Pel que jo he vist, crec que no en tenia ni idea. Que desde luego no 

devia ser el seu camp, segur (MD11). 

Otras m ujeres, p or el  c ontrario, s e m ostraban muy s atisfechas co n l a 

asistencia jurídica recibida, como lo demuestran estos dos testimonios, el último 

de los cuales considera, asimismo, que la atención jurídica gratuita fue el servicio 

que más la ayudó para salir de la situación de violencia: 

 Pregunta: “Y la abogada de oficio que te dieron, ¿estuviste satisfecha con 

ella? Respuesta: Sí, m e t ocó una  c hica de  M artorell y bi en. A l os 2 m eses de  

empezar los papeles ya la tenía (la orden de protección) y… contenta, lo que tuvo 

que hacer lo hizo y bien” (MND12). 

“Lo que  a  m í m e t enía f renada e s e l t ema de l a bogado de  of icio por que no  

tenía… e conómicamente, pa ra pode rlo pa gar y el encontrar a hí ayuda y  t odo 

rapidito…hay gente que tarda mucho y se queja mucho y tienen que cambiar de 

abogado porque no les hacen caso… A mí… yo tuve suerte, me fue todo bien y 

eso en particular era lo que necesitaba, porque yo, a lo mejor, podía tener la idea 

de hacerlo, pero me frenaba lo económico, porque no podí a tirar para adelante. 

Eso es lo que más agradecí, poder tener gratis las atenciones del abogado y para 

lo que me hubiese hecho falta” (MND12).  

                                                           
95 Nota aclaratoria: esta mujer había hecho 7 denuncias seguidas y estaban todas tramitando por separado, 

de modo que la entrevista habla de la acumulación de expedientes. La acumulación de expedientes fue 

solicitada por la abogada, a sugerencia de la víctima, después de que ésta fuera asesorada por una experta 

en el tema, con la cual entró en contacto a través de una persona de su familia. 
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La “frialdad de la justicia y el maltrato institucional.  

 

De forma reiterada, las víctimas han señalado que no se han sentido cómodas 

en los tribunales, a los que perciben como lugares en donde se las ha tratado con 

frialdad y lejanía. En este sentido, dos de las mujeres expresaban (con relación a 

los juzgados) lo siguiente: 

“Jo va ig t robar que  e ra un m ón m olt t ècnic, m olt poc  e mpàtic i  que  e stava m olt 

venuda perquè no t ens el coneixement ni tens ningú que amb un l èxic entenedor et 

faci veure el que estàs bellugant. Aquesta funció la va fer el meu advocat, però un 

cop estàs dintre el Jutjat jo vaig trobar a gent molt poc empàtica. Bàsicament això, 

molt tècnica i molt poc empática” (MD5). 

“Em tractaven com a un número. Jo anava allà com si fos una Procuradora, que un 

dia potser no e m tocava però és que jo no e m podia quedar a casa esperant que els 

papers anessin arribant” (MD8). 

“El t ema d el D erecho e s ot ro m undo” ( MND17, e n un contexto e n e l que “ otro 

mundo” significa algo muy lejano, como de otro planeta). 

Algunas v íctimas co nsideran q ue es tá b ien q ue exista una  l ey, pe ro no entienden 

cómo se conjuga una ley de protección para las víctimas con el maltrato que se dispensa 

en los tribunales: 

“… el  m altractament i nstitucional af egeix m olt d e d olor, d e fet afegeix 

moltíssim i a ixò també ho he vist en moltes altres dones… les obstruccions de la 

justícia. Què tant técnica ha de ser la justícia i tan poc humana quan està tractant 

d’assumptes humans. No s’entén” (MND15). 

“somos un expediente más para ellos. Ahora, si yo hubiese muerto…, claro que mi 

nombre estaria en las listas de los Informes. I tothom diria “mira, un altre cas de 

violència de gènere” “De quan?”, “D’aquest any” (MD7). 
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“Te sientes en el juzgado como una más. Que si habemos muchas mujeres, pues 

que abran más juzgados” (MD2). 

En este sentido, otra de las mujeres comentó que ni siquiera pudo conocer al juez. 

Su denuncia acabó con un acuerdo de conformidad, del que ella no participó, cosa que, 

como s e h a comentado an teriormente, p arece suceder u sualmente, al m enos s egún 

muchos de los testimonios recogidos en las entrevistas, como el siguiente: 

“yo quería estar con el juez que me dijera que…no sé, aunque sea de mi hijo, que 

me p reguntara…Yo q uería h ablar p or es o co n el  j uez. E se d ía es taba es perando 

eso, e l m omento pa ra h ablar, pa ra de cirle qu e…”que por favor, que quién me 

ayudará, que…o para mi hijo, no para mí, sino…”, pero no, no m e hablaron, ni  

ningún juez…no he visto nada…nada he visto. Sólo me entregaron el papel donde 

yo e staba s entada c omo…qué s é yo…en un c uarto e n un j uzgado, ¿ no? ( …) 

Donde es tán las s entencias y t odo, y yo estaba en un…qué  s é yo…entré a  una  

oficina…hay informaciones, hay una mesa de información y estaba sentada ahí, yo 

creo que estaba en otra habitación, qué sé yo…pero había…ahí estaban trabajando 

todos, pero no me preguntaron nada, absolutamente nada” (MD10).  

Otra ví ctima, c uando l e f ue pr eguntado cómo l a ha bían t ratado en e l j uzgado, 

respondió: 

“Fatal, tots: secretaris...super freds, o sigui, cada vegada que hi havia un d’això, 

que s ’anul·lava un j udici pue s no m ’ho de ien fins el mo ment d el ju dici. A  

vegades ell havia enviat el certificat mèdic el dia d’abans i  jo els hi deia “però 

per què no m’ho dieu abans i així no falto a l’escola i a la feina?”. Passant de 

tot. Fins l’últim moment no sabia si havia judici o no. I llavors, super fred, super 

sec. E ls J utges i gual, m ’obligaven a  p arlar en castellà i  q uan és  u na cosa d e 

sentiments, pues t ’és m és f àcil parlar en  català, i  a v egades p itjor a l es d ones. 

Vull dir, vaig tenir de tot perquè jo que vaig tenir judicis en tots els Jutjats que hi 

ha aquí a  Sabadell, donc s l es dones `Jutges´ t ambé e ren molt dures, pe rquè es 

masculinitzen quan arriben al poder tan o pitjor que els homes. Potser de tots els 

judicis, un Jutge que una mica em va entendre va ser l’últim, el del judici final, 

molt bé . A ra no recordo e l nom  p erò...I a m és, això, que  e n el m ateix j udici, 
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quan s ’anava a plaçant, c om é s f unció públ ica, c ada ve gada hi  ha via u n J utge 

diferent” (MD8). 

Las experiencias que narran estas mujeres reflejan que, a l a soledad con la que 

muchas víctimas enfrentan la justicia y a la falta de cumplimiento de los derechos que 

les as isten96, s e a grega, ba jo l a f orma de  m altrato i nstitucional, una  grave r e-

victimización o victimización secundaria, todo lo cual vulnera ampliamente el derecho 

de acceso a la justicia de las mujeres y los compromisos internacionales asumidos por el 

Estado español, entre ellos, en particular, los que establecen las Reglas de Brasilia. Tal y 

como se especificó en el capítulo 1, e stas reglas constituyen un auténtico programa de 

acción p ara s olventar l os p roblemas d e acceso a l a j usticia d e l as p ersonas en 

condiciones de  vul nerabilidad, de ntro de  l as que e stán e xpresamente i ncluidas l as 

mujeres v íctimas d e v iolencia d e género ( Reglas d e B rasilia, a rtículos 1  y 2 ). E stas 

reglas recomiendan a los órganos públicos la puesta en marcha de políticas públicas que 

garanticen el acceso a l a justicia de las citadas personas y mejoren el trabajo cotidiano 

de t odos l os s ervidores y operadores de  l os s istemas j udiciales y de  qu ienes de  una  

forma u  o tra i ntervienen en  s u f uncionamiento. E stas r eglas r ecogen ex presamente l a 

necesidad d e ev itar l a v ictimización s ecundaria y , en  t al s entido, es tablecen q ue l os 

Estados deberán procurar que  el daño producido por el delito no  se vea incrementado 

como consecuencia d e s u co ntacto co n el  s istema d e j usticia ( Reglas d e B rasilia, 

Capítulo 1, Sección 2, apartado 5):  

 Otra s ituación d e ma ltrato in stitucional y d e re-victimización r elatada p or la s 

mujeres en trevistadas s e d a cu ando l as o bligan a d eclarar f rente a sus ag resores y/o 

cuando s e l os e ncuentran por  l os pa sillos de  l os j uzgados o e n l as s alas de  e spera y, 

sobre t odo, c uando en e stas c ircunstancias s on s ometidas a  nu evos e pisodios de  

violencia que, por lo general, y como ya se ha comentado, suelen pasar desapercibidos 

para las autoridades judiciales: 

“ …en tots els judicis ens veiem, i a la sala d’espera em deia de tot i ningú feia 

res. I en el judici final vaig demanar si tenien alguna mampara o algo, però res. Al 

                                                           
96 Un cas o p articular d e vulneración d e d erechos, co mo s e h a co mentado en  el  acáp ite anterior, es  e l 

insuficiente d esarrollo d el derecho a l a i nformación y a l a as istencia j urídica q ue m anifiestan h aber 

experimentado la mayoría de las mujeres entrevistadas. 
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costat ven bé, o s igui, vaig haver d’explicar-ho tot al seu costat i jo vaig haver de 

veure’l amb ell i escoltar totes les seves veritats que deia perquè clar, era sempre 

inventant, replicant tot lo que jo havia dit i llavors era jo la maltractadora, el meu 

pare un pe derasta...de tot. Llavors, et tornen amb la mateixa moneda però encara 

més inflat” (MD8, el resaltado me pertenece). 

Las Reglas de Brasilia t ambién contemplan que deben evitarse estas s ituaciones y 

establecen, en este sentido, cuáles deben ser las condiciones de la comparecencia a los 

juicios, entre las que menciona, expresamente que:  

“Para m itigar o  ev itar l a t ensión y an gustia em ocional, s e p rocurará ev itar en l o 

posible la coincidencia en dependencias judiciales de la víctima con el inculpado del 

delito; a sí c omo la  c onfrontación d e am bos d urante l a cel ebración de act os 

judiciales, pr ocurando l a pr otección vi sual de  la ví ctima” (Reglas d e B rasilia, 

Capítulo 3, Sección 3, apartado 67: “Condiciones de comparecencia”). 

En l a l egislación pr ocesal e spañola este t ipo de  m edidas pue den adoptarse en  el 

marco de  l a  Ley O rgánica 19/ 1994, de  23 de  di ciembre de  P rotección a  t estigos y 

peritos en causas criminales, que confiere al Juez o Tribunal la apreciación racional del 

grado de  riesgo o pe ligro y la aplicación de  todas o a lguna de las medidas l egales de 

protección qu e c onsidere ne cesarias, p revia pon deración, a l a l uz de l pr oceso, de  l os 

distintos bienes jurídicos constitucionalmente protegidos; medidas que, en el marco del 

derecho de defensa, serán susceptibles de recurso en ambos efectos. Una de las medidas 

que puede adoptar el Juez o T ribunal según el a rtículo 2 b)  de dicha Ley Orgánica es 

que l os t estigos co mparezcan p ara l a p ráctica d e cu alquier d iligencia u tilizando 

cualquier procedimiento que imposibilite su identificación visual normal, tales como la 

mampara o biombo.  

 

3.1.2. Las resistencias. 

 

La aprobación del nuevo marco legal para abordar la violencia de  género provocó 

muchas adhesiones, especialmente desde l os s ectores f eministas y otros s ensibles a l a 

lucha co ntra l a v iolencia d e g énero/machista, p ero t ambién g eneró m uchas cr íticas y 
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resistencias. Así lo sintetiza un psicólogo de una Oficina de Atención a la Víctima del 

Delito (OAVD), al expresar que:  

 “ha habido un acoso y derribo desde la creación de las leyes, han ido a saco 

contra estas leyes” (EP02). 

 En sentido s imilar opina la experta de la unidad de actuaciones en materia 

de violencia familiar que hemos citado anteriormente: 

“… a  ve ces, c laro, c ada pr ofesional t iene un punt o de  pa rtida a  ni vel 

ideológico, di gamos, de  pa radigma. C laro, nos otras pa rtimos de l c oncepto 

de violencia machista, lo tenemos clarísimo (…), pero todo depende mucho 

de l os pr ofesionales, po r e jemplo, t enemos una  c ompañera qu e es m uy 

crítica c on nos otras por que s egún e lla nos otras protegemos a  l as m ujeres, 

entonces, cuesta…” (EP01). 

 Las m ujeres s on c onscientes de  e ste obs táculo. Una de  e llas, a pr opósito, 

comentaba lo siguiente: 

“lo que  p asa es qu e ho y en dí a t odavía l os J ueces no están muy…todavía 

estamos luchando… y no está la justicia al 100% con la mujer, aunque digan 

que sí y todas las cosas, no” (MND13). 

  Esta s ensación e s pe rcibida por  ot ras m ujeres c omo un c laro de sincentivo 

para acudir a la justicia a reclamar sus derechos. En reiteradas oportunidades, tal y 

como s erá de tallado en 3.6 y 3.7, l as v ictimas e ntrevistadas ma nifestaron n o 

confiar en la justicia y ese es uno de  los motivos por los que han optado por no 

denunciar la violencia sufrida: 

“No denuncié más por el caso de violencia sino porque me devolvieran a mi hijo 

y entonces… lo principal era que volviera a tener a mi hijo. Sigo pensando y lo 

pensaré siempre que la justicia en este país está muy mal” (MD9). 

  En el  ámbito jurídico, por ejemplo, y como se ha comentado al comienzo 

de este capítulo, la constitucionalidad de la ley orgánica 1/2004 fue atacada desde 

diferentes ángulos y aunque e l T ribunal Constitucional r esolvió desestimar esos 

planteamientos, otro tipo de cuestionamientos han persistido, especialmente en la 
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práctica de  los juzgados de  instrucción y en los de violencia sobre la mujer. Se 

trata de  c uestionamientos i deológicos que , c omo bi en a dvierte J uan M aría G il 

Ruiz, no s on s ólo m otivados por  e l m achismo de l j uez de  t urno, s ino que  

reproducen l a ve rsión s ocial dom inante y, en e ste s entido, e s i gual qu e qui en 

aplique objetivamente el derecho sea hombre o mujer (Gil Ruiz, 2007: 179). Los 

cuestionamientos i deológicos ha n s ido e ncontrados dur ante l a r ealización de  

algunas de las entrevistas a los jueces. Uno de ellos, al serle solicitada su opinión 

con relación a  s i consideraba que  su t rabajo pue de contribuir de  a lguna manera 

para l uchar co ntra l a v iolencia en l as relaciones d e p areja, co ntestó, co n ci erto 

tono de indignación: 

“Desde luego yo no me planteo mi trabajo así, yo no estoy para enseñar a la 

gente c ómo es qu e t iene que  c omportarse e n l a vida ( …) yo me  limito  a 

aplicar l a ley y algunas veces incluso la ley es verdaderamente injusta. En 

casos d e v iolencia d e género a m í m e p arece m uchas v eces q ue e s 

desproporcionada la sanción a la acción cometida” (EP13). 

Según otros de los testimonios recogidos, las resistencias a la ley no se agotan en 

el mero desacuerdo con respecto a l as disposiciones penales sino que abarcan también 

los conceptos feministas de violencia en la pareja o ex pareja que incorpora, tal y como 

fue señalado por  ot ro d e l os j ueces, qui en me comentó que , desde su pu nto de  vi sta, 

existe una actitud generalizada entre sus colegas, de no compartir el enfoque teórico de 

la ley (se refiere, como en el caso anterior, a la LO 1/2004): 

 “Lo que  h ay m ucho en m is c olegas e s un a actitud de  no c ompartir el 

planteamiento de la Ley Integral porque no están de acuerdo. Yo soy crítico, 

pero no con la existencia misma (de la ley) sino con el modo con el cual se 

ha desarrollado. Y lo que  yo noto mucho en mi entorno es una  resistencia 

total” (EP14). 

Este m ismo j uez t ambién h acía r eferencia a q ue l as r esistencias a l a l ey 

surgen, asimismo, en un contexto de gran desconocimiento acerca del fenómeno 

de la violencia de género y así lo expresaba, de manera contundente: 

“Tú, a hora, m ira a quí, en B arcelona, ha y 28 j uzgados de  l o P enal y si 

preguntas a sus titulares qué es el círculo de la violencia, le sonará a dos” (EP14). 
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De he cho, l os j ueces e ntrevistados, s egún s us propios di chos, no t enían 

formación específica en este ámbito cuando comenzaron a intervenir en casos de 

violencia de género. Esta formación, como se comentó en el capítulo 3, comenzó 

a s er o bligatoria a p artir d e 2 010, t ras l a m odificación d e l a Ley O rgánica d el 

Poder Judicial, operada por la Ley Orgánica 1/2009, de 3 de  noviembre, relativa 

al nuevo apartado 3 bi s de l a rtículo 329, que  introduce la formación obl igatoria 

previa, antes de la toma de posesión de los nuevos destinos, para los y las titulares 

de pl aza, por  c oncurso o a scenso, e n J uzgados de V iolencia s obre l a M ujer, e n 

Juzgados d e l o P enal es pecializados en  v iolencia d e g énero o  en  S ecciones 

penales y ci viles es pecializadas d e A udiencias P rovinciales. U no d e l os j ueces 

entrevistados especificó que tampoco está de acuerdo con hacerla, pues entiende 

que e n estos c asos, más que  f ormación, l o que  s e está ha ciendo e s un 

“adoctrinamiento d el j uez”. Literalmente, a  l a pr egunta de  s i ha bía recibido 

formación en violencia de género, respondió:  

“No. Y no creo que sea necesaria. O sea… yo creo que es necesario una 

formación específica  en delitos económicos, en delitos informáticos, en lo 

que an tes er a u na f alta entre d os p ersonas q ue cualificada p or …  ,  s i l a 

formación consiste en  ponerte en  l a s ituación d e l a v íctima d e l a 

denunciante yo c reo que e so no e s f ormación, s ino que  e s ya 

adoctrinamiento del juez y el juez lo que tiene que ser es imparcial, porque 

la gente se juega penas de cumplimiento en prisión, y el juez no t iene que 

estar  f ormado para ser más receptivo con la declaración de ella que la de 

él, porque precisamente si se hace eso lo que se está haciendo es vulnerar 

un derecho fundamental, que es el de la imparcialidad del juez” (EP13). 

Una d e l as co nsecuencias m ás g raves d el d esconocimiento d e l a 

problemática y/o de su negación y de los reparos opuestos a la aplicación de los 

conceptos y l as di sposiciones e specíficas de  l a LO 1/ 2004, s e m anifiesta e n e l 

trato q ue al gunas v eces r eciben l as m ujeres víctimas, es pecialmente en  l os 

juzgados. Así lo pone de relieve una abogada experta en la materia: 
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“Maltratan a las señoras; en todos los sentidos. De no c reérselas, de dictar 

resoluciones injustas, de amenazarlas, de cuestionarlo todo…” (EP09) 

Como se ha advertido anteriormente, el maltrato institucional, en especial en 

el ámbito judicial, es percibido por las mujeres como un g rave obstáculo. En sus 

propias palabras: como una “obstrucción”  a la justicia: 

“el ma ltractament in stitucional...afegeix mo lt d e d olor, d e f et a fegeix 

moltíssim i a ixò també ho he vist en moltes altres dones, les obstruccions 

de la justícia” (MND15). 

Otro de los resultados gravosos de este t ipo de actuaciones profesionales –

que vulnera, entre otros, el deber de diligencia debida del Estado en la atención a 

la v iolencia d e género, r econocido t anto en  l a n ormativa n acional co mo 

internacional, de acuerdo con lo analizado en el capítulo 3- se expresa también la 

circunstancia de que muchas veces son los propios jueces quienes minimizan los 

episodios de violencia, al no considerarlos delitos por definición y al ubicarlos en 

la categoría de conducta social normalizada. Así, por ejemplo, uno d e los jueces 

penales en trevistados co nsidera q ue l a m ayoría d e l os cas os q ue l legan a s u 

juzgado no s on g raves, esto e s, no s on c onstitutivos de  de lito ni  de  f alta pe nal, 

sino que se trata de conflictos o riñas puntuales: 

“Los casos t ípicos qu e l legan a l j uzgado s erían básicamente 3:  el pr imero 

(…) de violencia del hombre sobre la mujer, que la maltrata, le dice cómo 

tiene que vestir, que no le deja salir con amigas, que le pega habitualmente o 

le insulta o la veja desde hace muchísimos años en la situación matrimonial 

o a náloga, que es excepcional. L uego, e stá l a s ituación de  un conflicto 

familiar de separación, divorcio, problemas familiares de los cuales un día 

de l os t rámites de  e sta s eparación ha y i nsultos, a menazas, i ncluso 

agresiones. Y  l uego e stas parejas en una relación normal y un día 

puntual porque ha n be bido o por  c elos o por cualquier cosa mínima 

acaban pegándose y denunciándose, y eso es el pan nuestro de cada día 

(EP13, el resaltado me pertenece). 

Ello c onfirma uno de l os pr esupuestos que  br inda e l c onocimiento 

acumulado sobre la violencia, que se mencionaron a l pr incipio de  este capítulo: 
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que l a vi olencia c ontra l as m ujeres t odavía s igue s iendo nor malizada o 

considerada un asunto menor, m uy l ejos de  s er c onceptualizada como una  

vulneración d e de rechos humanos. Por ot ra pa rte, l a i dea d e riñas puntuales no 

sólo e voca un a t radición pe nal que  c onsidera la vi olencia de  género c omo 

sinónimo de  ot ras violencias (Bodelón, 2008ª  85) , s ino también una  concepción 

del fenómeno según la cual la violencia hacia las mujeres se interpreta como una 

violencia que se da dentro de la pareja y no por  el hecho de ser mujer (Schmal y 

Camps, 2008: 30).  Además, la conceptualización de este tipo de violencia como 

un e pisodio pr ácticamente f ortuito d e la  v ida e n p areja, p ermite v incular la  

violencia con los avatares de una relación y no con una cultura de violencia sobre 

las mujeres, que  se expresa, como ha  s ido desarrollado en e l capítulo 3,  mucho 

más al lá d el ámbito d e l a p areja. D e es te m odo, l os e pisodios de  vi olencia que  

puedan s urgir en e l contexto de  una  bor rachera o d e una  s eparación s on 

considerados como una consecuencia natural de alguna de estas eventualidades y 

no al  revés, eso es , alguna de el las (la borrachera, la separación) o  ambas en su 

conjunto, c omo f actores que  pue den de sencadenar o i ntensificar ( aunque no 

justificar) la violencia.  

La l iteratura es pecializada i ndica q ue l a v iolencia m achista s e i ntensifica en  

momentos c oncretos. E n pa rticular, l a r elación e ntre vi olencia y r uptura es  m uy 

importante, porque la violencia es la causa de la ruptura en muchos casos y, viceversa, 

la separación puede ser el motivo de la violencia. Según el estudio de Alberdi y Matas 

(2002: 147)  realizado a  partir de  los da tos de  la I I Macro-encuesta sobre violencia de  

género en España, entre las mujeres que declaran haber sufrido maltrato y que se han 

separado e n l os úl timos di ez a ños, e l 46%  i ndica l a vi olencia c omo l a c ausa de  l a 

separación. S egún l os d atos de  l a Macroencuesta d e v iolencia d e género 2011 , la 

prevalencia de la violencia de género alguna vez en la vida entre separadas (48,6%) y 

divorciadas (49,6%) es muy superior a la media (10,9%), y particularmente a la de las 

casadas (5,3%). La p revalencia d e l a v iolencia d e género en  el  ú ltimo añ o entre 

separadas y d ivorciadas es t ambién m ás elevada q ue en tre l as m ujeres con cu alquier 

otro e stado c ivil. S in e mbargo, m ientras s ólo e l 59,6%  de  l as c asadas que  ha  s ufrido 

violencia de  género a lguna ve z e n l a vi da no l o ha  s ufrido e n e l úl timo a ño, l os 

porcentajes de quienes han salido del maltrato son del 74,2% en las divorciadas y del 
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82,6% e n l as s eparadas ( Ministerio de  S anidad, s ervicios s ociales e  i gualdad, 

Delegación del gobierno para la violencia de género, 2012: 17). 

Estos da tos c onfirman que , c omo ya s e ha  i ndicado, vi olencia y ruptura e stán 

íntimamente relacionadas. La ruptura puede poner f in a  la violencia sufrida durante el 

periodo que  du ró l a p areja, pe ro pa rece s er un motivo c omún pa ra d esencadenar l a 

violencia o intensificarla, como reacción al sentimiento de "desposesión" que viven los 

hombres violentos, que  consideran inaceptable l a l ibertad de  la mujer de separarse de 

ellos, as í co mo l a l ibertad q ue ganan co n es te hecho. E ste es  el  caso de u na d e l as 

mujeres entrevistadas: 

“… en el meu cas la violència comença després de la separació. Ell no 

em va  donar opc ió, a l f inal havia decidit pe r mí, havia t robat una  pe rsona 

fora d e c asa que  s egons e ll ve ia e ra una  m olt bona  dona , un a m olt bon a 

mare...tenia t ots el s v alors q ue s emblava s er q ue a ca sa no t enia. J o, en 

aquell mo ment, e videntment e m v aig derrumbar, el nano tenia m esos, no 

tenia l’any, i va ser durillo. Ell no va pair el fet de que em veiés sempre, 

que ens teníem que trobar sigui al Jutjat, sigui a casa en els primers 

moments quan intentava venir a recollir al Guillem (su hi jo); no va 

encaixar el fet de que em trobés en unes condicions més o menys 

òptimes. Aleshores, aquí va començar a haver-hi com una mena de rebeldia, 

la parella que té ell és una persona molt bàsica, molt reactiva, i amb aquest 

estat de descontrol d’ell va fer com una mena de cocktel molotov que quan 

ens van donar el divorci, el dia que anàvem a recollir la sentencia en el Jutjat 

de Rubí, en el pàrquing la pista, que és el pàrquing que té el propi Jutjat...ell 

no es va presentar a recollir a s eva sentencia, però m’esperava ell i  la seva 

parella en el pàrquing per propinar-me una somanta de palos que menos mal 

que anava acompanyada per la meva jurista, per una procuradora amiga i per 

un grup conegut, i  aquestes persones van podér parar el cop i  per això puc 

estar aq uí assentada amb t u p arlant. J o d ’aquell f et v aig q uedar 

contracturada, immobilitzada, tinc d’anar a l’hospital a que em posessin les 

sutures co rresponents i  t al, i  p er r ecomanació d e l a m eva j urista d ’anar al 

Jutjat a i nterposar d enuncia em  v aig t robar q ue el ls j a h i e ren i  estaven 

posant una  denuncia di ent que  havia s igut j o l a que havia propiciat aquell 

escenari. M enys m al q ue an ava b en a companyada, u na p er l a m eva 
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integritat, i  dos , pe rquè a questa pe rsona, l a parella s entimental es tava 

embarassada, el dia següent va fer un avortament natural i volien denunciar 

al Penal el fet de que jo, segons ells, l’hagués intentat agredir diguéssim. A 

partir d’ aquí va  s er un sin fin de p ersecucions am b co txe, cad a m atí q uan 

sortia d e casa p er p ortar al  n en al co l·legi, o  a l a guarderia en aq uell 

moment, em trobava el meu cotxe algun dia amb les rodes trencades, algun 

dia s ense r etrovisors, a lguns altres di es a mb colilles apagades a l capó...jo 

vaig anar evidentment a denunciar a la policia. La recomanació de la policia 

en a quell m oment va  s er “escolti’m, lo que vostè te que fer es una ruta 

diferent cada dia...”, per poder salvar una miqueta bona d’expedient me les 

tenia que empescar totes perquè clar, vuit del matí, nano emporta, el  cotxe 

punxat, socarrat, canvia les rodes, comença a funcionar, artèria principal de 

Sant C ugat hor a punt a amb bus , pue s a quest a mb una  m oto o a mb u n 

cotxe...I així vaig estar 3 – 4 anys de la meva vida, de la meva `no vida´ 

diguéssim, perquè això va ser horrorós” ( MD5, el  r esaltado me 

pertenece). 

Las violencias post-separación son también una realidad para muchas de las 

mujeres que  ha n vi vido e l m altrato dur ante l a uni ón, pe ro e sto pa rece s er 

desconocido por algunos de los operadores jurídicos entrevistados. Tal es el caso 

de uno de los jueces, de acuerdo con el cual la violencia producida en el contexto 

de una  r uptura s entimental no s ólo r esponde, e n ge neral, a  l a i dea d e r iñas 

puntuales que  c omentamos a ntes, s ino a  una  i nstrumentalización pe rversa d el 

sistema de j usticia penal por parte de l as m ujeres, en  el  s entido de que es tarían 

utilizando l a denuncia como estrategia pa ra t ramitar un di vorcio, convirtiéndolo 

en un asunto penal. En sus propias palabras: 

“La mayor parte de los juicios son riñas puntuales. Un caso t ípico: en un 

momento da do t enemos dos  pe rsonas que  s e ha n di scutido por que bue no, 

aquí hay muchos que vuelven de beber, borrachos, ella que “yo no aguanto 

más esta situación”, y acaban con un p ar de tortazos. Es el caso más típico 

que llega al juzgado de guardia. Porque se han discutido de cualquier cosa, o 

han r oto l a relación o porque ha n e mpezado l a r elación c on una  t ercera 

persona y ella l o r eprende a  él, y a caban c on una  di scusión donde  s e 
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intercambian alguna b ofetada. Es el caso típico” ( EP11, el resaltado m e 

pertenece). 

“(…) P orque hay que discriminar lo que realmente es violencia de 

género, de lo que es  no es violencia de género pero ha acabado en algo 

delictivo, porque la ley ha bajado mucho el listón, porque todo es delito y 

decir `que no qui ero di scutir, que  m e de jes t ranquilo, por que yo qui ero 

seguir en esta casa´, cualquier discusión de estas… lo que yo no vo y a dar 

una Orden de Protección por regular unas medidas cuando no hay necesidad 

por r iesgo obj etivo, por que yo lo que no creo que deba haber es un 

divorcio penal” (EP11, el resaltado me pertenece). 

Este t ipo de  percepciones de  los jueces contrastan con las de  las víctimas, 

quienes e ntienden t otalmente l o c ontrario, no sólo por que m anifiestan no e s 

verdad que estén buscando la separación a t ravés de la denuncia –aunque a veces 

la s eparación s ea u na d e s us co nsecuencias-, s ino t ambién por que l es c uesta 

mucho dar ese paso, esto es, acudir a la justicia. Entre otros motivos, esto sucede 

por el  m iedo a l as r epresalias, l as q ue, p or lo d emás, en  m uchas o casiones 

efectivamente tienen lugar por parte de sus agresores. Así lo demuestra, de forma 

contundente, el siguiente diálogo con una de las víctimas entrevistadas: 

Pregunta: Quan vas decidir fer la denúncia dels fets que estaves patint, et 

va resultar una decisió difícil de prendre o va ser més aviat fàcil? 

Respuesta: “Jo l a t enia molt f àcil perquè, p er u na banda, t enia cl ar que a 

aquesta pe rsona doncs... l i havien de  di r a lguna cosa, no?  Perquè parés de 

molestar-me. I per aquest motiu ho tenia claríssim. Però per altra banda ... 

em va costar molt decidir-me perquè només pensava que s i denunciaves a 

algú l’altra persona vindria a per tu i ja estava tenint jo prou problemes com 

per afegir-ne un altre. 

- O s igui, t u t enies por  de  pos sibles represàlies que  pug ués pr endre 

l’agressor en contra teva. 

- Si. És més, les va prendre. 

- I les va prendre?! 
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- Les va prendre. Les va anar prenent, per això vaig haver d’anar denunciant. 

Cada f et que  pa ssava, doncs j o a nava i  e l d enunciava, pe rquè que dés 

constància” (MD11). 

Una m ujer, c uando e stábamos ha blando r especto de  l a de cisión de  de nunciar, 

expresó que le resultó algo difícil:  

“Per mi la  ju stícia e stava mo lt llu nyana, p erquè jo  v inc d ’una f amília mo lt 

tradicional i a casa mai ens havíem trobat amb histories..” (MD4). 

 Y o tra d e l as v íctimas entrevistadas m e d ijo q ue d irectamente n i s e l e 

había pasado por la cabeza denunciar: 

“No, no s e m ’ocorria el f et de  l a de nuncia e n s í. S olament e l que  s e 

m’ocorria era parlar am b S erveis S ocials i  am b el m eu cunyat perquè el  

meu cunyat em podia orientar” (MD7).  

Además d e l as d ificultades q ue ex presan con r especto a l a d ecisión d e 

presentar l a denuncia, l as mujeres s ienten que  e nfrentan una  s ituación de  por  s í 

difícil, pues perciben no  basta con denunciar, s ino que  deben probar los hechos 

denunciados, lo cual a veces es una tarea compleja, ya sea porque no hay testigos 

o porque no hay evidencia física (golpes, o golpes que dejen marca): 

“Me gustaría d ejar b ien cl aro, p ara ej emplo de o tras m ujeres, có mo 

nosotras tenemos que demostrar cada cosa que digamos. No es cierto que 

una mujer denuncia y los `probrecitos´ hombres están en la cárcel. Eso no 

pasa. Lo que no pruebes, el juez no lo puede juzgar y el victimario queda 

libre inmediatamente” (MD2). 

“Es tu palabra contra la suya, a mi el meu advocat em deia “no, no, no...no 

podemos denunciarlo solo con esto”, i jo  li d eia “¿qué puedo hacer para 

protegerme?” (MD6). 

Sobre este tema se volverá más adelante, cuando se analice la obligatoriedad de 

la denuncia por parte de las personas profesionales. 

 El citado juez que habla del “divorcio penal” también considera que para 

valorar s i s e está an te un cas o d e v iolencia d e g énero, n o s ólo es  n ecesario 

determinar que  no  s e acuda al j uzgado de  vi olencia con l a m era f inalidad de  
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obtener un divorcio por  esta vía, s ino que también debe comprobarse que exista 

una intencionalidad de machismo manifiesto en la conducta del agresor: 

“¿Por qué  ha n di scutido? A  mí m e i nteresa, br evemente, s aber por  qué  han 

discutido, saber por qué existe el enfrentamiento, porque si estamos hablando 

de violencia de género… tal y como la define la ley, es un dominio, un 

control, un poder, una relación de subyugación del hombre hacia la 

mujer, quiero saber si realmente existe o no, si estamos hablando de violencia 

o de una conflictividad por otras cosas. Aquí nos encontramos con otros casos, 

hablo de  l as r elaciones de  pa reja qu e s e r ompen, l os di vorcios, l as 

separaciones. Qué es lo que da lugar a esa discusión y a esa posible agresión. 

Estamos ante posiciones muy enfrentadas en una situación de divorcio, donde 

se ha hecho una demanda, una petición de medidas, de cantidades… yo quiero 

saber q ué es l o q ue m otiva l a co nflictividad, p orque yo cr eo q ue es  muy 

diferente… ¡ todo nos  vi ene a  vi olencia de  gé nero! ¡ Durante unos  a ños a 

violencia de género nos viene todo! (EP11, el resaltado me pertenece).   

La exigencia de una intencionalidad manifiesta de machismo en los casos de 

violencia de género ha sido otro de los grandes obstáculos institucionales que se 

han dado en la aplicación de la ley. El Consejo General del Poder Judicial se ha 

expresado r eiteradamente e n c ontra de  e ste c riterio ( Solé R amón, 201 0). S in 

embargo, t anto e l T ribunal S upremo c omo l as audiencias pr ovinciales tienen 

sentencias contradictorias o que no establecen criterios claros al respecto.  

El dol o e specífico de  di scriminación o dom inación por  pa rte de l hom bre 

respecto de la mujer, por ejemplo, es exigido por las Audiencias Provinciales de 

Barcelona, Castellón, Navarra y Valencia; mientras que no lo es por parte de las 

Audiencias P rovinciales d e M adrid, Las P almas y S anta C ruz d e Tenerife. 

Algunas Audiencias Provinciales, como es el caso de la de Sevilla, tienen incluso 

en su seno resoluciones opuestas, pues mientras alguna sección, como es el caso 

de la  s éptima, exigen e ste de nominado dol o e specífico o i ntencionalidad 

manifiesta d e d ominio, o tras n o l o h acen, como es  el  cas o d e l a cu arta (Pérez-

Olleros Sánchez-Borbona, 2010).  
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El Tribunal Supremo ha ido matizando algunas de las interpretaciones de este 

elemento subjetivo de  i ntencionalidad, pe ro e n g eneral l o e xige ( Solé R amón, 

2010)97. P or s u pa rte, el T ribunal C onstitucional no s e ha  p ronunciado c on 

claridad al r especto, p ero d e l a l ectura d e al gunas d e s us s entencias s e p uede 

deducir que , de  m anera implícita, p uede es tar en  co ntra d e es ta ex igencia en  l a 

práctica judicial. Así, por ejemplo, en la sentencia 45/2009, del 19 de  febrero de 

2009, donde reitera el criterio sostenido en otras (STC 59/2008, de 14 de mayo de 

2008, entre ellas), en oportunidad de pronunciarse sobre la constitucionalidad de 

los criterios para aplicar una pena mayor a los hombres, entendió que tampoco se 

requiere “l a r azonable apreciación p or p arte del l egislador d e u n d esvalor 

añadido” a l a c onducta, que  s ería e l s upuesto, siguiendo el e jemplo c itado, de  

exigir c omo t al ( esto e s, c omo de svalor a ñadido), una  vol untad de  do minio o  

control del hombre sobre la mujer. De acuerdo con este razonamiento, parece que 

el Tribunal Constitucional, aunque de  una  forma insuficientemente explicada en 

el t exto d e l a s entencia d e r eferencia, r elaciona el d esvalor d e l a co nducta d el 

hombre agresor exigido por la ley, con un “significado social objetivo” vinculado 

a “un valor relativo a la igualdad, a la libertad y la seguridad de las mujeres en el 

ámbito de las relaciones de pareja” (Sentencia del Tribunal Constitucional –STC- 

45/2009, del 19 de febrero de 2009).  

En e fecto, el pl us de  desvalor en l a c onducta a gresiva d e m achismo 

manifiesto o vol untad d e s ubordinación o di scriminación de  l a m ujer, no e stá 

descrito c omo requisito pa ra l a c onfiguración d e l os t ipos pe nales vi gentes, e n 

ninguna d e l as m odificaciones e stablecidas por  la LO 1/ 2004 a l os de litos de  

violencia de  género ( artículos 148, 153, 171, 17 2 y 620  de l C ódigo P enal), de  

manera q ue n o p uede s er ex igido s in vul nerar el pr incipio de  l egalidad, 

                                                           
97 Las sentencias del Tribunal Supremo (STS) de 25 de enero de 2008 (STS 681/2008), así como las de 8 

de junio y 24 de noviembre de 2009 (STS 654/2009 y STS 1177/2009, respectivamente), consideran que 

no ex iste violencia d e género cu ando l a acci ón a gresiva n o tie ne c onnotaciones machistas: “no to da 

acción d e v iolencia física e n el  s eno d e l a p areja d el que r esulte l esión l eve p ara l a mujer d ebe 

considerarse necesaria y automáticamente como la violencia de género que castiga el nuevo art. 153 del 

C.P. (…), sino solo y exclusivamente (…) cuando el hecho sea `manifestación de la discriminación, de la 

situación de desigualdad y de las relaciones de poder del hombre sobre la mujer´” STS 1177/2009.  
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reconocido e n el a rtículo 25, a partado 1  de  l a C onstitución e spañola y, po r 

consiguiente, sin afectar los mandatos constitucionales. Asimismo, esta exigencia 

niega la situación de desigualdad y subordinación estructural de las mujeres en los 

sistemas patriarcales y sobre las que se asienta la violencia sobre las mujeres, tal y 

como lo reconoce la propia LO 1/2004 así como la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de 

marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, convirtiendo de este modo 

una cuestión estructural en una de tipo individual, que solo puede afectar a unas 

pocas mujeres y no a todas. 

Resulta paradójico, por otro lado, que el desconocimiento y/o la negación de 

la desigualdad sexual entre hombres y mujeres se encuentren entre los principales 

obstáculos de  l a a plicación de  l a LO 1/ 2004, c uya f inalidad es, j ustamente, 

erradicar u na d e l as consecuencias m ás t rágicas d e es a d esigualdad, cu al es  l a 

violencia de género en el ámbito de la pareja o expareja. En especial, porque esta 

situación se ha dado en el contexto de un paulatino desarrollo, en España, de una 

legislación antidiscriminatoria, d e la  c ual la  LO 1 /2004 c onstituye p arte 

fundamental, c omo i gualmente l o e s l a L O 3/ 2007, de  22 de  m arzo, para l a 

igualdad e fectiva d e mujeres y hom bres, c uyos conceptos y di sposiciones 

específicas, t ampoco es tán s iendo ap licados p or l a m ayoría d e l os jueces, 

cualquiera s ea l a j urisdicción e n l a que  de sempeñen s us f unciones ( Consejo 

General del Poder Judicial, 2011).  

 

3.2. Valoración de la información legal que disponen las víctimas, conocimiento 

de sus derechos  

 

Existe u na i dea g eneralizada, t anto en tre l as v íctimas co mo en tre l as p ersonas 

profesionales entrevistadas, de que l as mujeres carecen de información l egal o  que en  

muchos casos la información no es suficiente, como ya se ha avanzado en 3.1. De otro 

lado, se afirma que en el momento que las mujeres piden ayuda para salir de la violencia 

o empezar un  proceso penal r eciben muchísima información en muy poco t iempo, no 

siempre por escrito y no tienen tiempo de asimilarla: 
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“Falta muchísima información, yo no s é si tendrían que poner pegatinas, o 

posters o  grafitis p or la cal le… P ara explicar q ué es u na o rden d e 

alejamiento, qué  e s un a orden de  p rotección, qu é c omporta un a de nuncia, 

qué d erechos t ienen el las ( …) S e d ebe h acer al go, al gún m aterial s úper 

sencillo que pueda ser accesible en Centros Cívicos, en todas partes, que no 

tenga que entrar en una comisaría la mujer o no tenga que entrar a juzgados 

o a servicios sociales…” (EP02). 

“em van informar sobre tots e ls meus drets, t ambé em van informar de... a judes 

que podia rebre... o sigui, que hi havia un... una ... un departament o algo així que 

era d e d ones m altractades t ant s i f os f ísic o  p sicològic, q ue p odia r ebre at enció 

d’aquestes persones...i també em van recomanar algun altre centre d’aquest tipus 

però ara no em facis dir-te quin... no sé si era dels mateixos mossos d’esquadra en 

plan psiquiatra i tot això, recolzament psicològic diguéssim. Pregunta: T’ho van 

dir només o et van donar algun paper? No no, no e m va n dona r r es. - Ok, 

només t’ho van dir: Sí. Em van dir això, em van dir existeix això, existeix això...- 

Però no et van donar cap mena d’escrit: No. ( ...) bue no, r es, j o m ’ho va ig 

prendre a títol informatiu, no? Ah, vale, puc comptar això, puc comptar això, però 

res més” (MD11). 

 Se a firma, por  ot ra pa rte, que  l a i nformación l egal e s m uy c omplicada de  

entender, q ue s ería d eseable h acerla m ás co mprensible. C omo d ice u na p olicía: 

“solamente l a en tienden l as p ersonas q ue t rabajan e n l os J uzgados” (EP16). E n e l 

mismo sentido, una de las médicas entrevistas considera que las mujeres “se abruman 

mucho” c on l os a suntos l egales y que  l a j usticia “ da m iedo. Es una  i nstitución que  

parece muy alejada de la vida de las personas” (EP08). Esta percepción la tienen sobre 

todo las víctimas: 

 “el món jurídic és un món molt específic i  fan servir palabras que no t ens ni puta 

idea. Llavors, confies en el teu advocat que t’està recomanant bé. Jo en el meu cas, 

per exemple, vaig tindre moltíssima sort perquè vaig estar ben atesa. Has d’estar en 

mans de professionals que haurien de ser professionals i que si la caguen s’hauria de 

poder reclamar” (MD5). 
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En m uchos c asos, l os testimonios de  l as m ujeres e xpresan que  no e ntienden e l 

lenguaje judicial. Así por ejemplo, en ocasiones, cuando se les preguntaba por el trámite 

judicial, si habían ratificado la denuncia en el juzgado, se quedaban perplejas, como si 

fuera la primera vez que escuchaban la palabra “ratificar”: 

Pregunta: “¿Te hablaron de ratificarte en la denuncia?” 

Respuesta: “¿Qué…? Perdona, que no entiendo “ratificarme” (MD4). 

Pregunta: “¿Te ratificaste en la denuncia?  

Respuesta: “¿Ratificar es…?” (MD10). 

 Este desconocimiento alcanza también aquel sobre la situación de los agresores, 

lo cual vulnera claramente los derechos de las víctimas, expresamente reconocidos en la 

legislación vi gente, t al y como que dó e stablecido e n e l c apítulo 3. S e t rata de  

disposiciones que  están contempladas no  s ólo e n l a LO 1/ 2004 y en l a l ey c atalana 

5/2008, s ino también e n la  D irectiva 2012/ 29/UE de l P arlamento E uropeo y d el 

Consejo, de 25 de  octubre de 2012, por  la que se establecen normas mínimas sobre los 

derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos, y por la que se sustituye la 

Decisión marco 2001/220/JAI del Consejo. Algunas mujeres desconocen los hechos por 

los cuales se realizó la acusación, de qué modo se resolvió el juicio y en qué situación se 

encuentra su agresor: 

Pregunta: ¿Sabes de qué acusaron a tu ex pareja?  

Respuesta: No. (MD10). 

Pregunta: ¿Sabes si hubo condena por conformidad?  

Respuesta: “Pues…eh…pues no…es que la verdad, como no me preguntaron nada, 

yo firmé…Es que no me preguntaron nada, como había ido y me dijeron “Aquí tiene 

que firmar, ya terminó el juicio”; “ ¿Pero qué juicio si yo estoy sentada aquí y 

nada…?”. Terminó así como si nada, como si fueras a v isitarle un rato y saliera un 

papel y ya está, nada más. No…no había nada, es que yo no he visto nada, es que yo 

no sé cómo fue eso…” (MD10). 

Pregunta: ¿No sabes ahora dónde está él ni nada, no? 
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Respuesta: “No, no s é nada. Me gustaría saber si lo han detenido o s igue en 

libertad” (MD4). 

 

3.3. Valoración de los servicios y apreciación de las ayudas más útiles para salir 

de la violencia.  

 

En lo que respecta a l a apreciación de l as ayudas más ú tiles para salir de la  

violencia, l a mayoría de  l as mujeres entrevistadas considera que  h an s ido todos 

los s ervicios m enos l a j usticia.  M uchas m ujeres va loran, e n pr imer l ugar, l a 

ayuda de amistades y familiares: 

“em vaig sentir súper, súper, súper recolzada per tota la meva família. I... dos 

o tres amics molt, molt, molt especials. O sigui, això si, gràcies a aquesta sort, 

gràcies a  a ixò, eh... va ig aconseguir un a ltre ve gada centrar-me, perquè t e’n 

vas, ja no saps ni onte estàs, ni onte estàs visquent, si tens por d’anar aquí, ara 

agafo el cotxe... a lo millor estic en un semàfor i aquest tio m’esbotza la porta 

una altra vegada... Jo crec que la meva família va aconseguir que jo em tornés 

a centrar amb lo que era important en aquell moment, que era que jo estigués 

bé, que  j o estigués t ranquil·la, que  aquest home em de ixés t ranqui-la, qu e... 

que pogués tornar a a gafar tota la meva energia i  seguretat per tornar a c asa 

meva i tornar a començar endavant, no?” (MD11). 

“Lo q ue m és, l ’ajuda d e l a família i els a mics q ue m’ entenguessin i  em 

recolzessin en tot moment, i després l’associació “Tamaia”, jo no he deixat de 

recomanar-la perquè són gent totalment especialista (…). A mi “Tamaia” em 

va a judar m oltíssim i  p er a ixò no puc  de ixar d’ anar-hi pe rquè és u na mica 

agrair...mai v aig h aver de p agar r es, i  a ra amb el  m eu t emps i  l a m eva 

experiència les ajudo perquè mai els hi podré agrair tot lo que van fer” (MD8). 

“Las ( ayudas) q ue m ás v aloro es : m i am iga es  la q ue m ás v aloro, y l uego 

ahora mismo me doy cuenta del coraje que tuve, yo me valoro ahora porque 

hay que va lorarse, d e d ecir  “se acabó y adelante”. Y es o m uchas v eces 

pienso “jolines, antes no podía decir que no y ahora dices que no”. Ahí la  
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psicóloga me ayudó mucho a decir “que no”, y eso es lo que yo me veo, que 

no me agacho pa ra nada. Me va loro yo misma e n e l hecho de  conseguir yo 

mis cosas” (MND13). 

En segundo lugar, y relacionado con el último de los testimonios citados, cabe 

destacar q ue, en tre l as ayudas m ás v aloradas p or l as m ujeres p ara s alir d e l a 

violencia, se encuentra la asistencia psicológica: 

“Yo pienso, y además estoy convencida (quieras que no, yo vengo de la rama 

de l a m edicina) y yo p ienso q ue l a t erapia, l a única t erapia v álida es u na 

terapia que  t enga un f undamento f eminista, y se ha d e h acer u na b uena 

terapia. A los hijos se les ha de tener en cuenta y hacerles la terapia adecuada 

a su edad para que vean que son situaciones que no son buenas, que los hijos 

puedan d e al guna m anera l iberarse. S e t endría q ue h acer o bligada, n o 

solamente a las mujeres” MND17. 

Por otra parte, las mujeres valoran especialmente la independencia económica 

y en este sentido, consideran que para salir de la violencia, lo más importante es 

tener trabajo. Así lo ponía de manifiesto una de las mujeres entrevistadas, que se 

encontraba c onviviendo con s u a gresor y e ntendía que  a ún no e staba pr eparada 

para plantearse la separación, entre otras cosas, porque no tenía trabajo: 

“¿Qué a yudas va loro m ás pa ra s alir de  l a vi olencia? Pues… un t rabajo. M e 

condiciona mucho no tener ningún trabajo…” (MND14). 

Otro de  l os f actores qu e ha  s ido m uy va lorado por  l as ví ctimas ha  s ido l a 

atención policial, incluso cuando, en algunos casos no había sido percibida como 

una vía posible de ayuda. Así lo reflejaban varias de las mujeres entrevistadas: 

“El que sin yo pedir ayudas, pues la policía de…o sea, los Mossos de Atención a la 

víctima me l lamaran y me dieran esta opción (la orden de protección), esa es muy 

grande. La verdad que además le tengo mucho cariño y cuando voy a alguna a pedir 

consejo y algo, me t ratan como…o sea, como ya conocida, ¿sabes? o s ea, que me 

siento muy agradecida por ellos… (MD9). 
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“No sabia que la policía em podia ajudar...tenia com un prejudici amb la policia, jo 

no pensava que la policia em podria ajudar, però em va ajudar” (MD7).  

“La policia la vaig demanar jo, em van atendre molt bé. El policia era un assistent 

social, em va fer entrar en una habitació...vull dir, molt bé (MD8). 

“¿Quién me ayudó más? ¡La policía! Él me daba miedo, esperaba que ellos hagan 

algo para que deje de amenazarme, de… ¡para escaparme de él ! Que lo detengan, 

pues… yo qué sé… (yo pensaba) algo le harán” (MD4). 

También ha sido valorada positivamente la asistencia telefónica: 

“y al t eléfono este de … e s que  no s é c ómo decirte…de a sistencia… y t ambién 

porque las personas que están al otro lado del teléfono son súper agradables…no sé, 

cada un a qu e t e coge s upongo qu e ya t ienen q ue s er a sí por que no l lamas por  

chorradas, ¿no? pero la verdad que es súper agradables” (MD9). 

En un caso, sin embargo, esta asistencia fue absolutamente inapropiada: 

“Llamé al  0 16, l es d ije q ue m e es taban g olpeando y m e d ecían, l lamaste a u n 

número que no es para eso, llama a los mozos de escuadra…..y les dije, pues llama 

tu porque me están pegando” (MD2). 

Algunas de las mujeres entrevistadas expresaron que no se sintieron bien informadas 

o que no e ntendieron la información que se les brindó. Así, por  ejemplo, una de ellas 

comentaba lo siguiente: 

“No s é, no m e ha n i nformado bi en, bi en…no…ojo, por que yo no m e pude  

informar bi en, no l o s é…Lo que  t e pu edo de cir e s que  l a ve rdad, e staba t an 

confundida que ya no sabía ni lo que hacía” (MD10). 

La s oledad y l a c onfusión que  e xperimentan l as m ujeres que  e stán s ufriendo 

violencia son reiteradamente puestas de resalto en las entrevistas con las víctimas. En 

general, se sienten muy desorientadas y revelan que les costó mucho encontrar la forma 

de buscar ayuda. Así lo manifiesta claramente este testimonio:  

“Van passar 2 m esos d’infern, de que no pe nses en res. A vegades pensaba `té que 

haver un servei´, però és que no ho sabia el cómo adreçar-me, com adreçar-me a un 
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lloc, perquè no tenia informació, i moltíssimes vegades vaig pensar en parlar amb el 

meu cunyat, i me donava vergonya perquè la seva família són molt diferents amb la 

meva. En la meva no hi  ha situaciones de violència; si clar, que la meva mare i el 

meu p are al guna v egada h an d iscutit i  l a m eva germana quizás amb e l s eu ma rit 

també, però no e ls he vist...una cosa és de parlar i tot  e l demés és normal, no vam 

viure n i la  me va g ermana n i j o am b u na f amília v iolenta en  acci ó ( …) Q ue m e 

donava molta vergonya i a més a més, no podia, no disposava de temps i no ho sabia 

com fer-ho, i quan la única persona que jo podia parlar era amb la seva família, però 

en la seva família tot per a ells és normal...faltar-te al respecte... (MD7). 

En ot ro c aso, una  m ujer de nunció una  s ituación de  di scriminación s ufrida e n l os 

servicios sociales: 

“La asistenta social que me atendió, como mi imagen no le pareció acorde para que 

se me diera el apoyo económico, porque hay gente con más necesidad, me preguntó 

irónicamente: ¿por qué quieres el dinero, para ponerte el tinte de cada mes? Yo no 

estaba pidiendo nada más de lo que me corresponde. ¿Es mi culpa no po der buscar 

ni encontrar trabajo durante dos años? Me dijeron que no tenía derecho a la PIRMI” 

(MD2). 

Afortunadamente, l a m ujer ci tada en  ú ltimo t érmino p udo acced er m ás t arde a l a 

ayuda e conómica, a  t ravés de  l a i ntervención de  una  e ntidad que  l e br indó e l 

asesoramiento y apoyo adecuado para hacer los trámites pertinentes.  

Las narrativas recogidas en las entrevistas con las víctimas demuestran con claridad 

que e xisten s erios obs táculos de  a cceso a  l os m ecanismos de  i nformación y a yuda 

puestos a disposición de las mujeres en situaciones de violencia y que, en la mayoría de 

los casos que he podido conocer, l as ayudas l legan muchas veces con dificultades, en 

ocasiones tarde y, por lo general, son escasas y no cubren todas las necesidades de las 

víctimas.  
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3.4. Representaciones de las mujeres víctimas y de la denuncia. 

 

En los últimos años, entre diversas teóricas y activistas feministas y otras personas 

comprometidas c on l a protección d e l os de rechos hum anos de  l as m ujeres, ha  i do 

creciendo l a pr eocupación e n t orno a  l a c onstrucción de  di scursos a ntifeministas, que  

sostienen representaciones sobre las mujeres víctimas de violencia de género y sobre la 

denuncia de esta violencia, que no s e condicen con la realidad, esto es, que configuran 

mitos o fantasías, a partir de las cuales les son atribuidas, a las mujeres, características o 

intencionalidades de las que carecen, o l e son vinculadas, a la denuncia, realidades que 

en ve rdad no encajan con lo sucedido. De entre los mitos más conocidos a l r especto, 

destacan, entre otros, los de la irracionalidad y la maldad de las mujeres que hacen uso 

del sistema de justicia penal y, derivado de ellos, el del uso instrumental de la justicia, 

que se expresa no sólo en el fenómeno del SAP, al que ya se ha hecho referencia, sino 

también en  el  r ecurso a l as d enominadas d enuncias f alsas. E n particular, l a 

preocupación p or l as d enuncias f alsas d e l as m ujeres h a l legado a t al ex tremo q ue el  

propio Consejo General del Poder estudió en profundidad el tema y emitió un i nforme 

que l o de smentía,  no sólo por  c onsiderar que , t écnicamente ha blando, l as de nuncias 

falsas no existen, sino también porque: 

“El estudio efectuado sobre la muestra representativa de resoluciones judiciales 

que se pronuncian en materia de violencia de género regulada por la Ley Integral 

permite concluir que las afirmaciones que, en determinados sectores, se efectúan 

acerca de que las mujeres que denuncian delitos de violencia de género lo hacen 

en f also c arecen de l m ás m ínimo f undamento, t anto e n l a pr etendida 

generalización d e l as d enuncias f alsas q ue j ustificarían considerarlo como u n 

fenómeno extendido como, i ncluso, en cuanto supuesto dot ado de  una  mínima 

relevancia singularizada” (Consejo General del Poder Judicial, 2009: 89).       

La preocupación por la expansión de mitos como el de referencia en los ámbitos 

profesionales de intervención en la violencia de género en la pareja, entre otros, estuvo 

presente a la hora de hacer las entrevistas y, por esta razón, me pareció oportuno indagar 

entre las diferentes personas entrevistadas sobre algunas cuestiones relacionadas con sus 

representaciones s obre l as m ujeres v íctimas y sobre el  r ecurso a l a d enuncia. M e 
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interesaba conocer, en particular, su opinión con relación a las mujeres que denuncian, 

así como respecto a las que no lo hacen y/o no l a mantienen en sede judicial y al valor 

que le asignan a la denuncia por parte de las víctimas de este delito.  

Del análisis de los testimonios relacionados con estos aspectos surge que existe 

cierta d iversidad en  l as r epresentaciones p rofesionales d e l as m ujeres v íctimas d e 

violencia de  género y del va lor de  l a de nuncia, a sí c omo que  va rios e lementos s e 

entrecruzan en  el las. P ara p resentar es tas v ariables d e u na m anera más s encilla y 

esclarecedora, au nque s eguramente i ncompleta, d ada l a gran can tidad d e información 

obtenida, s erán agrupadas e n l os s iguientes í tems: a ) l a opor tunidad d el r ecurso a  l a 

denuncia; b) la obligatoriedad de la denuncia y la valoración de su éxito potencial; c) la 

credibilidad de los testimonios de las mujeres. 

  

La oportunidad del recurso a la denuncia. 

 

En general, las personas entrevistadas consideran que la denuncia tiene un papel 

muy i mportante pa ra frenar l a s ituación d e vi olencia, asegurar l a pr otección, 

tranquilidad  y seguridad de las víctimas, así como el acceso a los derechos reconocidos 

en la legislación, además de reprimir al agresor y evitar nuevas agresiones. Así lo pone 

claramente d e m anifiesto el  s iguiente t estimonio d e u na d e l as m ujeres en trevistadas, 

quien a la pregunta de qué esperaba obtener con la denuncia, no dudó en contestar: 

“A veure, esperava que li paressin als peus amb aquest personatge que m’estava 

fent la vida impossible... això  é s el que jo esperava, que li paressin als peus  i  

que em deixés tranquil·la.  J o no sé la seva forma d’operar ni com es fa ni com 

es d eixa d e f er p erò esperava donc s...que m iressin s i ha via s igut ve ritat, que  

fessin c om una  m ica d’ investigació di guéssim, i  de sprés donc s j a pr enguessin 

doncs les mesures legals que s’hagin de prendre, no? (MD11). 

 Entre al gunas d e l as p ersonas p rofesionales en trevistadas, existe ci erta 

preocupación relacionada con la oportunidad de la denuncia, por varias razones que se 

verán en este apartado, como por ejemplo por considerar la prosperidad de la denuncia –

es decir, que se obtenga la orden de protección o la condena del agresor-, porque a veces 



356 

 

las m ujeres n o es tán p reparadas p ara en frentar l as co nsecuencias q ue l a p uesta en  

marcha del proceso judicial comporta, especialmente en los momentos inmediatamente 

posteriores a  l os he chos de  vi olencia. A sí lo i ndicaba una  de  l as a bogadas 

especializadas: 

 “Creo que  l a denuncia es importante pe ro t ambién es importante qu e l a 

mujer esté preparada para una denuncia. Y no en todos los casos se da al 

mismo tiempo la combinación. Es un proceso, en muchos casos hay que ir 

poco a  po co. H ay casos de  vi olencia que  s on a larmantes y que h ay que  

tomar medidas urgentes, la urgencia la pone una (la profesional), porque la 

mujer no t ermina de identificar o de  ver el riesgo, cuando son situaciones 

de mucho riesgo, la necesidad de poner una denuncia y de proteger. Creo 

en  la de nuncia y e n l a orden de  pr otección pe ro l o que  pa sa e s que  e l 

sistema muchas veces no funciona como nos gustaría que funcione. Y esto 

es l o q ue m uchas v eces h ace d esconfiar a l as mujeres en  l a d enuncia, 

retrasar la denuncia y no querer denunciar” (EP09). 

Esta misma idea era sostenida por otra de las abogadas consultadas, quien 

comentaba qu e, de sde el punt o de  vi sta pr ofesional, e s f undamental que l as 

mujeres entiendan perfectamente cuáles son los escenarios posibles a los que se 

enfrentan si deciden llevar el caso ante la justicia, pues ello puede evitar algunos 

problemas, entre ellos, el de que abandonen el camino judicial: 

“Intento s er m uy r ealista, yo creo que l as m ujeres agradecen m ucho que 

seas m uy r ealista. C uánto pue de dur ar un j uicio, qué  va  a  pa sar e n un 

juicio, o sea que, qué significa un juicio. A veces, tienes que dibujarles en 

un pa pel e l r ecorrido y decirles: ‘ bueno e sto e s l o que  va  a  pa sar, a quí 

declaras, aq uí d eclaras n o es tando él , p orque es  l a r atificación d e t u 

denuncia,  y cuando llegue el juicio, entonces, está aquí sentado el juez, el 

fiscal, tú declararas de esta manera, después te sentarás, después le tocará 

a es ta p ersona… O  s ea, q ue i ntenten v isualizar có mo v a a s er aq uello, 

porque creo que (…) mientras más información tenga, la decisión de llevar 

adelante todo el proceso puede ser más firme. En cambio, cuando les das 

la in formación d emasiado p arcial o  in tentas ma quillar d emasiado, a  la  
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primera que vean que no es como se lo has pintado pues tiran la toalla, te 

dicen que  no. A hora también has de  ser realista con muchas ot ras cosas, 

como explicarle que a lo mejor esto va a tener una sanción o va a paralizar 

algo, di gamos de sde un a m anera  no s imbólica ge neral s ino s imbólica 

particular, u n j uez/a q ue l e d iga ‘ esto e stá pe nado y por  e so us ted no l o 

puede hacer’ pero que no vas a tener un policía las 24h vigilando que esta 

persona no se acerque. Y eso también hay que decírselo porque a veces las 

limitaciones de lo que significa, ahora, le dirás que si se termina acercando 

pues t endrá ot ra pe na q ue i ncluso e s m ás g rave t odavía, o s ea que  de  

alguna m anera e sto va  poniendo l a s ituación, digamos, e n un a m ayor 

gravedad y de  mayor pr otección pa ra e lla, pe ro que t ampoco se imagine 

que l os m ecanismos de  pr otección s on a utónomos y absolutos por  s í 

mismos, porque nadie le quita que cuando lo tenga en la puerta o cuando 

se le presente en la puerta del trabajo va a tener que llamar a los Mossos, a 

la policía, o a quien le toque” (EP03). 

Algunas d e l as s upervivientes en trevistadas, de  hecho, l a m ayoría de  l as 

que no han denunciado los hechos, consideran también este tipo de variables. Así, 

por ejemplo, una mujer que no presentó denuncia, me comentaba lo siguiente: 

“Cada denúncia va ser un judici i jo potser vaig anar 20 vegades als Jutjats 

perquè eren 7 denúncies, però ell mai venia a l a primera, al primer judici. 

Sempre p ortava p apers m èdics, q ue es tava d e v iatge...i cad a j udici 

s’aplaçava. O sigui, 3 pe r 7, une s 21 ve gades, va ser brutal. Però per més 

que el l em  d esfés i  m axaqués, jo el  q ue v olia er a t enir u na s entencia 

(MD8). 

En la mayoría de casos se deja constancia que las mujeres no denuncian el primer 

acto de violencia y que recurrir a la denuncia y al sistema de justicia penal es el último 

paso, y s egún m uchas personas entrevistadas n o l o h acen p ara “b uscar v enganza n i 

castigo”. Así, según una de las abogadas citadas anteriormente: 

“Llamar a l a p olicía es  l o ú ltimo, es  l o q ue j urídicamente h ablamos de 

última ratio. Las mujeres se lo piensan mucho, o llaman en un ni vel donde 

su sensación es  d e q ue me v a a m atar, en tonces… ( ¿Piensas q ue l a c ausa 
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principal por la que crees que no denuncian es el miedo a una reacción, que 

se incremente la violencia?) Sí, muchas veces sí” (EP03). 

Los r elatos d e l as v íctimas en trevistadas confirman e stas p ercepciones, 

como lo ejemplifica esta experiencia: 

“Tenia t anta por  i  t anta d’ allò… que  el que  v olia é s que  em pr otegissin i  j o 

pensava que tot lo que feia de denuncia no e ra per fer-li mal a ell, jo no li volia 

mal a  ell pe rquè vul guis o no encara t ens u n v incle i  encara p enses en  aquesta 

persona, i  pot ser l ’hauràs de  s eguir v eient t ota l a vi da pe rquè t enim un  f ill e n 

comú. Tot era pensant en la meva protecció. Llavors, no l’inflava gens i tot era lo 

més r eal p ossible, em  l imitava a explicar el s f ets que ha vien pa ssat o s i 

m’insultava, pues tots els insults, però no exagerava res  n i anava a m axacar-lo; 

fins i to t, h i h avia amics q ue e m d eien “contracta 4 matons i fes-l’hi fer una 

pallissa pel carrer, i et deixarà en pau”, i jo  li deia “no, jo vull tenir tota la vida 

la consciència tranquil·la”. Jo no el vull cap mal, jo l’únic que vull és protegir-me 

a mi i sobretot tenia molta força de protegir al nen. No era tant jo com el nen, fins 

i tot pensava “si jo no estic bé jo no podré cuidar al nen”, això era el motor, i jo  

sempre penso “si no hagués tingut el nen entre mig no sé si hagués tingut tanta 

força” (MD8). 

En e l m ismo s entido s e pos icionan l as pe rsonas e ntrevistadas de l cuerpo de  

policía, en cuanto opinan que las mujeres denuncian  c omo forma de buscar la manera 

de salir de la situación de violencia que, muchas de ellas, vienen sufriendo desde hace 

tiempo. El problema es que la violencia de género en la pareja a menudo no termina ni 

con la separación ni con la denuncia, al contrario. Así lo corroboran, también, desde la 

Unidad C entral de  P roximidad y A tención a l a C iudadanía, que  c oordina t odas l as 

comisarías de Cataluña: 

 “Las m ujeres no  de nuncian por  bus car el c astigo de l m arido, cuando 

continúan c on l a de nuncia e s pa ra r eafirmar s u s ituación de  m ujer 

maltratada, pero cuando pasa el tiempo a menudo la dejan porqué ya tienen 

la vi da “ normalizada” (…) A  m enudo qui eren obt ener una  o rden d e 

protección s in s aber m uy bien qu é s ignifica una  or den, por qué s e pi ensan 
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que con la orden de protección se ha terminado la situación de violencia y 

desgraciadamente no es así” (EP16). 

Por o tra p arte, algunas de l as p ersonas entrevistadas a firman t ambién q ue en  el 

contexto actual de crisis financiera el bajo índice de denuncias podría ser todavía menor 

debido a  l a m ayor d ependencia e conómica d e l as m ujeres v íctimas d e sus ag resores. 

Esta idea ha sido ya problematizada por algunos estudios (European Women’s Lobby y 

Oxfam International, 2010)  que  ha n de mostrado c ómo l os a ctuales r ecortes 

presupuestarios están afectando a las mujeres y sus posibilidades efectivas de salir de la 

violencia. La mayor precariedad económica hace que las mujeres tarden más en salir de 

la s ituación de  vi olencia de  género e n l a pa reja (y t ambién ot ros t ipos de  vi olencias, 

como el  aco so s exual en  el  trabajo, por  m iedo de  pe rder e l pue sto de  t rabajo, por  

ejemplo). Estos estudios apuntan como factores que intensifican (pero no explican) e l 

aumento de  l a vi olencia de  género e n l a pareja, e ntre ot ros: e l a umento de l pa ro 

masculino, el empobrecimiento de las familias y el hecho que para los hombres perder 

el r ol d e “j efe d e f amilia, g anador d el p an” s ignifica u na p érdida en  l a i dentidad 

masculina tradicional que expresa una pérdida “de sentido, de identidad” de la cual son 

culpadas y c astigadas l as m ujeres. Finalmente, l a di sminución de  l os pr esupuestos 

públicos p ara l a atención d e l a v iolencia d e género está d eterminando d e m anera 

negativa el  t rabajo d e l as as ociaciones q ue acompañan a l as m ujeres ( servicios d e 

atención psicológica, jurídica, etc.) puesto que se están viendo privadas de recursos al 

disponer de menos subvenciones públicas: 

“¿Que está pasando últimamente con la crisis? Hay menos denuncias. ¿Eso 

quiere decir que ha y menos violencia? No, yo c reo que  ha y más violencia 

pero menos denuncias: porque en  l a sala de espera, s i an tes había unas 10 

mujeres, ahora hay 4.” (EP02) 

 

La obligatoriedad de la denuncia por parte de las personas profesionales. 

 

En el Estado español, tal y como se ha detallado en el capítulo 3, la violencia de 

género es un de lito de acción pública, de manera que no s ólo es perseguible de oficio, 

sino que también muchas personas y, en particular, quienes actúan en la atención directa 
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y que intervienen en casos de este t ipo, se encuentran obl igados/as a denunciar. En la 

práctica, la mayoría de las personas entrevistadas entienden y comparten el criterio de la 

obligatoriedad de la denuncia. De hecho, incluso las mujeres que no han denunciado los 

hechos están de  a cuerdo c on esta i dea. E ntre l as pe rsonas pr ofesionales, e xisten, s in 

embargo, qui enes c onsideran que  esta obl igatoriedad, e n oc asiones, pue de pone r en 

riesgo e l obj etivo pr incipal de  s us i ntervenciones. E sto s e d a en va rios ámbitos, pe ro 

especialmente entre policías, psicólogos/gas, médicos/as y trabajadores/as sociales. Así, 

algunas de  estas pe rsonas ha  comentado que  s i e l obj etivo de  s u i ntervención, por  

ejemplo, es la protección de las mujeres, si por algún motivo entienden que la denuncia 

puede pone rlas e n riesgo, opi nan que  no de berían pr oceder a l a d enuncia. E ste e s e l 

criterio s ostenido por  u na de  l as m édicas, qu e s e m ostró c rítica c on relación a l a 

exigencia legal de denunciar los hechos, especialmente cuando la mujer se opone: 

“La l ey t iene u nas r azones p ara p oner es o, es  u n en unciado m uy ex igente 

con l os pr ofesionales, p orque t ú estás obl igado, pue des i ncumplirlo pe ro 

estás obl igado. A m í m e pa rece qu e ha y una  d ificultad de  e ntendimiento 

entre el mundo legal y el mundo asistencial, no s olo el sanitario, el mundo 

asistencial e n s u c onjunto; por que no t odo a quello que  nos otros 

denominamos violencia es denunciable. En primer lugar porque hay formas 

de maltrato, por ejemplo en mujeres mayores, o no tan mayores, que en este 

momento t ienen ba ja i ntensidad por  a sí de cirlo. A  l o m ejor e n a lgún ot ro 

momento ha  ha bido l esiones, pe ro de es o h ace 1 0 añ os y ah ora h ay 

sobretodo m altrato ps íquico, a lguna f orma de  aislamiento y control q ue 

continúa ha ciendo da ño a  l a s alud pe ro que  e so no t iene f orma de  

presentarse a l a j usticia. Y  es o es  m uy f recuente en  l a at ención p rimaria. 

Aquí hay una doble cuestión que es la justicia nos dice `es que si no nos  la 

enviáis no l a podemos proteger´. Nosotros decimos ´es que s i la enviamos 

sin s u c onsentimiento l a pe rderemos como pa ciente y no pod remos ha cer 

nada más por ella, y no irá a un lugar ni al otro´. Y si actuamos otra vez por 

encima de su voluntad reforzamos el papel que su autonomía no vale, que su 

decisión no importa. Se debe hilar muy fino, ver que hay situaciones en que 

de ninguna manera debes enviar, porque si la mujer no ha hecho un proceso 

de a proximación a  l o qu e l e e stá pa sando, a quello s erá un f iasco t otal, s e 
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desdirá de lo que ha dicho, pero a la vez saber valorar situaciones de peligro 

grave donde has de actuar porque ella o s us hijos pueden estar en peligro” 

(EP07). 

 Falta de formación, falta de tiempo o simplemente falta de interés pueden 

actuar, sin embargo, como motores del incumplimiento del deber de denunciar de 

las pe rsonas pr ofesionales, e n pa rticular, l as de l á mbito de  l a s alud. U na de  l as 

mujeres v íctimas, en r elación co n es te tema, s e mostraba c rítica r especto d e l a 

ceguera del personal médico con relación a la detección de la violencia. Esta es su 

experiencia: 

“Jo trobo que els metges de capçalera és una altra via que haurien perfectament 

d’estar formats p er id entificar le s p ersones. J o c rec q ue es tan formats i  tenen 

actualment una formació, jo com infermera més o menys ho puc arribar a saber, 

però e videntment no di sposen de l t emps s uficient pe r c aptar a questa s ituació. 

Llavors, què passa? que tu vas allà...i jo moltes vegades en el fons eren una mica 

d’indirectes i jo ho veig ara, abans no ho veia, però jo ara ho veig tot clar lo que 

feien, i  en el fons es demana ajuda perquè tu dius: “és que clar, perquè això i 

allò.”, pe rò casi que  e t f an di r “però bueno, a veure, pràcticament has vingut 

per res o què?”. O sigui, `l’altre tema´ el poden treure o tu el pots treure perquè 

tampoc é s qu e et t allin, pe rò esperen a que  t u ho di guis, ho  r epeteixis va ries 

vegades: si quan m’ha passat amb el nen això… Amb el pediatra del nen jo no 

ho vaig aconseguir perquè no vaig saber… perquè en aquell moment estava en el 

circle de la violència i tu no podia fer això. Però quan ja ho has passat, que jo ara 

ja ho he passat, doncs ara estan els efectes col·laterals... Per via del pediatra el  

nen ha anat a una  ps icòloga. Com ho he  aconseguit? Ho he  aconseguit perquè 

com que jo he vist retrospectivament que jo no ho aconseguit amb aquell metge, 

després ho he analitzat i he dit “és perquè no he sigut contundent”, llavors amb 

el nen he anat més en plan dura. I el metge meu no ho va saber identificar tan bé 

perquè ell havia d’haver sapigut intuir que jo no ho estava dient perquè estava en 

un ci cle… Jo no ho d eia di rectament, pe rò p er les e xpressions no ve rbals ho 

havia de mirar” (MND16). 
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Por ot ra pa rte, h ay un a v isión mu y c lara -entre a lgunas de  l as pe rsonas 

profesionales en trevistadas- de que  s i l a de nuncia no pue de pr osperar, no s iempre s e 

recomienda formularla, t al y como s e e xplicó e n e l punt o a nterior, c uando s e 

comentaron las opiniones de las abogadas. Existen también otras razones que sustentan 

este cr iterio. Las p ropias v íctimas p erciben que l as d enuncias q ue t ienen m ás 

posibilidades de  é xito, n o s ólo de sde e l pun to d e vi sta de  l a de tención de l a a gresor, 

pero particularmente para que ello suceda, son aquellas que integran algún elemento de 

violencia física reciente documentada con partes médicos: 

“Si tu pareja te da 3 bofetadas cada día, no te deja marcas y por eso no se va a la 

cárcel, tiene que haber sangre para que proceda el encarcelamiento” (MD2). 

Estas opiniones se complementan con la constatación de la práctica judicial de 

centrarse e n un e pisodio c oncreto de  vi olencia, e n e l úl timo, de sconociendo l os 

anteriores: 

“El juez no te deja hablar de los pleitos públicos, que te pellizque un pezón en el 

metro, o que  le diga a un hom bre en un ba r que te folle a cambio de 30 e uros, 

esos pe queños h echos de l a c otidianidad qu e van ha ciendo que  t u vi da s ea 

miserable, pues nada, solo ven los hechos de sangre (…) solo revisan  e l parte 

médico, pero no t e dejan hablar de toda la violencia, y eso que es el juzgado de 

la Dona” (MD2). 

Dicha pr áctica s ugiere, como ya s e ha  i ndicado, que  no s e i nvestigan, por  l o 

general, aquellas vi olencias que  no d ejan m arca, s ino que  t ampoco s e i nvestiga l a 

violencia habitual ni se entienden tales hechos como un de lito continuado.  S e trata de 

una c ircunstancia que  queda r eflejada e n l os da tos e stadísticos publ icados por  e l 

Observatorio contra la violencia doméstica y de género del Consejo General del Poder 

Judicial, que demuestran que la violencia habitual está escasamente representada, tal y 

como se puede observar en el siguiente cuadro: 
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Delitos instruidos por violencia de género (artículos 153, 173 y 148 del Código Penal). 

Fuente: Observatorio contra la violencia doméstica y de género del Consejo General del Poder Judicial 
(2012).  

Año Total Lesiones y 
malostratos 

Artículo 153 Artículo 173 Artículo 148 

2006 125.497 55.042 20.733 7.310 2.695 

2007 136.873 90.958 45.037 13.427 5.639 

2008 148.213 100.908 71.892 15.580 3.951 

2009 142.867 111.313 88.487 17.121 5.705 

2010 139.522 108.569 84.740 18.519 5.310 

2011 141.228 110.495 86.656 18.297 5.542 

2012 (primer 
semestre) 

68.153 52.637 41.917 8.217 2.503 

  

 

Varias mujeres, por otra parte, expresaron haber tenido dificultades para que se 

acumulen t odas l as de nuncias. A demás de  l os c asos c omentados e n 3.1.1, e ste 

testimonio lo expresa claramente: 

“el que  vol ia e ra a cumular l es denuncies. Doncs, amb tot a ixò jo va ig canviar 

d’advocat i  v aig b uscar u na advocada especialista am b el t ema i  va i ntentar 

d’ajuntar-les totes perquè així es veia que era una cosa repetitiva sinó cada una 

suelta no era res greu, i a m és, per cada una havia de fer un judici de faltes, ell 

moltes vegades no es presentava, presentava un justificant mèdic...era etern, era 

brutal. Al final, es van poder ajuntar totes però això va durar 4 anys, el procés, i 

es va f er el  j udici f inal, que j a et  d ic que er a el  judici penal de m altractament 

habitual i  e s podi a pr ovar que ...i es va  j utjar t ot de  c op. V aig buscar 

testimonis...La s entencia er a co ndemnatòria de q ue ai xò, d ’una Ordre 

d’Allunyament per 4 anys, que no es podia acostar ni comunicar amb mi ni amb 

el nen ni amb els meus familiars” (MD8). 
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Uno de los miembros de la OAVD también entiende que, desde su punto de vista, 

el hecho de que no queden suficientemente acreditadas las agresiones físicas puede ser 

causa de que no prospere la denuncia, pese a la existencia de una situación de violencia: 

“Muchas veces se denuncia algo que desde fuera se ve muy leve, porque a 

nivel judicial todavía, en el 2011, bus can `hay sangre o no ha y sangre, hay 

parte m édico o no ´, c laro e so de sanima m uchísimo, e s un m azazo pa ra la 

persona `pero yo lo he vivido, ¿cómo lo pueden cuestionar?´” (EP02) 

Efectivamente, es un punto de acuerdo entre las personas profesionales, tal como 

lo perciben las víctimas, que en los Juzgados prevalece como estereotipo de violencia 

aquella que “deja marca”: 

“No s iempre l a d enuncia f unciona, es d ecir, s i y o v oy al  m édico y t engo 

unos hematomas y digo que ha sido mi compañero o excompañero quien me 

lo ha hecho, y hay un parte eso me lo facilita, pero si resulta que yo voy al 

juez y le cuento que desde hace años mi marido ejerce la violencia contra mi 

y no lo puedo demostrar, ¿de qué me sirve? En general yo he observado que 

las mujeres que denunciaban y después el juez no les otorgaba una orden de 

protección se sentían como si `cree que yo he mentido´ (…) la experiencia 

acaba siendo muy negativa para ellas.” (EP01). 

Así lo corroboran los testimonios de las mujeres, como el que se presenta a 

continuación: 

“Jo li vaig dir al meu advocat que sabia que anava a perdre perquè no hi 

havia físicament cops. La Fiscal no va acusar...” (MD6). 

“… v ino al  f inal l a ab ogada d e l a fiscalía y m e n otificó q ue l e h abían 

dictado una  pena de  9 meses de  pr isión, en pr incipio se había solicitado 

que e stuviera un año, pero c uando s e l o pr egunte a  l a S ecretaria m e 

respondió: date por  satisfecha. ¿Tú crees que eso es una contestación? Y 

me s iguió c onsolando: E s que  ha y ot ros c asos que  no s e a dmiten. L a 

ventaja que yo tenía, a diferencia de otros casos que no se admiten, es que 

yo t enía u n p arte m édico, l a q ue n o l o t iene es tá acab ada, p ues es  

importante probar la violencia” (MD2). 
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Partiendo d e l as d ificultades r elacionadas con el es tereotipo d e l a “v iolencia 

denunciable” ( conformado, c omo s e di jo a nteriormente, por  l a vi olencia que  “ deja 

marca”), l as p ersonas p rofesionales m uestran m ucha c autela en l a ev aluación d e l a 

oportunidad y/o conveniencia de llevar los hechos ante la justicia. Así, según la jurista 

de uno de  los servicios especializados, se hace un trabajo de análisis de  l a posibilidad 

de que la denuncia prospere: 

“Somos c onscientes t odo e l e quipo qu e l as s ituaciones s on d enunciables, 

pero a  l o m ejor no t ienen una  pr osperidad. Y  si s omos c onscientes q ue 

tenemos un porcentaje muy elevado de duda de que no prospere, tenemos en 

cuenta el riesgo de la mujer, por ejemplo si ha de volver a su casa sin una 

orden de protección…” (EP05). 

Otro punt o de  vi sta e s el de  una  abogada e specializada c on m uchos a ños de  

experiencia en  es ta problemática. Según el la, la denuncia penal respondería más a l as 

expectativas d e l as p ersonas p rofesionales d e l a r ed q ue n o a l as d e l as m ujeres 

víctimas: 

“El sistema va a empujando a que denuncies, y yo creo que sobretodo esas 

son l as ex pectativas d e las as istentes s ociales, están co mo esperando es o 

(…). M uchas m ujeres c uando de nuncian e n r ealidad m ás que  el c astigo 

penal l o q ue están b uscando es  l a p rotección a t ravés d e l a o rden de 

alejamiento. A quí es cu ando el  s istema p enal espera u na cosa, q ue es  la 

condena d e u n i lícito p enal y l as m ujeres es peran o tra cosa q ue es l a 

protección. Y muchas veces ellas se quedarían con la orden de protección y 

podrían renunciar al castigo. Es algo que ellas muchas veces incluso valoran 

para no denunciar porque lo que quieren es parar la violencia, su seguridad, 

y no que  l e c aiga una  p ena. E n c ambio e l s istema de  l a de nuncia l o q ue 

persigue es  el  cas tigo penal y n o l a s eguridad d e l as m ujeres. Y  es a 

diferencia de intereses hace que muchas veces no conecten las mujeres con 

todo el proceso penal…” (EP03) 

 



366 

 

Las entrevistas con las profesionales del cuerpo de policía coinciden con esta idea 

de que  e l f uncionamiento de  l a l ey y d e l as de nuncias, no s iempre r esponden a  l as 

expectativas de las víctimas. Según su experiencia, a menudo las mujeres denuncian con 

la intención de recibir medidas de protección que no s iempre se obtienen. Este fracaso 

en s u obj etivo ha ce q ue a lgunas s e s ientan engañadas a nte e l he cho de  ha ber 

denunciado: 

“es bueno desde aquí explicarle bien que debe haber más cosas aparte de su 

declaración para poder continuar con el proceso contra el agresor” (EP15). 

No obstante, hay cierto acuerdo en lo que respecta a entender que la denuncia de 

oficio es  n ecesaria en  l os cas os d e ex trema “ gravedad” ( casi s iempre, f ísica) d e l a 

violencia. A sí, s egún l as en trevistas r ealizadas, l a p olicía ef ectivamente r ealiza l a 

denuncia d e o ficio en  estos cas os, au nque al gunas m ujeres acu den a  c omisaría p ara 

explicar l a vi olencia s ufrida s in vol untad de  de nunciar. S egún l os pol icías s on 

“situaciones complicadas” y s i opt an por  pone r e n m archa l a de nuncia de  o ficio e s 

porque hay síntomas claros de maltrato físico: 

“Muchas (mujeres) te vienen a ex plicar una situación que tu deberías hacer 

algo, deberías actuar pero ellas te dicen que no q uieren denunciar y que no 

quieren s aber na da, t e l o ha n e xplicado y t e l o ha n de jado a llí, ¿ sabes? Y 

luego te quedas en “por ley debería actuar pero a lo mejor perjudico más a 

esta mujer”, y te quedas en esta disyuntiva”. (EP15) 

De otro l ado, e n l as a ctuaciones de  e mergencia de  l a pol icía, s egún uno de  l os 

policías entrevistados, cuando reciben una l lamada de una persona que no es la mujer 

agredida (familiares, vecinos/as), es bastante difícil que la mujer denuncie ya que no ha 

habido por parte de la víctima un proceso de concienciación de la situación vivida, de la 

problemática de l a v iolencia machista, n i de l as opciones para salir, ci rcunstancia que 

coincide con las percepciones de algunas de las víctimas que fueron citadas en 3.1.1. En 

el m ismo s entido, l a m ayoría l os j ueces que  he mos e ntrevistado c onsideran que  l as 

mujeres no de nuncian inmediatamente los hechos ni  denuncian cualquier hecho. Sirva 

de ejemplo el siguiente testimonio de un juez titular de un juzgado especializado: 

 Pregunta: ¿Usted cree que las mujeres t ienden a d enunciar cualquier t ipo 

de situación? 
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Respuesta: “No, no, n o l o c reo, cualquier t ipo no, ha y c omo t odo, 

denuncias qu e s e ve  que  no va n a  ni ngún s itio, pues s on m anifiestamente 

infundadas, que la verdad son muy pocas, en proporción a lo demás, porque 

más bien es que cuando dan el paso relatan todo lo que han vivido y lo que 

hay, entonces, c laro, no  e s que  s ea c ualquier s ituación. Luego h ay qu e 

revisar que la denuncia tenga un contenido tal para que proceda” (EP12). 

Pregunta: ¿Cree U sted q ue l as v íctimas d enuncian i nmediatamente l os 

hechos o se esperan para denunciar? 

Respuesta: “No, a  ve r, va mos a  ve r, c asi s iempre e s una  de nuncia 

inmediata, pero todas vienen con una carga detrás, lo que significa que no es 

la primera vez que ha pasado y que por tanto la denuncia es extemporánea 

con t odo l o que  a nteriormente ha  pa sado. E s de cir, a  ve r, l o t ípico e s u n 

atestado en que por ejemplo, viene una señora a la que han agredido, y dice: 

pero hace dos años pasó tal y hace seis meses me dio una torta pero no l o 

denuncié. Vamos, todos vienen con una carga de hechos que pasaron en la 

intimidad y no lo ha denunciado, con lo cual estamos en esas” (EP12)  

En pocos casos se encuentra una real falta de comprensión de por qué las mujeres 

no de nuncian. E n c ambio, s í que  h ay un énfasis e xtendido e n l a i ncomprensión de  l a 

“reconciliación” d e l a v íctima y el  a gresor, h echo m uy co mún d entro del ci clo d e l a 

violencia pero que  muchas personas profesionales no c omprenden. Esta s ituación se da 

especialmente entre aquellas que no tienen una adecuada formación. Por ejemplo, según 

el director de un GAV de una comisaría del área metropolitana de Barcelona: 

“… m ucha gente de l os GAV está quemada, porque cl aro, h ay l a l eyenda 

urbana esta de qué al final siempre se perdonan, y llegan juntos al juicio, de 

la mano, que lo he visto eso. Tú actúas en la calle, detienes a la persona por 

una agresión hacia su mujer y el día del juicio te llegan juntos de la mano. Y 

claro eso genera un poco de frustración…bueno de frustración no, pero que 

tu t rabajo no ha  servido de  nada. Y  supongo que  en los j uzgados t ambién 

hay esta idea. Que no es  la mayoría de casos ¡eh! No es  en la mayoría de 

casos que pasa. Y como los Mossos, solo que haya un caso, pues la gente ya 

generaliza mucho” (EP15) 
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La credibilidad de los testimonios de las mujeres. 

 

Las pe rsonas pr ofesionales e ntrevistadas no  s e ha n pr onunciado de  m anera 

explícita co n r elación a l a i dea d e q ue l as m ujeres d enuncian f alsamente h echos d e 

violencia d e género. N o l o mencionan ex presamente, p ero es te m ito e stá l atente en  

algunas de las entrevistas. En particular, en los discursos de los jueces y se encuentra, 

por ejemplo, debajo de las imágenes estereotipadas de las víctimas que t ienen, lo cual 

permite s uponer qu e, de sde s u punt o de  vi sta, existen dos  t ipos de  ví ctimas: a ) l as 

“víctimas-víctimas”, o  “víctimas r eales” y la s “ víctimas-no v íctimas” o  “falsas 

víctimas”.  Los siguientes testimonios lo ilustran con claridad: 

“El que de verdad es violencia de género ella viene asustada, cohibida, con 

miedo, incluso con ganas de que pase todo cuanto antes y olvidarlo, eso es 

de una situación cuando de verdad ves que ha vivido la violencia de género  

y que te lo transmite con los gestos, la timidez, no mira al acusado, esto es lo 

que vemos muy pocas veces. La mayoría de las veces l legan los dos de l a 

mano queriéndose mucho y diciendo que no quieren declarar, ya no se sabe 

el motivo de la denuncia ( ...) Antes cuando era un j uicio de faltas, venían, 

declaraban, decían bueno, una  localización permanente, as í ap renden, pero 

ahora c uando di cen: s e les e stá pi diendo un a ño de  pr isión y un a ño de 

alejamiento superior a la pena impuesta o s i son trabajos, por lo menos un 

año de prisión el las mismas se dan cuenta de que quizá es matar moscas a  

cañonazos...” (EP13) 

En e ste m ismo s entido, s egún ot ro d e l os j ueces e ntrevistados, “ una m ujer que  

habla mucho”, que tiene una actitud afirmativa “no es una verdadera víctima”: 

“A v eces es  l a f orma d e co ntar l as co sas: a m í, cu ando alguien l e cu esta 

contarse, a mí me parece algo que preocupa, algo importante... Algo que no 

cuesta, a lgo que  no c uesta na da “ porque é l e s a sí, no s é qué ... yo q ue 

padezco, yo que no sé qué...” ¡Uy! está hablando todo el rato de ella, de ella, 

de ella…”. (EP11). 
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Es una  opi nión q ue co ntrasta co n el  es fuerzo q ue h acen l as v íctimas p ara 

mantener su integridad personal frente a la violencia y que, como ya se ha puesto 

de manifiesto, revela que la justicia aún no se toma en serio las vulneraciones de 

los de rechos hum anos d e l as mujeres, t al y como lo pone  de  manifiesto una  de  

ellas: 

“Jo en aquell judici havia de donar la cara, evidentment, encara que l’anés a 

perdre ( ...) I jo va ig ser super f erma, estava molt forta, va ig di r tot lo que 

pensava i tot i així, ho van posar: “a pesar de la firmeza y constancia o no 

sé qué...de todas formas se considera que tal y cual”. Fins aquí molt bé, “se 

considera que no es delito”, fins aquí ho entenc, però després tota l’apologia 

que fa la Jutgessa del comportament d’ell em va escandalitzar perquè vaig 

pensar que això no era necessària, a lo millor és que ella necessita cobrir-se 

les esquenes molt per això…” (MD6). 

No obs tante l o e xpresado a nteriormente, y c oincidiendo c on l os t estimonios 

relevados al analizar la oportunidad de la denuncia, los jueces, en general, no consideran 

que las mujeres denuncien compulsivamente los hechos (ni cualquier hecho). Tampoco 

consideran que ellas utilicen de manera incorrecta, irracional o superficial el sistema de 

justicia pe nal, t odo l o cual c ontradice t anto l as percepciones es tereotipadas d e l as 

mujeres q ue ap untábamos p recedentemente, co mo l a p ercepción d el u so d el s istema 

penal con fines utilitaristas y tergiversados (v. apartado 1.2., sobre las resistencias). 

En esta misma línea se expresa, inclusive, el mismo juez que considera que a veces 

las mujeres convierten el divorcio en un asunto penal:  

“Les cuesta denunciar, salvo el supuesto que están muy enfrentadas por el divorcio y 

la separación, que a veces sí, se denuncia por cualquier tontería: `me ha llamado, me 

ha mirado mal´ – es un caso que sale fuera del normal. En situaciones normales, a la 

mujer le cuesta denunciar, porque muchas te refieren que `no es la primera vez que 

él me pega, que otras veces me ha pegado´” (EP11). 

Estas pe rcepciones coinciden c on l os da tos e stadísticos publ icados e n l a 

Macroencuesta de violencia de género 2011, que expresan que el  72,6% de las mujeres 

que di jeron haber sufrido violencia de género alguna vez en la vida, indicaron no que  

habían de nunciado a s u m arido/pareja o e xmarido/expareja, e sto e s que no ha bía 
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denunciado e n ni nguna ocasión a  s u m altratador. De e llo de riva que  l as m ujeres que  

denuncian los hechos conforman sólo un 27,4%  de aquellas que refieren haber sufrido 

violencia (Ministerio de Sanidad, servicios sociales e igualdad, Delegación del gobierno 

para la violencia de género, 2012: 7).  

 

3.5. Percepciones específicas sobre víctimas y agresores según su país de origen. 

 

Respeto a la pregunta sobre si cree que hay especificidades en su trabajo respeto las 

mujeres de  or igen migrante, l a m ayoría d e l as p ersonas p rofesionales en trevistadas 

apuntan tres ideas. Por un lado, la acentuación del machismo de  “ciertas culturas”, en 

las c uales ha bría m ás violencia; por  ot ro, c iertos e stereotipos r elacionados c on e l 

aprovechamiento i legítimo d e l as a yudas económicas y, finalmente, s e r ecalcan 

situaciones específicas ligadas a la condición migratoria, como el hecho de tener menos 

red s ocial, m ás de pendencias e conómicas, m enos a cceso a  l os r ecursos y vi vir 

situaciones de discriminación.  

  

La acentuación del machismo de  “ciertas culturas”, en las cuales habría más 

violencia. 

 

Tal y como señalan destacados estudios en la materia que nos ocupa, la diferencia 

cultural emerge en algunos discursos como un elemento que intenta explicar la violencia 

de género como un fenómeno que se atribuye a “otros” (Hormazábal, Schmal y Camps, 

2005:47). Se trata de explicaciones “culturalistas” de la violencia hacia las mujeres, en 

el sentido de que, al poner el énfasis en los elementos culturales diferenciales, sostienen 

tesis explicativas de la violencia que se asientan en esos factores y que puede dificultar, 

por consiguiente, una comprensión global del fenómeno y la posibilidad de remover los 

cimientos estructurales comunes a t odas las sociedades patriarcales, sobre los cuales se 

asientan todas las violencias de género (Schmal y Camps, 2007). Este tipo de discursos 

ha estado presente en algunas de las entrevistas realizadas. Véanse como ejemplos estas 

dos citas, de dos jueces: 
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“Culturalmente, hay un porcentaje muy alto de “culturas” que por relación 

de m igración q ue s e p iensan l as r elaciones p ersonales d e o tra m anera” 

(EP11) 

“Hay una  di ferencia c ultural t remenda, l a ví ctima de  e ntorno l atino de  

determinados países… Bolivia, Colombia y tal, todo el planteamiento que hay es 

muy diferente, por ejemplo le dan más importancia a u nas cosas de lo que se lo 

dan a las otras, no sé cómo explicarlo, pero es que habría que verlo, pero es muy 

claro la diferencia entre nacionales, la gente de países del Este, no canalizan las 

cosas d e l a m isma m anera, q uizá p or el  am biente cu ltural, l a ed ucación, el  

propio entorno, no son iguales y es que se nota en seguida, y luego tienen unos 

comportamientos sociales parejos, casi el 80% de la violencia que entra asociada 

a e sos p aíses so n de  una de terminada m anera, p or e jemplo e l c omportamiento 

estándar d e uc ranianos, rusos y t al que  vi enen menos, pe ro s ería: di scusión y 

pam, golpe, y además h ay ve ces que  brutales, c on una  agresividad muy t al, e l 

estándar d e cas os d e p aíses l atinos es : en  el ambiente f amiliar b eben h asta 

reventar sobre todo e llos pero e llas t ambién, e llas se han l iado con e l amigo o 

con el vecino, no s é qué tal, se monta la trifulca y ahí hay una agresión incluso 

mutua, l os c asos de  ví ctima l atina c on a gresor l atino ha y m ás i mputados 

recíprocos entre ellos que el resto de los casos, tiene muchas connotaciones” (EP 

12). 

 

Estereotipos relacionados con el aprovechamiento ilegítimo de las ayudas 

económicas. 

 

Este m ito es tá m uy relacionado co n el  h echo q ue m uchas m ujeres víctimas 

renuncien a la indemnización por no verse tachadas de “aprovecharse de la situación” o 

que ha cen una  de nuncia por  m otivos e spurios, t al y cómo s e e xplica e n e l c apítulo 

relativo a las entrevistas con mujeres. Como explica un psicólogo de la OAVD: 
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 “(Hablando sobre un oficial de un juzgado especializado) Y un día me dijo: 

¿pero, y t ú t ienes cas os d e es tas m ujeres i nmigrantes q ue co bran t res y 

cuatro ayudas? y yo pues le dije `pues yo no´… Eso.” (EP02) 

 

Se recalcan situaciones específicas ligadas a la condición migratoria, como el 

hecho de tener menos red social, más dependencias económicas, menos acceso a los 

recursos.  

 

Según u na abogada es pecialista en  l egislación de ex tranjería, q ue realiza l as 

orientaciones jurídicas para mujeres que han sufrido violencia de género en un PIAD de 

Barcelona, las mujeres migrantes, denuncian menos la violencia debido a una menor red 

social y familiar; y s egún u na t écnica d el D epartamento d e B ienestar y  Familia, l as 

principales razones están vinculadas a las discriminaciones administrativas: 

“Yo c reo qu e l as m ujeres na cionales, o i ncluso l as c omunitarias, pue den 

tener una red de apoyo mucho mayor que les permita desde el punto de vista 

familiar, social, económico, denunciar y protegerse con un cierto éxito (…) 

Las m ujeres ex tranjeras p robablemente ( …) es tán co n u na r ed s ocial, 

económica y familiar más d esfavorecida, y en u na s ituación l ímite de 

violencia t ienen menos personas a las que recurrir. Es cierto que les puede 

otorgar un p ermiso i ndependiente que  por  s uerte a hora e s de r esidencia y 

trabajo que antes solo era de residencia pero creo que aun así, aunque entre 

comillas l e of rezcas e se t ipo de  pe rmiso i ndependiente s iguen s iendo 

insuficientes para que ellas decidan denunciar, creo que más bien denuncian 

menos” (EP03) 

“(...) y si son mujeres sin permiso de residencia no tienen acceso a ninguna 

prestación económica. Esta es otra, si eres mujer extranjera, inmigrante y no 

tienes or den d e pr otección, no t ienes na da a  ha cer, con l a o rden pu edes 

tramitar el permiso de residencia y trabajo por razones humanitarias, es un 

proceso l argo que  pue de t ardar a ño y pi co pe ro c omo m ínimo t ienes al 

horizonte e ste camino. (¿Y m ientras t anto n o s e p uede h acer n ada?) N o 

puedes cobrar l a pr estación y eso qui ere de cir que  no pu edes ha cer 
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ahorro…claro l a p arte s ocial i ncide m ucho en e l p roceso d e recuperación 

(…) Y o c reo qu e e n m uchos c asos condenan l as m ujeres  a l a pobr eza”. 

(EP01) 

En al gunos casos, s e cree q ue l as m ujeres d e o rigen m igrante r eciben m ás 

presiones de la familia para no denunciar, y se comparan las dificultades de ellas con las 

mujeres de municipios pequeños de ámbito rural: 

“Hay u na p resión f amiliar p ara r etirar l a d enuncia. S obretodo f amilias 

marroquíes y gitanas. Es la inmigración que más hay aquí (...) En el caso de 

las in migrantes m arroquíes yo l o ve o m ás una  c uestión de  i nseguridad e n 

relación al  s istema y l a p resión f amiliar y en  el  cas o d e l as es pañolas p or 

desconfianza del sistema y cuando son de sitios pequeños por la presión de 

la comunidad.” (EP09). 

Finalmente, una  de  l as m édicas d e at ención p rimaria en trevistadas, subraya 

también que, desde su punto de vista, entre algunas mujeres inmigradas: 

“La tolerancia hacia la violencia es más grande. (…) Después muchas veces 

el pr oyecto de  i nmigración que da r oto c uando l as m ujeres denuncian a l 

marido. U n pr oyecto qu e a  v eces ha  s ido m uy doloroso, m uy difícil, h an 

dejado sus hijos en el país de origen, yo creo que sienten que traicionan todo 

esto, el proyecto que les ha llevado aquí, el que han dejado allí. Después hay 

la situación irregular. Es verdad que teóricamente la ley dice que no se debe 

expulsar las mujeres que han denunciado. Pero esto es muy complicado y a 

ellas les da un miedo muy grande. (…) Hay especificidades que has de tener 

en c uenta, s ino t e estrellas. Y  i nsisto, c on una  pobl ación que  ha bla u n 

idioma que conocemos muy bien, común, con quien hay una cierta afinidad 

cultural. Ahora ponte esto con una familia china, que no tienes ni idea ni de 

la lengua ni de lo que quieren decir”. (EP07) 

Se trata de percepciones que no coinciden con algunos de los testimonios de 

las ví ctimas e ntrevistadas. A sí, por  e jemplo, el caso d e dos  m ujeres e spañolas. 

Una de ellas me comentaba que su suegra le decía que tenía que soportar, porque 

era parte del matrimonio  y otra, que sus hermanos varones le recomendaban que 



374 

 

no denunciara, aunque sí le ofrecían ayuda para que dejara a s u pareja y se fuera 

de su casa: 

“Llavorens, s i jo  l i d eia to t a  la abuela perquè era el  s eu f ill i  t ot cad a d ia em  

trucava i “és que, “bueno, no te preocupes cariño...que esto son cosas que pasan 

en las parejas”. Total, tenia el patró de conducta antic i com que no el va canviar 

a una època moderna, pues, què passa? que com que es justificava i minimitzava, 

pues jo també. Llavors, aquí està que no sortia mai d’aquí” (MND 16).  

“Tinc 2 g ermanes don es i  2 g ermans hom es. Els hom es e m de ien que no  

denuncies, que  no de ixava de  s er el pa re de l m eu f ill...En c anvi, l es m eves 

germanes si que em deien “tu denuncia”, i els meus pares em deien “tu millor que 

no...”. Hi ha com una por i com un d’allò de dir “no deixa de ser el pare del nen” 

(MD8). 

En el caso de las extranjeras, la presión para no denunciar, según uno de los 

testimonios de las mujeres entrevistadas, v enía más por el lado del miedo a  la s 

consecuencias q ue p odría at raerle l a d enuncia co n r especto a  s u s ituación 

administrativa r egular, q ue por  e ncubrir al a gresor o m inimizar o nor malizar l a 

denuncia. Tal es el caso de la mujer cuyo se testimonio ha sido codificado como 

MD10. 

 Dentro del cuerpo de policía hay conciencia que para la mujeres migrantes 

la s ituación es  m ás co mplicada ya q ue a m enudo d ependen eco nómicamente 

únicamente de l m arido y esto es una  d esventaja que  i nfluye en s u de cisión de  

denunciar y poner fin a la violencia que padecen. Esta situación era, al momento 

de la entrevista, la de la mujer cuyo testimonio fue codificado como MND14. Se 

reconoce también el papel informativo de la policía, de informarlas que tienen el 

derecho de  pe dir un pe rmiso de  r esidencia t emporal i ndependiente de l m arido, 

que puede ser por reagrupamiento familiar o pr opio. Finalmente, se añade, como 

punto importante, el hecho de contar con servicio de traducción, algo básico para 

poder establecer una  comunicación lo más f luida pos ible con todas las mujeres, 

independientemente del idioma que tengan. 
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3.6. Percepción de las fortalezas y debilidades del sistema de justicia.  

 

En es te ap artado s e p resentan l as p ercepciones d e l as p ersonas entrevistadas co n 

relación a l os puntos fuertes y débiles del sistema de justicia establecido para los casos 

de violencia de género.  

 

3.6.1. Puntos fuertes 

 

La mayoría de personas entrevistadas señalan los importantes avances realizados en 

los últimos veinte años en el Estado español, en especial los cambios introducidos con 

las legislaciones específicas en materia de lucha contra la violencia de los últimos diez 

años (LO 1/2004 y Ley 5/2008). Se mencionan las mejoras en lo que respeta la atención 

y la información que ex iste hoy para l as mujeres, el  p roceso general de hacer de este 

problema un asunto público, que antes era esencialmente considerado como privado y la 

existencia de protocolos de funcionamiento y coordinación para la atención y que rigen 

el ejercicio de los derechos de las víctimas. Se ilustran estas ideas con las citas de una 

víctima, una médica y un psicólogo de la OAVD, todas personas muy comprometidas 

con la lucha contra la violencia de género, respectivamente: 

“Socialmente ( es m uy importante) q ue s e ap lique l a Ley, p ero l a Ley en s u 

fundamento, como que es un D erecho Humano de todas las personas, el Derecho a 

la vida. Es una obligación del Estado, no una fantasía; no e s una fantasía que se le 

haya oc urrido a  Zapatero y compañía. O  s ea, e s una  obl igación q ue por  l a 

Constitución t iene e l E stado e spañol c ualquier p artido pol ítico y  a demás, por que 

nosotros hemos ratificado los acuerdos de la ONU y estamos obligados. Cualquier 

Gobierno, y los ciudadanos lo tenemos que exigir, es una exigencia que hemos de 

tener l os ciudadanos c on e l E stado, y en e ste caso, nos otras l as ciudadanas qu e 
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somos a las que más nos beneficia, que s implemente estamos defendiendo nuestro 

derecho a vivir y a vivir tranquilas y con respeto”. MND17 

“Ha h abido un antes y un de spués d e l os úl timos 7 o 8 a ños. P orque l a 

violencia no formaba parte de nuestra tarea y ahora sí. Hacemos informes a la 

justicia” (EP07). 

“... V an c ambiando c osas, poqui tas, pe ro c laro, s i yo pi enso e n  c uando 

empezamos [ la O AVD] recuerdo q ue m e l lamaba u na m ujer a l as 4  d e l a 

tarde “que pasó esto con el marido y tal”, y yo le tenía que decir ‘¿pero es la 

primera agresión? Sí, pues tiene que haber 3, porqué sino son faltas”. Eso lo 

decía yo, ¡es muy bestia! “Espérese a q ue le pegue tres y va al  juzgado de 

guardia porque s i va a l a comisaría de l a policía nacional l a envían a ca sa 

rápido”. Y  e so l o he  di cho yo y c laro, l o ves a hora y di ces ‘ ¿han ha bido 

cambios? Sí’. Cuando estás en el ajo dices ‘no, porqué todo está igual y no 

cambia y es to n o p uede s er’. Y  es  v erdad q ue f altan m uchas co sas por 

cambiar, p ero ha ces un poco de  pe rspectiva y e n 9 o 11 a ños ha  ha bido 

muchos cambios, todavía tiene que haber más pero vamos haciendo, y eso te 

anima también, porqué sino nos deprimimos totalmente” (EP02). 

En e l m ismo s entido d e va lorar c omo un pun to f uerte l a e xistencia de  e stos 

importantes marcos normativos, hay un a cuerdo en resaltar la importancia de servicios 

específicos como los P IAD o l os CIE, además de l a coordinación entre l os di ferentes 

servicios. La existencia de programas de asesoramiento legal gratuito es citada como un 

importante avance. S e v alora positivamente t ambién l a formación obl igatoria pa ra l os 

titulares de los Juzgados de violencia sobre la mujer que, como todos los avances en la 

materia, f ue resultado d e l a p resión y d e l as m ovilizaciones d e l as as ociaciones d e 

mujeres. Igualmente s e s eñala c omo pos itivo el r ol d e s oporte d e l as O ficinas d e 

Atención a la Víctima inscritas en los juzgados (OAVD).  

También s e d estacan i mportantes m ejoras en  la at ención p olicial. Los y l as 

profesionales de diferentes servicios coinciden en las mejoras de atención por parte de 

la pol icía, como se ha  especificado con t estimonios de  víctimas ya c itados y como lo 

señalan dos juristas de un recurso especializado: 
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“Es verdad que muchas veces desde los Cuerpos de seguridad (tanto policía local 

como M ossos d’ Esquadra), ha y i nformaciones que  f orman pa rte de  l a 

confidencialidad, protección de datos. Pero la profesionalidad, el objetivo común, 

es el  t rabajo p ara l a m ujeres y co n l as m ujeres, es o p ermite es tablecer l azos d e 

confianza, ví as pa ra t rabajar c onjuntamente, s aber qué  t ipo de  i nformación nos 

podemos proporcionas, hay un intercambio muy fluido” (EP04 y EP05). 

Es necesario decir que  no todas las personas profesionales dentro del cuerpo de  

policía es tán i gualmente co ncienciadas y p redispuestas a t rabajar p ara u na co rrecta 

atención, y s e r eproduce l a act itud ( patente en l as en trevistas co n l os j ueces) d e “n o 

tener t iempo p ara es cuchar h istorietas”. P odemos v er r eflejada es ta i dea, l igada a l a 

constante d e t omar en cuenta p rincipalmente l a v iolencia q ue d eja “ marcas”, en  l a 

siguiente cita de un miembro del cuerpo de policía, que habla de sus colegas: 

“Hay mucha reticencia, porque son denuncias que quizás estás dos horas o 

tres, con ella. Son muy largas, y la gente intenta evitarlas. Cuando te viene 

una denuncia de este t ipo sabes que estás t res horas cogido seguro. Hay la  

mala costumbre de preguntarle a la víctima `venga el día siguiente que están 

los es pecialistas d el G AV y q ue l a at enderán m ejor´. Q ue es o s e h ace 

cuando la gente ve que los casos no son muy graves. Si viene la víctima con 

los o jos así o c on señales evidentes de  haber sufrido violencia l e cogen l a 

denuncia, no hay más. Si la ven que hay duda, que no hay señales evidentes 

de una  a gresión, i ntentan s iempre de sviarla s iempre a l G AV, que  e s u na 

disfunción que tenemos dentro del cuerpo, que intentamos ir contra ella pero 

es difícil” (EP15). 

 

3.6.2. Puntos débiles 

 

Según las personas entrevistadas, tanto las víctimas como aquellas profesionales que 

trabajan en  recursos es pecializados y/o q ue m uestran u na m ayor i mplicación co n l a 

perspectiva f eminista en  l a r espuesta a es te p roblema s eñala como p unto d ébil l as 

dificultades p ropias al  s istema de j usticia penal, entre l as que destacan: l a r igidez del 
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proceso, la lentitud de la justicia, la burocratización de los servicios, el trato impersonal 

y la insuficiencia de recursos. Además de los testimonios que han sido citados a lo largo 

de este trabajo que corroboran lo dicho anteriormente, con respecto a l as carencias del 

sistema una de las víctimas me comentaba siguiente: 

“Para mí la justicia se debe de sensibilizar, para no ser un caso más de la justicia, un 

caso de  tantos...El día que  yo tuve e l juicio oral e l Juez tenía 13 juicios e l mismo 

día, ¿cómo van a poder?” (MD7). 

En esta misma línea, otra de las mujeres entrevistadas me decía: “Si somos muchas, 

pues que abran más juzgados” (MD2). 

Se i ndica q ue l a c arencia d e r ecursos y l a p oca inversión en  l a l ucha contra es ta 

grave  vul neración de  derechos p rovocan que e l proceso de  actuación de  las personas 

profesionales a m enudo n o s e ad ecúe a l a u rgencia d e l a s ituación. Igualmente s e 

señalan las dificultades frente a realidades que se sitúan en la intersección de diferentes 

desigualdades, y por lo t anto de  un t rabajo más personalizado y no  tan estandarizado.  

Según un psicólogo del OAVD: 

“Si a los sistemas de discriminación y opresión les sumamos el hecho de ser 

mujer, padecer violencia machista, y multiplicas todo eso con “mujer mayor, 

de m ás de  65 años, qu e no t rabaja, c on un a p ensión de  200 e uros, q ue 

depende del piltrafa este para vivir, etc.” Es complicado, por eso digo, cada 

caso s e de be a nalizar p orqué e s un a uténtico m undo. N o s e pue den s acar 

recetas, y es o s e es tá haciendo, y l os p rofesionales q uieren r ecetas, el 

problema e s este. ¿ Por qué  h ay m ucha pr esión? P or qué  e l pr opio 

profesional qui ere t ener un cas o d elante y d ecir “oye, es te caso p am p am 

pam”. Y  no p ensar, ha blar, e scuchar, empatizar... A quí ha y trabajo y esto 

supone un desgasto personal, y no todo el mundo está dispuesto a pagarlo”. 

(EP02) 

Según u na d e l as ab ogadas es pecializadas en trevistadas, ha y una  di ficultad 

“intrínseca” y es la de vivir la experiencia de recurrir al sistema de justicia penal, difícil 

para cualquier persona: 
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“Yo lo que le puedo decir es qué puede significar el que ella denuncie, que 

significará p asar p or u n p roceso p enal que  yo creo qu e no ha y ni nguna 

persona  a la que no l e afecte pasar por un pr oceso penal, ya no sólo en el 

ámbito de la violencia, sino quien se ve envuelto en cualquier circunstancia 

(...) E ntonces en e l caso de  l as m ujeres c on v iolencia, que  están s iendo 

víctimas de  vi olencia, e s m ás dur o t odavía por que no e stán de l t odo 

fortalecidas, e mpoderadas pa ra pode r vi vir un  pr oceso qu e e s dur o en 

términos generales para cualquier persona” (EP03). 

Estas pe rcepciones, c omo ya s e ha  pue sto de  m anifiesto, s on s ostenidas 

sobre todo por las víctimas. Sirva de refuerzo el testimonio de una de ellas: 

“Perquè jo el dia del judici estava que no podia ni llegir un full, se m’anaven 

les l letres, o s igui que s i, que és un  moment molt fort, t ’ho fan reviure tot 

una altra vegada després de tres anys que el que tens ganes és d’oblidar, de 

que aquest tio dons pagui pel que ha fet i se `zanja´ el tema, diguéssim, no?” 

(MD11). 

“Jo me sento violentada por el sistema, no sé si le tengo más miedo a él o a la 

justicia. Te llenas de dolor, si diria de tornar endarrera? Mmmm…  Si sabía todo 

lo que me iba a pasar no hubiese hecho la denuncia. Es que es durísimo este 

judici” (MD7). 

Las personas entrevistadas del cuerpo de policía recalcan la falta de personal y la 

lentitud de la justicia penal, que está “saturada”. Según estas entrevistas sería la lentitud 

de l os t ribunales, l igada a l a ex periencia d e l as m ujeres d e t ener q ue ex plicar en  

múltiples oc asiones l a vi olencia s ufrida, l o que ha ría que  l a ví ctima vi va una 

victimización s ecundaria. T ambién s e i ndica que  a  m enudo, por m otivos 

administrativos, las órdenes de protección tardan en aplicarse: por ejemplo, y por citar 

el caso más común, porque no son efectivas hasta que no se ha notificado al agresor, de 

manera que si el mismo no se encuentra habitualmente en su domicilio o se ha mudado, 

cuesta implementarlas. 

Otro punto débil es el rol jerárquico que se establece entre los juzgados y los demás 

servicios de la red, as í como la d istancia de la institución judicial con la ciudadanía a 

través de  m últiples c aracterísticas, c omo por  e jemplo e l us o de  un l enguaje t écnico-
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jurídico de  m uy di fícil c omprensión, pr oblema a l que  ya s e ha  he cho r eferencia, o e l 

hecho q ue l os j ueces, juezas y f iscales a m enudo n o p articipen a l as r edes d e 

coordinación o  a l os ci rcuitos l ocales s obre l a violencia d e género. S e i lustran es tas 

ideas con las citas que se presentan a continuación, que corresponden a dos abogadas, a 

la directora de un CIE y a una médica: 

“El l enguaje t ecnificado j urídico m uchas v eces no co necta con l a f orma en  

que esperan las mujeres que se les reciba sus preguntas, sus inquietudes y se 

les de vuelva l a i nformación, que  s on a spectos m ás e motivos, m ás 

emocionales, que no por ello han de dejar de ser técnicos pero yo creo que no 

es lo mismo informarle a alguien de si su contrato de alquiler le da derecho a 

recibir una indemnización o  no… que explicarle efectivamente qué s ignifica 

una orden de alejamiento, una pena…” (EP03). 

“Esta `juez´ de  a hora na die l a c onoce... a demás tienen una  r elación c on l os 

demás de `qué me podéis ofrecer´” (EP09). 

“Los Juzgados… es un t erreno impenetrable. Nosotras los hemos invitado a 

participar, como r ed, de  l a c omisión, y es un t erreno m uy c errado, c uesta 

muchísimo que participen. Lo único que se ha conseguido es que participe el 

Colegio de Abogados, en algún momento, pero no asisten a las reuniones. La 

justificación que  da  e l Colegio e s por que no s on hor as r emuneradas y que  

tienen que  di sponer de  su t iempo pe rsonal pa ra a sistir a  e stas r euniones” 

(EP08). 

“Es difícil hacer encuentros de iguales, encuentros no jerárquicos en el mundo 

de la justicia. La justicia es un pode r, un pode r del Estado y actúa como tal 

poder. N osotros s omos un s ervicio, un s ervicio a sistencial. E s di fícil qu e l a 

justicia pong a m ucha a tención a l o qu e decimos, por  r oles m ismo, 

seguramente hay personas estupendas que escuchan muchísimo en el mundo 

de l a j usticia, pe ro l as i nstituciones no f avorecen que  e so pa se, y ha y muy 

poca filtración de dificultades y de aciertos” (EP07). 

Otro de  l os punt os dé biles que s e h an s eñalado  s on l as d ificultades en  el  

ejercicio de derechos reconocidos por la ley, por falta de aplicación de esta. Así, 

por ejemplo, según las entrevistas con las víctimas y con el personal de la policía, 
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hay una carencia de abogados y abogadas en las asistencias en las comisarías y en 

los juzgados, muchas veces llegan con horas de retraso o directamente no llegan y 

ello lleva a las víctimas muchas veces a no esperarles y a formular la denuncia o a 

ir al  j uicio s in as istencia l etrada, a p esar q ue l a l ey l es g arantiza es te d erecho. 

También s e ha  e specificado que  de ntro de  l os Juzgados f altan e spacios donde  

poder s eparar ví ctima y a gresor y, c omo m uchas ví ctimas l o ha n pue sto de  

relieve, s e en cuentran en es tos s itios co n s us ag resores y s ufren u na nueva 

victimización, he cho q ue e s punt ualmente grave c uando vue lven a  r ecibir 

agresiones. 

Entre las debilidades importantes que se han detectado se encuentra también la falta 

de formación de abogados y abogadas, así como de jueces y juezas en la perspectiva de 

género, con el consiguiente mantenimiento de prejuicios sexistas sobre las mujeres, que 

se ex presan, en tre o tros as pectos en  l as r esistencias a co mprender y, en  d efinitiva, a 

aplicar los conceptos de la LO 1/2004 y algunas sus disposiciones específicas. Y este no 

solo es un problema vinculado a la formación, sino a unos criterios de interpretación de 

la l ey, cl aramente contrarios a s u f inalidad. A sí, s egún u na ab ogada d e u n s ervicio 

específico de fuera del área metropolitana de Barcelona: 

“(...) se les forma (a los jueces/zas jurídicamente, pero no importa, coges un 

libro y lees el tipo penal… lo que se debería hacer formación psicológica y 

social: que entiendan la perspectiva de género, que entiendan las causas de 

la violencia, el proceso, que entiendan qué tipo especial de situación tienen 

delante, que  no es l o m ismo que  t e r oben e l bo lso que  l a pe rsona q ue t ú 

quieres te maltrate. Eso es lo que tendrían que comprender, no lo jurídico. Y 

lo q ue están d ando es  t écnica j urídica, t écnica jurídica, t écnica jurídica”. 

(EP09) 

También s e ha n apuntado di ferentes obs táculos o pr oblemáticas de  acceso a  l a 

justicia por parte de las víctimas que, además de ser puestas de relieve por ellas mismas, 

en muchos casos son percibidas por las diferentes personas que trabajan en la red, como 

problemas comunes, pero que afectan diversos ámbitos, entre ellos: 
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- La carencia de r ecursos para hacer f rente a t oda la demanda (necesidad d e 

más plazas en las casas de acogida, más horas de atención en los PIAD, en 

los C AP, e tc.), a sí como l a ex istencia d e d esigualdades t erritoriales en el  

acceso a  l os s ervicios. E n e l m ismo s entido, m uchas de  l as p ersonas 

entrevistadas co nsideran q ue con l a a ctual c risis eco nómica en  l a q ue está 

sumergido e l pa ís y, s obretodo, c on l os r ecortes pr esupuestarios y d e 

personal estas deficiencias están empeorando. 

- A la carencia de recursos, se agrega que, de manera paradojal, en muy poco 

tiempo ha  ha bido un de spliegue m uy i mportante de  r ecursos públ icos y 

privados que  ha  pr ovocado c iertas di ficultades de c oordinación, a sí c omo 

que las mujeres hayan tenido que repetir su historia ante distintas personas y 

sufrir, en consecuencia, un nuevo proceso de victimización secundaria. 

- También s e ap unta l a p ersistencia d e u na f alta de co ordinación en tre l os 

diferentes servicios, a p esar de la existencia de las redes, los circuitos y los 

protocolos de actuación. Junto con la falta de coordinación, se expresa que el 

funcionamiento de  l os s ervicios, e n cuanto a l a s ensibilidad pa ra c on l as 

víctimas y l a cal idad d e l a at ención que s e l es b rinda, p arece d epender en  

buena m edida de  vol untades i ndividuales m ás que  de  un c riterio r ector 

generalizado y a plicable por  i gual por  pa rte de t odas l as pe rsonas que  

intervienen en estos casos. 

- La b urocracia, l a l entitud, l a f rialdad y el  t rato d istante d e la  ju sticia, se 

apunta como una causa de victimización secundaria en las mujeres dentro del 

proceso j udicial, que  l as ví ctimas y a lgunas p rofesionales pe rciben como 

maltrato institucional. La falta de información y asesoramiento, en particular, 

de t ipo legal, que experimentan las mujeres, sumado al  el  lenguaje técnico-

jurídico de difícil comprensión y a la idea que la justicia da miedo dificultan 

el derecho de acceso a la justicia. 

- Tanto l as ví ctimas c omo l a m ayoría de  l as pe rsonas pr ofesionales 

entrevistadas c onciben l a de nuncia p enal c omo un úl timo r ecurso y, en 

especial estas últimas, creen que las mujeres hacen un uso del sistema penal 

como tal “cuando ya no pueden más”. Las representaciones que se dan con 

respeto a las razones a las que responden las mujeres cuando interponen una 

denuncia s on p rincipalmente p ara s alir d e l a s ituación ( “que l as d ejen en 
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paz”), p ara b uscar p rotección y en  el lo co inciden am pliamente co n l as 

necesidades ex presadas p or l as v íctimas. P ero a p esar d e esta o pinión 

mayoritaria, algunos profesionales entrevistados manifiestan el mito de que 

en algunos casos las mujeres hacen un “abuso” de la denuncia para obtener 

ventajas en los procesos civiles de separación y divorcio98. Tal es el caso de 

uno de los jueces de los Juzgados de violencia sobre la mujer de Barcelona, 

llega a utilizar la apelación de “divorcio penal”. Un policía también cita estas 

sospechas de supuesto uso fraudulento de la denuncia. 

- Por ot ro l ado, e n t érminos ge nerales l as pe rsonas e ntrevistadas c onsideran 

que es importante la denuncia para hacer público el caso, porque es un delito 

de ac ción p ública, p ara reforzar l a i dea d e q ue la l ey está al  l ado d e l as 

mujeres y que se ha cometido una infracción, un delito, para que las mujeres 

puedan acceder a l os r ecursos existentes, para poderlas a yudar, para que  la 

violencia no que de en l a i mpunidad, pa ra pe rmitir l a r ecuperación 

psicológica de las mujeres, etc. Pero distintas profesionales (entre las cuales 

la t écnica d el d epartamento d e Bienestar y Familia, el  p sicólogo de  la 

OAVD, una médica de un CAP, las abogadas especializadas y una directora 

de un CIE, así como un policía director de un GAV) también consideran que 

la d enuncia p uede a v eces em peorar l a s ituación d e l as m ujeres, p orque la 

denuncia n o es  “l a p anacea” y h ay o bstáculos: n ecesidad d e p rueba, l a 

justicia es  l enta, s e p rovoca m ucha v ictimización s ecundaria en  l os 

tribunales, etc. También se señalan ciertos mitos sociales como obstáculos de 

acceso a  l a j usticia, como el  ya comentado ej emplo el  d e l as s upuestas 

“denuncias f alsas” y l a f alta d e cr edibilidad d e l as m ujeres.  S egún el  

psicólogo d e l a O AVD: “ cuando no de nunciaban, l a c ulpa l a t enían ellas 

porque no d enunciaban y ahora qu e de nuncian, l a c ulpa l a t ienen e llas 

porqué hacen denuncias falsas” (EP02). 

- Hay ci erto consenso t ambién en  s eñalar que h ay una d iferencia i mportante 

cuando e s l a pr opia m ujer ví ctima de  vi olencia m achista qui en ha ce una  

demanda d e ayuda y/o i nterpone un a d enuncia q ue cuando es ot ra pe rsona 

que detecta la existencia de la violencia y/o interpone una denuncia de oficio. 

                                                           
98 Una crítica más detallada de esta idea se encuentra en Bodelón (2012b). 
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Según d iferentes p rofesionales, en  es te s egundo cas o l a d enuncia es  m ás 

difícil de  i nterponer y t iene m uchas m ás pos ibilidades de  que darse e n e l 

camino y de no prosperar. 

- Respeto l as r epresentaciones al rededor de las mujeres m igrantes y d e l as 

mujeres n o-estándares e xiste ci erto co nsenso respeto al  h echo q ue ex isten 

dificultades m ayores p ara l as m ujeres m igrantes d ebido a l a s ituación 

administrativa, a u na mayor precariedad económica, a l a falta de red social, 

etc. P ero t ambién s e en cuentran ci ertas r epresentaciones d e t ipo 

“culturalista”: l a v iolencia s ería u n p roblema de “ci ertas cu lturas m uy 

machistas”, en  es pecial d entro d e l a comunidad m usulmana y 

latinoamericana. La i dea d e l os “p erfiles” de m altratador y p ersona 

maltratada s e p onen d e m anifiesto m inoritariamente. La ac entuación del 

origen étnico d e l os ag resores ( y d e l as v íctimas) p uede t ener co mo 

consecuencia p resentar l a v iolencia co mo un p roblema d e ci ertas 

comunidades culturales y no de  los déficits democráticos de l as sociedades 

modernas y sus conceptos excluyentes de ciudadanía (Pitch, 2009: 47). 

 

 

3.7. Críticas y sugerencias para mejorar la seguridad de las mujeres y su 

derecho de acceso a la justicia.  

 

Según las personas entrevistadas se deben aumentar los efectivos para poder mejorar 

la s eguridad ef ectiva d e l as v íctimas. S ería n ecesaria u na m ayor a gilidad en  l as 

actuaciones, tanto en  lo que respecta al tiempo en el que se realizan, como en lo que se 

refiere a as pectos v inculados a l a co ordinación en tre los d iferentes s ervicios y a l a 

prevención de  nu evas vi olencias. C on r especto a e sto úl timo,  s e ha  s eñalado que  s e 

debe apostar por la prevención y “no dedicar todos los esfuerzos a actuar cuando ya se 

ha pr oducido l a vi olencia”, a sí c omo m ejorar l a f ormación de  l os y l as pr ofesionales 

(sobre todo en el ámbito judicial), clarificar los conceptos y acordar estándares para una 

intervención de mayor calidad. Se señala también la importancia de la empatía con las 

mujeres: 
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“… para una mujer que ha vivido una s ituación digamos de bajada de au toestima 

constante, permanente durante tanto tiempo, sacar las fuerzas necesarias para llevar 

adelante un proceso penal, creo que hay que tener empatía con ella para decirle pues 

‘yo también entiendo si no lo haces, pero creo que sepas que hay esta vía, y en  el  

momento que tú te veas dispuesta a que lo puedas coger, pues el camino que tienes 

que t omar es  este’. ( …) o  s ea o torgarles m ecanismos p ara q ue ella s i en al gún 

momento decide accionar el sistema, el sistema esté disponible para que ella pueda 

cogerlo.” (EP03) 

Por su parte, la gestión privada de algunos servicios municipales, como los PIAD, 

es analizada por algunas profesionales como un problema para las derivaciones, ya que 

se crea una clase de jerarquía entre los servicios públicos y los de gestión privada (de 

“segunda c ategoría”). Asimismo, una  de  l as a bogadas e ntrevistadas, qui en t rabaja 

precisamente en un P IAD, considera totalmente insuficiente el tiempo de atención que 

se dedica a cada mujer, pues considera que en 30 minutos es prácticamente imposible 

que exprese todas sus necesidades y demandas. 

Las m ujeres ex presan s erios p roblemas d e ac ceso a l os s ervicios d e as istencia 

jurídica gratuitos, t anto en las comisarías como en los juzgados. Muchas veces l legan 

solas a los juzgados y se enfrentan a sus agresores sin asistencia jurídica y sin apoyo de 

ningún tipo. No participan en los procedimientos por conformidad, no s on consultadas 

ni es cuchadas al  r especto y n o s e l es n otifican l as s uspensiones d e l as au diencias. 

También expresan dificultades de acceso a los servicios previstos para su recuperación, 

a las ayudas económicas y a los servicios de salud (en especial, psicológica).  

Según l as e ntrevistas con l as pe rsonas d el c uerpo de  pol icía ( corroboradas, e n 

parte, por  l a e xperiencia d e l as m ujeres entrevistadas), l a at ención a l as l lamadas d e 

emergencia por violencia machista (al 112) es una actividad prioritaria para los equipos 

de atención, pero muchas veces el personal policial pide informaciones y hace preguntas 

a las mujeres que no son pertinentes en el momento de la llamada, en el sentido de que a 

veces solicitan información que no es urgente y que, por lo tanto, podría pedirse en otro 

momento. S in e mbargo, no e xiste un s ervicio disponible de  f orma i nmediata pa ra 

derivar estas llamadas. 
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Se han detectado problemas serios con respecto a los encuentros entre víctimas y 

agresores e n l os j uzgados, que  e stán vul nerando l as di sposiciones de  l a D irectiva 

2012/29/UE, que consagra un Estatuto Jurídico de las Víctimas en el proceso penal que 

obliga a l os pode res pú blicos a  t omar un a s erie de  di sposiciones, entre l as que  s e 

encuentra, como se ha señalado en el capítulo 3, la de evitar el contacto entre víctima y 

denunciado en las dependencias judiciales, destinando en éstas espacios reservados a las 

víctimas. Esta directiva no estaba vigente al momento de realizarse las entrevistas, pero 

esta situación ya venía siendo denunciada desde hacía tiempo. El Tribunal Supremo, en 

una resolución dictada en 2012, ha  refrendado la posibilidad de que la víctima declare 

en el juicio oral sin confrontación con el acusado (STS 1113/2012, de 23 de Febrero del 

2012). E sta pos ibilidad pue de a rticularse, i gualmente, e n l a c elebración de  l a 

comparecencia d el ar tículo 5 44 t er d e l a Ley de E njuiciamiento C riminal ( Consejo 

General del Poder Judicial, 2013: 29). 

 Por último, la falta de acumulación de expedientes por aplicación de las reglas de 

conexidad es  o tro f actor q ue s omete a  u na f uerte v ictimización s ecundaria y, en es te 

sentido, t ambién se están i ncumpliendo l as r ecomendaciones del C onsejo General d el 

Poder J udicial, que  de sde e l m ismo a ño de  e ntrada e n vi gor de  l a LO 1/ 2004 ha  

establecido que , en los casos en que  exista unidad de  acto en los hechos denunciados 

deberán s er i nstruidos de ntro de  un m ismo proceso pe nal c uyo conocimiento 

corresponderá a l J uzgado de  vi olencia s obre l a m ujer, por  concurrir l os r equisitos 

establecidos en el artículo 87 ter de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que regula dicha 

competencia. Aunque dicha di sposición no l o m enciona ex presamente, t ambién 

corresponde a  e stos J uzgados el c onocimiento de l os c asos de  que brantamiento de  

medidas d e s eguridad o  cau telares, cu ando s e t rate d e c asos f recuentes y s e h ayan 

cometido junto con ot ro de lito de  competencia de l os j uzgados de  violencia (Consejo 

General del Poder Judicial, 2005: 96-97). 
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Conclusiones. 
 

Como resultado de los cambios legislativos de los últimos años en la materia se 

ha pr oducido una  m ejora y una  especialización de  l os/las pr ofesionales y d e l os 

mecanismos dedicados a garantizar y facilitar el ac ceso a l a j usticia. A un así, l a 

implementación de las leyes no ha  ido acompañada de los recursos necesarios para su 

optimización. 

No solamente hace falta más personal y más presupuesto, sino que la aplicación 

de los marcos normativos depende, en buena medida, de una formación adecuada y, más 

allá de ella, de la empatía que las personas profesionales muestren para con las víctimas, 

así como de la necesidad de vencer las resistencias que estas personas puedan ofrecer a 

los modelos de intervención basados en conceptos y metodologías feministas.  

Existen r esistencias p rofesionales en  l a i nterpretación d e l a l ey, co mo h emos 

podido co nstatar es pecialmente a p artir d e l as entrevistas co n los j ueces, que  r elevan 

todavía muchas actitudes sexistas de los operadores y operadoras del sistema de justicia 

penal.  

Es un problema grave que se exija la prueba de la “intención de machismo” para 

condenar la violencia de género. Se continúa cuestionando el fundamento teórico de la 

ley, pese a que el Tribunal Constitucional ha declarado su constitucionalidad (sentencia 

59/2008).  

De o tro l ado, s e co nstata q ue p arte d e l as p ersonas en trevistadas m antienen el  

mito del uso de la denuncia para conseguir ventajas en cuestiones relativas al derecho de 

familia, pe se a  que  l os datos publ icados po r el C onsejo G eneral de l P oder J udicial 

indican lo contrario, e s decir, e l poco uso que  l as mujeres ha cen de  l as competencias 

civiles de los juzgados especializados. 

Con f recuencia, los servicios específicos de intervención en casos de  violencia 

de género cuentan con personal con una elevada formación, pero según la información 

recogida en l as en trevistas, l os s ervicios g enéricos n o s iempre l a t ienen. A demás, l a 

mayoría de los servicios específicos son servicios cuya gestión se encuentra en manos 

de entidades privadas (como es el caso de los CIE o los PIAD). La especialización y la 

formación en violencia machista es positiva porque mejora la respuesta pública ante este 
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delito, por  l o t anto, s ería de seable una p olítica de f ormación es pecífica t ransversal a 

todos los servicios. 

Algunos p roblemas de  c oordinación e ntre l os di ferentes s ervicios s e da n entre 

aquellos m uy especializados, que  de tectan l os casos de  vi olencia ( incluidos l os que  

salen d el es tereotipo d e violencia denunciable) y l os d e ca rácter generalista. P or o tra 

parte, l a gestión d e l os s ervicios m ás es pecializados, en  g eneral, es tá en m anos d e 

entidades pr ivadas, mientras que  los de  carácter general son, comúnmente, totalmente 

públicos. C iertamente, l a ex ternalización d e l os s ervicios a entidades o  em presas 

privadas afecta su continuidad y la calidad del servicio dadas las condiciones de trabajo 

(contratación t emporal de l s ervicio y d el pe rsonal, a lto grado de  r otación, 

subcontratación, etc.) y genera una estructura muy precarizada. 

Se h a av anzado en  l a cr eación d e l a r ed d e t rabajo y l a co ordinación d e l as 

respuestas, p ero p arece que t odavía l a ut ilización ópt ima de  l os r ecursos e xistentes 

depende en buena medida de personas clave, de voluntades individuales, de lo que una 

de las personas entrevistadas analizaba en términos de “cuando la persona profesional se 

implica má s a llá d e s us o bligaciones e strictamente la borales”. S i e sta cuestión e stá 

relacionada con la necesidad e aumentar los recursos humanos, también lo está con la 

“institucionalización” y “profesionalización” de  lo que  ha n s ido y s on d emandas d el 

movimiento f eminista. E xisten c ontradicciones y tensiones e ntre l as r eivindicaciones 

feministas y su implantación dentro de las tradicionales instituciones androcéntricas. 

Es d e v ital i mportancia la r ed d e r ecursos p úblicos m unicipales d e at ención e  

información, de  s oporte ps icológico y l egal. La m ayoría de  p ersonas profesionales 

entrevistadas están de acuerdo en que hay una falta de información legal de las mujeres 

que sufren violencia machista en cuanto a sus derechos. 

Una de las mejoras del sistema de administración de justicia es la incorporación 

reciente de la obligatoriedad de la formación específica de jueces y juezas. 

Respeto de la judicializacion de la violencia es necesario remarcar la necesidad 

de m ejorar l a i nvestigación de  l os he chos, y de  no ba sarse s olamente en e l úl timo 

episodio de violencia.  

Debe darse un espacio para que las mujeres puedan relatar tranquilamente todos 

los ataques que han recibido, sin ser interrumpidas para que se expresen con relación al 
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último que  ha n vi vido y se de ben r evisar l os hechos a nteriores pa ra investigar l a 

violencia habitual. 

Debería hacerse un seguimiento exhaustivo de los sobreseimientos y archivos de 

denuncias r eiteradas, p or p arte d e l a Fiscalía. A  m enudo, el a rchivo d el c aso es  

conceptualizado co mo equivalente a q ue l as m ujeres m ienten. P arecería q ue p ara l os 

jueces entrevistados, la respuesta eficaz es la respuesta “rápida” y no tanto una respuesta 

“adecuada”.  

Desgraciadamente, l os act uales r ecortes p resupuestarios es tán a fectando l a 

existencia de  l os s ervicios públ icos ( ya de  po r sí i nsuficientes). E l “argumento de  l a 

crisis”, que es tá p ermitiendo es tos r ecortes, ha estado acompañado de l os cam bios de 

gobierno pr oducidos e n l os dos  úl timos a ños, tanto a   ni vel e statal c omo a  ni vel 

autonómico cat alán. Los m ayores av ances q ue s e h abían p roducido e n l a pue sta en 

marcha d e l os r ecursos y el d esarrollo de  l os de rechos reconocidos e n la l egislación 

sobre vi olencia de  género/machista s e ha bían pr oducido dur ante gobiernos de  c orte 

progresista, tanto a nivel estatal, como a nivel autonómico.  

El giro conservador que están tomando las actuales administraciones, en ambos 

ámbitos (estatal y autonómico), están poniendo en serio riesgo las políticas de desarrollo 

de los derechos fundamentales de las mujeres. Valgan como ejemplos concretos de ello, 

las m edidas q ue l a act ual ad ministración p ública cat alana h a t omado r ecientemente, 

como l a el iminación d el P rograma d e S eguridad co ntra l a V iolencia M achista d el 

Departamento de Interior, R elaciones Institucionales y P articipación de l a Generalitat 

de Cataluña (enero de 2011) y l a creación de un servicio de mediación f amiliar en  el 

interior del Institut Català de les Dones que podría no oponer reparos a incorporar casos 

de violencia de género. 

En s íntesis, e n l os úl timos di ez a ños, t anto e n e l E stado e spañol c omo en  l a 

Comunidad Autónoma de Cataluña se han producido cambios importantes para luchar 

contra l a vi olencia de  género, e specialmente e n e l or den nor mativo. S in e mbargo, 

existen co ntinuidades c on el  es tado d e co sas anterior a l a entrada en  v igor d e l as 

legislaciones es pecíficas en  es ta m ateria y co ntradicciones, l ímites y f renos en  s u 

aplicación. No es de extrañar, pues, que se mantengan complicidades con los agresores 

y que, a pesar de los avances indicados, siga rigiendo, en nuestro territorio, una amplia 

impunidad para este tipo de delitos. 
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